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Presentación

El Observatorio de Autonomía Municipal (OdAM) es una iniciativa impulsada por las asocia-
ciones nacionales de municipios de Centroamérica y República Dominicana en conjunto con la 
Fundación para el Desarrollo Local y el Fortalecimiento Municipal e Institucional en Centroa-
mérica y el Caribe (DEMUCA); la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desar-
rollo (AECID), con el apoyo técnico del Observatorio del Desarrollo de la Universidad de Costa 
Rica (OdD-UCR). El objetivo principal del observatorio es que, a partir de la generación de infor-
mación confiable y pertinente respecto a la condición de la autonomía municipal, los hacedores 
de políticas públicas y sus ejecutores cuenten con insumos necesarios para reorientar procesos 
políticos que fortalezcan cada vez más el cumplimiento del principio de autonomía municipal.  

La autonomía municipal es la capacidad con la que cuentan los gobiernos locales para auto-
regularse, autodirigirse y planificar sus recursos, según los intereses del Estado. El municipio 
autónomo tiene la posibilidad de gestionar y resolver los asuntos de carácter local que le com-
peten, para lo cual posee la potestad de elegir sus autoridades desde una forma democrática. 

Comprender la autonomía municipal implica entender el grado de regulación, restricción y opor-
tunidad definido desde el Estado e instrumentalizado desde las instituciones públicas, tanto en 
las capacidades presupuestarias, la trasferencia de competencias, como en la posibilidad de 
generar políticas públicas que le favorezcan. Esta situación exige una comprensión integral de 
los marcos jurídicos con los marcos institucionales.

La autonomía municipal constituye una herramienta para el desarrollo local, pues permite a las 
municipalidades participar en los asuntos que, por su naturaleza institucional, le son atribuidos. 
Una municipalidad que articule la toma de decisiones con una adecuada gestión administrativa y 
con una planificación de los recursos financieros eficiente, es una municipalidad que cumple con 
las cualidades para fomentar el desarrollo e impulsar a la población a participar en actividades e 
iniciativas favorables para la localidad, partiendo de las particularidades de los contextos.

El principio de autonomía política municipal permite al gobierno local establecerse como un ór-
gano participativo, dinámico, integrado y con voluntad política para comprender las necesidades 
locales particulares. En principio, esta condición pretende dar respuesta efectiva a una serie de 
necesidades locales desde la construcción y la participación local.

Las condiciones básicas que determinan el ejercicio de la autonomía municipal son: libertad 
plena para ejercer sus iniciativas; que sus competencias no estén excluidas o hayan sido atribui-
das a otro órgano; el ejercicio de las competencias públicas debe incumbir preferentemente a las 
entidades más cercanas de los ciudadanos; las competencias propias de las municipalidades no 
deben ser puestas en tela de juicio, ni limitadas por otra autoridad central o regional. En caso de 
delegación de poderes por parte del ente rector, los gobiernos locales deben tratar de adaptar su 
ejercicio a las condiciones locales; las entidades locales deben ser consultadas a lo largo de los 
procesos de planificación que les afecta (Carta Europea de Autonomía Local, ART. 4).

La autonomía municipal requiere la capacidad del Estado para implementar de forma satisfac-
toria el principio de subsidiariedad desde el cual se establece que una estructura superior no 
debe interferir en una estructura inferior, privándole de su autonomía y del pleno ejercicio de sus 
competencias; sino, por el contrario, su función en tanto que estructura de orden superior, debe 
consistir en sostenerle y ayudarle a la consecución de sus objetivos, coordinando, por tanto, las 
acciones de las demás instituciones vinculadas a fin de alcanzar más fácilmente los objetivos 
comunes a todos.
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El principio de subsidiariedad contribuye a que los gobiernos locales asuman su responsabilidad 
y colaboración en el sostenimiento y consecución de los objetivos generales de la nación, pues 
tanto gobierno central y gobiernos locales de forma articulada constituyen el andamiaje del Es-
tado. Es importante reseñar que este principio no se refiere solamente al reparto de competencias 
entre los diferentes niveles jerárquicos y/o funcionales de gobierno, sino que constituye a su 
vez en la expresión de un concepto participativo integral de la forma de instrumentalización del 
Estado en las diversas dimensiones territoriales. 

El gobierno local, por su condición de institución pública autónoma, puede y debe potencializar 
las competencias que le corresponden, tomando decisiones coherentes para el bienestar de la 
ciudadanía y que se adaptan a sus prioridades organizacionales. En este sentido, la sinergia de 
los municipios con la comunidad, las posibilidades administrativas, entre otras, son fortalezas 
indispensables para redefinir el rol municipal en la promoción de modelos de desarrollo local que 
contribuyan a fortalecer la cohesión social, para lo cual se requiere fortalecer: (a) la adecuada 
gestión financiera, (b) el desarrollo político y democratización de los procesos electorales locales, 
y (c) la capacidad de generar posibilidades administrativas para la toma de decisiones.

La adecuada gestión financiera implica no sólo la posibilidad de autosuficiencia económica, sino 
que la municipalidad debe contar con los recursos asignados desde el gobierno central para brin-
dar sostenibilidad a sus actividades y compromisos. La asignación de presupuesto también es un 
derecho del gobierno local como institución que trabaja en conjunto con los gobiernos centrales.

El desarrollo político y democratización de los procesos electorales locales hace mención a la par-
ticipación de la ciudadanía para elegir a sus gobernantes, lo cual es indispensable para la toma 
de decisiones asertiva y concordante con las necesidades de la población; considerando la diver-
sidad y la integración de minorías en los procesos democráticos. Por su parte, las posibilidades 
administrativas para tomar decisiones, hace referencia a la capacidad de los gobiernos locales 
para planificarse y organizarse según las demandas del territorio en acción.

Esta situación exige la implementación de herramientas de gestión municipal adecuadas para un 
mejor funcionamiento institucional. Para la Fundación DEMUCA y las asociaciones nacionales de 
municipios la importancia de velar por el cumplimiento de estos principios fortalece el posiciona-
miento político de las municipalidades en Centroamérica y República Dominicana, permitiendo 
mayor arraigo hacia lo local y sobre los requerimientos de su entorno.

Es así como surge el Observatorio de Autonomía Municipal (OdAM), como una iniciativa de la 
Fundación DEMUCA. Junto con las asociaciones nacionales de municipios de la región y el apoyo 
de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), su objetivo es 
apoyar los procesos de análisis, formulación y diseño de las políticas que favorezcan la autonomía 
municipal en la región; trabajo que se logra desde una constante innovación de metodologías de 
agregación de información, bajo esquemas de trabajo articulados para fortalecer las capacidades 
de interlocución política de las asociaciones nacionales de municipios en la desagregación de 
una agenda temática especializada en los temas medulares de la autonomía municipal.

Desde el OdAM se pretende mejorar las condiciones que favorezcan la incidencia política y la 
generación de propuestas para la creación, revisión y adecuación de las políticas públicas sobre 
el modelo de autonomía municipal. 

Desde la línea de productos tangibles del OdAM se presenta el estudio Autonomía Política: 
Gobernanza municipal en Centroamérica y República Dominicana, desde el cual se busca 
comprender los aspectos institucionales y políticos que fortalecen o debilitan el ejercicio de la 
autonomía política en los gobiernos locales. Se parte entonces de comprender a las municipali-
dades como instituciones que estructuran la acción del territorio, representando así el sistema 
de constricciones y de incentivos para la promoción de modelos de desarrollo donde intervienen 
dinámicas internas y externas al gobierno local en la definición de las prioridades territoriales.

El estudio pone en evidencia que los procesos de innovación política son necesariamente limita-
dos, tanto por las restricciones que lleva la compleja interacción de los marcos competenciales, 
como por la influencia de múltiples discursos ideológicos que determinan las orientaciones en el 
diseño institucional como en su puesta en marcha. 
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El gobierno local constituye un actor fundamental para la implementación de los modelos de 
cohesión social y cohesión económica, pues, al ser la base del sistema político, se constituye por 
excelencia en la expresión del Estado en el territorio. Sin embargo, el role de la municipalidad 
como institución cercana a la ciudadanía y cuya responsabilidad fundamental es dar respuesta a 
las necesidades de servicios básicos y de coordinación de acciones que contribuyan al desarrollo, 
de alguna forma se ha visto obstaculizado por una serie de limitaciones político-institucionales 
-de carácter jurídico, institucional, presupuestarias, administrativas, entre otras- que afectan su 
desempeño. 

Al desarrollar un análisis detallado de cómo estas limitaciones político-institucionales pueden 
ser incrementadas o reducidas por los efectos del diseño institucional de los gobiernos locales y 
la forma en que los actores políticos articulan sus estrategias desde ellos, se identifican diversas 
modalidades de canales de coordinación a lo interno de los municipios, como entre éstos con 
otras instancias sub-municipales que afectan su capacidad de desempeño. 

Para comprender esta lógica de análisis se debe retroceder al punto conceptual de partida, es 
decir, al proceso desde el cual la política pública local responde a una lógica de reconstrucción 
de interrelaciones entre organismos públicos y grupos sociales. Por tanto, existe una compleja 
interconexión entre aparentes y reales problemas a ser atendidos, por lo cual se requiere no sólo 
del entendimiento del asunto en cuestión, sino de su coyuntura en la agenda social, como en los 
valores e ideologías implicadas en el mismo; pero, sobre todo, cuáles son los niveles de coheren-
cia administrativa, técnica y política del municipio para responder a estas realidades.

Ante el desafío de una implementación de los modelos autonómicos municipales que parecen 
no adaptarse adecuadamente a la realidad política de la región, ha de verse con buenos ojos la 
búsqueda de soluciones efectivas desde la esencia del municipalismo para identificar nuevos 
modos y comportamientos con el fin de hacer efectivo el deber de responsabilidad que ha de 
acompañar el ejercicio del poder en todo régimen democrático. Ello, sin que nadie tenga que 
rasgarse las vestiduras por tener que replantearse algunos dogmas o principios del régimen au-
tonómico municipal.

Tomás Rodríguez Bolaños	 			               Mercedes Peñas Domingo
   Coordinador Político					        Directora Ejecutiva
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Introducción 

La relación entre el modelo de autonomía municipal y la capacidad de gestión de los gobiernos 
locales es compleja, pues en ella convergen diversas relaciones causales y en donde múltiples 
factores de carácter institucional y político interfieren en contextos y momentos particulares. 

Ante tal complejidad, ¿cómo explicar el éxito diferenciado de gestión local entre un municipio y 
otro?, más aún cuando las brechas socioeconómicas y culturales no establecen grandes diferen-
cias. Muchas han sido quizás las líneas de investigación y de intervención para la promoción 
del fortalecimiento municipal, tratando en la mayoría de los casos lograr mejores márgenes de 
actuación municipal y, en consecuencia, mayores posibilidades de desarrollo humano en el te-
rritorio, es decir, en el impacto directo en miles de familias. 

Sin embargo, parece ser que en ocasiones la fórmula de la ecuación no ha evidenciado poder 
dar siempre los resultados esperados, pues se han dado por sentado una serie de supuestos 
que determinan la capacidad de gestión municipal, entre ellos la existencia de un pleno modelo 
autonómico municipal o inclusive, sea cual sea el grado de institucionalización de la autonomía 
municipal, se considera que lo establecido en los marcos jurídicos se instrumentaliza de forma 
perfecta, en aspectos de fondo y de forma. 

“Entre el dicho y el hecho hay mucho trecho”, así versa un muy conocido refrán en Centroamérica 
y República Dominicana. En la sabiduría popular los refranes constituyen sistematizaciones diri-
gidas a toda la ciudadanía, donde se concentra la esencia de la experiencia colectiva, es decir el 
aprendizaje histórico. Entonces ¿cuál es el nivel de trecho que existe entre los modelos autonómicos 
municipales de la región y su realidad? 

La anterior interrogante es quizás una de las principales que inspiran la creación del Observa-
torio de Autonomía Municipal –OdAM- y cuyo trabajo ha tenido incluso que partir por una cons-
trucción empírica de qué se ha de entender por autonomía municipal en cada uno de los países, 
a efectos de poder dilucidar acertadamente sus niveles de existencia y complejidad político-
institucional.

Existe un consenso generalizado, tanto desde declaraciones internacionales hasta en los enun-
ciados de las políticas públicas de descentralización en Centroamérica y República Dominicana, 
para evidenciar que desde los municipios se garantiza la defensa de los intereses locales y se 
satisfacen las demandas de servicios públicos y propuestas para el desarrollo. 

Por tanto, se destaca al gobierno local como la instancia territorial del Estado más cercana a la 
ciudadanía, consolidándose como el ente encargado de implementar las estrategias económicas 
y sociales que lleven a la consolidación de un desarrollo local equilibrado; trascendiendo así del 
concepto de municipio como mero prestador de servicios a un agenda de generación de cohe-
sión social, territorial y económica.

Ahora bien, el municipio visto como institución política de representación ha de orientar sus 
esfuerzos en la promoción de la calidad de vida de su población, para lo cual establece los com-
promisos necesarios con otras instancias a nivel sub-nacional y sub-municipal para el desarro-
llo de las estrategias necesarias. A partir de estos márgenes de actuación, poco a poco se van 
develando sus capacidades reales de acción política, es decir, se pone en evidencia el concepto 
aplicado de la autonomía política.

La autonomía política de los municipios es la potestad, pero además, capacidad y habilidad para 
participar en los asuntos que por su naturaleza institucional le son atribuidos o le son de tutela; 

19



Autonomía Política: Gobernanza municipal en Centroamérica y República Dominicana

dicho principio faculta a los gobiernos locales a establecerse como órgano participativo, dinámico, 
integrado con autoridades electas de forma democrática, para comprender las necesidades del 
territorio, y sobre ellas construir una visión a futuro de la comunidad.

Al tomar como referencia la Carta Europea de Autonomía Local, se evidencia en su artículo 
cuarto que entre las condiciones básicas para su ejercicio se encuentra la plena libertad para que 
los gobiernos locales ejerzan sus iniciativas, así como la necesidad imperante de que sus com-
petencias no estén excluidas o hayan sido atribuidas a otros órganos. Sin embargo, al extrapolar 
tales enunciados a la realidad regional se evidencia -ya no desde las estructuras jurídicas, sino 
del acontecer diario de los municipio-s, que existen restricciones institucionales o en ocasiones 
de carácter político –derivadas de una cultura de gestión de institucionalidad informal- por limitar 
la actuación de la autonomía política municipal. Entonces ¿por qué ocurre eso? 

Comprender y explicar las razones del porqué la autonomía política de los gobiernos locales de la 
región tiende a deteriorarse en su gestión municipal, o en su defecto, ¿cuáles factores de carácter 
político-institucional coadyuvan a mejorar los niveles de autonomía política en los gobiernos loca-
les?, son planteamientos cuya reflexión ofrecen mayores interrogantes que posibles respuestas, 
pero quizás esa sería la mejor forma de abordaje, pues al comprender la complejidad desde sus 
expresiones más simples, es la manera por la cual se podrá llegar a un aprendizaje aplicable 
que contribuya a la transformación política en las relaciones entre los gobiernos centrales y sus 
gobiernos locales.

La investigación “Ingeniería y comportamientos electorales a nivel municipal” realizada por la Fundación 
DEMUCA desde el OdAM dejo evidencia sobre los fuertes niveles diferenciados en la región en 
materia de participación electoral municipal. Al tratar de comprender algunos posibles supuestos 
en materia del cómo el diseño –ingenierías- electoral y el sistema de partidos podían influenciar 
dicha realidad, salta a la vista la necesidad de comprender otras variables diferenciadas.

La cuestión entonces era poder visualizar aquellos “atractores” –tomando prestado el término y 
su carga analítica desde la teoría de la complejidad social-, que influyen en la generación de equi-
librios en el sistema político municipal. Al respecto, se obtuvieron algunas primeras impresiones 
–que requieren de una mayor profundización analítica- donde se encuentran patrones de relacio-
nes diferenciadas entre aquellos países cuyos modelos autonómicos otorgan más capacidades y 
potestades a los gobiernos locales con ejecución real reflejan menores niveles de abstencionismo 
electoral, que aquellos casos en los cuales la actuación municipal tiende a ser más limitada. 

Asimismo, en lo interno de cada uno de los países, aquellos gobiernos locales con mayor capa-
cidad de gestión local registran menores abstenciones electorales en comparación con quienes 
asumen una gestión municipal centrada en la atención de los servicios básicos.

Desde el trabajo de de-construcción y re-construcción conceptual en materia de autonomía mu-
nicipal que las asociaciones nacionales de municipios junto a la Fundación DEMUCA han reali-
zado desde el OdAM, se llega a definir a la autonomía política como: la potestad de los gobiernos 
locales elegidos democráticamente para la toma de decisiones en la generación y coordinación 
de políticas públicas relevantes para el desarrollo municipal. 

Esta definición deja de manifiesto que la materialización de la autonomía política implica un 
constante ejercicio de relaciones de poder, sea en las relaciones entre el gobierno central y el 
gobierno local, como en los procesos territoriales que vinculan al gobierno local con otras ins-
tancias de carácter sub-municipal.

Si bien, las características jurídicas, institucionales y de prácticas de la autonomía política difieren 
enormemente de un país a otro en la región, e incluso a lo interno de cada país se evidencian 
niveles marcados entre municipios, no se puede dejar de lado que invariablemente en todos los 
casos la autonomía política sirve para garantizar, perpetuar o acrecentar el poder de aquellos 
quienes la controlan.

El estudio Autonomía Política: Gobernanza Municipal en Centroamérica y República 
Dominicana  tiene como finalidad ofrecer un análisis regional sobre los factores político-
institucionales que determinan el ejercicio de la autonomía política en Centroamérica y República 
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Dominicana a partir de una taxonomía de la institucionalización municipal, tomando como 
referencia los niveles de cohesión de los marcos jurídicos, como entre estos y los diseños 
institucionales propios de cada país.

Las municipalidades como instituciones son normas y reglas que estructuran la acción colectiva 
local1 y representan el sistema de constricciones y de incentivos del comportamiento, tanto de 
los individuos como de las organizaciones. Es decir, son las reglas del juego en la generación 
de políticas públicas locales –entre otros-, determinando no sólo sus procedimientos del juego, 
sino quiénes juegan y quiénes no. No obstante, la práctica regional evidencia que ello no siem-
pre es así, siendo los gobiernos locales actores integrados en muchas ocasiones en las fases 
de implementación de procesos establecidos por otros actores institucionales sub-nacionales o 
sub-municipales. 

A pesar de que las municipalidades -como instituciones- se hallan contenidas plenamente en el 
ordenamiento jurídico, no son el producto de un acto de voluntad, sino el resultado de un proce-
so de aprendizaje histórico expresado en la ingeniería del Estado. Por tanto, las municipalidades 
son sistemas de normas y reglas que cumplen importantes funciones sociales al establecer el 
marco en el que la ciudadanía en su condición particular u organizada puede plantear expectati-
vas y objetivos en la palestra pública. 

De esta forma, la autonomía política es un complejo andamiaje basado en un sistema de con-
vicciones, valores, principios y reglas de juego, quienes determinan las funciones a desempeñar 
por las municipalidades, sus procesos de decisión, sus estatutos, las pautas básicas de su funcio-
namiento, así como los modos de relación con los demás poderes del Estado, la sociedad y los 
actores sociales en general.

El municipio, como organización, implica contar con el marco jurídico e institucional necesario 
para el desarrollo de un conjunto de recursos humanos, financieros, tecnológicos, de competen-
cias y capacidades aplicados a la promoción de la cohesión social y económica.

Mientras que la organización municipal parte de la capacidad para desarrollar eficacia y eficien-
cia en relación con el marco competencial, la institucionalidad municipal requiere hacerse de 
valores, principios y reglas que al final de cuenta son las que dan sentido y vida al propio marco 
competencial.

El estudio de campo se realizó durante el año 2009 y gran parte de los procesos de validación 
de la información se realizaron de enero a mayo del 2010. Posteriormente se inició el proceso 
de análisis regional de la información – julio 2010-. Razón por la cual muchas de las reformas 
jurídicas e institucionales, que vivieron los sistemas políticos de la región durante esas fechas, o 
posterior a ellas han quedado fuera de los alcances del estudio2.

El primer capítulo del estudio hace un resumen conceptual y metodológico del Observatorio de 
Autonomía Municipal, el cual sirve como antesala para comprender la lógica de proceso del cual 
se desprende la presente investigación. La estrategia de implementación del OdAM depende de   
una definición metodológica compleja con la cual se integran una serie de intereses institucionales,  
formativos y de generación de conocimiento que se van visualizando en análisis diferenciados y 
especializados, como el que el lector tiene en sus manos.

1	 Por acción colectiva entendemos la acción conjunta de la gente orientada a la obtención de intereses 
comunes. Es producto de la combinación de intereses, organización, movilización, oportunidades, 
conductividad, tensión, poder e identidad. Tiene como condición la posibilidad de que los actores pueden 
interactuar cooperativamente, conflictivamente o incluso en un proceso mixto. 

	 Las acciones colectivas están históricamente determinadas por los valores culturalmente instituidos, así 
como por la definición y satisfacción de necesidades socialmente creadas y por las oportunidades vitales 
generalizadas socialmente disponibles en la sociedad. (Beriain 1996, pp. 157-191).

2	 Así por ejemplo en Guatemala, el Código Municipal fue sujeto a 49 reformas el 13 de mayo de 2010. Los 
cambios  entraron en vigencia el 23 de junio de 2010. Esta situación influenció a que muchos de los 
aspectos contemplados en el presente estudio  han sufrido cambios sustanciales. El Decreto 22-2010  
modifica aspectos importantes relacionados con: a) ordenamiento territorial; b) fortalecimiento institucional; 
c) mancomunidades; d) competencias propias y descentralizadas, endeudamiento municipal, transferencias 
intergubernamentales y presupuesto municipal.
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Desde dicho abordaje se introduce la naturaleza y relevancia de la agenda temática del OdAM 
para las áreas de medición en Centroamérica y República Dominicana, y se deja en evidencia 
el cómo se contribuye a la creación de procesos de análisis, formulación y diseño de políticas 
públicas que favorezcan la autonomía municipal. Para ello se recurre a la presentación de una 
serie de conceptos rectores del OdAM que facultan la identificación de las áreas de medición, en 
un análisis que va desde las declaraciones internacionales hasta los marcos jurídicos e institu-
cionales propios de cada país.

En segundo capítulo,  presenta la definición de la agenda temática del OdAM desde sus áreas 
de medición más puntuales y desde las cuales se hace posible la formulación del Sistema de 
Información del OdAM –SiOdAM-. Se explica el procedimiento metodológico para desagregar 
y precisar los conceptos rectores y con ello la capacidad para puntualizar las líneas especificas 
de investigación para cada una de las áreas de autonomía municipal. Esta sección fue diseñada 
por el Observatorio de Desarrollo (OdD) de la Universidad de Costa Rica con el apoyo del equipo 
regional del OdAM.

El tercer capítulo introduce la comprensión de “las distorsiones jurídicas e institucionales”, concepto 
acuñado para explicar las alteraciones en la ingeniería del estado que se dan entre lo establecido 
por los marcos jurídicos y la praxis política. Las distorsiones, por tanto, tienen como efecto direc-
to una alteración positiva o negativa del modelo autonómico municipal, desequilibrando total o 
parcialmente sus componentes y cuyos resultados tienden a sustituir la concepción original del 
mismo.

El reconocimiento de los efectos de dichas distorsiones es fundamental para reconocer de forma 
cualitativa cuáles son los efectos de un marco normativo3 deficiente en materia de autonomía 
municipal y sus implicaciones en los rendimientos institucionales que paulatinamente serán ob-
jeto de estudio para el OdAM y cuya base de generación de información logrará consolidar el 
SiOdAM. 

En el cuarto capítulo se introduce la discusión sobre los niveles de relacionamiento entre el 
alcalde(sa) y el concejo municipal en Centroamérica y República Dominicana, estableciendo las 
diferencias regionales que van desde la concentración de ambos mandatos en una misma perso-
na, hasta niveles de gobierno local dividido, es decir aquellos casos donde se da un ejercicio de 
poder diferenciado entre el alcalde(sa) y el presidente del concejo municipal.

El análisis sobre las relaciones entre el alcalde(sa) y el concejo municipal parte de la formula-
ción de tres escenarios desde los cuales se expresan las distorsiones jurídicas e institucionales 
que afectan el ejercicio de la autonomía municipal: el primero es propiamente el análisis de los 
tipos de relación entre el alcalde(sa) con el concejo municipal; como segundo nivel analítico se 
destacan los mecanismos de coordinación internas de las municipalidades con los órganos sub-
municipales y como tercer punto, las distorsiones de coordinación externa, es decir, las distorsio-
nes que se generan en el proceso de coordinación de las municipalidades con otras instituciones 
del gobierno central. El segundo y tercer escenario son desarrollados a mayor profundidad en los 
capítulos siguientes.

El quinto capítulo profundiza la reflexión en torno a los niveles de cohesión entre el municipio y 
otras estructuras de carácter sub-municipal, señalando las externalidades en el proceso de gene-
ración de políticas públicas locales.

Desde el quinto capítulo se pone el énfasis sobre el cómo el diseño municipal establece pará-
metros para la acción de los actores políticos, pero también puede autoreforzarse y dificultar su 
sustitución mediante los efectos de los incentivos que comportan los procesos y rendimientos 
institucionales. De forma tal que ciertos diseños institucionales municipales pueden producir  
resultados ineficientes y sobrevivir, como consecuencia de un aprendizaje de los actores me-
diante el uso y adaptación a las regularidades e irregularidades institucionales y sus costes de 
su sustitución, donde el resultado suele ser una sobre-posición de la institucionalidad informal 
a la formal.

3	 El marco normativo, para fines de este estudio, incluye el estudio de las constituciones políticas de cada 
país, códigos o leyes municipales y otras leyes complementarias vinculadas con el municipio. 

22



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

A efectos de comprender el diseño institucional municipal en su capacidad de gestión y de ren-
dimientos en las políticas públicas el capítulo se desglosa en comprender la  vinculación entre 
diseño institucional y políticas públicas (i), las tendencias regionales en materia de distorsiones 
internas (ii), y distorsiones y coherencia institucional municipal (iii).

En sexto capítulo presenta el análisis regional evidencia los niveles de coordinación y relaciona-
miento entre los gobiernos locales y otras instancias que inciden directa o indirectamente en la 
vida municipal; es decir las distorsiones externa en la capacidad de toma de decisiones políticas 
en el gobierno local.

El apartado se avoca a la comprensión de las relaciones de coordinación inter-institucional  entre 
el gobierno local con los institutos de fomento municipal, los fondos de inversión social y las go-
bernaciones provinciales; contribuyendo así a identificar las principales tendencias regionales de 
coordinación en la implementación de proyectos, ejecución de fondos y capacitación institucio-
nal municipal, desde un ángulo muy particular, el cómo estos procesos pueden crear distorsiones 
en la capacidad de toma de decisiones políticas en el municipio. 

Para el Observatorio de Autonomía Municipal (OdAM) reconocer los factores estructurales del 
diseño institucional que condicionan el ejercicio del poder y la toma de decisiones del gobierno 
municipal, constituye un aporte sustantivo para la asociaciones nacionales de municipios, lo cual 
exige comprender el ¿cómo la institucionalidad formal –las normas escritas y formales- generan 
vacíos o espacios para el ejercicio de la institucionalidad informal –normas y patrones de relaciona-
miento político no escritos-? Realidad que en algunas ocasiones tiende a llenar los vacíos de la 
primera, o bien a sustituirla lesionando la institucionalidad democrática. 

Al integrar entonces el trinomio autonomía municipal, relaciones entre el alcalde(sa) y el Concejo 
municipal y filtros del diseño institucional surgen las siguientes interrogantes: ¿Cómo el entrama-
do institucional determina los niveles de integración o diferenciación entre las potestades y capaci-
dades del alcalde(sa) y del concejo municipal? ¿Qué tipo de atenuaciones político-institucionales se 
expresan en el diseño de los sistemas políticos de Centroamérica y República Dominicana desde las 
competencias de la alcaldía y del concejo municipal? ¿Qué efectos generan las relaciones de coordina-
ción entre el alcalde(sa) y el concejo municipal en la gestión de la autonomía municipal? 

Aún cuando muchos estudios comparados oscilan a menudo entre: el de la investigación que 
descubre o cree descubrir uniformidades –al precio de negar las características identitarias de 
cada sistema político y su herencia histórico-institucional-, y el de la indagación que profundiza a 
un punto en el cual las características evidenciadas se hacen irrepetibles entre los casos e incluso 
aún en contextos históricos.

Por tanto, el desafío es y será siempre comprender la realidad municipal desde las condiciones 
político-institucionales que influyen notoriamente en su desarrollo. De forma tal, que surge así el 
llamado a comprender qué mecanismos y con qué modalidades, el diseño institucional municipal 
hace frente a sus desafíos derivados de la ingeniería del Estado, como de las prácticas políticas 
entre los actores para el desarrollo de la autonomía municipal.

El presente estudio Autonomía Política: Gobernanza Municipal en Centroamérica y Re-
pública Dominicana evidencia que el análisis de la autonomía política es complejo y dinámico 
y está sólo en sus comienzos y que cualquier reflexión en este campo no puede más que per-
manecer en suspenso, abierta a sucesivas adaptaciones y profundas refutaciones. La ausencia 
de conclusiones evidencia así el reto importante en la región para profundizar muchas de las 
interrogantes señaladas, siendo entonces el presente estudio más un punto de partida que de lle-
gada, un intento de consolidar un debate regional, que con el pasar del tiempo pueda encontrar 
las respuestas acertadas.

23





El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 I

Capítulo I

En los últimos años, en Centroamérica y República Domini-
cana se han manifestado una serie de cambios políticos e 
institucionales que han repercutido en procesos de reestruc-
turación tanto de las funciones del Estado, como de las nor-
mativas que regulan y tutelan la administración pública. Este 
proceso de reestructuración se ha visto mediatizado por un 
esfuerzo hacia la descentralización de los gobiernos locales.

Durante la década de los años noventa surgió con más énfa-
sis el tema de la descentralización en la región. De manera 
general, se materializó a través de un marco jurídico, cons-
tituido por el surgimiento de leyes y sus reformas. Si bien el 
surgimiento de leyes propició al posicionamiento del tema 
en la agenda pública, también, casi de manera paralela, 
emergieron una serie de instituciones vinculadas al proceso 
de descentralización. 

En el ámbito municipal, esas reestructuraciones han sido 
evidentes y consecutivas, lo cual se puede apreciar, por 
ejemplo, con las políticas de descentralización con las que 
se busca garantizar acciones desde el gobierno central hacia 
los gobiernos locales que legitimen la autonomía municipal. 

Tomando en cuenta lo anterior, una de las principales ta-
reas del OdAM ha sido precisamente la reconstrucción de 
cada uno de los modelos de autonomía municipal vigente en 
República Dominicana y Centroamérica. Es decir, el diseño 
jurídico e institucional que hace posible o no el ejercicio de 
dicha autonomía, tomando en cuenta uno de los aspectos es-
tructurales principales, el cual es que las municipalidades en 
Centroamérica y República Dominicana, por mandato cons-
titucional, gozan de autonomía. Dicha naturaleza jurídica 
determina la condición administrativa, política y financiera 
de las municipalidades; mientras tanto, la descentralización 
es un proceso paralelo por medio del cual se ejecutan accio-
nes para fortalecer un marco de competencias que permitan, 
de forma sostenible financiera y administrativamente, tomar 
decisiones en beneficio de la comunidad. 

En este capítulo se exponen algunos aspectos metodológi-
cos que han sido determinantes en el proceso de implemen-
tación del OdAM, así como de la base conceptual que deter-
mina la construcción de su agenda temática. En la primera 
parte, se presenta la definición de lo que es un observato-
rio temático; algunos aspectos metodológicos importantes 
para la construcción de un observatorio; además qué es una 
agenda temática y cuáles son sus alcances. Se resalta qué es 
el OdAM y cuáles son sus alcances. 

En la segunda parte de este capítulo, se hace un breve re-
paso de la base conceptual de la autonomía municipal. Lo 
primero que se resalta es ¿qué se entiende por autonomía mu-
nicipal?, según algunas de las declaraciones internacionales 
en el tema y cuál es la importancia de abordar este aspecto.

1.1	 Sobre el concepto y los objetivos de 
un observatorio temático4 

Ante la dinámica de un mundo globalizado, que funciona 
como una composición de datos variados y la disposición 
de información oportuna para la toma de decisiones, la cual 
debe ser presentada de forma atractiva y con metodologías 
de agregación, se requiere de la incorporación de metodolo-
gías innovadoras que cumplan con las expectativas de una 
era de la información.

Cada vez más las personas y las organizaciones buscan apo-
yarse en instrumentos que le generen ese valor agregado 
a los datos, tan necesario para la toma de decisiones más 
asertiva.

El Diagrama No 1.1 ilustra cómo la necesidad de disponer de 
mediciones de diferente índole para la construcción o for-
mulación de una política alrededor de un tema específico, es 
una necesidad común actualmente. Este modelo es uno de 
los pilares para la construcción de observatorios. 

Del mismo modo, nuevos retos en las interacciones sociales 
demandan innovación en la articulación de acciones de los 
actores vinculados con un tema de relevancia para el desa-
rrollo de una localidad, país o región. Un observatorio temá-
tico debe aspirar en esta complejidad a la transparencia y 
neutralidad, todo dentro de una estricta rigurosidad técnica 
en la gestión y manejo de la información. 

Lo anterior cobra sustento ante la definición metodológica 
para guiar un observatorio, en la cual, la apertura hacia el 
trabajo interdisciplinario, integrado, participativo, consultivo 
e inclusivo son actividades siempre presentes en la dinámica 
del mismo, desencadenando procesos que le fortalecen. 
Resulta necesario el fortalecimiento de capacidades en las  
 
4	 La autoría intelectual de los conceptos aquí señalados sobre un 

modelo de “observatorio temático” ha sido desarrollada por el  
Observatorio del Desarrollo de la Universidad de Costa Rica.

Introducción
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instituciones y las personas, y la construcción de “redes” para 
promover nuevas formas organizacionales de aprendizaje 
continuo, así como la necesaria optimización de recursos. 

Desde un punto de vista correspondiente con la realidad de 
las naciones en las que impera un sistema democrático, un 
observatorio debe promover la búsqueda en la igualdad de 
oportunidades, por medio de la generación de nuevas meto-
dologías que hagan asequible información oportuna al ma-
yor número de actores del sistema.

Lo anterior conduce a una pregunta necesaria: ¿Qué es un 
observatorio?. Según plantea el Observatorio del Desarrollo 
(OdD) de la Universidad de Costa Rica (2009), el observatorio 
es: “una instancia que abre un espacio de reflexión e interacción 
entre actores estratégicos, quienes trabajan intercambiando in-
quietudes y perspectivas con el objetivo de ejecutar iniciativas 
o sustentar políticas públicas hacia metas comunes en un área 
temática del desarrollo.”5 

Ello implica la participación de actores estratégicos relacio-
nados con una temática o área en particular relevante para 
el desarrollo de una localidad, país y región en un momento 
del tiempo.6

Adicional a esto, un observatorio tiene como misión proveer 
metodologías innovadoras para sistematizar y transformar 
la información existente en nuevas mediciones que permitan 
validar las necesidades de los grupos meta.7 Un observatorio 
que cumpla con esta misión, sin duda alguna se convertirá 
con el tiempo en una instancia de referencia obligada que 
coadyuvará en la definición de políticas y acciones en áreas  
 
5	  Ibidem,
6	  Ibidem,
7	  Ibidem,

temáticas del desarrollo a los actores estratégicos vincula-
dos con ésta.8

Según el diagrama No. 1.2 cabe reconocer que los elemen-
tos de la derecha muestran una serie de aspectos que debe 
contener un observatorio, pero que no cumplen con dicha 
función por sí mismos; es decir, que si bien un observatorio 
puede contener dichos elementos, por ejemplo, una base de 
datos, una página web o un boletín, su función trasciende 
más allá de la presentación de datos. Tal como se ilustra con 
los elementos de la de la izquierda, un observatorio tiene un 
papel integral y generador de opinión. Además debe propi-
ciar la participación y discusión de los actores implicados en 
los procesos, según los temas especificados. 

Hasta este punto se ha insistido en que cada iniciativa debe 
responder a un área temática del desarrollo en específico, 
por ello es importante el concepto de “observatorio temáti-
co”, el cual es más puntual, acotado y dirigido, transformán-
dose en una unidad especializada que surge atendiendo tres 
preceptos primordiales9:

	 Una necesidad identificada en el ámbito público o 
privado;

8	  Ibidem,
9	  Ibidem,

Fuente: Observatorio del Desarrollo/Universidad de Costa Rica-2008
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	 Una necesidad que surge en el contexto de un 
observatorio existente, como consecuencia de la 
especialización en algún eje temático; 

	 El tema no sea tan relevante como si lo es medir e 
involucrar.10

Como parte de la reflexión realizada por el Observatorio del 
Desarrollo, es preciso hacer referencia a  un conjunto de  ob-
jetivos específicos, que han definido como parámetros bási-
cos para la construcción, los cuales a su vez servirán como  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
10	  Ibidem,

base para complementar la conceptualización específica, de 
cualquier observatorio temático.

Los objetivos mencionados constituyen la orientación básica 
de un modelo de observatorio temático y, por ende, deben 
ser tomados como guía en su proceso de construcción, a fin 
tener claridad respecto a lo que quiere lograrse y se diferen-
cie esta iniciativa de otras que eventualmente atiendan con 
sus actividades  la misma temática o que se hagan llamar 
observatorio. 
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1.2	 El Observatorio de Autonomía 
Municipal (OdAM) como herramienta 
estratégica para la toma de 
decisiones político institucionales 

El OdAM es una instancia creada para apoyar los procesos 
de análisis, formulación y diseño de las políticas que forta-
lezcan la autonomía municipal. Este trabajo se alcanzará in-
novando metodologías de agregación de información, bajo 
esquemas de trabajo muy articulados entre beneficiados y 
gestores. 

La creación del Observatorio de Autonomía Municipal res-
ponde a la necesidad de  generar información confiable que 
sirva de base para las iniciativas de planificación e inciden-
cia política de las asociaciones nacionales de Municipios. El 
OdAM, más allá de ser una plataforma tecnológica que pro-
cesa y muestra los datos, busca viabilizarse a partir de la ins-
trumentalización del conocimiento, para que sea aplicado 
en la cotidianidad de las asociaciones y otras instituciones 
vinculadas con el tema. 

Por tanto, no es un instrumento aislado de las necesidades 
básicas de información en el tema municipal, sino que por 
el contrario, parte de esas necesidades temáticas identifica-
das (agenda temática) para convertirse en una que genere 
mecanismos de acción política y técnica que fortalezcan la 
autonomía municipal. 

Por su parte, la definición de una estrategia de implemen-
tación ha incitado la necesidad de hacer una retrospección 
de la experiencia institucional y, así, definir las líneas estra-
tégicas, lo cual a su vez permite identificar cuáles son las 
oportunidades y limitaciones con las que cuenta el sector 
municipalista para fortalecer sus niveles de autonomía.

El OdAM es una herramienta que propicia la reflexión res-
pecto a la condición de la autonomía municipal, por lo que 
cada una de las fases de implementación responde a este 
objetivo. La generación de conocimiento se visualiza como 
una herramienta para orientar procesos políticos que invo-
lucren a diversos actores, tanto tomadores de decisiones, 
como técnicos y académicos que puedan contribuir al redi-
seño y direccionamiento del modelo de autonomía munici-
pal en Centroamérica y República Dominicana. 

De esta manera, se cumple con un proceso de investigación 
-procesamiento de información11- análisis de resultados- 
validación- comunicación y divulgación- inducción y apro-
piación de los resultados. En este sentido, la posibilidad de 
comunicar e informar es fundamental durante el proceso.  
 
11	 El procesamiento de la información se da en dos vías: uno 

procesamiento de datos según la definición de la línea de 
indicadores y procesamiento de la información con análisis del 
contexto para la creación de documentos nacionales y 
regionales. 

No obstante, la apropiación y la instrumentalización del co-
nocimiento es un reto metodológico que poco a poco se ha 
ido construyendo.

La naturaleza del OdAM responde a los siguientes aspectos: 

a.	 Generación de conocimiento: En un contexto 
caracterizado por la constante generación de 
información. Es necesario un análisis minucioso y 
focalizado de los datos si se pretende brindar mejores 
elementos para la toma de decisiones oportunas. En 
este sentido, se requiere generar metodologías de 
agregación y modelaje de información, y que las 
mismas permitan generar a su vez nuevos 
conocimientos sobre la realidad de un tema. Estas 
metodologías deberán irse validando con el tiempo y, 
sin perder su rigurosidad técnica, deberán ofrecer 
cierta flexibilidad, en función de la información que 
esté disponible. 

b.	 Formador de capacidades: Incrementa la capacidad 
de análisis político de las asociaciones nacionales de 
municipios con el objetivo de tomar mejores decisiones 
y con ello potenciar el desarrollo de capacidades 
técnicas. 

c.	 Integrador y articulador: Establece redes desde 
diferentes niveles, por ejemplo desde la perspectiva 
inter-disciplinaria, institucional, local, subregional, 
nacional y regional. 

d.	 Comunicador e informador: Brinda información 
focalizada y genera procesos de comunicación masiva 
a nivel regional. En ese sentido, la comunicación cobra 
más fuerza pues la distancia geográfica no será una 
barrera para el proceso satisfactorio del observatorio. 

e.	 Innovador: Aplica tecnologías de información y 
metodologías de agregación que favorezcan la medición 
de aspectos que no han sido analizados con anterioridad, 
dándole relevancia al trabajo de redes impulsado por 
los elementos humanos que integran el proceso.  

f.	 Promotor, gestor y ejecutor: Estos tres aspectos 
atienden a la generación de líneas de investigación y a 
la ejecución de proyectos que sustenten la agenda 
temática definida.

g.	 Inclusivo: Brinda información y espacios de 
participación, tanto al gobierno central como los 
gobiernos locales en cada país. 

En un mundo dinámico y cambiante, en donde cada área 
del saber debe procurar escapar de su propia inercia y ais-
lamiento metodológico, al mismo tiempo donde acontecen 
con frecuencia actividades que conduzcan con rapidez al 
desarrollo profundo de las ciencias sociales, exactas y natu-
rales; hace  pensar que las personas deberán ser más selec-
tivas en la información que requieren y en la forma de cómo 
administran el conocimiento derivado de ésta.
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1.3 	 Construcción de la agenda temática
La agenda temática es la herramienta conceptual que define 
las áreas prioritarias de estudio del OdAM, la cual depende 
de un proceso de construcción, deconstrucción y validación, 
que permite reconocer las necesidades que tienen las aso-
ciaciones nacionales de municipios respecto al tema (ver 
figura No 1.1).

Es decir, para la construcción de dicha agenda no es sufi-
ciente el reconocimiento teórico de los conceptos, sino que 
se requiere de la inclusión de las realidades particulares de 
la región. Esto se complementa con una demanda por parte 
de las asociaciones en la identificación y necesidad de incidir 
en áreas específicas de la autonomía municipal. 

La agenda temática es la antesala del Sistema de Informa-
ción del OdAM (SIOdAM). La instrumentalización de dicha 
agenda está condicionada a las posibilidades reales de reco-
nocer, a partir de indicadores, la condición de la autonomía 
municipal y las posibilidades de acceso a la información. 

1.4	 Modelo y componentes del OdAM
El modelo del OdAM consiste en crear una instancia que, 
en función de su misión, visión y objetivos estratégicos in-
cida en la gestión que desde las asociaciones nacionales de 
municipios generen más y mejores condiciones en pro de la 
autonomía municipal. La forma que propone para la opera-
ción del modelo consiste en la construcción y articulación 
paulatina de cada unos de los componentes que se descri-
ben a continuación. 

a)	 Redes

Dentro de la dinámica del OdAM, se entiende por redes a 
los diversos grupos de personas que, en forma articulada, 
van a intervenir en distintas etapas, durante la construcción, 
consolidación y funcionamiento permanente del 
observatorio. 

Estas redes son tan importantes como cualquier otro 
componente, constituyen el corazón del observatorio, porque 
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la intervención del elemento humano y sus instituciones, 
desde cualquier perspectiva, es lo que genera dinamismo en 
el proceso. Estas tienen la característica de que evolucionan 
con la estructura global. 

b)	 Sistema de información 

Tal y como se especificó en capítulos previos, el sistema de 
información constituye una parte medular en la construc-
ción y puesta en marcha del OdAM. De hecho, se considera 
el cerebro del observatorio. El sistema es la herramienta por 
medio de la cual la información cualitativa y cuantitativa flui-
rá eficientemente y con criterios de transparencia validez y 
oportunidad. 

Su construcción inicial y mantenimiento continuo debe 
atender a los ejes definidos en la agenda temática, especial-
mente cuando se incursiona en el campo de la agregación de 
información. Esta última entendida como la adición de valor 
a los datos a fin de producir mejor información como los son 
estadísticas, indicadores e índices. Esta información deberá 
reflejar las necesidades e inquietudes de las asociaciones y 
además reflejar la incidencia de las acciones o de las “inac-
ciones” de las políticas públicas en materia de autonomía 
municipal, que emanan del gobierno central. 

1.5	 Construcción conceptual del OdAM 

La autonomía municipal es la capacidad de la municipalidad 
para auto regularse, autodirigirse y planificar los recursos con 
los que cuenta según los intereses del Estado. El municipio 
autónomo tiene la posibilidad de gestionar y resolver los 
asuntos de carácter local que le competen, para lo cual cuenta 
con la potestad de elegir sus autoridades democráticamente. 

La Unión Internacional de Autoridades Locales, en el XXXI 
Congreso Mundial efectuado en Toronto en 1993  (cit. Torres, 
2005: 28), establece: La autonomía de los gobiernos expresa 
la atribución de los derechos y deberes de los gobiernos para 
regular y manejar los asuntos públicos bajo su responsabilidad 
y en función del interés local. 

Lo anterior es fundamental para comprender que la autono-
mía municipal conlleva una carga política y una idea de go-
bierno definida desde los marcos normativos de cada país. El 
municipio tiene potestad de regir sus intereses peculiares me-
diante órganos y normas de su propio gobierno. Siendo esta 
condición mediatizada por otras instituciones del Estado. 

Según Torres (2005:27) “Es importante también dejar 
claro, en todo caso, que autonomía no es lo mismo que 
autarquía (…) para identificar el grado de autonomía, será 
necesario el analizar el tipo de tutelas que sobre él se 
ejerce por otros entes de gobierno sobre sus actos, normas 
y medidas, pues el grado de tutela influencia sobre el 
grado de autonomía”

Esta afirmación permite definir el objeto de estudio del 
OdAM, ya que comprender la autonomía municipal implica 

entender el grado de regulación, restricción y oportunidad 
que se define desde el gobierno central y que se instrumenta-
liza desde las instituciones públicas, tanto en las capacidades 
presupuestarias, la trasferencia de competencias, como en la 
posibilidad de generar políticas públicas que le favorezcan. 

La base de este estudio se concentra en la posibilidad de 
hacer una adecuada definición de los conceptos rectores de 
la autonomía municipal. Para ello, se dividen tres secciones: 
en la primera se hace un acercamiento al concepto de auto-
nomía municipal, retomando algunos de los trabajos y publi-
caciones de la Fundación DEMUCA, con el fin de consensuar 
el concepto y delimitar el principio de autonomía municipal 
respecto a otros temas vinculados y que han sido prioridad 
para la institución. 

En la segunda sección se hace un repaso a las declaracio-
nes internacionales que retoman el concepto de autonomía 
municipal, logrando comprender las áreas de interés que 
contiene dicho principio. En el tercer apartado se definen los 
rectores de la propuesta temática del Observatorio de Auto-
nomía Municipal. 

1.6	 Gestión municipal y autonomía 
municipal según las declaraciones 
internacionales

Las declaraciones internacionales que tratan el principio de 
autonomía municipal, reconocen que la municipalidad es la 
instancia más cercana a la ciudadanía; por tanto, los proble-
mas que atañen a la población se deben abordar desde la 
municipalidad. Las municipalidades cuentan con un gobier-
no local, por medio del cual se garantiza la defensa de los 
intereses locales y se satisfacen las demandas de servicios 
públicos y propuestas para el desarrollo. 

Esta definición de la autonomía municipal resalta el papel de 
la ciudadanía y la necesidad de articular esfuerzos para dar 
respuesta a las demandas locales, ya que la voluntad del pue-
blo es la base de las autoridades del poder público a todo nivel 
(Art. 21 Declaración Universal de los Derechos Humanos).

Tres aspectos que son de interés para este estudio, y que se 
contienen en los enunciados de las declaraciones son: (a) el 
reconocimiento del contexto latinoamericano en el que evo-
luciona o se estanca el desarrollo local, (b) el gobierno local 
se contempla como un agente de cambio, (c) la autonomía 
municipal constituye una estrategia para el desarrollo local.

Con relación a las características del contexto latino-
americano y centroamericano específicamente, se des-
taca que la pobreza y el subdesarrollo han sido obstáculos 
notorios para optimizar políticas que favorezcan el desarro-
llo local y municipal. La necesidad de fortalecer los procesos 
democráticos se refleja al resaltar el papel de las entidades 
locales como protagonistas ante la lucha por un desarrollo 
local integral (Declaración de Cartagena, 1993).
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La historia centroamericana se destaca por una serie de 
conflictos políticos internos y una carencia de oportunida-
des para generar propuestas que favorezcan los intereses 
de los diferentes sectores de la población e incluso de al-
gunas regiones dentro del mismo territorio. Además, es cla-
ro el panorama de desigualdad social y pobreza, que afecta 
notoriamente a las comunidades; políticas de desarrollo no 
sustentables, y una gestión municipal que  prescinde de la 
participación ciudadana, y que, en la mayoría de los casos, 
no ha logrado introducir las necesidades de los distintos gru-
pos étnicos. 

Esta desigualdad en las oportunidades de desarrollo se acen-
túa con la ausencia de políticas de descentralización claras 
y la falta de voluntad política para su implementación, agra-
vándose con los altos niveles de corrupción en el manejo de 
los fondos públicos (Declaración de Santa Cruz de la Sierra, 
2004).

Otro aspecto fundamental es el reconocimiento del go-
bierno local como agente promotor de cambio, es de-
cir, como el ente estratégico para promover el desarrollo en 
un contexto de inestabilidad política y carencia de recursos 
que ha caracterizado al panorama latinoamericano.

Se define al municipio como un ámbito de gobierno; como 
la instancia territorial más cercana a la ciudadanía, consoli-
dándose como el ente encargado de implementar las estra-
tegias económicas y sociales que lleven a la consolidación 
de un desarrollo local equilibrado (Declaración de Granada). 
Esto conlleva a trascender del concepto de gobierno local 
como un mero prestador de servicios a un agente para el 
desarrollo local que coadyuve a la promoción de inversiones 
necesarias para el desarrollo.

La municipalidad como institución política comprometida con 
el desarrollo debe formular políticas y estrategias destinadas 
a afrontar factores que atenten contra la calidad de vida de la 

población local. Según la Declaración de Cuernavaca (1996), 
el velar por la calidad de vida también involucra establecer 
un compromiso con el medio ambiente e idear las estrate-
gias necesarias para que, desde lo local, dé un buen manejo 
de este tema.

Este compromiso con el desarrollo conduce a la concepción 
de una municipalidad que cuenta con capacidades técnicas, 
infraestructurales y políticas que la facultan a dar respuesta 
a las necesidades de la población; y también con la potes-
tad de ejercer sus derechos para la adecuada gestión de sus 
competencias. Lo anterior permite garantizar la defensa de 
la autonomía municipal.12

La autonomía municipal constituye una herramienta 
para el desarrollo local, ya que permite a las municipali-
dades participar en los asuntos que por su naturaleza insti-
tucional, le son atribuidos. Una municipalidad articuladora 
de procesos, con una adecuada gestión administrativa y con 
una planificación de los recursos financieros eficiente, es una 
municipalidad que cumple con las cualidades para fomentar 
el desarrollo e impulsar a la población a participar en activi-
dades e iniciativas favorables para la localidad, partiendo de 
las particularidades de los contextos.

Las bases de la autonomía municipal se definen desde la ju-
risdicción de cada país. De manera tal que la autonomía mu-
nicipal se convierte en un derecho, que constituye la base de 
la estructura democrática. Por lo tanto, la descentralización 
y la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos 
deben ser prioritarios en las agendas políticas. (Declaración 
de Cartagena: 1993). 

El principio de autonomía municipal permite al gobierno 
local establecerse como un órgano participativo, dinámico, 
integrado y con voluntad política para comprender las ne-
cesidades locales particulares. En principio, esta condición 
pretende dar respuesta efectiva a una serie de necesidades 
locales desde la construcción y participación local.

 
12	 A pesar de que la autonomía municipal es un principio 

constitucional que conlleva a una forma de organización política, 
en las Declaraciones de Cartagena y Granada, se reconoce como 
una estrategia para el desarrollo.
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La formulación de una desagregación operativa de áreas 
de medición se realiza desde una apuesta por la estructura 
multinivel de la agenda temática desarrollada por las aso-
ciaciones nacionales de municipios. Desde ésta estrategia 
se esboza un constructo teórico-práctico de la autonomía 
municipal capaz de ser medido y analizado de forma sin-
crónica y diacrónica. Tomando en consideración la realidad 
jurídico-institucional, como una vía para la incorporación 
de las sensibilidades nacionales y regionales, así como de 
aquellos factores estratégicos introducidos por las asocia-
ciones nacionales de municipios de Centroamérica y Repú-
blica Dominicana. 

La agenda temática se articula por tres elementos funda-
mentales: a) la base conceptual de la autonomía municipal, 
b) la realidad regional de la autonomía municipal según los 
estudios nacionales, y c) las necesidades expuestas por parte 
de las asociaciones nacionales de municipios durante el pro-
ceso. (DEMUCA a, 2009. p.37). 

La importancia por desagregar en niveles de medición la 
agenda temática reside en la necesidad de delimitar opera-
tivamente los alcances de los tres elementos fundamentales 
de  la autonomía municipal -política, financiera y adminis-
trativa-, a fin de facilitar la construcción y diseño de otros 
instrumentos como el sistema de información, estadísticas, 
indicadores e índices, así como la definición de estudios es-
pecíficos sobre un tema de interés que favorezcan espacios 
de reflexión y acción a partir de un referente común sobre la 
autonomía municipal13. 

13	 Como parte de este proceso se citan dos trabajos publicados por 
la Fundación DEMUCA que reconocen sobre la realidad de 
Centroamérica y República Dominicana en materia de su diseño 
electoral. Ver Fundación DEMUCA (2009). Ingeniería y 
comportamientos electorales a nivel municipal. Centroamérica y 
Republica Dominicana. San José, Costa Rica. Igualmente el 
trabajo pionero para entender la dinámica municipal que “deja 
entrever que las deficiencias de la representación democrática 
en Haití reflejan en última instancia las deficiencias de la 
habilidad de los gobernantes, quienes a su vez se encuentran 
condicionados por un diseño de Estado, el cual no siempre tiene 
los mecanismos de interacción claros entre la dimensión nacional 
y local, con una clara vocación al respeto de la autonomía 
municipal” Fundación DEMUCA (2006). Memoria Institucional, p. 
29. Ver Fundación DEMUCA Autonomía Municipal y 
Descentralización en Haití.

Taxonomía de la agenda temática del 
Observatorio de Autonomía Municipal 

Por definición, la desagregación consiste en separar o apartar 
una cosa de otra14. En este sentido, lo que se busca es que, a 
partir de un concepto constitutivo como la autonomía muni-
cipal y sus áreas (autonomía política, financiera y adminis-
trativa), se identifiquen temas de medición -temas y subte-
mas de interés- que faciliten la comprensión de un concepto 
mayor y por ende más abstracto, a partir de definiciones más 
operativas. 

Desde el presente enfoque, los temas de medición favorecen 
el análisis y comprensión de la agenda temática del OdAM 
en dos direcciones, a) desagregación-comprensión, y b) 
agregación- precisión. La primera obedece a la desagregación 
que identifica los temas y subtemas asociados con las 
áreas de autonomía municipal y que por ende facilitan su 
comprensión, a partir de elementos conformantes definidos.

La segunda actúa en sentido inverso y facilitará la agregación 
de los temas conformantes del tema mayor o más abstrac-
to, que permitirán identificar con mejor precisión la posibili-
dad de disponer de mediciones más integrales respecto a un 
tema en particular y que conforme con las realidades políti-
co-institucionales pudieran ser objeto de diferentes ponde-
raciones, es decir, asignación de importancia relativa a los 
temas y subtemas en un contexto determinado.

Desde el punto de vista político-institucional la desagrega-
ción de la agenda temática del OdAM constituye una hoja de 
ruta de carácter práctico para atender las necesidades de  las 
asociaciones nacionales de municipios. La desagregación 
constituye una delimitación práctica de los desafíos nacio-
nales y regionales derivados de la agenda temática, en aras 
de coadyuvar con el avance de los adecuados arreglos ins-
titucionales que contribuyan a los rendimientos necesarios 
de la autonomía municipal para cada uno de los sistemas 
políticos de la región.

La agenda temática como abordaje conceptual y operativo 
de la autonomía municipal es un instrumento de dirección 
estratégica y temática, la cual ha sido concebida en un es-
pacio y tiempo determinados. Su origen se circunscribe en el 
marco de una interacción de actores institucionales, desde 
el cual las instituciones estratégicas sintonizan sus priorida-
des, objetivos y necesidades desde los contextos políticos e 
institucionales particulares de cada país.

14	 Real Academia de la Lengua Española. Consulta en línea 
realizada en Febrero del 2010.

Introducción
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Los temas de medición integran elementos comunes a los 
países, que en el corto plazo carecerían de una especificidad 
nacional en stricto sensu, pero abren camino para que desde 
una mirada regional se abran más espacios nacionales y se 
gesten las sinergias institucionales que aborden el tema de 
autonomía municipal desde una perspectiva constructiva e 
integradora de la perspectiva de los actores estratégicos. 

La presente sección se avoca a dos temas fundamentales: 
2.1) ¿Qué es una área de medición para el OdAM?, y 2.2) La 
desagregación temática del OdAM. Desde la combinación de 
ambos apartados se hace una valoración conceptual de los 
temas de medición y su importancia técnica e institucional, en 
el marco del proceso del OdAM. Con ello se visualiza la auto-
nomía municipal desde una óptica operativa y comparada.

2.1	 ¿Qué es un área de medición para el 
OdAM?

La construcción de la agenda temática del OdAM deman-
da una especificidad sobre los posibles ámbitos de medición 
cuantitativa y cualitativa para cada uno de los pilares de in-
vestigación –política, administrativa y financiera-. La integra-
ción de las áreas de medición constituye por excelencia un 
constructo empírico sobre la evolución histórica del régimen 
municipal y la situación político-institucional que impera en 
la actualidad para cada uno de los países de la región.

La agenda temática es concebida entonces como una  
herramienta conceptual que define las áreas prioritarias 
de estudio del OdAM. Su identificación  depende de un 
proceso de construcción, de-construcción, re-construcción 
y validación, pertinente para reconocer los rendimientos 
institucionales y las percepciones que los diversos actores 
municipalistas tienen sobre la región. 

La propuesta para estructurar los temas de medición a partir 
de la agenda del OdAM parte de la interacción de las reglas 
y marcos institucionales, de cada uno de los países a efectos 
de comprender los grados de coherencia o distorsiones que 
se generan desde la institucionalidad formal y que eventual-
mente se amplifican o reducen desde la institucionalidad in-
formal –cultura y prácticas políticas-. 

La agenda temática del OdAM ha sido estructurada en tres 
áreas de autonomía que representan los ejes centrales de-
finidos para el análisis de la autonomía municipal y constitu-
yen el primer nivel de desagregación.

En un segundo nivel de desagregación las áreas de autono-
mía municipal se subdividen en diez áreas de interés, con lo 
cual se prioriza el abordaje de cada una de ellas. El cuadro 
siguiente presenta dicha priorización por área.
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El Cuadro Nº 2.2 visualiza y delimita los alcances de la agen-
da temática del OdAM. Sin embargo, para estructurar un 
sistema de información, así como estadísticas, indicadores 
e índices se requiere de un ejercicio de desagregación opera-
tiva más amplio, cuyos resultados se denominan temas de 
medición, el cual es un paso metodológico previo y necesa-
rio para la construcción del sistema de información. 

Es preciso acotar para un sistema de información del OdAM 
se considera indispensable poseer una definición práctica 
sobre autonomía municipal, establecer las dimensiones que 
abarcarán el concepto y las áreas de acción que determina-
rán las dimensiones del sistema. (DEMUCA, a 2009, p.299). 
Por esta razón, la identificación de los temas de medición 
derivados de las áreas temáticas del OdAM, es fundamental 
para cualquier propuesta de futuras mediciones que busquen 
consolidar un monitoreo mediante series históricas de datos, 
que conforman parte de un engranaje temático coherente, 
ordenado y delimitado operativamente.

2.1.1.	 Definición de las áreas de medición del 
OdAM 

El OdAM aspira a la generación de una herramienta estratégica 
para la toma de decisiones en la construcción y reforma de las 
políticas públicas que inciden en los modelos de autonomía 
municipal de cada uno de los países de la región. Por tanto, 
los temas de medición constituyen un sistema de control 
sobre la dirección política de la gobernabilidad y gobernanza 
municipal, así como los principales retos y desafíos político-
institucionales para fortalecer el desarrollo local.

Al tomar en consideración la gobernabilidad como 
capacidad de toma de decisiones y la gobernanza el diseño 
institucional, por medio del cual se toman las decisiones, el 
análisis desagregado del OdAM ha implicado comprender 
los grados de institucionalización de la autonomía municipal 
y sus rendimientos, y por otra parte comprender las lógicas 
de interlocución política por medio de las cuales los actores 
construyen y de-construyen las políticas y programas 
referentes al desarrollo de la autonomía municipal.

Desde éste enfoque de la ingeniería institucional se analizan 
los niveles de institucionalidad de la autonomía municipal, 
contribuyendo a esclarecer los problemas de la funcionalidad 
de las instituciones, sea en una primera instancia por la 
dispersión propia del andamiaje institucional, y en una 
segunda dimensión por los incentivos y restricciones de 
cooperación tipificados en el modelo de las relaciones de 
cooperación y colaboración entre el gobierno central y los 
gobiernos locales.

La capacidad de decisión sobre los acuerdos políticos-
administrativos constituyen a su vez el contenido específico 
de la acción pública que materializa la autonomía municipal 
a partir de dos dimensiones: a) las reglas institucionales que 
regulan la gestión política-administrativa municipal –códigos 
municipales, legislación conexa y decretos presidenciales– y 
b) el conjunto de instituciones que asumen las potestades 
contempladas en el punto anterior.

El análisis de los marcos constitucionales permite comprender 
la esencia del modelo de autonomía municipal en cada uno 
de los países; pues a éste nivel se define la autonomía como  
forma de gobierno a partir de una serie de principios que  
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 regulan y orientan el modelo de organización del Estado15. 
Por tanto, se requiere comprender claramente la visión del 
modelo de autonomía municipal para determinar los tipos 
de rendimientos institucionales obtenidos, así como para 
evidenciar si las brechas de instrumentalización son producto 
de una falta de precisión del modelo, o bien, por problemas 
de dispersión, sub-posición o sobre-posición de los marcos 
jurídicos vinculantes, como del mismo diseño de las 
instituciones y los incentivos y restricciones de colaboración 
para una adecuada implementación de las políticas públicas 
en materia de la autonomía municipal. 

15	  Los enunciados constitucionales, por doctrina, hacen énfasis en 
la delimitación del marco competencial de los gobiernos locales, 
así como de aquellas acciones que le son propias –funciones 
exclusivas–, compartidas y concurrentes. A partir de la articulación 
de dichos enunciados toma vida la orientación del modelo de 
autonomía municipal, el cual se desarrolla a partir de legislación 
específica –códigos municipales-, como de un marco conexo, 
dadas las funciones de complementariedad entre el gobierno 
central y el gobierno local –particularmente en temas financieros, 
administrativos y políticos–.

Con el primer estudio de OdAM (DEMUCA: 2009)  se 
identificaron un total de 25 reglas constitucionales 
relacionadas con cada una de las áreas de autonomía de la 
agenda  temática en la región y que en mayor o menor medida 
se consignan en las constituciones políticas. Sin embargo, la 
existencia de éstas en las diferentes constituciones es diversa 
y están menor o mayormente explicitadas. La siguiente figura 
hace una ilustración de las reglas constituciones identificadas 
para cada uno de los países.16

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
16	 Esta sección hace un análisis descriptivo de los resultados 

contenidos en el capítulo II titulado “El modelo autonómico 
municipal en Centroamérica y República Dominicana” que hace 
un recuento de: a) antecedentes regionales, b) la ingeniería 
constitucional y los acuerdos político-administrativos por medio 
de los cuales se materializa la autonomía municipal, c) relaciones 
interinstitucionales que determinan la autonomía municipal. 
VER DEMUCA, 2009. La Autonomía Municipal en Centroamérica y 
República Dominicana. 
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El diagrama sintetiza la tipificación cuantitativa de las reglas 
constitucionales en materia de autonomía municipal. Aún 
cuando la  base constitucional puede llevar a inferir posturas 
sobre una mayor o menor nivel de autonomía municipal, es 
necesario señalar que esta aseveración debe ser visualizada 
como una apreciación de carácter limitado, pues es un punto 
de partida de naturaleza contextual y sincrónica. 

El grado de tipificación constitucional y su naturaleza ponen 
en evidencia el nivel de rigidez de los principios autonómicos  
acuñados en las relaciones entre el gobierno central y los 
gobiernos locales17. Asimismo, es notorio que cada uno de  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

17	 Una institucionalización constitucional alta del modelo de 
autonomía municipal es cuando la precisión de los principios se 
da en una alta especialización, identificando claramente cada 
uno de sus ámbitos, a saber administrativo, financiero y político. 
En ocasiones, además de realizar una mención de cada uno de 
estos, puede expresarse en la definición operativa y funcional de 
estos. Una institucionalización baja del modelo de autonomía 
municipal se da cuando hay una simple mención de la autonomía 
municipal, sin profundizar de forma integral sus tres dimensiones, 
o excluyendo la tipificación de vías procedimentales. VER 
DEMUCA, 2009. La Autonomía Municipal en Centroamérica y 
República Dominicana, p.83.

los países presenta diferencias en la definición constitucio-
nal de la autonomía municipal, máxime cuando son obser-
vados desde las perspectivas de las tres áreas de autonomía 
municipal, en las cuales es evidente que los países presentan 
mayor o menor desarrollo con más o menos enunciados o 
principios contenidos en sus cartas constitucionales.
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2.1.2	Características del modelo  
de autonomía municipal

Tomando como base los marcos competenciales o códigos 
municipales de los países de Centroamérica y República 
Dominicana, se realizaron tres categorías de análisis, con 
el fin de asociarlos a las áreas de autonomía (DEMUCA, 
2009). El primero se refiere a las características generales del 
municipio (i); el segundo, a las atribuciones administrativas 
(ii) y, por último, los condicionantes (iii).

(i)	 Características generales del municipio  

Las características generales del municipio son todos los 
rasgos básicos de las municipalidades que se han tipificado 
a nivel jurídico, lo cual determina a su vez cada una de las 
áreas de autonomía municipal. Esta definición jurídica de 
las características generales del municipio no siempre logra 
concretarse en términos procedimentales y pragmáticos, 
materializando así los acuerdos político-administrativos del 
modelo autonómico municipal (DEMUCA, 2009, p.87). Al 
igual que el texto constitucional, cuando se toma revista de 
los contenidos insertos en los códigos o leyes municipales 
existentes, se encuentra que la caracterización de los 
municipios está desarrollada en menor o mayor grado, 
según el país, y se observan cambios cuando se revisa cada 
una de las áreas de autonomía. La figura siguiente ilustra 
esta situación.

(ii)	 Atribuciones de los municipios 

Se reconoce como atribuciones a las potestades con las que 
cuenta el municipio y que garantizan el cumplimiento del 
principio de autonomía municipal. Los resultados muestran 
una selección de aquellos aspectos que son comunes a 
nivel regional, vinculados con el margen de potestades con 
las cuales cuentan las municipalidades, según el contexto 
político e institucional de su respectivo sistema político 
(Fundación DEMUCA 2009, p.87).

Para las atribuciones, se identificaron un total de 23 y desde 
este marco también se tiene un mayor desarrollo en los 
marcos competenciales de algunos países y que no son 
comunes en todas las áreas de autonomía. 

(iii)  Condicionantes de los municipios  
 
Los condicionantes son las disposiciones que regulan las 
relaciones entre gobierno central y los gobiernos locales. 
Se destacan particularmente algunos procedimientos de 
control que los municipios deben abordar y que influyen 
directa o  indirectamente en el reconocimiento del principio 
de autonomía municipal. Los condicionantes evidencian 
las relaciones entre el diseño jurídico e institucional, por 
medio del cual transita la realidad política en la definición 
del municipio como institución autónoma (DEMUCA, 2009, 
p.87). Igualmente, los condicionantes no presentan un 

desarrollo similar en todos los países. La figura siguiente 
presenta los resultados totalizados para cada país y los 
resultados en cada una de las áreas de autonomía.

Como se ilustró en el anterior diagrama, las reglas institu-
cionales vigentes en los países tienen elementos comunes y 
disímiles que permiten hacer comparaciones desde el marco 
institucional. No obstante, las mediciones que se obtengan 
de ésta, tendrían indefectiblemente un carácter sincrónico, 
cuya utilidad radica efectivamente en reconocer el marco ju-
rídico que sustenta los esquemas de autonomía municipal 
vigentes en los respectivos países. 

Esto podría ser visualizado en términos de un mayor o me-
nor desarrollo de su ingeniería constitucional o desde las re-
glas institucionales contenidas en los códigos o leyes muni-
cipales que sustentan los marcos competenciales, los cuales 
desarrollan o amplían de diferente forma los principios cons-
titucionales en materia de autonomía municipal. 

La construcción de temas de medición, no puede concebir-
se como un conjunto ordenado de enunciados y principios 
contenidos en los marcos jurídicos, ya que su valoración tie-
ne la limitación de adquirir una característica dicotómica en 
primera instancia, es decir, una calificación que se restringe 
a la existencia o no de cierta característica en cada uno de 
los países. 

En segundo término, es preciso reiterar que las reglas ins-
titucionales son una “sedimentación histórico institucional” 
particular de cada país y no es correcto convertir el conjunto 
de las características identificadas (sumatoria de todos los 
países) en un marco general de comparación (modelo de au-
tonomía municipal de referencia) entre éstos, ya que su ori-
gen evidentemente no es común y, desde un punto de vista 
de un posible análisis comparado, estas características no 
constituyen un marco normativo supra nacional aplicable a 
todos los países.

2.2	  Desagregación temática del OdAM
La identificación de los ámbitos de medición es fundamental 
para lograr una transición entre la conceptualización de 
la agenda temática del OdAM a una instrumentalización 
operativa de la misma. La definición de los temas de medición 
no supone un ejercicio de diseño de indicadores o índices como 
tal, sino que son “macro temas”, los cuales  comprenderán 
en algunos casos “sub-temas”, cuya utilidad es la medición 
y precisión de un set  de indicadores e índices, los cuales 
permitan comprender el tema de la autonomía municipal.

La definición de estos temas de medición debe concebirse 
como un ejercicio de análisis más de allá del necesario reco-
nocimiento de los marcos jurídicos-institucionales, que de-
terminan el  deber ser¸ ya que se requiere de una valoración 
de qué es lo que realmente está sucediendo, es decir los rendi-
mientos institucionales desde los marcos institucionales.

Los temas de medición se formulan desde una perspecti-
va regional con el propósito de lograr que su alcance sea 

38



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 II

transversal y comparativo, analizando el cómo las acciones 
emanadas desde el gobierno central favorecen o limitan el 
ejercicio de la autonomía municipal. El anterior supuesto de 
partida requiere la identificación de vacíos y temas de medi-
ción comunes en los respectivos países, que permita realizar 
comparaciones sobre las semejanzas y diferencias de los 
modelos autonómicos municipales.

El valor agregado del análisis comparado y particularmente 
desde el enfoque de la región –Centroamérica y República 
Dominicana– es su capacidad para identificar los aspectos 
comunes y diferenciados en diversos contextos políticos y 
administrativos. Comparación que desde una perspectiva 
sincrónica (en el espacio) como diacrónica (en el tiempo) 
consolidan una base de información fundamental para el 
análisis aplicado en la toma de decisiones, pero que sobre 
todo identifican los principales factores que pueden provocar 
el éxito o el fracaso de una política pública en materia de 
autonomía municipal en la región. 

Asumir la autonomía municipal desde un enfoque de com-
paración regional permite la interpretación valorativa de ha-

llazgos empíricos, de forma tal que la realidad de un país sólo 
puede ser confrontada con nociones de “buen orden”, es de-
cir, elementos identitarios estructurales que trascienden los 
procesos de evolución histórica institucional de cada nación. 
Desde este enfoque se logra interpretar, ya sea por analogía, 
similitud o contraste, factores propios de cada caso, que en 
mayor o menor medida se reconocen en la región, y desde 
una combinación de variables político-institucionales se lo-
gra determinar el grado de institucionalización de la autono-
mía municipal en Centroamérica y República Dominicana.

Los niveles de integración entre los diversos tipos de 
autonomía permiten identificar nuevas orientaciones de 
estudio y focos particulares de análisis –comparación 
heurística; acentuando precisamente las diferencias para 
que sean sistematizadas en líneas de investigación futuras 
–comparación sistemática–.

Es importante señalar que la comparación entre los países 
no puede verse como un parámetro por medio del cual se 
hará una concepción de un modelo ideal de autonomía, que 
sirva de referente para calificar cada uno de los países. 
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Por tanto, desde un enfoque del neo-institucionalismo se re-
conocen las interacciones entre los actores institucionales, 
que circunscritos en los límites que establece el marco jurí-
dico,  actúan de forma diversa ante situaciones en las cuales 
están presentes una serie de recursos políticos, electorales, 
financieros y sociales, entre otros. En este sentido, los te-
mas de medición permitirán disponer de mayor claridad para 
agrupar indicadores que, si bien permitirán establecer com-
paraciones en temas comunes, no constituirán parámetros 
para establecer grados o niveles de mayor o menor autono-
mía municipal. 

2.2.1 Concepto de medición y construcción de 
los temas

La medición “es el proceso de asignar números o marcadores 
a objetos, personas, estados o hechos, según reglas específicas 
para representar la cantidad o la calidad del atributo. Por lo 
tanto la medición es el procedimiento de asignar números que 
reflejan la cantidad del atributo que posee determinado hecho, 

persona u objeto. Es conveniente observar que no se mide el 
hecho, la persona u objeto, sino sus atributos.” (Mc Daniel y 
Gates, 1999, p.294)

El concepto de medición refiere a la asignación de números 
o cantidades, lo cual es correcto. Sin embargo, el concepto 
de medición se puede ampliar refiriéndolo a los procesos que 
Mc Daniel y Gates (1999) identifican y que permite entender 
la relación entre la agenda temática del OdAM y los temas de 
medición que se proponen.

El primer paso es identificar el concepto de interés. En este 
sentido, señalan que un “concepto es una idea abstracta que 
se generaliza a partir de hechos específicos. Es una categoría 
de pensamiento, o una categoría para agrupar datos sen-
soriales como si todos fueran iguales”. (Mc Daniel y Gates, 
1999, p.295).

Lo anterior permite ubicar el propio concepto de autonomía 
municipal que orienta el trabajo del OdAM y que constituye 
una abstracción a partir de abordajes teóricos nutridos de 
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diferentes disciplinas, las aspiraciones políticas enunciadas 
sobre la autonomía municipal, así como los propios desafíos 
que reconocen las ANM. 

El segundo paso es el desarrollo de un constructo que son 
“conceptos específicos más elevados de abstracción creados 
para uso teórico. No sólo son más abstractos que los con-
ceptos cotidianos, sino que es probable que incluyan varias 
categorías preexistentes de pensamiento. El valor de cada 
constructo depende de su utilidad para explicar, predecir y 
controlar fenómenos, al igual que el valor de los conceptos 
cotidianos depende de su utilidad para los asuntos de la vida 
diaria. En general, los constructos no pueden observarse di-
rectamente. En vez de ello, se infieren por algún método in-
directo, como los resultados de un cuestionario” (Mc Daniel 
y Gates, 1999, p.295).

Este segundo paso nos remite a la agenda temática del 
OdAM, la cual está conformada por abordajes teórico-prácti-
cos que amplían las nociones sobre la autonomía municipal  
(AM) en Centroamérica y República Dominicana: autonomía 
financiera  (AF), autonomía política (AP) y autonomía admi-
nistrativa (AA). En otras palabras, constituyen desagregacio-
nes que permiten entender las dinámicas asociadas con la 
autonomía municipal y desde el punto de vista institucional 
un conjunto de temas validados por actores institucionales 
clave.

Cada una de las tres áreas de autonomía se subdivide en diez 
áreas temáticas de interés. Un tercer y cuarto paso siguiendo 
a estos autores consiste en la definición del concepto desde el 
punto de vista constitutivo y operacional. La definición cons-
titutiva (teórico conceptual) describe un concepto mediante 
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otros conceptos, estableciendo límites para el constructo que  
se estudia; esto formula la idea central o concepto que se va 
estudiar. (Mc Daniel y Gates, 1999, p.296)18.

Una definición constitutiva es similar a una definición de 
diccionario. Un concepto definido en estos términos debe 
permitir distinguir la definición que se investiga de todos los 
otros conceptos. Siguiendo a estos autores, cuando la defi-
nición constitutiva es precisa, la tarea de la definición ope-
rativa se simplifica. Una definición operativa establece qué 
características observables se van a medir y el proceso para 
evaluar el concepto. En otras palabras, asigna significado a 
un constructo en función de las operaciones necesarias para  
medirlo en cualquier situación concreta (Mc Daniel y Gates, 
1999, p.296).

Para resumir, una definición operativa sirve de puente entre 
un concepto teórico- los hechos – los factores del mundo real. 
Las definiciones operativas transforman este tipo de concep-
tos en hechos observables. En otras palabras, definen o dan 
significado al concepto y qué procedimientos debe hacer la 
persona que investiga para medirlo. Hay diversas definicio-
nes operativas posibles para cualquier concepto, sin importar 

18	 Un quinto paso refiere al Desarrollo de una escala de medición, 
que es un conjunto de símbolos o números ordenados de tal 
manera que pueden asignarse siguiendo alguna regla. (Mc 
Daniel y Gates, 1999, p.298); sin embargo, este paso refiere más 
al diseño de los indicadores que no se abordan en este 
documento. 

lo exacto de la definición constitutiva. El investigador debe 
elegir la definición operativa que se adapte mejor a los obje-
tivos de la investigación (Mc Daniel y Gates, 1999).

Para efectos del OdAM el proceso de definición operativa re-
fiere a la identificación y desagregación de las áreas temáti-
cas de interés de la  agenda en temas de medición que cons-
tituyen un paso previo para la construcción del SIOdAM, sus 
estadísticas,  indicadores e índices. 

2.2.2	 Proceso de validación de las áreas de 
medición del OdAM

La definición de los temas de medición es el resultado de un pro-
ceso de entrevistas y revisión bibliográfica, con lo cual se buscó 
la disgregación de las áreas temáticas del OdAM a fin de disponer 
de definiciones operativas. Una vez definidas estas áreas, fue-
ron sometidas a procesos de validación con representantes de 
las ANM de Centroamérica y República Dominicana, así como 
diferentes instituciones vinculadas con el sector municipal19. 
Los resultados obtenidos permitieron identificar un total de 31 
temas de medición que fueron desagregados en 95 subtemas, 
que amplían y hacen más operativa la agenda temática del 
OdAM. 

19	 Esta validación se realizó en el Taller Regional de validación de 
áreas de medición del OdAM. realizado el 8-9 de setiembre del 
año 2009 en Santo Domingo de Heredia, Costa Rica. El objetivo 
de este taller fue validar con representantes de las asociaciones 
nacionales de municipios, los puntos focales y otros expertos en 
el tema, las áreas de medición del OdAM. Con lo cual se hizo una 
exposición de las áreas de medición para incentivar el debate y 
hacer una retroalimentación de los planteados por los 
especialistas. Además se hizo con consenso para ajustar dichos 
conceptos.

 

42



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 II

La desagregación  de la agenda temática se estructura en 
dos niveles. El primer nivel es un tema de medición identi-
ficado, que conforme la consultas, hallazgos y necesidad de 
ampliarlo se definieron sub-niveles, es decir, una desagrega-
ción mayor que busca atender la necesidad de definir opera-
tivamente el concepto y por ende delimitarlo.

El cuadro siguiente explica las clasificaciones contenidas en 
la matriz y el vínculo con las áreas de autonomía de la agen-
da temática del OdAM. Cada una de éstas tiene un propósito 
que se detalla a continuación.
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2.2.3	 Temas de medición para el área de 
	 autonomía política

Para el área de autonomía política se identificaron un total 
de 11 temas de medición, desagregados en 46 subtemas. El 
cuadro 2.4 presenta un resumen del contenido de los temas 
y sub-temas de medición. El apartado contiene un anexo 
que presenta la definición conceptual para cada una de las 
categorías. 

2.2.4	 Temas de medición para el área de 
	 autonomía administrativa

El cuadro 2.5 presenta un resumen del contenido de los 
temas y sub-temas de medición. El apartado contiene un 
anexo que presenta la definición conceptual para cada una 
de las categorías. 
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Áreas temáticas 
de interés (4)

Priorización (2) Temas de 
medición

NIVEL 1 (13)

Sub-Temas de medición
NIVEL 2 (33)

Área de 
autonomía (1)

Cuadro N°. 2.5

    Temas de medición de la agenda temática del OdAM: área de autonomía administrativa

Fuente: elaboración propia, 2010

Autonomía
Administrativa

(a) Limitaciones 
jurídico- institucio-
nales de la autono-
mía administrativa

(b) Gestión de 
competencias: 
bienes y servicios

(c) Organización y 
planificación 
institucional

(d) Modernización 
institucional para el 
desarrollo

Capacidades 
técnicas y formativas 
del recurso humano 

municipal

Insumos con los que 
cuenta la municipali-

dad para su 
adecuada gestión

1.Institucionalización 
constitucional

2.Marcos competencia-
les y códigos municipa-
les)

3.Leyes relacionadas

2. Competencias 
compartidas de los 
municipios

1. Gestión Financiera

2. Administración 
tributaria

3. Participación 
ciudadana

4. Rendición de cuentas

5. Ordenamiento 
territorial 

6. Gestión del recurso 
humano municipal

7. Sistema de información

8. Incorporación de 
tecnologías y sistemas 
informáticos

1.Competencias 
exclusivas de las  
municipalidades

1. Potestades

 
1. Características generales del municipio
2. Atribuciones administrativas
3. Condicionantes

1. Cobro de tributos
2. Servicios públicos
3. Gestión ambiental
4. Infraestructura
5. Explotación de los recursos naturales
6. Cultura y recreación
7. Gestión Vial y transporte
8. Desarrollo Social
9. Migración
10 .Seguridad ciudadana

1. Presupuesto 
2. Contabilidad 
3. Tesorería

1. Catastro 
2. Cuenta corriente
3. Sistemas de Cobro

1. Oportunidades de participación ciudadana
2. Medios y mecanismos de participación
3. Iniciativa ciudadana

1. Planes Reguladores
2. Planes nacionales de ordenamiento territorial
3. División  del territorio por regiones

2. Dotación de equipo físico  y software

1.  Institucionalización del recurso humano municipal 
2.  Organización 
3.  Existencia de manuales
4. Existencia de programas formativos municipales 
(públicos o privados) 
5. Mecanismos institucionales de coordinación  (marco 
institucional en materia de gestión del recurso humano)
 6. Sistemas de Información sobre la carrera administrativa 
municipal
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2.2.5	 Temas de medición para el área 
	 de autonomía financiera

Para el área de autonomía administrativa se identificaron 
un total de 7 temas de medición, desagregados en 12 sub-
temas. 

En el cuadro 2.6 presenta un resumen del contenido de los 
temas y sub-temas de medición. El apartado contiene un 
anexo que presenta la definición conceptual para cada una 
de las categoría. 

2.2.6	 Las principales líneas de acción 
	 según de los temas de medición

Para la conceptualización del Observatorio de Autonomía 
Municipal se han definido un conjunto de procesos para dar 
orden y secuencia en su ejecución, entre los cuales se des-
tacan la recopilación de la información base, construcción 
y validación de índices e indicadores, así como la organiza-
ción de procesos de trabajo para el uso de la información en 
la generación de políticas públicas (ver diagrama 2.5).
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El diagrama permite apreciar la ejecución de procesos que 
se desarrollan en paralelo y en forma lineal. Por ejemplo, el 
proceso inicial de construcción contempla el desarrollo de la 
Agenda Temática del OdAM, y los temas de medición. 

Por otro lado, se pueden apreciar los procesos asociados con 
la construcción del SiOdAM  que hacen necesario también 
identificar la viabilidad relativa al acceso a la información 
en la región, tanto por su disponibilidad como los procedi-
mientos institucionales que definen los proveedores de in-
formación. El siguiente diagrama presenta en tres niveles la 
utilidad de los temas de medición, con miras a la construc-
ción del SiOdAM.

Del diagrama anterior se puede deducir cómo a partir de 
los temas de medición se hace necesaria la ejecución de 
tres grandes procesos: a) mapeo institucional de actores, b) 
operacionalización del SiOdAM y c) posicionamiento insti-
tucional. El primero refiere a la identificación de la red de 
proveedores de información del OdAM y que mecanismos 
institucionales serán necesarios para garantizar continuidad 
en el acceso a los datos que disponen. 

El segundo refiere al diseño técnico del SiOdAM que se nu-
tre la agenda temática y su disgregación operativa; así como 
los resultados obtenidos durante la identificación de la red 
de proveedores de información, que determinarán aspectos 
como los procedimientos de acopio, depuración de informa-
ción, migración a formatos compatibles con herramientas 
web entre otros. El tercero implica posicionar el SiOdAM por 
medio de estrategias de mercadeo entre sus actores clave, 
cuyo valor intrínseco será promover su uso para generar me-
joras en sus aplicaciones y servicios.

2.2.7	 Mapeo de instituciones que generan
	 información

Una de las principales acciones para la medición de la agen-
da temática consiste en la obtención de información perti-
nente y oportuna. Para lograr este objetivo el OdAM,  deberá 
iniciar un proceso de acercamiento a las instituciones iden-
tificadas como proveedoras de información, a fin de gene-
rar un espacio de acercamiento institucional oficial entre el 
OdAM y sus proveedores de información. 

Durante esta etapa se definen las estrategias óptimas  para 
la obtención de información a partir de los archivos institu-
cionales (digitales, físicos, datos, memorias institucionales, 
entre otras). Estas características sobre la forma en la cual 
las instituciones disponen su información y procedimental-
mente norman su obtención, constituyen restricciones para 
el diseño de los procesos y procedimientos del SiOdAM.  

Este proceso generará una red de actores institucionales 
para toda la región que serán proveedores de información y 
a su vez se determinará la naturaleza institucional de la re-
lación o canales requeridos para el acceso a los datos, ya sea 
por medio de  convenios marcos, cartas de entendimiento o 
bien solicitudes formales en ciertos plazos. En este sentido, 
lo que se pretende es que los requerimientos de información 
del SiOdAM se institucionalicen, y favorezca la construcción 
futura de series históricas  y se posicione la naturaleza per-
manente que busca tener el OdAM.

48

Diagrama N°. 2.6

Fases para la construcción del OdAM 

Fuente: Elaboración propia, 2010.
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Capítulo III

Introducción 
En Centroamérica y República Dominicana, la implemen-
tación del modelo de autonomía municipal20 se encuentra 
ante un déficit de claridad y concordancia entre los marcos 
jurídicos y el diseño institucional, pues la complementarie-
dad de las leyes tiende en muchas ocasiones a generar, de 
forma colateral, vacíos y contradicciones en su proceso de 
implementación, lo cual, en la praxis, tiende a obstaculizar 
la capacidad de toma de decisiones políticas de los gobier-
nos locales, generándose así una brecha entre sus necesi-
dades cotidianas, la capacidad técnica y humana real para 
dar respuesta.

En este capítulo se identifican algunos ejemplos de distor-
siones jurídicas e institucionales que afectan positiva o ne-
gativamente el cumplimiento de la autonomía municipal 
en Centroamérica y República Dominicana; a efectos de 
clarificar específicamente por áreas temáticas, los niveles 
de complejidad diferenciada para la implementación de la 
misma. Para ello se decide poner en el lente de análisis las 
dinámicas de coordinación interinstitucional, y el cómo ella 
y las reglas de juego tienden a ser incentivos o restricciones 
formales e informales.

Para lograr el anterior objetivo es menester hacer un recono-
cimiento de los factores estructurales del diseño del Estado 
que determinan o al menos orientan las relaciones entre el 
gobierno central y el gobierno local en las competencias es-
pecíficas y concurrentes de ambas dimensiones.

Una de las limitantes de dicho enfoque de análisis es la fal-
ta de investigaciones teóricas, metodológicas y empíricas al 
respecto. Por tanto, se opta desde un enfoque de neoinsti-
tucionalismo empírico en hacer referencia a los niveles de  
 
20	 Se entiende por modelo de autonomía municipal el diseño del 

Estado, a partir del marco jurídico y de las interacciones 
institucionales, para garantiza que el principio de autonomía 
municipal, estipulado constitucionalmente, se cumpla de forma 
efectiva. Si bien es cierto, la autonomía municipal constituye la 
naturaleza jurídica que determina la gestión municipal, no todos 
los países cuentan con el mismo diseño jurídico que posibilita su 
óptimo ejercicio; e incluso se cuenta con diferentes niveles de 
complejidad y de precisión procedimental. Para esto, desde el 
Observatorio de Autonomía Municipal (OdAM) se ha realizado 
un esfuerzo por analizar los marcos jurídicos e institucionales, 
esto para reconocer los aspectos estructurales que determinan 
dicho modelo. Lo cual no tiene que ver estrictamente con el 
análisis del desempeño real que este modelo tenga en la 
práctica. 

Distorsiones jurídico-institucionales que condicionan el cumplimiento 
de la autonomía municipal en Centroamérica y República Dominicana

sintonía existentes entre el marco jurídico (a) y las capacida-
des institucionales reales para llevar a cabo las atribuciones 
y principios (b) tutelados por el primero. 

Cabe señalar que se reconoce como distorsión institucional, 
a la deformación del efecto deseado en la ingeniería del Es-
tado, es decir, una alteración del modelo de autonomía mu-
nicipal entre lo establecido en el marco jurídico y la praxis 
política del mismo. Las distorsiones por tanto, tienen como 
efecto directo alterar la forma regular o natural del modelo 
autonómico municipal, desequilibrando total o parcialmente 
sus componentes y en cuyos resultados tienden a sustituir la 
concepción original del mismo.

Estas alteraciones pueden o no ser producto de desequili-
brios o incluso vacíos jurídicos o procedimentales del proce-
so, por medio del cual el mismo modelo es puesto en marcha, 
pues la construcción del Estado y su administración pública 
difícilmente es producto laboratorio, sino más bien de un 
aprendizaje de factores institucionales que se encuentran 
profundamente imbricados a variables de carácter político, 
cuya principal externalidad es la institucionalidad informal. 

De forma tal que su reiteración y aceptación por parte de 
los agentes políticos a través del tiempo tiende a sobreponer 
una legitimidad de ejercicio sobre aquella de origen –contra 
natura- desfigurando sus efectos y haciendo como válidos y 
aceptables por el uso de la costumbre, dichas distorsiones, 
en detrimento de la autonomía municipal.

Se identifican dos tipos fundamentales de distorsiones: 
aquellas derivadas de la incongruencia o inclusive incompa-
tibilidad entre lo tutelado a nivel constitucional con el resto 
del ordenamiento jurídico (i) y los vacíos, sub-posiciones e 
incluso sobre-posiciones entre las atribuciones dadas jurídi-
camente –sea a nivel constitucional o por rango inferior– y 
las capacidades de las instituciones para implementar total 
o parcialmente las mismas (ii), en ocasiones es posible en-
contrar modalidades mixtas que combinan factores de las 
dos anteriores (iii). 

Las distorsiones no siempre tienen un efecto contra natura 
al modelo de autonomía municipal, pues en ocasiones se 
expresan como una vía de flexibilidad y atenuación institu-
cional sin caer en tendencias de reformismo institucionales, 
a efectos de subsanar las incompatibilidades entre los ante-
riores tipos de distorsiones.
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Se toma como punto de partida el primer estudio realizado 
por el Observatorio de Autonomía Municipal, a efectos de 
reconocer la base jurídica de la autonomía municipal nos 
lleva a preguntarnos cuál es el grado real de autonomía con 
el que cuentan las municipalidades, según las oportunidades y 
restricciones que la ley misma establece.

Con esta sección se busca además identificar y analizar al-
gunos de los factores del contexto que generan o contribu-
yen a dichas distorsiones; reconociendo que, a pesar de las 
tendencias regionales en el tema, también existen factores 
estructurales particulares en cuento a procedimientos  y 
prácticas institucionales, y por su naturaleza pueden con-
llevar a aspectos positivos o negativos para la autonomía 
municipal. 

En el primer apartado, se expone la base conceptual para 
abordar el tema de distorsiones jurídico-institucionales, dicha 
base conceptual se sustenta de una experiencia institucional 
en el tema, para llegar a una construcción empírica de los 
conceptos. Con el reconocimiento previo de las leyes vincu-
ladas al cumplimiento de los modelos de autonomía munici-
pal en Centroamérica y República Dominicana, se reconocen 
dos aspectos fundamentales: (a) la identificación del entra-
mado jurídico que condiciona, regula y define las formas y 
circunstancias en las cuáles se regula el cumplimiento de la 
autonomía municipal y (b) los juegos institucionales por me-
dio de los cuales se determina el cumplimiento del principio 
de autonomía municipal. 

La combinación de ambas dimensiones facultará una com-
prensión de la realidad nacional de cada país, pero a su vez 
aportará un enfoque regional para su análisis y compren-
sión de las respectivas tendencias de los sistemas políticos. 
La síntesis de hallazgos regionales desde las especificidades 
nacionales, evidencia la existencia, en mayor o menor medi-
da, de vacíos de procedimientos para la implementación del 
modelo de autonomía municipal en las relaciones formales 
entre el gobierno central y el gobierno local, dando espacio 
al margen de maniobra de la institucionalidad informal en 
cada sistema político. 

Muchos de estos vacíos jurídicos -como institucionales- tien-
den a ser parte de una complejidad multidimensional que 
afecta los procesos de descentralización en la región, es de-
cir, aún cuando las agendas políticas de la región mantienen 
la necesidad de nuevos temas y reforma de muchos actuales, 
la praxis evidencia que la ruptura se da más por la falta de 
claridad y de capacidad instalada que por la implementación 
de los mismos. En otras palabras, se continúa y se mantiene 
la discusión en el “qué”, cuando en algunas ocasiones se de-
bería invertir más reflexión en el “cómo”.

Por tanto, la ausencia de procedimientos y asignación de 
potestades claras  provoca también la generación de una se-
rie de trastornos políticos, administrativos y financieros, los 
cuales influyen de forma segmentada en el funcionamiento 
del sector municipal, haciendo diferencias notables entre 
aquellos gobiernos locales grandes o pequeños indistinta-
mente entre los que son urbanos o rurales.

3.1 Antecedente: proceso de sedi-
mentación de las distorsiones 
institucionales 21

En Centroamérica y República Dominicana se destaca una 
tendencia histórica de centralismo en la toma de decisiones 
políticas, la cual ha estado inmersa en los procesos de Re-
forma del Estado.

Las reformas producidas en los años ochenta se determinan 
por la generación de políticas de descentralización, no sólo 
como una política de Estado, sino como una medida para 
amortiguar los efectos de la concentración del poder hacia 
gobierno central y disminuir las distorsiones que se genera-
ban ante las demandas sociales hacia las instituciones de 
gobierno central. Es decir, se identifica que una forma de sa-
tisfacer dichas demandas y dar respuesta efectiva, se daba a 
partir de un aparente fortalecimiento del gobierno local. 

Un punto de partida para el análisis regional es comprender 
que las actuaciones en el marco de la gestión pública y espe-
cíficamente de la gestión municipal no dependen exclusiva-
mente de las limitaciones o restricciones del marco jurídico 
e institucional. Los actores también afectan e inciden en el 
marco institucional, ya que desde un enfoque neo institucio-
nal, son quienes le dan vida a las instituciones y por tanto, su 
percepción respecto a la gestión pública afecta el quehacer 
institucional. 

La descentralización, como un proceso que involucra a va-
rios actores políticos, busca en gran medida optimizar y lo-
grar una adecuada administración de los recursos del Estado 
a través de las municipalidades, lo cual le da a éstas la posi-
bilidad de fortalecer sus capacidades y vínculos con la ciuda-
danía y con otras instituciones. Eso permite cumplir una de 
las premisas más importantes de la autonomía municipal, y 
es que el gobierno local es el ente público más cercano a la 
población y por tanto, debe contar con mayores capacidades 
para lograr hacer una adecuada gestión de dichos recursos. 

El exceso de centralismo que tradicionalmente se ha vivido 
en la región ha obstaculizado la posibilidad de dar respuesta 
a las necesidades locales. En este sentido, uno de los aspec-
tos sobresalientes del proceso de descentralización es pre-
cisamente la participación ciudadana, lo cual ha sido punto 
medular para  propiciar un desarrollo económico y social 
balanceado, porque si el municipio es la forma de gobierno 
más cercana a la población, es entonces desde la municipa-
lidad donde se pueden identificar las necesidades inmediatas 
de la localidad. 

Uno de los resultados de dicho proceso, es que las munici-
palidades puedan dar respuestas más efectivas a las nece-
sidades locales, esto a partir de la elección de sus propias 
21	 Esta sección se ha elaborado con base en la ponencia presentada 

por la Dra. Violeta Pallavicini “Las distorsiones jurídico e 
institucionales que afectan el cumplimiento de la autonomía 
municipal en Costa Rica”, en el marco de la presentación del 
estudio La autonomía Municipal en Centroamérica y República 
Dominicana, 5 de agosto del 2009.
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autoridades. La elección directa de los alcaldes o alcalde-
sas responde a un principio de responsabilidad, es decir, el 
alcalde(sa) como autoridad electa democráticamente debe 
presentar a los ciudadanos su propuesta de gobierno y la 
promoción de una democracia de abajo hacia arriba. Tam-
bién el tema de satisfacción de necesidades locales en cuan-
to a bienes, servicios y atención a problemas sociales espe-
cíficos, como lo es el tema de violencia doméstica, infancia, 
juventud, entre otros.

Las políticas de descentralización se establecen como la vía 
que garantiza el cumplimiento de la autonomía municipal. 
La implementación de la política pública depende de acto-
res tanto locales, como institucionales y de la sociedad ci-
vil. En este sentido, la reforma del Estado no es un asunto 
técnico, sino más bien es un proceso político de constante 
negociación entre los actores involucrados para el logro de 
los objetivos. 

En esa negociación es necesario reconocer, en el ámbito 
administrativo, que debe existir un criterio claro para des-
centralizar las competencias, cuáles son las competencias 
a descentralizar y sobretodo cuáles son las capacidades con 
las que cuentan las municipalidades para solventar dichas 
necesidades. 

Desde el enfoque del federalismo fiscal, se propone el princi-
pio de subsidiariedad como un elemento de traslado de ser-
vicios basado en la posibilidad de dar respuesta a las nece-
sidades locales, pero tomando en cuenta que los beneficios 
deben incrementarse según dos aspectos esenciales: prime-
ro, las preferencias locales en cuanto a servicios y prioriza-
ción de las necesidades; segundo, las capacidades institu-
cionales de las municipalidades para brindar un servicio de 
calidad. Es decir, que el costo y calidad de servicios, aunado 
a las capacidades municipales para que dichos servicios y 
bienes sean de calidad, deben ser considerados durante el 
proceso de ejecución de la política pública. 

Entonces, si no existe un conocimiento previo de las ca-
pacidades reales de una institución para cumplir con sus 
competencias, difícilmente se puede hablar de un proceso 
de descentralización efectivo. Este principio de subsidiarie-
dad se rescata en la declaración de Cartagena de Indias. La 
distribución de competencias territoriales, deberá velar por 
la atribución al poder más cercano que inciden en la vida 
cotidiana de los ciudadanos. 

Un segundo elemento, a considerar cuando se hace trasl-
do de competencias es  la economía de escalas, no sólo en 
cuanto a las capacidades infraestructurales, sino también, 
a las capacidades técnicas para cumplir con el marco com-
petencial general. Sin embargo, es claro que los gobiernos 
locales de la región no cuentan con una base homogénea y 
adecuada de capacidades técnicas y de infraestructura para 
hacer frente a sus atribuciones.

Una de las formas que se ha implementado para solventar 
dicha economías de escala, es por medio de las mancomu-
nidades. Hablar de competencias no es solamente hablar de 
trasferencia de responsabilidades y deberes, sino también la 
necesidad de comprender los criterios por medio de los cua-

les se garantiza el traslado de dichas competencias y cuáles 
son los mecanismos formales para que se cumplan de una 
forma efectiva.

A nivel nacional, las políticas de descentralización implican 
a un cambio, pues trasferir competencias implica una rede-
finición del poder, lo cual ocasiona una ruptura del esquema 
centralista tradicional. Por tanto, se puede pensar que se re-
quiere de una reestructuración de las prácticas políticas y 
administrativas que acompañan a la administración pública, 
con un cambio de visión respecto al trabajo coordinado en-
tre el nivel nacional y sub nacional. 

La gobernabilidad local, entendida como el proceso conjun-
to de toma de decisiones, es fundamental en el proceso de 
descentralización y requiere de la definición y construcción 
de reglas claras, con las cuales se instaure una mutua co-
operación de las entidades involucradas en el plano local y 
las instituciones de gobierno central, para así establecer lí-
neas de coordinación (ver diagrama 3.1). 

Algunos de los desafíos de una descentralización efectiva 
son:

1.	 Relaciones intergubernamentales: son relaciones que no 
dependen absolutamente del marco normativo o de la 
forma cómo se decreten las relaciones 
interinstitucionales, sino más bien requieren un 
proceso de construcción, con lo cual se tomen acuerdos 
políticos que faciliten la gestión de ambas formas de 
gobierno. Si bien, el marco legal da algunas pistas 
sobre los procedimientos y las formas de cómo se 
deben establecer dichas relaciones, los perfiles de las 
instituciones y las competencias que se les atribuye, no 
logra detallar la cotidianidad de esa gestión. Uno de los 
aspectos más importantes de esas relaciones 
intergubernamentales es que la toma de decisiones no 
recae sobre una única institución, de lo contrario, 
requiere el aval de un conjunto de actores, siendo la 
falta de coordinación uno de los problemas centrales 
de dicho proceso. 

2.	  Formulación de la política con definición recursos para la 
ejecución e implementación: los formuladores de las 
políticas públicas omiten, en el diseño de la política 
pública como tal, la asimetría que existe entre las 
capacidades técnicas e infraestructurales de las  
municipalidades. 

3.	 Promoción de incentivos: es decir, garantizar a partir de 
estímulos que propicien la participación intersectorial 
y lograr el cumplimiento de los objetivos de dicha 
descentralización. Tanto en el sector público, como en 
el privado, ya que dicha descentralización debe tener 
como meta mejorar la calidad de vida de la población 
en cada municipio.

Por tanto, analizar las distorsiones de la autonomía municipal 
no sólo conlleva pensar en el marco legal, si no que requiere 
reconocer cómo se construye dicha autonomía desde la base 
de las relaciones interinstitucionales e intergubernamentales. 
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3.2 Base conceptual 
Con el fin de comprender el análisis regional y el análisis 
por país es necesario plantear tres conceptos rectores, los 
cuales son retomados de forma reiterada en este capítulo: 
a) dispersión y vacíos jurídicos; b) distorsiones jurídicas y c) 
distorsiones institucionales.

3.2.1	 Dispersión y vacíos en el marco jurídico 

Los modelos de autonomía municipal identificados en la 
región no contienen un programa político administrativo22 
capaz de generar efectividad y eficiencia en la gestión mu-
nicipal por la inexistencia de capacidades para generar po-
líticas desde una perspectiva de inter sectorialización fun-
cional, aunado a que muchos temas de la agenda municipal 
no siempre son considerados como temas estratégicos para 
las instituciones públicas y para la planificación general del 
gobierno central.

La vía de procedimientos, por medio de los cuales se clarifica 
cómo se aplica la política pública para el cumplimiento de la 
autonomía municipal, no es clara; así, por ejemplo,  muchos 
de los aspectos definidos desde los enunciados de la ley, en 
la práctica más que clarificar y operacionalizar el modelo 
de autonomía, tienden a ser obstáculos para su desarrollo. 
Según los hallazgos del primer informe del OdAM, a nivel 

22	 Los programas político administrativos permiten que las 
instancias tomadoras de decisiones y las técnico administrativas, 
a partir de mecanismos de coordinación, ejecutar la política 
pública. Para efectos teóricos en políticas públicas vinculadas 
con autonomía municipal, se pueden reconocer programas 
político administrativos detallados (PPAD) y programas políticos 
administrativos poco detallados (PPND). 

regional23 se identifican dos escenarios por las cuales se ge-
neran distorsiones jurídicas e institucionales: 

a.	 Cuando existe un alto grado de dispersión jurídica 
b.	 Cuando existe un alto grado de vacíos en el marco 

normativo24. 

Ambos escenarios determinan inconsistencias en los mode-
los de autonomía municipal vigentes. Esto a su vez conlleva 
a la emergencia de barreras jurídicas y políticas que afectan 
el cumplimiento del principio de autonomía municipal.

Las dispersiones jurídicas e institucionales se pueden definir 
según dos aspectos esenciales. En primer lugar, al existir 
una fragmentación de los enunciados de la ley, de manera 
tal que un mandato queda plasmado en diferentes leyes o 
códigos jurídicos, pero no existe una base operativa –vincula-
da principalmente al funcionamiento de las instituciones del 
Estado- a efectos de darle continuidad a su cumplimiento.

Esto no sólo dificulta la posibilidad de reconocer los roles 
institucionales tanto de las municipalidades como de otras 
instituciones públicas, sino que también tiende a generar 
confusión o duplicidad de competencias o, el efecto contra-
rio, es decir,  la generación de una competencia no asumida 
dada la ausencia de claridad en cuanto a potestades y proce-
dimientos institucionales para sustentarla.

23	 Según los hallazgos publicados en “OdAM: La autonomía 
municipal en Centroamérica y República Dominicana”

24	 Lo que es igual a una ausencia de artículos de la ley tanto en el 
Código o ley municipal, como de las leyes complementarias, que 
indiquen aspectos procedimentales que faculten a las 
municipalidades o las instituciones de gobierno central para 
ejecutar acciones específicas de coordinación. 
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Diagrama N°. 3.1

Definición de reglas del juego

Fuente: Violeta Pallavicini, presentación  “Distorsiones jurídico-institucionales que afectan el cumplimiento de la autonomía municipal 
en Costa Rica (agosto, 2009). 
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En un segundo nivel, la dispersión jurídica se puede com-
prender como la consolidación de un sistema complejo de 
leyes aisladas y desarticuladas que tratan un tema específico; 
con lo cual se manifiesta una descomposición del principio 
tutelado, es decir, cuando un elemento está aparentemente 
definido, tanto desde la base constitucional o por el códi-
go municipal, pero al revisar su estructura es evidente que 
algunos procedimientos no se establecen con claridad, evi-
denciando la existencia de vacíos en principios o procesos, y 
siendo su resultado la libertad del sector administrativo para 
implementar ese componente del modelo autonómico muni-
cipal a su discreción. 

Por otro lado, cuando se hace referencia a vacíos jurídicos, 
se habla de la ausencia de leyes. Esto se manifiesta cuando 
existe una ausencia de continuidad de un enunciado consti-
tucional por la no existencia de artículos en leyes inferiores 
que respalden o complementen dichos mandatos. Es un as-
pecto común, principalmente cuando se refiere a las compe-
tencias municipales; tanto las propias como las compartidas, 
donde si bien es cierto, en la ley se esclarecen las atribucio-
nes municipales, existen una serie de vacios procedimenta-
les que da como resultado una falta de condiciones para su 
cumplimiento.

Estos vacíos jurídicos son perceptibles ante la falta de meca-
nismos de coordinación establecidos por la ley y que favore-
cen  el cumplimiento de acciones públicas que respalden la 
autonomía municipal. Se obtiene entonces el efecto teórico 
de que el cumplimiento de la autonomía municipal se en-
cuentra condicionado, al menos desde la dimensión insti-
tucional (sin entrar a analizar la dimensión política), con la 
falta de tipificación de contenido y de forma, siendo un factor 
sensible la capacidad de generación y sostenibilidad de los 
mecanismos de coordinación entre las institucionales cen-
trales y entre éstas y las municipalidades.

La ausencia de tipificación en alguna de las áreas de auto-
nomía municipal desde la base constitucional implica a una 
falta de respaldo jurídico a largo plazo, que de alguna forma, 
imposibilita la evolución de un marco normativo, el cual in-
cluya las acciones normativas necesarias para cumplir con 
dicha autonomía. Es importante destacar que muchos de los 
vacíos jurídicos se identifican en las leyes complementarias 
(jerarquía inferior a las normas constitucionales).

3.2.2	 Distorsiones jurídicas e institucionales 
de la autonomía municipal

Las distorsiones jurídicas e institucionales son efectos de un 
marco normativo desarticulado, disperso y, en ocasiones, 
ausente de una sintonía clara con el diseño institucional. En 
otras ocasiones, reflejan las disparidades entre las expectati-
vas y demandas deseadas del sector municipal, en sus rela-
ciones con el gobierno central, y los resultados políticos de 
las reformas del mismo.

3.2.2.1	 Distorsiones jurídicas

Para fines de este estudio, se define como distorsiones jurí-
dicas aquellas acciones normativas formales que propician 
un desequilibrio del modelo de autonomía municipal. Este 
desequilibrio provoca a su vez una deformación del modelo 
en su concepción ideal, por lo cual las municipalidades viven 
una serie de obstáculos para hacer uso y disposición de su 
naturaleza jurídica.

Las distorsiones jurídicas tienden a ser contradicciones ope-
rativas entre los principios estipulados y la forma en que se 
ha diseñado la implementación de los mismos. Si el marco 
normativo se contradice o propone procedimientos que li-
mitan, alteran o modifican la autonomía municipal, enton-
ces el sistema político experimenta una deformación de su 
ingeniería del Estado, al menos en las relaciones gobierno 
central con el gobierno local.

Ahora bien, en ocasiones las distorsiones jurídicas, y en par-
ticular sus contradicciones operativas pueden flexibilizar la 
rigidez jurídica, siendo su efecto un apoyo al desarrollo del 
adecuado modelo autonómico del Estado. La pregunta en-
tonces es esclarecer cuándo se genera una distorsión jurídica o 
una distorsión institucional que afecta la autonomía municipal.

En Centroamérica y República Dominicana existen diversos 
escenarios en los cuales pueden surgir variables político ins-
titucionales que determinan mayores o menores distorsio-
nes: a) la ley tipifica cada una de las áreas de la autonomía 
municipal, b) la ley tipifica las áreas de autonomía municipal 
pero se manifiesta una tendencia reformista, c) la ley tipifica 
las áreas de autonomía pero se genera un vacío de coordi-
nación, y d) la ley no tipifica alguna de las áreas de la auto-
nomía municipal (ver cuadro 3.1).

La tipificación de cada una de las áreas de autonomía mu-
nicipal es un aspecto favorable, pues permite al Estado ge-
nerar un respaldo para fortalecer las áreas estratégicas de 
la autonomía municipal, como es, por ejemplo, la carrera 
administrativa municipal. 

Sin embargo, la tipificación no garantiza que el modelo de 
autonomía municipal se logre desarrollar de una forma efi-
ciente en el entramado jurídico e institucional. Es decir, que 
un enunciado constitucional, no significa ni conlleva a los 
rendimientos institucionales deseados.

Otro de los temas en cuanto a la generación de distorsiones 
es el reformismo de las leyes e instituciones. El reformismo 
es una debilidad cuando se plantean cambios a los marcos 
jurídicos, sin haber dado la posibilidad de valorar su imple-
mentación en un tiempo oportuno, salvo aquellas situacio-
nes en las cuales evidentemente se demuestra que la política 
pública tiene altos errores por falta de comprensión clara de 
la problemática o de las capacidades de ejecución de las ins-
tituciones responsables.

El reformismo municipal propicia un distanciamiento entre 
la norma y la realidad. Las constituciones políticas a nivel 
centroamericano y en República Dominicana contienen una 
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serie de valores políticos, las cuales en el momento que se 
establecieron no tomaban en cuenta aspectos de contexto 
y mucho menos las transformaciones políticas y sociales a 
largo plazo25. El punto de equilibrio es identificar aquellos 
aspectos que deberán permanecer sin importar los cambios 
del entorno, es decir qué aspectos requieren ser identitarios  
 
25	 Resulta interesante el tema del reformismo constitucional e 

incluso la posibilidad de establecer reformas desde las mismas 
asociaciones nacionales de municipios, ya que el mismo proceso 
de incidencia política debe reconocer que existen factores 
estructurales que condicionan, refutan o facilitan la posibilidad 
de establecer reformas jurídicas que apoyen el cumplimiento de 
la autonomía municipal.

en el diseño del Estado, y cuáles otros se encuentran des-
fasados o bien, porque la sociedad actual y su clase política 
deciden una nueva forma de estructuración.

Los cambios del entorno conllevan a una emergencia del 
nuevo orden político donde incluso emergen figuras supra-
nacionales que forman parte del Estado, pero esas a su vez, 
implican un mayor grado de complejidad de la administración 
pública. Tal como establece Loewenstein (cit, Hernández: 
137): La constitución es un organismo vivo, siempre en movi-
miento como la vida misma, y está sometida a la dinámica de la 
realidad que jamás puede ser captada a través de formulas fijas.

Para profundizar en el tema de las distorsiones jurídicas, se 
debe tener claro que existen muchos factores de origen. A 
pesar de que este no es un observatorio jurídico, se requiere 
del estudio de todos estos elementos para lograr construir el 
fenómeno a observar, enfocado a la generación de propues-
tas claras desde las Asociaciones. 

Desde este entendido y retomando el tema central de esta 
sección, es necesario reconocer los siguientes principios: 

	 Prater legem: cuando el principio tutelado por la 
Constitución Política es absorbido de forma íntegra por 
alguna ley especial, por ejemplo la reiteración del 
enunciado constitucional en el Código o Ley 
Municipal 

	 Secundum legem: es cuando se retoma un principio 
tutelado constitucionalmente, pero se amplía y 
desarrolla en otra legislación, siendo entonces un 
complemento del mismo y detallando aún más sus 
atribuciones o incluso determinando los mecanismos 
de coordinación necesarios para su implementación 

	 Contra legum: quizás de los menos probables, pero 
no por ello imposibles, y es cuando una norma 
establece procedimientos o actuaciones instituciones 
que pueden ir más allá, incluso contradiciendo lo 
desarrollado por los casos de secundum legem e 
incluso prater legemse encuentra tipificadas las tres 
áreas de autonomía municipal desde la constitución 
política, pero en la praxis se generan una serie de 
distorsiones por falta de articulación.

3.2.2.2	 Distorsiones institucionales 

Tal y como se señaló anteriormente para el ejercicio de la 
autonomía municipal se requiere de un recurso jurídico y 
procedimental que garantice la delimitación del entorno y 
del ejercicio del poder. De esta forma se logra una mayor cla-
rificación del funcionamiento de ambas formas de gobierno. 

Es decir, una vez definida la entidad gubernamental, se re-
quiere del instrumento que permita ejercer las atribuciones 
reconocidas jurídicamente. La autonomía municipal fortale-
ce las bases de auto organización de la administración mu-
nicipal y de la función reglamentaria, además de estimular la 
adaptación del gobierno municipal a las necesidades especí-
ficas de la sociedad municipal. 
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Las distorsiones institucionales son el resultado de las defi-
ciencias de un marco normativo poco claro y especializado, 
además de los procesos de reforma abstractos y  de una au-
sencia de las especificaciones en cuanto al marco compe-
tencial municipal y de las instituciones de gobierno central 
involucradas. 

Para el OdAM, un punto central de análisis es reconocer si 
los grados de rendimiento institucional permiten una ges-
tión municipal eficiente o de lo contrario, si dichas acciones 
ocasionan  deficiencias que trastornan el cumplimiento del 
principio de autonomía municipal. Esa ausencia de claridad 
en cuanto a las competencias de cada una de las institu-
ciones involucradas, genera entonces mayores indicios de 
distorsión. 

El estudio de los marcos institucionales y el reconocimiento 
de los perfiles de las instituciones involucradas han permiti-
do comprender que las deficiencias y potencialidades de la 
gestión municipal, no constituyen un fenómeno aislado. No 
es suficiente pensar en la falta de voluntad política de los 
gobiernos locales para definir el por qué se ha restringido la 
autonomía municipal, ni tampoco la ausencia de recursos 
financieros para posponer el financiamiento de las obras y 
acciones municipales, sino más bien si existen una serie de 
mecanismos y procedimientos entre ambos niveles de go-
bierno que de alguna forma, determinan los vacíos de la ges-
tión e implementación de las políticas de descentralización. 

Según las tendencias a nivel regional, es claro que las distor-
siones institucionales se presentan en tres momento especí-
ficos (ver cuadro 3.2).

3.3 	 Distorsiones jurídico-institucionales: 
una visión global de Centroamérica y 
República Dominicana

Al analizar las distorsiones jurídico–institucionales de Cen-
troamérica y República Dominicana, se pone en relieve cómo 
comprender la eficiencia de las reglas de juego que operan 
en las relaciones entre el gobierno central y el gobierno lo-
cal. Ahora bien, esta eficiencia no necesariamente significa 
una adecuada traducción de la implementación del modelo 
de autonomía municipal del Estado, pues pueden obedecer a 
variables más de carácter político que institucional.

Según el criterio introducido por Douglas North (2005), las 
reglas creadas por el Estado deben buscar la eficiencia distri-
butiva, en términos no sólo de los resultados obtenidos, sino 
también la forma de distribución de los mismos. Se deter-
mina que la autonomía municipal en la región dependiendo 
de sus áreas puede tener mayores costes de transacción que 
determinan su implementación. 

Ahora bien, la eficiencia adaptativa depende de la capacidad 
que las instituciones poseen para adaptarse a los cambios, 
tomando siempre en consideración que son los acuerdos y 
las atenuaciones políticas entre los actores lo que da vida y 
continuidad a las instituciones.

Si bien los marcos jurídicos determinan las reglas de juego 
de la autonomía municipal, lo cierto es que son las insti-
tuciones quienes determinan qué reglas de juego son im-
plementadas y de qué forma, sin dejar de lado que ello se 
encuentra profundamente inmerso en una combinación de 
factores políticos. 

Las principales tendencias de distorsiones jurídico–
institucionales de la autonomía municipal en Centroamérica 
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y República Dominicana se clasifican en: a) vacíos en 
la ingeniería del marco competencial, b) fragmentación 
entre el marco jurídico y el institucional,  y c) déficit en los 
rendimientos institucionales. 

Los vacíos en la ingeniería del marco competencial (a) son 
los vacíos en la definición de las potestades y atribuciones 
que corresponden a los gobiernos locales, aún cuando a nivel 
constitucional se mencionan las orientaciones fundamentales, 
pero éstas no son desarrolladas adecuadamente en el resto 
de la legislación. Si bien la competencia otorga legitimidad a 
la actuación de los gobiernos locales, la falta de desarrollo, 
claridad o delimitación operativa de la misma tiende a minar 
la legitimidad de su ejercicio. (Fundación DEMUCA 2009).

Entre los principales vacíos de la ingeniería del marco compe-
tencial se destacan: i) coherencia y ii) diferenciación entre com-
petencias exclusivas y compartidas. El primer punto evidencia 
que desde el diseño del modelo de autonomía municipal se 
dan problemas de inconsistencias, las cuales evidentemente 
podrán ser amplificadas en su proceso de implementación.

La falta de una clara diferenciación entre las competencias 
exclusivas de los gobiernos locales, con aquellas otras que 
se realizan con la participación y coordinación de otras ins-
tancias también provoca una especie de “espiral perturbado-
ra” al proceso de implementación, pues al final de cuentas 
será una decisión de los agentes políticos e institucionales 
en decir cómo, cuándo y con quién interactúan, generando 
mayores asimetrías de las necesarias o de las correctamente 
oportunas al ejercicio de la autonomía municipal.

La fragmentación de la autonomía municipal entre el marco 
jurídico y el institucional (b), hace mención a la generación 
de brechas voluntarias e involuntarias entre las funciones y 
atribuciones otorgadas a los gobiernos locales y las instan-
cias del gobierno central que deberán contribuir al flujo de 
las interacciones públicas para la instrumentalización de la 
autonomía municipal. 

La falta de coherencia entre ambas dimensiones da por resul-
tado la reducción parcelada y desnivelada de la implemen-
tación del modelo de autonomía municipal, generando así 
diferenciación entre elementos con capacidad de adecuada 
implementación, aquellos con vacíos en la forma de imple-
mentación, como los casos donde se carece de vías procedi-
mentales claras o del todo. Entre las principales causales se 
destacan: i) falta de sintonía entre los tutelado constitucio-
nalmente y en la legislación ordinaria, ii) entre la norma y el 
diseño tipificado de procedimiento, y iii) la falta de claridad o 
capacidad institucional para el proceso de implementación.

El déficit en los rendimientos institucionales pone el énfa-
sis en las asimetrías generadas entre los modelajes jurídicos 
de la autonomía municipal y sus resultados, considerando 
así que en la gestión pública intervienen una complejidad 
de elementos multidimensionales y multicausales que cons-
tantemente se encuentran influenciados por una dimensión 
institucional y otra política.

Al considerar los rendimientos institucionales, se busca com-
prender el efecto directo y colateral que la implementación del  
 

modelo de autonomía municipal genera hacia los gobiernos 
locales, sea desde una clara comprensión del marco com-
petencial hasta su modelo de aplicación, o bien aún cuando 
existan dispersiones en su ejercicio. Esto pone entonces el 
cómo las instituciones y la capacidad de articulación inte-
rinstitucional del gobierno central da vida a las reglas de jue-
go en las relaciones gobierno central y gobierno local. 

La combinación de aspectos como duplicidad de funciones 
institucionales (i), déficit en la aplicación de procedimientos 
de implementación (ii) e incluso déficit en el cumplimiento 
de la norma y, por ende, falta de un sistema de información 
de indicadores de autonomía municipal, contribuyen a es-
clarecer si el desafío de reforma institucional es un asunto de 
modificar o mejorar la norma, o si ello va acompañado con 
la selección de los mejores canales posible de implementa-
ción de las mismas, es decir, dejar de lado el “qué”, al menos 
para pensar por un instante en los problemas políticos e ins-
titucionales que llevan el “cómo”.

A partir del desarrollo analítico sobre los déficits de rendi-
mientos institucionales, se ponen el acento en la desnatu-
ralización de la “debilidad institucional”, para trascender 
de una zona gris a la identificación de los niveles y tipos de 
debilidad, que en términos generales pueden ser estáticos 
(influenciado por las preferencias de actores dominantes) o 
dinámicos, siendo estos últimos los más sensibles, pues se 
evidencia que la herencia institucional opera en una ecua-
ción invertida que tiende a perdurar las actuaciones contra-
natura del modelo de autonomía municipal. 

Como se aprecia en el Cuadro N° 3.3 en Centroamérica y Re-
pública Dominicana se manifiestan un conjunto de distorsio-
nes jurídico-institucionales que influyen notablemente en el 
desarrollo ya no sólo de los gobiernos locales, sino también 
en la capacidad de éstos para promover cohesión social, 
económica y territorial en lo local. 

Los efectos de estas distorsiones han sido mitigados o ampli-
ficados por las características territoriales y sociales propias 
de los gobiernos locales, pues en aquellos municipios gran-
des, ante la ausencia del ejercicio pleno de las reglas de jue-
go en las relaciones entre el gobierno central y el gobierno 
local, el municipio se las ha podido ingeniar desde una posi-
ción de auto-suficiencia, o bien la generación de economías 
de escala a partir de procesos de mancomunidad. 

No obstante, son aquellos municipios pequeños o cuyo terri-
torio destaca una agudización de la situación socio-política 
donde el déficit de intermediación institucional determina o 
condiciona la capacidad de gestión política local de los go-
biernos municipales.

Se destaca que dos son los grandes factores que determinan 
el desarrollo de la autonomía municipal, indistintamente de 
lo avanzados, progresivos, claros y coherentes que pueda 
ser o no los marcos jurídicos: (i) la falta de claridad entre 
las competencias municipales propias y las compartidas, y 
en una segunda instancia (ii) el déficit de cumplimiento de 
la norma.
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En la primera dimensión se genera una nebulosa normativa 
donde la interpretación jurídica parece ser la única vía de re-
solución de la administración pública, con el agravante que 
para esa claridad se requiere de la impugnación y de una 
cultura de gestión más reactiva que proactiva; evidencian-
do así que la coordinación interinstitucional requiere per se 
convertirse en un objetivo mismo del Estado y no responde 
a la existencia, convicción y apropiación de un modelo de 
desarrollo basado en políticas de Estado sobre políticas de 
gobierno.

En cuanto al déficit de cumplimiento de la norma eviden-
cia por una parte las asimetrías del sistema de control de 

la administración pública, o bien, que dicho sistema no de-
sarrolla o incluye el control de las determinantes institucio-
nales de la autonomía municipal desde el gobierno central, 
pero sí en la mayoría de los casos de la gestión propiamente 
de los gobiernos locales.

Ante la falta de control es comprensible que se dé un vacío en 
los incentivos institucionales para el cumplimiento de la nor-
ma, o la modificación por el fondo o forma del procedimiento 
de implementación. Así, por ejemplo, llama la atención que 
en ningún país de Centroamérica y República Dominicana se 
cumpla de forma rigurosa el porcentaje presupuestario esta-
blecido por la ley de las transferencias del gobierno central a 
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los gobiernos locales por dos períodos constitucionales con-
tinuos, es más en la mayoría de los casos ni siquiera entre 
varios años de un mismo período constitucional.

Por otra parte, la existencia de mecanismos de control no es 
garantía de una adecuada implementación de la norma, pues 
puede ser que los sistemas de evaluación sean diseñados so-
bre la gestión y no tanto sobre los resultados de las políticas 
públicas, con lo cual se genera un distanciamiento entre la 
eficiencia y la eficacia del modelo de autonomía municipal.

Igualmente se debe considerar que no necesariamente los 
mecanismos de control operan ex ante, y en muchos casos 
su análisis ex post resulta ser la autopsia de un proceso cla-
ramente predecible. 

Esta situación provoca entonces la generación de incen-
tivos informales para la adecuada implementación de la 
autonomía municipal, donde el papel protagónico de las 
asociaciones nacionales de municipios evidencia su lide-
razgo y capacidad de interlocución política, contribuyen-
do a una mayor reflexión sobre las causas estructurales y 
sobre todo la posibilidad de propuesta política basada en 
la comprensión de la complejidad política e institucional.  

3.4	 Distorsiones jurídicas e 
institucionales de la autonomía 
municipal en Guatemala

La Constitución Política de la República -1985- así como el 
vigente Código Municipal -2002-, plantearon  grandes expec-
tativas a todos los ciudadanos y actores involucrados con el 
quehacer municipal guatemalteco. Sin embargo, después de 
algunos años ambos evidencian y plantean numerosas con-
fusiones e imprecisiones; así como insuficiencias de forma y 
contenido, que sin duda alguna afectan el funcionamiento 
de las municipalidades.

Para comprender el origen de las distorsiones jurídicas e 
institucionales en Guatemala, es necesario  repasar del 
complejo proceso de fortalecimiento y resguardo de la au-
tonomía municipal de forma general y en específico con las 
complejidades histórico jurídicas e institucionales propias de 
un entorno posguerra. Además las distorsiones identificadas  
esbozan una serie de planteamientos indicativos sobre algu-
nos aspectos contradictorios, lleno de obstáculos y desequi-
librios en la implementación de ambos cuerpos legales. 

El contexto administrativo y financiero municipal en Guate-
mala responde a un esquema organizativo de índole nacio-
nal, regional, departamental y municipal. De tal manera, se 
presenta bajo el organigrama administrativo en el municipio 
y con vínculos estrechos con la estructura organizativa del 
gobierno central.

El entorno político partidario nacional se caracteriza por la 
debilidad y volatilidad de sus militantes, afiliados y simpati-
zantes y la carencia de organizaciones partidarias sólidas. 
La ausencia de identidad y de lealtades partidarias facilitan 

y alimentan las prácticas transfuguistas, determinantes del 
entorno local.  

La complejidad de estos temas, así como la necesidad de 
identificar y establecer de forma exacta las funciones, com-
petencias y atribuciones de los órganos de gobierno del mu-
nicipio26, fundamentan una de las primeras confusiones de 
forma en ambas normas. Ejemplo de ello, la Constitución 
Política señala: las funciones del municipio, y el Código Mu-
nicipal establece como competencias las mismas tanto para 
el municipio como para el Concejo. Es importante la revisión 
exhaustiva de los conceptos y de la utilización de ellos den-
tro de la redacción de cada una. 

Estos aspectos sólo son una parte mínima de los elementos 
causantes de vacíos en cada norma, y marcan con severas 
deficiencias el marco legal y competencial, sobrecargando 
no sólo el cumplimiento, sino los procesos de fortalecimien-
to de la autonomía municipal, afectados por los vacíos o la 
duplicidad de funciones vertidas a cada una de las normas al 
ser contrapuesta una ante la otra.

Aunque la Constitución desarrolla en nueve artículos un ca-
pítulo sobre el “Régimen Municipal” que establece  pautas 
conceptuales guías del funcionamiento, condición y las dele-
gaciones municipales, existen otros artículos de vinculación 
estrecha a la autonomía municipal. Los preceptos constitu-
cionales sobre la autonomía de los municipios se concentran 
en éstos. Además, se les otorga amplias competencias, hasta 
el punto de asignarles el cumplimento de las obligaciones 
constitucionales atribuidas al Estado y exceptúa  las compe-
tencias asignadas de manera exclusiva a otras instituciones. 
De tal cuenta, el reconocimiento realizado en la Constitución 
de Guatemala a las municipalidades como instituciones au-
tónomas, se funda en la delegación de amplias funciones ex-
presadas en la facultad de decisión y acción independiente.

La atribución de un marco competencial amplio entrelazan-
do en el espectro político, económico y social, se funda en 
la emisión de ordenanzas y reglamentos a favor de las cor-
poraciones municipales y la procura constante del fortaleci-
miento económico, social, administrativo y político, a efecto 
de poder realizar las obras y prestar los servicios necesarios 
para lograr su propio desarrollo.

El Código Municipal27- a ocho años de su aprobación- evi-
dencia numerosas impresiones en su forma y contenido, 
obstaculizando en buen grado el equilibrio entre capacida-
des y competencias. 

La yuxtaposición de las competencias asignadas de manera 
exclusiva a otras instituciones estatales provoca la confron-
tación y conformación de un complejo escenario. Por ejem-
plo, lo referido en el artículo 6 del Código Municipal sobre 
competencias propias y atribuidas del municipio, realiza  
 
 
26	 En la legislación frecuentemente se utiliza de forma indistinta los 

términos “atribuciones”, “competencia” y “funciones” desde la 
Constitución Política de la República y en el resto de leyes 
ordinarias, dejando a consideración del lector la utilización de 
ellos como un sinónimo uno del otro.

27	 El sexto de los decretos legislativos emitidos en esta materia.
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una confusa explicación, que confronta  lo establecido en el  
artículo 253  constitucional referido a las competencias del 
municipio, allí se habla de: elegir a sus autoridades, obtener 
y disponer de sus recursos, atender los servicios públicos lo-
cales, el ordenamiento territorial y la emisión de ordenanzas 
y reglamentos. 

Además, ese mismo artículo establece la autonomía de los 
municipios, les designa sus funciones y los responsabiliza 
del cumplimiento de sus fines propios, pero  se crea un vacío 
sustancial, porque la Constitución carece de la descripción 
de estos “fines propios” y tampoco son descritos o definidos 
dentro del Código Municipal. En vez de atender lo expuesto 
en la Constitución y desarrollarlo, el Código retoma los pre-
ceptos y define nuevamente las competencias. 

Es necesario considerar la definición de las competencias 
propias como aquellas cuya titularidad atribuye a la ley del 
municipio, y las delegadas como aquéllas encomendadas al 
municipio de conformidad con esa figura jurídica. (Linares, 
2008). Al valorar la legislación ordinaria debe realizarse y 
precisarse los servicios públicos y locales prestados por el 
municipio, y no realizar definiciones y transferencias sin 
control alguno, porque provoca una imprecisión en las dele-
gaciones de un ente a otro.

Es conveniente vincular estos vacíos a cada área de autono-
mía municipal, buscando evidenciar las distorsiones dentro 
del marco normativo guatemalteco, a través de dos moda-
lidades: la primera  las imprecisiones existentes entre los 
enunciados constitucionales y los artículos del Código Muni-
cipal, y el segundo aquellos vacíos jurídicos que profundizan 
las distorsiones y generan inconsistencias o incoherencias 
para la aplicabilidad de la ley28. 

3.4.1	 Distorsiones jurídicas de 
	 la autonomía financiera

La autonomía financiera se refiere exclusivamente a 
la capacidad municipal para hacer uso, planificación y 
distribución de los recursos financieros (fuentes internas y 
externas), en el marco de un sistema nacional coordinado 
y acorde con el sistema competencial de las distintas 
administraciones. En el caso de Guatemala, esto se garantiza 
en el artículo 255 de la Constitución Política de la República 
de Guatemala (COPRG), la cual ordena a las corporaciones 
municipales procurar el fortalecimiento económico de 
sus respectivos municipios, esto incluye la creación de 
arbitrios, y suma a esto la facultad exclusiva del Congreso 
de la República (Art 239 CPRG). Estableciendo una debilidad 
conceptual con serios efectos institucionales y contradicción 
al principio de autonomía financiera. 

El Código Municipal (Art. 67) instituye al municipio con la 
capacidad de ejercer el gobierno y la administración de sus  
 
28	 Es decir, se establecen enunciados en la ley pero que no son 

coherentes a las capacidades políticas, financieras y técnicas que 
tienen las municipalidades. Generando alteraciones, ya que 
muchos de esos artículos no son compatibles con otras 
tipificaciones de la ley que contrarían su cumplimiento. 

intereses; dicta sus propias normas mediante ordenanzas y 
reglamentos; obtiene sus recursos y dispone de ellos, atiende 
los servicios públicos locales y el ordenamiento territorial de 
su circunscripción. Posición obstaculizada por la ordenanza 
constitucional menoscabando su accionar. 

Esta ordenanza sujeta al principio de autonomía municipal 
permite la creación de sus arbitrios. A través del  Código 
se identifica al municipio como un promotor del desarrollo 
local, y le faculta sus competencias: “Toda clase de actividades 
económicas, sociales, culturales y ambientales, así como la 
prestación de servicios que lleven a mejorar la calidad de vida, 
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la población del 
municipio”.

En el Código Municipal, es prioritaria la revisión del concepto 
de desarrollo local, porque presupone una contraposición 
al poder central, además de proponer la conveniencia 
de su implantación, fundada en una clara concepción y 
delimitación de las competencias a todo nivel del gobierno, 
tanto central como municipal.

El reconocimiento del artículo 253 de la CPRG, sobre la 
facultad de los municipios de obtener y disponer de sus 
propios recursos, es limitada en el artículo 110 del Código 
Municipal a través de la afirmación: “las municipalidades para 
el logro de sus fines, podrán contratar préstamos cumpliendo 
con los requisitos legales establecidos por el efecto y debiendo 
observar cuidadosamente el principio de capacidad de pago 
para no afectar las finanzas municipales y asegurar que el 
endeudamiento no afecte  ni comprometa las finanzas públicas…” 
En este punto específicamente, la legislación guatemalteca no 
reconoce ni señala  un claro procedimiento para la obtención 
de préstamos de y para las municipalidades, y cuando ocurre 
de forma excesiva el pago de ellos se realiza con fondos 
generales de las mismas. A pesar del establecimiento de 
la condición en las competencias de los municipios sobre 
préstamos, en la práctica se realizan mediante el Instituto 
Nacional de Fomento Municipal (INFOM). 

El manejo de los recursos económicos del municipio  se realiza 
a través de la disposición de  las corporaciones municipales, 
quienes deben procurar el fortalecimiento económico de sus 
respectivos municipios a efectos de poder realizar las obras 
y prestar los servicios necesarios, afirmación contradictoria 
entre el artículo 255 y  el artículo 257  estableciendo los 
parámetros de distribución del porcentaje constitucional e 
indica el uso del mismo29.

3.4.2	 Distorsiones jurídicas de 
	 la autonomía política 

La representatividad política a nivel municipal está 
integrada por la conjugación de los elementos básicos: a) 
la población; b) el territorio; c) la autoridad ejercida en 
representación de los habitantes, tanto por el concejo  
 
 

29	 90% con programas y proyectos de educación, salud preventiva, 
obra pública, infraestructura y servicios públicos; el 10% restante 
para funcionamiento. 
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municipal como por las autoridades tradicionales propias 
de las comunidades de su circunscripción; d) la comunidad 
organizada, e) la capacidad económica; f) el 
ordenamiento político consuetudinario del lugar, g) el 
patrimonio del municipio. 

La confrontación jurídica del artículo en mención se da 
entre autoridades electas popularmente y autoridades 
tradicionales electas según costumbres de cada localidad, 
pero su instauración y presencia confronta el mandato 
constitucional (Art. 254) y el peso de las decisiones del 
gobierno municipal (alcaldes-as, síndicos y concejales).

No obstante, el código municipal facilita la identificación 
y ejemplificación de las contradicciones existentes en la 
Constitución Política de la República y el Código Municipal, 
evidenciando algunas complicaciones como las presentes 
en el funcionamiento del concejo municipal, donde se 
establecen nueve comisiones de trabajo, las cuales pueden 
ser excesiva si se toma en cuenta el número de integrantes 
electos para cada concejo. 

El reconocimiento hacia las comisiones establecidas y su 
necesaria instalación, es mínimo  para el abordaje oportuno 
de los temas de alta prioridad comunitaria, y especialmente 
para ser resueltos dentro de los municipios. Pero es evidente 
el desbalance en el número de comisiones legalmente 
establecidas, para cada concejo municipal, excediendo la 
capacidad de atención hacia los miembros de los concejos 
municipales, ya que  pueden darles al trabajo dentro de 
ellas. Incluso si el número de integrantes de los concejos 
municipales aumentaran (derivado de una reforma electoral) 
se acentuarían las consecuencias y la disfuncionalidad 
de las comisiones, porque no están institucionalmente y 
jurídicamente constituidas. 

La asignación o determinación de las competencias propias 
y atribuidas por delegación dentro del Código es uno de los 
aspectos vitales en cuanto a la organización y funcionamiento 
de las entidades públicas  referidas en el artículo 6 del 
Código  Municipal. Su planteamiento facilita confusiones 
con lo establecido en el artículo 1 del Reglamento de la Ley 
General de Descentralización30, en donde la clasificación de 
competencias es catalogada  a través de una tipología poco 
congruente con la del Código. 

La escasa claridad y la sobreposición de las competencias son 
por demás inconvenientes desde todo ámbito de la autonomía 
municipal, y se hace indispensable la homogeneidad de 
las definiciones jurídicas, puntualizando las potestades y 
corresponsabilidades de cada nivel del gobierno.

El aspecto más evidente en el desbalance jurídico es el 
planteamiento realizado en el artículo 49 del Código Municipal 
en donde la definición del concepto de “mancomunidades” 
alude a ellas como asociaciones de municipios con 

30	 El reglamento de la Ley General de Descentralización en su 
artículo 1. “Competencias”, clasifica el conjunto de materias, 
facultades y atribuciones que la ley asigna a los diversos órganos 
de administración pública en: Competencias Exclusivas, 
Atribuidas por descentralización; y las concurrentes.

personalidad jurídica, y no como instituciones de carácter 
de derecho público, por lo que permite se constituyan bajo 
la figura de  asociaciones civiles (ONG), desvirtuando así el 
sentido de la creación de las mismas. 

Lo recurrente son los problemas de estructura y 
funcionamiento que ha causado la flexibilidad jurídica para las 
mancomunidades dentro de su registro legal, circunstancia 
no superable de seguirse constituyendo bajo una figura 
legal tan difusa. La carencia de esta disposición legislativa 
facilita la modificación del carácter de las mancomunidades 
convirtiéndolas en instituciones dedicadas a la captura de 
recursos financieros simplemente, descuidando los objetivos 
originales en la constitución de una mancomunidad. 

Los logros alcanzados a través del Código Municipal, 
instituidos y reconocidos en beneficio de la participación 
ciudadana, valoran la incorporación de las consultas a los 
vecinos (Art. 63), acción afirmativa y en pro del fortalecimiento 
de los preceptos de la democracia participativa en 
Guatemala, determinando un proceso de cambio histórico, 
no solo jurídicamente, sino en las prácticas cívico políticas a 
nivel local. Lamentablemente y considerando la experiencia 
acumulada, es importante evidenciar algunos vacíos de 
procedimiento y de redacción dentro del marco regulador en 
esta práctica. 

El  Código Municipal  evidencia vacíos en la definición y 
descripción de los mecanismos para las consultas a vecinos. 
Limita a las municipalidades a interferir en los asuntos 
establecidos en la ley. Sin embargo, durante los años de 
vigencia del Código no se conoce de ninguna consulta 
realizada bajo el estricto lineamiento legal.

Los artículos 64 y 68 del Código Municipal  establecen: “cuando 
la naturaleza del asunto afecte en particular los derechos y 
los intereses de las comunidades indígenas del municipio o 
de sus autoridades propias, el concejo municipal realizará 
consultas a solicitud de las comunidades o autoridades 
propias”, garantizando el derecho de los vecinos a solicitar 
al concejo municipal la celebración de consultas cuando se 
refiera a asuntos de carácter general de impacto a todos los 
vecinos del municipio. Hay condiciones  determinantes en 
las solicitudes para la realización de una consulta, entre 
ellas que la solicitud debe realizarse por escrito y contar con, 
al menos, la participación del 10 por ciento de los vecinos 
empadronados en el municipio. 

Es necesario aclarar y respetar la condición de las solicitudes. 
Éstas deben producirse únicamente respecto de los temas de 
competencia de los municipios; y sus resultados sólo serán 
vinculantes si participa en ellas al menos el 20 por ciento 
de los vecinos empadronados y la mayoría vota a favor del 
asunto consultado. El manejo inadecuado de esta disposición 
legal se ha convertido en uno de los obstáculos y limitaciones 
más frecuentes, conflictivas y de mayor confusión en la 
aplicación de la disposición impuesta jurídicamente. 

El fortalecimiento de la autonomía municipal transita 
por la constante revisión de los preceptos jurídicos. Las 
competencias y funciones institucionales delegados a los 
gobiernos locales deben ser analizadas incesantemente. 
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Este constante ejercicio debe considerar variables 
administrativas, financieras y políticas, que privilegien la 
oportunidad y prudencia en la delegación de las mismas, 
procurando en cada proceso las necesidades propias de 
cada municipio y la consideración esencial de una realidad 
dinámica, especialmente en períodos de crisis como los 
actuales.

3.5	 Distorsiones jurídicas e institucio-
nales de la autonomía municipal en 
Honduras

En 1990 el Congreso Nacional de Honduras sanciona una nue-
va Ley de Municipalidades que sustituye la creada en 1927, 
por considerarla desfasada en el tiempo y en la relación con la 
Constitución de la República31. La nueva Ley de Municipalida-
des32 tiene por objeto desarrollar los principios constituciona-
les referentes al régimen departamental y municipal. Dichos 
principios decretan que las corporaciones municipales serán 
independientes de los poderes del Estado, lo que configura 
en régimen autónomo.

Según el tercer párrafo de los “considerandos” de la Ley de 
Municipalidades, se establece que la autonomía municipal 
sólo puede concentrarse por medio del ejercicio democrá-
tico, la dotación de recursos, un territorio delimitado y una 
población homogénea, sobre las cuales ejerza autoridad la 
corporación municipal. Sin embargo, ese mismo preámbulo 
de la ley establece una serie de restricciones a la autonomía 
municipal, pues agrega, sin más limitaciones que las im-
puestas por las leyes. A efectos de comprender dichas limi-
taciones se describen las siguientes valoraciones:

3.5.1	 Distorsiones de la autonomía municipal 
según la Constitución de la República de 
Honduras (1982)

De los 379 artículos que integran la Constitución hondureña, 
el capítulo XI, compuesto de nueve artículos (294-302),  hace 
referencia al Régimen Departamental y Municipal; cabe 
señalar que dentro de estos nueve artículos se identifica que 
solamente cuatro abordan el tema de autonomía en las áreas 
temáticas administrativa, financiera y política, pero tres de 
ellas están condicionadas por esta normativa constitucional 
o por la Ley de Municipalidades u otras leyes de carácter 
vinculante. 

31	 En 1982 mediante la conformación de una Asamblea Nacional 
Constituyente se decreta y sanciona una nueva Constitución de 
la República, actualmente en vigencia.   

32	 Decreto Nº 134-90 de la Ley de Municipalidades, es el marco 
jurídico municipal en vigencia, ha sido reformado mediante 
Decreto 48-91, Decreto 127-2000 y recientemente se realizaron 
otras reformas aprobadas por la Asamblea Legislativa en junio 
de este año, se espera sea sancionado por el Poder Ejecutivo 
para que entre en vigencia.  

Autonomía política: El artículo 298 que establece que 
las corporaciones municipales serán independientes de 
los poderes del Estado, se retoma en esta ocasión para 
analizarlo junto al artículo 299, que indica que el desarrollo 
económico y social de los municipios debe formar parte de 
los programas de desarrollo nacional, lo cual implica que la 
toma de decisiones propias (a nivel local) y las posibilidades 
de generar políticas públicas acordes a la necesidad de 
cada comunidad se contraponen muchas veces con las 
proyecciones nacionales. 

Partiendo de los criterios anteriores, se puede observar que 
el capítulo del Régimen Departamental y Municipal de la 
Constitución de Honduras establece de manera muy general 
lo concerniente al ámbito municipal y carece de aspectos 
conceptuales para la determinación de la autonomía 
municipal, como también de las competencias jurídicas 
institucionales de las municipalidades, No obstante, el artículo 
296 hace mención a que la ley –la Ley de Municipalidades- 
establecerá la organización y funcionamiento de las 
municipalidades.  

Autonomía administrativa: El artículo constitucional 298 
establece que, en el ejercicio de sus funciones privativas, 
las corporaciones municipales serán independientes de los 
poderes del Estado, pero esta atribución se ve delimitada en 
el artículo 9 del reglamento de la Ley de Municipalidades, 
que establece que la municipalidad elaborará los programas 
y estudios técnicos que el servicio público requiera y 
los coordinará con las políticas y directrices que tenga 
establecidas el gobierno central; es decir, que esto condiciona 
que lo propuesto a nivel local debe determinarse bajo los 
lineamientos del gobierno central.

Autonomía financiera: Los impuestos, contribuciones y los 
ingresos por explotación o industrialización de los recursos 
naturales deberán ingresar al tesoro municipal, de acuerdo 
al artículo 301 de la Constitución, pero en ese mismo artículo 
se indica que los fondos recaudados podrán ser destinados 
a otros fines por razones de conveniencia nacional; esto 
distorsiona el postulado de la autonomía municipal en el 
inciso 3 del artículo 12 de la Ley de Municipalidades, que 
establece la facultad de las municipalidades para recaudar sus 
propios recursos e invertirlos en beneficio del municipio.

Hay otros artículos de la normativa constitucional vinculados 
a la autonomía municipal en el área financiera, en las cuales 
se identifican algunas distorsiones, por ejemplo: de acuerdo 
a los artículos 357 y 358, los gobiernos locales podrán 
realizar operaciones de crédito interno, o endeudamiento 
externo o interno a través de empréstitos (Art. 87, Ley de 
Municipalidades), pero requerirán de la aprobación del 
Congreso Nacional (Ley de Crédito Público, art. 26), lo cual 
discrepa de lo contenido en el artículo 25, inciso 13 de la Ley 
de Municipalidades, que faculta a la Corporación Municipal 
a aprobar la contratación de empréstitos, sin mayores 
especificaciones.      
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3.5.2	 Distorsiones de la autonomía municipal 
según la Ley de Municipalidades 

	 (Decreto Nº 134-90)

Autonomía administrativa: En el marco de las competencias 
administrativas, la Ley de Municipalidades en artículo 7, 
inciso 4, determina como atribuciones del Gobernador 
Departamental, conocer y resolver los recursos de apelación 
de los particulares contra las municipalidades, las quejas 
contra los funcionarios y los conflictos suscitados entre 
municipios de su departamento. El sistema así constituido 
afecta la relación con la autonomía municipal de los 
gobiernos locales, particularmente en lo que se refiere a la 
revisión de los actos de la corporación municipal (Orellana, 
2003, pág. 129).      

Lo anterior determina que todas las decisiones municipales, 
tanto las de carácter general como las de carácter particular, 
son susceptibles de ser revocadas o anuladas por la figura 
del gobernador, que es nombrado fundamentalmente en 
atención a su condición de miembro del partido gobernante33. 
En palabras de Orellana (2003), “esta combinación de agente 
del Poder Ejecutivo y de órgano competente para revisar 
los actos de las municipalidades no ofrece garantía alguna 
sobre la imparcialidad de su actuación. Es más, por el simple 
hecho de ser agente del Poder Ejecutivo con credenciales 
del partido, el Gobernador representa una amenaza para la 
autonomía del gobierno local” (pág. 129).

Sobre este punto se consultó a los representantes de la 
Asociación de Municipios de Honduras –AMHON-  y, a criterio 
del asesor técnico de la Gerencia de Incidencia Política, José 
Danilo Castillo, este tema en particular, aunque es probable, 
está muy alejado de la práctica que hasta el momento se ha 
mantenido entre las relaciones del gobernador y los alcaldes 
(sas), manifestó Castillo34.

Autonomía financiera: Otro aspecto que condiciona la 
función de la autónoma financiera es la revisión en la Ley 
de Municipalidades del artículo 12 sobre los postulados 
de la autonomía, que faculta la libre administración, la 
elaboración, aprobación, ejecución y administración del 
presupuesto (incisos 2 y 4), pero esto se ve delimitado 
en cuanto el gobierno central transfiere de los ingresos 
tributarios del presupuesto general la asignación de 
porcentajes que deberán ser distribuidos en un 50 por ciento 
en partes iguales y el 50 por ciento restante de acuerdo a la 
población, al índice de pobreza y eficiencia fiscal.      

De estos ingresos las municipalidades destinarán hasta 
el 10 por ciento para gastos de administración propia, un 
15 por ciento para operaciones y mantenimiento de la 
infraestructura social (comprendido en las remuneraciones 
del sector público local), un 1 por ciento se destinará 
anualmente para cubrir los costos de auditorías que ejecuta  
 

33	 La Ley de Municipalidades en el artículo 5 señala que el 
Gobernador Departamental será de libre nombramiento por 
parte del Poder Ejecutivo.   

34	 Entrevista realizada el jueves 3 de setiembre de 2009. 

el Tribunal superior de Cuentas, el resto de los recursos 
se destinarán al pago de aportaciones de la Asociación de 
Municipios de Honduras. El condicionamiento de los fondos 
limita destinar los mismos de acuerdo con la realidad y las 
necesidades de las municipalidades. 

3.5.3	 Distorsiones de la autonomía municipal 
según otras leyes

En este apartado se presenta una breve valoración de los 
marcos jurídicos que directa o indirectamente mencionan 
la relación de las municipalidades y los órganos externos; y 
cuyas implicaciones se reflejan en disposiciones de carácter 
general y de ámbito nacional. A continuación, se presenta 
una de las leyes del marco general en la que se identifican 
claramente distorsiones en cuanto a la asignación de 
atribuciones y delegaciones vinculadas con el marco 
competencial municipal: 

3.5.3.1	 Distorsiones de la autonomía municipal, limita-
ciones jurídico-institucionales (Ley de Minería, 
Decreto Nº 291-98) 

 
Partiendo de la revisión de la normativa general y las atri-
buciones contenidas en la Ley de Municipalidades, la Ley de 
Minería es una de las normativas que distorsionan las potes-
tades de la autonomía municipal. En el Decreto Nº 291-98 se 
creó un impuesto municipal aplicable a la actividad minera 
(Art. 105) que sustituye el impuesto de extracción o explota-
ción establecido en la Ley de Municipalidades, donde com-
pete a las municipalidades racionalizar el uso y explotación 
de los recursos municipales, entendidos como la explotación 
o extracción de recursos dentro del término municipal, por el 
cual se determina en el artículo 80 el pago de un canon terri-
torial de 1 por ciento del valor de extracción, porcentaje que 
no es atribuido a las municipalidades del país que cuentan 
con recursos mineros. 

Otra de las distorsiones de esta Ley es la autorización de re-
cursos mineros a través de las concesiones. La concesión mi-
nera constituye un derecho real distinto y separado del predio 
donde se encuentre ubicado. Estos enunciados, delimitan la 
figura de la municipalidad como el órgano administrador y 
máxima autoridad del municipio. Entre sus facultades están 
la de proteger el ecosistema municipal y el medio ambiente y 
racionalizar el uso y explotación de los recursos municipales 
(Art. 14, incisos 6 y 8 de la Ley de Municipalidades).

3.5.4	 Conclusiones              

Sobre la base de la revisión de la Constitución y la Ley de 
Municipalidades se identifica que en relación a la normativa 
constitucional se establecen de manera general las 
competencias atribuidas a las municipalidades; y en el marco 
jurídico municipal, aunque se describe con mayor detalle las 
competencias de los gobiernos locales, se identifican claras 
distorsiones a la autonomía municipal. 
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Se precisa que uno de los trabajos a futuro es determinar 
las competencias del gobierno central y las conferidas a 
los gobiernos locales, identificando cuáles atribuciones 
corresponden a cada uno y de ellas qué competencias son 
exclusivas o compartidas, incluyendo para ello la normativa 
general vinculada al ámbito municipal.  

3.6	 Distorsiones de la autonomía 
	 municipal en El Salvador
En El Salvador la autonomía municipal está decretada des-
de la misma Constitución de la República. En el artículo 203 
se establece claramente que “los municipios serán autóno-
mos en lo económico, en lo técnico y en lo administrativo, y 
se regirán por un Código Municipal, que sentará los principios 
generales para su organización, funcionamiento y ejercicio de 
sus facultades autónomas (…)”. Como marco rector, la Cons-
titución sienta las bases para el ejercicio teórico y empírico 
de la autonomía municipal. Sin embargo, en la práctica tanto 
a nivel de marcos jurídicos como institucional encontramos 
una serie de contradicciones o incluso contradicciones que 
podrían imposibilitar el ejercicio de autonomía municipal. 

De esta premisa surge el problema que se plantea en este  
apartado: ¿Qué distorsiones jurídicas e institucionales afec-
tan el proceso de toma de decisiones de la autonomía políti-
ca, administrativa y financiera en El Salvador? 

3.6.1	 Distorsiones jurídica institucionales en 
la autonomía política 

Se entiende que una de las dimensiones de la autonomía 
política es la capacidad que tienen los gobiernos locales por 
definir políticas para la consolidación de su autonomía y el 
cumplimiento óptimo de sus competencias. 

Si bien la Constitución de la República de El Salvador 
establece que los municipios serán autónomos en lo 
económico, en lo técnico y en lo administrativo (Art. 203 
Cn.), este artículo no hace referencia a la autonomía política 
en su concepción de políticas públicas, al menos no de 
manera explícita. Sin embargo, la Constitución sí habla de 
realización de planes de desarrollo local a partir de una 
coherencia con el gobierno central, -“los planes de desarrollo 
local deberán ser aprobados por el concejo municipal 
respectivo; y las Instituciones del Estado deberán colaborar 
con la municipalidad en el desarrollo de los mismo” (Art. 203, 
numeral 3)-. Es decir, establece la posibilidad de impulsar 
planes (como una materialización de las políticas públicas,) 
pero sólo teniendo como antesala la coordinación entre el 
gobierno central y los gobiernos locales. 

Para algunos lo anterior podría representar una distorsión, 
ya que las municipalidades están sujetas a la coordinación 
de éstos con el gobierno central para impulsar políticas 
públicas. Más aún si se retoma el numeral 3 del mismo 
artículo 203 de la Constitución que establece como parte de 
la autonomía “gestionar libremente en las materias de su 

competencia”. Sin embargo, la coordinación entre ambos se 
trata de un mecanismo necesario, ya que si bien se trata de 
diferentes niveles de gobierno, ambos forman parte de un 
mismo Estado. 

La mayoría de las municipalidades de El Salvador son 
promotoras y ejecutoras de sus propias políticas públicas, 
unas más que otras. Éstas responden, como es lógico, a las 
necesidades de los municipios y tienen como marco jurídico 
especialmente una ley secundaria. 

El Código Electoral establece la promoción de políticas para 
el desarrollo local a través de programas de salud, educación, 
desarrollo económico local entre otros (Art. 4 del Código 
Municipal). En el numeral 1 del Art.4 establece de manera 
explícita que compete a los municipios “la elaboración, 
aprobación y ejecución de planes de desarrollo local (…)”. 

Si bien, el Código Municipal establece de manera explícita 
una serie de competencias, éstas pasarían a concretarse en 
políticas públicas; No obstante, existen en la práctica una 
serie de contraindicaciones para concretar en ello desde 
jurídicas hasta institucionales. 

3.6.2	 Distorsiones jurídica institucionales en 
la autonomía administrativa 

El Código Municipal establece 29 competencias municipales, 
sobre la base del marco constitucional. Sin embargo, los 
gobiernos  municipales prestan muchos servicios con 
sus propios recursos y de manera compartida con otras 
instituciones del gobierno central. La distorsión en la 
autonomía administrativa pudiera manifestarse en los 
traslapes de competencias, especialmente en las relacionadas 
a las implementación de las competencias municipales. “…
Quién hace qué y hasta dónde” cita un artículo publicado en 
noviembre del 2008 en el boletín El Salvador en la mira del 
Departamento de Sociología y Ciencias Políticas de la UCA 
para referirse a este problema. 

Uno de los ejemplos que se pueden citar es en el numeral 7 
del artículo 4 del Código Municipal, en donde se establece 
que compete a los municipios “el impulso del turismo interno 
y externo y la regulación del uso y explotación turística y 
deportiva de lagos, ríos, islas, habías, playas y demás sitios 
propios del Municipio”. Este artículo dice de manera clara que 
las municipalidades promoverán el impulso del turismo. Sin 
embargo, además de no fijar los mecanismos que determinen 
cómo se realizará, tampoco se aclara cómo intervendrán el 
gobierno central, siendo que existen instituciones nacionales 
que tienen también delegado este mandato. 

El Reglamento Interno del Órgano Ejecutivo establece en 
el artículo 45-A, numeral 2, que el Ministerio del Medio 
Ambiente y de Recursos Naturales es el encargado de “ejercer 
la dirección, control, fiscalización, promoción y desarrollo 
en materia de medio ambiente y recursos naturales”. En 
ese mismo sentido, la Ley de Turismo hace referencia a las 
municipalidades, pero sólo en el sentido de que tiene que 
respetar y mantener la vocación turística cuando autoricen 
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construcciones. “(…) Las entidades y organismos del Estado 
o de las municipalidades que tengan la atribución legal de 
autorizar construcciones, edificaciones o cualquier otro tipo 
de infraestructura, estarán obligadas a respetar y mantener 
la vocación turística de tales recursos y las de su ámbito de 
influencia, para lo cual las construcciones, edificaciones e 
infraestructuras que se autoricen deberán ser compatibles 
con los elementos necesarios para el desarrollo turístico de las 
mismas” (Art. 8, en el apartado de Competencias en Materia 
de Turismo).

De la misma forma que en el ámbito del turismo también se 
puede encontrar otras áreas en las que las que encontramos 
también distorsiones. Si bien la Constitución y el mismo 
Código Municipal (Art.5) dan pautas para que haya una 
coordinación entre ambos niveles de gobierno, en la práctica 
éstas pueden quedar difusas. Entonces, ¿cómo resolver este 
dilema? ¿Quién hace qué y hasta dónde? 

En lo referente a  la organización y planificación institucional, 
una distorsión es que más allá de la integración de las 
autoridades de los gobiernos locales (Art. del 24 al 31), el 
Código Municipal no establece cuáles será la forma en la 
que se organizarán las municipalidades. En la práctica cada 
municipalidad se rige bajo sus planes operativos anuales y 
planes estratégicos. Sin embargo, ello lleva que en ocasiones 
los empleados de las municipalidades desconozcan aspectos 
de control de la gestión municipal, por ejemplo los que 
establecen tanto el Código Municipal como en la Ley de la 
Corte de Cuentas. 

El Código Municipal, por ejemplo, establece en el artículo 
105 que “los municipios conservarán, en forma debidamente 
ordenada, todos los documentos, acuerdos del concejo, 
registros, comunicaciones y cualesquiera otros documentos 
pertenecientes a la actividad financiera y que respalde las 
rendiciones de cuentas o información contable para los 
efectos de revisión de las unidades de auditoría interna 
respectivas y para el cumplimiento de las funciones 
fiscalizadoras de la Corte de Cuentas”. 

3.6.3.	 Distorsiones jurídica institucionales en 
la autonomía financiera

Es probable que la distorsión jurídica institucional en la 
autonomía financiara sea una de las más visibles, ya que 
son indicadores bastante tangibles: transferencias desde 
el gobierno central, ingresos internos por recaudación de 
impuestos y controles sobre la ejecución. 

En El Salvador la trasferencia se hace a través de FODES 
(Fondo para el Desarrollo Económico y Social de los 
Municipios) y representa el 7 % de los ingresos corrientes del 
Presupuesto General del Estado. Si bien es uno de los más 
altos a nivel Centroamericano, existen muchas restricciones 
en su uso. De hecho, la Ley FODES señala que no se 
podrá utilizar más del 25 % de las transferencias en gastos 
de funcionamiento (retomado del Estudio Comparativo 
Sobre Finanzas Municipales para el Desarrollo Local en 
Centroamérica y República Dominicana, 2008: 32). Pero, 

el condicionamiento en el uso de recursos impide que las 
municipalidades puedan orientar los mismos de acuerdo a 
su propia realidad. 

Por otro lado, en lo relativo a la recaudación de impuestos 
también existe una malformación jurídica entre la 
Constitución, el Código Municipal y la Asamblea Legislativa, 
como institución reguladora en este tema. En primer lugar, 
la Constitución de la República de El Salvador establece 
autonomía municipal en lo económico (Art.203 y 204). Sin 
embargo, en el mismo artículo 204, numeral 6, se restringe 
la misma cuando señala qué elementos comprende la 
autonomía del municipio: “La autonomía para elaborar 
sus tarifas de impuestos y las reformas a las mismas, para 
proponerlas como ley a la Asamblea Legislativa”. 

En la práctica, la Comisión de Asuntos Municipales de 
la Asamblea Legislativa es la que trabaja el tema de los 
impuestos municipales. Actualmente la Comisión de Asuntos 
Municipales tiene alrededor de 40 expedientes pendientes de 
estudio, muchos de los cuales ingresaron en el año 2001 sin 
que haya habido una resolución. 

Al respecto, en mayo del 2008, COMURES (Corporación de 
Municipalidades de la República de El Salvador) elaboró y 
presentó a la Asamblea una ley marco para la actualización 
de anteproyectos de leyes de los impuestos municipales. Sin 
embargo, a la fecha no se ha aprobado. 

3.7	 Distorsiones jurídicas e institucionales 
de la autonomía municipal en  
Nicaragua

La Constitución Política de la República de Nicaragua es-
tablece en su artículo la autonomía municipal, tanto en lo 
administrativo, como en lo financiero y lo político35. El de-
sarrollo de la autonomía, y por consiguiente del aumento  
 
35	  Art. 177.- Los municipios gozan de autonomía política 

administrativa y financiera. La administración y gobiernos de los 
mismos corresponde a las autoridades municipales.

	 La autonomía no exime ni inhibe al Poder Ejecutivo ni a los 
demás poderes del Estado, de sus obligaciones y responsabilidades 
con los municipios. Se establece la obligatoriedad de destinar un 
porcentaje suficiente del Presupuesto General de la República a 
los municipios del país, el que se distribuirá priorizando a los 
municipios con menos capacidad de ingresos. El porcentaje y su 
distribución serán fijados por la ley.

	 La autonomía es regulada conforme la Ley de Municipios, que 
requerirá para su aprobación y reforma de la votación favorable 
de la mayoría absoluta de los diputados.

	 Los gobiernos municipales tienen competencia en materia que 
incida en el desarrollo socio-económico de su circunscripción. 
En los contratos de explotación racional de los recursos naturales 
ubicados en el municipio respectivo, el Estado solicitará y tomará 
en cuenta la opinión de los gobiernos municipales antes de 
autorizarlos.

	 La Ley de Municipios deberá incluir, entre otros aspectos, las 
competencias municipales, las relaciones con el gobierno central, 
con los pueblos indígenas de todo el país y con todos los poderes 
del Estado, y la coordinación interinstitucional.
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de su complejidad, resulta en gran parte de las reformas 
constitucionales de 1995 y las reformas a la Ley de Munici-
pios en 1998. Estas reformas propician que los municipios 
se visualicen como agentes para el desarrollo y no simples 
prestadores de servicio, al exponer que éstos tienen entre 
sus competencias cualquier materia que incida en el desa-
rrollo socioeconómico de su circunscripción. 

Específicamente en lo que corresponde a lo administrativo 
y financiero, la Constitución Política expone, como una de 
las garantías de la autonomía municipal, la influencia de los 
municipios en el cumplimiento del marco competencial que 
inciden en  su desarrollo socioeconómico y en la explota-
ción de los recursos naturales. En lo político, la autonomía 
se garantiza según la Constitución con la elección de autori-
dades por medio del sufragio universal, igual, directo, libre y 
secreto. Los aspectos de autonomía municipal no se reflejan 
de forma extensa en la Constitución Política. Sin embargo, 
dicho artículo establece una garantía constitucional al de-
legar la regulación de la autonomía municipal en la Ley de 
Municipios.

El hecho de delegar en la Ley de Municipios la regulación de 
la autonomía municipal permite establecer en forma espe-
cífica el ejercicio de dicha condición y sus limitantes. Dicha 
ley en su artículo 2 establece que “la autonomía es el derecho 
y la capacidad efectiva de las municipalidades para regular y 
administrar, bajo su propia responsabilidad y en provecho de 
sus pobladores, los asuntos públicos que la Constitución y las 
leyes le señalen36”; sin embargo, a continuación se expresa 
una distorsión tanto a nivel jurídico como institucional al re-
ferirse que este principio de autonomía no exime ni inhibe a 
los Poderes del Estado de obligaciones y responsabilidades. 

Esta disposición conduce a una serie de contradicciones jurí-
dicas por cuanto diversas instituciones tienen competencias 
propias fijadas por leyes paralelas y orgánicas que inciden 
en la gestión municipal. Esta situación origina una serie de 
distorsiones por cuanto incide en el desempeño de la gestión 
municipal al verse su autonomía obligada a una serie de in-
terpretaciones y articulaciones de forma espontánea. 

Estas distorsiones jurídicas se presentan en cada uno de los 
ámbitos de la autonomía municipal, sea la autonomía adminis-
trativa, la autonomía financiera y la autonomía política. Asimis-
mo, se presenta en cada uno de los niveles del marco jurídico, 
tanto a nivel constitucional como en la Ley de Municipios y en 
las leyes conexas que inciden en la gestión municipal.

3.7.1	 Las distorsiones jurídicas en la  
autonomía financiera y política

La autonomía financiera se concibe como la potestad de 
“hacer uso y distribución de los recursos financieros, ya sea 
de fuentes internas o externas. Reconoce las decisiones 
sobre los recursos financieros de los gobiernos locales, en el 
marco de un sistema nacional acorde con las competencias 
de las distintas administraciones. Comprende la capacidad  
 
 
36	 Art 2.- Ley 40 – 261 Ley de Municipios.

del gobierno local para realizar inversiones o generar gasto 
público en beneficio de lo local” (Fundación DEMUCA-
OdAM 2009). La autonomía política se sustenta en la 
elección popular de las autoridades locales. Sin embargo, 
esto es sólo una parte de la autonomía. En profundidad se 
trata de que los municipios, como un nivel de gobierno, 
puedan definir políticas para el cumplimiento óptimo de sus 
competencias y el definir políticas implica tener la capacidad 
de implementarlas, para lo cual se necesitan recursos tanto 
humanos como financieros.

El fortalecimiento de estos dos ejes de la autonomía 
municipal  incide en la superación de las distorsiones jurídico-
administrativas por cuanto se fortalece la gestión municipal 
dejando atrás el concepto de competencias concurrentes. 
Sin embargo, estos ejes poseen sus propias distorsiones.

El principal aspecto que aglutina la autonomía política y 
la autonomía financiera es sobre su capacidad de ejercer 
libremente su derecho a realizar un asociacionismo  
municipal para  poder enfrentar de forma conjunta retos 
sobre sus competencias. Al existir las limitantes financieras 
y técnicas en la gestión municipal, los municipios tienen 
la posibilidad de asociarse, en cualquiera de sus formas, 
para el cumplimiento de sus competencias. Las variantes 
que ofrece la Ley de Municipios es su artículo 1237 son las 
de Asociaciones y mancomunidades. Como requerimiento 
se estipula que las asociaciones deben de inscribirse en 
INIFOM. Sin embargo, en el caso de las mancomunidades se 
exige una aprobación de parte de la asamblea nacional para 
su conformación.

Al ser las mancomunidades las asociaciones que se 
conforman para solventar un problema de carácter de 
servicios municipales, la disposición de la aprobación por 
parte de la  Asamblea Nacional limita la autonomía política 
por cuanto condiciona una herramienta que permita la 
formulación de políticas de forma conjunta con otros 
municipios. En el aspecto financiero se coopta la posibilidad 
de realizar inversiones más eficientes para el cumplimiento 
de sus competencias.

3.7.2	 Las distorsiones jurídicas en la  
autonomía administrativa

La autonomía administrativa, según la Fundación DEMUCA, 
se enfoca en  la capacidad de los municipios de crear 
37	 Art. 12.- Los municipios podrán asociarse voluntariamente por 

medio de asociaciones municipales que promuevan y representen 
sus intereses y prestarse cooperación mutua para el eficaz 
cumplimiento de sus actividades.

	 Los municipios también, podrán voluntariamente, construir 
Mancomunidades y otras formas de asociación municipal con 
personalidad jurídica, cuyo propósito será racionalizar y mejorar 
la calidad en la prestación de los servicios públicos.

	 Las Mancomunidades son personas jurídicas de derecho público 
de prestación de determinados servicios municipales. Para su 
creación se requiere, además de la aprobación de la Resolución 
respectiva por los Concejos Municipales de los Municipios a 
mancomunarse, de la posterior aprobación de la Asamblea 
Nacional.
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su estructura administrativa y ordenar su territorio para 
implementar sus servicios y competencias (Fundación 
DEMUCA. Observatorio de la Autonomía Municipal. 2009). 
En Nicaragua, sin embargo, la incidencia de instituciones 
o poderes del Estado enmarcan dichas capacidades 
precisamente porque inciden en sus propias competencias. 

Dichas instituciones y poderes estatales se dividen en rectoras 
de la gestión municipal y en instituciones de incidencia 
competenciales. La principal institución rectora en el ámbito 
administrativo es el Instituto Nicaragüense de Fomento 
Municipal (INIFOM), que se encarga de brindar asesoría 
integral a las municipalidades para el mejor cumplimiento de 
sus competencias y atribuciones, presidir la Comisión Sectorial 
de Descentralización y apoyar y facilitar la modernización de 
la administración municipal. Las instituciones  de incidencia 
competencial son aquellas que su ámbito de acción incurre en 
aspectos que también forman parte de la gestión municipal. 
Entre dichas instituciones tenemos a: Ministerio de Ambiente 
y Recursos Naturales (MARENA), Ministerio de Transporte 
e Infraestructura, el Instituto Nacional Forestal (INAFOR), 
Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC) y el 
nuevo Ministerio de Energía y Minas.

Cada una de las competencias concurrentes en que inciden 
los niveles de gobierno municipal y central en el ámbito 
administrativo, se refieren principalmente a la ejecución de 
las competencias por servicios municipales (basura – salud 
pública y mantenimiento de caminos) y en el control y uso 
de los recursos naturales. Estos dos aspectos son los más 
sensibles que se exponen en la definición de la autonomía 
administrativa. Por tanto, implica el control de recursos 
necesarios para el desarrollo local.

Un ejemplo de distorsión jurídica se manifiesta con la 
estrategia de descentralización llevada a cabo a finales 
del año 2006. Aun cuando los gobiernos locales tienen la 
potestad constitucional (y reafirmado en el artículo 2 de la 
Ley de Municipios) de incidir en el desarrollo socioeconómico 
como parte de sus competencias, “cualquier materia que 
incida en el desarrollo socio-económico de la circunscripción 
territorial de cada municipio, y cualquier función que pueda ser 
cumplida de manera eficiente dentro de su jurisdicción o que 
requiera para su cumplimiento de una relación estrecha con 
su propia comunidad, debe de estar reservada para el ámbito 
de competencias de los mismos municipios” las acciones para 
la consecución efectiva de dichas competencias se rigen por 
los lineamientos designados por instituciones del gobierno 
central.

Por su parte, en cuanto al ordenamiento territorial y el 
uso de recursos naturales, las competencias municipales 
establecidas en el art. 7 mandatan que los municipios deben 
“desarrollar, conservar y controlar el uso racional del medio 
ambiente y los recursos naturales como base del desarrollo 
sostenible del Municipio y del país, fomentando iniciativas 
locales en estas áreas y contribuyendo a su monitoreo, 
vigilancia y control, en coordinación con los entes nacionales 
correspondientes”, así mismo se establece en el decreto 14 
-99 que los municipios tienen la potestad de declarar zonas 
protegidas cuando estas queden en su territorio. 

Estas disposiciones afectan los tres niveles de autonomía 
municipal, por cuanto depende el aprovechamiento los 
recursos como fuente  de financiamiento y la capacidad de 
disponer de ellos. Sin embargo, en la Ley de Medio Ambiente 
se establece la instancia  de control y establecimiento de 
normas para las áreas protegidas es MARENA y que dicha 
entidad administrará el sistema de permisos y evaluación de 
impacto ambiental. La misma Ley en su artículo 15 establece 
que MARENA establecerá  las normas, pautas y criterios 
para la elaboración de planes de ordenamiento territorial 
designando en su artículo 16 que los gobiernos locales 
elaborarán y ejecutarán dichos planes. 

Otras competencias que por concurrencia presentan 
distorsiones se refieren a la salud  pública, siendo 
involucrados el Ministerio de Salud (MINSA) y las alcaldías 
y las competencias referentes al ordenamiento urbano, en 
donde el Ministerio de Transporte e Infraestructura está 
facultado a establecer las normas. Sin embargo, aparecen 
como competencias municipales el control del transporte, la 
señalización urbana y el ornato municipal.

Estas situaciones son producto de competencias concurrentes 
en su naturaleza general, que, sin embargo, se vuelven 
distorsiones a medida que su implementación se desarrolla. 
Esta situación puede explicarse por el reciente modelo de 
municipalización y descentralización que ocasiona una 
visión paternalista sobre los municipios (en muchos casos 
adecuada) ya que éstos no tienen la capacidad de asumir 
totalmente las competencias delegadas. A medida que se 
fortalezcan los municipios, que se desarrolle su autonomía, 
se podrán solucionar dichas distorsiones. El desarrollo 
implica profundizar en cada una de las vertientes de la 
autonomía. 

A modo de conclusión, la superación de las distorsiones 
depende en gran medida del fortalecimiento en la gestión 
municipal y de la adecuación del marco jurídico municipal, 
teniendo como punto de partida la reglamentación de la 
concurrencia de las competencias municipales. Se trata 
de fortalecer la gestión municipal para que ellos mismos 
puedan cumplir con sus competencias, logrando satisfacer 
las necesidades de su población. En la medida que se consiga 
esta situación, la injerencia de parte de las instituciones del 
gobierno central disminuirá por medio de las competencias 
concurrentes.

De forma relacionada, los aspectos políticos y financieros 
inciden en el fortalecimiento del aspecto administrativo, ya 
que proporcionan las herramientas para la formulación e 
implementación de políticas públicas locales. La superación 
de las distorsiones jurídicas combinando aspectos técnicos y 
jurídicos nos implica avanzar en la autonomía y, por tanto, 
en la gestión de los municipios.
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3.8	 Distorsiones jurídicas e institucionales 
de la autonomía municipal  
en Costa Rica 

En Costa Rica, la Constitución Política y el Código Municipal 
constituyen los instrumentos jurídicos que regulan lo rela-
cionado con la gestión del régimen municipal. Sin embargo, 
existe un conjunto de leyes, códigos, decretos y políticas que 
regulan materias que no están previstas ni en la Constitución 
Política ni en el Código Municipal, pero que son fundamen-
tales para el cumplimiento de las normas establecidas en las 
dos herramientas legales anteriores.

El estudio de este marco normativo vinculado al régimen 
municipal en Costa Rica nos permite dar un seguimiento a 
aspectos tales como: ¿Qué es la autonomía municipal? ¿Cuá-
les son las constantes jurídicas que permiten u obstaculizan su 
cumplimiento? ¿Cuáles son las fortalezas o debilidades que se 
identifican desde el origen de la ley? De esta forma podemos 
acercarnos a una mejor comprensión del estado del modelo 
de la autonomía municipal en Costa Rica.

Sobre la base del principio de autonomía municipal, este 
apartado constituye entonces una introducción a las distor-
siones que presenta el marco jurídico, que de una forma u 
otra limitan o lesionan el ejercicio pleno en la gestión de los 
asuntos de carácter local y establecen una serie de paráme-
tros y lineamientos que obstaculizan el cumplimiento de la 
autonomía municipal en el país.

En un primer momento, se hará referencia al ordenamiento 
constitucional y a los lineamientos que regulan el régimen 
municipal, que en Costa Rica se encuentran recogidos en el 
Código Municipal. En un segundo momento, se analizarán 
los artículos identificados en la legislación complementa-
ria que están relacionados con la autonomía municipal, de 
acuerdo a la división temática en autonomía administrativa, 
financiera y política.   

3.8.1	 Distorsiones de la autonomía municipal 
según la Constitución Política de 

	 la República de Costa Rica y 
	 Código Municipal

En primer lugar, podemos hablar a nivel constitucional, ha-
ciendo referencia a las distorsiones que podemos encontrar 
a nivel de la Constitución Política, la cual expone de manera 
breve algunos lineamientos referidos al régimen municipal 
recogidos en un total de ocho artículos. En estos artículos se 
refiere específicamente a la división del territorio, la razón 
de ser del gobierno municipal, la asignación presupuestaria 
que se le asigna a los gobiernos locales, la composición de 
estos entes y el tipo de acuerdos que puede establecer la 
municipalidad.

La distorsión jurídica que se identifica en este primer nivel, 
se presenta cuando comparamos lo establecido en el artículo 

170 respecto a los artículos 174 y 175. El artículo 170 se-
ñala que las corporaciones municipales son autónomas. Sin 
embargo, posteriormente el artículo 174 establece que la ley 
debe indicar cuando las municipalidades necesitan la autori-
zación legislativa para contratar empréstitos, dar en garantía 
sus bienes o rentas o enajenar bienes muebles o inmuebles.

Lo anterior genera una distorsión, ya que condiciona a las 
municipalidades a la autoridad legislativa en una materia fi-
nanciera muy importante, que se refiere a las posibilidades 
de uso y planificación de los recursos financieros munici-
pales, generándole entonces una limitación en su gestión 
como ente autónomo.

Por su parte, el artículo 175 de la Constitución indica que las 
municipalidades deben dictar sus presupuestos ordinarios o 
extraordinarios y que estos necesitan para entrar en vigencia, 
la aprobación de la Contraloría General de la República, entidad 
que se encarga de fiscalizar la ejecución de éste presupuesto.

Lo estipulado en este artículo supedita a las municipalidades 
a los criterios establecidos por la Contraloría y en la práctica 
ha llegado a constituir una de las principales limitaciones 
en la gestión municipal, ya que establece lineamientos es-
pecíficos para su elaboración y plazos para su presentación, 
lo cual acorta la capacidad autonómica de los municipios 
para la elaboración de sus presupuestos y la ejecución de 
los mismos. 

Es importante también analizar si los artículos que señala la 
Constitución Política se repiten en el Código Municipal, se 
omiten o se amplía su contenido, ya que en muchos casos 
esto puede también generar una distorsión. En el caso de 
la asignación presupuestaria, que se establece en el artículo 
170 de la Constitución Política, sobre la suma no menor del 
10 por ciento que se le otorga a las municipalidades del Pre-
supuesto Ordinario de la República, esta disposición no se 
encuentra en el Código Municipal y no se establece en esta 
legislación ningún apartado relacionado con este rubro del 
Presupuesto Nacional.

Los demás artículos de la Constitución Política referentes al 
tema municipal, se contemplan en el Código Municipal, am-
pliados y detallados. En cuanto a esta norma legal se refiere, 
la mayor distorsión que se encuentra en el Código Municipal, 
tiene relación con la comentada anteriormente en la Consti-
tución Política, donde se habla sobre la elaboración y apro-
bación del presupuesto de las municipalidades.

En el artículo 4 del Código Municipal se establece que las 
municipalidades poseen autonomía administrativa, política 
y financiera, conferida desde la Constitución Política. Sin 
embargo, más adelante, en el capítulo relativo al Presupues-
to Municipal, se establece que las municipalidades deben 
utilizar la técnica presupuestaria propuesta por la Contralo-
ría General de la República (CGR) para la elaboración de sus 
presupuestos. El artículo 97 señala que la CGR deberá apro-
bar el presupuesto ordinario a más tardar el 30 de setiembre 
de cada año y los presupuestos extraordinarios, dentro de 
los quince días siguientes a su aprobación.
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Todos los asuntos relacionados con el tema del presupuesto 
municipal (su elaboración, aprobación y fiscalización) vin-
culan de manera directa y forma subordinada a las munici-
palidades con la Contraloría, ya que las primeras, a pesar de 
poseer autonomía financiera y administrativa, deben recurrir 
a la CGR para poder disponer de sus recursos financieros y 
planificar la ejecución de los mismos, lo cual va en contra-
posición con el principio de autonomía que nace desde la 
Constitución y se consolida en el Código Municipal.

Otro de los apartados que condiciona el ejercicio de la auto-
nomía municipal se encuentra en el artículo 93, el cual se-
ñala que las municipalidades no pueden destinar más del 40 
por ciento de sus ingresos ordinarios a atender los gastos 
generales de administración. A pesar de que esta disposición 
busca encauzar la mayor parte de los ingresos municipales 
en inversión cantonal, limita una vez más la capacidad de la 
municipalidad de ejecutar de manera autónoma los ingresos 
y decidir el rubro que destina a cada uno de los gastos en que 
incurre como organización.

A la hora de hacer referencia a las distorsiones jurídicas que 
se presentan con respecto a la autonomía municipal en las 
leyes complementarias, se puede explicar de acuerdo al área 
de la autonomía política con la que se relacionan.

3.8.1.1	 Distorsiones jurídicas de la autonomía política

Con relación a la autonomía política, se debe analizar el Có-
digo Electoral, el cual regula lo relativo al sistema electoral 
en Costa Rica38.

Por su parte, en el Código Municipal se establecen algunas 
disposiciones que pueden obstaculizar la autonomía 
municipal. Por ejemplo, en el artículo 63, se señala que si 
un partido de carácter local no participa en una elección 
o si bien no obtiene un número de votos válidos mayor o 
igual al 1% del total de electores inscritos en el cantón será 
cancelado sin más trámite.

Esto constituye una de las barreras electorales a nivel lo-
cal. Sin embargo, las condiciones de competencia a nivel 
local son muy distintas a las de nivel nacional, y en ello 
se encuentra el no contar con financiamiento para las ac-
tividades electorales. En el ámbito local, deben existir más 
herramientas de oportunidad o beneficios a nivel electoral, 
que le genere al régimen municipal y a las elecciones locales 
un papel protagónico dentro de la agenda política nacional  
 
 
38	 Con respecto a esta ley, el aspecto más importante donde la 

autonomía política se ve lesionada, tiene que ver con la omisión 
que se hace de los partidos locales en la dotación de fondos 
públicos para los gastos electorales de campaña. Existe en el 
país el financiamiento estatal para los partidos políticos, el cual 
se otorga bajo ciertos parámetros, sin embargo, en el Código 
Municipal se hace caso omiso de las elecciones municipales en 
el otorgamiento de esta contribución, lo cual crea una barrera 
para la competencia partidaria municipal y supedita a los 
partidos locales a la agenda de los partidos nacionales y a las 
contribuciones que de ahí se puedan obtener para financiar los 
gastos de campaña.	

y que fomente la participación ciudadana y el interés de la 
localidad en apoyar las iniciativas políticas que reúnan desde 
la misma comunidad administrar los intereses del cantón.

3.8.1.2	 Distorsiones jurídicas de la autonomía 
administrativa

Con respecto a la autonomía administrativa, en el marco 
de las limitaciones jurídico- institucionales que presenta el 
marco legal complementario, se hace referencia, en primer 
lugar, a la ley de agua potable, la cual señala, en su artículo 
6, que las municipalidades están obligadas de acatar las 
recomendaciones técnicas de construcción, operación y 
mantenimiento de los sistemas de abastecimiento de agua 
potable, indicados por el Ministerio de Obras Públicas y 
Transporte y por el Ministerio de Salubridad Pública y faculta 
a estos ministerios a vigilar todas las obras de abastecimiento 
de agua potable. 

Con lo que respecta al área de la gestión de competencias, 
bienes y servicios, la ley de aguas señala, en su artículo 41, 
que las municipalidades administran las aguas de cañerías 
actuales, en tanto no se decrete la nacionalización del ser-
vicio. Además en el artículo 70 de la misma ley, se establece 
que las municipalidades tienen potestades de vigilancia so-
bre las aguas de dominio público, pero deben coordinar con 
el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones 
(MINAET), ya que las aguas de dominio público son propie-
dad del Estado.

Lo estipulado en los artículos de las leyes antes descritos, 
minimiza el papel de la municipalidad como un ente autonó-
mico que administra los intereses de su localidad y además 
hace referencia al concepto de Estado como si los gobiernos 
locales estuvieran excluidos del mismo y parece entenderse 
al Estado únicamente como el gobierno central. 

Por otra parte, la intervención de los Ministerios antes men-
cionados, en el accionar de la municipalidad, específicamen-
te en la función del abastecimiento de agua, genera no sólo 
que las municipalidades vean limitada su capacidad de ges-
tión, sino que además se ven envueltos en un proceso buro-
crático en el que deben someterse a los tiempos y criterios 
de dichas instituciones, dejando en tela de duda su capaci-
dad autonómica emanada constitucionalmente.

En otro artículo, la ley de aguas le concede a las municipa-
lidades  el 40 por ciento del impuesto de las concesiones 
por aprovechamiento de aguas para el desarrollo de fuerzas 
hidráulicas y eléctricas y agrega que los inspectores canto-
nales de aguas deben ser propuestos por la municipalidad 
y nombrados por el MINAET y solo éste puede removerlos; 
en el mismo artículo, la ley establece que de esa parte del 
impuesto que le corresponde a las municipalidades, éstas 
deben pagar los sueldos de los inspectores cantonales y lo 
correspondiente al MINAET.

Lo anterior es una contradicción jurídica, que va en detri-
mento de la autonomía municipal, ya que le atribuye a la mu-
nicipalidad el cobro de un impuesto, otorgándole lo corres-
pondiente al 40 por ciento del mismo, pero condicionando al 
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mismo tiempo el uso que la municipalidad le pueda dar a este 
ingreso, y además se le obliga a devolverle al Gobierno cen-
tral un porcentaje de este impuesto, lo cual contradice el por-
qué se le asignó a la municipalidad en un primer momento.

También en el área de la gestión de competencias, bienes y 
servicios, la Ley General de Salud establece, en su artículo 
280, que el servicio de recolección y disposición de basura, 
limpieza de caños y parajes públicos se encuentra a cargo 
de las municipalidades y que éstas podrían gestionar dicho 
servicio por administración, o por contratos con empresas 
o particulares. Sin embargo, el artículo señala que para la 
validez de dichos contratos se requiere la aprobación del Mi-
nisterio de Salud, lo cual una vez más limita la capacidad de 
las municipalidades para tomar decisiones y gestionar los 
servicios de manera más expedita, y dejando nuevamente 
la decisión en el gobierno central y atando de manos a los 
gobiernos locales.

Sobre este mismo tema, la Ley de la Autoridad Regulado-
ra de los Servicios Públicos (ARESEP), señala, en su artículo 
quinto, que esta entidad será la que fijará los precios y tarifa 
y velará por el cumplimiento de las normas de calidad y la 
prestación óptima del servicio de recolección y disposición 
de basura. Esta disposición lesiona la autonomía adminis-
trativa al no permitir a la municipalidad establecer las tarifas 
por los servicios que presta, quedando nuevamente sujeto a 
las decisiones que desde el ente central se produzcan.

3.8.1.3	Distorsiones jurídicas de la autonomía 
financiera

Entre las leyes que eventualmente podrían generar distorsio-
nes en el cumplimiento de la autonomía municipal en ma-
teria financiera, se puede mencionar en primer lugar, la Ley 
de Control de Partidas Específicas con cargo al presupuesto 
nacional, la cual menciona en su artículo 5, que las munici-
palidades que no cobren efectivamente sus tributos y precios 
públicos municipales, se les rebajara entre un 10% y 20% de 
los montos que les corresponda por partidas específicas y 
estos montos se distribuirán entre las municipalidades que 
posean mayor efectividad en el cobro.

Muchos de los gobiernos locales del país no cuentan con 
capacidades técnicas, ni con una estructura organizacional 
que les facilite un efectivo ejercicio en el cobro de las tasas y 
los impuestos, sumado a esto no se cuenta con capacitacio-
nes técnicas que les permitan desarrollar el cumplimiento de 
estas competencias. A pesar de esto se les exige una eficien-
te gestión de cobro y la posibilidad de rebajar los fondos que 
le fueron asignados en un principio.

Esta situación permite visualizar cómo las municipalidades 
en Costa Rica se encuentran sujetas a estas disposiciones del 
gobierno central, el cual le otorga competencias sin antes 
capacitarlo para ejercer las mismas y condiciona el traslado 
de recursos a estos entes, basándose en parámetros que no 
toman en cuenta las asimetrías existentes entre las diferen-
tes municipalidades del país y el limitado recurso humano 
capacitado con el cuentan muchas de estas.

Siguiendo con la Ley de Control de Partidas Específicas con 
Cargo al Presupuesto Nacional, en su artículo 7 señala que 
las municipalidades pueden utilizar saldos derivados de las 
partidas específicas y transferencias presupuestarias ya eje-
cutadas. Sin embargo, el mismo artículo establece que estos 
montos pueden ser destinados únicamente para la compra 
de combustible y el mantenimiento de la maquinaria mu-
nicipal, cuando tengan tres años o más de encontrarse en 
la cuenta. Esta disposición también distorsiona el ejercicio 
de la autonomía municipal, específicamente la autonomía fi-
nanciera, ya que define el uso que la municipalidad le deben 
dar a los montos que no fueron ejecutados en asignaciones 
anteriores, dejando a la municipalidad sin capacidad para 
establecer prioridades en la ejecución de sus ingresos y evi-
denciando una intromisión en las posibilidades de uso y pla-
nificación de los recursos financieros municipales.

Como segundo punto, se analiza lo estipulado en la Ley de 
Simplificación y Eficiencia Tributaria. Esta normativa instau-
ra un impuesto único a los combustibles nacionales e im-
portados, estableciendo cánones de cobro y dictando los 
destinos específicos de los ingresos recaudados a través de 
este impuesto. En su artículo número 5, la Ley establece que 
de éste impuesto único sobre los combustibles, el 30% se 
debe destinar al Consejo Nacional de Viabilidad (CONAVI). 
De la totalidad de este porcentaje, un 25% le corresponde a 
las municipalidades39, para los gastos de conservación, man-
tenimiento rutinario y periódico, mejoramiento y rehabilita-
ción, y los sobrantes se utilizarán para construir obras viales 
nuevas de la red vial cantonal.

Más adelante, este artículo señala que la ejecución de estos 
recursos se debe realizar de preferencia bajo una modalidad 
participativa de ejecución de obras, por lo que el destino de 
los recursos lo debe proponer a cada concejo municipal, una 
junta vial cantonal, la cual está integrada por representantes 
del gobierno local, del Ministerio de Obras Públicas y Trans-
portes (MOPT) y de la comunidad, por medio de una convo-
catoria pública y abierta.

Existen otras distorsiones jurídicas que limitan la autonomía 
financiera, en la medida en que exigen a la municipalidad 
solicitar permisos para llevar a cabo acciones o modificar el 
destino de los recursos, tal es el caso de la Ley de Planifica-
ción Urbana, la cual establece, en su artículo 9, que la mu-
nicipalidad y el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo 
(INVU) pueden comprar, permutar o vender bienes inmue-
bles, comprendidos dentro de un programa de renovación 
urbana y traspasarse entre sí esos mismo bienes. Sin embar-
go, para realizar estos trámites se requiere previa autoriza-
ción de la Contraloría General de la República (CGR).

Esta disposición obstaculiza la capacidad de gestión de las 
municipalidades, condicionando sus acciones a los criterios 
del gobierno central y estableciendo procedimientos mera-
mente burocráticos que atrasan el cumplimiento de las com-
petencias municipales. 

39	  Esto se refiere al 25% del total del 30% del impuesto designado 
al CONAVI y no al 25% del total del impuesto único sobre los 
combustibles.
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Por otro lado, con respecto a los programas de inversión pú-
blica, la Ley de Planificación Urbana señala en su artículo nú-
mero 9, que es competencia del Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica velar porque los programas de 
inversión pública, incluidos los de las instituciones descen-
tralizadas, sean compatibles con las previsiones y el orden de 
prioridad establecido en el Plan Nacional de Desarrollo.

Lo estipulado en este artículo genera que no se tomen en 
cuenta las características específicas de las municipalidades 
y las disparidades que entre estas existen, ya que las necesi-
dades de inversión vienen a ser distintas en cada localidad, 
de acuerdo a las características de su entorno, su población 
y las actividades productivas que se mantengan en el can-
tón, por lo que una directriz proveniente del gobierno cen-
tral, que disponga la exigencia de lineamientos prioritarios 
para el establecimiento de planes de inversión, relega a un 
segundo plano la existencia de una agenda local donde se 
prioricen los intereses particulares de las localidades.

En este apartado se puede también hacer referencia a la ley 
orgánica de la Contraloría General de la República, donde 
como se señaló anteriormente, se establece que éste órgano 
es el encargado de aprobar y fiscalizar los presupuestos mu-
nicipales, sin embargo esto ya se explicó en el apartado del 
Código Municipal. La Contraloría ha elaborado también una 
serie de reglamentos y normas complementarias en materia 
de presupuestos municipales. En éstos se establecen dispo-
siciones legales y técnicas que las municipalidades deben 
tomar en cuenta para la elaboración de los presupuestos, 
para la aplicación de impuestos, utilización de los recursos, 
aumentos salariales, entre otros.

Estas disposiciones generan una relación de sometimiento de 
las municipalidades ante la Contraloría, ente que se ha conver-
tido más que un fiscalizador, en un ente burocrático que limita 
en margen de acción presupuestaria de las municipalidades.

3.9	 Distorsiones jurídico institucionales de 
la autonomía municipal en Panamá

El marco jurídico que delimita el ejercicio de la autonomía 
municipal y el sistema institucional muestra contenidos y 
modos de accionar que reflejan, tanto las visiones y corrien-
tes ideológicas predominantes, como el contexto político en 
el que se realizó su negociación y aprobación, matizado por 
los pesos coyunturales que definieron estructuras y visiones 
institucionales. Con esto se refleja una fuerte influencia de los 
poderes políticos con capacidad para decidir en la toma de 
decisiones. Así lo refleja la generación de distorsiones en la 
trama jurídica institucional que determina el modelo de au-
tonomía municipal panameño, el cual fue edificado en dife-
rentes contextos histórico- políticos y que, como otros temas 
de la vida nacional, también requiere de una real experiencia 
de democracia participativa capaz de estructurar el Estado y 
construir procesos en coherencia con un proyecto nacional 
decididamente incluyente de la autonomía municipal.

A riesgo del peso negativo que pueda atribuírsele, la identifi-
cación de distorsiones es un paso obligado en la hoja de ruta 
hacia una real autonomía municipal. La naturaleza de un 
gobierno unitario como el nuestro exige tener presente que 
no toda concurrencia constituye una distorsión pero es útil 
determinar ¿en qué medida la aplicación de los marcos legales 
y la estructuración institucional que regula la relación entre el 
gobierno central y los gobiernos locales afectan el ejercicio de 
su autonomía?, a pesar de que Panamá carece de un Código 
Municipal y que tampoco existe un esfuerzo de consolida-
ción y revisión de la coherencia existente entre las normas 
constitucionales, la ley municipal y las leyes complementa-
rias y sectoriales con injerencia en la autonomía administra-
tiva, financiera y política de los municipios.

Tres fuentes instrumentales básicas se pueden reconocer 
en la conformación del marco legal: (a) la Constitución de 
1972, reformada en 1978, 1983, 1994 y en el 2004, (b) la Ley 
106, sobre Régimen Municipal y recientemente se incorpora 
la Ley 37 Que Descentraliza la Administración Pública, casi 
cinco años después que el artículo Nº 233 de la constitución, 
fruto de las reformas constitucionales del 2004, estableciera 
el mandato para un proceso de descentralización y una ley 
que lo regulara. Al presente, sólo la Constitución y la Ley 
106 tienen un recorrido real de aplicación porque la Ley de 
Descentralización luego de convertirse en ley de la Repúbli-
ca el 29 de junio del 2009 se atrasó en el calendario para su 
implementación y posteriormente, el 31 de octubre la Asam-
blea Nacional aprobó en Tercer Debate el proyecto de ley 
que suspende su vigencia hasta el 30 de junio del 2014. La 
situación continúa en la ambigüedad porque, hasta la fecha, 
dicho proyecto no ha logrado convertirse en ley de la repú-
blica dado que aún espera la sanción del Ejecutivo. 

Sobre esto pesa como antecedente que mueve voluntades y 
posicionamientos políticos el que la última etapa en la ela-
boración de la Ley de Descentralización igual que su elabo-
ración, su presentación como iniciativa legislativa del Minis-
terio de Economía y Finanzas e incluso su Primer Debate se 
realizaron durante el período pre-electoral, en un ambiente 
político no necesariamente favorable a visiones unitarias y 
de consenso y con la persistencia tanto de corrientes defen-
soras del centralismo como de prejuicios con respecto a las 
capacidades existentes en el ámbito local. La etapa final de 
su trámite legislativo para el Segundo y Tercer Debate, para 
la sanción del Ejecutivo y su promulgación en la Gaceta Ofi-
cial, coincidió con los últimos días del período de transición 
que culminaba el mandato del gobierno saliente, entre el 23 
y el 30 de junio, incluido en el camino el veto parcial del Eje-
cutivo que lo obligó a volver al recinto legislativo, antes de 
convertirse en Ley de la República. 

3.9.1	 Distorsiones jurídicas de la autonomía 
política

El contenido constitucional  establece una distribución del 
poder en la relación provincia-municipios-corregimiento 
en la que los representantes de este último transitan con 
una cuota importante tanto en el aspecto normativo muni-
cipal como en la planificación provincia y su relación con el 
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gobierno central, además de sus funciones propias en las Jun-
tas Comunales. Además, otorga a los representantes de corre-
gimiento voz y voto tanto en el concejo municipal como en el 
provincial, espacios decisorios en los que el alcalde(sa) como 
jefe de la administración municipal sólo tiene derecho a voz.

Los concejos municipales, en el que los representantes de 
corregimiento asumen el rol de concejales, tiene como fun-
ción, indicada en el artículo 242 la expedición, modificación 
y derogación de acuerdos y resoluciones en materia finan-
ciera y administrativa, con fuerza de ley en el municipio, lo 
que indica un reconocimiento de poder en la regulación del 
gobierno municipal. 

La capacidad de la población del distrito para intervenir en 
el gobierno de su territorio, aunque está reconocida tanto 
en la constitución en su artículo 68 sobre la posibilidad de 
recurrir contra acuerdos, resoluciones, actos del concejo o 
de servidores públicos municipales por faltas a la constitu-
ción, a la ley o violación a los acuerdos municipales y que 
en la Ley 106 reconoce el derecho al referéndum, iniciativa 
y plebiscito en el ámbito municipal es un acto de autonomía 
de la base social del municipio al que se ha recurrido esca-
samente en la historia del país. Por eso quizás, la Ley 37 los 
incluye como una novedad y especifica nuevos mecanismos 
para su ejercicio.

La Ley 51 de 1984, sobre los Consejos Provinciales, que 
contiene las modificaciones a la ley 50 de 197340 refuerza el 
poder político que recae sobre los representantes de corregi-
miento como integrantes de esta instancia y como elegibles 
para conformar su directiva. Usualmente su participación en 
el Consejo  Provincial se da desde la identidad de represen-
tantes, velando por los intereses del corregimiento  más que 
por los asuntos municipales que le son propios en su calidad 
también de concejales. Los alcalde(sa)s, por ejemplo, parti-
cipan en este concejo sólo con derecho a voz, quizás funda-
mentado en que la ley de los consejos provinciales proviene 
de un período en que los alcalde(sa)s no eran elegidos por 
votación popular sino como autoridad de libre nombramien-
to y remoción del Ejecutivo.

Con este antecedente contextual es explicable que esta ley 
contenga disposiciones típicas del período del que procede su 
texto original de 1973, por lo que es competencia del consejo 
provincial requerir informes de los funcionarios municipa-
les y aparece la Junta Técnica Provincial, compuesta por las 
instituciones nacionales con representación en la provincia, 
como el ente encargado de realizar los trabajos técnicos para 
la programación del desarrollo económico en los municipios, 
además de hacerlo en la provincia y los corregimientos.

Finalmente, requerimos precisar que el marco jurídico e 
institucional de la autonomía municipal en Panamá expe-
rimenta un período crítico por el proceso vivido con la Ley 

40	 La ley 55 de 1973, junto a las leyes 105 y 106 del mismo año y la 
Ley 51 de 1984 sobre los Consejos Provinciales, desarrollan 
preceptos constitucionales de 1972, en el contexto del marco 
legal requerido para el proyecto político en que el poder popular 
y “lo local” se identificaba con el corregimiento y no con el 
municipio como lo establece la Ley de Descentralización.

de Descentralización41. Lo incierto de su futuro ojalá pueda 
salvar el aporte que un proceso descentralizador genera y 
dinamiza para permitir una mayor autonomía del sistema 
económico local, promoviendo un proceso de acumulación 
regional destinado a la reinversión y al crecimiento de las 
economías locales y en términos de facilitar:

	 La democratización de los procesos sociales mediante 
la ampliación de los derechos y libertades.

	 El aumento de la participación popular y el control 
social, en el accionar de la administración pública.

	 La satisfacción de las necesidades básicas, por parte de 
la totalidad de la población.

	 La reducción de las desigualdades mediante una mejor 
distribución del producto social.

	 El crecimiento económico de las colectividades locales 
involucradas, en base fundamentalmente a la retención 
razonable de sus excedentes.

Urge que la voluntad política y su expresión en posiciona-
mientos y decisiones sobre el futuro de la ley de descentrali-
zación respondan con respeto a cinco elementos fundamen-
tales inherentes a una verdadera autonomía municipal:

1.	 Autogobierno que garantice la existencia, a nivel sub-
nacional, de entidades territoriales con gobiernos pro-
pios y no como simples agentes desconcentrados o 
administrativos de un nivel superior.

2.	 Autoadministración expresada en la capacidad del ente 
descentralizado para darse sus formas de funciona-
miento y sus estructuras organizativas, sus procedi-
mientos operativos y sus instrumentos de acción, en 
armonía con la estructura y funcionamiento general 
del Estado y con los principios constitucionales.

3.	 Recursos propios con disponibilidad no condicionada y 
suficiente para que el órgano descentralizado pueda 
dar cumplimiento cabal a las funciones de sus compe-
tencias y a las que le hayan sido asignadas.

4.	 Ejercicio delimitado del control por las instancias supe-
riores, de manera que no interfiera ni en la naturaleza 
propia de la autonomía ni en la fluidez y eficiencia del 
desempeño municipal. El control a-posteriori versus el 
control a- priori es un paso avanzado en esta mate-
ria.

5.	 Peso específico funcional para que el conjunto de fun-
ciones descentralizadas correspondan a servicios 
esenciales para la satisfacción de las demandas locales 
y administrativas en las que el municipio pueda actuar 
efectivamente como promotor del desarrollo económi-
co y social.

 
 
 
 

41	 Resumido en su cronología, al inicio de este artículo.
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3.9.2	 Distorsiones jurídicas de la autonomía 
administrativa

La Constitución permite a través de del Consejo Provincial la 
intervención de esta instancia  en la fiscalización de la ad-
ministración municipal. A pesar de que el mismo lo confor-
man los representantes de corregimiento que también son 
concejales del municipio, su identidad desde este espacio les 
coloca, según el artículo Nº 255 que establece las  funciones 
del Consejo Provincial, con la facultad de requerir informes 
y hacer comparecer a funcionarios municipales para tratar 
temas referentes al Plan de Inversiones, obras y servicios pú-
blicos municipales. 

La Ley 106 de 1973 sobre Régimen Municipal, aunque en 
el artículo 1 se reconoce al municipio como organización 
política autónoma del distrito, en su artículo 2, advierte que 
el Ejecutivo está facultado para establecer las condiciones 
cuando éste coopere total o parcialmente en obras o servi-
cios municipales. Más adelante, en el artículo 20 deja claro 
que sale de su ámbito normativo la regulación en su muni-
cipio de los servicios públicos que el gobierno central haya 
confiado a otras entidades públicas o a las instituciones au-
tónomas y semi autónomas. Intervienen también en este 
campo y de forma dispersa las leyes sectoriales en materia 
de salud, educación, servicios públicos y ordenamiento terri-
torial que contienen materia de cumplimiento y competen-
cias en el ámbito municipal. 

En el manejo administrativo del municipio también tiene in-
jerencia Ley Nº 32 de 1984 que adopta la Carta Orgánica de 
la Contraloría General de la República  porque establece que 
los métodos y sistemas de contabilidad de los municipios 
son establecidos por la Contraloría General.

Según la Ley 106, la Contraloría General de la República 
tiene facultades importantes en la fiscalización de los actos 
municipales e incluso tienen derecho a voz en los conce-
jos para asuntos de tipo presupuestario. Según el licenciado 
Narciso Machuca, experto en el tema municipal con vasta 
experiencia pública y desde el IPADEHM, un ejemplo de dis-
torsión es el que el municipio le pague a la Contraloría para 
fiscalizar su gestión y que ésta co-administre al municipio, 
violentando con esto la ley vigente.

En la Ley No 2 de 1987 sobre las funciones de los Goberna-
dores de las Provincias, en desarrollo del artículo 252 de la 
Constitución, aún permanece en el texto, en su artículo 4, 
numeral 18, sin modificaciones, su facultad para conceder 
licencias y vacaciones a los alcaldes(as). Aunque en la prác-
tica se da como una atribución del concejo municipal,  y el 
tema ya es superado con la nueva ley de descentralización, 
su existencia y permanencia en el marco legal no deja de ser 
un riesgo por la posibilidad de ser invocado en momentos de 
crisis o transición política.

En similar situación se encuentran los numerales 13 y 15 re-
ferentes a su facultad para suspender a los alcaldes (sas) de 
la provincia por faltas a la constitución, las leyes, acuerdos 
municipales, decretos y órdenes del ejecutivo, decisiones de 
los tribunales de justicia y organismos administrativos y con 

respecto a su conocimiento primera instancia, juicio y apli-
cación de sanción actos e infracciones de los alcaldes (sas) 
que no constituyan delito. Incluye como segunda instancia el 
Ministerio de Gobierno y Justicia. 

Nuevamente la Ley 25 de 1996 relativa a las ausencias es-
peciales de los alcalde(sa)s establece en su artículo 2 que 
las licencias a los alcaldes(as) para ausentarse por más 
de 5 días del distrito son concedidas por los gobernadores 
de la provincia respectiva, actuando así como jefes de los 
alcaldes(as).

3.9.3	 Distorsiones jurídicas de la autonomía 
financiera

Dos temáticas de tipo financiera tienen condicionantes liga-
das estrechamente al tema presupuestario. Por ejemplo, el 
artículo constitucional Nº 249 otorga facultades a los mu-
nicipios para contratar empréstitos, pero ello se encuentra 
condicionado a la autorización del Poder Ejecutivo. Deja cla-
ro en su articulado que sólo podrá ser para tres utilidades: 
empresas municipales de explotación de bienes y servicios, 
construcción de obras de mejoramiento y servicio social y 
la adquisición de equipos para la organización de servicios 
públicos.

Este proceso de autorización, según la Ley 106, requiere del 
visto bueno por parte del Ministerio de Economía y Finanzas 
y la Ley Nº 32 de 1984 que adopta la Carta Orgánica de la 
Contraloría General de la República exige también el con-
cepto favorable de la Contraloría. Las decisiones municipa-
les sobre los empréstitos y las referentes a las inversiones en 
materia de adquisición de bienes, derechos y acciones tiene 
como una condicionante importante en la ley la existencia 
de la partida en el presupuesto, difícil requerimiento para los 
52 municipios subsidiados cuyo presupuesto depende del 
Presupuesto General del Estado. En este mismo campo, el 
reconocimiento del presupuesto que hace esta ley en su ar-
tículo 121 como un Acto del Gobierno Municipal y la autori-
dad del alcalde(sa) para presentarlo a consideración del con-
cejo municipal, como está establecido posteriormente en el 
artículo Nº 124, adolecen de una real capacidad para ejercer 
dichas potestades, salvo el caso del 30% de los municipios 
que no requieren el subsidio del Estado. 

Los subsidios exigen un trámite que no escapa a la típica 
burocracia centralista. Según el artículo Nº 132 de la Ley 106, 
los municipios deben solicitarlo al Ejecutivo con la argumen-
tación sobre su situación, y éste toma las decisiones según 
el informe de la Contraloría General de la República y  el 
Ministerio de Economía y Finanzas que incluye sus propues-
tas económico-administrativas para solucionar deficiencias 
y la recomendación que ambas instituciones gubernamenta-
les hagan sobre la colaboración económica, que por medio 
del subsidio, haga el Estado a los municipios. Sin embargo, 
muchas veces esto no se da, sino que prevalecen los víncu-
los del alcalde(sa) con el ministro correspondiente, convir-
tiéndose en un tema facilitador del clientelismo político ante 
la ausencia de indicadores para realizar la transferencia de 
recursos. Es práctica común también que, año tras año, se 
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repitan contenidos similares para el presupuesto y su con-
secuente subsidio, ante tantas debilidades municipales de 
carácter técnico que logren superar metas y perspectivas de 
desarrollo municipal, incluidas las previsiones para avanzar 
en su autonomía.

Aunque la Constitución y la Ley 106 incluyen materia tribu-
taria entre las competencias municipales, la ley 55 que re-
gula la administración, fiscalización y cobro de varios tribu-
tos municipales ha sufrido modificaciones con nuevas leyes 
como es el caso de la Ley Nº 5 de 11 de enero de 2007, que 
agiliza el proceso de apertura de empresas, eliminando com-
petencias municipales y haciendo prevalecer la autoridad del 
Ministerio de Comercio e Industrias. La propia Ley 55 ya pre-
sentaba restricciones a las potestades municipales porque 
sus resoluciones eran apelables ante la Gobernación cuya 
máxima autoridad, el gobernador es de libre nombramiento 
y remoción del Ejecutivo.

A pesar de que tanto la Constitución como la Ley 106 reco-
nocen como fuentes de ingreso municipal los derechos sobre 
la extracción de madera y la explotación y tala de bosques 
ya mencionada, la Ley 55 no considera tributos municipales 
las multas, los decomisos, los impuestos de procesamiento 
de aserraderos o procesadoras de trozas ni los derechos por 
la expedición de permisos de importación o exportación de 
maderas, resinas, semillas plantas y animales silvestres vi-
vos o disecados. Los municipios de la provincia de Darién, 
fuente tradicional de madera, han expresado frecuentemen-
te su queja por esta distorsión que permite la extracción y 
afectación a su riqueza natural sin recibir mayores benefi-
cios económicos en razón de su procesamiento en aserrade-
ros fuera del municipio.

En materia similar, las licencias para otra fuente de ingresos 
municipales como lo es la actividad de galleras, bolos y boli-
ches también deposita en el Ministerio de Comercio e Indus-
trias el trámite para la expedición de licencias comerciales 
para su funcionamiento.

Para concluir en lo referente a esta Ley, su artículo 69 sella la 
visión centralista que atraviesa el articulado advirtiendo que 
los Ministerios de Hacienda y Tesoro (hoy Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas), el Ministerio de Desarrollo Agropecuario 
y el de Comercio e Industrias según la materia asesorarán y 
colaborarán con los municipios en su cumplimiento.

3.10. Distorsiones jurídico institucionales 
de la autonomía municipal en 
República Dominicana 

En la República Dominicana, tanto la Constitución como 
la Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios hacen 
referencia a la autonomía que disponen los municipios do-
minicanos tanto en el ámbito político, administrativo como 
financiero.

El actual texto constitucional, proclamado de modo reciente 
el 26 de enero de 2010, contiene dentro de su Título IX Del 

Ordenamiento Territorial y de la Administración Local, un ca-
pítulo dedicado expresamente a la administración local don-
de se incluyen los artículos vinculados al régimen municipal 
(sección II del capítulo II). 

El primero de estos artículos (art. 199) hace referencia a la 
definición y potestades de la Administración local como base 
del sistema político-administrativo local. Según este artícu-
lo: El Distrito Nacional, los municipios y los distritos municipa-
les constituyen la base del sistema político administrativo local. 
Son personas jurídicas de Derecho Público, responsables de sus 
actuaciones, gozan de patrimonio propio, de autonomía presu-
puestaria, con potestad normativa, administrativa y de uso de 
suelo,  fijadas de manera expresa por la ley y sujetas al poder de 
fiscalización del Estado y al control social de la ciudadanía en 
los términos establecidos por esta Constitución y las leyes.

Con ello la Constitución de la República realiza un reconoci-
miento de la autonomía política, administrativa y financiera 
de los municipios si bien en sujeción al control del Estado y 
de la ciudadanía y en los términos que dicten la propia cons-
titución y las leyes.

La ley 176-07, por su parte, también establece el mismo re-
conocimiento y condicionantes de la autonomía municipal al 
definir al ayuntamiento como la entidad político administrativa 
básica del Estado dominicano que se encuentra asentada en un 
territorio determinado que le es propio. Como tal es una persona 
jurídica descentralizada que goza de autonomía política, fiscal, 
administrativa y funcional, gestora de los intereses propios de la 
colectividad local, con patrimonio propio y con capacidad para 
realizar todos los actos jurídicos que fueren necesarios y útiles 
para garantizar el desarrollo sostenible de sus habitantes y el 
cumplimiento de sus fines en la forma y con las condiciones que 
la Constitución y las leyes lo determinen (art. 2).

De este modo ambos instrumentos jurídicos nos remiten al 
resto de artículos constitucionales así como a lo establecido 
por otras leyes para conocer el alcance real y efectivo de la 
autonomía de los municipios dominicanos más allá de aque-
llo que  enuncian como características y potestades de lo 
entes que conforman administración local.

Para continuar con este análisis del conjunto de artículos 
constitucionales y de leyes que inciden o condicionan el ré-
gimen municipal, se diferenciarán tres áreas de análisis aso-
ciadas a los tres ámbitos en los que la autonomía municipal 
puede dividirse: la autonomía política, la autonomía admi-
nistrativa y la autonomía financiera.

3.10.1 Distorsiones jurídicas e institucionales 
de la autonomía política municipal

Respecto al ámbito político de la autonomía municipal, es 
decir, el que se refiere a la representación y toma de decisio-
nes políticas en los municipios, se puede destacar como una 
primera distorsión, la modificación realizada en la última 
reforma constitucional al calendario de celebración de las 
elecciones municipales. 
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Antes de esta reforma constitucional las elecciones munici-
pales se celebraban junto a las congresuales separadas de 
las elecciones presidenciales. Sin embargo, a partir de las 
elecciones del 2016 entrará en vigor la modificación consti-
tucional por la que todos los procesos eleccionarios del país 
se darán en el mismo año, si bien el proceso municipal se 
dará en el mes de febrero y el resto en el mes de mayo.

Por otro lado, según la Ley Electoral 275-97 y sus modifica-
ciones, todo partido político reconocido por la Junta Central 
Electoral tiene el derecho a proponer las candidaturas a los 
cargos municipales y su nominación deberá ser hecha por 
el voto afirmativo de la mayoría de los delegados a conven-
ciones regulares y públicamente celebradas tres días, por 
los menos, después de haber sido convocadas por medio de 
aviso público en un diario de circulación nacional (art. 67 y 
68) si bien ocurre que los partidos se reservan cuotas para 
nominar a candidatos fuera de convención.

La ley permite la posibilidad de presentar candidaturas in-
dependientes a nivel municipal a través de agrupaciones 
políticas accidentales en cada elección. Para ello deberán 
estar constituidas por un número de miembros que no sea 
menor a un porcentaje establecido en función del número 
de inscritos en el registro electoral del municipio (art. 76)42 
así como presentar una organización municipal completa y 
un programa a cumplir durante el período a que aspiren los 
candidatos (art. 77).

Una vez nominadas, las candidaturas a regidores se presen-
tan junto a la del alcalde y su suplente en una lista cerrada y 
bloqueada. La fórmula electoral para la elección del alcalde 
es la mayoría simple y para los regidores se utiliza una repre-
sentación proporcional lo que da como resultado concejos 
pluripartidarios en los que el acalde tiene voz sin voto. 

En cuanto al proceso de toma de decisiones, cabe destacar 
que a lo interno del municipio destacan dos figuras sub-
municipales. Los distritos municipales, como subdivisión 
del municipio y el presupuesto participativo que permite la 
participación en la toma de decisiones de las organizaciones 
sociales locales en la elaboración del presupuesto así como 
en su seguimiento.

Los distritos municipales se definen como subdivisiones 
del territorio creadas mediante ley a partir de una serie de 
condiciones que recoge la Ley 176-0743. Estas condiciones 

42	 Estos porcentajes son:
Cuando el número de inscritos sea de 5000 o menos un 20%•	
Cuando el número de inscritos sea de 5001 a 20000 un 15%•	
Cuando el número de inscritos sea de 20001 a 60000 un 12%•	
Cuando el número de inscritos exceda de 60000 un 7%•	

43	  Según el artículo 78 de la Ley 176-07 estos requisitos son:
a. 	 que cuenten con al menos una población de 10000 habitantes
b.  	que el territorio tenga identidad natural, social, económica y cutural
c.  	que genere ingresos propios equivalentes al menos del 10% de 

los recursos que le serán transferidos por ley para atender los 
servicios que deba prestar

d.  un estudio de factibilidad realizado por el Congreso justificativo 
del cambio en que se compruebe su conveniencia social, política, 
económica y administrativa

se establecieron para poder frenar la alta fragmentación del 
territorio que se había producido en el territorio como conse-
cuencia de los incentivos económicos que se derivan de los 
criterios para la recepción de las transferencias del gobierno 
central y que establecen unos montos mínimos para cada 
división territorial.

En la actualidad existen un total de 229 distritos municipales 
cuyo gobierno y administración están a cargo de un director 
y junta de distrito municipal integrada por  vocales quienes 
ejercerán las atribuciones equivalentes al concejo municipal 
y la alcaldía (art. 80 Ley 176-07). Según una reciente modifi-
cación de la ley el director tendrá un suplente a partir de las 
elecciones de mayo de 2010 y el número de vocales será de 
3 para los municipios de menos de 15.000 habitantes y de 
5 para los municipios de más de 15.000 habitantes. Estos 
cargos, que antes eran designados por los concejos muni-
cipales de los municipios, serán elegidos por primera vez a 
partir de votación popular directa en las próximas elecciones 
municipales.

Los distritos municipales además disponen de su propio pre-
supuesto que reciben directamente de la Tesorería Nacional. 
Ello hace que en la práctica estas entidades en principio sub-
municipales funcionen de modo similar a un gobierno local 
autónomo, independiente del municipio, tanto política como 
administrativa y financieramente. Es más, esta realidad ha 
sido reconocida en la nueva reforma constitucional tras la 
cual se ha incluido a los distritos municipales como parte de 
la Administración Local con las mimas atribuciones y potes-
tades que los municipios (art. 199).

De este manera  la administración local dominicana cuenta 
con 227 estructuras administrativas con capacidad decisoria 
y de gestión propia y autónoma que deben añadirse a los 156 
municipios (incluido el Distrito Nacional) a la hora de articu-
lar el territorio y los procesos de desarrollo. 

Precisamente esta necesaria articulación del territorio de 
cara a la formulación e implementación de políticas públi-
cas que promuevan el desarrollo es una de las asignaturas 
pendientes del régimen de la administración pública domi-
nicano. En general, los ministerios e instituciones públicas 
del Estado que actúan en el territorio, lo hacen de espaldas a 
los gobiernos locales. Se hace necesario pues un cambio en 
el  modo de gestión del territorio que puede ser impulsado 
por la paulatina implementación del Sistema de planificación 
e inversión pública previsto en la Ley 498-06 a través de la 
conformación de consejos regionales, provinciales y muni-
cipales de desarrollo que promuevan el desarrollo de unas 
adecuadas relaciones intersectoriales e intergubernamenta-
les en el territorio.

3.10.2 Distorsiones jurídicas e institucionales 
de la autonomía administrativa

En relación al ámbito de la autonomía administrativa, cabe 
destacar en primer lugar, que la Constitución de la República 
no hace referencia expresa al marco competencial municipal, 
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es decir, al ámbito de actuación de los municipios. Sólo se 
refiere a la posibilidad de transferencia de competencias y 
recursos hacia los gobiernos locales en función de políticas 
de desarrollo institucional, capacitación y profesionalización 
de los recursos humanos (art. 204)44.

De esta manera, para conocer de modo exacto el marco 
competencial municipal hay que remitirse a lo establecido 
en la Ley 176-07 así como en las leyes complementarias o 
sectoriales que inciden en este marco.

Según la ley 176-07, en su artículo 4, los ayuntamientos 
tendrán como ámbito de actuación las competencias propias 
y además las competencias coordinadas y delegadas con los 
demás entes que conformen la administración pública según 
defina la Constitución, su ley, las legislaciones sectoriales y las 
que rijan las relaciones interadministrativas.

Si se atiende a al artículo 19 de la Ley 176-07 sobre las com-
petencias propias y compartidas de los ayuntamientos, se 
puede resumir el marco competencial de los municipios en 
(ver cuadro 3.4).

Como puede observarse en el cuadro anterior, la mayoría de 
competencias propias está relacionada con la prestación de 
servicios públicos mientras que sólo dos están relacionadas 
con competencias que contribuyen a promover el desarro-
llo. En cambio, con las competencias compartidas ocurre al 
revés. La mayoría están relacionadas con la promoción del 
desarrollo en el municipio y sólo dos se refieren a la presta-
ción de servicios públicos.

En este reparto competencial ya se observan, por tanto, al-
gunas distorsiones que inciden en la capacidad de respuesta 
de los gobiernos locales a las necesidades ciudadanas así 
como para el cumplimiento de su rol como promotores del 
desarrollo local de los municipios.

Por un lado, los ayuntamientos tienen la competencia pro-
pia para la promoción del desarrollo económico local y sin 
embargo apenas inciden otros ámbitos del desarrollo muni-
cipal relacionados con este objetivo como son la educación, 
la salud, la lucha contra la pobreza, las acciones a favor de 
los grupos vulnerables o la promoción del turismo. No son 
competentes tampoco en la prestación de un servicio pú-
blico básico como es el abastecimiento de agua potable, al-
cantarillado y tratamiento de aguas residuales. Este servicio 
está centralizado y es prestado principalmente por dos ins-
tituciones públicas, el Instituto Nacional de Aguas Potables 
y Alcantarillado (INAPA) y el Instituto Nacional de Recursos 
Hídricos (INDRHI).

Respecto a estos ámbitos compartidos de actuación, los 
ayuntamientos requieren desarrollar una serie de relaciones 

44	 Si bien es cierto que la constitución no hace mención expresa a 
las competencias municipales o el ámbito de actuación de los 
municipios, cabe señalar que tras la última reforma constitucional, 
en el artículo 199, se incluye como potestad municipal la del uso 
de suelo que no se contempla en la Ley 176-07 por lo que de esta 
amnera se abría introducido una nueva atribución municipal.

interinstitucionales con las instituciones públicas o minis-
terios competentes para garantizar su participación en la 
toma de decisiones que afectan al territorio y hacer efectivo 
el ejercicio de las competencias compartidas. Sin embargo, 
la ley no establece los mecanismos destinados a guiar estas 
relaciones necesarias ni tampoco lo hacen las leyes comple-
mentarias o sectoriales que regulan los diferentes ámbitos 
reservados a las competencias compartidas repercutiendo 
negativamente en los niveles de calidad de los servicios y de 
vida de los ciudadanos.

La ley 176-07 (art. 18) define las competencias compartidas 
como aquellas competencias en cuyo ejercicio los diferen-
tes entes de la administración pública le corresponden fases 
sucesivas o concurrentes  y remite a ley de cada función es-
pecífica, a los reglamentos y a los acuerdos entre los entes 
para la definición de la responsabilidad y financiación que 
corresponde a cada nivel de gobierno. Sin embargo estas 
disposiciones, a nivel general, están por desarrollar.

Existe, por tanto, un vacío jurídico al respecto que está pre-
visto sea cubierto por un futuro reglamento de la ley. Y preci-
samente ésta ha sido una de las principales preocupaciones 
a la que ha querido dar respuesta el borrador del reglamento 
que se ha elaborado desde el Consejo Nacional de la Re-
forma del Estado (CONARE) pero que  todavía no ha sido 
aprobado45.

No obstante esta distorsión jurídica e institucional es si cabe 
mayor cuando parte del desarrollo legal e institucional de la 
administración central incide directamente sobre las mismas 
competencias propias de los ayuntamientos como es el caso 
de la regulación del tránsito y el transporte.

Así en la República Dominicana existen distintas institucio-
nes de ámbitos estatal que tienen atribuidas similares funcio-
nes a las de los ayuntamientos y que inciden de esa manera 
en la gestión municipal del tránsito y el transporte como son 
la Autoridad Metropolitana de Transporte (AMET), la Oficina 
Técnica de Transporte Terrestre (OTTT), la Dirección General 
de Tránsito Terrestre (DGTT) así como la Oficina para el Re-
ordenamiento del Tránsito (OPRET).

También existe esta duplicidad en cuanto a la competencia 
sobre la construcción de infraestructuras y equipamientos 
urbanos, pavimentación de las vías públicas urbanas, cons-
trucción y mantenimiento de caminos rurales, construcción 
y conservación de aceras, contenes y caminos vecinales. En 
este ámbito, el Ministerio de Obras Públicas y Comunicacio-
nes incide de modo directo con sus recursos y proyectos de 
construcción.

Por último cabe de as: la protección del medio ambiente y la  
promoción y gestión de viviendas. Las instituciones rectoras  
en este caso son el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos  
Humanos así como el Instituto Nacional de la Vivienda (INVI).
45	 Información obtenida a partir de la entrevista con el Sr. Juan 

Figueroa encargado de Descentralización del CONARE y el Sr. 
Horacio Medrano, consultor de Descentralización del CONARE, 
en día 9 de Abril de 2010 12:00 p.m
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Por otro lado, y siguiendo en el análisis del ámbito adminis-
trativo de la autonomía municipal, respecto a la organiza-
ción municipal, el artículo 32 de la Ley 176-07 establece las 
siguientes reglas:

a.	 Los ayuntamientos organizarán sus estructuras internas 
y los puestos correspondientes de acuerdo con sus 
necesidades y conveniencias sin otros límites que los 
establecidos en la ley.

b.	 Las leyes sectoriales podrán establecer una organización 
municipal complementaria a la prevista en esta ley.

c.	 Las que definan las instancias de control interno de la 
administración pública.

A este respecto el párrafo II de este artículo señala que la 
estructura organizativa debe estar en correspondencia y 

justificada en función de las competencias que asuma cada 
ayuntamiento.

De esta manera, en propia la Ley 176-07 existen preceptos 
tendentes a regular aspectos de la estructura interna así 
como de algunos puestos claves del personal al servicio de 
los ayuntamientos. Es el caso de los preceptos que prevén 
la creación de oficinas municipales de planificación y progra-
mación (art. 124) y de planeamiento urbano (art.126) y que 
regulan las funciones públicas mínimas de los municipios que 
tiene que ver sobre todo con las funciones de los puestos del 
área financiera (tesorero, contador, encargado de recaudacio-
nes e inspector municipal) y de control (contralor interno).
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Esta ley prevé también la creación de Unidades Ambientales 
Municipal (UAM) que tienen la finalidad, tal y como establece 
el artículo 127, de garantizar un desarrollo armónico de los 
asentamientos urbanos y la preservación de los recursos na-
turales y un medio ambiente sostenible. Sin embargo, cabe 
destacar que los ayuntamientos no son competentes en ma-
teria de protección ambiental como veíamos más arriba. Por 
lo que las capacidades de esta oficina quedan limitadas a la 
regulación de normativa, la educación ambiental y la emisión 
de opinión técnica para los estudios de impacto ambiental no 
vinculantes ya que es el Ministerio de Medio Ambiente quien 
los valida así como a la realización de recomendaciones para 
hacer cumplir la Ley General de Medio Ambiente si bien sin 
poder obligar a su cumplimiento por el mismo motivo, es el 
Ministerio quien tiene la potestad para ello.

Entre las leyes sectoriales o complementarias que inciden 
en la estructura y organización interna municipal podemos 
destacar el caso de la Ley 41-08 por la que los ayuntamien-
tos deben crear oficinas de recursos humanos (art. 13). Estas 
oficinas que se encargarán de la gestión de los asuntos re-
lacionados con el personal del ayuntamiento, sin embargo, 
quedan bajo la dependencia técnica del Ministerio de Admi-
nistración Pública de modo que actúan de enlace de ésta en 
los ayuntamientos para hacer cumplir sus políticas y regla-
mentaciones así como para someter a su aprobación algu-
nas cuestiones como los movimientos de personal (art. 14).

Siguiendo en el ámbito de los recursos humanos municipa-
les, en República Dominicana destaca como una limitante a 
la capacidad administrativa de los gobiernos locales, la falta 
de una oferta nacional publica de formación. Según la Ley 
176-07 esta necesidad debería ser cubierta por la Liga Mu-
nicipal Dominicana (LMD) como instancia pública de apoyo 
técnico y de planificación a los municipios con autonomía 
presupuestaria. Sin embargo su funcionamiento actual no 
está respondiendo adecuadamente a esta necesidad.

3.10.3 Distorsiones jurídicas e institucionales 
de la autonomía financiera

En la República Dominica los ayuntamientos tienen la facul-
tad de elaborar y aprobar sus propios presupuestos munici-
pales conforme a lo dispuesto en la Ley 176-07 así como en 
función de los requisitos establecidos en la Ley Orgánica de 
Presupuesto, de Planificación e Inversión Pública, de Conta-
bilidad Gubernamental y las instancias de control interno y 
externo de la administración pública (art. 317).

Sin embargo, una de las primeras distorsiones jurídicas en 
este principio de autonomía presupuestaria, es el estableci-
miento en la Ley 176-07 de una relación de límites respecto 
al destino de los recursos municipales. 

Estos límites siguen, según el artículo 21 de la Ley 176-07, la 
siguiente composición:

a.	 Hasta el 25% para gastos de personal, sean éstos 
relativos al personal fijo o bajo contrato temporal

b.	 Hasta el 31% para la realización de actividades y el 
funcionamiento y mantenimiento ordinario de los 
servicios municipales de su competencia que prestan a 
la comunidad

c.	 Al menos el 40% para obras de infraestructura, 
adquisición, construcción y modificación de inmuebles 
asociados a esos proyectos incluyendo gastos de 
preinversión e inversión para iniciativas de desarrollo 
económico local y social.

d.	 Un 4% dedicado a programas educativos, de género y 
salud.

A la hora de elaborar sus presupuestos, los ayuntamientos 
deben planificar el uso de los recursos en función de esta dis-
tribución sin poder sobrepasar los porcentajes de los literales 
a y b relativos a gasto de personal y servicios públicos. Ello es 
de obligado cumplimiento hasta el punto de que en el párrafo 
IV del artículo 21 se establece que la violación de este precep-
to será sancionado con penas de 2 a 5 años de prisión, con 
el pago de una indemnización de 5 a 20 salarios mínimos así 
como también la inhabilitación para el servicios público.

Por otro lado, destaca en esta distribución, la reserva de un 
porcentaje del gasto destinado a programas educativos, de 
género y salud cuando precisamente sobre estos ámbitos de 
actuación los ayuntamientos no tienen estrictamente com-
petencia y no existe una adecuada articulación con las polí-
ticas nacionales. Es por ello que en la práctica este porcen-
taje de recursos en la mayoría de ocasiones se vincula a la 
asistencia social.

La última reforma constitucional ha venido a reforzar esta 
previsión al referirse en su artículo 205 sobre la ejecución 
presupuestaria a la obligación del Distrito Nacional, de los 
municipios y de las juntas de los distritos municipales, tanto 
en la formulación como en la ejecución de sus presupuestos, 
a formular, aprobar y mantener las apropiaciones y las ero-
gaciones destinadas a cada clase de atenciones y servicios, de 
conformidad a la ley.

En cuanto a los ingresos municipales, la Ley 176-07 estable-
ce en el artículo 271 que éstos estarán constituidos por:

a.	 Los tributos establecidos a su favor en las leyes 
especiales

b.	 Los arbitrios establecidos por ordenanza municipal
c.	 Los derechos, las contribuciones o cualesquiera otros 

ingresos que se les asigne
d.	 Los ingresos procedentes de su patrimonio, rentas y 

derechos
e.	 Los tributos propios clasificados en impuestos, tasas y 

contribuciones especiales
f.	 Las participaciones en los ingresos del Estado.
g.	 Las subvenciones y situados para garantizar 

complementariamente la suficiencia financiera para las 
competencias propias, coordinadas y delegadas y la 
coinversión pública

h.	 Los percibidos en concepto de precios por la venta de 
productos y servicios

i.	 El producto de operaciones de crédito.
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Ahora bien, en la práctica, el grueso de sus ingresos pro-
viene de las participaciones en los ingresos del Estado con 
diferencia respeto al resto de tipos de ingresos46.

La garantía de los ingresos por transferencias del Gobierno 
Central, sin embargo, no está establecida a nivel constitucio-
nal. En la última reforma constitucional se tenía la expecta-
tiva de poder introducir algún tipo de garantía de este meca-
nismo en la constitución pero finalmente no se consiguió47.

Para encontrar la garantía y la regulación de los porcentajes 
de esta transferencia hay que remitirse a la Ley 166-03 sobre 
la participación de los ayuntamientos en los ingresos del Es-
tado. Esta ley dispone que para el año 2004 la participación 
de los ayuntamientos en los montos totales de los ingreso 
del Estado Dominicano será de un 8% y a partir del año 2005 
se consignará un 10% incluyendo los ingresos adicionales y 
los recargos. Estos porcentajes, sin embargo, nunca han sido 
alcanzados y en la actualidad se mantienen en un 6,7%.

Entre los motivos que explican el alto peso de las transfe-
rencias del Gobierno Central se encuentra las limitaciones 
que el marco legal tributario impone a la potestad tributaria 
municipal.

Estas limitaciones se encuentran establecidas ya en la pro-
pia Constitución de la República. Así en el artículo 200 que 
hace referencia a la potestad tributaria municipal considera 
que los ayuntamientos podrán establecer arbitrios en el ámbito 
de su demarcación que de manera expresa establezca la ley, 
siempre que los mismos no colinden con los impuestos nacio-
nales, con el comercio intermunicipal o de exportación ni con 
la Constitución o las leyes48.

Ley 176-07 del Distrito Nacional y de los Municipios, en 
concordancia con la Constitución, otorga a los ayuntamien-
tos potestad tributaria y financiera (Artículo 8, literal b). Y 
el artículo 255 relativo a su autonomía financiera especifica 
en línea con el articulado de la constitución que los ayunta-
mientos tendrán autonomía para establecer y exigir arbitrios de 
acuerdo con lo previsto en la Constitución y las leyes. Compete 
en este sentido a los ayuntamientos la gestión, recaudación  
e inspección de sus arbitrios que ejercerán su regulación 
mediante ordenanza municipal (art. 256)

Ahora bien, la Ley 176-07 recoge los mismos condicionantes 
para el ejercicio de esta potestad y añade:

 
 

46	 Fundación DEMUCA, Actualización del Estudio comparativo 
sobre las Finanzas Municipales para el desarrollo local en 
Centroamérica y la República Dominicana: Datos 2007-2008, 
Fundación DEMUCA, San José, Costa Rica, 2010 pág. 145-146.

47	 Zamora, M. y Rodríguez, C. Capitulo IX República dominicana, 
Pulso Parlamentario 2009: Análisis de la Agenda Política 
Municipal en Centroamérica y República Dominicana, Fundación 
DEMUCA, San José, Costa Rica, 2009; pág. 534

48	 Eliminación prerrogativa presidencial

a.	 No colindarán con los impuestos nacionales, con el 
comercio intermunicipal o la exportación, ni con la 
Constitución o las leyes de la República

b.	 No gravarán bienes situados, actividades desarrolladas, 
rendimientos originados ni gastos realizados fuera del 
territorio de la respectiva entidad

c.	 No gravarán, como tales, negocios actos o hechos 
celebrados o realizados fuera del territorio del 
municipio que impone el tributo, ni el ejercicio o la 
transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no 
hayan nacido ni hubieran de cumplirse en dicho 
territorio.

De este modo, para conocer adecuadamente la capacidad 
de los ayuntamientos para establecer tributos y recaudar así 
ingresos propios, debemos atender a estos condicionantes, 
sobre todo al establecido en el literal a) de la Ley 176-07 
y en la Constitución. Es precisamente, por esta vía, que se 
producen restricciones a esta potestad municipal reconocida 
puesto que en la República Dominicana el marco legal tri-
butario reconoce como impuestos nacionales una serie de 
impuestos que son de vocación municipal como son:

Impuesto a la vivienda suntuaria. Este tributo es cobrado 
por la Dirección General de Impuestos Internos (DGII).

Impuesto sobre registro de vehículos de motor (DGII)

Impuesto Operaciones Inmobiliarias (DGII)

Impuesto sobre inscripción de registro de tierra 
(Registrador de Títulos)

Por otro lado, además, recientemente la Corte Suprema de 
Justicia declaró inconstitucional, para el caso de las empre-
sas de telecomunicaciones,   el artículo 284 de la Ley 176-07 
relativo a las tasas por aprovechamientos especiales a favor 
de empresas explotadoras de servicio de suministro, cuyo 
importe según esta ley era de un 3% de los ingresos brutos. 
Por lo que también por esta vía se ha eliminado una fuente 
más de ingresos por recaudación49.

49	 Sentencia disponible en:http://www.suprema.gov.do/
novedades/sentencias/2009/Asoc_Dom_Emp_Telec_ADOMTEL.
pdf18/04/2010
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Capítulo IV

Introducción 
Los gobiernos locales, como instituciones, no son estáticos 
ni inmutables, se encuentran inmersos antes tendencias de 
reforma y evolución a partir de un amplio espectro de fac-
tores político-institucionales. De esta forma, el cambio ins-
titucional involucra, en la mayoría de los casos, una combi-
nación de grupos enfrentados sobre una forma de respuesta 
institucional (i), un diseño procedimental que determina la 
forma de manejo del conflicto político (ii) y, sobre todo, las 
preferencias de los actores en cuanto a la agenda, sus posi-
ciones sobre ella, e inclusive sobre la forma de interpretar e 
impugnar los procedimientos jurídico-institucionales (iii).

El diseño institucional de los gobiernos locales responde en-
tonces a la capacidad del cómo se visualiza la gestión muni-
cipal en la canalización de las demandas sociales, desde el 
complejo entramado del marco competencial y su capacidad 
de interacción con otras instancias público-privadas.

Sin embargo, el diseño institucional no opera al vacío, su 
construcción y decisión lleva de forma implícita una serie 
de filtros que operan sobre los actores políticos, como en las 
interacciones entre éstos y la sociedad. El sistema de filtros 
responde a un cálculo político-institucional de pesos y con-
trapesos institucionales donde se introduce la necesidad de 
estimular una mayor capacidad de decisión o, en su defecto, 
asegurar una mayor representatividad de los interlocutores, 
y con ello una mayor agregación de intereses y posiciones 
sobre la decisión pública local.

La tensión estructural entre la capacidad de decisión y la 
integración de la diversidad de intereses y posiciones pro-
duce el dilema del equilibrio institucional del gobierno lo-
cal entre la estabilidad política y la estabilidad democráti-
ca, entendiendo por la primera la capacidad de consenso o 
acuerdos mínimos entre los principales actores políticos que 
concentran la capacidad decisional y en el segundo caso la 
construcción de decisiones a partir de la representación de 
la pluralidad de los actores políticos municipales.

Tanto la estabilidad política como la democrática aseguran 
una adecuada gestión política de la administración munici-
pal –gobernabilidad municipal- pero entre una y la otra, va-
riarán los costes de transacción necesarios para articular los 
apoyos políticos suficientes para gozar de esa estabilidad. 
Así, mientras en el primer caso es más fácil la toma de deci-
siones estratégicas, su sostenibilidad más allá de un proceso 
electoral dependerá de la fluidez del sistema de partidos –re-
levos estratégicos entre actores o entre partidos políticos-, 
mientras que, por el contrario, el desarrollo de procesos ba-

sados en la estabilidad democrática despersonaliza la deci-
sión y aumenta la capacidad de legitimidad de la misma, al 
ser percibida como un consenso inter-partidario por el desa-
rrollo de la localidad. 

Para el Observatorio de Autonomía Municipal (OdAM) reco-
nocer los factores estructurales del diseño institucional que 
condicionan el ejercicio del poder y la toma de decisiones del 
gobierno municipal, constituye un aporte sustantivo para la 
asociaciones nacionales de municipios, lo cual exige com-
prender cómo la institucionalidad formal –las normas escri-
tas y formales- generan vacíos o espacios para el ejercicio 
de la institucionalidad informal –normas y patrones de rela-
cionamiento político no escritos-, realidad que, en algunas 
ocasiones, tiende a llenar los vacíos de la primera, o bien a 
sustituirla, lesionando la institucionalidad democrática. 

Asumiendo un enfoque de análisis comparado se pretende 
de-construir y re-construir un factor medular en el diseño 
estructural de los gobiernos locales de Centroamérica y Re-
pública Dominicana: “las relaciones entre el alcalde(sa) y el 
concejo municipal”. En algunos países de la región, poner so-
bre el tapete el tema de gobiernos locales divididos tiende 
a ser una cuestión trivial, dados los efectos de la ingeniería 
electoral en la conformación de las relaciones de poder a lo 
interno del Concejo municipal; en otros casos,  ello contri-
buye a una mayor comprensión de las distorsiones internas 
que afectan la capacidad de la autonomía de los gobiernos 
locales, particularmente en sus capacidades políticas. 

La relevancia analítica no se queda únicamente en aquellos 
casos de la región donde los principios -e implementación 
de los mismos- de separación o complementariedad de fun-
ciones ejecutivas y normativas municipales determinan la 
capacidad de gestión política; puesto que aún en los casos 
donde se da una integración de ambas esferas, evidencian el 
cómo el engranaje de la institucionalidad informal –princi-
palmente la disciplina partidaria- inciden y alteran la lógica 
misma del diseño institucional, minando también la capaci-
dad de la autonomía municipal.

Al integrar entonces el trinomio autonomía municipal, re-
laciones entre el alcalde(sa) y el Concejo municipal y filtros 
del diseño institucional surgen las siguientes interrogantes: 
¿Cómo el entramado institucional determina los niveles de inte-
gración o diferenciación entre las potestades y capacidades del 
alcalde(sa) y del concejo municipal? ¿Qué tipo de atenuaciones 
político-institucionales se expresan en el diseño de los sistemas 
políticos de Centroamérica y República Dominicana desde las 

Relacionamiento entre el alcalde(sa) y el concejo  
municipal en Centroamérica y República Dominicana
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competencias de la alcaldía y del concejo municipal? ¿Qué efec-
tos generan las relaciones de coordinación entre el alcalde(sa) y 
el concejo municipal en la gestión de la autonomía municipal? 

Las estructuras internas de toma de decisiones políticas, ad-
ministrativas y técnicas en las municipalidades de Centro-
américa y República Dominicana, se encuentran supeditadas 
a un marco normativo que otorga al alcalde (ea) y al concejo 
municipal, un margen de control y de participación, en oca-
siones condicionado. Los resultados de dichas potestades y 
atribuciones se manifiestan de diferentes formas en cada país, 
abriendo márgenes de discrecionalidad política que contribu-
yen o afectan al desarrollo de la autonomía municipal. 

En el primer apartado se presenta una base conceptual,  
basada en (i) el reconocimiento de las atribuciones del 
alcalde(sa), y del Concejo municipal y (ii) la capacidad de 
planificación y generación de políticas públicas locales. 
Mientras que el primero permite comprender cuál es la com-
posición interna de la relación ejecutivo-legislativa en la mu-
nicipalidad, en el segundo se precisa el enfoque de análisis 
sobre la capacidad de formulación y aprobación de los pre-
supuestos municipales, como de planes operativos anuales 
municipales y, en algunos, casos incluso la capacidad de for-
mulación de planes de inversión local. 

A partir de la anterior combinación de elementos se logran 
visualizar los costos de transacción entre los interlocutores, 
necesarios para el desarrollo de políticas públicas locales y 
cuál es el nivel de dependencia de dichos consensos hacia 
un modelo de estabilidad política o democrática, desde el 
análisis de incentivos y restricciones derivados de los proce-
dimientos políticos y administrativos para la aprobación del 
presupuesto municipal.

Si bien se puede argumentar el proceso presupuestario más 
como un aspecto financiero-administrativo que político, se 
requiere trascender de esa definición administrativa para 
ir al sentido del cómo el presupuesto municipal refleja la 
capacidad real de la voluntad política de los actores en la 
materialización de la gestión local y, por ende, el grado de 
complejidad del diseño institucional –según cantidad de fil-
tros preestablecidos- influye en el cálculo estratégico de los 
actores para el desarrollo de sus propuestas políticas.

En el segundo apartado se desagrega en la forma del cómo 
la división de poderes garantiza la representatividad política 
(i) y, a partir de esto, cómo se establecen una serie de con-
troles mutuos (ii), evitando así la concentración de poder y 
garantizando que la voluntad popular se vea reflejada en la 
composición del órgano legislativo municipal. Dado que la 
dinámica de las relaciones entre las potestades ejecutivas y 
normativas tienen diferentes matices donde la agenda po-
lítica está mediada por las estrategias de acción de los ac-
tores. Por último, el tercer apartado describe las relaciones 
del alcalde(sa) con el Concejo municipal en cada uno de los 
países.

4.1 Relacionamiento entre el alcalde(sa) y 
el concejo municipal 

Para reconocer el tema de las distorsiones jurídico-institu-
cionales que afectan el cumplimiento del principio de auto-
nomía política, es necesario reconocer los factores jurídicos 
y políticos que determinan la relación entre alcalde(sa) con 
el Concejo municipal. 

La estructura jurídica determina las potestades, atribuciones 
y restricciones que condicionan el desempeño de los gobier-
nos locales en cuanto a la efectividad de su plan de gobier-
no y la toma de decisiones. Resulta importante mencionar 
que a nivel local, sin excepción, tanto el alcalde(sa) como 
el concejo municipal se eligen de forma democrática por la 
ciudadanía en la región. 

A efectos de comprender las implicaciones político-institu-
cionales en las relaciones entre el alcalde(sa) y el Conce-
jo municipal, se requiere identificar en un primer nivel el 
contexto electoral que influye en dichas relaciones (a), y 
en un segundo nivel la función político-administrativa del 
alcalde(sa) y el Concejo municipal (b).

(a)	Contexto electoral que influye en las relaciones 
entre el alcalde(sa) y el Concejo municipal 

Si bien los niveles de representación política50 son diferen-
tes en cada contexto, el principio básico de la democracia 
representativa se manifiesta en un proceso de participación 
ciudadana para la elección de las autoridades locales. En al-
gunos países las elecciones se dan de forma separadas y en 
otras son unificadas (ver cuadro N° 4.1) 

Es importante señalar que elecciones separadas no necesa-
riamente inhiben el efecto arrastre, puesto que la legitimidad 
obtenida por un partido político en una elección nacional 
puede generar resultados favorables para este partido a nivel  
municipal, inclusive cuando las dos elecciones están separa-
das en el tiempo.

La simultaneidad de las elecciones presidenciales y legisla-
tivas, y de las elecciones de alcaldes(as) y de concejales no 
constituye una garantía para la efectividad porque existe la 
posibilidad del voto cruzado, lo cual es frecuente. No obstan-
te, la simultaneidad de las elecciones puede constituir un in-
centivo fuerte para la emergencia de mayorías coherentes.

La separación (parcial) de las elecciones podría justificarse 
argumentado que esto aumenta la representatividad y la  
 
 
50	 Juan Carlos Monedero (Monedero, cit Cotta, 1985) define la 

representación política como: el acto mediante el cual un 
representante actúa en nombre de un representado para la 
satisfacción al menos en teoría, de los intereses de este. Los 
actos del representante obligan  al representado, pero éste tiene 
la posibilidad de controlar y exigir responsabilidades al 
gobernante a través de mecanismos electorales 
institucionalizados.
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participación de partidos pequeños. Elecciones legislativas o 
municipales en medio del período presidencial pueden venir 
a “castigar” o “recompensar” la gestión del Poder Ejecutivo. 
Al mismo tiempo, si el partido del presidente pierde muchos 
escaños legislativos o el apoyo de muchos municipios, ello  
puede generar problemas de gobernabilidad –crisis institu-
cionales– reduciendo considerablemente la efectividad (BID 
2006).

* 	 En Honduras se cuenta con un calendario electoral uniforme 
para elegir al Presidente de la República, vicepresidente, 
diputados al parlamento centroamericano y miembros del 
congreso, y los miembros de la Corporación municipal, donde se 
incluye el alcalde(sa). 	

** 	 En El Salvador el proceso electoral para elegir al Presidente y al 
vicepresidente de la República se realiza cada cinco años. Las 
elecciones para diputados y miembros de los concejos municipales 
se desarrollan cada tres años; pero en períodos distintos.

***	En Costa Rica, se llevan a cabo los siguientes tipos de elecciones: 
a. Presidenciales, las cuales se realizan cada cuatro años el 
primer domingo de febrero. b) Legislativas, que se realizan 
conjuntamente con las elecciones presidenciales. c) De Concejos 
Municipales, realizadas conjuntamente con las elecciones 
presidenciales y legislativas. d) De alcaldes(as) y síndicos, que se 
efectúan el primer domingo del mes de diciembre inmediatamente 
posterior a la elección de los regidores (Art. 14  y 55 del Código 
Municipal). 

	 El martes 11 de agosto 2009, se aprobó en la Asamblea 
Legislativa, la reforma al Código Electoral, proyecto que tenía 
nueve años de haber entrado en discusión en el parlamento y la 
conjunción de intereses había impedido su aprobación y 
finalmente con el apoyo de 45 diputados la reforma pasó a ser 

una realidad. El proyecto incluye una serie de cambios integrales 
a la legislación electoral en el país, tales como la obligación de 
alternar géneros en las papeletas o la posibilidad de que los 
costarricenses que habitan en el extranjero puedan ejercer el 
voto.

	 Además se estableció que las elecciones para presidente, 
vicepresidentes y diputados(as) a la Asamblea Legislativa 
deberán realizarse el primer domingo de febrero del año en que 
deba producirse la renovación de estos funcionarios. Las 
elecciones municipales para elegir regidores, síndicos, alcalde(sa) 
e intendentes, miembros de concejos de distrito y de los concejos 
municipales de distrito, con sus respectivos suplentes, se 
realizarán el primer domingo de febrero dos años después de la 
elección para presidente, vicepresidentes y diputados(as) a la 
Asamblea Legislativa. (ARTÍCULO 150)

****En el caso de República Dominicana recientemente (26 de enero 
de 2010) se proclamó un nuevo texto constitucional tras la 
aprobación de su reforma por el cual las elecciones municipales 
a partir de 2016 se celebrarán en el mismo año que las 
presidenciales y las congresuales si bien separadas por un 
período de tres meses: las elecciones municipales se celebrarán 
ene le mes de febrero y las presidenciales y congresuales en el 
mes de mayo.

La intensidad del efecto arrastre hasta cierto punto depen-
de del sistema electoral empleado, es decir, que sus efectos 
suelen ser reforzados en algunos sistemas electorales. El 
efecto arrastre en los sistemas mayoritarios tiende a ser más 
marcado que en los sistemas de representación proporcional 
con circunscripciones grandes o una única circunscripción 
nacional. En los sistemas de representación proporcional 
con circunscripciones medianas o pequeñas el efecto arras-
tre tiende a ser relativamente fuerte.

En relación con las elecciones separadas, la teoría indica 
que pueden disminuir el efecto arrastre dependiendo de la 
separación en el tiempo entre las dos elecciones. Si las elec-
ciones se organizan en un período inferior a un año entre las 
elecciones nacionales y las municipales, el efecto arrastre 
será más fuerte que si hay más de un año de diferencia en-
tre ambas elecciones. Una preocupación, es que en con este 
sistema se puede aumentar el abstencionismo. 

Los datos de la región muestran que Guatemala, Honduras 
y Panamá tienen el sistema de elecciones unificadas, El 
Salvador, Nicaragua, Costa Rica51 y República Dominicana 
51	  El Código Electoral vigente en Costa Rica data desde 1952, a lo 

largo de estos años se le han hecho algunas reformas e 
interpretaciones, como la del año 2002, la Interpretación de los 
artículos 49 y 95 del Código Electoral en relación con las 
elecciones de alcaldes(as), Síndicos y Concejales de Distrito en la 
cual a partir del domingo 1° de diciembre de ese mismo año, se 
celebraría por primera vez las elecciones en todo el país para la 
designación de alcaldes(as), síndicos y miembros de Concejos de 
Distrito. En agosto del 2009, en el primer período de sesiones 
extraordinarias, la Asamblea Legislativa de la República  
de Costa Rica aprueba la reforma al Código Electoral, proyecto 
que tenía nueve años de espera y su aprobación es producto de 
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elecciones separadas. Como se puede observar en el cuadro a 
continuación, el comportamiento regional no muestra datos 
conclusivos sobre la relación entre calendario electoral y 
niveles de abstención en las elecciones municipales, ya que 
los mismos son altos en países con elección unificada como 
Guatemala, semi-unificada que es el caso de Costa Rica y 
separada como en El Salvador y República Dominicana (ver 
cuadro 4.2). 

La información del cuadro anterior evidencia que los ciu-
dadanos de la región le dan más importancia a la política 
nacional que a la local. Esto permite comprender el “efecto 
arrastre” observado en los resultados de las elecciones mu-
nicipales de la región, donde la lógica de la elección nacional 
es la que orienta las elecciones locales. 

Además, esta lógica es reforzada por las reglas electorales, ya 
que con la excepción de Costa Rica, la legislación electoral de 
la región no contempla la organización de partidos locales,  
 

un proceso de negociación entre partidos políticos, Tribunal 
Supremo de Elecciones -TSE- y el Poder Ejecutivo. Esta reforma 
introduce cambios esenciales electorales, en el tema municipal, 
se destacan el financiamiento a las elecciones municipales, 
contemplado en el Art. 91, el cual establece que el Estado 
contribuirá con un cero coma cero tres por ciento (0,03%) del PIB 
para cubrir los gastos en que incurran los partidos políticos con 
derecho a ellos por su participación en los procesos electorales 
de carácter municipal.   En el actual Código Electoral este 
financiamiento no estaba contemplado. En el Art, 150 se 
verificarán las fechas en las que se realizaran las elecciones 
municipales para elegir regidores, síndicos, alcalde(sa) e 
intendentes, miembros de concejos de distrito y de los concejos 
municipales de distrito, con sus respectivos suplentes, será el 
primer domingo de febrero dos años después de la elección para 
presidente, vicepresidentes y diputados(as) a la Asamblea 
Legislativa.  Otros puntos importantes, lo contempla el Art. 2, en 
cuanto a la obligatoriedad de alternar géneros en las papeletas 
para puestos de elección popular.

aunque en algunos países se permite la presentación de can-
didaturas independientes como en República Dominicana, 
Panamá, Honduras y Guatemala la presentación de candida-
tos por medio de los Comités Cívicos Electorales. 

Sin embargo, son los partidos políticos los principales prota-
gonistas en todos los niveles de elección, a los cuales se les 
pide tener como parte de sus estructuras una representación 
local, pero en la práctica las decisiones sobre candidaturas 
en todos los niveles de elección son controladas por las cú-
pulas nacionales del partido.

Otro elemento que afecta a las elecciones municipales, aun-
que estas se desarrollen a medio período, es que este proce-
so se acompaña por otras elecciones nacionales (El Salvador 
y República Dominicana). Por lo tanto, los partidos políticos 
toman esta situación como una prueba de fuerza para las 
próximas elecciones presidenciales. 

Ahora bien, la teoría indica que la intensidad del efecto 
arrastre dependerá de la fórmula electoral empleada. En los 
sistemas mayoritarios, el efecto arrastre tiende a ser más 
marcado que en los sistemas de representación proporcional 
con circunscripciones grandes o una única circunscripción 
nacional. En los sistemas de representación proporcional 
con circunscripciones medianas o pequeñas, el efecto arras-
tre también tiende a ser relativamente fuerte.

La región no muestra diferencias en función de la fórmula 
electoral empleada en las elecciones municipales. En el caso 
de El Salvador, se tienen elecciones municipales separadas 
pero con una fórmula electoral de mayoría simple para la 
escogencia de las autoridades municipales. Por el contrario, 
República Dominicana tiene el sistema de elección separada 
pero con el sistema de representación proporcional para la 
elección de miembros del concejo municipal y mayoría ab-
soluta para  la elección del Síndico.
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A pesar de esta diferencia en las fórmulas electorales, en 
ambos países las elecciones municipales están dominadas 
por los dos partidos políticos mayoritarios a nivel nacional, 
lo cual se explica tanto por la combinación de elecciones 
municipales y legislativas, como por el diseño del sistema de 
partidos políticos. En el caso de El Salvador, no existen parti-
dos locales, por lo tanto son los mismos partidos nacionales 
los que compiten a nivel municipal, quedando así nacionali-
zada la elección de los concejos municipales. En el caso de 
República Dominicana, si bien se permite la participación de 
grupos políticos locales en las elecciones municipales, son 
los partidos nacionales los que siguen siendo los actores 
más importantes en la competencia política local.

(b) La función político-administrativa del alcalde(sa) 
y el concejo municipal

Las figuras que toman las decisiones políticas y administra-
tivas en el ámbito municipal son: el alcalde(sa) y el conce-
jo municipal. Ambas figuras tienen la obligatoriedad de re-
presentar los intereses de la localidad, tanto desde el plano 
simbólico, a partir de planes de gobierno –que surgen de las 
estructuras partidarias-, como la representación por repro-
ducción que se manifiesta a través de una persona que, por 
sus atributos personales, crea empatía en la localidad52 (La-
porta, 1989:13153). De forma tal que la afinidad partidaria se 
constituye en un criterio fundamental en el proceso de elec-
ción de las autoridades locales. 

Partiendo de lo anterior, es claro que en términos de una 
democracia representativa, la primera parte del proceso de 
toma de decisiones inicia cuando la ciudadanía elige a sus 
autoridades locales, lo cual se traduce en una representación 
de los intereses  figurados por el gobierno local, cuyas deci-
siones deben ser afines a las demandas de la ciudadanía.

El presente análisis se ubica en ese segundo nivel, lo cual 
permite reconocer ¿cuáles son los factores que inciden, facilita 
y obstaculizan el ejercicio de las potestades para representar los 
intereses sociales, económicos, productivos, entre otros, de los 
habitantes del municipio? y ¿cuál es el grado de relacionamien-
to del alcalde(sa) con el Concejo municipal y las implicaciones 
de esto respecto a las decisiones internas?

Los niveles de coordinación internos, entendidos éstos 
como la posibilidad de llegar a acuerdos de forma efectiva 
(alcalde(sa)-concejo municipal), soluciones asertivas, capa-
cidad de solucionar conflictos, cumplir con su marco com-
petencial de forma eficiente, entre otros, son fundamentales 
para el ejercicio de un buen gobierno municipal¸ para lo cual 
el alcalde(sa) y  los miembros del concejo municipal se reco-
nocen como los portavoces del municipio.

52	 En este sentido entra en juego la intersubjetividad de la 
comunidad, con lo cual se construyen una serie de percepciones 
y afinidades ante el candidato quien personaliza las necesidades 
de una localidad, con lo cual se consolida el principio de 
identidad. 

53	 www.cervantesvirtual.com/servlet/SirveObras/0136162081346
2839088024/cuaderno6/Doxa6_06.pdf 

4.2 	 Figura del alcalde(sa) según sus atri-
buciones

En la región, la figura del alcalde(sa) tiene un rol fundamen-
tal para la toma de decisiones municipales, principalmente 
aquellas de carácter administrativo, pues se constituye como 
el actor político municipal que hace frente a la administra-
ción de los intereses locales, sus atribuciones varían en cada 
país, pero para efectos analíticos se enfocan en dos áreas 
básicas: atribuciones de carácter político y atribuciones ad-
ministrativas. 

El órgano ejecutivo municipal lo constituye el alcalde(sa) en 
conjunto con los demás funcionarios que ocupan los cargos 
de dirección municipal. (2004:45). Esta persona ejerce la au-
toridad de primero o segundo orden –según contexto- en los 
asuntos de justicia administrativa.
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Según el análisis de los marcos normativos, el alcalde(sa) 
tiene niveles de potestades distintos. Es decir, que algunos 
cuentan con mayor cantidad de potestades políticas y en 
otros casos, con mayores potestades administrativas sin ca-
pacidad de incidir efectivamente en el Concejo municipal. 

El hecho de que el alcalde(sa) cuente con más funciones 
administrativas que políticas está condicionado al tipo de 
participación del alcalde(sa) en las decisiones del concejo 
municipal (ver diagrama 4.1).

De manera que los grados de representación del alcalde(sa) 
también están condicionados a dichas atribuciones, es cla-
ro que pueden existir atribuciones opuestas en cuando a la 
capacidad de tomar decisiones del alcalde(sa) en cada uno 
de los países. 

4.3 	 El Concejo o Corporación Municipal 
y sus atribuciones 

El concejo municipal es el órgano legislativo del municipio. 
Es una institución colegiada, por tanto el conjunto de sus 
miembros constituyen un cuerpo, es la suma de todos los re-
presentantes electos (DEMUCA, 2004:65). El Concejo es una 
instancia de control del ejecutivo municipal y es la encarga-
da de fiscalizar las acciones municipales. 

En la región los concejos municipales pueden ser por resul-
tado de los filtros institucionales de carácter unipartidarios o 
pluripartidarios, aunque el comportamiento de los resulta-

dos electorales puede reflejar que no necesariamente se con-
soliden sistemas pluripartidarios –sea desde el control bipar-
tidista hasta un multipartidismo altamente fragmentado-.
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Uno de los factores que más justifica la tendencia de con-
solidar  concejos pluripartidarios es la promoción de una 
mayor transparencia y eficiencia de la gestión municipal, lo 
cual reduce el riesgo de crear resistencia ante los partidos de 
oposición, reduce las probabilidades de clientelismo políti-
co o las represarías contra personal municipal por razones 
políticas, permite también dar mayor continuidad a la pro-
yección y planificación del municipio para el desarrollo local 
óptimo, así como un mayor control interno para evitar el uso 
discrecional de los recursos municipales. Las atribuciones 
del concejo municipal se pueden clasificar en aquellas de 
carácter político, administrativo, de naturaleza financiera y 
legislativa. 

4.4	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el Concejo municipal 

Para determinar dicho grado de relacionamiento se deter-
minan tres niveles de análisis (a) grado de participación del 
alcalde(sa) en el proceso de toma de decisiones durante  
 

las sesiones del concejo municipal, (b) relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal según quién preside 
y (c) funciones del alcalde(sa) según su vinculación con el 
concejo municipal. En cada criterio se establece una valora-
ción que va de alto, medio y bajo.

Con relación al grado de participación del alcalde(sa) en el pro-
ceso de toma de decisiones durante las sesiones del concejo 
municipal  se establece la siguientes categorías: (i) alcalde(sa) 
con voz y voto en el concejo municipal, (ii) alcalde(sa) con 
voz, pero sin voto en el concejo municipal, (iii) alcalde(sa) 
sin voz y sin voto en el concejo municipal.

La participación del alcalde(sa) respecto al proceso de toma 
de decisiones, está estrechamente vinculado con el hecho de 
que en algunos países quien preside el concejo municipal es 
el alcalde(sa)  y otras ocasiones es presidido por la figura del 
el presidente del Concejo municipal.

Respecto a la figura que preside el Concejo, se establecen los 
siguientes aspectos necesarios para el análisis: 
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Para comprender el grado de relacionamiento del alcalde(sa) 
con el concejo municipal un aspecto importante es la forma 
cómo la relación del alcalde(sa) con el concejo municipal 
determina las funciones del mismo, ya sea como ejecutor, 
administrador o cómo figura con poder de veto. 

Los principales efectos teóricos de las relaciones de poder 
cuando el alcalde(sa) no preside el concejo municipal son: i) 
sumisión del alcalde(sa) hacia el concejo municipal, ii) con-
trol político limitado del alcalde(sa), iii) generación de go-
biernos municipales divididos –alcalde(sa) sin mayorías en 
el concejo municipal-.

Sumisión del alcalde(sa) al concejo municipal. El alcalde(sa) y 
el concejo municipal se distribuyen el poder municipal y ac-
túan como contra poderes uno hacia el otro; equilibrando el 
tablero político-institucional. Sin embargo, una posible dis-
función puede ocurrir cuando el concejo municipal detiene 
las funciones de tipo normativo y al alcalde(sa) sólo le co-
rresponden funciones de carácter puramente administrati-
vo. Esta distorsión tiende a estructurar una relación donde el 
alcalde(sa) se convierte en un empleado del concejo, como 
simple ejecutor de órdenes superiores.

Control político limitado del alcalde(sa). El hecho de no pre-
sidir el concejo municipal, es un gran limitante para el 
alcalde(sa). Al no presidir el concejo, se reduce considera-
blemente la capacidad de toma de decisiones del jefe del eje-
cutivo. Además, su capacidad de control político pasa a ser 

casi nula. El alcalde(sa) pierde la posibilidad de determinar 
la agenda política de la municipalidad, pues no tiene capaci-
dad de convocar a las sesiones del concejo, lo cual también 
genera una restricción política. Existe igualmente limitación 
en cuanto a los temas de la agenda, ya que algunos aspectos 
ni siquiera están vinculados con las acciones específicas del 
alcalde(sa). 

Esto no sólo afecta la autonomía del alcalde(sa), sino que, 
de forma más amplia, tiende a limitar la autonomía política 
de la municipalidad y debilitar la institucionalidad municipal 
con respecto a otras instituciones del Gobierno. El municipio 
pasa a ser gobernado por un sistema poco efectivo –con altos 
costos de transacción- y donde la representatividad política 
de la principal figura electa popularmente se ve considera-
blemente afectada, dado que no es él quien fija las políticas 
y prioridades de desarrollo del municipio. El alcalde(sa) en-
tonces, se convierte en una figura meramente administrativa 
y de ejecución de las decisiones del Concejo municipal, sin 
margen de maniobra política.

Gobiernos municipales divididos. Los gobiernos municipales 
divididos se denominan a dos posibles situaciones de con-
figuración de poder en los gobiernos locales. La primera de 
un elemento externo se refiere a la relación de gobiernos 
municipales controlados por un partido político diferente al 
que controla el Poder Ejecutivo, mientras que la dimensión 
interna sería entonces aquellos casos donde el alcalde(sa) 
no posee mayoría a lo interno del concejo municipal. 

En aquellas situaciones en las cuales el diseño institucional 
o simplemente el comportamiento político electoral arrojan 
un gobierno local en el cual el alcalde(sa) carece de mayoría 
en el concejo municipal se obliga a una lógica de coaliciones 
estructurales o coyunturales para dar estabilidad política. En 
caso contrario, bien se podrá articular también una mayoría 
de oposición con capacidad de gobernar en posición contra-
ria a la agenda política del alcalde(sa). 

Esta situación conlleva a una situación de inestabilidad po-
lítica provocada por el diseño institucional, afectando por 
consiguiente la capacidad del ejercicio de la autonomía po-
lítica del gobierno local en los asuntos territoriales, dada la  
crisis de relacionamiento político interno.

Los principales efectos teóricos de las relaciones de poder 
cuando el alcalde(sa) preside el Concejo municipal son: i) 
poder de doble voto, ii) consultas paralelas, iii) vocación par-
ticipativa.

Poder de doble voto. En algunas ocasiones cuando el 
alcalde(sa) preside el concejo municipal, éste puede tener 
el poder de doble voto en caso de empate en los procesos 
decisionales. De forma tal que el alcalde(sa) asume un papel 
protagónico, en la definición de los asuntos políticos funda-
mentales del gobierno local.

Consultas paralelas. En algunos casos, cuando existen regio-
nes autónomas o, por ejemplo, la existencia de municipios 
indígenas. El alcalde(sa) debe tomar el visto bueno y opinión 
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de sus homólogos, especialmente cuando se trata de medi-
das que pueden afectar las condiciones de vida o incluso la 
sostenibilidad ambiental. 

Vocación participativa. Dada la concentración de poder en el 
alcalde(sa), éste puede desarrollar procesos de participación 
ciudadana local que contribuyan a legitimar sus decisiones o 
la implementación de una agenda política particular. 

El caso de El Salvador se diferencia respecto a los otros paí-
ses analizados porque desarrolla un modelo de gobierno 
local unipartidario, en el cual rige el principio de representa-
ción de mayorías, es decir, el partido con mayor número de 
votos es quien obtiene la alcaldía y todos los escaños en el 
concejo municipal. La principal justificación para este mo-
delo, es que el alcalde(sa) puede tomar decisiones de forma 
más efectiva, por tanto se optimiza el principio de goberna-
bilidad, entendida como la capacidad de tomar decisiones. 

4.5 	 La capacidad de planificación y 
	 generación de políticas públicas locales
El proceso de política pública local trata de reconstruir las ló-
gicas que presiden las nuevas formas de decisión política y 
las interrelaciones que van estableciéndose entre organismos 
públicos y grupos sociales. A partir de una concepción de for-
mulación de la política pública basada en las relaciones de 
múltiples intereses, sean estos públicos o privados, se conclu-
ye que las fronteras entre lo estatal y lo no estatal son dinámi-
cas y cambiantes, pues siempre diversos colectivos sociales 
intentarán modificar o influir en el proceso integral de la po-
lítica pública. Por tanto, estas son el resultado de constantes 
y efervescentes interrelaciones e interdependencias guberna-
mentales, como de la sociedad organizada hacia éstas.

En el desarrollo de las políticas públicas locales existe una 
complejidad e interconexión entre los aparentes y reales 
problemas a ser atendidos, por lo cual se requiere no sólo 
del entendimiento del asunto en cuestión, sino de su coyun-
tura en la agenda social como en los valores e ideologías 
implicadas en el mismo.

Desde esta posición interesa analizar cómo los diversos ac-
tores influyen en el proceso de la política pública, visto desde 
una perspectiva que desafía el enfoque tradicional; esto a 
partir de la dinámica del poder y sus estructuras subyacen-
tes. Se trata entonces, de reconstruir y generar procesos de 
actuación de los poderes públicos, es decir, examinar rela-
ciones, alianzas y conflictos entre actores presentes en el 
proceso político; esclareciendo desde una visión formal e 
informal quién interviene en cada política y fase concreta y 
con qué resultados. 

Las políticas públicas locales se caracterizan por hacer men-
ción a procesos, relaciones, decisiones y resultados, sin dejar 
de lado en ninguno de sus puntos la tensión, el conflicto, los 
acuerdos y la ejecución conforme a los recursos del poder 
con que cada uno de los actores implicados directa o indirec-
tamente posee. La estructura fundamental es identificar el 

cómo hacer más efectivas las políticas públicas para resolver 
los problemas sociales y cómo hacer que una política pública 
responda al control popular. 

En la administración pública ‘sector’ representa la sumatoria 
de ejes temáticos en la acción pública y privada, los cua-
les se dividen en compartimentos que, de forma arbitraria, 
constituyen cada una de las acciones del Estado, por los cua-
les, sector no es administrable, sino gobernable. Esta visión 
de ‘sector’ parte de la funcionalidad política de la acción del 
gobierno, pues se entiende de su concepción que ‘sector’ es, 
en cierta manera, una forma de organización política del Es-
tado por temas o áreas de políticas que le permitan tener una 
división clara de la acción social. 

El concepto de ‘intersectorialidad’ hace referencia al modelo 
organizativo donde hay una convergencia de esfuerzos de 
diferentes sectores gubernamentales y no gubernamentales 
para producir políticas integrales e integradas que ofrezcan 
respuestas a las necesidades generales. Por tanto, la aplica-
ción de dicho modelo implica tres elementos básicos y es-
tratégicos: a) integración,  b) inclusión y c) mancomunidad 
–dado que la intersectorialidad supone compartir recursos, 
responsabilidades y acciones y, por lo tanto, necesariamente 
interpela a la solidaridad del poder–.

4.6 Proceso de la política pública 
En lugar de interrogarse sobre las consecuencias de las es-
tructuras institucionales sobre las políticas públicas, es pre-
ciso invertir la pregunta e interesarse por la manera que las 
políticas aprobadas e implementadas por el gobierno central 
reflejan la distribución del poder y de las funciones en éste; 
así como sus relaciones de coordinación con las políticas 
públicas adoptadas por los gobiernos locales.

De modo que las políticas públicas sean un medio para des-
cribir el comportamiento institucional y cómo sus variacio-
nes pueden ser atribuidas a las estructuras mismas. Agregan 
los autores que las políticas se convierten en un análogo de 
las instituciones, más que en un conjunto de decisiones más 
o menos, eficientes, efectivas o racionales.

Desde el análisis elaborado por Charles Lindblom (1991) se 
identifica el cómo los diversos actores influyen en el proce-
so de formulación de las políticas públicas, visto desde una 
perspectiva que desafía, lo que el autor denomina el enfoque 
tradicional54; esto a partir de la dinámica del poder y sus es-
tructuras subyacentes. Para él, se trata entonces de recons-
truir procesos de actuación de los poderes públicos, es decir,  
examinar relaciones, alianzas y conflictos entre actores pre-
sentes en el proceso político.

Los actores no son, por tanto, observados o analizados a 
partir de consideraciones genéricas sobre sus lógicas de 
54	 Definido como el método popular que consiste en separar la 

elaboración de las políticas públicas en sus distintas fases y 
después analizar cada una de ellas, aunque Lindblom también 
aclara que en el proceso las fases se obscurecen y se entrecruzan 
unas con otras, y que no existe una secuencialidad o linealidad 
en el proceso de elaboración de Políticas Públicas (Lindblom 
1991, p. 11).
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actuación o su pertenencia formal a tal o cual corriente, ten-
dencia o posición social, sino en relación a su concreta ac-
tuación en el desarrollo y materialización de un programa de 
acción determinado (Lindblom 1991, p. 7). 

De esta forma las políticas públicas se caracterizan por hacer 
mención a procesos, relaciones, decisiones y resultados, sin 
dejar de lado en ninguno de sus puntos la tensión, el conflic-
to, los acuerdos y la ejecución conforme a los recursos del 
poder con que cada uno de los actores implicados directa o 
indirectamente cuenta. 

Desde un enfoque diferente, Meny & Thoening (1992, p. 261) 
argumentan que la esfera pública y estatal se ha instalado 
en todas partes, de forma tal que la mayoría de las acciones 
de la sociedad civil, pasan directa o indirectamente por la 
acción estatal, reflejada a través de las políticas públicas. Los 
autores indican que el análisis de las políticas públicas cons-
tituyen otra forma de aproximación al problema del poder, 
dado que toda sociedad política está organizada a través de 
procedimientos, de jerarquías y de instituciones más o me-
nos formales.

Desde la perspectiva de Joan Subirats (1992, p. 21) se trata de 
reconstruir las lógicas que presiden de las nuevas formas de 
decisión política y las interrelaciones que van establecién-
dose entre organismos públicos y grupos sociales. El Estado 
se ha ido convirtiendo, entonces, en un actor social más, si 
bien dotado de una dimensión específica y con unos medios 
y técnicas de acción muy especiales, que le relacionan con 
el resto de los protagonistas sociales en la arena de la toma 
de decisiones.

Es así como Subirats (1992, p. 42) indica que este nuevo 
punto de partida implica reconstruir una serie de acciones 
u operaciones que conducen a la definición de un problema 
y al intento por resolverlo. Un problema entendido como la 
insatisfacción relativa a una demanda, una necesidad o una 
oportunidad de intervención pública. 

Desde el análisis de estas tres perspectivas analíticas (Lin-
dblom 1991, Subirats 1992, y Meny & Thoening 1992) se 
identifican cinco fases esenciales del proceso de la política 
pública: (a) planteamiento del problema, (b) formulación de 
políticas públicas, (c) el proceso de decisión, (d) el proceso 
de implementación y (e) el proceso de evaluación.

Para Lindblom (1992) la evaluación de las políticas públicas 
es difícil y sin conclusiones. Esto no quiere decir que no sea 
posible sacar conclusiones de evaluaciones específicas de 
políticas públicas o de etapas concretas de su elaboración. 
Sin embargo, la clarificación de los hechos fundamentales 
sobre la elaboración de políticas públicas es una tarea que 
precede a la evaluación. 

Para Subirats (1992, pp. 145 - 146) existen tres tipos básicos 
de evaluación: determinación de necesidades – su preocupa-
ción esencial se dirige al descubrimiento de las debilidades 
o los espacios problemáticos del planteamiento del progra-
ma, de tal manera que puede mejorarse en futuros ajustes 
–, evaluación formativa o correctiva – pretende analizar el 
funcionamiento real del programa y de todas las labores 

conectadas con el mismo, localizando los puntos críticos y 
favoreciendo una vía de mejora –, evaluación de balance o 
conclusiva – su objetivo es recoger información sobre los re-
sultados finales del programa y facilitar así un juicio de valor 
global del mismo –.

Los motivos que pueden llevar a promover una determinada 
evaluación pueden derivar de necesidades en la formulación 
de nuevas políticas, o bien, para asegurar que un programa 
se implemente de la manera más efectiva posible. Por otra 
parte, se puede dar también cuando la evaluación busca de-
terminar la efectividad de un programa para comprender la 
viabilidad de su continuidad, modificación o caducidad. 

Paralelamente, la evaluación puede estar motivada por razo-
nes que buscan comprender a través de sus resultados nue-
vos cursos de acción o cambios de actuación, o buscar una 
capacidad para influenciar en la manera de pensar en los 
problemas y temas planteados sin que de los resultados se 
derive una inmediata acción o cambio. Adicionalmente, se 
podría estar ante una finalidad persuasiva de la evaluación 
como instrumento para otorgar argumentos las posiciones 
de ataque o defensa con relación a un cierto punto del pro-
grama u organismo ejecutor (Subirats 1992, pp. 155 – 156).

Por tanto, el proceso de políticas públicas tiende a ser una 
dinámica en donde convergen múltiples intereses y visiones 
ideológicas sobre qué decisiones y acciones se han de tomar 
para promover el interés general. De ahí que no es de extra-
ñar que en dichas dinámicas el conflicto sea un elemento in-
trínseco, siendo en muchos casos un factor importante para 
la inclusión de las múltiples visiones reflejadas en fórmulas 
de atenuación capaces de articular el consenso. 

Sin embargo, es también en el proceso de las políticas públi-
cas donde se dan situaciones de antagonismo parcial o total, 
creándose así, una relación manifiesta o latente de incom-
patibilidad por recursos limitados o simple cálculo político, 
donde convergen intereses, posiciones y acciones percibidas 
como mutuamente excluyentes y con una fuerte carga ideo-
lógica – y de agendas subyacentes –, lo cual responde a ele-
mentos, motivaciones y presiones de carácter propio, de un 
grupo representado, o de terceras partes que inciden directa 
o indirectamente en el proceso.

4.6.1 	 Proceso de formulación y aprobación 
de los presupuestos municipales y los 
planes de inversión anual

El presupuesto municipal faculta la adecuada comprensión 
de si las prioridades de los gobiernos locales vertidas en sus 
políticas públicas y respectivas acciones son lo suficiente-
mente respaldadas con los recursos económicos para su 
cumplimiento.

La capacidad de gestión presupuestaria del alcalde(sa) como 
del concejo municipal depende de una cultura de apertura 
de información, conocimiento en la materia, rigor analítico, 
visión estratégica y capacidad de articulación.
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Apertura de información: el principal desafío existente es la 
obtención de la información necesaria para poder realizar el 
análisis presupuestario; dichos insumos en ocasiones son de 
dominio público, pero de una complejidad técnica que difi-
culta su identificación, obtención, comprensión y sistemati-
zación por parte de los tomadores de decisión.

Conocimiento en la materia: dado el amplio universo temáti-
co que se contempla en la formulación presupuestaria, se re-
quiere de la capacidad de focalizar el objeto de priorización 
pública en una combinación de factores jurídicos y presu-
puestarios. Ante el desconocimiento o falta de capacidades, 
el resultado final es la delegación hacia otros actores políti-
cos o bien hacia el personal técnico institucional.

Rigor analítico: el análisis presupuestario descansa principal-
mente en la capacidad de desarrollar credibilidad sobre los 
resultados obtenidos, la cual se logra por el uso instrumen-
tal, sistematizado y lógico de herramientas que permitan 
llegar a conclusiones veraces, fidedignas, de forma lógica y 
congruente, sobre los argumentos positivos o negativos de 
una gestión municipal particular. 

Visión estratégica: el desarrollo de análisis presupuestario 
requiere de una fuerte inversión de tiempo, premiando una 
adecuada combinación de factores medulares: la “oportu-
nidad política” y  de “solidez y veracidad probada”, puesto 
que en ciertas coyunturas el conflicto entre actores políticos 
pueden verse tentado a preferir el primero en detrimento del 
segundo, lo cual conlleva al peligro de la deslegitimación.

Capacidad de vinculación y de articulación: el trabajo presu-
puestario como instrumento para fortalecer las labores po-
líticas del municipio, requiere ir acompañado de procesos 
conjuntos entre diversas instituciones, es decir, una sumato-

ria de esfuerzos y logros que permitan realizar contribucio-
nes significativas en la consolidación de respuestas focaliza-
das que combinen los apoyos del gobierno local, con los del 
gobierno central.

El presupuesto municipal y los planes anuales operativos son 
los instrumentos de gestión más importantes del municipio. 
Dichos planes operativos deben contener tanto los gastos in-
ternos en los que recurre la institución, como la proyección 
presupuestaria para dar respuesta a necesidades y proyectos 
locales. Estos planes operativos deben adecuarse a la capaci-
dad financiera real de la municipalidad. En algunos países la 
planificación presupuestaria toma en cuenta el criterio de la 
ciudadanía a partir de un proceso de participación ciudadana. 

El que formula el presupuesto municipal y los planes anuales 
operativos (POAS) es el alcalde(sa), quien tiene que pasar di-
chos planes ante el concejo municipal, y éste revisa y aprue-
ba la propuesta, previo a enviarlo a la institución de gobierno 
central que se encarga de revisarlo y aprobarlo, antes de ser 
enviado nuevamente a la municipalidad (ver diagrama 4.2).

El proceso presupuestario municipal en términos regionales 
se basa en la fase de elaboración, negociación, aprobación,  
ejercicio del gasto y fiscalización55. En la elaboración se 

55	 “Inicialmente, el presupuesto se concibió solamente como un plan 
financiero anual de carácter legal a través del cual se establecía la 
distribución de los recursos públicos para el logro de ciertos 
objetivos. Posteriormente, con el desarrollo del Estado de Bienestar 
y el incremento de las actividades gubernamentales y del gasto 
público, se empezó a reconocer la importancia económica del 
presupuesto, por lo que se le empezó a ver como un mecanismo 
fundamental de gestión macroeconómica y planificación. En años 
más recientes, se ha vuelto a redescubrir la función política del 
presupuesto, ya que es un instrumento por medio del cual se puede 
controlar el uso de recursos públicos por parte del Poder Ejecutivo; 
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Diagrama N°. 4.2

Procedimiento simplificado para la presentación de presupuestos municipales: 
modelo vigente en Centroamérica y República Dominicana  

Fuente: Elaboración propia
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establecen prioridades, estrategias para atenderlas, y recursos 
específicos en función del objetivo que debe cumplirse. Es la 
etapa que suele dejarse principalmente a los técnicos, y sin 
embargo es la políticamente más sensible.

La negociación es la fase con mayor posibilidad de inciden-
cia, en función de la visibilidad del proceso, la facilidad de 
acceso a quienes toman decisiones y la posibilidad de ejer-
cer presión para empoderar una agenda de desarrollo en es-
pecífico. La fase de aprobación, determinada por el marco 
jurídico, es el proceso en el cual la deliberación y la negocia-
ción toman forma y se adoptan las decisiones presupuesta-
rias vinculantes.

El ejercicio del gasto constituye la fase de implementación 
del proceso presupuestario según las planificaciones anuales 
y estratégicas ya desarrolladas.

La fiscalización es la fase de control sobre la ejecución pre-
supuestaria realizada, en la cual el acceso a la información 
es indispensable para comprender sus resultados, particu-
larmente, en qué se gastó y exigir claras explicaciones del 
porqué se gastó en los diversos destinos contemplados.

La tendencia regional a nivel de la formulación de los presu-
puestos municipales, denota como se presenta en el Diagra-
ma No 4.2 que la responsabilidad de la formulación recae en 
el alcalde(sa) y en su equipo técnico, siendo el concejo muni-
cipal quien aprueba. No obstante, la praxis institucional evi-
dencia una especie de aprobación de segundo nivel cuando 
el presupuesto formulado y aprobado por el gobierno local 
requiere un segundo control político o técnico, ya sea por la 
necesidad de ser ratificado por la Asamblea Legislativa, o bien 
una revisión que si bien requiere ser de procedimiento y lega-
lidad tiende también a entrometerse en los temas propios de 
las estrategias de desarrollo local, tal es el caso de algunas de 
las Contralorías Generales de la República en la región.

Los arreglos institucionales en torno al presupuesto varían 
sustancialmente de país a país, dependiendo de las carac-
terísticas de su régimen político y en particular de la forma 
en que se estructure el balance de poderes entre el gobierno 
central y el gobierno local.

4.7 Tendencias regionales
El análisis de la institucionalidad político en las relaciones 
entre el alcalde(sa) y concejo municipal si bien determina 
la capacidad de respuesta de los gobiernos locales, no se 
puede dejar de lado que toma vida a partir de los intereses y 
visiones ideológicas de los actores políticos. 

así como poner un límite legal al poder de los gobernantes. En la 
medida en que el Estado obtiene sus ingresos con base en el poder 
legal para recaudar impuestos, es necesario crear un mecanismo 
legal que autorice la distribución de dichos recursos y sirva de base 
para la fiscalización de su utilización” En: V Pallavicini 2003 
“Proceso presupuestario: una arena de participación de la 
sociedad civil en la construcción democrática”, Fundación Arias 
para la Paz y el Progreso Humano

Desde esta perspectiva, los gobiernos locales como institu-
ciones políticas constituyen los determinantes estructurales 
de las preferencias individuales y colectivas, generando las 
reglas de interacción política y social para canalizar de la 
forma más adecuada las necesidades de la sociedad en el 
espacio local. 

Las instituciones conforman las estrategias de los actores y 
éstas, en su interacción, producen resultados colectivos. Por 
tanto, los gobiernos locales como instituciones proveen in-
formación, oportunidades, incentivos y restricciones tanto a 
los ciudadanos  como a los líderes para la elección de ciertas 
estrategias de desarrollo local, y sólo cabe explicar los re-
sultados colectivos a través de las decisiones asumidas por 
los actores, e influenciadas por un marco histórico–cultural, 
donde sus relaciones con el gobierno central determinan los 
procesos y resultados.

Es así como la elección y supervivencia de la instituciona-
lidad municipal depende de su desempeño en la provisión 
de los bienes públicos y en la reproducción de los costes de 
transacción, así como de la vía por la que han sido elegidas, 
incluido el papel de pequeños acontecimientos y de la suerte 
en la obtención de adhesiones. Una vez que las instituciones 
existen, establecen parámetros para la acción, pero también 
pueden autoreforzarse y dificultar su sustitución mediante 
los efectos de los incentivos que comportan. 

Incluso ciertas instituciones que producen resultados inefi-
cientes pueden sobrevivir como consecuencia del aprendi-
zaje de los actores mediante el uso, su adaptación a las regu-
laridades institucionales y los costes de su sustitución.

El concepto de “equilibrio inducido institucionalmente” utili-
zado por Kenneth Shepsle, expone que las estrategias de los 
actores y sus interacciones en un escenario social pluralista 
pueden producir elecciones sociales estables, aunque a ve-
ces no deseadas o ineficientes, gracias al papel de las institu-
ciones. Por tanto, la estabilidad es un resultado de los costes 
impuestos a ciertas estrategias y de los mecanismos de agre-
gación establecidos por las reglas institucionales. Situación 
que tiende a ser mayor y necesaria cuando el alcalde(sa) no 
preside el concejo municipal.

La calidad democrática local del sistema político descansa 
en su capacidad para promover y consolidar el diseño de 
un conjunto de reglas y principios adecuados, a través de 
los cuales se determina el cómo y el quién participa en la 
adopción de las decisiones públicas, y de igual manera los 
marcos para la manifestación de las interacciones públicas y 
privadas que dotan de carácter identitario a los tejidos socio-
políticos existentes. Esta realidad está consignada no sólo en 
los marcos competenciales, sino también en la capacidad de 
los actores por respetar e interactuar políticamente sobre el 
sustento de la institucionalidad formal.

Es así como estas reglas de juego deben ajustarse continua-
mente a los factores endógenos y exógenos, para determinar 
la aplicabilidad correcta de una serie de principios elemen-
tales, garantizando las mismas oportunidades de igualdad y 
equidad de participación en la vida pública.
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A efectos de comprender las tendencias regionales en las 
relaciones entre el alcalde(sa) y el concejo municipal se pro-
cede en primera instancia a establecer un posicionamiento 
conceptual sobre la gobernabilidad y gobernanza local con 
el fin de identificar las dimensiones normativas y subjetivas 
que la determinan y dejar en evidencia los efectos teóricos de 
la fragilidad institucional (i), y, en un segundo nivel analítico 
analizar los rendimientos regionales en dichas relaciones a 
partir del comportamiento de los concejos pluripartidarios, 
las potestades del alcalde(sa) y del presidente del concejo 
municipal desde un ángulo comparativo regional (ii).

Finalmente, se desarrolla un análisis sobre las condiciones 
propias de cada país que determinan los filtros y atenuacio-
nes institucionales en las relaciones entre el alcalde(sa) y el 
concejo municipal (iii).

(i)	 Gobernabilidad y gobernanza local: los efectos 
de la fragilidad institucional municipal  

La capacidad de los gobiernos locales para articular políticas 
públicas territoriales demuestran realidades cada vez más 
complejas y dinámicas, independientemente si éstos se 
ubican desde una realidad económica, multicultural o 
geográfica, puesto que las reglas de juego enmarcadas en la 
institucionalidad jurídica, están cada vez más sujetas a un 
cuestionamiento continuo por parte de la realidad política 
imperante de sus respectivas sociedades.

Desafíos o simplemente escenarios que no se adaptan a los 
esquemas de las relaciones políticas de hace medio siglo 
atrás e inclusive en algunos casos de tan sólo realidades 
de hace un par de décadas; es así como el estudio del 
entramado político-institucional de los gobiernos locales 
implica una necesaria rigurosidad para entender una serie 
de fenómenos que al final de cuentas son una sumatoria 
de procesos multicausales y que requieren de la madurez 
analítica para ser visto tanto desde un enfoque diacrónico 
como sincrónico56.

La gobernabilidad inclusiva descansa en la capacidad 
de estructurar esquemas de gobierno en los cuáles las 
relaciones entre el gobierno central y el gobierno local, 
facultan una adecuada territorialización de las políticas 
públicas, contribuyendo así a la flexibilización de los diseños 
institucionales para dar respuesta oportuna, eficiente y eficaz 
a las necesidades prioritarias de la sociedad.

56	  “El buen gobierno democrático de las sociedades contemporáneas 
se hace cada vez más arduo. El cuerpo político de los países que 
gozan de una forma de gobierno dotado de legitimidad popular 
sufre hoy presiones de toda índole, que juntas, pueden producir 
efectos perversos para la democracia. Las presiones demográficas y 
migratorias, las precariedades ecológicas, las innovaciones técnicas, 
los nuevos movimientos ideológicos y sociales, las exigencias 
crecientes de los diversos sectores de la ciudadanía, entre otros 
factores, ejercen con frecuencia demandas mutuamente 
contradictorias que dificultan la tarea de gobernar, así como las más 
importante aún de gobernados a nosotros mismos” En: Xavier 
Arbós y Salvador Giner. “La Gobernabilidad. Ciudadanía y 
democracia en la encrucijada mundial”. Editorial Siglo XXI, 
Madrid – España, 1996; pg. vii.

En esta definición se destaca la necesidad de que las 
instituciones del gobierno central como del gobierno local 
gocen de una adecuada eficacia en el marco de sus acciones 
y por ende de legitimidad. La obtención de esta eficacia 
depende en gran medida de la capacidad que posean las 
estructuras gubernamentales para canalizar y dar respuesta 
de forma satisfactoria a las demandas sociales, culturales, 
económicas, productivas, entre otras, en un proceso 
caracterizado por constantes demandas que conllevan al 
surgimiento de conflictos entre la esfera política y social, los 
cuales a su vez requieren de adecuadas normas o reglas que 
permitan su conducción.

La gobernabilidad inclusiva supone que los conflictos 
derivados por las acciones colectivas deben ser resueltos 
en el marco de decisiones emanadas por la dimensión 
nacional y local del Gobierno, como de la interacción entre 
ambos, quedando prohibidas las relaciones o fórmulas 
de negociación públicas o privadas que violen o atenten 
contra los derechos fundamentales de la ciudadanía u 
otras garantías constitucionales. Sin embargo, no siempre 
los marcos competenciales que delimitan y contribuyen a 
la canalización de la acción gubernamental se encuentran 
claramente definidos, principalmente en detrimento de la 
capacidad de interlocución política de los gobiernos locales.

Un punto de partida para el análisis del modelo de autonomía 
municipal es que las actuaciones en el marco de la gestión 
pública y específicamente de la gestión municipal, no 
dependen exclusivamente de las limitaciones o restricciones 
del marco jurídico e institucional. Los actores también 
afectan e inciden en el marco institucional, ya que desde 
un enfoque neo institucional, son quienes le dan vida a las 
instituciones y, por tanto, su percepción respecto a la gestión 
pública afecta el quehacer institucional. 

La gobernabilidad local, como capacidad de canalización 
de las demandas sociales descansa en la capacidad del 
diseño político-institucional de los gobiernos locales para 
articular a diversos actores estratégicos en la definición de 
las políticas pública locales, y en donde a su vez converge un 
proceso de constante influencia determinada por las diversas 
instituciones del gobierno central.

De forma tal, que los gobiernos locales se encuentran ante una 
doble banda de tensión, una de carácter externo determinada 
por las presiones de carácter institucional –competencias 
compartidas o concurrentes– que influyen en la gestión de 
forma autónoma, y otra de carácter interno, derivada de 
la capacidad de incidencia política sobre el alcalde(sa) y el 
concejo municipal –competencias exclusivas-.

Si bien un alcalde(sa) que preside o no el concejo municipal 
no elimina la posibilidad de presión política sobre la toma de 
decisiones, si hace una apuesta hacia el tipo de equilibrios 
institucionales prediseñados por la ingeniería del Estado, es 
decir, las reglas de juego que determinan las relaciones entre 
el gobierno central y el gobierno local.

La pregunta fundamental será entonces ¿promueve el 
andamiaje jurídico-institucional la capacidad de superar las 
crisis institucionales? o bien ¿poseen los actores políticos el 
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aprendizaje cultural necesario para estructurar adecuadas 
coaliciones y modelos de interlocución que contribuyan 
a superar las crisis políticas? Ante ambas interrogantes 
sobresale entonces ¿cuáles son los niveles de tolerancia que 
la gobernanza facilita a las relaciones entre el alcalde(sa) y el 
concejo municipal?

De esa forma, se parte del concepto de gobernanza como 
aquellas características identitarias institucionales, dado un 
aprendizaje histórico –institucionalismo contextualizado-, 
que facultan los márgenes de actuación para la canalización 
de las demandas sociales en el proceso donde intervienen 
múltiples actores estratégicos, y cuya construcción de la 
legitimidad de ejercicio depende de la base y modelaje 
organizacional y competencial, para obtener los rendimientos 
esperados por parte de los gobiernos locales en un contexto 
y territorio específico.

Sin embargo, la gobernanza municipal sobrepasa la capacidad 
interna del mismo gobierno local, pues se encuentra 
profundamente entrelazada a la base constitucional y 
demás entramado jurídico que la sustenta. Por tal razón, 
la gobernanza municipal en su conjunto amplio denota la 
base jurídica e institucional que se establece como vía para 
garantizar el cumplimiento de la autonomía municipal.

Como bien se ha mencionado en capítulos anteriores, es 
claro que los modelos de autonomía municipal no suelen 
contener un programa político administrativo que tenga 
incidencia en el funcionamiento efectivo y eficiente de la 
gestión municipal. Una de las posibles razones es porque 
no existe una capacidad de generar políticas desde una 
perspectiva de la inter sectorialización; esto aunado al hecho 
de que, aun en la actualidad, los temas que atañen la gestión 
municipal no se han considerado como prioritarios ante 
estados tradicionalmente centralistas.

La vía de procedimientos por medio de los cuales se logra 
clarificar las formas cómo se aplica la política pública para 
el cumplimiento de la autonomía municipal, no es clara. Por 
tanto, muchos de los aspectos que se intentan definir desde 
los enunciados de la ley, en ocasiones más que clarificar 
pueden convertirse en un obstáculo para la ejecución de 
acciones que legitimen la autonomía municipal. Situación 
que se tiende agudizar si existen conflictos político-
institucionales en las relaciones entre el alcalde(sa) y el 
concejo municipal, y cuyas externalidades se reflejan en la 
gestión y rendimientos municipales.

Por tanto, la fragilidad institucional municipal refleja en 
última instancia, más que las deficiencias de habilidad de los 
gobernantes, los condicionamientos político-institucionales a 
los cuales se encuentran sometidos y les obliga a transitar por 
mecanismos de interacción entre quienes no necesariamente 
han sido concebidos de una forma clara y operativa tanto en 
su dimensión nacional como local, o inclusive en la relación 
entre ambas; y en donde los principios de solidaridad y 
subsidiaridad, no dejan de ser eso simples principios. 

Es así como se desprende que las reglas de juego no 
constituyen en sí mismas la razón de la insatisfacción por 
la crisis de representación democrática en el nivel local; 

siendo ellas la puerta de expresión sobre las distorsiones 
entre las preferencias de los actores políticos, así como de 
estos con las estructuras limitadas en las relaciones entre el 
gobierno central y el gobierno local y la sobre-canalización 
de demandas de la sociedad. 

Después de todo, no se puede obviar que la democracia y sus 
reglas son un proceso en constante construcción y el hecho 
de que la autonomía municipal no se alcanza solamente 
con la instauración de elecciones directas de las autoridades 
electorales, sino desde una conjugación de la voluntad y 
capacidad política que se encuentran condicionadas por 
un diseño institucional, particularmente en la capacidad de 
construcción de una visión a futuro por parte del alcalde(sa) 
y su concejo municipal.

(ii)	 Tendencias regionales en el diseño de las rela-
ciones entre el alcalde(sa) y el concejo municipal

Con el objetivo de estudiar las relaciones entre las dos 
principales instituciones municipales electas por voto 
directo –el concejo municipal y el alcalde(sa)– el abordaje 
comparado regional será en tres niveles de análisis, a saber 
i) la relación entre alcalde(sa) y concejos municipales mono 
o pluripartidarios, ii) las potestades del alcalde(sa) y iii) las 
atribuciones de quien preside el concejo municipal (vea 
cuadro 4.8)

Del Cuadro N° 4.8 se infiere el equilibrio de fuerzas, por 
país, entre concejos municipales –pluripartidarios o mono-
partidarios– y el alcalde(sa). También expresa el número y 
porcentaje de municipios en que los alcaldes (sas) cuentan 
con mayoría en el concejo municipal. Finalmente presenta si 
el alcalde(sa) preside o no el concejo. Antes de analizar las 
grandes tendencias expresas por el cuadro, serán expuestas 
las situaciones particulares a cada país. 

4.7.1 La relación entre concejo municipal y el 
alcalde(sa)

Todos los países de la región cuentan con concejos 
municipales pluripartidarios, con excepción de El Salvador. 
En este país el concejo municipal es monopartidario, o sea 
alcalde(sa) y concejales pertenecen al mismo partido. Esto 
ocurre porque “la forma de candidatura de las autoridades 
municipales es de lista cerrada y bloqueada, y la forma 
electoral utilizada es el sistema de mayoría simple (Código 
Electoral: Art. 264). Por lo tanto, el partido que obtiene 
la mayoría se lleva todos los puestos” (DEMUCA: 2009). 
Evidentemente, más allá de una gobernabilidad “perfecta”, 
esta ingeniaría electoral municipal limita considerablemente 
la representatividad de los concejos municipales. 

En Guatemala y Honduras, a pesar de que cuentan con 
concejos municipales pluripartidarios, no existen municipios 
donde el alcalde(sa) no tenga la mayoría en el concejo 
municipal. En Honduras esto se explica por el marco legal 
electoral y el sistema de partidos. El artículo 135 de la ley 
electoral determina que: 
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“Se declarará electo alcalde(sa) y vicealcalde(sa) municipal 
a los candidatos que aparezcan en la nómina de candidatos 
del partido, alianza o candidatura independiente que haya 
obtenido la mayoría de votos, restando del total de votos 
que favorecen a dicha nómina el equivalente a un cociente 
electoral municipal.

Se declarará electo como primer regidor al ciudadano que 
aparezca en la nómina favorecida con el más alto número 
de votos, después de haber restado el cociente electoral 
municipal, con el que se eligió al alcalde(sa) y al 
vicealcalde(sa). Se procederá de la misma forma, hasta 
que se complete el número de regidores que corresponde 
al municipio.”

A pesar de haber evolucionado de un sistema político bi-
partidista, a un sistema multipartidista bipolar57, la escena 
política en Honduras por ejemplo, la cual es ampliamente 
dominada por las dos grandes agrupaciones políticas (Parti-
do Nacional (PN) y el Partido Liberal (PL)); permite una cierta 
estabilidad, la cual se visualiza en que el alcalde(sa) siempre 
tiente la mayoría en los concejos municipales. Hay que re-
saltar también la importancia de elementos informales en la 
construcción de mayorías concejales. Así, muchas veces el 
alcalde(sa), a pesar de no haber obtenido la mayoría del con-
cejo en las urnas, puede conseguirla a posteriori por medio 
de negociaciones.
 
Con respecto a Guatemala, la explicación puede sorprender 
los más habituados a democracias en que dominan partidos  
 
 
57	  Ingeniería y comportamientos electorales a nivel municipal, 

DEMUCA, 2009, Cuadro 4.10, p. 164.  

estables y detentores de una ideología bien definida. En este 
país, la fórmula electoral mixta –para síndicos mayoría sim-
ple y para concejales representación proporcional– y el siste-
ma multipartidario fragmentado nos hace pensar en un sis-
tema de minorías, representativo, pero poco efectivo a nivel 
de gobernabilidad. 

Sin embargo, el cien por ciento de los gobiernos locales po-
see un alcalde(sa) con mayoría en el concejo municipal, lo 
cual contradice este primer supuesto. En verdad, esta tasa 
elevadísima de mayoría concejal por parte del alcalde(sa) se 
explica justamente por la inestabilidad del sistema partidista 
y la débil fidelidad partidaria. 

En caso de que el alcalde(sa) no logre tener la mayoría en el 
concejo, emergen las prácticas transfuguistas que, mediante 
negociaciones más o menos formales, garantizan las mayo-
rías hacia el alcalde(sa) electo. Existen casos en los cuales el 
alcalde(sa) cambia de partido a fin de garantirse una mayoría 
concejal.

Nicaragua y Panamá, a pesar de no contar con un 100% 
de alcaldes(as) con mayorías municipales, presentan cifras 
positivas para la efectividad de la gobernabilidad local. En 
Nicaragua, solamente 17,64% de los alcaldes(as) no tienen 
mayoría concejal, mientras que en Panamá el dato es de 
un 29%. La explicación para estos números expresivos en 
Nicaragua, se debe a una fuerte polarización política y una 
eficiente disciplina partidaria lo cual ocasiona prácticamente 
bancadas bipartidarias en donde el partido que ejerce la al-
caldía tiene la mayoría calificada del concejo municipal. 

En Panamá el diseño electoral para elegir a los regidores es 
original. La forma de candidatura se da por lista cerrada y 
la fórmula electoral es mayoritaria. Se eligen 5 (o más, en 
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proporción al tamaño de la población) representantes de co-
rregimientos por municipio.

Sin embargo, cada partido sólo puede presentar hasta tres 
candidatos para cada corregimiento (Art. 223 CE). Por lo tan-
to, se puede imaginar que en muchos municipios el parti-
do del candidato vencedor de la alcaldía, produce un efecto 
arrastre sobre las elecciones mayoritarias para los escaños 
del concejo municipal. De ahí, el amplio porcentaje de mu-
nicipalidades (71%) en que el alcalde(sa) tiene la mayoría del 
concejo municipal.

Costa Rica se destaca por ser un caso opuesto, donde el 94% 
de los alcaldes(as) no tienen mayoría en el concejo munici-
pal. Este porcentaje se justifica probablemente en el periodo 
de diez meses que separa las elecciones para regidores –en 
febrero– y las elecciones para alcaldes(as) –en diciembre-. 
Por tanto, es común el descontento de los electores con sus 
nuevos representantes, ante la falta de triunfos electorales 
esperados y por ende un nuevo re-alineamiento en el com-
portamiento del voto. 

De hecho, muchas veces el ciudadano espera mejorías casi 
que instantáneas al momento en que los representantes asu-
men sus puestos, sin considerar que usualmente el primer 
año de gestión ha sido planificado por el gobierno saliente. 
De ahí un incremento de la decepción ante la lentitud de re-
sultados tangibles de una nueva gestión pública local.

A esto se añade el alto índice de volatilidad del país58, el ter-
cer más importante de la región, solo de tras de Guatemala 
y Panamá. El Índice de volatilidad de Pedersen “expresa los 
cambios en las preferencias del voto ciudadano, es decir, cuales 
son las ganancias y las pérdidas de una elección a la siguiente” 
(DEMUCA, 2009). 

Entonces, se puede deducir que en Costa Rica, la ausen-
cia de mayorías en los concejos municipales por parte del 
alcalde(sa) se explica por el i) calendario electoral; la distan-
cia entre la realización de las elecciones para concejales y 
alcalde(sa) y ii) por la baja fidelidad partidaria y la importan-
cia que pueden tener nuevas agremiaciones políticas entre 
dos fechas electorales.

En República Dominicana, a pesar de que predomina un sis-
tema político bipartidista y elecciones integradas, casi dos 
tercios de los alcaldes (sas) (63%) no cuentan con mayoría.  
 
 
58	 Volatilidad Elecciones Presidenciales en Centroamérica 
	 y Rep. Dominicana

País Período Número de  
Períodos

Índice de Pedersen

Guatemala 2003-2007 1 59,09
El Salvador 2000-2003 1 5,3
Honduras 1997-2005 3 6,68
Costa Rica 2002-2006 1 36,00
Panamá 1999-2004 2 43,11

República  
Dominicana

1978-2000 6 21.2

Fuente: DEMUCA, 2009

La explicación posible es la fórmula electoral proporcional 
para la elección del concejo municipal. 

Según el estudio de Morgan (2009), solamente 35,5% de la 
población dominicana confía en los partidos políticos, por 
debajo de otras instituciones como la policía (45,5%) o el sis-
tema de justicia (50,1%).

En resumen, se registran dos grandes tendencias en lo que 
concierne la relación entre el alcalde(sa) y los concejos mu-
nicipales. Por un lado; Guatemala, El Salvador, Honduras 
y Nicaragua, países donde el alcalde(sa) preside el concejo 
municipal. Por el otro, Costa Rica, Panamá y República Do-
minicana, países donde el alcalde(sa) no preside el concejo. 

Notese una inclinación común entre el primer grupo. Cuan-
do el alcalde(sa) preside el concejo municipal, este tiene la 
mayoría integral de los concejos municipales en tres países 
(Guatemala, El Salvador, Honduras) y en Nicaragua donde 
los alcaldes (sas) tienen mayoría concejal en más de 80% de 
los municipios. 

Por el contrario, se verifica entre los países donde el 
alcalde(sa) no preside el concejo que es  en más de la mitad 
de las municipalidades en las cuales el alcalde(sa) no cuenta 
con la mayoría concejal, ejemplo de esto se da en República 
Dominicana (63%) y Costa Rica (94%). 

Panamá emerge entonces como una excepción a la regla. A 
pesar de que el alcalde(sa) no preside el concejo municipal, 
éste tiene la mayoría en gran parte de los municipios del país. 
No obstante, se debe recalcar que entre los países en los 
cuales los alcaldes (sas) tienen mayoría concejal en más de 
la mitad de los municipios, Panamá tiene la tasa más baja.

¿Por qué en los países donde el alcalde(sa) preside el concejo 
municipal, éste tiende a tener la mayoría en el órgano 
deliberativo? Plantear la pregunta de esta manera no 
permitiría identificar las verdaderas variables que explican 
la alta gobernabilidad de municipios donde el alcalde(sa) 
preside el concejo; pues en realidad, la razón no se da en 
el hecho de que el alcalde(sa) sea quien preside el concejo y 
por ende obtenga su mayoría. 

Al contrario, la explicación es más factible en las 
características de la ingeniería electoral municipal de cada 
país. Por ello surge la interrogante ¿qué rasgos comunes 
tienen entonces los diseños electorales de estos países?
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Con la intensión de buscar características similares en cada 
uno de los dos grupos planteados, se pretende comparar dos 
variables de la ingeniaría electoral que posiblemente influyen 
en tendencias de homogeneidad partidaria entre alcalde(sa) 
y concejo municipal. Estas variables son sistema de partidos 
y formula electoral para el concejo municipal.

En el marco del estudio de partidos políticos, se trata enton-
ces de un enfoque morfológico, o sea, “deposita su atención 
en el número de partidos que tiene poder relevante en el siste-
ma político”. Por poder relevante, se entiende la capacidad 
del partido de formar mayorías para la toma de decisiones.

El sistema de partidos es el resultado de la interrelación de 
partidos que compiten por el poder político y el ejercicio de 
la administración (Bunge, 1999). Inicialmente teorizado por 
Duverger (1957), la clasificación de sistema de partidos fue 
profundizada por Sartori (2005). Así, basado en el Índice La-
akso-Taagepera, el autor italiano propone una taxonomía de 
siete clases de sistemas de partido (ver cuadro 4.9). 

El Índice Laakso-Taagepera calcula el Numero Efectivo de 
Partidos (NEP),  mide el nivel de fragmentación del sistema 
de partidos a partir de los escaños obtenidos por los parti-
dos políticos. En otras palabras, “es un indicador que mide 
el número de partidos que dentro de un órgano legislativo –las 
asambleas parlamentarias o los concejos municipales– tienen 
capacidad efectiva de tomar decisiones” (DEMUCA, 2009).

Cuando se habla de fórmula electoral, se hace referencia al 
modelo de elección, es decir el mecanismo a través del cual 
se transforman los votos en escaños. Se distinguen general-
mente dos grandes categorías de sistemas electorales: a) los 
sistemas electorales mayoritarios y b) los sistemas electora-
les de representación proporcional.

Los sistemas electorales mayoritarios son los que asignan 
escaños en cada circunscripción al candidato con mayor 
o menor número de votos. El efecto teórico inmediato de 
este tipo de sistema electoral es que tiende a favorecer a los 
partidos más grandes en detrimento de los partidos más pe-
queños. En los sistemas de representación proporcional los 
escaños se reparten de acuerdo con el porcentaje de votos 
obtenidos por cada partido.

También cabe mencionar a los sistemas mixtos, que corres-
ponden a los sistemas en los cuales los electores tienen dos 
votos, uno atribuyéndose según una fórmula proporcional y 
otra en una circunscripción uninominal.

Los supuestos son: i) la fórmula electoral mayoritaria propi-
cia a que el alcalde(sa) tenga mayorías concejales, el opuesto 
es válido para la fórmula electoral proporcional y ii) sistemas 
bipartidarios o de multipartidismo bipolar igualmente tienden 
a construir concejos municipales aliñados con el alcalde(sa), 
mientras que cuanto más partidos menos probable que el 
alcalde(sa) tenga mayoría concejal (ver cuadro 4.10). 

Por representación se entiende el “sistema electoral en el 
cual los grupos políticos ocupan escaños en una proporción 
prácticamente igual al porcentaje de votos obtenidos, situación 
ideal y teórica en la cual ningún partido está sub- o sobre-re-
presentando y donde inclusive partidos muy pequeños tienen 
representación”(DEMUCA,2009). Este efecto teórico se asocia 
generalmente a sistemas electorales de tipo proporcional.

Mientras que un sistema electoral que promueve la efectivi-
dad implica una asamblea o concejo donde las fuerzas están 
concentradas facultando un alto grado de gobernabilidad. 
Los sistemas electorales de tipo mayoritario tienden a gene-
rar este efecto.

Al observar el cuadro, se infiere que la forma electoral para 
la elección del concejo municipal tiende a ser determinante 
en la formación de mayorías favorables al alcalde(sa). Los 
países ubicados a la derecha del cuadro, y que por lo tan-
to tienen formulas electorales mayoritarias o mixtas, son 
ejemplo de cuándo el concejo municipal se inclina a ser del 
mismo partido/coalición del alcalde(sa). Por el contrario, los 
dos países –Costa Rica y República Dominicana- donde el 
alcalde(sa) generalmente no tiene mayoría concejal cuentan 
con modelo de elección proporcional.

No obstante, el sistema de partidos no parece ser una va-
riable determinante. El supuesto de que cuanto más parti-
dos, menos probable es que el alcalde(sa) tenga mayoría 
municipal, no se verifica. Guatemala, Panamá y El Salvador 
tienen sistemas multipartidarios fragmentados o altamente 
fragmentados y sin embargo, sus alcaldes (sas), en general, 
cuentan con mayorías concejales. En cambio, República Do-
minicana posee un sistema multipartidista bipolar – Hondu-
ras y Nicaragua–, con menos partidos relevantes entonces, 
pero aún así no faculta un número expresivo de alcaldías 
con mayoría concejal.
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Es interesante observar como el país con menor porcentaje, 
los cuales el alcalde(sa) no detiene mayoría municipal –Cos-
ta Rica– se adecúa perfectamente a los dos supuestos. Ubi-
cándose encima y en la extrema izquierda del cuadro, dicho 
país tiene un sistema multipartidario altamente fragmentado 
y su fórmula electoral es proporcional.

Sin embargo, hay que admitir que  el anterior cuadro pre-
senta una limitante importante, pues reduce su análisis a 
rasgos formales de la ingeniería electoral, aunque se sabe 
que, en muchas situaciones, son elementos informales los 
que determinan la construcción de bancadas políticas, par-
ticularmente la influencia de los partidos políticos en la se-
lección de sus candidatos y los patrones de cultura política 
(ver cuadro 4.11).

El Cuadro No 4.11 verifica las potestades del alcalde(sa) por 
cada país de la región. Antes de extraer una comparación 
regional del cuadro, se presentarán algunas constataciones 
generales. 

Potestades comunes de los alcaldes (sas) de la región. Indepen-
dientemente de si presiden o no el concejo municipal, los 
alcaldes (sas) de la región tienen cuatro potestades comunes 
expresadas en el cuadro. Se verifica que en todos los paí-
ses el alcalde(sa) representa a la municipalidad ante otras 

instituciones públicas y privadas (2). Además, vela por el 
cumplimiento de normativa (6), tiene derecho de voz en las 
sesiones del concejo municipal (4) y se encarga de la gestión 
administrativa del municipio (8). El alcalde(sa) siempre será 
entonces la “imagen” de la municipalidad hacia el exterior y 
el responsable por la administración  municipal (ver cuadro 
4.12).

El cuadro No 4.12 describe las atribuciones de quien preside 
el concejo municipal. Sea el alcalde(sa) o un miembro del 
concejo, el presidente del órgano legislativo municipal, éste 
tiene en todos los países la potestad de moderar las sesio-
nes, así como firmar las actas y acuerdos del concejo mu-
nicipal. Éstas son entonces las “funciones mínimas” de un 
presidente de concejo municipal.

4.8 	 Relacionamiento entre el 
	 alcalde(sa) con el concejo municipal 

en Guatemala
El municipio es la entidad más cercana al ciudadano. Es el 
mejor vínculo del Estado con la población para satisfacer las 
demandas prioritarias y básicas. En Guatemala el municipio 
es la base de la organización territorial del Estado.
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En la Constitución Política de la República y especialmente 
en el Código Municipal, se reconocen las áreas de la auto-
nomía municipal (tanto política, administrativa y financiera), 
la cual facilitan la posibilidad de crear oportunidades y pro-
porciona  desarrollo local. Para la generación de las políticas 
públicas locales se entreteje una estrecha relación del alcal-
de y el concejo municipal.

4.8.1 La figura del alcalde(sa)
 
En Guatemala el alcalde(sa) es la máxima autoridad municipal 
y como tal le corresponde dirigir la administración. Al ser jefe 
del órgano ejecutivo del gobierno municipal59 es miembro 
del Consejo Departamental de Desarrollo y el presidente del 
concejo municipal de Desarrollo.

Los Consejos de desarrollo

El sistema de consejos de desarrollo es el mecanismo de 
participación de la población dentro de la gestión pública local 
y la planificación de forma democrática y participativa en el 
territorio. Se integra por cinco niveles de organización: 

a)	 Nacional; 
b)	 Regional; 

59	  Portavoz y defensor de la comunidad ciudadana en cada una de 
las villas y ciudades de acuerdo con las leyes y costumbres 
inmemoriales, acordes con el bien común, es un oficio 
municipal.

c)	 Departamental; 
d)	 Municipal; 
e)	 Comunitario. 

Las funciones del sistema es brindarle soporte al 
funcionamiento de los consejos a nivel inferior; el apoyo a 
la participación social y en la priorización de sus problemas 
y soluciones; además de promover la coordinación 
interinstitucional, la desconcentración y descentralización 
de la administración pública.

Para el caso del Consejo de Desarrollo Municipal, sus 
funciones se enfocan en el fortalecimiento de la autonomía; 
para ese efecto, el Consejo apoya a la corporación municipal 
en la coordinación de las acciones de las instituciones 
públicas, privadas y promotoras de desarrollo que funcionen 
en el municipio, así como en la promoción de políticas 
públicas, planes, programas y proyectos de desarrollo, con el 
fin de vincularlos a las políticas que la corporación desarrolle. 
Como es un factor determinante en los vínculos y canales 
de relacionamiento entre un actor y otro presentamos 
a continuación la forma en la que por ley se integran los 
consejos de desarrollo (ver cuadro 4.13).

En la figura del alcalde(sa) y el concejo municipal, se reúnen 
una serie de potestades son estrechamente complementa-
rias. El nivel de relacionamiento que el alcalde(sa) posee con 
el concejo municipal, no puede representar ni en la práctica 
ni en la teoría jurídica una acción separada, más bien están 
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concebidas y establecidas, para que sean concurrentes en la 
gestión pública local. Para lograr la identificación del grado 
de relacionamiento de ambas instancia se requiere una des-
cripción de sus funciones.

El alcalde(sa)  de acuerdo con el Código Municipal y la Ley 
de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural reúne las si-
guientes funciones:

a)	 Jefe de la administración municipal
b)	 Jefe del órgano ejecutivo de gobierno,
c)	 Representante del municipio y la municipalidad,
d)	 Jefe de la policía municipal,
e)	 Coordinador del concejo municipal de Desarrollo y 

representante del mismo,
f)	 Delegado de su municipio ante el Consejo Departamental 

de Desarrollo.

Adicionalmente es Juez de Asuntos Municipales en aque-
llos municipios donde no haya sido creado el juzgado. El 
alcalde(sa) es la figura central y dominante en el gobierno 
municipal. 

Sin embargo, la figura del alcalde(sa) alcanza su máxima 
expresión de liderazgo individual en su capacidad de inter-
locución con los vecinos de la comunidad. Es allí donde el 
alcalde(sa) domina la escena política en su municipio y su-
pera en mucho la figura del concejo municipal. 

El poder del alcalde(sa) sobre el concejo municipal es un fac-
tor determinante en la direccionalidad política del gobierno 
local. Sin embargo, éste último es el órgano superior de deci-
sión y el encargado de controlar la gestión del alcalde(sa), la 
cuestión fundamental será entonces la capacidad del control 
político del concejo sobre el alcalde(sa).
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4.8.2	 La figura del alcalde(sa) auxiliar o 
alcalde(sa) indígena

El gobierno municipal debe reconocer, respetar y promover, 
según el artículo 55 del Código Municipal a las alcaldías in-
dígenas, así como su propio funcionamiento administrativo. 
De la misma forma, el concejo municipal, según los usos, 
normas, y tradiciones de las comunidades, reconocerá a las 

alcaldías comunitarias o alcaldías auxiliares  como entida-
des representativas de las comunidades y de forma especial 
en la toma de decisiones del gobierno municipal.

Legalmente se reconoce a los alcaldes (sas) indígenas, comu-
nitarios o auxiliares una serie de atribuciones que buscan la 
promoción de la organización y la participación sistemática 
y efectiva de la comunidad en la identificación y solución de 
los problemas locales; la propuesta de lineamientos e instru-
mentos de coordinación en la comunidad y en la ejecución de 
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programas y proyectos por parte de las personas, institucio-
nes o entidades interesadas en el desarrollo. 

La relación y presencia de un alcalde(sa) auxiliar, comunita-
rio o indígena permite la franca y directa relación del concejo 
municipal con los habitantes y puede en la mayoría de los 
casos, ser de vital importancia para la armonía y desarrollo 
de la localidad.

Se vincula directamente a estas figuras al quehacer político 
y administrativo de la municipalidad, reglamentándose el 
apoyo que los empleados municipales, deben prestar y se 
contempla la vinculación y coordinación del concejo con los 
alcaldes (sas) auxiliares o comunitarios por lo menos dos 
veces al año.

4.8.3	 El concejo municipal

El concejo municipal, por su parte, es el normador de la vida 
local. Regula tanto lo vinculado con la prestación de los ser-
vicios municipales, como la organización administrativa  y 
la fiscalización municipal de los distintos actos de la misma. 
También es el que controla la actuación administrativa del 
alcalde(sa), el que aprueba el presupuesto municipal y sus 
eventuales modificaciones. Tiene la potestad de emitir su 
propia legislación para su funcionamiento y organización, así 
como los reglamentos y ordenanzas para la organización de 
sus oficinas; el reglamento del personal y demás disposicio-
nes que garanticen la buena marcha de la administración.

Es el órgano colegiado que desarrolla, por lo menos, veinti-
cinco competencias que le delega el Código Municipal, y éste 
canaliza  la participación ciudadana en los asuntos públicos 
del municipio. 

Le compete la convocatoria a los distintos sectores de la 
sociedad, para la formulación e institucionalización de las 
políticas públicas municipales y de los Planes de Desarro-
llo Urbano y Rural del Municipio, identificando y priorizando 
las necesidades comunitarias y propuestas de solución a los 
problemas locales. 

De esta forma, es difícil diferenciar cuáles son las acciones 
o competencias  en comparación al alcalde(sa) y sobre todo 
el grado de interrelación entre ambas figuras, por lo cual, 
se presenta un cuadro comparativo de las funciones del 
alcalde(sa) y el concejo municipal, con la intención de crear 
un vínculo directo entre la decisión y la aprobación de las 
mismas (ver cuadro 4.14).

4.8.4	 Vínculos determinantes en la toma de 
decisiones

Las decisiones de ambas figuras son determinantes en el 
funcionamiento del desarrollo institucional del municipio y 
sus políticas. Su grado de vinculación siempre es y será un 
proceso de mutua dependencia.

El órgano superior de decisión es el concejo municipal, en-
cargado de controlar la gestión del alcalde(sa). Ese control  
 

administrativo se traduce en la mayoría de los casos en un 
control político, el cual en ciertas ocasiones se expresa en 
dinámicas conflictivas que convergen en procesos de obs-
trucción decisional.

La gestión y cultura de interlocución política  de los actores 
pone de relieve la importancia de los asuntos para la vida 
de la comunidad, donde cada uno posee potestades de deci-
sión, y donde su función es complementada por un proceso 
relacionado y establecido en los artículos 35 y 68 del Código 
Municipal. Mencionamos los casos más relevantes que de-
terminan dicho relacionamiento.

4.8.5	 El Presupuesto Municipal

Su solo concepto implica “dinero” y sobre todo la planifica-
ción  que organiza la forma de gastarlo, a fin de solucionar 
necesidades o responder a demandas de la comunidad y con 
ello, concretar los objetivos planteados por la Corporación 
Municipal en su plan de desarrollo integral y plan operativo 
anual.

Un presupuesto es la expresión formal de los recursos fi-
nancieros destinados a la realización y fortalecimiento de 
actividades a favor del desarrollo del municipio. Además se 
utiliza como medio de planificación y control, indicando el 
origen, monto y destino de los ingresos de tal forma, que los 
montos previstos sirvan de base para el desarrollo futuro del 
municipio. 

El presupuesto municipal conjuga los ingresos corrientes y 
de capital, prevé la estimación de lo que se estima percibir 
en el ejercicio fiscal, así como el límite máximo de los gastos 
establecidos o proyectados. Está constituido por los ingresos 
municipales esperados y los egresos proyectados a ejecutar 
en un periodo de doce meses.

El Código Municipal en el artículo 135, establece como obli-
gación del alcalde(sa) el presentar ante el Concejo un infor-
me trimestral sobre la ejecución del presupuesto. Con base 
a tales informes el concejo municipal aprueba los cambios y 
ajustes que sean pertinentes a fin de alcanzar los objetivos 
y metas propuestas en sus planes de trabajo. Esta interac-
ción es fundamental, no solo para hacer viable el proceso de 
aprobación presupuestaria, sino también para hacer posible 
el principio de unidad en la fiscalización de los ingresos y 
egresos del Estado. 

Además la municipalidad presentará al Congreso de la Re-
pública la liquidación de su presupuesto, para lo cual, deberá 
observarse lo establecido en el artículo 241 de la Constitu-
ción Política de la República.

La base legal del presupuesto municipal está establecida en 
la literal b) del artículo 253 de la Constitución Política de la 
República de Guatemala que determina entre las funciones 
la de obtener y disponer de sus recursos. Por otro lado, en 
el artículo constitucional 237 se faculta a las entidades autó-
nomas para tener presupuestos y fondos privativos, cuando 
así la ley lo establezca; los cuales en forma obligatoria deben 
enviar cada año al Organismo Ejecutivo y al Congreso de la 

100



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 IV
República, para su conocimiento e integración al presupues-
to general; quedando sujetos a los controles y fiscalización 
de los organismos correspondientes del Estado.

El Código Municipal en el párrafo primero del  artícu-
lo 95 ordena que los ingresos de la municipalidad serán 
previstos y los egresos fijados en el presupuesto del ejer-
cicio fiscal correspondiente. Indicando que el presupues-
to es uno, y en él deben figurar todos los ingresos previs-
tos y los gastos autorizados para el ejercicio financiero. 
La elaboración el presupuesto municipal consiste en la es-
tructuración de forma programática de los ingresos y egre-

sos mediante los métodos de cálculo existentes (Código Mu-
nicipal Art.100). En la formulación de éste, el alcalde(sa) es 
asesorado por la Comisión de Finanzas y por funcionarios 
municipales, el proyecto del presupuesto municipal debe 
ser elaborado en la primera semana del mes de octubre de 
cada año, para ser puesto a consideración de la Corpora-
ción, quien puede aprobar modificaciones al mismo (Art.56 
del Código Municipal).

La ejecución del presupuesto municipal, es una acción nor-
mada por el Código art. 106,  que establece  el alcalde(sa) 
debe informar en forma trimestral a la Corporación Municipal 
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lo relacionado con la ejecución del presupuesto; y en base a 
tales informes, la Corporación Municipal, ordena los cam-
bios y ajustes que sean pertinentes, a fin de alcanzar los ob-
jetivos y metas propuestas en sus planes de trabajo.

En conclusión, tanto el concejo municipal y el alcalde(sa) 
cumplen formalmente con su tarea de regulador de la vida 
local. Emite ordenanzas y reglamentos sobre servicios pú-
blicos, aprueba políticas, planes,  y licitaciones para cons-
trucción de obra.

4.9	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal  
en  Honduras 

A partir de 1927 con la aprobación de la Ley de Municipalida-
des, el régimen departamental estaba caracterizado en que 
las relaciones con el gobierno local era compartido entre la 
figura del Concejo Departamental y el Gobernador Político, 
este último a su vez era reconocido por dos tipos de gober-
nadores: el gobernador departamental y el gobernador de 
distrito.

El gobernador departamental se desempeñaba como funcio-
nario del poder central y como presidente del Concejo De-
partamental. Entre sus funciones como presidente se encar-
gaba de instalar, convocar, presidir, representar el Concejo y 
velar por el cumplimiento sobre las decisiones tomadas por 
el Concejo.

En su condición de delegado del poder central, el gobernador 
desempeñaba, entre otras, las siguientes funciones: cumplir 
y hacer cumplir las leyes y las disposiciones que el ejecutivo 
le comunicara; comunicaba las disposiciones del ejecutivo 
a las municipalidades. En ejecución de estas funciones, le 

correspondía la dirección de la policía de seguridad, la ins-
pección de los empleados administrativos, la provisión de 
abastos, mejoría de las vías de comunicación, protección y 
conservación de los monumentos históricos. Posteriormente 
muchas de estas funciones fueron asignadas a otros órga-
nos, en consecuencia la figura del gobernador se fue debi-
litando y con ello perdiendo autoridad e importancia dentro 
del ámbito municipal.

Por su parte, el gobernador de distrito estaba subordinado al 
gobernador y al concejo del departamento; tenía la calidad 
de agente del gobernador departamental en lo político, y del 
Concejo en lo administrativo o económico. Sus funciones 
eran muy restringidas, entre ellas, vigilar que se cumplan, 
además de las leyes, los acuerdos y órdenes municipales, 
cuidar el buen orden y tranquilidad pública, e inspeccionar 
planteles de enseñanza, vías de comunicación procurando 
su conservación y mejoramiento (ver figura 4.1).

En 1939 se reformó el artículo 17960 de la Constitución de 
1936, en esta reforma se dispuso la creación de la figura de los  
Concejos, que tenían la competencia de regir los distritos61.  
 
60	 Constitución de 1936, artículo 179. Para la administración de los 

Departamentos, éstos se dividen en municipios autónomos, 
representados por Municipalidades electas por el pueblo. 
Mediante Decreto No 79-39 el artículo 179 se reformó con el 
contenido siguiente: Para la administración de los Departamentos, 
éstos se dividen en municipios autónomos, representados por 
Municipalidades electas por el pueblo y en Distritos regidos por 
Concejos, cuyos miembros serán de nombramiento del Poder 
Ejecutivo, estando éste facultado para la creación de los mismos, 
por uno o más Municipios y con la organización y funciones que 
determine la ley. El Distrito Central, formado por los Municipios 
de Tegucigalpa y Comayagüela, estará regido por una Ley 
especial.  

61	  Los distritos o círculos municipales eran las reuniones legales de 
dos o más municipios de un mismo departamento, cuya 
jurisdicción y cabecera eran las que determinaba el Ejecutivo. 
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Asimismo confería potestad al poder ejecutivo para crear, a 
discreción, los concejos y para nombrar a los integrantes de 
los mismos. Esta reforma condicionó a la autonomía muni-
cipal; no obstante, en la década del setenta estas figuras se 
abolieron y desaparecieron del régimen municipal.

En cuanto al consejo departamental, entre sus característi-
cas se destaca que se le atribuyeron potestades meramente 
administrativas, era integrado por miembros nombrados (en 
el caso del gobernador) y por miembros electos (en el caso 
de los concejeros) y fungía como el encargado del gobierno 
departamental. El concejo estaba constituido por el gober-
nador departamental, que lo presidía, y por dos concejeros 
propietarios y dos suplentes.

Los consejeros eran elegidos en una elección mediante la 
denominada Junta de Agentes62. Esta junta se integraba por 
un agente propietario y un suplente, nombrados el primer 
domingo de diciembre por cada municipalidad, bajo los re-
quisitos que debían ser ciudadanos hondureños y vecinos 
del municipio que los nombraba. 

Entre las funciones que desempeñaba el consejo departa-
mental estaba, entre otras, la de dirimir las cuestiones de 
competencia administrativas entre el alcalde(sa) y la muni-
cipalidad, o entre varias municipalidades del departamento; 
conocer los recursos de apelación que se interponían contra 
las decisiones de la corporación municipal; conocer sobre 
la responsabilidad administrativa de gobernadores de dis-
trito; promover la asociación de municipalidades; autorizar 
la enajenación de bienes inmuebles municipales; autorizar 
las ordenanzas municipales; aprobar o improbar las tarifas y 
presupuestos municipales, autorizar la negación de emprés-
titos; aprobar o improbar los acuerdos de expropiación.   

Con la aprobación de la Constitución de 1982 (en actual vi-
gencia), todas estas disposiciones fueron derogadas; pero 
resulta interesante analizar la figura del gobernador, que 
compartía el ejercicio del gobierno departamental con el 
concejo; esto determinó que las relaciones con los gobier-
nos locales se caracterizaran por el ejercicio de los poderes 
departamentales. Unos eran ejercidos por el gobernador y 
otros por el concejo departamental.

Con la entrada en vigencia de la Ley de Municipalidades (De-
creto Nº 134-90) desaparece la figura del Concejo Departa-
mental y se establece con mayor claridad las competencias del 
gobernador, que actualmente ejerce como representante del 
poder ejecutivo, sin compartir, el gobierno departamental. 

De la revisión histórica, también se denota que la participa-
ción del alcalde(sa) como figura de autoridad dentro del go-
bierno local, no es notoria sino hasta 1990 con la aprobación 
a la Ley de Municipalidades. El Capítulo V de esta normativa 
establece las facultades conferidas al alcalde(sa) municipal, 
quien se reconoce como máxima autoridad ejecutiva dentro 
del término municipal.
62	 Los miembros que conformaban la Junta de Agentes eran vecinos 

municipales en quienes recaía la obligación de elegir, por medio 
de votaciones, a los concejeros propietarios y suplentes.    

4.9.1	 La figura del alcalde(sa) en Honduras

La Ley Electoral establece que se declara electo alcalde(sa) 
al candidato que haya tenido la mayoría de sufragios (Art. 
195). Para ser miembro de la corporación municipal -en este 
caso alcalde(sa)- se requiere: 1) ser hondureño nacido en 
el municipio o estar domiciliado en el mismo por más de 
5 años consecutivos; 2) ser mayor de 18 años y estar en el 
goce de sus derechos políticos; y, 3) saber leer y escribir (Art. 
27, Ley de Municipalidades). 

El alcalde(sa) tiene la iniciativa de someter a la consideración y 
aprobación de la corporación municipal, los siguientes asuntos:

	 Presupuesto por programas del POA
	 Plan de arbitrios
	 Ordenanzas municipales
	 Reconocimientos de carácter social
	 Manual de clasificación de puestos y salarios
	 Reglamentos especiales  

Corresponde al alcalde(sa) convocar y presidir las sesiones 
de la corporación municipal, órgano deliberativo de la mu-
nicipalidad, electa por el pueblo y máxima autoridad dentro 
del término municipal. Es facultad del alcalde(sa) sancionar 
los acuerdos, ordenanzas y resoluciones emitidos por la cor-
poración municipal, convirtiéndolas en normas de obligato-
rio cumplimiento para los habitantes y demás autoridades. 

4.9.2	 La corporación municipal y los planes 
operativos anuales 

La corporación municipal, estará integrado por un alcalde(sa), 
un vicealcalde(sa), y por un número de regidores, determi-
nados por la Ley Electoral63. De acuerdo al artículo 219 de la 
Ley electoral, la cantidad de los regidores se determina de la 
siguiente manera (ver cuadro 4.15):

Los comicios electorales celebrados en el país, correspon-
dientes a la elección de los regidores, mantienen la misma 
característica, el partido que gana la alcaldía cuenta con ma-
yoría en el concejo municipal. En el caso del vicealcalde(sa), 
el partido que ganare la alcaldía le corresponderá el 
vicealcalde(sa). El vicealcalde(sa) está facultado para asistir 
a las sesiones de la corporación municipal, con voz y sin 
voto; y en ausencia del alcalde(sa), ejercerá la titularidad. 

Entre las facultades de la corporación municipal está la 
aprobación del presupuesto anual. El presupuesto es el plan 
financiero del gobierno municipal, que responde a las ne-
cesidades de su desarrollo y que establece las normas para 
la recaudación de los ingresos y la ejecución del gasto y la 
inversión. 

63		 Art. 195, numeral 3. Se declarará electo primer regidor, al 
ciudadano que aparezca en la nómina favorecida con el más alto 
número de sufragios, después de haber restado el cociente 
electoral municipal, con el cual se declaró electo el alcalde(sa) y 
vicealcalde(sa). En la misma forma se hará sucesivamente hasta 
completar el número de Regidores que correspondan al 
municipio.
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La Ley de municipalidades establece que es de carácter obli-
gatorio que las municipalidades adopten la técnica del pre-
supuesto por programas. Compete al alcalde(sa), a través 
del personal administrativo, la formulación y elaboración del 
presupuesto identificando los programas de manera anual; 
para este fin, de acuerdo al reglamento del marco munici-
pal, las municipalidades del país elaboran planes operativos 
anuales, estimaciones de los ingresos y egresos; en materia 
administrativa, detalla dentro del presupuesto la metodo-
logía de trabajo que se utilizará, establecen los respectivos 
instructivos, manuales, formularios y calendarios de activi-
dades para llevar a cabo la formulación del presupuesto.

La elaboración del presupuesto general se define por los in-
gresos y los egresos determinados, a su vez, en presupuestos 
individuales. El presupuesto de egresos debe tener una clara 
descripción de los programas, subprogramas, actividades y 
tareas, consignándose las asignaciones siguientes: 

	 Plan financiero completo para el año económico 
respectivo

	 Un resumen general de los gastos (salarios, obligaciones 
por servicios) 

	 Pago a instituciones públicas
	 Gastos por contratos celebrados
	 Inversiones y proyectos 

	 Transferencias al Cuerpo de Bomberos del municipio
	 Otros gastos por obligaciones contraídas (empréstitos) 
	 Otros gastos de funcionamiento 

El presupuesto de ingresos deberá contener una estimación 
de los ingresos que se esperan del periodo, provenientes de 
las fuentes siguientes:

	 Producto de impuestos establecidos 
	 Producto de tasas y contribuciones contenidas en el 

plan de arbitrios 
	 Ingresos de capital
	 Producto de la venta de bienes 
	 Valor de los préstamos y convenios con los bancos 

nacionales  y extranjeros
	 Transferencias de capital del Poder Ejecutivo 
	 Recursos obtenidos de impuestos y recuperación de 

obras públicas   
   

Normativamente el presupuesto debe ser aprobado el 30 de 
noviembre de cada año, así como sus modificaciones. La 
corporación municipal para aprobar resoluciones, acuerdos 
y demás decisiones lo adoptará con el voto de la mayoría de 
los miembros presentes, y en caso de empate el alcalde(sa) 
tendrá derecho al voto de calidad, es decir doble voto.

Sobre esta materia se destaca la participación de la Asocia-
ción de Municipios de Honduras (AMHON) en apoyo con or-
ganizaciones internacionales para la realización de diversas 
capacitaciones a nivel técnico administrativo para lograr que 
las 298  municipalidades del país cuenten con un presupues-
to por programas del cual se contemplan los planes operati-
vos anuales y los planes de inversión.

4.9.3	 Los planes de inversión municipal

Sobre los planes de inversión municipal, específicamente 
desde el año 2006, en el marco de la Estrategia de Reducción 
de la Pobreza (ERP), se estableció que las corporaciones mu-
nicipalidades contaran con un Plan de Inversión Municipal64 
identificado por las siglas PIM-ERP; mecanismo utilizado por 
el gobierno central para la operacionalización descentraliza-
da de los recursos de la ERP. Los fondos de este componente 
son utilizados única y exclusivamente al financiamiento de 
los programas y proyectos municipales de inversión, focali-
zados y priorizados en cada jurisdicción municipal por sus 
respectivas corporaciones, en amplios procesos de consulta 
con la comunidad.

Sobre la base del Decreto Ejecutivo Nº 1101-200665, se han 
asignado en los últimos tres años (2006, 2007 y 2008), un total 
de dos mil cien millones de lempiras, equivalente a 700 millo-
nes por cada año (aproximadamente 37 mil dólares anuales),  
 
64	 Los PIM son planes que contienen las inversiones que hará el 

municipio en los próximos cinco años. Generalmente la 
información de los proyectos de inversión está clasificada por 
sector, territorialmente y por el plazo de ejecución.  

65	 Borrador de la Reglamentación para la operacionalización de los 
recursos ERP en el 2006 
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fondos obtenidos de los de recursos liberados del presupues-
to nacional por efecto del alivio de la deuda externa.  

Reglamentariamente los fondos de la ERP son transferidos a 
las municipalidades gradualmente, es decir, en el 2006 y el 
primer semestre del 2007 se realizó tres desembolsos66 para 
cubrir la cuota determinada en los PIM-ERP; durante el se-
gundo semestre del 2007 y en 2008 se reglamentó transferir 
los fondos a través de dos desembolsos, según las categorías 
de los municipios asignadas por la Secretaría de Goberna-
ción y Justicia (SGJ).

Categorías A y B, un primer desembolso del setenta por cien-
to y un segundo desembolso del 30 por ciento; categorías C y 
D, un primer desembolso del ochenta por ciento y un segun-
do desembolso del veinte por ciento. 

Los municipios en Honduras están clasificados por la Secre-
taría de Gobernación y Justicia (SGJ) sobre la base de los si-
guientes criterios: la estructura administrativa, el número de 
habitantes y número de empleados, monto del presupuesto, 
vías de comunicación, Índice de Desarrollo Humano (IDH) 
y centro de comercialización, entre otros. En base a estos 
criterios las municipalidades son clasificadas en cuatro ca-
tegorías: A, B, C y D. 

Corresponde a la categoría A los municipios de alto nivel de 
desarrollo; los de tipo B, aquellos municipios con nivel inter-
medio de desarrollo; los municipios de categoría C son de 
nivel bajo de desarrollo; y, los municipios de nivel muy bajo 
de desarrollo son de clasificación D. En el siguiente cuadro 
se describe el número de municipios según la categorización 
de las municipalidades (cuadro 4.16): 

En el 2006 las 298 municipalidades presentaron su PIM-ERP 
a la Secretaría de Finanzas, entidad encargada de emitir los 
desembolsos, para el financiamiento de los proyectos ERP a 
nivel municipal; pero uno de los procedimientos reglamen-
tarios para acceder a los siguientes desembolsos estancó el 
proceso, evidenciando vacíos técnicos y administrativos por 
parte de los gobiernos locales y el gobierno central.  

De acuerdo al informe de resultados (al 30 de enero de 2009), 
presentado por la Oficina del Comisionado Presidencial para 
la Reducción de la Pobreza (OCPRP), por tratarse del primer 
ejercicio de ejecución de PIM-ERP, el tiempo transcurrido en-
tre la aprobación del mismo e inicio de los desembolsos y la 
liquidación del primer desembolso fue bastante prolongado; 
esta misma pauta se observó en la liquidación del segundo y 
del tercer desembolso.

Durante el último trimestre del año 2006, fueron muy pocos 
los municipios que presentaron las liquidaciones del primer  
 
66	 En el art.8 del reglamento se estableció que los desembolsos se 

realizaran de la siguiente forma: a) un anticipo por una cantidad 
equivalente al 40% de monto asignado a cada municipio; b) un 
segundo desembolso por una cantidad equivalente al 40% al 
presentar evidencias de los compromisos y el avance de los 
proyectos; c) un desembolso final por una cantidad equivalente 
al 20% restante al finalizar los proyectos y tener las evidencias de 
haber sido realizados a satisfacción de la Corporación 
Municipal.

desembolso. Para el año 2007, las municipalidades seguían 
presentando las liquidaciones correspondientes al 2006; e 
incluso durante el año 2008 más de 100 municipios presen-
taron sus liquidaciones correspondientes al 2006.

El proceso de desembolsos durante el año 2007 se modifi-
có por disposición del Poder Ejecutivo, incrementando los 
requerimientos sobre el trámite que cada corporación mu-
nicipal debe seguir en la elaboración del PIM-ERP y en la 
solicitud de los fondos67; en consecuencia la participación 
de las municipalidades se fue disminuyendo y de acuerdo al 
informe de resultados del OCPRP, para el año 2007 sólo 183 
municipios presentaron correctamente el PIM-ERP y en el 
2008 únicamente 17 municipios accedieron a los desembol-
sos; durante este año, algunos municipios recibieron saldos 
pendientes del 2006.

 
67	 Dentro del reglamento del 2007, el alcalde(sa) y el secretario 

deben firmar y sellar el PIM-ERP y éste debe contener además de 
los perfiles de los proyectos y los presupuestos detallados, los 
cronogramas de ejecución, listado de beneficiarios con el 
número de identidad y las firmas respectivas. Los planes deben 
ser avalados por las Comisiones Ciudadanas de Transparencia, y 
firmados a su vez por los miembros de la corporación municipal, 
con el visto bueno del Comisionado Municipal. Los PIM-ERP 
deberán contener información razonable para poder formarse un 
concepto apropiado de los órdenes de magnitud requeridos para 
su ejecución. En el reglamento, además, se instauró la figura de 
la Comisión Técnica Interinstitucional (CTI). La CTI dictaminará 
los PIM-ERP y sus proyectos, emitiendo las observaciones, 
comentarios y mecanismos de control que estime convenientes 
para el logro de sus objetivos. El alcalde(sa)  en nombre y 
representación de la corporación municipal deberá suscribir un 
acta de compromiso de cumplimiento que garantice la 
observancia de los aspectos consignados en los dictámenes. La 
CTI remitirá directamente a la Secretaría de Finanzas el dictamen 
del PIM-ERP acompañado de la solicitud del primer desembolso 
y emitirá el dictamen sobre la liquidación de este para el segundo 
desembolso.  
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En el tema de la fiscalización sobre el control de estos meca-
nismos administrativo-financieros, en el 2005 mediante re-
forma al artículo 91 de la Ley de Municipalidades se decretó 
que de la transferencia que el gobierno central realiza  a los 
municipios, se destinará el 1 por ciento para cubrir los cos-
tos de auditorías concurrentes, que debe ejecutar el Tribunal 
Superior de Cuentas, así como para el fortalecimiento de las 
instancias de control interno y auditoría interna, y de las ins-
tancias orientadas a la rendición de cuentas a la comunidad, 
como las Comisiones Ciudadanas de Transparencia. Este 
fondo será administrado por la SGJ, y las decisiones sobre 
el uso de los recursos corresponderán a un comité integrado 
por esta Secretaría de Estado -que lo presidirá-, por el Tribu-
nal Superior de Cuentas (TSC) y por la AMHON.  

En el 2006, el TSC, como ente fiscalizador, y la Secretaría de 
Gobernación y Justicia, como ente regulador, convinieron ini-
ciar un proceso de auditorías a un promedio de 13  munici-
palidades dentro de las categorías C y D, con el propósito en 
primer lugar de establecer una revisión sobre la ejecución de 
las finanzas durante el 2006 y en segundo lugar, iniciar un pro-
ceso de capacitación para fortalecer los vacíos técnicos identi-
ficados durante el proceso. Para el año 2007 y 2008, el Depar-
tamento de Auditoría del Sector Municipal del TSC, ha logrado 
auditar 121 municipios y 98 municipios68, respectivamente.

Sobre las políticas de descentralización y desarrollo local, el 
Tribunal Superior de Cuentas y la Secretaría de Gobernación 
y Justicia aunaron esfuerzos con la Asociación de Munici-
pios para elaborar un manual para la rendición de cuentas 
municipales, con el fin de contribuir con una herramienta 
que contribuya a optimizar los mecanismos de rendición de 
cuentas y de transparencia utilizados por las municipalida-
des del país; actualmente el TSC trabaja en la capacitación 
de los servidores públicos municipales para la apropiación y 
aplicación sistemática del manual.

Durante este año 2009, el Congreso Nacional aprobó, a fi-
nales de junio, una nueva reforma al artículo 91 de la Ley 
de Municipalidades, donde se reitera que el 1% se destinará 
para el TSC como contraparte municipal, para realizar las 
capacitaciones, seguimiento, cumplimiento a recomenda-
ciones y una mayor cobertura de auditorías municipales. 

Para cumplir estas obligaciones el Tribunal y la Asociación 
de Municipios formalizarán, una vez entrada en vigencia la 
reforma, un convenio con el propósito de planificar de ma-
nera conjunta:

1.	 El plan de capacitación para los municipios, 
mancomunidades y asociaciones de municipios.

2.	 Seguimiento a recomendaciones derivadas de las 
auditorías municipales realizadas.

3.	 Concertar un plan de ampliación de cobertura de 
auditorías municipales con el fin de alcanzar el cien 
por ciento de los municipios.  

68	 Datos obtenidos de la memoria interna 2007 y memoria interna 
2008  del TSC 

Consideraciones finales 

De acuerdo al departamento de Auditoría Municipal del Tri-
bunal Superior de Cuentas (TSC), las corporaciones munici-
pales presentan muchas debilidades en cuanto al tema de 
rendición de cuentas, la mayoría de los casos debido a la 
falta de claridad en los procedimientos de liquidaciones y en 
otros (como en las municipalidades de categoría C y D) por 
falta de herramientas técnicas y tecnológicas para llevar a 
cabo los procesos.

Para fortalecer este aspecto el TSC y la AMHON han suscrito 
convenios para capacitar al personal de las municipalidades 
con el fin de mejorar el tema administrativo; pero este proce-
so de capacitación se ve afectado, cada cuatro años, por el 
cambio de gobierno que desplaza el personal capacitado por 
uno nuevo, dado los compromisos políticos. Para solventar 
este aspecto, la AMHON incidió a través de los diputados del 
Congreso Nacional para introducir este año (2009) un proyec-
to orientado a aprobar la Ley del Servicio Civil Municipal. Esta 
iniciativa actualmente se encuentra en proceso de dictamen. 

De manera general, se puede concluir que el desarrollo lo-
cal, sin lugar a dudas, ha alcanzado logros significativos en 
cuanto a la toma de decisiones y en el apoderamiento de 
recursos que pueden ser utilizados directamente por las au-
toridades locales en la satisfacción de algunas necesidades 
esenciales de la comunidad; pero también es cierto que hay 
desafíos y obstáculos que determinan un proceso lento para 
el desarrollo de los municipios, la falta de voluntad política 
para llevar a cabo la descentralización de recursos y potesta-
des es, de acuerdo a analistas políticos, una de las dificulta-
des más grandes que enfrentan los gobiernos locales. 

4.10	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal 
en El Salvador 

En términos de conformación, El Salvador es el único país en 
Centroamérica que aún integra a los concejos municipales, 
en su totalidad, con el partido que gana la mayoría de votos. 
Dado que no se toma en cuenta la diferencia entre el primer 
y el segundo partido, la conformación de los concejos es mi-
noritario y, por ende, son poco representativos. 

Al respecto, la Constitución establece la forma en la que se 
integran69, pero no hace referencia a cómo se eligen; es en 
el Código Electoral en donde se indica que “el Tribunal en el 
acta de escrutinio final declarará electos a los miembros que 
hubieren obtenido la mayoría de votos en su respectivo Muni-
cipio”. Para muchos, éste es precisamente uno de los talones 
de Aquiles del sistema electoral salvadoreño, pues existe la 
posibilidad de que si se suma los votos de los partidos que no 
ganaron puedan juntar el doble del que ganó. Entonces, ¿qué  
 
69	  Los concejos municipales se integran con un alcalde(sa), un 

síndico y uno o más regidores cuyo número es proporcional a la 
población. 
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tan representativo es un gobierno municipal que haya ganado 
bajo esas condiciones? 

No es un contexto aislado de la realidad; de hecho la eviden-
cia empírica así lo demuestra. En El Salvador la mayoría de 
los gobiernos municipales ha sido ganado por una minoría, 
durante los últimos años. En el siguiente cuadro se grafica 
cómo los concejos municipales han sido ganados con menos 
del 50 % de los votos válidos. 

Actualmente existen varios proyectos legislativos en la Comi-
sión de Reformas Electorales y Constitucionales en estudio. 
El 25 de agosto de 2009  miembros de varias instituciones70 
presentaron ante la Asamblea Legislativa un anteproyecto 
de ley que contiene reformas tanto al Código Electoral como 
al Código Municipal con el objetivo de profundizar la demo-
cracia local a través de la conformación de concejos munici-
pales pluripartidarios.

Para los proponentes el problema está en que el principio de 
representación en elecciones municipales es el mayoritario, 
con el cual se busca generar una mayoría para un partido o 
coalición política para formar gobierno y favorecer la gober-
nabilidad en detrimento de la representatividad. Y, por otro 
lado, el problema también recae en la forma en que se re-
parten los escaños es mediante la regla (criterio de decisión 
o fórmula) de la mayoría simple. 
70	  La iniciativa fue presentada por miembros de la Fundación 

Nacional para el Desarrollo (FUNDE) y la Iniciativa Social para la 
Democracia (ISD), en representación del Grupo Gestor de la 
Iniciativa “Concejos Municipales Plurales y Gobernabilidad 
Democrática para El Salvador”. La iniciativa es impulsada por un 
grupo de instituciones miembros de la Coalición por la 
Descentralización, la Participación y la Transparencia, integrada 
por 26 organizaciones sociales de base con carácter local y 
organizaciones sociales nacionales. 

Dado que el criterio de representatividad mayoritario no se 
fija desde la Constitución, para modificarlo sólo es necesario 
reformas a las leyes secundarias, especialmente en el Códi-
go Electoral. Sin embargo, se trata de una discusión que ha 
estado de manera permanente en la agenda pública sin que 
hasta la fecha se haya concretado nada. 

Pero finalmente, ¿qué implicaciones tiene esta conformación 
en la relación interna del alcalde(sa) con el concejo munici-
pal? Para bien o para mal, una de las implicaciones es que 
influye en la capacidad de tomar decisiones por parte del 
alcalde(sa). De acuerdo al Código Municipal, corresponde al 
alcalde(sa) “presidir las sesiones del Concejo y representarlo 
legalmente” (Art. 47, numeral 1); y tomando en cuenta que no 
tiene oposición en el concejo ya que son del mismo partido, 
éste tendría mayor capacidad de tomar decisiones.

Ahora bien, esta gobernabilidad es a cambio de gobiernos 
locales menos representativos como se indicó en párrafos 
anteriores, lo que plantea un verdadero trade off o dilema en 
el sistema político salvadoreño. ¿Qué se quiere? ¿Una mayor 
gobernabilidad entendida como la capacidad de tomar deci-
siones o mayor democracia entendida como gobiernos locales 
plurales y por ende más representativos?

Pero, aunque para muchos se trata de un  verdadero proble-
ma, para otros este dilema es innecesario dado que de cual-
quier forma el alcalde(sa) no es soberano en las decisiones 
que toma, pues en última instancia es necesario el aval del 
mismo concejo que preside. 

Si bien el alcalde(sa) tiene un peso importante en las decisio-
nes que se toman desde las municipalidades, el contrapeso 
lo hace precisamente el concejo municipal, independiente-
mente de que se trate de funcionarios electos bajo la misma 
bandera. El artículo 2 del Código Electoral establece que “el 
alcalde(sa) someterá al conocimiento del Concejo los asun-
tos que le competan, adjudicando el informe de la Comisión 
respectiva, o el dictamen del Síndico cuando lo hubiere”. 

En ese sentido, se puede entender que las atribuciones del 
alcalde(sa) no son absolutas, sino que más bien tienen su con-
traparte en los concejos municipales. Aunque el alcalde(sa) 
es representante en lo legal y en lo administrativo del mu-
nicipio y además preside las sesiones del concejo, éste es 
de hecho parte del mismo. El artículo 202 de la Constitución 
de la República dice el gobierno local “estarán regidos por 
Concejos formados por un alcalde(sa), un síndico y dos o más 
regidores cuyo número será proporcional a la población”. 

La ley municipal, por su parte, estable que “el gobierno mu-
nicipal estará ejercido por un concejo, que tiene carácter de-
liberarte y normativo y lo integrará un alcalde(sa), un Síndico 
y dos Regidores propietarios y cuatro Regidores suplentes, 
para sustituir indistintamente a cualquier propietario (…)”, 
Art. 24 del Código Municipal. 

Por otro lado, el concejo tiene sus propias atribuciones es-
tablecidas en el Código Municipal. La ley establece 26 facul-
tades para los concejos municipales que se pueden agrupar 
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entre: nombramientos de funcionarios municipales, aproba-
ción de planes y programas de desarrollo municipal, legisla-
ción (emitir ordenanzas, reglamentos y acuerdos), adjudica-
ción de contrataciones de obras y bienes, contrataciones de 
préstamos, entre otros más71. 

El artículo 30 del Código Electoral establece que son faculta-
des del Concejo: 

1.	 Nombrar de fuera de su seno al Secretario Municipal;  
2.	 Nombrar al Tesorero, Gerentes, Directores o Jefes de 

las distintas dependencias de la Administración 
Municipal, de una terna propuesta por el alcalde(sa) en 
cada caso; 

3.	 Nombrar las comisiones que fueren necesarias y 
convenientes para el mejor cumplimiento de sus 
facultades y obligaciones que podrán integrarse con 
miembros de su seno o particulares; 

4.	 Emitir ordenanzas, reglamentos y acuerdos para 
normar el Gobierno y la administración municipal; 

5.	 Aprobar los planes de desarrollo local; 
6.	 Aprobar el plan y los programas de trabajo de la 

gestión municipal; 
7.	 Elaborar y aprobar el Presupuesto de Ingresos y 

Egresos del Municipio; 
8.	 Aprobar los contratos administrativos y de interés local 

cuya celebración convenga al municipio; 
9.	 Adjudicar las adquisiciones y contrataciones de obras, 

bienes y servicios de conformidad a la ley 
correspondiente;

10.	Emitir los acuerdos de creación de entidades 
municipales descentralizadas; sean en forma individual 
o asociadas con otros municipios, así como la 
aprobación de sus respectivos estatutos; 

11.	Emitir los acuerdos de cooperación con otros municipios 
o instituciones; 

12.	Emitir los acuerdos de constitución y participación en 
las sociedades a que se refiere el artículo 18 de este 
Código; 

13.	Emitir los acuerdos de creación de fundaciones, 
asociaciones, empresas municipales y otras entidades 
encargadas de realizar actuaciones de carácter local, 
así como la aprobación de sus respectivos estatutos; 

14.	Velar por la buena marcha del gobierno, administración 
y servicios municipales; 

15.	Conocer en apelación de las resoluciones pronunciadas 
por el alcalde(sa) y en revisión de los acuerdos 
propios; 

16.	Designar apoderados judiciales o extrajudiciales que 
asuman la representación del municipio en 
determinados asuntos de su competencia, facultando 
al alcalde(sa) o Síndico para que en su nombre 
otorguen los poderes o mandatos respectivos; 

17.	Autorizar las demandas que deban interponerse, el 
desistimiento de acciones y recursos en materias 
laborales y de tránsito, la renuncia de plazos, la 
celebración de transacciones y la designación de 
árbitros de hecho o de derecho; 

71	  Para ver el detalle de las atribuciones asignadas en el Código 
Municipal a los Concejos Municipales ver anexo 1. 

18.	Acordar la compra, venta, donación, arrendamiento, 
comodato y, en general, cualquier tipo de enajenación 
o gravamen de los bienes muebles e inmuebles del 
municipio y cualquier otro tipo de contrato, de acuerdo 
a lo que se dispone en este Código. 

19.	Esta facultad se restringirá especialmente en lo relativo 
a la venta, donación y comodato en el año en que 
corresponda el evento electoral para los Concejos 
Municipales, durante los ciento ochenta días anteriores 
a la toma de posesión de las autoridades municipales. 

20.	Fijar para el año fiscal siguiente las remuneraciones y 
dietas que deban recibir el alcalde(sa) (esa), Síndico y 
Regidores; 

21.	Conceder permiso o licencias temporales a los 
miembros del Concejo para ausentarse del ejercicio de 
sus cargos a solicitud por escrito del Concejal 
interesado;  

22.	Emitir los acuerdos de creación, modificación y 
supresión de tasas por servicio y contribuciones 
públicas para la realización de obras determinadas de 
interés local; 

23.	Acordar la contratación de préstamos para obras y 
proyectos de interés local; 

24.	Conceder la personalidad jurídica a las asociaciones 
comunales; 

25.	DEROGADO. 
26.	Designar de su seno al miembro que deba sustituir al 

alcalde(sa) (esa), Síndico o Regidor en caso de ausencia 
temporal o definitiva; 

27.	Designar en forma temporal al miembro del Concejo 
que desempeñará el cargo de Tesorero, en caso que 
dicho funcionario no estuviere nombrado. Igualmente 
se procederá en caso de que el tesorero se ausentare, 
fuere removido, o destituido. En ambos casos el plazo 
del nombramiento interino no podrá exceder de 
noventa días. 

Al respecto del alcalde(sa), el artículo 36 del Código Muni-
cipal establece que “el alcalde(sa) es el titular del concejo 
municipal y que además representa a la municipalidad ente 
organismos públicos y privados”. Y el artículo 48 de la mis-
ma determina que corresponde al alcalde(sa): 

1.	 Presidir las sesiones del Concejo y representarlo 
legalmente; 

2.	 Llevar las relaciones entre la Municipalidad que 
representa y los organismos públicos y privados, así 
como los ciudadanos en general; 

3.	 Convocar por sí, o a petición del síndico, o de los 
concejales por lo menos a sesión extraordinarias del 
Concejo; 

4.	 Cumplir y hacer cumplir las ordenanzas, reglamentos y 
acuerdos emitidos por el Concejo; 

5.	 Ejercer las funciones del gobierno y administración 
municipales expidiendo al afecto, los acuerdos, órdenes 
e instrucciones necesarias y dictando las medidas que 
fueren convenientes a la buena marcha del Municipio 
y a las políticas emanadas del Concejo; 

6.	 Resolver los casos y asuntos particulares de gobierno y 
administración; Nombrar y remover a los funcionarios 



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 IV

	 y empleados cuyo nombramiento no estuviese res 
Concejo, siguiendo los procedimientos de la ley; 

7.	 Organizar y dirigir la Policía Municipal; 9. Los demás 
que la Ley, ordenanzas y reglamentos le señalen.

Lo anterior lleva a suponer al menos dos conclusiones: 1) 
Dada la composición de los concejos municipales, los alcal-
des (sas) en El Salvador tienen mayor capacidad en la toma 
decisiones que en los países con concejos plurales, en de-
trimento de concejos más democráticos; 2) La capacidad de 
toma de decisiones del alcalde(sa) no es del todo absoluta 
pues debe rendir cuentas al concejo municipal. 

4.10.1	Planes operativos anuales municipales

El Código Municipal no establece de manera explícita la 
creación de planes operativos anuales en las municipalida-
des. Sin embargo, en el artículo 125-E- , que hace referencia 
a la rendición de cuentas de la administración a los ciudada-
nos, sí habla de planes de gobierno, los cuales se entienden 
de la siguiente forma: “El informe a que se refiere este artículo 
comprenderá lo realizado durante el período del primero de 
enero hasta el treinta y uno de diciembre de cada año y será 
presentado en los primeros sesenta días del año siguiente y su 
divulgación se hará por los mecanismos de participación esta-
blecidos y/o de comunicación que tenga a su alcance, asegu-
rando el conocimiento del mismo por parte de los ciudadanos 
del municipio”.

Por otro lado, dado que las municipalidades son institucio-
nes públicas necesitan crear sus planes operativos anuales, 
mismos que serán controlados por la Corte de Cuentas de 
la República. Al respecto, la Ley municipal establece en el 
capítulo relativo al control administrativo que “además de lo 
previsto en este Código, la Corte de Cuentas de la Repúbli-
ca ejercerá la vigilancia, fiscalización y control a posteriori 
sobre la ejecución del presupuesto de las Municipalidades, 
para lo cual aplicará las normas sobre la materia, estableci-
das en la Ley”. 

Si bien el artículo anterior sólo habla las auditorías financie-
ras72, la Corte de Cuentas también realiza auditorías opera-
cionales o de gestión a todas las instituciones gubernamen-
tales, incluyendo a las municipalidades. En el caso de las 
operacionales, se realizará sobre tres aspectos:

1.	 La planificación, organización, ejecución y control 
interno administrativo;

2.	 La eficiencia, efectividad y economía en el uso de los 
recursos humanos, ambientales, materiales, financieros 
y tecnológicos;

3.	 Los resultados de las operaciones y el cumplimiento de 
objetivos y metas (Art. 31 de la Ley de la Corte de 
Cuentas de la República). 

 
 
72	 La auditoría financiera se refiere a los siguientes aspectos: las 

transacciones, registros, informes y estados financieros; la 
legalidad de las transacciones y el cumplimiento de las otras 
disposiciones; y el control interno financiero. 

Desde el marco normativo, se establece el principio de obli-
gatoriedad de planes operativos anuales en las municipali-
dades, el problema resulta cuando se trata de conocer más 
en detalle cómo se elaboran estos. Si bien el Código Muni-
cipal establece en el artículo 125-A, B, D, C y E mecanismos 
de transparencia y de acceso a la información, esté sólo será 
proporcionado a los ciudadanos domiciliados en el munici-
pio. 

En El Salvador no se cuenta con una ley de acceso a la in-
formación, lo que lleva a que esta información sea difícil de 
acceder, al menos no de manera general. Es decir, tener el 
conglomerado general de los planes operacionales anuales 
de los 262 municipios de El Salvador es una tarea casi impo-
sible de lograr para un ciudadano común. 

Por otro lado, aunque el Código Municipal establece en su 
artículo 4, numeral 1, que a los municipios les compete “la 
elaboración, aprobación y ejecución de planes de desarrollo lo-
cal” tampoco se especifica sobre planes de inversión munici-
pal. De hecho, al igual que los planes operativos anuales, se 
trata de una información que puede ser solicitada en la mu-
nicipalidad siempre y cuando sea domiciliados del mismo. 

4.11	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal 
en Nicaragua

Con el advenimiento de la dictadura somocista se suspen-
de todo principio de autonomía hacia los municipios. En la 
constitución de 1939 se estipulaba que “la administración 
local de las ciudades, pueblos y villas estará a cargo de Munici-
palidades nombradas por el Poder Ejecutivo cada dos años” en 
donde se refleja de manera explícita el sometimiento de las 
municipalidades a los designios del ejecutivo. 

En la Constitución de 1948 no se varía la forma de elección 
de las autoridades locales, sin embargo se estipula la auto-
nomía financiera  y Administrativa aún  cuando estas están 
sujetas a la vigilancia del Poder Ejecutivo. La Constitución de 
1950 modifica la forma de elección de las autoridades. Aún 
cuando es el Poder Ejecutivo quien elige a las autoridades, se 
estipula la capacidad de reformar esta disposición por medio 
de la Asamblea Nacional con dos tercios de sus votos. Es 
hasta la Constitución de 1974 que se mandata la elección 
de las autoridades municipales por medio de voto de la po-
blación. Es en esta misma Constitución que se reafirma la 
Autonomía Económica y Administrativa, pero bajo vigilancia 
del Ejecutivo.

Durante la revolución sandinista se crearon las Juntas Mu-
nicipales de Reconstrucción  con el objetivo de dirigir la re-
construcción causada por la guerra. Estas juntas dependían 
en gran medida del ejecutivo, pero son consideradas un indi-
cio de autonomía por cuanto la dirigencia local ejercía auto-
ridad política, hasta donde un contexto de guerra lo permitía. 
Es hasta 1987 en donde fue establecida parcialmente la auto-
nomía municipal con la aprobación de la nueva Constitución. 
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La autonomía se reforzó en 1988 con la aprobación de la Ley 
de Municipios (Ley 40). Una de las primeras acciones que 
evidencia el grado de autonomía municipal alcanzado es la 
potestad de elegir autoridades locales en las elecciones de 
1990. En los últimos años sucesivas reformas han incidido 
en las funciones y relaciones del espacio municipal. 

4.11.1	Relacionamiento del alcalde(sa) con el 
concejo municipal

El relacionamiento entre los alcaldes (sas) y el concejo 
municipal se define en dos niveles: En primer nivel en cuanto 
al papel del alcalde(sa) como parte del concejo. El segundo 
nivel se refiere a las relaciones de funciones ejecutivas - 
administrativas del alcalde(sa) y en cuanto las funciones 
normativas - deliberativas – administrativas del concejo 
municipal.

El Art. 25 de la Ley de Municipios establece que la máxima 
autoridad normativa del municipio es el concejo municipal 
que está integrado por el alcalde(sa), el vice-alcalde(sa) 
como su suplente y los concejales electos. En el artículo 26 
se establece el número de miembros del Concejo por cada 
municipio, estableciéndose en veinte miembros para el 
municipio de Managua, siendo 17 electos de forma directa, 
uno que establecido por el alcalde(sa) y dos que son electos 
por los candidatos a alcalde(sa) que hayan obtenido el 
segundo y tercer lugar en la elección. Para los municipios 
que son cabecera departamental o que cuentan con más de 
30 mil habitantes el concejo municipal está establecido en 
10 miembros, siendo uno el alcalde(sa), 8 electos de forma 
directa y el último que lo ocupa el candidato a alcalde(sa) que 
obtuvo el segundo lugar en la elección. Para los municipios 
menores de 30 mil habitantes se establece un concejo 
municipal de 5 miembros, siendo uno el alcalde(sa) y cuatro 
los concejales electos de forma directa.

En Nicaragua existe la figura de los concejos municipales 
pluripartidarios, precisamente para ejercer la figura repre-
sentativa y deliberativa de los concejos, es decir, que estén 

representadas de forma proporcional los partidos políticos y 
que deliberen acerca de la vida de los pobladores en aspec-
tos que no se pueden normar. Dentro de su seno se elige la 
figura del Secretario del concejo municipal. 

Este funcionario es el único concejal que posee funciones 
ejecutivas, que además de ser el encargado de elaborar las 
actas dentro del concejo, se encarga de llevar el libro de acta 
de la elaboración de ordenanzas y de inscripción de las ins-
tancias de participación ciudadana en el nuevo modelo de 
Poder Ciudadano. El concejo municipal está presidido por 
el alcalde(sa), quien tiene voz y voto es las decisiones to-
madas. Las nociones expuestas en el concejo se someten 
en votación. En caso de que dicha votación quede en igual-
dad de votos se procede  contar como voto doble el emitido 
por el alcalde(sa). Esto permite un grado mayor de poder al 
alcalde(sa) dentro del concejo municipal.

Sin embargo, Nicaragua se caracteriza por una fuerte pola-
rización política y una eficiente disciplina partidaria lo que 
ocasiona prácticamente bancadas bipartidarias en donde el 
partido que ejerce la alcaldía por lo general tiene la mayoría 
calificada del concejo municipal.

En el aspecto administrativo el alcalde(sa) tiene las funcio-
nes de representante de toda  instancia administrativa y jefe 
de los servicios municipales teniendo la facultad de elabo-
rar los manuales internos de funcionamiento en la alcaldía 
pero siempre con la aprobación del concejo municipal. En el 
aspecto financiero el alcalde(sa) y el equipo técnico munici-
pal elaboran junto con los Consejos de Poder Ciudadano el 
presupuesto municipal y la proyección de las inversiones. Al 
ser elaborados, pasan al concejo municipal, que aprueba lo 
dispuesto. Las funciones políticas las ejerce el alcalde(sa), al 
ser el representante legal del municipio y dirigir el Gobierno 
Municipal. 
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El concejo municipal tiene como funciones políticas el re-
currir al alcalde(sa) para que este comparezca para rendir 
cuenta sobre el ejercicio de sus funciones. Asimismo, el Con-
cejo dispone sobre la suspensión de la pérdida de condición 
de alcalde(sa), vice-alcalde(sa) o concejales. Las principales 
causales de destitución giran en torno a violaciones admi-
nistrativas y financieras, siendo el papel de la CGR el de rea-
lizar las auditorías correspondientes. El organismo facultado 
para legitimar la suspensión de cargos es el CSE, que, según 
el art. 24, debe aceptar la resolución elaborada por el Con-
cejo municipal, en donde se exponga las causales de sustitu-
ción y el nombre de la persona que asumirá el cargo. El CSE 
debe de aceptar la resolución y tomar la promesa de ley a las 
personas designadas.

4.11.2 Funciones del concejo municipal

Las funciones del concejo municipal se establecen en el art. 
28. Estas funciones se agrupan en funciones normativas, 
administrativas y deliberativas sobre y para el municipio. 
Las funciones del Concejo municipal están encaminadas 
a la aprobación de todo el acontecer municipal, tales 
como el presupuesto, mecanismos para llevar a cabo sus 
competencias, la firma de convenios y concesiones, la 
aprobación del Plan de Desarrollo Municipal y del Comité de 
Desarrollo Municipal, discutir las políticas públicas locales y 
nacionales, definir el funcionamiento interno de la alcaldía, 
todo por medio de  ordenanzas y decretos.

De forma numeral sus funciones son las siguientes:

1.	 Discutir y decidir el Plan de Desarrollo. 
2.	 Presentar ante la Asamblea Nacional Iniciativas de Ley 

en materia de su competencia. 
3.	 Solicitar a la Asamblea Nacional la modificación de los 

límites municipales o creación de nuevos. 
4.	 Dictar y aprobar Ordenanzas y Resoluciones 

Municipales.
5.	 Garantizar el mejoramiento de las condiciones 

higiénicas sanitarias de la comunidad y la protección 
del medio ambiente. 

6.	 Emitir opinión respecto a los contratos o concesiones 
de explotación de los recursos naturales ubicados en 
circunscripción.

7.	 Aprobar la composición e integración de los Comités 
de Desarrollo para la planificación y ejecución de 
proyectos y obras municipales. 

8.	 Autorizar y supervisar los proyectos de inversión 
pública a ser ejecutados en el municipio. 

9.	 Promover la participación de la empresa privada en la 
contratación de los servicios públicos, municipales. 

10.	Conocer, discutir y aprobar el Proyecto de Plan de 
Arbitrios del Municipio y sus Reformas. 

11.	Discutir y aprobar las relaciones públicas nacionales e 
internacionales del Municipio. 

12.	 Conocer, discutir y aprobar el Presupuesto Municipal, sus 
Reformas y modificaciones y supervisar su ejecución. 

13.	Aprobar la creación de las instancias administrativas y 
órganos complementarios de administración en el 
ámbito territorial del municipio.

14.	Elaborar y aprobar el Reglamento Interno de 
Organización y Funcionamiento del concejo municipal.

15.	Elegir de su seno al Secretario del concejo municipal 
cuyas atribuciones se determinarán en el Reglamento 
de la presente Ley. 

16.	Acordar con el voto favorable de las dos terceras partes 
de sus miembros, la realización de auditorías externas 
sobre las finanzas municipales. 

17.	Conocer para su aprobación trimestral y anual los 
Estados Financieros.

18.	Aprobar el Manual de Organización y Funciones de la 
Municipalidad. 

19.	Conocer, discutir y aprobar las operaciones de Crédito 
Municipal. 

20.	Conocer, aceptar o rechazar donaciones al Municipio.
21.	Aprobar enajenaciones o gravámenes a cualquier título 

de bienes municipales particulares o derechos 
pertenecientes al Municipio. 

22.	Requerir del alcalde(sa), periódicamente o cuando lo 
juzgue necesario, la información sobre el desarrollo de 
la gestión municipal. 

23.	Autorizar las salidas del territorio nacional del 
alcalde(sa) o del vice-alcalde(sa) cuando sea mayor de 
quince días. 

24.	Resolver sobre la suspensión o pérdida de la condición 
de alcalde(sa), vice-alcalde(sa), y concejal.

25.	Elegir de su seno al sustituto del vice-alcalde(sa).
26.	Organizar y dirigir, por medio del alcalde(sa), la 

Inspectoría Municipal. 
27.	Definir y asignar las atribuciones al vice. 
28.	Conocer y aprobar los presupuestos, balances y estados 

financieros de las empresas municipales.

4.11.3	Funciones del alcalde(sa)

En el Art. 33 se establece al alcalde(sa) como la máxima 
autoridad ejecutiva del Gobierno Municipal y en el Art. 
34 sus atribuciones que se resumen, de acuerdo al jurista 
Alejandro Bravo73, en: Responsabilidad administrativa 
financiera, Función recaudadora, Jefe de personal, Jefe de 
servicios municipales, Representante legal del municipio y 
de Instancia administrativa.

En la Ley de Municipios se estipulan 27 funciones:

1.	 Dirigir y presidir el Gobierno Municipal. 
2.	 Representar legalmente al Municipio. 
3.	 Nombrar delegados del Municipio ante las instancias 

de coordinación interinstitucional, públicas y 
privadas. 

4.	 Dictar y publicar bandos y acuerdos. 
5.	 Publicarlas Ordenanzas y Resoluciones Municipales 

aprobadas por el Concejo. 
6.	 Promover la participación e inserción del Municipio en 

todo proceso de planificación de nivel superior al 
municipal. 

7.	 Convocar y presidir las sesiones del concejo 
municipal. 

73	  Bravo, Alejandro. Derecho Local en Nicaragua. 2da edición. 
Managua. 2001
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8.	 Cumplir y hacer cumplir las decisiones tomadas por el 
concejo municipal.

9.	 Elaborar y presentar al concejo municipal el Proyecto 
de Presupuesto Anual, así como sus reformas o 
modificaciones. 

10.	Elaborar y presentar al concejo municipal para su 
aprobación, el Proyecto de Plan de Arbitrios, así como 
sus reformas o modificaciones. 

11.	Dar a conocer a la población el Presupuesto Municipal 
sus reformas o modificaciones, el Informe Final sobre 
su ejecución y otros documentos que el concejo 
municipal determine. 

12.	Administrar la prestación de los servicios públicos de 
competencia municipal. 

13.	Autorizar los pagos y disponer los gastos previstos en 
el Presupuesto Municipal y sus modificaciones 
aprobadas por el Concejo.

14.	Rendir cuentas al concejo municipal y a los ciudadanos 
de la gestión económica desarrollada conforme al 
Presupuesto Municipal. 

15.	Someter a la consideración del Concejo para su 
discusión y aprobación las operaciones de crédito 
municipal.

16.	Solicitar al concejo municipal la autorización para la 
enajenación de bienes o derechos particulares del 
Municipio, de conformidad con la legislación de la 
materia.

17.	Organizar, dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios 
y obras municipales, con participación ciudadana.

18.	Dirigir ejecutivamente la administración y al personal 
de servicio de la municipalidad y realizar su contratación 
dentro de los límites Presupuestarios. 

19.	Nombrar y remover en su caso al Registrador del 
Estado Civil de las Personas.

20.	Resolver los recursos administrativos de su 
competencia. 

21.	Sancionar las infracciones a los reglamentos, 
ordenanzas, resoluciones, acuerdos y demás 
disposiciones municipales, de conformidad con lo que 
éstos establezcan. 

22.	Elaborar el Manual de Organización y Funciones de la 
Municipalidad. 

23.	Proponer al concejo municipal el establecimiento de 
instancias administrativas en el ámbito territorial del 
Municipio.

24.	Promover y mantener la comunicación con todos los 
sectores de la sociedad civil. 

25.	Dirigir el Comité Municipal de Emergencia y promover 
la integración de la población en la organización de la 
defensa civil del Municipio. 

26.	Acordar con la Policía Nacional las medidas necesarias 
para el aseguramiento del orden público y las labores 
meramente municipales, de conformidad con la Ley.

27.	Proponer al concejo municipal el establecimiento de 
relaciones de hermanamiento con municipios y 
ciudades del país y de otros países.

4.11.4	Relaciones entre funciones del concejo 
municipal con alcalde(sa)

De una forma comparativa, las funciones normativas del 
concejo municipal se complementan con las funciones 
ejecutivas del alcalde(sa) (ver cuadro 4.19).

4.11.5	La elaboración del presupuesto y la 
programación de las inversiones en los 
municipios con el modelo participativo 
del Poder Ciudadano

Los principios que rigen los aspectos financieros del mu-
nicipio se rigen según lo estipulado en la Ley de Régimen 
Presupuestario, la Ley de Participación Ciudadana y en el 
Decreto de Poder Ciudadano, NO.112-2007. Estas leyes y de-
cretos establecen los principios jurídicos que toman como 
base los presupuestos participativos municipales y la direc-
ción de las inversiones. Dichos principios van desde el nivel 
constitucional en donde se estipula que “Nicaragua es una 
República Democrática, Participativa y Representativa“74 y pasa 
por la ley de municipios al establecer que estos “promoverán 
y estimularán la participación ciudadana en la gestión local, 
mediante la relación estrecha y permanente de las autoridades 
y su ciudadanía”75

El presupuesto municipal se elabora a través de consultas 
y asambleas de pobladores que a través del Coordinador 
(a) de Propuestas ante los Gobiernos Locales eleva las pro-
puestas de la población para la elaboración de los Planes de 
Inversión Municipal que tienen una duración general de 4 
años y de los Planes de Inversión Anual. En dichos planes 
se proyectan las inversiones de los municipios de acuerdo a 
sus competencias. Sin embargo muchos municipios realizan 
inversiones que no les competen, pero por demandas socia-
les que se realizan a través de los Gabinetes Sectoriales del 
Poder Ciudadano, dedican parte del presupuesto para satis-
facer dichas demandas.

Al realizarse el proceso de consulta, el alcalde(sa),  junto con 
el equipo técnico municipal, dan forma técnica al presupues-
to y al Plan de Inversión Anual, respetando los criterios es-
tablecidos en la Ley de Régimen Presupuestario y en la Ley 
de Transferencias. Estos criterios son la base de un presu-
puesto sostenible en cuanto al balance de gastos corrientes 
e inversiones para el proceso de transferencias de  recursos 
del gobierno central hacia las municipalidades. Al concluir 
el proceso técnico, el concejo municipal ratifica y aprueba 
lo elaborado por la instancia ejecutiva y luego de una nueva 
consulta general es aprobada por el Gabinete del Poder Ciu-
dadano Municipal. Posteriormente, se envía tanto al INIFOM 
como a la Contraloría General de la República para darle se-
guimiento técnico a los gastos y al proceso de transferencia 
de recursos para la inversión.

74	  Artículo. 7 Constitución Política de Nicaragua.
75	  Artículo 36 Ley de Municipios.
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4.12	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal 
en Costa Rica

 
La división de poderes tiene como objetivo garantizar la 
representatividad política y establecer controles mutuos, 
evitando así la concentración de poder y garantizando que 
la voluntad popular se vea reflejada en la composición del 
legislativo. La dinámica de las relaciones entre el poder eje-
cutivo y el legislativo siempre tiene diferentes matices donde 
la agenda política esta mediada por las estrategias de acción 
de los actores, lo cual se replica en el nivel local.

Las relaciones que se presentan entre el ejecutivo y el le-
gislativo a nivel municipal están determinadas por los roles 
y las funciones que el marco jurídico les ha asignado. Sin 
embargo, en la práctica, el estado de estas relaciones puede 
presentarse de diferentes maneras dependiendo de la com-
posición del concejo, la disciplina partidaria de los regidores 
y la conjunción de intereses que surge en el camino. 

En Costa Rica, de acuerdo con el artículo 12 del Código Mu-
nicipal, el concejo municipal  es el órgano deliberativo del 
gobierno local, que se encuentra formado por una cantidad 
de regidores, según lo establece la ley, quienes tienen como 
principal atribución fijar la política y las prioridades de de-
sarrollo del municipio, conforme al programa de gobierno 
inscrito por el alcalde(sa) municipal. Además, acuerdan los 
presupuestos, aprueban las contribuciones, tasas y precios 
de servicios, dictan los reglamentos, organizan la prestación 
de los servicios, establecen convenios y aprueban el Plan de 
Desarrollo Cantonal y el plan operativo anual, entre otras 
funciones.

De acuerdo con el artículo 21 del Código Municipal, el nú-
mero de regidores propietarios y suplentes se rige según las 
reglas que se presentan en el Cuadro No. 4.20, las cuales 
tienen su base en la cantidad de población votante que ha-
bita en el cantón. La elección se realiza por cantones, los 
cuales suman un total de ochenta y uno en todo el país, y la 
legislación electoral establece que el Tribunal Supremo de 
Elecciones puede crear los distritos electorales que conside-
re necesarios (ver cuadro 4.20). 

Los regidores que conforman este órgano legislativo muni-
cipal son elegidos por un período de cuatro años y como 
característica particular en la forma de elección de los mis-
mos, es que ésta se celebra de manera concurrente con las 
elecciones nacionales, en las que se elige presidente, vice-
presidente y diputados, mientras que la elección de los de-
más cargos de elección municipal se llevan a cabo diez me-
ses después de las elecciones nacionales (Muñoz y Badilla, 
2007:11).

4.12.1	La figura del alcalde(sa) en Costa Rica 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 14 del Código 
Municipal, el alcalde(sa) es el funcionario ejecutivo de la 
corporación municipal y su principal función es la de ejercer 
las funciones inherentes a la condición de administrador 
general y jefe de las dependencias municipales, vigilando 
la organización, el funcionamiento, la coordinación y el fiel 
cumplimiento de los acuerdos municipales, las leyes y los 
reglamentos en general.

La figura del alcalde(sa) municipal se instaura a partir del 
Código Municipal que empezó a regir en el año 1998 y que 
reformó la legislación en materia municipal del año 1970. 
Esta modificación en la normativa municipal y electoral 
que transforma al ejecutivo municipal en alcalde(sa), es un 
paso trascendental, pues anteriormente la permanencia del 
ejecutivo municipal era cuestión política, al ser nombrado 
por el Concejo, por lo que también podía ser removido con 
relativa facilidad, dificultando así su labor de gerencia.

Es importante señalar que, a pesar de que en el año 1998 
se aprobó esta nueva legislación municipal y se instaura 
la figura del alcalde(sa), en la Constitución Política no se 
menciona la existencia del mismo y se sigue hablando sobre 
un ejecutivo municipal. El artículo 169 de la Carta Magna 
señala lo siguiente:

“La administración de los intereses y servicios locales en 
cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, 
formado de un cuerpo deliberante, integrado por regidores 
municipales de elección popular, y de un funcionario 
ejecutivo que designará la ley.”
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Ese funcionario ejecutivo que hace referencia la Constitución 
Política corresponde hoy a la figura del alcalde(sa) munici-
pal. Sin embargo, éste se designa ahora mediante elección 
popular, al igual que los miembros del concejo municipal. 
Como se mencionó anteriormente el artículo 14 del Código 
Municipal establece que “Denomínese alcalde(sa) municipal 
al funcionario ejecutivo indicado en el artículo 169 de la Cons-
titución Política”. De esta forma, estableciéndose en una ley 
de menor rango que la Constitución se define al alcalde(sa) 
municipal.

El hecho de que la figura del alcalde(sa) no aparezca en la 
Constitución Política no ha generado mayores conflictos. Sin 
embargo, ha servido de antesala para discusiones sobre si 
es el concejo municipal o el alcalde(sa), el órgano con mayor 
cuota de poder en el gobierno local. Quienes consideran que 
se trata del concejo, alegan que, a diferencia del alcalde(sa), 
el concejo tiene rango constitucional, por lo que cuando se 
discute la posibilidad de una reforma al código municipal se 
ha señalado la necesidad de dejar más claro el nivel de au-
toridad de cada uno.

El Código Municipal de 1998 y las reformas que se introdu-
cen a partir de éste en el Código Electoral, traen consigo una 
reingeniería de la institucionalidad municipal costarricense. 
A este respecto destacan tres cambios fundamentales. En 
primer lugar, que las personas en puestos de ejecutivos mu-
nicipales en funciones pasan automáticamente a convertirse 
en alcaldes(as).

En segundo lugar, esta nueva figura del poder ejecutivo mu-
nicipal, a partir de 2002, se elige periódicamente en eleccio-
nes exclusivas para cargos municipales –excepto de regido-
res-. Por último, se crean los concejos de distrito, que son 
órganos colegiados que median entre las comunidades y la 
municipalidad para la planificación de su desarrollo.

Las elecciones de 2002 probaron, sin embargo, debilidades 
en el nuevo diseño institucional electoral-municipal. Como 
parte del nuevo diseño se instaura la celebración de eleccio-
nes para alcaldes (sas), síndicos, miembros de los concejos 
de distrito e intendentes; se establece que las mismas se-
rán realizadas con un lapso de diez meses posteriores a las 
elecciones presidenciales. Además, guardan la característica 
singular de que las elecciones de regidores (poder legislativo 
municipal) se realizan de forma concurrente a las elecciones 
presidenciales.

En Costa Rica, el alcalde(sa) no preside el concejo municipal 
y éste debe asistir a todas las sesiones del mismo, partici-
pando con voz pero sin voto. El presidente del Concejo es 
elegido entre los regidores por un período de dos años, pue-
de ser reelegido y tiene a su cargo presidir las sesiones del 
Concejo y preparar el orden del día, entre otras funciones.

Desde el año 2001 se discute una reforma integral al Código 
Municipal de 1998, que busca darle una nueva estructura a 
esta normativa municipal. Desde el año 2007 se conformó 
una comisión integrada por técnicos en temas municipales 
de diferentes instituciones del país, que se dedicaron, duran-

te varios meses, a elaborar un documento que reformara de 
manera integral la ley municipal. 

Para mayo de 2009, el documento final se presentó ante las 
autoridades locales, instituciones del Estado y la coopera-
ción internacional y fue entregado a Diputados de la Comi-
sión de Asuntos Municipales y Desarrollo Local Participativo 
de la Asamblea Legislativa, donde actualmente se encuentra 
el texto en discusión. 

4.12.2	Conformación del concejo municipal en 
Costa Rica 

Con respecto a la conformación del Concejo, la modalidad 
de la fórmula electoral en el caso de las elecciones de 
regidores permite que los concejos se integren de forma 
pluripartidaria, lo cual es un factor positivo, visto desde 
el punto de vista de la democracia representativa, ya que 
permite que estén representados los diferentes partidos de la 
arena política. La fórmula utilizada para estas elecciones es 
la misma que se utiliza para la elección de diputados, y es la 
fórmula de representación proporcional, donde los puestos 
de elección se distribuyen a partir de los criterios de cociente, 
subcociente y cifra residual.76 

Otro de los factores que incide en la conformación de los 
concejos municipales, es el calendario electoral, el cual, como 
se mencionó anteriormente, establece que las elecciones de 
regidores se celebren simultáneamente con las elecciones 
de Presidente y vicepresidente de la República, mientras que 
las elecciones de alcalde(sa) se llevan a cabo diez meses 
posteriores a estas. 

En agosto del año 2009, aprobaron una serie de reformas al 
Código Electoral, entre las que se encuentran la unificación 
de las elecciones municipales (alcaldes (sas), intendentes, 
síndicos y regidores), celebrándose estas a medio período, 
a partir del año 2016. Además, dentro de las reformas, se 
aprobó la inclusión de los partidos de carácter local en el 
financiamiento estatal, del cual estaban excluidos. En Costa 
Rica se permite la participación de partidos locales en las 
elecciones municipales; con el surgimiento de los mismos en 
los últimos años, han emergido agendas políticas constituidas 
desde la base local y no desde la línea partidaria que emana 
desde las dirigencias nacionales, donde se hace más difícil 
converger en una agenda las particularidades cantonales. 

La separación de las elecciones de regidores y alcaldes (sas), 
como se ha llevado a cabo hasta éste momento en Costa 
Rica, promueve una mayor tendencia de un fenómeno de 
gobierno divido intramunicipal, es decir, que los alcaldes 
(sas) que eventualmente llegan al poder, lo hacen con una 
baja o incluso ninguna representación de su partido en el 
concejo municipal. Por otro lado, es también cierto que el 

76	 “Cociente es la cifra que se obtiene dividiendo el total de votos 
válidos emitidos para determinada elección, por el número de 
plazas a llenar mediante la misma. Subcociente es el total de votos 
válidos emitidos a favor de un partido, que sin alcanzar la cifra 
cociente, alcanza o supera el cincuenta por ciento de esta.” (Código 
Electoral, artículo 135).   
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escenario inverso, que es la presencia de gobiernos más 
o menos “unificados”, los hace más favorables para la 
gobernabilidad. Sin embargo, esto es más comprensible 
en un contexto donde los gobiernos locales gocen de una 
mayor autonomía municipal y tengan un contacto directo 
con la ciudadanía (Muñoz y Badilla, 2007:15). 

Lo anterior se hace evidente cuando observamos la actual 
composición de los concejos municipales en el país, donde 
de un total de ochenta y un municipios, únicamente en 
cinco de éstos (6.18%) el alcalde(sa) cuenta con mayoría 
en el concejo, mientras que en las restantes setenta y seis 
municipalidades se presenta el fenómeno de los gobiernos 
divididos antes mencionado. 

En los casos en los que se presenta un gobierno dividido se 
hace necesario que el Poder Ejecutivo (alcalde(sa) desarrolle 
estrategias para conformar coaliciones coyunturales o 
estructurales, que pueden ir desde la formulación de la misma 
agenda política, hasta la obtención de votos de la oposición 
en iniciativas específicas, a cambio del apoyo particular y 
específico en asuntos de interés de los legisladores (regidores) 
de oposición (Vargas y Pallavicini, 2007: 36).

Estos primeros datos dan un acercamiento de cuál es la 
relación que se da entre el concejo municipal y el alcalde(sa) 
en Costa Rica y se hace evidente, después de comparar 
el tipo de atribuciones de cada uno, que el segundo tiene 
a su cargo cuestiones más administrativas del quehacer 
municipal y debe acudir al Concejo en muchas ocasiones 
para solicitar permisos y aprobaciones con tal de poder 
gestionar muchas de las actividades y proyectos que 

desde la alcaldía se planifican, por lo que el desarrollo del 
municipio se encuentra en manos del alcalde(sa), pero éste 
se encuentra maniatado por el Concejo, donde muchas veces 
se presenta una conjunción de intereses políticos que torna 
la relación alcaldía-concejo en un estira y encoge en la toma 
de decisiones que en muchos casos no permite un avance 
más expedito de la gestión municipal. 

Los escenarios que se pueden presentar ante la existencia de 
un gobierno dividido, dependen en muchas ocasiones de los 
partidos bisagra y la cantidad de regidores de oposición que 
integren el concejo. Puede darse el caso en que la oposición 
sea la que tenga la mayoría, o que existan algunos partidos 
bisagra con los que el partido del alcalde(sa) tenga que 
negociar para lograr los acuerdos, o bien los partidos bisagra 
pueden aliarse con la oposición y formar una mayoría. 

Otro de los casos puede ser también que el concejo se 
encuentre altamente fraccionado y esté compuesto por dos 
polos de poder que tengan la misma cuota en la toma de 
decisiones. Para tener una idea más gráfica de los escenarios 
antes descritos, el cuadro que se presenta a continuación 
muestra seis ejemplos de la composición del concejo 
municipal en Costa Rica, lo que permite analizar un poco 
las estrategias que el alcalde(sa) puede implementar en un 
contexto de gobierno dividido (ver cuadro 4.21).

En el cuadro anterior se presentan diferentes escenarios. En 
primer lugar podemos observar que el único cantón en el que 
el alcalde(sa) cuenta con mayoría en el concejo, de los ejem-
plos anteriores, es el caso de la Municipalidad de Santa Bár-
bara, donde únicamente coexisten dos partidos políticos y de 
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un total de cinco regidores, el partido del alcalde(sa) cuenta 
con tres, lo cual le facilita la negociación para la toma de de-
cisiones a lo interno de éste órgano legislativo municipal.

Si analizamos un caso como el del cantón de San José, el 
cual tiene el mayor número de regidores por ser la circuns-
cripción municipal más grande, podemos observar que el 
alcalde(sa) cuenta con un total de cinco regidores y la opo-
sición tiene cuatro regidores, por lo que ninguno de los dos 
cuenta con mayoría absoluta, la cual equivaldría a siete regi-
dores; sin embargo, existen tres partidos bisagra con los que 
el partido oficial se puede aliar para alcanzar la mayoría.

Por ejemplo, podría buscar alianzas únicamente con los re-
gidores del Movimiento Libertario y alcanzaría la mayoría, o 
bien con cada uno de los regidores de los otros dos partidos, 
mientras que en el caso de la oposición, para alcanzar una 
mayoría tendría que buscar alianzas con al menos dos par-
tidos.

En los casos de  las municipalidades de San Carlos y Heredia, 
la estrategia del partido oficial puede ser más sencilla, ya que 
únicamente necesitan un regidor más para consolidar una 
mayoría y cuentan con varios partidos bisagra con los que 
podrían entrar en negociación para poder lograr los acuer-
dos necesarios para aprobar los proyectos impulsados por 
el alcalde(sa). 

Se puede observar que la municipalidad de Pococí es un caso 
similar a los dos anteriores, donde el concejo se encuentra 
conformado por un alto número de partidos bisagra con los 
que tiene oportunidad de buscar alianza, ya que ninguno de 
ellos cuenta por sí solo con los votos necesarios para ejercer 
oposición.

Finalmente el caso de la municipalidad de Tibás presenta 
un concejo municipal más fragmentado, donde el partido 
del alcalde(sa) y el partido de oposición cuentan con igual 
número de regidores y únicamente existe un partido bisa-
gra con un único regidor, el voto necesario para alcanzar la 
mayoría, por lo que ambos partidos deben idear una buena 
estrategia de negociación para lograr conseguir el voto que 
les hace falta y la competencia por el mismo puede tornarse 
más tensa.

Estos son algunos de los escenarios comunes. Sin embargo, 
existen otros factores que pueden generar cambios en las 
situaciones antes descritas y es que el comportamiento de la 
política partidaria en el nivel local suele ser distinto que en el 
nivel nacional. La política electoral en el ámbito local suele 
ser más personalista que partidista y no existe una verdade-
ra cohesión partidaria y una real pertenencia al partido, por 
lo que muchos regidores llegan al poder desvinculados del 
partido y en ocasiones entran en conflicto con el alcalde(sa) 
y pueden llegar hasta bloquear los proyectos que éste pre-
tenda ejecutar. 

Esto se da porque los acuerdos que se alcanzan entre los ac-
tores sociales en los gobiernos locales no corresponden a las 
alianzas políticas que se establecen en el ámbito nacional, 

ya que el sistema de poder local no se desarrolla fácilmente 
a lo largo de líneas de partido estrictas, por lo que las alian-
zas sociales suelen ser acuerdos  específicos articulados en 
torno al liderazgo local (Castells, 1998: 300).

Siguiendo con el estado de las relaciones entre el alcalde(sa) 
y el concejo municipal, uno de los problemas comunes entre 
estas dos instancias se presenta con la aprobación de los 
Planes Operativos Anuales, que son cruciales para el muni-
cipio, ya que estos contienen no sólo los proyectos, planes y 
actividades que el municipio piensa llevar a cabo para el año 
siguiente, sino que también contienen el presupuesto que 
la municipalidad propone ejecutar para el siguiente período.

El Código Municipal no establece como una obligación la ela-
boración del Plan Operativo Anual. Sin embargo, el artículo 
92 señala que el presupuesto municipal deberá satisfacer el 
plan operativo anual de la manera más objetiva, eficiente, 
razonable y consecuente, por lo que a nivel municipal al ela-
borar el presupuesto es indispensable no contar con un plan 
que sirva de sustento para la ejecución de los recursos. El 
alcalde(sa) municipal es quien debe elaborar el plan operati-
vo anual, en el que se detallan los objetivos estratégicos que 
pretende cumplir el municipio en el año siguiente, junto con 
los rubros presupuestarios para cada proyecto y actividades 
programadas. El alcalde(sa) debe presentar esta propuesta 
al concejo municipal, a más tardar el 30 de agosto y el con-
cejo debe aprobar el presupuesto en el mes de setiembre en 
sesiones extraordinarias y públicas, convocadas exclusiva-
mente con éste fin.

En un escenario como éste, se puede apreciar que el con-
cejo municipal tiene alto poder de decisión por encima del 
alcalde(sa) y la aprobación del Plan Operativo Anual puede 
muchas veces estar sujeta a criterios más políticos que téc-
nicos, donde incluso se pueden llegar a construir redes de 
clientelismo político que no se previeron en la estructura de 
estos procesos de decisión.

Una vez que el concejo aprueba el POA, se debe remitir el 
presupuesto a más tardar el 30 de setiembre a la Contraloría 
General de la República para que sean aprobados por éste 
órgano contralor de carácter central. Junto con el presupues-
to se deben adjuntar las actas de las sesiones del concejo, 
donde se aprobó el POA, así como también el Plan de Desa-
rrollo Cantonal y la certificación del tesorero municipal refe-
rente al respaldo presupuestario correspondiente.

Si el presupuesto ordinario no fuese debidamente presen-
tado a la Contraloría General de la República en el período 
correspondiente,  entonces entrará a regir el presupuesto del 
año anterior, con la excepción de los egresos que no tie-
nen eficacia para ese año. Por otro lado, si el presupuesto 
es aprobado por la Contraloría, el original se envía a la se-
cretaría municipal para que quede en custodia, y se enviará 
copia del mismo al alcalde(sa), el contador y los regidores 
propietarios.

En Costa Rica, la Contraloría General de la República es el 
ente encargado no sólo de aprobar el presupuesto ordinario 
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y extraordinario, sino que también le corresponde darle se-
guimiento a la ejecución presupuestaria de los mimos para 
incorporarla en la memoria anual de la institución. Es impor-
tante aclarar que en Costa Rica existen un total de ochen-
ta y un municipios, pero también coexisten ocho Concejos 
Municipales de Distrito77, cuyos presupuestos también son 
aprobados por la Contraloría.

Tal y como se específico anteriormente, cuando un municipio 
no entrega su Plan Anual Operativo con el presupuesto co-
rrespondientes (que es el documento que la Contraloría tiene 
que aprobar), el presupuesto del año anterior es el que entra 
en vigencia, por lo que la práctica común de muchos muni-
cipios es presentar un presupuesto extraordinario en el que 
ajustan los gastos para las necesidades del año en cuestión.

Para el presupuesto correspondiente al año 2009, de acuer-
do con información del área de servicios municipales de la 
Contraloría General de la República, de los 89 municipios y 
concejos de distrito, únicamente a cinco de estos no se les 
aprobó el presupuesto y un municipio no presentó en el pe-
ríodo correspondiente el presupuesto a esta entidad.

El personal del área de servicios municipales de la Contra-
loría General de la República señala que ellos realizan una 
labor de seguimiento a través de los informes de ejecución 
presupuestaria que elaboran las municipalidades, los cuales, 
tal y como se señaló anteriormente, se incluyen en la memo-
ria anual de la Contraloría y vienen a constituir una especie 
de documento de rendición de cuentas de los gastos incurri-
dos por las municipalidades. 

Por otro lado, es importante señalar que en Costa Rica, la 
legislación no exige la creación de planes de inversión mu-
nicipal, sin embargo los alcaldes (sas) requieren presentar 
un Plan de Desarrollo Cantonal al concejo municipal, el cual 
debe tener relación con el plan de gobierno que haya pre-
sentado al inicio de su gestión y que junto con el Plan Anual 
Operativo constituyen la base del presupuesto municipal y 
en ambos se presenta el desglose presupuestario año a año.

A manera de conclusión, es importante tener en cuenta que 
a la hora de analizar el estado de las relaciones entre el 
alcalde(sa) y el concejo municipal en Costa Rica, no podemos 
limitarnos únicamente a las disposiciones del marco jurídico 
o a la estructura institucional, sino que es necesario también 
entender el contexto particular en el que se desarrollan las 
relaciones de poder en el nivel local y contemplar los distin-
tos escenarios en que se puede presentar dicha relación, ya 
que tal y como señala Colomer (2001), las instituciones pro-
veen información, oportunidades, incentivos y restricciones 
tanto a los ciudadanos como a los líderes para la elección de 
ciertas estrategias y sólo cabe explicar los resultados colec-
tivos a través de las decisiones estratégicas de los actores, 
influenciadas por un marco histórico-cultural.
77	 Son órganos que se constituyen en distritos bastante alejados de 

la cabecera del cantón y funcionan con un cierto grado de auto 
nomía con respecto a la municipalidad. Para estos órganos se 
elige popularmente un intendente, el cual es el equivalente al 
alcalde(sa). 

4.13	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal 
en Panamá

4.13.1	El alcalde(sa) y el concejo conforman el 
gobierno municipal

La Constitución reconoce dos figuras del gobierno municipal: 
el alcalde(sa) como jefe de la Administración Municipal y la 
corporación denominada concejo municipal, con potestades 
de carácter normativo. La ley de descentralización las 
resume (Gaceta Oficial, junio 30-2009)  expresando que “la 
función normativa y administrativa del distrito es ejercida 
por el Municipio, como organización política autónoma de la 
comunidad. La función ejecutiva y de gestión administrativa 
del municipio corresponde al alcalde(sa) y la función 
normativa, al concejo municipal.” (p.20).

Aunque ha predominado a través del tiempo el perfil 
administrativo del alcalde(sa) y el normativo del concejo 
municipal, la relación entre ambos ha variado según el peso 
político  asignado por las  coyunturas  y visiones presentes 
en los marcos constitucionales que han tutelado el Régimen 
Municipal en el país. En el cuadro a continuación observamos 
que, por ejemplo, en la Constitución de 1904, los concejales 
eran elegidos por voto popular directo mientras el alcalde(sa) 
es considerado agente del gobernador y mandatario del 
pueblo, con funciones administrativas, cuyo nombramiento 
es definido por la ley. La Constitución de 1941 presenta 
un retroceso en el reconocimiento del gobierno municipal 
mediante la figura de los Ayuntamientos Provinciales, en 
los que había representantes del distrito elegidos mediante 
votación popular directa, pero los concejales eran nombrados 
por dicho Ayuntamiento y el nombramiento y remoción de 
los alcaldes(as) correspondía al  Gobernador.

La Constitución de 1946 cambia el status al municipio 
disponiendo que los concejales sean elegidos por votación 
popular directa, dejando abierta la posibilidad de que el 
alcalde(sa) sea elegido igualmente o nombrado por el 
ejecutivo. Esta Constitución incluso consideraba electores y 
elegibles para formar parte de los concejos a los extranjeros 
con cuatro años de residencia contínua en el distrito o con 
dos años, si se trataba de casados con nacionales o si tenían 
hijos panameños nacidos en el distrito.

En la Constitución de 1972, una nueva organización estatal 
marca la relación entre el concejo y los alcaldes (sas) debido a 
la novedad de los representantes de corregimiento, elegidos 
por votación popular directa, quienes asumían también, 
como es hasta la fecha, el cargo de concejales. En el caso de 
los distritos con menos de cinco corregimientos, el número 
de concejales que hacía falta para completar esa cantidad 
eran designados de común acuerdo entre el alcalde(sa) y 
los representantes. Durante la vigencia de esta disposición 
constitucional los alcaldes(as) presidían el concejo 
municipal y eran nombrados por el concejo, de una 
terna propuesta por el gobernador.
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Las reglas del juego cambian con las reformas constitucionales 
de 1983, según la cual ambos pueden ser elegidos por 
votación popular directa, pero se considera la posibilidad de 
excepciones en el caso del alcalde(sa). A partir de estas 
reformas es un  representante de corregimiento, en 
su calidad de concejal, y elegido por el consejo quien 
preside el concejo municipal.

El acto legislativo del 2004 que reformó la constitución 
establece la elección popular directa para alcaldes (sas) 
y concejales y precisa también que entre los miembros de 
dicho concejo se designe al representante de corregimiento 
que presida el concejo municipal, en su calidad de concejal 
(ver cuadro 4.22).

Se observa que a través del tiempo permanece como una 
constante el carácter eminentemente administrativo del 
alcalde(sa) y el peso decisorio en asuntos normativos en 
manos de los concejales. Es evidente por qué actualmente 
el alcalde(sa) participa con derecho a voz en las sesiones del 
concejo pero no vota en decisiones con respecto a la apro-
bación de acuerdos o  resoluciones que tienen fuerza de ley 
en los municipios. Aunque en un breve período le fue posible 
participar como presidente del concejo municipal, hoy día 
sólo pueden presidirlo los representantes de corregimiento, 
en su calidad de concejales. 

Por otra parte, la posibilidad de consenso entre ambas fuen-
tes de poder municipal está definida por la composición par-
tidaria de los consejos municipales, según el resultado de las 
Elecciones Generales, cada cinco años. 

Según describimos en el siguiente cuadro, en las elecciones 
generales del 3 de mayo, en un total de 52 alcaldías, es de-
cir, en el 69% de ellas, el alcalde(sa) cuenta actualmente con 
mayoría en el concejo municipal. 

También se observa que la alianza de oposición ganó en  
43 de las 75 alcaldías, lo que representa un 57% y en 31 de 
ellas,  que significa el 71% obtuvieron mayoría en el concejo 
municipal. La alianza de gobierno, en cambio, sólo logró 31 
alcaldías, el 41%;  de las cuales 21, el 68%, tienen mayoría en 
el concejo municipal (ver cuadro 4.23).

La distribución del poder entre la alcaldía y el concejo mu-
nicipal está enmarcada en el Título VIII, Capítulo 2º de la 
Constitución Nacional. Su aplicación, estuvo reglamentada 
fundamentalmente, por la Ley 106, de 1973 sobre régimen 
municipal, hasta el 30 de junio de este año, fecha en que se 
suma a este marco legal la Ley Nº 37, “Que descentraliza la 
Administración Pública” conocida comúnmente como la ley 
de descentralización. 

Es necesario tener presente que la actualización de esta rela-
ción depende de las decisiones que se tomen con respecto al 
futuro de la ley de descentralización. Ésta, a pesar de ser ley 
de la República desde el 29 de junio de este año, no fue imple-
mentada por el gobierno que inició su mandato el 1 de julio y 
posteriormente, el 31 de octubre, la actual asamblea aprobó 

en Tercer Debate el proyecto de ley Nº 86 que pospone su 
vigencia hasta el 30 de junio del 2014. Sin embargo,  aún no 
representa una decisión definitiva en vista de que está a la 
espera de la sanción por parte del presidente de la república 
para convertirse en ley.

Vale incorporar al análisis de esta situación que la ley de 
descentralización ingresó al escenario nacional matizada 
por un aspecto coyuntural: fue aprobada haciendo valer la 
mayoría del gobierno saliente en la asamblea y con la ame-
naza del nuevo gobierno instalado el 1 de julio de modificar-
la. Para esta posición argumentaron que  su contenido bene-
ficia al partido cuyo mandato terminó el 30 de junio, porque 
lograron mayoría en las alcaldías, los corregimientos  y con-
sejos provinciales, con los resultados de las elecciones del 3 
de mayo. Pese a este hecho, la mayor cuota de poder social 
lo tienen los partidos oficiales, en vista que las alcaldías más 
grandes del país quedaron con un balance a su favor en la 
figura del alcalde(sa).

4.13.2		Atribuciones del alcalde(sa) 

La persona que jefatura la administración municipal en 
cada uno de los 75 distritos del país es elegida cada cinco 
años, por votación popular, en las Elecciones Generales. La 
constitución señala, como sus funciones:

1.	 Presentar proyectos de acuerdos, especialmente el de 
Presupuesto de Rentas y Gastos.

2.	 Ordenar los gastos de la administración local 
ajustándose al Presupuesto y a los reglamentos de 
contabilidad.

3.	 Nombrar y remover a los corregidores y a los demás 
funcionarios públicos municipales cuya designación 
no corresponda a otra autoridad, con sujeción a lo que 
dispone el Título XI.

4.	 Promover el progreso de la comunidad municipal y 
velar por el cumplimiento de los deberes de sus 
funcionarios públicos.

5.	 Ejercer las otras atribuciones que le asigne la Ley. ( 
Pérez y Graficos, S.A,  2008,  Texto Único, Constitución 
Política de la República de Panamá).

La Ley 106, de 1973 enumera un listado de 15 atribuciones, 
en las que queda claro que algunas de sus decisiones nece-
sitan aprobación del concejo municipal y que a estas facul-
tades pueden sumarse las atribuciones que le asignen orga-
nismos nacionales y servidores públicos  de mayor jerarquía, 
de la Nación. Pueden resumirse así:

a.	 Presentar al concejo municipal de proyectos de acuerdo 
sobre el Presupuesto de rentas y gastos incluido el 
programa de funcionamiento y de inversiones públicas 
municipales, del plan quinquenal y anual para el 
desarrollo del distrito y memoria anual de su gestión 
administrativa.

b.	 Nombrar y remover corregidores, tesoreros, funcionarios 
públicos municipales, colaboradores y especialistas 
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cuando los recursos se lo permitan siempre que su 
designación, según lo estipulado en el título XI de la 
constitución sobre los servidores públicos, no 
corresponda a otra autoridad. Además, velar por el 
cumplimiento de los deberes de los servidores públicos, 
fijar su horario y vigilar sus labores.

c.	 Dictar decretos en desarrollo de los acuerdos 
municipales y en asuntos de su competencia.

d.	 Cumplir y hacer cumplir las disposiciones del concejo 
municipal, sancionar con multa o arresto faltas de 
obediencia y respeto a su autoridad.

e.	 Suministrar información tanto a los servidores públicos 
como a los particulares sobre asuntos de su despacho 
que no sean de carácter reservado

f.	 Ordenar gastos de la administración municipal, firmar 
con el Tesorero Municipal los cheques girados contra 
el Tesoro Municipal

g.	 Promover el progreso comunitario.

4.13.3 Los Concejos Municipales  
y sus atribuciones

Son reconocidos por la Constitución Nacional como una 
corporación integrada con un mínimo de cinco concejales, 
elegidos mediante votación popular directa como repre-
sentantes de Corregimiento, dentro de cada distrito, en las 
Elecciones Generales cada cinco años. Sólo en los distritos 
con menos de cinco corregimientos, se eligen expresamente 
como concejales. 

La presidencia y vice presidencia del concejo municipal la 
ocupa quien logre la designación como tal, por parte del 
concejo, mediante elección entre sus integrantes, para el 
período que determine su reglamento interno. El concejo, 
también mediante elección, designa a una persona en la Se-
cretaría, quien no puede ser concejal. Las funciones de la 
presidencia se refieren a representar al concejo, convocar, 

presidir sesiones y suscribir sus actas; nombrar y distribuir 
asuntos, con su plazo respectivo para rendir  informe a las  
comisiones y formular el orden del día de las sesiones, con-
juntamente con la secretaría.

El artículo 242 de la constitución establece como  función del 
concejo municipal, sin perjuicio  de otras que la ley señale, 
expedir, modificar, reformar, y derogar acuerdos y resolucio-
nes municipales, que tienen fuerza de ley en los municipios,  
sobre diversas disposiciones:

1.	 Aprobación o rechazo del Presupuesto de Rentas y 
Gastos Municipales formulado por la alcaldía.

2.	 Aprobación de la estructura de administración 
municipal propuesta por el alcalde(sa)

3.	 La fiscalización de la Administración Municipal.
4.	 Aprobación o rechazo de contratos de concesiones y 

otros modos de servicios públicos y obras 
municipales.

5.	 Creación o eliminación de impuestos, contribuciones, 
derechos, tasas y prestación de servicios públicos 
municipales.

6.	 Nombramiento, suspensión y remoción de funcionarios 
municipales que laboran en el concejo municipal.

7.	 Ratificación del nombramiento del Tesorero Municipal 
que haga el alcalde(sa).

8.	 En general, las materias vinculadas a las competencias 
del Municipio, según la ley.

La ley 106, de 1973, sobre Régimen Municipal enumera un 
total de 23 competencias exclusivas de los concejos munici-
pales, concernientes a:

Aspectos de planificación y representación

	 Formular, con la participación del alcalde(sa) y la 
colaboración y asesoría del Ministerio de Economía y 
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Finanzas de la política de desarrollo del distrito y los 
corregimientos.

	 Estudiar, evaluar y aprobar el presupuesto de rentas y 
gastos que haya elaborado el alcalde(sa) y que debe 
comprender el programa de funcionamiento e 
inversiones municipales, este último consultado con 
las Juntas Comunales.

	 Ejercer acciones constitucionales y legales en nombre 
del municipio y en defensa de sus derechos.

	 Designar a sus representantes ante los organismos 
municipales, nacionales e internacionales.

	 Servir de apoyo a la acción del Gobierno Nacional en el 
distrito. 

Contrataciones, concesiones, bienes y servicios públicos 
municipales

	 Autorizar y aprobar contratos sobre concesiones y 
otros modos de prestación de servicios públicos 
municipales, sobre la construcción y ejecución de 
obras públicas municipales, de mataderos, mercados, 
crematorios, cementerios, plazas, parques, paseos, 
vías públicas municipales.

	 Crear empresas municipales o mixtas para la 
explotación de bienes y servicios especialmente que 
tiendan al desarrollo industrial, agrícola y pecuario, 
fomentar la creación de empresas privadas, industriales 
y agrícolas.

	 Crear y mantener empresas y servicios de utilidad 
pública como agua, luz, teléfonos, gas, transporte, 
alcantarillado y drenaje como concesión  o directamente, 
municipalizándolos.

	 Disponer de los bienes y derechos municipales y 
adquirir aquellos necesarios para los servicios 
públicos municipales.

	 Establecer y reglamentar el servicio de aseo urbano 
domiciliario.

	 Reglamentar el uso, arrendamiento, venta y 
adjudicación de solares, lotes y bienes municipales 
dentro de las áreas y ejidos de las poblaciones y los 
terrenos municipales, las construcciones y servicios 
públicos municipales.

	 Promover la celebración de contratos con entidades 
públicas o privadas para la creación de empresas 
municipales o mixtas de bienes  o servicios.

	 Deslindar las tierras que formen parte de los ejidos 
del municipio y de los corregimientos.

	 Dictar medidas de protección y conservación del 
medio ambiente.

Administración del recurso humano

	 Crear  o suprimir cargos municipales y determinar sus 
funciones, crear Comisiones o juntas para atender 
temas específicos del municipio y reglamentar su 
funcionamiento.

	 Elegir, además de su directiva, al tesorero, al ingeniero, 
al agrimensor o inspector de obras municipales y al 
abogado del municipio. 

	 Examinar las memorias e informes anuales del 
alcalde(sa) y jefes de dependencias municipales.

Asuntos tributarios

	 Establecer impuestos, contribuciones, derechos y tasas 
para atender los gastos de administración, servicios e 
inversiones municipales.

Además de éstas, la mencionada ley, en su artículo 18, enu-
mera 12 funciones en términos de colaboración, fomento y 
supervisión que también pueden ser ejercidas por el conce-
jo municipal. Incluye materias de riqueza forestal, proyec-
tos productivos y experimentales de tipo agrícola, pequeñas 
industrias, cooperativas, encauzamiento y rectificación de 
curso de agua, construcción de embalses, canales de riego, 
disecación de pantanos, difusión de la cultura y apoyo a las 
escuelas, bibliotecas, museos y academias, campamentos y 
colonias infantiles, examen de las cuentas municipales, ser-
vicios de extinción de incendios, salubridad y asistencia pú-
blica, establecimientos de beneficencia, deporte, recreación, 
esparcimiento y construcción de locales comunales.

4.13.4	Nuevas funciones e instrumentos de pla-
nificación norman la relación alcalde(sa)
concejos municipales, con la ley Nº 37 que 
descentraliza la Administración Pública

La ley de descentralización adiciona siete funciones más: 

1.	 Dar posesión al alcalde(sa).
2.	 Ratificar el nombramiento del Tesorero Municipal que 

designe el alcalde(sa) y elegir al abogado consultor del 
consejo.

3.	 Aprobar el Acuerdo municipal para la regulación del 
régimen de contratación, el ordenamiento urbano, la 
transparencia, el presupuesto, los principios éticos del 
servidor público y todas las materias de mejoramiento, 
mantenimiento, conservación y modernización de la 
gestión municipal.

4.	 Crear la Auditoría del concejo municipal.
5.	 Acreditar a quienes representen a las Juntas de 

Desarrollo Local con derecho a voz en al Concejo.
6.	 Autorizar vacaciones, licencias y salidas el territorio 

del alcalde(sa) y el vice alcalde(sa) por más de cinco 
días.

7.	 Administrar los recursos del Programa de Obras 
Comunitarias y el Programa de Inversión Local.

Actualmente, hay contradicción en este marco legal, por-
que la Ley 106, de 1973, contiene artículos  que han sido 
superados por las reformas constitucionales del 2004. Re-
cientemente, a raíz de la instalación de los nuevos gobiernos 
municipales, se hicieron evidentes para el nombramiento de 
los tesoreros e ingenieros municipales. Las contradicciones 
radican en lo siguiente:
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El Artículo 242, de la Constitución Nacional al detallar las 
funciones del concejo municipal, en su numeral 7 dice: “el 
nombramiento, la suspensión y remoción de los funcionarios 
municipales que laboran en el concejo municipal y seguido, 
en el numeral 8, la ratificación del nombramiento del Tesorero 
Municipal que haga el alcalde(sa). En el artículo 243 sobre las 
atribuciones del alcalde(sa) indica en el numeral 3 “Nombrar y 
remover a los funcionarios públicos municipales cuya designa-
ción no corresponda a otra autoridad.”

Aunque en la ley 106, permanece el numeral 17 que esta-
blece como competencia del concejo municipal la elección 
del tesorero y el ingeniero municipal, las reformas constitu-
cionales del 2004 establecieron que el tesorero es nombrado 
por el alcalde(sa) y ratificado por el consejo. Sin embargo, no 
hicieron el cambio para el caso del ingeniero y aquí se da una 
confusión que ha producido conflictos recientes en varios 
municipios del país, luego de las elecciones del 3 de mayo. 

Los concejales aplican el mandato vigente para el nombra-
miento del ingeniero que está en la ley 106 ya que la consti-
tución no lo determinó, pero los alcaldes (sas) señalan que 
la constitución dejó establecido que él podía nombrar a los 
demás funcionarios municipales y señala que el ingeniero es 
parte de estos funcionarios, cuando la ley 106 establece que 
es  responsabilidad el concejo el nombramiento y la consti-
tución no expresó nada con respecto al procedimiento del 
nombramiento del ingeniero. 

4.13.5	Los Planes Operativos Anuales y los 
Planes de Inversión Municipal

Los municipios panameños no tienen práctica sostenida 
de elaborar Planes Operativos Anuales, por lo que son muy 
pocos los que cuentan con éstos. Hay excepciones, como 
el caso de los municipios pertenecientes a la Asociación de 
Municipios de Veraguas que sí tienen regularizada esta prác-
tica. Según consulta hecha al Lic. Narciso Machuca, Director 
del Instituto Panameño de Desarrollo Humano y Municipal 
(IPADEHM) lo más común es que, los planes de inversión 
que usualmente sean por montos mínimos y  donde los hay, 
están incluidos generalmente en el presupuesto del munici-
pio, elaborado por el alcalde(sa) y aprobado en el concejo 
municipal. Antes de la ley de descentralización no aparecía 
en los marcos legales la obligatoriedad de este instrumento 
para los procesos de  planificación municipal. 

La Constitución no menciona ninguno de los dos instrumentos. 
En la Ley 106, de 1973 sobre Régimen Municipal en el artícu-
lo 17, numeral 2, al mencionar entre las competencias de los 
Consejos Municipales el estudio, evaluación y aprobación del 
presupuesto de rentas y gastos para cada ejercicio fiscal que 
elabore el alcalde(sa), indica que éste debe comprender el 
programa de funcionamiento y el de inversiones municipa-
les. Aclara también que esta tarea la realiza con la colabora-
ción del Ministerio de Economía y Finanzas.

Posteriormente la misma ley, en su artículo 45 sobre las atri-
buciones de los alcaldes(as), los numerales 1 y 2 lo mencionan 

igualmente como componentes del presupuesto aunque en 
este último establece que el alcalde(sa) debe presentar al 
concejo municipal un plan quinquenal y anual para el desa-
rrollo del distrito, también con la colaboración del Ministerio 
de Economía y Finanzas.

La ley de descentralización  propone un cambio sustancial 
en el proceso de planificación municipal tal como lo con-
templa su artículo 13 al definir los componentes del proceso 
coordinado y obligatorio de planificación territorial de todas 
las instituciones nacionales, provinciales y municipales, con 
competencia para formular, administrar y/o ejecutar políti-
cas y planes territoriales.

El numeral 4 del citado artículo menciona el Plan Estratégico 
Distrital entre los instrumentos jerárquicos de planificación 
territorial que la ley establece para el proceso coordinado y 
obligatorio de todas las instituciones nacionales, provinciales 
y municipales con competencia para formular, administrar y 
ejecutar políticas y planes territoriales. Lo señala como  com-
petencia del municipio e indica que el mismo debe contener  
el Plan de Ordenamiento Territorial, el Programa de Inversión 
de Obras Públicas y de servicios y el Plan Operativo Anual. 

Importa destacar que los planes distritales integran los Pla-
nes Estratégicos de los corregimientos y que a su vez  segui-
rá las orientaciones del la política nacional y sectorial conte-
nida en el Plan Estratégico de Gobierno. Estos instrumentos, 
junto al Plan Estratégico Provincial al que se integran los 
planes distritales permitirán dar un salto cualitativo por la 
obligatoriedad de su cumplimiento para todas las institucio-
nes del Estado lo que facilita el respeto y cumplimiento de su 
elaboración, hecho que hoy por hoy no se da. 

En la secuencia que mostramos a continuación se identifica 
el proceso que propone la ley de descentralización para que 
el acto municipal de su planificación se de en coherencia con 
un proceso nacional que integra tanto la visión estratégica 
gubernamental como la participación de la comunidad. Des-
de las Juntas de Desarrollo Local para los planes del corregi-
miento, de éstos para la planificación municipal, todo en el 
marco de la planificación nacional del desarrollo. La siguien-
te secuencia nos describe el proceso:
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4.14	 Grado de relacionamiento del 
alcalde(sa) con el concejo municipal 
en República Dominicana 

4.14.1	El ayuntamiento

Según lo establece el artículo 31 de la Ley 176-07 del 
Distrito Nacional y los municipios, el ayuntamiento es el 
órgano de gobierno del municipio y se constituye por dos 
órganos de gestión complementarios. Uno de estos es el 
concejo municipal, de carácter normativo, reglamentario y 
de fiscalización y que se encuentra integrado por el síndico y 
los regidores. El otro, un órgano ejecutivo o sindicatura que 
es ejercido por el síndico, los cuales son independientes en 
el ejercicio de sus funciones.

En el año 2010 se promulgó una nueva Constitución Política, 
la cual, robustece y profundiza la democratización del 
municipio, al establecer dentro de sus atribuciones el control 
ciudadano y enunciar la descentralización y la autonomía 
municipal. Además, esta reforma, establece que el síndico se 
pasará a denominar alcalde(sa) municipal.

4.14.2		El concejo municipal

El concejo municipal es entonces el órgano colegiado del 
ayuntamiento, su rol es normativo y de fiscalización y en 
algunos casos ejerce funciones administrativas y ejecutivas, 

fiscaliza las unidades de gestión y administración de las 
entidades territoriales adscritas al municipio, los organismos 
autónomos que dependen de él y las empresas municipales. 
El concejo Municipal se integra por los regidores, quienes 
son elegidos en elecciones populares cada cuatro años, 
en listas cerradas y bloqueadas, bajo la modalidad de 
representación proporcional, por lo que se cuenta con 
Concejos pluripartidarios.

La composición del Concejo varía de acuerdo al volumen 
poblacional del municipio y de acuerdo a la Ley 176-07, los 
criterios se presentan en el cuadro 4.24.

De acuerdo con la Ley 176-07 del Distrito Nacional y los 
municipios, podemos clasificar las funciones que le corres-
ponden al concejo municipal en tres grandes categorías. En 
primer lugar, las funciones orientadas a la aprobación de 
acuerdos, presupuestos, informes o aprobar la explotación 
de bienes del municipio. En segundo lugar le corresponden 
atribuciones relacionadas con el aparato administrativo del 
ayuntamiento, como algunas disposiciones de regulación del 
recurso humano. En tercer lugar se encuentran las funciones 
que tienen que ver con la administración del territorio. En el 
cuadro 4.25 se presentan las competencias del concejo mu-
nicipal, de acuerdo a esta clasificación.

Anualmente el concejo municipal elige un presidente y un vi-
cepresidente, que pueden ser reelectos. Al presidente del con-
cejo municipal le corresponde ostentar la representación del 
Concejo, acordar la convocatoria de las sesiones y presidir-
las, nombrar a los miembros de los organismos y comisiones, 
firmar actos y correspondencias, visar las órdenes de pago, 
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proponer  el nombramiento del secretario del Concejo, su-
pervisar los trabajos de contraloría interna y nombrar a los 
empleados de la presidencia, entre otros.

Como instancia de jerárquica independiente, el concejo mu-
nicipal solo está sometido a las leyes y tiene calidad para dic-
tar reglamentos y resoluciones, que en el ámbito municipal y 
frente al alcalde(sa) tienen fuerza de ley.

4.14.3	El síndico o alcalde(sa) municipal

La Ley 176-07, en su artículo 60, señala que la sindicatura es 
el órgano ejecutivo del gobierno municipal y su desempeño 
es llevado a cabo por un síndico, el cual es elegido por un 
período de cuatro años, en elecciones populares bajo la 
modalidad de mayoría relativa. Con la entrada en vigencia 
de la reforma constitucional, el síndico pasa a denominarse 
alcalde(sa) municipal.

El síndico municipal tiene a su cargo, principalmente, 
funciones de carácter administrativo, ya que es el que dirige 
la administración del ayuntamiento y la prestación de los 
servicios municipales. Las funciones que le corresponden se 
presentan en el cuadro 4.26.

4.14.4	Relación alcalde(sa)-concejo

Las normas de fiscalización que ejerce el concejo no 
implican que el alcalde(sa) tiene que actuar por disposición 
del Concejo de Regidores, es decir, que carece de iniciativas; 
sino que sus actuaciones están sometidas a su conocimiento 
y aprobación. 

El control del concejo municipal sobre el alcalde(sa) incluye 
la rendición de cuenta de sus actividades administrativas 
en cada sesión ordinaria; concederle autorización para 
ausentarse del país por un tiempo mayor de 72 horas y en 
caso de sustitución, posesionar a su continuador en una 
sesión extraordinaria convocada al efecto.

Operativamente el alcalde(sa) es el funcionario de mayor 
categoría administrativa de los intereses del municipio, 
pero sus decisiones deben ser refrendadas por el Concejo 
de Regidores. En las sesiones del concejo municipal, el 
alcalde(sa) puede participar con voz, pero sin voto y las 
convocatorias a las mismas las recibe en iguales condiciones 
que los regidores.

El alcalde(sa) tiene que rendirle cuentas al concejo municipal, 
en su condición de funcionario subordinado, mientras, el 
Concejo de Regidores en su capacidad y calidad de órgano 
regulador avala, modifica, o deniega la aprobación de sus 
actuaciones.

4.14.5	Proceso de aprobación del presupuesto

Según se establece en el artículo 323 de la Ley 176-07, el 
presupuesto es elaborado por la sindicatura, y a éste se le 
debe anexar una memoria explicativa del contenido y de 
las principales modificaciones que presente en relación 
al presupuesto vigente y su adecuación a los planes de 
desarrollo cuatrienales y operativos anuales. Debe anexarse 
también la liquidación del presupuesto, la nómina de 
empleados, las inversiones a realizar en el año y un informe 
económico financiero.

Los municipios deben iniciar la formulación del presupuesto 
a más tardar el 1 de agosto de cada año. Las entidades 
municipales y organismos autónomos del municipio deben 
remitir a la sindicatura su presupuesto, a más tardar el 1 de 
septiembre. La Sindicatura debe presentar el proyecto del 
presupuesto al concejo de regidores, a más tardar el 1 de 
octubre y el Concejo tendrá 60 días para su conocimiento y 
aprobación.

Una vez que el presupuesto es aprobado, se debe exponer 
al público, en un mural del ayuntamiento y en un medio de 
comunicación social de amplia difusión en el municipio, esto 
por un período de quince días, para que se puedan externar 
observaciones al Concejo. Si se presentan observaciones, 
el Concejo tiene quince días para conocerlas, si no se 
presenta ninguna observación, el presupuesto se considera 
aprobado.

El presupuesto debe ser aprobado a más tardar el 31 de 
diciembre del año anterior al que deba aplicarse. Se debe 
enviar una copia del presupuesto aprobado a la Cámara de 
Cuentas, Contraloría General de la República y la Dirección 
General de Presupuesto y entrará en vigor, una vez aprobado, 
el primero de enero del año correspondiente.

Gregorio Cruz, encargado de Inspección y Auditoría de la 
Liga Municipal Dominicana, señala en una entrevista que los 
conflictos entre el concejo de regidores y el síndico municipal 
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son inherentes a su relación, sobre todo en el caso de la 
aprobación del presupuesto, ya que éste es un instrumento 
político, una herramienta de desarrollo municipal, pero 
político. Cruz agrega que la nueva ley (176-07) vino a 
solucionar un grave problema que se presenta antes entre 
estas dos instancias y era el nombramiento del personal, ya 

que antes era el Concejo el que seleccionaba al personal, y 
siendo el Síndico el ejecutivo, el personal de trabajo le era 
impuesto. Ahora el Síndico tiene la potestad de nombrar el 
personal y tener un mayor margen de maniobra en la gestión 
administrativa del ayuntamiento.  
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Capítulo V

Las municipalidades no operan al vacío, es decir, toman vida 
a través de los actores, sus preferencias y el cómo logran sus 
objetivos desde el cálculo estratégico del uso de los procedi-
mientos –reglas de juego formales- y sus atenuaciones por la 
institucionalidad informal –las reglas culturales que determi-
nan las relaciones de poder-.

Los arreglos institucionales surgen así como soluciones de 
aprendizaje históricos formuladas por los tomadores de de-
cisiones para ir modelando de forma particular las estruc-
turas de los gobiernos locales, es decir, sus márgenes de 
actuación de carácter político, administrativo y financiero, 
arreglos institucionales que en su sumatoria recogen el prin-
cipio de autonomía municipal. De esta forma, la autonomía 
municipal vista ahora como un arreglo político-institucional 
se origina de acuerdos iniciales que establecen cuerpos de 
restricciones e incentivos tendientes a regular las interac-
ciones dadas en el espacio local, y en aquellas dimensiones 
nacionales donde lo local mantiene un papel protagónico.

El gobierno local constituye un actor fundamental para la 
implementación de los modelos de cohesión social, cohe-
sión territorial y cohesión económica, pues al ser la base 
del sistema político se constituyen por excelencia en la ex-
presión del Estado en el territorio. Sin embargo, el rol de la 
municipalidad como institución cercana a la ciudadanía y 
cuya responsabilidad fundamental es dar respuesta a las ne-
cesidades de servicios básicos y de coordinación de acciones 
que contribuyan al desarrollo, de alguna forma se han visto 
obstaculizadas por una serie de limitaciones político-institu-
cionales -de carácter jurídico, institucional, presupuestarias, 
administrativas, entre otras- que afectan su desempeño. 

No obstante, al desarrollar un análisis detallado del cómo 
estas limitaciones político-institucionales pueden ser incre-
mentadas o reducidas por los efectos del diseño institucional 
de los gobiernos locales y la forma en que los actores polí-
ticos articulan sus estrategias desde esos diseños, se identi-
fican diversas modalidades de canales de coordinación a lo 
interno de los municipios, como entre éstos con otras instan-
cias submunicipales que afectan positiva o negativamente su 
capacidad de desempeño. A dicho fenómeno se identifica en-
tonces como distorsiones político-institucionales internas en la 
capacidad de toma de decisiones de los gobiernos locales.

Para comprender esta lógica de análisis, se debe retroceder 
al punto de asumir como referencia conceptual de partida, 

que el proceso de política pública local trata de reconstruir 
las lógicas que presiden de las nuevas formas de decisión 
política y de interrelaciones establecidas entre organismos 
públicos y grupos sociales. 

Si partimos de la anterior concepción de formulación de la 
política pública basada en las relaciones de múltiples inte-
reses, sean públicos o privados, es posible darse cuenta que 
las fronteras entre lo estatal y lo no estatal son dinámicas y 
cambiantes, pues siempre diversos colectivos sociales inten-
tarán modificar o influir en el proceso integral de la política 
pública. Por tanto, son el resultado de constantes y eferves-
centes interrelaciones e interdependencias gubernamenta-
les, como de la sociedad organizada hacia éstas, donde su 
ejercicio de poder se expresa desde el espacio local.

En el desarrollo de las políticas públicas locales existe una 
complejidad e interconexión entre los, por lo cual se requiere 
no solo del entendimiento del asunto en cuestión, sino de su 
coyuntura en la agenda social como en los valores e ideolo-
gías implicadas en el mismo; pero sobre todo cuáles son los 
niveles de coherencia administrativa, técnica y política del 
municipio para responder a estas realidades.

Desde esta posición, interesa analizar cómo los diversos ac-
tores influyen en el proceso de la política pública local, visto 
desde una perspectiva que desafía el enfoque tradicional, 
a partir de la dinámica del poder y sus estructuras subya-
centes. Se trata entonces, de reconstruir y generar proce-
sos de actuación de los poderes públicos, es decir, examinar 
relaciones, alianzas y conflictos entre actores presentes en 
el proceso político, esclareciendo desde una visión formal e 
informal quién interviene en cada política y fase concreta y 
con qué resultados, ealidad donde el diseño organizacional 
del municipio, como las capacidades de sus equipos técnicos 
y de sus autoridades políticas, pueden contribuir a potenciar 
el papel de gobierno local en el fortalecimiento del desarro-
llo local, o bien restringirlo a un simple prestatario de servi-
cios públicos.

Las políticas públicas locales se caracterizan por hacer men-
ción a procesos, relaciones, decisiones y resultados, sin dejar 
de lado en ninguno de sus puntos la tensión, el conflicto, los 
acuerdos y la ejecución conforme a los recursos del poder 
con que cada uno de los actores implicados directa o indirec-
tamente posee. La estructura fundamental es identificar el 
cómo hacer más efectiva las políticas públicas para resolver 

Introducción

Distorsiones de coordinación político 
institucional a lo interno del municipio 
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los problemas sociales y cómo hacer que una política pú-
blica responda al control popular, en dos niveles básicos de 
actuación, siendo el primero las dinámicas de poder intra-
institucional, y en una segunda instancia a nivel externo. 

En la administración pública ‘sector’ representa la sumato-
ria de la acción pública y privada municipal en cada uno de 
los compartimientos estancos en que arbitrariamente puede 
dividirse la acción social, por lo cual ‘sector’ no es admi-
nistrable, sino gobernable. Esta visión de ‘sector’ parte de 
la funcionalidad política de la acción del gobierno, pues se 
entiende de su concepción que ‘sector’ es, en cierta manera, 
una forma de organización política del gobierno local por 
temas o áreas de políticas que le permitan tener una división 
clara de la acción social. 

El concepto de ‘intersectorialidad’ hace referencia al modelo 
organizativo donde hay una convergencia de esfuerzos de 
diferentes sectores de la esfera municipal, como de muchos 
otros externos a ella para producir políticas integrales e inte-
gradas que ofrezcan respuestas a las necesidades generales. 
Por tanto, la aplicación de dicho modelo implica tres ele-
mentos básicos y estratégicos: a) integración,  b) inclusión y c) 
mancomunidad –dado que la intersectorialidad supone com-
partir recursos, responsabilidades y acciones y, por lo tanto, 
necesariamente interpela a la solidaridad del poder–.

Es imperioso no olvidarse de que las municipalidades y sus 
efectos en el espacio público-privado son dependientes del 
contexto en el cual se encuentran, donde el ejercicio y per-
cepción de su autonomía dinamizan o no su capacidad de 
interlocución política. La evolución y supervivencia de un 
diseño municipal particular depende en gran medida de su 
desempeño de gestión, pero también de la capacidad de los 
actores para sensibilizarse sobre los factores político-insti-
tucionales que limitan u obstruyen sus capacidades y poten-
ciales de gestión pública.

De forma tal que un diseño municipal existente, establece a 
su vez parámetros para la acción, pero también puede au-
toreforzarse y dificultar su sustitución mediante los efectos 
de los incentivos que comportan. Incluso ciertos diseños 
pueden producir resultados ineficientes y sobrevivir, como 
consecuencia de un aprendizaje de los actores mediante el 
uso y adaptación a las regularidades e irregularidades insti-
tucionales y sus costes de su sustitución, donde el resultado 
suele ser una sobreposición de la institucionalidad informal 
a la formal.

A efectos de poder hilvanar de una mejor forma expositiva 
la relevancia del diseño institucional municipal en su capa-
cidad de gestión y de rendimientos en las políticas públicas 
es fundamental comprender en una primera instancia la vin-
culación entre diseño institucional y políticas públicas (i), las 
tendencias regionales en materia de distorsiones internas 
(ii), y distorsiones y coherencia institucional municipal (iii).

5.1	 Diseño institucional y 
	 políticas públicas locales
El fortalecimiento democrático municipal en Centroamérica 
y República Dominicana se encuentra profundamente entre-
lazado en una mutua construcción histórica entre sus socie-
dades, instituciones y clases políticas; es decir, su institucio-
nalidad democrática no puede ser entendida sino es con su 
correlato a partir de un desarrollo histórico particular y una 
visión del tipo de estado deseado.

La calidad democrática de los sistemas políticos descansa 
en su capacidad para promover y consolidar el diseño de 
un conjunto de reglas y principios adecuados, a través de 
los cuales se determina el cómo y el quién participa en la 
adopción de las decisiones públicas, y de igual manera los 
marcos para la manifestación de las interacciones públicas 
y privadas que dotan de carácter identitario a los tejidos so-
ciopolíticos existentes. 

Es así como estas reglas de juego deben ajustarse continua-
mente a los factores endógenos y exógenos, para determinar 
la aplicabilidad correcta de una serie de principios elemen-
tales, garantizando las mismas oportunidades de igualdad 
y equidad de participación en la vida pública. Asimismo, la 
capacidad para promover una adecuada calidad de gobierno 
está cada vez, más interrelacionada con las expresiones de 
legitimidad de origen y de ejercicio, como de eficacia,  que 
exprese la acción pública en el espacio nacional y local.

Sin duda alguna, la descentralización es, y seguirá siendo, 
un proceso complejo, el cual exige coherencia en las ac-
ciones del corto, mediano y largo plazo, pero que además 
requiere de capacidades mínimas de autonomía –adminis-
trativa, financiera y política–, y supone cambios importantes 
en la sociedad, como en sus élites políticas. Sin embargo, 
uno de los principales retos de la autonomía municipal en 
Centroamérica y República Dominicana seguirá siendo la 
falta de voluntad política, derivada de una herencia y cultura 
institucional proclive a estados centralizados.

El análisis de la autonomía política municipal implica com-
prender de forma multidimensional la correlación de las po-
líticas públicas con el diseño institucional, es decir, de una 
forma más amplia las implicaciones que la articulación del 
sistema político-administrativo produce a lo interno de las 
municipalidades, particularmente en aquellos aspectos don-
de se dan interacciones entre la dimensión nacional y local.

El ejercicio de la autonomía política municipal  en la política 
pública local, no sólo pone el acento en la interacción entre 
objetivos y resultados, sino también en el proceso por medio 
del cual se identifican dichos objetivos –de la agenda y del 
programa–, así como la definición y decisión de las acciones 
para emprenderlas –programas político-administrativos–. 
Por tanto, su accionar tiende a ser por naturaleza, heterogé-
neo, confuso e, inclusive, contradictorio; de forma tal que la 
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búsqueda por crear un orden y un equilibrio en ella misma 
genera una tensión entre la eficacia, el control y los rendi-
mientos institucionales.

La implementación del modelo de autonomía política desde 
el plano municipal pone el acento en las capacidades y po-
testades de coordinación intra-institucional con los progra-
mas de actuación político-administrativos adoptados por el 
gobierno local, lo cual conlleva a priorizar los canales de co-
municación y relacionamiento técnico-políticos a lo interno 
del municipio, como entre éste y otros órganos de carácter 
submuninicipal.

Los acuerdos políticos-administrativos locales representan 
el conjunto estructurado de instituciones (actores), quienes 
bajo el marco jurídico-administrativo correspondiente tienen 
la función de elaboración, implementación y control de la 
misma. Estos acuerdos se orientan bajo una lógica de acción 
que incentiva a las instituciones municipales y sub-munici-
pales a coordinar sus decisiones y acciones con el objeto de 
aplicar y mejorar la gestión local. Por tanto, la constitución 
de estos acuerdos político-administrativos no pueden llevar-
se de forma independiente de la organización funcional del 
gobierno local.

Si bien estas reglas específicas pre-estructuran notablemen-
te el juego de las instituciones municipales y submunicipa-
les, se requiere ser consciente de que las propias reglas son, 
de hecho, el resultado –parcial- de una negociación sobre 
la propia formulación de la autonomía política en la que in-
tervinieron (o podrían no haber intervenido) las instancias 
directamente vinculadas en los resultados sustantivos que 
se pretenden conseguir con esa política o diseño institucio-
nal particular, y que, por tanto, son susceptibles de cambio o 
adaptación (Subirats et al 2008). 

El análisis sobre la relación entre diseño institucional y polí-
ticas públicas locales se puede abordar desde una reflexión 
sobre la (i) conceptualización de política pública local desde la 
autonomía municipal, y (ii) el diseño institucional municipal.

(i)	 Hacia una conceptualización de política  
pública local desde la autonomía municipal

Una política pública local constituye un objetivo en 
movimiento, un proceso en el cual los resultados no están lo 
suficientemente claros, que se caracteriza por la constante 
intervención de diversos interlocutores, y en donde el 
conflicto es un elemento expreso de su realidad –una 
dinámica de rompecabezas que está constantemente en 
transformación-.

En este proceso continuo, cabe recordar el rol del Estado, pues 
las políticas públicas se convierten en instrumentos empleados 
por dicho actor para lograr incidencia en temas específicos, así 
como en las dinámicas sociopolíticas y económicas con otros 
actores. Las políticas públicas, entendidas como programas de 
acciones, representan la realización concreta de decisiones, el 
medio usado por un actor en particular llamado Estado, en su 

voluntad de modificar comportamientos mediante el cambio 
de las reglas de juego operantes hasta entonces (Roth Deubel 
2006, p. 19). 

Teniendo en cuenta la característica de dinámica continua 
de una política pública, y el rol preponderante del Estado en 
ésta, conviene ahondar en  las características de una política 
pública (a) y los actores que intervienen en ella (b).

Características de la política pública:

Existen cuatro elementos centrales que permiten identificar 
una política pública local como tal: implicación del gobierno 
local, percepción de problemas, definiciones de objetivos y 
proceso, por lo que puede afirmarse lo siguiente: “una política 
pública existe siempre y cuando institución municipal asuma 
total o parcialmente la tarea de alcanzar objetivos estimados 
como deseables o necesarios, por medio de un proceso 
destinado a cambiar un estado de cosas percibido como 
problemático” (Roth Deubel 2006, p. 19).

Al identificar la política pública local como proceso tendiente 
a cambiar o mejorar el  estado de una situación pública, 
cabe indicar sus características, recordando que el mismo 
parte de una acción municipal, convirtiéndose en un ciclo 
continuo en el que el sistema político y la sociedad envían 
y reciben intuimos recíprocamente, en una dinámica de 
retroalimentación constante (ver diagrama 5.1).

Según se infiere del anterior diagrama, en primer lugar se des-
taca el nivel de institucionalización, pues al ser una acción 
gubernamental requiere de un nivel básico de sostenibilidad, 
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sea por vía de ordenanza o bien derivado de la estructura del 
marco competencial municipal.

La capacidad institucional constituye el andamiaje por me-
dio del cual los principios y objetivos tutelados en la política 
pública adquieren forma y logran alcanzar las metas esta-
blecidas. La cuestión fundamental será entonces evitar ten-
dencias formuladoras de políticas públicas locales sin una 
clara conceptualización del modelo de diseño municipal que 
se posee y en particular de las capacidades organizativas y 
técnicas del municipio. Los programas político-administrati-
vos dotan de coherencia interna en el municipio, como entre 
éste y demás órganos submunicipales el proceso de imple-
mentación de la política pública, detallando las necesidades 
procedimentales y de contenido necesarias para la consecu-
ción de los objetivos propuestos.

El presupuesto municipal deja entonces de ser visto como 
una expresión financiero-contable, para entenderse como el 
punto de decodificación de la voluntad de los actores políti-
cos. En una primera instancia, sobre el compromiso real que 
se tiene desde el Gobierno central para girar los recursos 
necesarios en tiempo y forma para la ejecución municipal; y 
en una segunda instancia para identificar cómo el gobierno 
local entreteje su estrategia de desarrollo local.

El sistema de información, los mecanismos de retroalimen-
tación y evaluación, cumplen más que una función fiscaliza-
dora de gestión, una herramienta fundamental para la ade-
cuada toma de decisiones preventivas y correctivas a efectos 
de establecer las relaciones causales del impacto en el de-
sarrollo local, así como las atenuaciones necesarias para el 
fortalecimiento institucional.

Por tanto, una política pública local está conformada por 
actividades orientadas hacia la solución de problemas pú-
blicos, donde intervienen diversos actores con interacciones 
estructuradas y que evolucionan en el tiempo”. No obstante, 
se debe considerar la naturaleza cíclica del proceso, con lo 
cual la implementación de una política genera consecuen-
cias más allá de la solución buscada, e incluso tendientes 
a generar nuevos problemas, y por ende, nuevas políticas 
(Lemieux 1995 en Subirats et al. 2008, p. 38).

Los actores de la política pública local:

El rol de los actores que intervienen en una política pública 
no puede ser obviado, recordando que en primera instancia 
tanto los formuladores como los destinatarios de ella son 
individuos: “hay que tener en cuenta que la acción guber-
namental se desarrolla para y a través de actores sociales. 
Son seres humanos quienes la conciben, la deciden y la im-
plementan, e igualmente los destinatarios de ella, directa o 
indirectamente, son personas” (Roth Deubel 2006, p. 27).

Existe un grupo reducido de personas que formulan y dise-
ñan las políticas públicas; un segundo grupo es el encargado 
del proceso de decisión; seguido por quienes se encargan de 
planificar la forma de llevarlas a la práctica –tercer grupo-. 

En un cuarto nivel se destacan quienes ejecutan la política 
pública y, por último, los encargados de fiscalizar y evaluar 
la ejecución de las políticas públicas.

Los diseñadores de políticas: son aquellas personas que de-
finen los grandes temas de interés del gobierno local y fijan 
las pautas prioritarias que se deben seguir en el diseño de las 
políticas públicas. En ocasiones el proceso de diseño puede 
ser producto de un proceso participativo en el cual intervi-
nieron múltiples colectivos sociales. Los planificadores: gene-
ralmente son personas especializadas de alto nivel, quienes 
se encargan de convertir en planes concretos los grandes 
lineamientos establecidos por las autoridades locales.

Los ejecutores: si se debiera indicar la posición de cada uno de 
los que participan en la elaboración de las políticas públicas 
mediante una pirámide, se diría que los ejecutores son los 
que están en la base, poniendo en la práctica lo que fue dise-
ñado y decidido en los otros niveles más altos -diseñadores y 
planificadores-. Esa característica de estar a la base hace que 
sean las personas que generalmente llegan a comunidades 
como promotores, cumpliendo la función de poner en prác-
tica algún programa gubernamental en particular. 

Los fiscalizadores y evaluadores de las políticas públicas: no to-
das las municipales tienen un equipo dedicado a tales fines, 
pero constituyen el grupo de especialistas quienes le dan se-
guimiento a lo planificado y tutelado en la política pública. Si 
el tema en cuestión es fundamental para el gobierno local, 
puede ser que sean las mismas autoridades locales las más 
interesadas en darle seguimiento, fiscalización y evaluación 
al proceso. En caso contrario, dichas funciones pueden re-
caer desde una dimensión externa en los entes controlado-
res de la gestión pública del Estado.

El proceso de implementación y elaboración  
de la agenda municipal

Existen tres formas por medio de las cuales surgen las po-
líticas públicas: a) el ascenso democrático representativo, 
las bases son quienes identifican una serie de necesidades o 
problemas que posteriormente serán canalizados de diver-
sas formas por las autoridades competentes; b) la tiranía de 
la oferta, la cual consiste en la oferta de políticas producto 
de un grupo gubernamental, el cual condiciona las necesida-
des y acciones hacia la población; y por último, c) la ilusión 
natalista, concebida como una política que puede nacer de 
otra ya existente, en cualquier parte de su proceso (Meny & 
Thoening 1992, pp. 109 – 128).

La formación de la agenda depende de una especie de man-
do integral de tres factores que terminan su viabilidad. El 
primero nivel de análisis es la solución, puede haber res-
puestas que no necesariamente se encuentran vinculadas a 
la solución directa del conflicto, pues se pueden concentrar 
más a planes de contingencia en lo coyuntural -el aspecto 
detonante que volvió a poner el tema en la palestra política- 
y no precisamente sobre los ejes estructurales que generan 
la necesidad de la respuesta gubernamental.
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El segundo de ellos es el grado de apoyo, el cual puede ser 
político o social, usualmente ante mayor sea el apoyo políti-
co, menor será el apoyo social y viceversa. El tercer aspecto 
es el impacto, una propuesta puede tener viabilidad de so-
lución -es factible su intervención aún sobre lo coyuntural- 
lograr una especie de consenso entre actores políticos y so-
ciales, más no necesariamente tiende a generar un impacto 
real en el tema (ver diagrama 5.2).

La emergencia de la agenda depende de la capacidad del 
diseño institucional municipal para asumir una sensibiliza-
ción y apropiación de actores públicos y privados, pero sobre 
todo de la capacidad de debate para generar una posición 
abierta de análisis y reflexión. Si los dos aspectos anteriores 
se conjugan entonces es factible obtener niveles adecuados 
de legitimidad, tanto en su dimensión de origen -aplicación 
de procedimientos transparentes, inclusivos y participativos- 
como de ejercicio -alienación de preferencias entre los acto-
res- (ver diagrama 5.3).

Desde el enfoque diseño institucional municipal las políti-
cas públicas se convierten en una herramienta fundamental 
para de-construir y re-construir el imaginario colectivo, pues 
desde ellas se articulan lógicas de representación, las cuales 
se deben modificar no sólo para lograr los rendimientos ins-
titucionales esperados, sino también un cambio de cultura 
-teorías del cambio institucional-.
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Por tanto, la adopción y desarrollo de las políticas públicas 
desde los gobiernos locales parten de una necesidad de in-
tegrar los aspectos macro con los micro, tanto a corto como 
largo plazo. Para ello, lo fundamental es la planificación de 
la estructura de valores sociales deseables desde un proceso 
de construcción y sedimentación político-institucional que 
parten por “identificar los valores que reflejen una imagen 
global deseable” en una colectividad determinada.

Posteriormente se determina qué actuaciones y normas 
-restricciones e incentivos institucionales- contribuyen a esa 
transformación de una forma evolutiva, clarificando las nor-
mas que diferencian lo deseable de lo posible y prescriben 
un cambio. 

En un tercer nivel, se requiere establecer las relaciones cau-
sales que explican el cambio y contribuyen a la definición de 
un enfoque metodológico; es decir, el análisis objetivo datos 
que refuerza la lógica de intervención eliminando la carga 
subjetiva del discurso. Finalmente una combinación de imá-
genes y del discurso pertinente para impulsar un proceso de 
comunicación municipal para el desarrollo.

(ii)	 Diseño institucional municipal

Una institución implica en una distribución de actividades, 
una división de individuos y la reunión de las actividades 
con los individuos, de tal suerte que una subdivisión de in-
dividuos tenga jurisdicción sobre un subconjunto específico 
de actividades (Shepsle y Bonchek 2005, p. 299). Por tan-
to, el diseño institucional conlleva una serie de funciones 
de control y supervisión sobre los diversos efectos formales 
e informales generados, particularmente sobre la forma de 
interacción entre representantes y representados en la toma 
de decisiones. 

El diseño institucional municipal consiste en la creación de 
una forma de promover resultados en el desarrollo local en 
un contexto de relaciones de mutua dependencia entre el 
gobierno central y el gobierno local, para la canalización y 
articulación del interés general en un territorio específico. 
Las instituciones gubernamentales surgen como una forma 
de articulación político-social para la transformación de las 
preferencias individuales en colectivas, es decir, la construc-
ción racionalizada del interés colectivo, bajo el dominio de 
un Estado de Derecho en un régimen democrático.

Un sistema social es gobernable cuando está estructurado 
sociopolíticamente, de modo tal que todos los actores estra-
tégicos se interrelacionan para tomar decisiones colectivas y 
resolver sus conflictos conforme a un sistema de reglas y de 
procedimientos formales o informales – que pueden registrar 
diversos niveles de institucionalización – dentro del cual for-
mulan sus expectativas y estrategias (Prats 2001, p. 9).

Es así como la esencia es la forma por medio de la cual las 
instituciones locales son capaces de producir reglas de juego 
formuladas con claridad y mecanismos de acceso a la in-
formación que permitan disminuir la incertidumbre sobre 
el modelo de desarrollo local en un territorio específico. De 

esta manera, el diseño institucional municipal tiende a ser 
eficaz cuando permite disminuir la incertidumbre originada 
en las reglas y mediante un sistema de incentivos controla la 
incertidumbre derivada de las interacciones socio-políticas.

El diseño institucional municipal toma forma a partir de una 
primera instancia de la ingeniería constitucional del Estado, 
desde la cual se determinan los modelos autonómicos mu-
nicipales de cada uno de los países, pero también las formas 
de interacción y dependencia entre el Gobierno central con 
los Gobiernos locales (ver diagrama 5.4).

La tutela de los marcos competenciales municipales desde 
la ingeniería constitucional pueden producir al menos dos 
tendencias determinantes para el desarrollo de la autonomía 
municipal y de la gestión de los gobiernos locales, siendo 
la primera de ellas de orientación (a) y la segunda de 
representación (b).

La orientación del marco competencial debe en una primera 
instancia clarificar aquellas competencias municipales que le 
son propias a los gobiernos locales y cualquier otra adicional 
cuya realización se da en una constante interacción con 
otras instancias del gobierno central. Si esta clasificación no 
es lo suficiente clara, el resultado final será un incremento 
de las distorsiones institucionales del gobierno local, pues 
habrá de asumir competencias demandadas como propias, 
y aquellas otras que no siéndolo le serán exigidas por la 
ciudadanía.

No obstante, aún subsanado cualquier vacío jurídico para es-
tablecer los tipos de competencias municipales, si la orienta-
ción de los mismos es más de carácter de atención a los ser-
vicios municipales básicos, las capacidades de interlocución 
política y generación de desarrollo local de los municipios se 
encontrarán bloqueadas, ante la insuficiencia de un marco 
jurídico que fortalezca la capacidad de generación de políti-
cas públicas locales. 

En la región se ha venido experimentando una proliferación 
de políticas públicas locales que institucionalizadas desde 
las ordenanzas municipales, la autonomía municipal y la ca-
pacidad de interacción con otras instancias sub-municipales 
surgen experiencias para impulsar modelos de desarrollo y 
cohesión social, territorial y económica en los municipios.

La lógica de representación, por su parte, pone el énfasis 
sobre la pregunta fundamental: ¿Quiénes son los beneficiarios 
directos e indirectos de las políticas públicas locales? Desde di-
cho cuestionamiento se evidencia que no todas las políticas 
públicas clarifican los beneficiarios directos de los indirec-
tos de su intervención. Es así como surge la combinación de 
modelos sectoriales con territoriales.

Las políticas públicas locales de carácter sectorial buscan 
impulsar a un sector específico, que se constituye en un 
pilar fundamental para el desarrollo local, o bien, por sus 
condiciones particulares se encuentra en una relación de 
notoria asimetría en comparación con otros sectores de la 
comunidad. Ejemplo de medidas sectoriales van desde el 
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apoyo a políticas de juventud, género, deportes, culturales e 
incluso en la promoción de iniciativas empresariales.

Desde la representación territorial se busca generar un de-
sarrollo local segmentado geo-referencial, es decir una clara 
comprensión que los niveles de desarrollo en la comunidad 
se encuentran físicamente diferenciados entre un barrio y 
otro; y, por ende, se hacen priorizaciones de las zonas más 
vulnerables o marginales a efectos de evitar el incremento de 
las brechas sociales en un mismo municipio. También desde 
el presente enfoque se diseñan políticas públicas globales a 
nivel territorial, de forma tal, que se incentive en la genera-
ción de una cohesión territorial potencialmente transforma-
da en altos niveles de cohesión social.

En Centroamérica y República Dominicana el diseño munici-
pal sigue evidenciando en términos generales: (a) una visión 
reduccionista de las municipalidades como administradores 
al servicio del gobierno central; (b) desequilibrio en las rela-
ciones institucionales entre el concejo municipal y la figura 
del alcalde(sa) por problemas de competencias, lo cual es 
contraproducente para la actuación institucional; (c) falta de 
participación ciudadana en la representación democrática y 
también en procesos electorales municipales; y (d) inconsis-
tencia en la propuesta descentralizadora que distorsiona los 
roles de distintos poderes o administraciones del Estado.

Adicionalmente, la falta de políticas públicas descentraliza-
doras capaces de armonizar los marcos jurídicos e institu-
cionales de forma tal que aseguren el fortalecimiento muni-
cipal de la región sigue siendo un reto y un tema pendiente 
en las agendas políticas de la región (ver cuadro 5.1)

Las municipalidades como instituciones crean un marco de 
reglas de juegos y estructuras de incentivos para el desarro-
llo social, económico, ambiental, cultural y político; facilitan-
do así un juego cooperativo entre todos los actores político-
sociales interesados o afectados con las visiones de modelo 
de desarrollo local. 

El diseño institucional de las municipalidades no elimina 
los conflictos de las decisiones colectivas, pero sí permite 
atemperarlo y manejarlo dentro de los cauces de la legalidad 
jurídica y la legitimidad del interés aceptado por los actores 
participantes, constituyéndose además en espacios públicos 
que facilitan la construcción del interés colectivo. Sin em-
bargo, el diseño municipal no opera al vacío, pues las inte-
racciones externas tienden a sobrecargar sus capacidades 
de respuesta y de acción local.

Al estudiar la importancia que posee el diseño institucional 
para el desarrollo local, se pone en el lente de análisis el 
tema de: ¿Qué tipo de reformas son pertinentes para el 
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fortalecimiento institucional de los gobiernos locales? ¿Cuáles 
han sido los principales déficits de implementación de las 
políticas públicas que atañen al desarrollo local? ¿En qué 
medida el diseño institucional de las relaciones Gobierno central 
y Gobierno local afecta o contribuye con los rendimientos de 
las políticas públicas municipales? ¿Se encuentra la respuesta 
en más reforma jurídica o bien será necesario en fortalecer los 
canales de colaboración y cooperación entre el gobierno local y 
los órganos sub-municipales?

Sin duda alguna, habrán mayores cuestionamientos vincu-
lados, pero el tema fundamental es hacia dónde se pone la 
orientación de la actuación política, y con esto los insumos 
analíticos para la generación de capacidades de actuación en 
incidencia política en los diseños institucionales de los go-
biernos locales de Centroamérica y República Dominicana; a 
efectos de fortalecer los modelos autonómicos municipales 
de la región para otorgar más independencia a las municipa-
lidades como entes promotores del desarrollo local.

La institucionalización de la autonomía municipal va más 
allá de la apropiación de las reglas de juego dentro de la es-
tructura jurídica del Estado; responde entonces a una natu-
raleza estable, recurrente, repetitiva y pautada de la conduc-
ta entre el gobierno central con el gobierno local. Conducta 
debidamente establecida en los marcos normativos e insti-
tucionales, con los menores márgenes de discrecionalidad 
que alteren la esencia del espíritu y ejercicio de la autonomía 

municipal. Por tanto, la institucionalización es el proceso a 
través del cual organizaciones y procedimientos adquieren 
valor y estabilidad (Huntington 1997). Entonces, la cuestión 
fundamental sería identificar ¿cómo evoluciona el diseño ins-
titucional municipal?

En la definición de toda propuesta de diseño institucional se 
requiere entonces establecer una diferenciación entre dos 
tipos de conflictos: el de intereses y el de valores78 (Aubert 
1969, p. 282). Mientras en el conflicto de intereses suele re-
saltarse la proximidad de coincidencias en cuanto a necesi-
dades, aspiraciones e intereses entre los actores, en el con-
flicto de valores se tiende a mantener el posicionamiento y 
a fortalecer las polarizaciones entre éstos, sean de carácter 
ideológicas o sobre temas específicos de la agenda munici-
pal, lo cual puede en la mayoría de los casos expresarse en 
situaciones de parálisis y bloqueo79.

Desde la teoría de la elección racional, el diseño institucional 
es el resultado de los arreglos político-institucionales entre 
los actores con poder de decisión y aquellos con poder de 
veto –veto players-, quienes realizan un cálculo estratégico 
de sus preferencias, teniendo conocimiento de sus objetivos, 
recursos y de las circunstancias que enfrentan. Por tanto, 
la decisión estratégica es producto del trinomio articulado 
por: a) los actores toman decisiones racionales con arreglo 
a fines, b) dadas sus preferencias (elemento subjetivo de la 
acción) y c) teniendo en cuenta cuáles son las restricciones  
en las que pueden tomar sus decisiones -elemento objetivo 
de la acción-80 (Martínez García 2004, p. 3). 
78	 El conflicto de intereses es producto de la escasez de recursos, lo 

cual impide la satisfacción de las partes y por ende la mutua 
competición que se expresa en la lucha por alcanzar las 
pretensiones propias. Sin embargo, las partes requieren encontrar 
fórmulas de negociación que coadyuven a un encuentro de 
intereses y posiciones que minimicen el riesgo de la mayor 
pérdida para ambas. En el conflicto de valores, el disenso es la 
principal característica, ya que las partes se encuentran en 
desavenencia en lo referente a la valoración de algún beneficio 
o carga, la cual marca una contraposición con el conflicto de 
intereses, puesto que muchos valores son irrenunciables, en 
especial cuando el espectro ideológico ejerce un peso 
predominante. Son los conflictos de valores y las decisiones que 
de ellos se desprendan aquellas que más poseen externalidades 
positivas o negativas sobre la población y el sistema político en 
general. 

79	 De estos procesos se desprenden dos interacciones fundamentales 
desde la perspectiva de Aubert (1963, p. 33): cómo el disenso 
puede llevar a un conflicto de intereses, y cómo un conflicto de 
intereses puede ser transformado en disenso; es decir, cuando 
un conflicto de intereses es sometido a la ley, desde ese momento 
será formulado como un disenso, un conflicto de valor o 
creencia. Esta perspectiva parte que cuando el legislador ha de 
regular la situación originada por un conflicto de intereses, 
requiere posicionarse de forma tal que irá a privilegiar un interés 
sobre otro y desde ese momento, el interés privilegiado se 
convierte en un valor, institucionalizado en el marco normativo 
en detrimento de los valores que eran su oposición.

80	 Estos tres principios constituyen una teoría general de la acción, 
en la cual lo objetivo y lo subjetivo son relacionados, teniendo 
como síntesis de éstos las acciones sociales. Se entiende lo 
objetivo como las restricciones a la acción, mientras que lo 
subjetivo es constituido por las preferencias de los actores, así 
como la interpretación que ellos hagan de las situaciones.  Por lo 
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La combinación de decisiones racionales, preferencias y res-
tricciones en las propuestas de diseño institucional, hace que 
la agenda de diseño institucional sea producto de una arena 
política donde no solo se discute un interés general o política 
de Estado, sino también entran en juego las variables políticas 
que atenúan de una forma u otra el éxito de los procesos. Des-
de la perspectiva de los actores políticos, las reformas del di-
seño institucional municipal se encuentran matizadas –según 
la teoría de la elección racional- por una constante influencia 
de tres factores políticos: individualismo, optimización y auto-
protección (ver cuadro 5.2) (Abell 1996, pp. 8-9). 

Estos elementos hacen referencia a un contexto en el cual 
el comportamiento de los actores es racional y egoísta. Ellos 
eligen entre varias estrategias posibles una elección maximi-
zadora que les permita obtener el más alto rendimiento -es 
decir, maximizar utilidades, beneficios, ganancias, o bien, 
minimizar costos o desutilidades-. La estrategia elegida por 
los actores es egoísta en el sentido de que al tomar una de-
cisión, el actor únicamente toma en cuenta maximizar su 
propia utilidad, dejando de lado “aspectos éticos, sociales, 
políticos e institucionales” (Ayala Espino 2005, p. 88). Sin  
 

tanto, las acciones son producto de la relación entre lo objetivo 
y lo subjetivo, producto que es mediado por la racionalidad. El 
trinomio acciones-preferencias-restricciones es relacionado por 
medio de la racionalidad, pues se supone que el agente elige 
entre varios cursos posibles de acción, buscando maximizar su 
utilidad -o bien, minimizar sus costes- sujeta a restricciones.

embargo, la decisión de reforma institucional no siempre 
toma de manera racional, pues es imposible reducir la com-
plejidad decisional en fenómenos individuales, y más aún 
cuando las prácticas y reglas sociales llevan a la priorización 
de realidades y necesidades que no entran en el cálculo de 
las probabilidades racionales, tal es el caso de la tutela de 
intereses difusos. 

Entonces, la capacidad de sensibilidad de los modelos insti-
tucionales depende no sólo de la sumatoria de intenciona-
lidades individuales, sino también de la existencia de una 
intencionalidad colectiva derivada principalmente de los ac-
tores municipalistas. Sin embargo, no se puede obviar que 
los contextos institucionales restringen a los individuos o 
grupos sociales, pues se refieren a la existencia de obligacio-
nes institucionales fijadas -normas y regulaciones-. 

En un sistema político democrático, son las instituciones las 
designadas para tomar decisiones en función del bienestar 
de la colectividad, siendo entonces las municipalidades las 
instancias más próximas a las necesidades de la ciudadanía  
“…las respuestas a los problemas recurrentes son a menudo 
institucionalizadas. La acción colectiva ocurre en la comuni-
dad política porque se han establecido procedimientos norma-
lizados para suministrar a los actores políticos los incentivos 
adecuados con el propósito de que emprendan las acciones ne-
cesarias para suministrar un bien público o controlar un efecto 
externo” (Shepsle y Bonchek 2005, p. 289).

La eficacia de las instituciones municipales depende de su 
nivel de cumplimiento con los objetivos reales y subyacentes 
propuestos por parte de los actores políticos. De esta mane-
ra, el éxito y perfectibilidad del diseño municipal dependen 
de la lectura realizada por los tomadores de decisiones para 
determinar cuáles son los beneficiarios reales. El problema 
radica cuando se generan distorsiones.

En cuanto al diseño municipal en Centroamérica y República 
Dominicana se puede evidenciar que hay tendencias que se 
inclinan por estructuras complejas con altos niveles de inter-
mediación política y burocrática, o bien sistemas cuyo fun-
cionamiento radica en principios de agilidad y versatilidad. 
Sin embargo, las dinámicas no son puras, y tienden a dar 
matices con mayores atenuaciones hacia uno u otro senti-
do, en cada una de las expresiones de autonomía municipal; 
siendo la tendencia mayoritaria que los diseños institucio-
nales en materia de autonomía financiera sean más ágiles y 
claros en comparación por ejemplo a la autonomía política o 
administrativa (ver diagrama 5.5).

Una real autonomía municipal ha de partir de diseños insti-
tucionales aptos para los gobiernos locales, tanto desde sus 
estructuras internas, como de la forma en que se interaccio-
nan con otras instancias de carácter submunicipal e incluso 
del gobierno central. El municipio es parte integrante y funda-
mental de la ingeniería del Estado y, por ende, las actuaciones 
gubernamentales nacionales se fortalecen en la medida de 
que cuenten con actuaciones gubernamentales locales forta-
lecidas y consolidadas. Por tanto, el Estado no se fortalece por 
la imposición, sino por la participación, particularmente por 
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las adecuadas relaciones entre el gobierno central con los 
gobiernos locales (ver diagrama 5.5).

Como se infiere del Diagrama Nº 5.5 a mayor grado de espe-
cialidad en el diseño institucional desde la esfera del gobier-
no central se genera una mayor necesidad de integración e 
interrelación en la ingeniería municipal. Si las políticas pú-
blicas no clarifican adecuadamente los niveles de coordina-
ción y relacionamiento, se corre el riesgo de producir efectos 
diferenciados entre una y otra dimensión.

Por tanto, si las políticas de ingeniería y funcionamiento del 
Estado son homogéneas contribuyen claramente a una ma-
yor precisión de objetivos e implementación de los mismos, 
pero a su vez violentarán la autonomía municipal a efectos 
de lograr las atenuaciones necesarias para las realidades 
particulares de cada territorio (ver diagrama 5.6).

La complejidad de la ingeniería del Estado toma relevancia 
por la necesidad de: 1) generar instrumentos para dar cohe-
rencia a los diversos actos del gobierno local, como entre 
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éste y demás instancias del Gobierno central, 2) estableci-
miento de prioridades en el interés público local, 3) superar 
la visión de corto plazo y promover procesos de desarrollo 
integral en lo local, y  4) trascender el modelo de control de 
procedimientos a un sistema de gestión de impactos y de 
calidad de vida local.

Cuando el problema de implementación del modelo de auto-
nomía municipal se debe más a problemas de coordinación 
institucional los programas de actuación político-adminis-
trativos tienden entonces a priorizar los canales de comu-
nicación y relacionamiento institucional que los contenidos 
técnicos y competenciales del modelo autonómico munici-
pal. En otras situaciones, la priorización se da a la inversa, 
una tutela exhaustiva de los marcos competenciales dejando 
de lado, los puntos de interacción y coordinación institucio-
nal. Por tanto, dependiendo de cada contexto y dinámica de 
sedimentación institucional, se requiere afianzar un punto 
de equilibrio que logre articular ambas dimensiones.

El municipio es entonces una forma de gobierno paralela y 
complementaria al Gobierno central, lo local se visualiza en-
tonces como el espacio en el que se da origen a una serie de 
demandas particulares respecto a otros contextos con otras 
cualidades. La posibilidad de crear capacidades y potestades 
desde el ámbito municipal incluye entonces una estructura 
con tres niveles que deben estar articulados entre sí, lo ad-
ministrativo-financiero y político (ver diagramas en páginas 
siguientes).
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Fuente: Observatorio de Autonomía Municipal, 2009
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Según se desprende del Diagrama Nº 5.7, los acuerdos políti-
cos-administrativos en materia de autonomía municipal re-
presentan un conjunto estructurado de instituciones –acto-
res-, quienes bajo el marco jurídico-administrativo propio de 
cada país tienen la función de elaboración, implementación 
y control de sus competencias. Estos acuerdos se orientan 
bajo una lógica de acción que incentiva a las instituciones en 
coordinar sus decisiones y acciones con el objeto de aplicar 
y mejorar el modelo autonómico de un país. Sin embargo, la 
constitución de estos acuerdos político-administrativos no 
puede llevarse de forma independiente de la organización 
funcional del gobierno local81.

Desde el análisis de la dispersión institucional en la tutela 
de los modelos autonómicos de Centroamérica y República 
Dominicana se enfatiza que la autonomía municipal lleva en 
sí dos aspectos estructurales a considerar, siendo el primero 
de ellos que es la institucionalidad municipalidad el órga-
no rector, promotor y articulador de esfuerzos en el ámbito 
local; y, en una segunda instancia, deben ser los gobiernos 
locales los entes articuladores de las iniciativas de desarrollo 
en el territorio, considerando en primera instancia los pro-
cesos de planificación internos, y en un segundo momento 
aquellos otros que vienen desde las diversas instancias del 
Gobierno central.

El gobierno local, en este contexto, por su condición de ins-
titución pública autónoma puede y debe potencializar las 
competencias que le corresponden, tomando decisiones co-
herentes para el bienestar de la ciudadanía y que se adap-
tan a sus prioridades organizacionales. En este sentido, la 
participación de la ciudadanía, la sinergia de los municipios 
con la comunidad, las posibilidades administrativas, entre 
otras son fortalezas son indispensables para redefinir el rol 
municipal y la calidad de los rendimientos municipales en el 
territorio.

Al tomar en cuenta que los actores municipales interactúan 
en un contexto constreñido por las instituciones –naciona-
les y locales-, puede afirmarse que los procesos de toma de 
decisiones se vuelven más complejos al intervenir varios 
“jugadores”, en procedimientos complejos e instituciones 
complejas. Por lo tanto, la noción de racionalidad limitada, 
desde el diseño institucional municipal adquiere un sentido 
estratégico dado que los conocimientos y las capacidades de 
cálculo no son fácilmente transferibles, y las instituciones 
son difíciles de traspasar. En consecuencia, la racionalidad 
del municipio como organización  es más relevante que la 
racionalidad de los individuos que la conforman.

Los actores políticos municipales enfrentan contextos insti-
tucionales que restringen en gran medida sus estrategias a 
escoger en el desarrollo de los “juegos” que los involucran. 

81	 Los déficits de implementación cuestionan las desigualdades en 
el tratamiento entre la esfera de decisión y construcción de las 
articulaciones del modelo de autonomía municipal y la forma por 
medio de la cual se da la implementación de la misma, donde 
surge una diferencia poco perceptible entre el manejo de “lo 
político” en relación con el tratamiento y orientación que se da 
sobre “la política”.

Por lo tanto, la definición de racionalidad es muy específica 
y estrecha, pues supone que los agentes conocen aquellos 
que les gustan y eligen de acuerdo con estas preferencias. 
Se asume que las preferencias son parte de un orden com-
plementario -integridad-, que una de las preferencias es por 
lo menos tan buena como ella misma -reflexibilidad-, y que 
estas preferencias son consistentes -transitividad-. 

Uno de los problemas de la institucionalización de los pro-
cedimientos de la autonomía municipal es que su existencia 
no implica necesariamente el reforzamiento del modelo de 
autonomía municipal, por lo cual se pueden generar dis-
torsiones, que pueden ser por problemas de sintonía en los 
marcos jurídicos como institucionales.

El diseño institucional municipal no es un cuerpo norma-
tivo inmutable a la realidad de una determinada sociedad 
política; al contrario, es la expresión de los arreglos institu-
cionales logrados en un momento histórico de las distintas 
fuerzas que ponen en acción sus recursos de poder, sean 
formales e informales. Como procesos de sedimentación 
institucional, se adaptan a las formas de gobierno y a las 
reconfiguraciones de las relaciones de poder que dan paso a  
sus reformas parciales. 

La posibilidad proponer reformas institucionales es un pro-
cedimiento complejo y que no responde a los cambios so-
ciales y políticos de los países; de lo contrario, depende de 
un consenso complejo en el cual se debe salvaguardar la 
estabilidad del Estado. Existen principios básicos, que por su 
esencia son universales y necesitan ser arraigados. 

El reformismo institucional es la intención, voluntad y capa-
cidad contemplada por el mismo sistema para lograr adap-
tarse a las realidades imperantes del momento, así como de 
la visión política que se pretende desarrollar. Transforma-
ciones que no son suficientes si parten de una comprensión 
exclusiva de la racionalidad jurídico política, puesto que la 
reforma institucional para ser algo más que letra impresa, 
implica un acercamiento totalizador del acontecer en la 
esfera política, identificando los síntomas y relaciones mul-
ticausales del entrabamiento y sobrecarga del sistema or-
ganizativo político-institucional y de las tendencias sociales 
expresadas en el imaginario colectivo y que conllevan a la 
evolución de la cultura política.

El problema se da cuando la reforma de las instituciones 
suele confundirse con modificaciones tenues, de alcance li-
mitado, sacrificando parcialmente algunas ventajas en bene-
ficio de otras. El reformismo se equipara al diferimiento de 
los cambios profundos, se homologa a una estrategia cuasi 
inmovilista y se le tiene como un disfraz para ocultar una 
vocación conservadora. 

El diseño institucional es una construcción jurídico-política 
que refleja una serie de particularidades en la adopción de 
modelos racionales de interacción social y política, inspira-
dos a partir de la realidad propia o de contextos vecinos, y 
que dan como resultado la tutela de un conjunto de valores y 
principios. Es así como ella expresa el tipo de sistema político 
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adoptado en un determinado país, pero a la vez ofrece un 
panorama de las particularidades propias de ese sistema que 
contribuyen a establecer diferencias y semejanzas estructu-
rales entre sistemas similares. La cuestión entonces sería 
¿cuáles son los factores político-institucionales que contribuyen 
a los procesos de reforma institucional? 

La transformación social del diseño institucional municipal 
se puede dar por accidente (i), evolución (ii) e intención (iii). 
Desde la primera perspectiva –accidente- no juegan causa-
les político-institucionales mayores que impulsen el cambio, 
pues lo que sucede, simplemente sucede, por lo cual el cam-
bio es producto de una cuestión puramente de contingencia 
político-institucional (Goodin p. 2003; pp 41- 48).

La cuestión entonces es: ¿Por qué cambian las instituciones? 
¿Son todos los cambios pertinentes? ¿Quién determina la per-
tinencia o no de esos cambios? El diseño institucional mu-
nicipal representa un mecanismo de solución de conflictos 
sociales dentro del sistema político, puesto que se requiere 
de un liderazgo imaginativo para hacerle frente al gran nú-
mero de intereses que presionan con sus demandas; se ne-
cesita de habilidad en el análisis partidista y capacidad para 
reestructurar las controversias políticas, para identificar las 
plataformas institucionales más aptas a las realidades his-
tóricas, políticas y culturales de una sociedad, sin caer en la 
tentación de anclajes sin posibilidad de adaptación.

Los cambios institucionales por evolución son producto de 
variaciones iniciales que bien han sido por accidente o sim-
plemente por una cuestión al azar, donde la dimensión po-
lítica de los actores que dirigen las instituciones, particular-
mente sus personalidades han podido dejar una huella que 
de una forma u otra tiende a influir en términos generales 
el diseño institucional municipal. Bajo esta perspectiva, la 
institucionalidad informal prolongada puede generar trans-
formaciones institucionales bajo una lógica de absorción de 
las reglas informales hacia las formales.

El tercer tipo es la intervención intencional, donde el cambio 
es producto de una actuación deliberada por actores estraté-
gicos quienes pretenden alteraciones parciales o totales en 
busca de intereses y objetivos determinados. No se puede 
obviar que el diseño institucional municipal es a menudo el 
resultado de actividades intencionales que se descaminan: 
subproductos imprevistos, derivados de ciertas acciones in-
tencionales que se superponen entre sí, de intenciones mal 
dirigidas o simplemente, de un error (Goodin p. 2003; p 45).

Los resultados de una perspectiva u otra llevará siempre a 
puntos de tensión entre la formulación de un modelo nor-
mativo perfecto o bien estructuras de carácter empírico sus-
ceptibles a la perfectibilidad. El supuesto medular del diseño 
institucional es una adecuada correspondencia con los en-
tornos internos y externos. Ello implica que su conceptuali-
zación normativa y prescriptiva debe lograr niveles óptimos 
de coherencia intra-institucional como inter-institucional, 
en armonía con el resto de la ingeniería del Estado y del con-
texto social en el cual se encuentra inserta. Sin embargo, en 
ocasiones la falta de coherencia pueden responder a incen-

tivos para alentar la falta de armonía y por tanto constantes 
confrontaciones del proceso decisional y con ello mejorar 
los niveles de calidad de los resultados institucionales –fe-
nómenos identificados como irritantes institucionales (Goodin 
p. 2003)-.

La adecuada correspondencia del diseño institucional munici-
pal sólo es posible cuando en sí mismo se alberga la posibili-
dad de revisión, sin caer en tendencias permanentes de refor-
ma y transformación. De forma tal que la solidez surja como 
capacidad de adaptación selectiva a nuevas situaciones y no 
resultar inelásticas y fáciles de desmoronar. Ambos factores 
deben ser a su vez armónicos con la sensibilidad a la comple-
jidad motivacional de los actores municipalistas, sin caer en 
procesos estrictos que emanan de “arriba hacia abajo”.

En la constante redefinición y modernización en que se en-
cuentran las relaciones entre el Gobierno central y los Gobier-
nos locales, el foco de reforma y de diseño institucional se le 
suele poner más el acento en la ingeniería de las municipali-
dades y no tanto, desde las estructuras del Gobierno central. 

La formulación de reformas institucionales desde abajo cons-
tituye procesos por los cuales se canalizan las demandas e 
intereses de las bases políticas, y conforme se desarrolla el 
ejercicio de consulta, éstos son capturados y respetados por 
los diversos niveles de toma de decisiones, creando así una 
oferta política contrapuesta a la tradicionalmente emitida 
por las élites –propuestas desde arriba–. 

La implementación de un proceso de reforma institucional 
desde abajo exige, al menos, tomar en consideración los si-
guientes tres aspectos: (a) la importancia de la mediación y 
la persuasión en todo el proceso puesto en práctica, (b) la 
necesidad de contar con el apoyo del conjunto de decisores 
que ostentan la legitimidad, y (c) tomar las precauciones ne-
cesarias en el momento de formular las reformas para evitar 
en lo posible “cuellos de botella” posteriores.

Debe tenerse claro que un proceso de formulación política 
desde abajo no excluye la posibilidad que una determina élite 
política utilice todos aquellos recursos de poder que estén a 
su alcance, para influenciar las preferencias y los comporta-
mientos de las bases municipales, que desde la vía de la dis-
ciplina partidaria se logre imponer los criterios de la cúpula 
por sobre los intereses del sector municipal. La tendencia 
de modelos de formulación desde abajo en contraposición 
a los modelos de formulación desde arriba, es producto de 
un interés por lograr procesos de toma de decisiones más 
participativos, inclusivos y deliberativos.

5.2	 Tendencias regionales en materia 
de distorsiones municipales internas 
para la toma de decisiones

Los marcos institucionales determinan en gran medida las inte-
racciones dadas entre los actores partidarios e institucionales; 
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así como el diseño  y articulación de políticas públicas loca-
les, puesto que al final de cuentas toda “(…) acción política 
está mediatizada por el marco institucional establecido, se lle-
gan a dar juegos cooperativos entre los actores instados por las 
reglas existentes…” (Alcántara Sáez 1993). 

El diseño institucional municipal en Centroamérica y Repú-
blica Dominicana se destaca por tener altas dosis de com-
binación entre la institucionalidad formal e informal, cuyas 
interacciones pautadas no siempre están claras para los ac-
tores municipales, pues las dinámicas de mutua dependen-
cia entre el gobierno central y los gobiernos locales, se sue-
le desvirtuar en relaciones de subordinación o cooptación, 
priorizando en muchos casos visiones de políticas públicas 
de “arriba hacia abajo”.

Se identifican tres elementos convergentes en la región en 
materia de distorsiones internas para la toma de decisiones 
municipales: (i) baja cohesión institucional sub-municipal, 
(ii) hipertrofia participativa versus atrofia en la canalización 
municipal, y (iii) atenuaciones nacionales en materia de dis-
torsiones internas.

(i)   	 Baja cohesión institucional sub-municipal	
 

La institucionalidad municipal confecciona procedimientos y 
estructuras operantes que definen y fortalecen valores, nor-
mas, intereses, identidades y creencias (Hall 1986, p. 19); as-
pectos que en su totalidad producen articulaciones cognitivas 
quienes suministran estabilidad y significado a la conducta 
socio-política en una comunidad determinada. Por tanto, el 
diseño institucional municipal son reglas generadas por los 
actores en la maximización de sus intereses personales y co-
lectivos, pero luego a su vez esas reglas se transforman en 
restricciones hacia los actores en su forma de operar. 

La estabilidad del diseño institucional municipal depende del 
equilibrio logrado en una primera instancia en la capacidad pro-
pia para mantenerse vigente y pertinente con el tiempo, pero 
principalmente la forma en que se logre su articulación interna 
para el cumplimiento de los marcos competenciales propios. 

De esta forma, se identifica en Centroamérica y República 
Dominicana que no necesariamente lo local tiene vincula-
ción municipal; sea desde una dimensión sub-nacional o 
sub-municipal. Desde la primera se destaca la  articulación 
de modelos de desarrollo territorial desarrollados por otras 
instancias del Gobierno central, quienes no han generado un 
proceso inclusivo y participativo con el gobierno local.

Desde la dimensión sub-municipal se evidencia una serie de 
estructuras hilvanadas directa o indirectamente al municipio, 
pero con diversos mecanismos de coordinación e interacción, 
que pueden terminar generando distorsionespolítico 
institucionales en la capacidad de los gobiernos locales para 
generar políticas públicas en su territorio82.
82	 Las estructuras institucionales pueden ser factores favorables o 

contrarios para la definición de determinados marcos de acción 
a seguir: “la existencia de estructuras institucionales inapropiadas 

A lo interno del territorio municipal es necesaria la existen-
cia de cierto grado de cohesión con las estructuras sub-mu-
nicipales y el gobierno local; entendiéndose por tal el grado 
mínimo de coherencia y acuerdo entre las estructuras cuyas 
actuaciones regulan y canalizan los conflictos en el munici-
pio. La falta de cohesión institucional municipal condiciona 
la capacidad de gestión del municipio a lo interno como ha-
cia lo externo. 

La coherencia institucional municipal se debe entender 
como el nivel de convergencia apropiado entre el gobier-
no local y su municipalidad, y en un segundo nivel, entre la 
municipalidad como un todo con todas aquellas estructuras 
sub-municipales vinculadas directa o indirectamente a ésta 
(ver diagrama 5.8). 

El supuesto de partida se fundamenta en “un diseño institu-
cional municipal coherente a nivel sub-municipal reducirá los 
niveles de incertidumbre con respecto a la evolución de situa-
ciones y eventos políticos estratégicos para los actores, pues la 
institucionalidad municipal ofrece reglas de juego claras –cos-
tes de transacción-, facilita la información estratégica para la 
toma de decisiones –incertidumbre- y articula su accionar po-
lítico con respeto al modelo autonómico municipal –principios 
de subsidiaridad-”83 (ver diagrama 5.8).

El principal efecto producido por las distorsiones internas 
en la toma de decisiones municipales en situaciones de baja 
cohesión es el incremento de los costes de negociación en-
tre todos los niveles sub-municipales, tanto en términos de 
tiempo para la toma de decisiones, como de los ejercicios de 
veto por parte de las diversas instancias, órganos y actores 
–políticos e institucionales-. Situación que tiende a imponer 
retrasos y generar mayores presiones por la falta de respues-
ta apropiada desde la esfera de las instancias locales para 
los problemas territoriales.

(ii)	 Hipertrofia participativa versus atrofia 
en la canalización municipal

La institucionalización de los procesos de participación ciu-
dadana a nivel municipal se dan por decisiones políticas 
que no siempre consideran la capacidad instalada del dise-
ño institucional municipal en su integralidad, generando así 
en algunas ocasiones presiones adicionales a la capacidad 

impedirá la creación de incentivos para  que los agentes coordinen 
sus acciones y decisiones en una dirección racional que permita la 
maximización de beneficios individuales y sociales” (Ayala Espino 
2004, p. 124).

83	 Una coherencia institucional alta significa un alto nivel de 
coincidencia entre los actores institucionales y políticos para la 
ejecución de un determinado modelo de desarrollo; siendo ello 
un indicador de la capacidad de estructuración del sistema y del 
cómo la colaboración sub-municipal deja de ser un objetivo de la 
gestión municipal, para ser una convicción operativa del proceso. 
Sin embargo, puede haber una alta diferenciación entre la 
coherencia institucional municipal y la coherencia de los actores 
municipalistas, mientras que el primer tipo hace mención a 
comportamientos de articulación sub-municipal, el segundo es 
más desde un plano actitudinal (Ruiz Rodríguez 2007, p. 53). 
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de respuesta del gobierno local, o bien, -en condiciones de  
poca cohesión del diseño municipal- problemas de espacios 
alternos de canalización y conflictos de articulación entre las 
demandas comunitarias. Tanto una u otra forma pueden ser 
producto de procesos de alta o baja institucionalización.

Los niveles mayores de institucionalización de la participa-
ción ciudadana en el diseño institucional municipal se dan 
por reformas a leyes de participación ciudadana o su tipi-
ficación en los códigos municipales, promoviendo, básica-
mente, la consulta ciudadana. Si bien éste tipo de espacios 
contribuye a fortalecer la gobernabilidad democrática en ge-
neral, en ocasiones suele generar presiones adicionales en 
la gobernanza local –diseño institucional-, pues no siempre 
dichos procesos vienen acompañados de las herramientas 
y capacidades técnicas hacia las estructuras técnicas de los 
gobiernos locales – (ver cuadro 5.3)

En segundo término, los procesos de baja institucionaliza-
ción se caracterizan por ser experiencias de participación 

ciudadana, generadas en comunidades específicas depen-
diendo de condiciones propias, tales como voluntad política 
del gobierno local y de la sociedad civil o un determinado 
nivel de capital social. Estas experiencias suelen constituir 
las más progresistas, ya que involucran directamente la par-
ticipación ciudadana en la definición de diagnósticos parti-
cipativos, cogestión e implementación de políticas públicas, 
fiscalización y planificación participativa, las cuales pueden 
provenir desde el gobierno local, colectivos sociales o bien 
procesos mixtos y tienen la característica de que su sosteni-
bilidad está respaldada por medio de ordenanzas o partidas 
presupuestarias del municipio que resguardan la garantía de 
los procesos de participación.

La generación de este tipo de experiencias suele en muchas 
ocasiones verse como un proceso aislado y diferenciado de 
la gestión municipal en su integridad; de forma tal, que al 
pretender una comprensión del desarrollo local en su integri-
dad, sale a discusión la capacidad de interacción entre todas 
las instancias del municipio, como aquellas otras estructuras 
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sub-municipales en búsqueda de un modelo integral y plu-
rianual. El desenlace suele ser la falta de coordinación y cla-
rificación de actuaciones, salvo en aquellos casos donde las 
autoridades locales se encuentran directamente vinculadas, 
o bien, las estructuras de participación sub-municipal no de-
penden de la institucionalidad municipal.

Las tendencias entre un punto y el otro, se dan por una constan-
te vinculación e incidencia entre instancias del Gobierno central 
hacia los Gobiernos locales, siendo en algunos casos procesos 
de colaboración y en otros desde una lógica de imposición.

Estos procesos de institucionalización local de la participa-
ción ciudadana requieren de al menos tres factores estratégi-
cos para el desarrollo de cohesión en el diseño institucional 
municipal: apoyo técnico, apoyo financiero y apoyo político.

El primer tipo -apoyo técnico- es aquel por medio del cual se 
brinda el conocimiento necesario para la estructuración de 
formas de organización participativas desde el marco jurídi-
co y por medio del cual se desarrollarán los manuales bási-
cos de metodología participativa, así como de capacitación 
técnica a la ciudadanía en los temas sujetos de la participa-
ción –caso contrario el proceso tiende en la praxis a ser una 
consulta abierta y no siempre informada-.

El apoyo financiero se constituye en los insumos necesarios 
para financiar los encuentros, y distribución de materiales 
fundamentales para la participación informada y proactiva. 
Los recursos económicos pueden ser procedentes de instan-
cias del Gobierno central, de la cooperación internacional, 
organizaciones sociales, del gobierno local, o incluso de la 
misma ciudadanía.

Finalmente, el acompañamiento político es la capacidad de 
generar los adecuados puntos de interacción con el diseño 
institucional municipal y con el principio de la autonomía po-
lítica, identificando a la participación ciudadana como una vía 
de fortalecimiento de la gobernabilidad democrática local sin 
entrar en procesos de sustitución a las autoridades electamen-
te establecidas por los procesos electorales (ver cuadro 5.3).

No se puede obviar que los gobiernos locales constituyen 
la manifestación del poder estatal descentralizado, el punto 
de contacto más cercano entre el Estado, la sociedad y la 
expresión de identidades culturales que se encuentran esca-
samente representadas en las elites dirigentes del Gobierno 
central. Si los problemas del rendimiento institucional de las 
municipalidades son producto de la brecha entre deman-
das sociales fragmentadas y municipios cada vez más faltos 
de recursos financieros, de ejercicio de autoridad desde la 
autonomía política, de ineficientes marcos institucionales 
o debilidad de actuación en el marco jurídico, entonces los 
problemas de cohesión institucional a nivel sub-municipal 
tienden a ser efectos amplificadores de los problemas de go-
bernabilidad local.

La reforma al diseño institucional municipal se encuentra 
íntimamente vinculada a su capacidad para dar respuesta 
oportuna a los desafíos políticos de la actualidad, siendo 

esencialmente su capacidad de canalización, regulación y 
priorización de las demandas sociales desde el sentido de 
articulación del interés general. Esta situación, a su vez, 
debe considerar la estricta necesidad por generar capaci-
dades de cohesión institucional desde los gobiernos locales 
(ver diagrama 5.9).

Si los marcos institucionales promueven baja coherencia ins-
titucional a nivel sub-municipal el principal impacto se dará 
en los canales de organización y articulación por parte del 
gobierno local hacia las diversas instancias locales afectan-
do con ello los rendimientos de la gestión municipal, siendo 
más susceptibles a restricciones político-institucionales.

Por el contrario, si los marcos institucionales fortalecen la 
coherencia institucional sub-municipal el gobierno local 
tendrá mayor información para la comprensión de las de-
mandas, necesidades y prioridades territoriales con lo cual 
su capacidad de elección y previsión de las preferencias 
multi-actoriales será mayor, logrando así los arreglos insti-
tucionales adecuados para atender las diversas restricciones 
–políticas, institucionales y territoriales- y obtener los rendi-
mientos de gestión municipal planificados.

Una mayor cohesión institucional sub-municipal implica una 
mayor autonomía política del gobierno local, pues con ello 
se logra dotar a la institucionalidad municipal de un mayor 
poder relativo, mayores capacidades organizativas, así como 
mejores niveles de información para la toma de decisiones 
territoriales, obteniendo con ello un adecuado margen para 
el ejercicio de la gobernabilidad local. 

En su defecto, menores niveles de cohesión sub-municipal 
generan mayores márgenes de actuación a la institucionali-
dad informal, siendo ésta en ocasiones complementaria a la 
institucionalidad formal, o bien, entrando en abierta contra-
dicción, pues desde ella se filtran distorsiones políticas pro-
pias de intereses sectoriales o partidarios, afectando con ello 
las capacidades de gestión municipal.

La cuestión fundamental es por qué en ciertos contextos o ám-
bitos temáticos se posee mayor o menor coherencia institu-
cional sub-municipal y cuáles han sido las motivaciones para 
uno u otro tipo de gestión institucional. Estos vacíos y contra-
dicciones jurídico-institucionales que influyen en el proceso 
de toma de decisiones municipales, requiere entonces de una 
clara distinción de motivos entre el para y el porqué.

Dicha distinción es fundamental a efectos de diferenciar los 
procesos de coordinación que se resuelven por decisiones 
rutinarias, las cuales se producen casi automáticamente si-
guiendo protocolos previamente establecidos –costumbre o 
práctica de gestión local -. Por tanto una clarificación de los 
motivos para y motivos porque, de la cohesión institucional 
sub-municipal permitirá distinguir entre el para qué de dicha 
cohesión y el por qué de la misma; es decir, entre los objeti-
vos y la casualidad de las decisiones.

Cuando la coherencia institucional municipal se encuentra 
sesgada por la confusión entre los motivos para y motivos 
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porque el resultado tiende a ser que los beneficios propor-
cionados por ella, se concentren en un determinado grupo o 
bien sean difusos; y la misma situación ocurriría con los cos-
tes de transacción derivados del proceso. De forma tal, que 
bien puedan darse grupos que no reciben los beneficios de 
la coherencia institucional sub-municipal, pero se encuen-
tra sumamente afectado por su proceso de implementación 
–dados los altos costes de transacción-.

De forma tal que la predicción teórica bajo el anterior esce-
nario sería: (a) si los beneficios de una nueva articulación 
sub-municipal son difusos entre la población, mientras que 
los costes son concentrados, la articulación sub-municipal 
se bloqueará; (b) si los beneficios se concentran sobre un 
pequeño grupo y los costes son difusos, el gobierno local 
tenderá a apoyar los intereses del pequeño grupo; y (c) si los 
costes y los beneficios son concentrados entre grupos que 
compiten entre sí, el gobierno local actuará como un árbitro 
entre estos. 

(iii)	 Atenuaciones nacionales en materia de 
distorsiones internas

Al ser el diseño institucional municipal producto de una volun-
tad normativa, es indispensable lograr adecuados arreglos con 
carácter de estabilidad, a efectos de que los gobiernos loca-
les puedan cumplir eficazmente sus marcos competenciales84. 
84	 “Un arreglo institucional está formado por n- pares ordenados o n- 

soluciones; cada par o solución constituye la culminación de un 
proceso de negociación que han desarrollado los actores normativos 
sobre un tema específico. En virtud del carácter supra-ordinario de 
los negociadores, el grupo de soluciones toma finalmente el carácter 
de un cuerpo de restricciones a los comportamientos individuales, 
el cual busca armonizar el interés de cada sujeto con el bienestar 
colectivo. Si lo consideramos de esta manera, todo arreglo 
institucional constituye un “cierre”, en cierta forma arbitrario, de los 
temas que van a formar parte de dicho arreglo; expresado en otros 
términos, todo arreglo institucional es necesariamente “incompleto”, 
ya que sólo puede definir un conjunto de acuerdos que no son de 
momento renegociables, mientras queda abierto un infinito número 
de temas que pueden ser objeto de ulteriores negociaciones dentro 
del mismo marco” (Aguilar et al 2008 p. 43) 
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La rigidez estructural institucional siempre estará siendo 
atenuada por las capacidades y habilidades de los actores 
políticos, flexibilizando así las tensiones normativas con las 
transformaciones socio-políticas imperantes. 

De forma adicional a los arreglos institucionales capaces de 
ofrecer un complejo sistema de restricciones e incentivos, 
el diseño municipal ha de promover una acertada cultura 
institucional que se traduzca en la generación de un clima 
de confianza colectiva tendiente a facilitar la cooperación y 
colaboración entre los diversos actores político-sociales.

El principal desafío que tiene la autonomía política en el 
régimen municipal en Centroamérica y República Domini-
cana es la capacidad de canalización y priorización de las 
demandas sociales desde el respeto de la institucionalidad 
municipal. Cuando los gobiernos locales de la región pierden 
el monopolio del liderazgo político territorial se crean diso-
nancias cognitivas en el imaginario colectivo, que tienden 
a deteriorar las capacidades de representación y de agrega-
ción de intereses por parte de los gobiernos locales.

Disonancias que además se reflejan en dinámicas de cons-
tante incidencia para modificar, alterar, evitar y re-estructu-
rar la respuesta del gobierno local en una determinada polí-
tica pública municipal, o bien en los rendimientos de gestión 
de ésta (ver diagrama 5.10).

La existencia de diseños institucionales municipales inapro-
piados impedirá la creación de incentivos de coordinación 
político-social para la construcción de modelos sustentables 

de cohesión social, territorial y económica. Situación que a 
su vez restringe la capacidad de los actores políticos e ins-
titucionales para la generación de agendas alternativas de 
desarrollo (ver diagrama 5.10).

La región evidencia una fuerte tendencia al desarrollo de un 
importante conjunto de reformas jurídicas, que en los últi-
mos 20 años han venido a darle un auge e incremento a la 
institucionalidad municipal, versándose principalmente en 
modificaciones en materia del marco financiero y competen-
cial;  en un segundo nivel reformas de carácter institucional, 
y en menor medida reformas en asuntos electorales. 

A partir del año 2000 se experimenta en la región una se-
gunda oleada de reformas tendientes a modificar o generar 
nuevos códigos municipales bajo una mayor búsqueda de 
instrumentos para garantizar una efectiva autonomía muni-
cipal, señalándose entre éstos la generación de espacios de 
participación ciudadana. Oleada de reformas que en la ac-
tualidad se mantiene en países como Costa Rica y Panamá.

Esta nueva tendencia de reformas político-institucionales se 
caracteriza por un re-diseño de los marcos competenciales 
de los gobiernos locales, junto con una revitalización de la 
agenda financiera municipal –códigos tributarios municipa-
les-, desarrollo de una profesionalización burocrática –ca-
rrera administrativa municipal-, creación de mayores espa-
cios de participación ciudadana y un fortalecimiento en el 
diseño de la ingeniería electoral –modificaciones electorales 
en materia municipal-

Las transformaciones en las bases jurídicas de la autonomía 
municipal de cada uno de los países de la región reconocen 
las reglas necesarias para lograr una administración munici-
pal acorde con sus relaciones con el Gobierno central, pero 
ello no es sinónimo de que existan todas las condiciones po-
líticas e institucionales para una implementación efectiva. 
Así por ejemplo, en la región persisten diferencias internas 
en cuanto a los modelos de cohesión institucional sub-muni-
cipal, tanto desde los órganos de canalización y priorización 
de las demandas locales, como de los instrumentos de con-
sulta y decisión ciudadana (ver diagrama 5.11).
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5.3	 Distorsiones de la coordinación 
político institucional a lo interno 
del municipio en Guatemala85 

Entre las manifestaciones que sustentan el cambio en la di-
námica social y política en Guatemala, sobresalen la institu-
cionalización de nuevas formas de relacionamiento entre el 
Estado y la sociedad civil con procesos que son parte de la 
democratización y que intentan a marcha forzada dar res-
puestas a las necesidades y reclamos ciudadanos.

La vida política  local  (por ejemplo), ha sufrido modificacio-
nes, especialmente desde la década de los ochenta, y con 
mayor intensidad después de la firma de los Acuerdos de 
Paz. Uno de los cambios más evidentes es el reconocimiento 
de que el municipio es el primer escalón de la organización 
del Estado. 

En el espacio local, la relación teóricamente está funda-
mentada bajo normas democráticas, y toma tintes de mayor 
importancia e impacto para los ciudadanos desde la pers-
pectiva de relación de poder que cada espacio plantea. Por 
85	 Se agradece la participación de la Dra. Ingrid Quevedo. Gerente 

técnico–administrativa de la Asociación Nacional de 
Municipalidades de la República de Guatemala –ANAM- en el 
proceso de validación del artículo.
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consiguiente, se traza como uno de los retos más importan-
tes del proceso de descentralización y desconcentración la 
sinergia ciudadana con el poder político. 
 
Desde la década de los noventa, el interés sobre el espacio 
local ha significado una gran oportunidad de instalar me-
canismos, para que los gobiernos municipales emanen del 
seno de la comunidad, reconociendo la importancia de ha-
cer más eficiente la participación popular. 

La institucionalidad municipal es la más cerca de los ciuda-
danos. A eso se debe la importancia no sólo de los espacios 
y procedimientos que facilitan la organización comunitaria 
y la participación de los ciudadanos en las decisiones de los 
gobiernos municipales. También en las formas de organiza-
ción comunitaria que se fundan en el derecho de asociación 
reconocido en el artículo 34 de la Constitución Política, ade-
más del articulado del Código Municipal y la Ley de Conse-
jos de desarrollo Urbano y Rural, que complementan esta 
disposición. 

Estos órganos submunicipales son reconocidos por ley y de-
sarrollan su funcionamiento  con base en la apertura demo-
crática y  consolidación de una institucionalidad incluyente 
y participativa, aunque esta interacción de estructuras y de 
funciones causan ciertas distorsiones en los niveles submu-
nicipales. El abordaje de esas distorsiones es fundamental 
para el estudio de la autonomía municipal y de las contra-
dicciones que al interior del sistema se plantean como riesgo 
para la autonomía municipal .

Dentro del sistema de consejos de desarrollo (Artículo 225 
CPRG),  se contemplan varios niveles de participación ciu-
dadana pretendiendo ser de carácter vinculante desde la 
comunidad hasta lo nacional. Todos los consejos están co-
municados entre sí, y su funcionamiento permite que desde 
el Consejo Nacional se trasladen políticas y planes hasta el 
nivel comunitario; utilizando mecanismos de  planificación 
y considerando la pertinencia y propiedad de cada espacio, 
con una bidireccionalidad; ya que desde este nivel suben 
las demandas y propuestas de la población en busca de ser 
atendidas, en forma de pirámide, tal como  se demuestra en 
la figura 5.1.

Los consejos tienen como finalidad la organización y coordi-
nación de la administración pública, y la elaboración de las 
políticas de desarrollo urbano y rural y de la política de or-
denamiento territorial, además de otras funciones señaladas 
en el artículo 6 de la Ley de consejos de desarrollo urbano 
y rural. 

La Constitución crea los Consejos Regionales  y Departamen-
tales de Desarrollo,  y la primera Ley de consejos de desarrollo 
emitida en 1987, estableció a los Consejos Municipales y Lo-
cales de Desarrollo, basándose en: a) el respeto a las culturas 
de los pueblos que conviven en Guatemala; b) la armonía en 
las relaciones interculturales;  c) la intención porque se asig-
nen a cada nivel de la administración las funciones que pueda 
realizar mejor que cualquier otro –principio de subsidiaridad-;  
d) la promoción de procesos de democracia participativa; 

e) en condiciones de equidad e igualdad de oportunidades, 
sin discriminación alguna; f) la conservación del equilibrio 
ambiental; g) la equidad de género, entendida como la no 
discriminación de la mujer y participación efectiva, tanto del 
hombre como de la mujer, cimiento importante en el funcio-
namiento de los mismos. 

En cada aldea, colonia, cantón o barrio pueden formarse 
Consejos Comunitarios de Desarrollo –COCODES-. En la ac-
tualidad, en casi todas las comunidades rurales y muchas ur-
banas existen los COCODES como principal forma de orga-
nización y representación de cada comunidad, con el objeto 
de buscar juntos las soluciones a las necesidades existentes 
en el entorno cercano donde vivimos.

Según ley, el reconocimiento de los COCODES como órga-
nos de decisión y dirección (Artículo 13), se basan en su 
asamblea comunitaria o asamblea general, integrada por 
todas las personas que viven en ella; y es reconocida como 
la máxima autoridad, además de elegir a una Junta Directiva 
registrada como un órgano de coordinación; presidida por el 
alcalde(sa) comunitario o alcalde(sa) auxiliar.

Algunos COCODES reciben recursos para ejecutar proyec-
tos de infraestructura y de servicios comunitarios. Esto es 
correcto –según ley- si el COCODE ejecuta directamente el 
proyecto, con mano de obra de la comunidad, pero si el CO-
CODE solo sirve de intermediario, para contratar a empresas 
constructoras, se convierte en un elemento que obstaculiza 
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el cumplimiento de la norma y distorsiona el espirito del es-
pacio de participación, convirtiéndolo en un elemento de in-
terés para fines de lucro sin regulación específica, y que en la 
mayoría de los casos logran esquivar la regularización de las 
compras y contratos del Estado. 

Actualmente esta segunda función es la más usual y existen 
dos aspectos que distorsionan este hecho, y es que no es 
fácil establecer cuánto y cómo se ejecutan o emplean los 
fondos, y la necesaria fiscalización de esa inversión es poco 
probable, debido a que los fondos provienen del gobierno 
central, y son destinados a través de los Consejos de Desa-
rrollo Departamentales, además de ser un monto dividido 
entre los planes y proyectos priorizados de los COCODES. 

Descendiendo un peldaño más en este sistema, que facili-
ta la participación de los ciudadanos, es necesario revisar 
el proceso de reconocimiento legal de la población para ser 
parte de un consejo, aunque es claro por ley que en cada 
municipio, además de un Concejo o Corporación Municipal, 
debe funcionar un Concejo Municipal de Desarrollo (COMU-
DE). La diferencia entre uno y el otro en cuestión de com-
petencias es difusa, aunque no debería de ser así, ya que: el 
concejo municipal está integrado por funcionarios de elec-
ción popular; y representa el órgano de gobierno del muni-
cipio, y posiciona a sus miembros, como máxima autoridad, 
delegándoles las decisiones político, administrativas y finan-
cieras que permitan dirigir el gobierno municipal. 

En contraposición a esto (y causando una deformación en el 
proceso de la toma de decisiones a lo interno del municipio) 
se establece que el COMUDE es un espacio de opinión y de 
consulta, en tanto que el Concejo o Corporación Municipal 
es un espacio de decisión y de gobierno. La relación y segui-
miento de las recomendaciones del COMUDE puede resultar 
políticamente beneficioso por parte de la corporación muni-
cipal, pero la fractura se presenta cuando, en las decisiones 
que uno de los entes toma, intenta sobre ponerse a las del 
otro; o peor aún cuando la instancia no acepte las limitacio-
nes y los roles que su existencia y constitución imponen.

La ley no obliga invitar a participar en el COMUDE a todas 
las entidades civiles que existen en el municipio, aunque lo 
recomendable es tener una actitud abierta hacia la participa-
ción de todos los sectores. Los conflictos y confusiones más 
comunes a lo interno de éstas se han presentado en la prác-
tica y en la interpretación de los artículos que norman estos 
espacios, porque el Código Municipal en sus competencias 
delega al concejo municipal  (artículo 35) la facultad de esta-
blecer, planificar, reglamentar la programación, el control y 
la evaluación de los servicios públicos. 

También delega la potestad al COMUDE de proponer al 
concejo municipal la asignación de los recursos de pre in-
versión e inversión del municipio. Eso no significa que sea 
obligatoria (la ambigüedad en esta disposición ha provocado 
confusión y confrontación entre la sociedad y los concejos 
municipales) y la aprobación de las propuestas que desde 
esa instancia se producen. Esto nos lleva a otro hallazgo: 
aunque la mayor cantidad de fondos viene del Ejecutivo, no 

es fácil de establecer las asignaciones; y esto esencialmente 
es producto de que, según la ley, cada municipalidad tiene 
la potestad de designar la forma de financiamiento de cada 
concejo municipal de Desarrollo (Art. 21).

Además del Sistema de consejos de desarrollo, se reconoce 
la existencia, funcionamiento y los niveles de interacción e 
incidencia de los órganos indígenas, y representa un deber de 
las municipalidades velar porque todas las personas tengan 
información sobre cómo funcionan. En el caso de los indíge-
nas debe informarse y facilitar su participación en los idio-
mas propios de la localidad (Ley de Idiomas Nacionales).

La existencia de Alcaldías Indígenas, Consejos Asesores In-
dígenas; Alcaldías Comunitarias o Auxiliares, se fundamen-
ta en las formas reconocidas de participación legal de los 
vecinos de cada comunidad; casa espacio cumple con una 
función específica, tal cual se define a continuación.

a)	 Las Alcaldías Indígenas: cumplen una función de 
representación de la población indígena, especialmente 
de las comunidades rurales, ante las autoridades 
municipales electas. En el artículo 55 del Código 
Municipal se establece explícitamente el reconocimiento, 
respeto y la promoción de las Alcaldías Indígenas, lo 
que significa apoyar su funcionamiento y reconocimiento 
de las funciones que tienen como expresión de los 
diferentes pueblos indígenas.

b)	 Consejos Asesores Indígenas: En los municipios en 
los que exista al menos una comunidad indígena, de 
conformidad con lo que establece el artículo 23 de la 
Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, se 
debe establecer un Consejo Asesor Indígena, que 
asesorará al COMUDE en los temas relacionados a 
pueblos indígenas. El mismo procedimiento es el 
utilizado y reconocido para asesorar a los Consejos 
Comunitarios de Desarrollo, que están conformados 
por autoridades indígenas reconocidas como propias, 
de acuerdo con sus propios principios, valores, normas 
y procedimientos. 

c)	 La Alcaldía Comunitaria Auxiliar: Expresión de una  
práctica histórica en la mayoría de municipios de 
Guatemala, especialmente los que cuentan con 
población indígena. Tiempo atrás las autoridades 
municipales nombraban como alcaldes(as) auxiliares 
(en periodo de un año), a las personas que escogían 
los vecinos, de acuerdo con la costumbre de cada 
comunidad. Dado que esta práctica tiene un enorme 
significado, en el Acuerdo sobre Aspectos 
Socioeconómicos y Situación Agraria86; el gobierno 
asumió el compromiso de proponer una reforma al 
Código Municipal (lo que permitió la emisión del  
decreto vigente). 

 
 
86	 Firmado el 6 de mayo de 1996. Representa uno de los acuerdos 

de paz más importantes para el país.
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Se reconoce que los alcaldes(as) auxiliares son  nombrados 
por la comunidad en base a sus principios, valores, proce-
dimientos y tradiciones; la práctica es importante y valiosa 
para el fortalecimiento de los espacios de participación ciu-
dadana, pero requiere de mecanismos claros para garantizar 
su buen y efectivo funcionamiento. Las contradicciones se 
dan en la práctica, más que en el sistema delineado, ya que 
este nombramiento ha generado confrontaciones o divisio-
nismos en los procesos de toma de decisiones a lo interno 
del municipio.

Dentro de esta dinámica un aspecto determinante, es la 
práctica de que sea el alcalde(sa) quien designe a los líderes 
comunitarios, que viene de la costumbre de la designación 
de los alcaldes(as) auxiliares. 

Por tanto, ninguna de las opciones de conformación de CO-
CODES descrita con anterioridad posibilita el verdadero pa-
pel de éstos porque si es nombrado a dedo por el alcalde(sa), 
los miembros del COCODE obedecerán a esta autoridad, y 
no decidirán bajo la perspectiva del desarrollo de su comu-
nidad, por el contrario si son conformados con fines políticos 
en contra del alcalde(sa), tampoco velarán por el buen de-
sarrollo de sus comunidades, si no su papel se convertirá en 
ser opositores de las propuestas del alcalde(sa), muchas ve-
ces sin más fundamento que las posiciones político partida-
rias adversas que manejan, no importando si son positivas 
o negativas las propuestas del alcalde(sa) para el desarrollo 
del municipio.

En el artículo 56 del Código Municipal, se indica que las alcal-
días comunitarias o auxiliares serán reconocidas como enti-
dades representativas de las comunidades, en especial para 
la toma de decisiones y como vínculo de relación entre el 
gobierno municipal y la comunidad. Según ley, el alcalde(sa) 
Comunitario o Auxiliar es el presidente del órgano de Co-
ordinación (Junta Directiva) del Consejo Comunitario de 
Desarrollo -COCODES-. Y se le reconocen funciones  en el 
artículo 58 del Código Municipal, destacando las  siguien-
tes: a) promover la organización y participación de la co-
munidad, b) colaborar en las necesidades de la Comunidad 
y de las propuestas de solución; c) promover el uso racional 
y sostenible de los servicios y obras municipales; d) ejercer 
y representar, por delegación del alcalde(sa), a la autoridad 
municipal; e) mediar en los conflictos que se presenten en la 
comunidad; f) velar por el cumplimiento de las ordenanzas, 
reglamentos y disposiciones emitidas por el concejo munici-
pal o por el alcalde(sa).

El concejo municipal está obligado a sesionar por lo menos 
dos veces al año con los alcaldes (sas) auxiliares o comuni-
tarios del municipio, este espacio de diálogo busca la coordi-
nación adecuada entre las dos instancias, aunque existe una 
condicionante administrativa que determina el accionar del 
alcalde(sa) auxiliar; y es la comunidad la que  dispone según 
acuerdo interno si la función de alcalde(sa) comunitario o 
auxiliar recibe alguna remuneración, de ser así, debe emitirse 
un reglamento, siempre y cuando la situación financiera de la 
municipalidad lo permita. El concejo municipal puede acordar, 
con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes, que 

se establezca en el presupuesto municipal una asignación 
para cubrir los gastos de funcionamiento de las alcaldías in-
dígenas comunitarias (Articulo 131 Código Municipal). 

En conclusión es importantísimo que se resalte que la fi-
nalidad máxima del Sistema de los Consejos Desarrollo es 
crear una visión compartida de desarrollo dentro de sus in-
tegrantes y dentro de sus niveles, vinculante pero sobre todo 
integral, el reto fundamental se establece en minimizar al 
máximo el peligro de que la división de criterios  supere a 
la unión. 

5.4	 Distorsiones de la coordinación 
político institucional a lo interno del 
municipio en Honduras 

 
La Ley de Municipalidades define al municipio como una po-
blación o asociación de personas residentes en un término 
municipal, gobernados por una municipalidad que ejerce y 
extiende su autoridad en su territorio y es la estructura bási-
ca territorial del Estado y cauce inmediato de participación 
ciudadana en los asuntos públicos.

La administración de esta área local depende de una corpo-
ración municipal, electa por el pueblo. Esta figura de autori-
dad es la estructura básica territorial del Estado, que debiera 
reconocerse como el cauce inmediato de participación ciu-
dadana en los asuntos públicos. 

Para un adecuado funcionamiento las corporaciones mu-
nicipales87 tienen la facultad de crear su propia estructura 
administrativa partiendo de la realidad y las necesidades de 
la comunidad. Dentro de estas determinaciones, la Ley de 
Municipalidades establece la creación y funcionamiento de 
órganos submunicipales como una alternativa de apertura 
y participación ciudadana en la toma de decisiones a nivel 
local. La concepción de estos espacios de participación giran 
alrededor de la corporación municipal, tal cual se observa en 
la figura 5.2.

Para comprender las funciones y la vinculación que desarro-
lla cada estructura con la corporación Municipal, es necesa-
rio establecer las principales características de cada instancia 
y determinar su accionar en pro de la presencia e inclusión 
de los ciudadanos en el proceso de toma de decisiones.

Consejo de Desarrollo Municipal (CDM)

Los consejos de desarrollo municipal son instancias técnicas 
de carácter consultivo, que obligatoriamente deben confor-
mar las 298 municipalidades del país. El reglamento general 
de la Ley de Municipalidades plantea en el artículo 49 que 
los CDM tienen como principal función la de asesorar a las 
corporaciones municipales sobre:
 
87	 Establecidos en el artículo 12 de la Ley de Municipalidades, 

Decreto 134-90 y sus reformas.  
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El proceso de elaboración, ejecución y evaluación a)	
de los planes de desarrollo urbanos y rurales

En los planes de reordenamiento administrativo y b)	
en la conformación de los instrumentos normati-
vos 

En la formulación de los presupuestos por progra-c)	
mas, planes operativos, programas de inversión y 
las regulaciones respectivas

En la consecución y contratación de empréstitosd)	

En la suscripción de convenios con el gobierno e)	
central y con otras entidades descentralizadas 

El artículo 48 del marco normativo municipal establece que 
los consejos son conformados por un número de miembros 
igual al número de regidores que corresponda a cada muni-
cipio, de acuerdo a lo estipulado en la Ley Electoral. 

La integración de los CDM la ley faculta a las corporaciones 
municipales para el nombramiento de los miembros de esta 
instancia consultiva, de entre los representantes de las fuer-
zas vivas de la comunidad. 

Entre las generalidades de los CDM, se destaca que estos 
deben ser conformados durante los primeros noventa días 
del inicio del gobierno municipal, y por ley los integrantes 
fungen el cargo sin remuneraciones y desempeñan sus fun-
ciones por el plazo de un año. Transcurrido este tiempo, por 
lo general son renombrados cada año durante el periodo de 
gobierno de la autoridad municipal que los eligió.

El CDM es presidido por el alcalde(sa) y se reúne obligatoria-
mente una vez al mes, en cuya jornada de trabajo se emiten 
dictámenes y recomendaciones sobre los asuntos de interés 

de la comunidad, que son comunicados a la corporación 
municipal para su conocimiento y posteriores decisiones. Al 
respecto, los miembros del consejo pueden asistir a las se-
siones de la corporación cuando sean invitados con derecho 
a voz pero sin voto. 

Si se toma en cuenta que la composición de los consejos re-
cae en las corporaciones municipales, cuya integración co-
rresponde favorablemente al partido ganador, en la práctica 
los CDM llevan la tendencia de ser conformados con fines 
políticos, anteponiendo intereses sectoriales. 

Alcaldes(as) auxiliares 

Los alcaldes (sas) auxiliares son delegados de los alcaldes 
(sas) municipales y funcionan como sus representantes di-
rectos en una determinada jurisdicción municipal, estas figu-
ras son incompatibles con los miembros de la corporación, 
es decir, no forman parte de la integración de los concejos 
municipales, aunque por disposiciones legales tienen dere-
cho a asistir a las sesiones de la corporación con voz, sólo 
para referirse a los asuntos que competen a su específico 
ámbito. 

La Ley faculta la creación de los alcaldes (sas) auxiliares en 
el desempeño de las siguientes funciones: a) cumplir y hacer 
cumplir las leyes, ordenanzas y demás disposiciones emiti-
das por el concejo municipal, en el área de su jurisdicción; 
b) por delegación expresa del alcalde(sa), resolver proble-
mas de competencia municipal en su jurisdicción; c) recibir 
y atender información, reclamos, quejas e inquietudes de los 
vecinos de su comunidad.  

El nombramiento de los alcaldes (sas) auxiliares es facultad 
de la corporación municipal, que depende del proceso de 
propuesta por parte del alcalde(sa), quien a su vez los selec-
ciona de una terna presentada por la voluntad mayoritaria 
de los vecinos (ver figura 5.3). 

La ley no obliga a participar a los vecinos de una comunidad 
en la propuesta de nombramientos de los alcaldes (sas) auxi-
liares. En la actualidad existe apatía por parte de los ciuda-
danos en todos los aspectos que se vinculan con el quehacer 
político, por lo que la participación ciudadana en cuanto a la 
presentación de posibles electores puede recaer en aquellos 
vecinos afines al partido que gobierna el municipio, y con ello 
la selección de esta figura se determina más por una obe-
diencia a las autoridades municipales que por los criterios de 
prioridad en cuanto a las necesidades de la comunidad. 

Otro aspecto que podría considerarse como una distorsión 
en la toma de decisiones, parte de lo que se establece en el 
artículo 60 de la Ley de Municipalidades donde indica que 
tanto las autoridades de la administración central como la 
local, que tengan intervención en una determinada jurisdic-
ción están obligados a cooperar con los alcalde(sa)s auxilia-
res para el cumplimiento de sus funciones, incluyendo la do-
tación de materiales y las capacitaciones correspondientes; 
este tipo de intervenciones aunque puede resultar positiva 
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en cuanto al fortalecimiento de esta figura, cabe tomar en 
cuenta que también puede causar un efecto condicionante al 
favorecer mas a uno que a otro, inclinándose por aquel del 
cual perciba mayores beneficios. 

Comisionado Municipal  

Cada municipalidad cuenta con un Comisionado Munici-
pal, cuyas atribuciones establecidas en la ley correspon-
den a ejercer como controlador social. El nombramiento a 
este cargo recae también en la corporación municipal, que 
mediante cabildo abierto hace la selección de un listado de 
cuatro personas propuestas por las organizaciones de la so-
ciedad civil, tomando en cuenta como principales caracterís-
ticas para los postulados que sean personas de reconocido 
liderazgo y solvencia moral. 

Un comisionado municipal ejercerá su cargo por un periodo 
de dos años (pudiendo ser reelecto) y laborará de manera 
gratuita, con el derecho por ley que se le asigne una partida 
dentro del presupuesto nacional para gastos de oficina y mo-
vilización. A continuación se enumeran las funciones y atri-
buciones que establece la Ley de Municipalidades, tomando 
en cuenta las reformas sobre este articulado aprobadas por 
la Asamblea Legislativa en este año (ver figura 5.4).    

El cuadro anterior detalla las atribuciones de estos acto-
res locales, de la cuales se destaca que el alcalde(sa) es la 
máxima autoridad ejecutiva dentro del término municipal 
y le corresponde la administración general y representa-
ción legal de la municipalidad; en cuanto al Comisionado 

Municipal, le corresponde velar por el respeto a los dere-
chos humanos y los intereses de las comunidades y el bien 
común; el alcalde(sa) auxiliar, por su parte, se desempeña 
como delegado del alcalde(sa) municipal y funciona como 
su representante directo en la jurisdicción municipal que le 
haya sido asignada. Figuras políticas que en el ejercicio de 
sus funciones procuran asuntos distintos pero relacionados 
entre sí, complementarios para el desarrollo y fortalecimien-
to municipal. 

Las potestades, contenidas en el artículo 59 de la Ley de Mu-
nicipalidades (y la sanción de las reformas aprobadas por la 
Asamblea Legislativa en el año 2009), reflejan que el papel 
de Comisionado Municipal representa un avance incluyente 
de participación ciudadana en cuanto la toma de decisiones 
de carácter político en el desarrollo local. Pero cabe men-
cionar que el desempeño eficiente de los comisionados es 
determinado por el grado de independencia política que se 
muestre desde el momento mismo de su elección, que inicia 
con el involucramiento de la comunidad y de las autoridades 
municipales. 

Otro factor condicionante para los comisionados es lo rela-
cionado con los planes, proyectos o programas que ejecutan 
que deben guardar concordancia con los planes de desarro-
llo locales. Planes que a su vez deben ser planificados en 
base a un plan nacional promovido desde el gobierno cen-
tral. Estas acciones ponen en riesgo los verdaderos intereses 
o necesidades locales y condicionan la autonomía municipal 
con respecto a la facultad de la libre administración y sus 
programas de desarrollo (Art. 12, Ley de Municipalidades).
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Instancias ciudadanas 

El marco normativo del país reconoce como derecho la par-
ticipación de los vecinos de un municipio en la gestión y de-
sarrollo de los asuntos locales a través de mecanismos de 
carácter consultivo y de aquellos cuyo propósito es la de ser 
fiscalizadores por medio de las auditorias sociales. Aunque 
de estos elementos no se registran datos precisos que con-
tabilicen o describan el proceso y la participación de pobla-
ción, se reconoce que el  Plebiscito, el Cabildo Abierto, los 
Patronatos y las Comisiones Ciudadanas de Transparencia, 
son las instancias que rigen a la comunidad o la municipali-
dad para abordar asuntos de interés en determinado muni-
cipio. A continuación se describe cada una de ellas con sus 
funciones específicas: 

a)	 Plebiscito
 
Se convoca a plebiscito a todos los vecinos de un término 
municipal para tomar decisiones sobre asuntos de suma 
importancia, como la creación de un municipio, la fusión o 
mancomunidad entre municipios, casos especiales de im-
portancia e interés local y asuntos que tengan directa rela-
ción con la existencia misma del municipio, su autonomía, 

la defensa de los recursos naturales, preservación y mejora-
miento del sistema ecológico y medio ambiente, fijación o 
modificación de tasas y contribuciones, ejecución de obras 
físicas de magnitud, adopción de programas y compromisos 
a largo plazo. 

Para la realización del plebiscito, el reglamento de la Ley 
de Municipalidades (Art. 18) pauta la observancia de las si-
guientes normas:

	 El alcalde(sa) tendrá la obligación de convocar a 
plebiscito dentro de los cinco días siguientes a la fecha 
en que haya quedado firme la resolución, de la 
Corporación Municipal, en donde se acordó la 
celebración.

	 Dentro de este mismo plazo, el concejo deberá 
conformar una Comisión Local que se encargue de la 
preparación, celebración y supervisión del plebiscito. 
La comisión estará integrada por tres representantes 
de la sociedad civil interesada y dos miembros 
municipales. 

	 La Comisión Local tiene el deber de preparar y aprobar un 
reglamento para la práctica del mecanismo de consulta. 
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	 La comisión deberá nombrar Subcomisiones Auxiliares 
para determinadas zonas, integradas por dos 
representantes de la de la comunidad y un representante 
de la municipalidad.

	 Corresponde a la comisión hacer el conteo de los 
votos, establecer mediante acta el resultado obtenido 
de la consulta y hacer entrega del mismo al concejo 
municipal, que tiene la obligación de hacer cumplir la 
voluntad soberana de los vecinos de un municipio. 

b)	 Cabildo abierto 

El cabildo abierto es una asamblea o sesión de carácter 
consultivo que constituye un instrumento de comunicación 
directa entre la ciudadanía y las autoridades del gobierno 
municipal. La finalidad de este mecanismo es procurar que 
las administraciones locales respondan a la voluntad popu-
lar. Para celebrar este tipo de reuniones, la ley establece las 

siguientes consideraciones: 

	 Los cabildos abiertos se realizarán con la comunidad o 
con uno o más sectores de la misma, por lo menos 
cinco veces durante el año.

	 Las asambleas de carácter consultivo con representantes 
de organizaciones locales se celebrarán tantas veces 
sean necesarias.

	 La convocatoria en ambos casos será decidida por 
simple mayoría de los miembros del concejo. 

	 De conformidad al artículo 114 de la Ley de 
Municipalidades, la corporación tendrá la obligación 
de responder de forma inmediata a las peticiones que 
sobre su gestión o asuntos de interés general que 
planteen los asistentes, en caso de rendición de 
cuentas, la ley otorga un plazo de 15 días para 
responder.

  
c)	 Patronatos 
 
Los patronatos son estructuras naturales de organización, 
vinculadas por lazos de conveniencia en un determinado 
municipio, barrio, colonia o aldea, constituidas como uni-
dades básicas auxiliares de una administración pública. El 
artículo 302 de la Constitución de la República reconoce el 
derecho a los ciudadanos de asociarse libremente para los 
fines exclusivos de procurar el mejoramiento y desarrollo de 
las comunidades. Cada municipio, puede contar con patro-
natos con la finalidad de buscar beneficios a las respectivas 
comunidades.

Un patronato está conformado por una junta directiva, la cual 
es electa anualmente por voto directo y secreto de los vecinos 
de la comunidad. Para el cumplimiento de sus propósitos, los 
patronatos cuentan con personería jurídica y con estatutos 
que determinan los alcances y finalidad de creación.  

d)	 Comisiones Ciudadanas de Transparencia (CCT)

Son los mecanismos más recientes que se han creado para 
impulsar la participación popular sobre los intereses del mu-
nicipio; las comisiones surgen de la necesidad de los ciudada-
nos por obtener prontas respuestas sobre la administración 
de un gobierno local. En la práctica, las CCT han mantenido 
presencia dentro de las principales ciudades del país como 
instancias controladoras o fiscalizadoras de la distribución y 
ejecución de los recursos que manejan las municipalidades. 

Las funciones que ejercen las comisiones ciudadanas de 
auditoría social han generado cambios en cuanto a la apli-
cabilidad de herramientas de transparencia y rendición de 
cuentas; pero se han visto limitadas en el ejercicio de sus 
funciones porque carecen de lineamientos jurídicos que de-
terminen sus alcances. Para solventar esta carencia y forta-
lecer la existencia de las CCT, la Asociación de Municipios de 
Honduras (AMHON) incidió, durante este año, ante la Asam-
blea Legislativa para que aprobara las reformas de la Ley de 
Municipalidades, y mediante la adición de nuevos postula-
dos se determine en la ley las atribuciones de las CCT. El de-
creto legislativo se aprobó pero aún no ha sido sancionado 
por el Poder Ejecutivo. 

Entre las reformas a la ley, mediante la adición del artículo 
59B, se establecerá que las comisiones son mecanismos de 
participación ciudadana que se crearán en cada municipio 
con el objetivo de realizar auditorías sociales en un término 
municipal para vigilar los procesos de gestión pública que 
aseguren la transparencia en la ejecución de programas y 
proyectos, así como la prestación de servicios públicos de 
manera eficaz y eficiente. 

Como atribuciones, la Ley de Municipalidades determina las 
siguientes: 

	 Vigilar la participación de la ciudadanía en la 
socialización del presupuesto municipal

	 Velar porque el nombramiento y destitución de 
servidores públicos municipales sean en el marco de la 
ley

	 Verificar que los cabildos abiertos y otros mecanismos 
de participación ciudadana, respondan a los intereses 
de la ciudadanía

	 Garantizar la transparencia de los escrutinios en los 
patronatos, plebiscito o cabildos abiertos

	 Verificar que las respuestas a las solicitudes ciudadanas 
se respondan imparcialmente por parte del concejo 
municipal

	 Verificar y dar seguimiento al estudio de impacto 
ambiental en toda obra pública o privada cuando 
atenten contra los intereses municipales

	 Apoyar al gobierno municipal en la creación de alianzas 
estratégicas 

	 Participar en acciones conjuntas de evaluación de los 
servicios públicos que presta la municipalidad o entidad 
privada
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	 Verificar e informar la ejecución de proyectos sociales
	 Apoyar al concejo municipal en la corresponsabilidad 

ciudadana de pagar los tributos municipales
	 Velar por el cumplimiento de la Ley de Transparencia y 

la Ley de Participación Ciudadana
	 Contribuir a la identificación y prevención de actos de 

corrupción de los funcionarios públicos existentes en 
el territorio

	 Otras afines a sus competencias, que las comisiones 
estimen convenientes.     

Los mecanismos ciudadanos –además- tienen el reto de 
consolidar su presencia de forma tal que influyan de manera 
positiva a la costumbre de limitar las consultas a un mero 
proceso administrativo, y  dejar de lado la práctica política 
de condicionar estos espacios a intereses partidarios, co-
mún en los gobiernos locales. Este aspecto es la principal 
limitante para el funcionamiento de los mismos y constituye 
el principal descrédito para las decisiones que desde estos 
órganos se impulsan y se toman y que son la principal causa 
que obstaculice el desarrollo integral de los municipios.

5.5	 Distorsiones de la coordinación 
político institucional a lo interno del 
municipio en El Salvador

 
Una de las pocas instituciones del Estado salvadoreño en los 
que por ley se establece la obligatoriedad de la participación 
ciudadana en la toma de decisiones es en los gobiernos mu-
nicipales88. El Código Municipal establece que es una compe-
tencia municipal “la promoción en la participación ciudadana 
en la resolución de problemas locales en el fortalecimiento 
de la conciencia cívica y democrática de la población”, (Art. 
4 del Código Municipal). 

Ahora bien, ¿cómo es el mecanismo para la realización de 
estas prácticas89? En el artículo 117 del Código Municipal se 
establece que “en la consulta popular se tomará en cuenta 
únicamente a los ciudadanos domiciliados en el respectivo 
municipio y podrá efectuarse por decisión de la mayoría cali-
ficada de Concejales propietarios electos, o a solicitud escrita 
de al menos el 40 por ciento de los ciudadanos del municipio 
habilitados para ejercer el derecho al sufragio. Éstas serán 
para fortalecer las decisiones del concejo municipal y políti-
cas públicas locales, sin obstaculizar el ejercicio y conforma-
ción del gobierno local”. 

88	 En el 2003 COMURES presentó una propuesta de Ley de 
Transparencia Municipal en la que se aborda de manera más 
detallada los mecanismos de participación ciudadana como 
parte de la transparencia que deberían de tener las municipalidades 
hacia los ciudadanos. 

89	 COMURES cuenta con los siguientes instrumentos para el 
fortalecimiento municipal y la participación ciudadana: Modelo 
de manual de procedimiento para el registro y control de 
empresas, Manual de aplicación criterios básicos de los procesos 
participativitos de desarrollo municipal, Planeación Estratégica 
Participativa Herramienta para estimular procesos de participación 
Ciudadana en el Ámbito Municipal.

La ley municipal también establece que los concejos que im-
plementen estos mecanismos de participación ciudadana no 
podrán actuar en contra de la opinión de la mayoría, “si en 
ésta participa al menos el 40 por ciento del número de vo-
tantes en la elección del concejos municipal, que antecede a 
la consulta popular, según certificación del acta que al res-
pecto extienda el Tribunal Supremo Electoral”. 

Esta concepción de participación ciudadana puede enten-
derse en dos dimensiones. Por un lado, implica el involucra-
miento de la ciudadanía en la búsqueda de soluciones a los 
problemas que los afectan directamente; y por tanto, más 
que actores distantes en la gestión municipal, se entiende 
que los ciudadanos pueden llegar a ser agentes de cambio. 
Por otro lado el involucramiento de los ciudadanos en la so-
lución de problemas abona a la transparencia en la gestión 
municipal; y con ello, también se fortalece a la promoción de 
una cultura política democrática desde lo local.

Ahora bien, además de ser una competencia municipal, el 
Código Municipal determina que la promoción de la parti-
cipación ciudadana es un mandato de los gobiernos muni-
cipales. En el artículo 115 de la normativa se establece que 
“es obligación de los gobiernos municipales promover la 
participación ciudadana, para informar públicamente de la 
gestión municipal, tratar asuntos que los vecinos hubieren 
solicitado y los que el mismo Concejo considere convenien-
te. A continuación, en el artículo 116, se establecen nueve 
mecanismos de participación ciudadana: 

a)	 Sesiones públicas del Concejo; 
b)	 Cabildo abierto; 
c)	 Consulta popular; 
d)	 Consulta vecinal y sectorial; 
e)	 Plan de inversión participativo;
f)	 Comités de Desarrollo Local; 
g)	 Consejos de Seguridad Ciudadana; 
h)	 Presupuesto de inversión Participativa; e
i)	 Otros que el concejo municipal estime conveniente. 

Otra de las formas de participación ciudadana establecidas 
en el Código Municipal son las mancomunidades o microrre-
giones. Se trata de regiones conectados en función de varias 
características como: vías de acceso, entorno ambiental, pa-
trimonio económico, entre otras. 

En el Código Municipal se establece que las comunidades 
podrán asociarse para participar en la solución de proble-
mas y necesidades de la comunidad, “así como en la elabo-
ración e impulso de soluciones y proyectos de beneficio para 
la misma. Las asociaciones podrán participar en el campo 
social, económico, cultural, religioso, cívico, educativo y en 
cualquier otra que fuere legal y provechoso a la comunidad” 
(Art. 118). 

Las asociaciones deberán elaborar sus propios estatutos en 
las que se estipulará: su nombre, domicilio, territorio, objeti-
vo, órganos directivos, atribuciones, derechos y obligaciones 
entre otros. En el artículo 123 se establece que “los munici-
pios deberán propiciar la incorporación de los ciudadanos 
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en las asociaciones comunales y su participación organiza-
da a través de las mismas. De igual manera a través de las 
asociaciones deberán propiciar el apoyo y participación en 
los programas estatales y municipales de beneficio general 
o comunal”. 

Pese a que existe un marco jurídico que lo respalde el acce-
so a la información, como componente de la participación 
ciudadana, no es absoluto. Por un lado, la ley no específica 
a qué tipo de información se puede acceder, ni los mecanis-
mos ni plazos para obtenerla. La imprecisión en la forma en 
cómo se hará efectivo este mecanismo puede dar lugar a 
distorsiones entre lo establecido en la ley y la práctica. 

Si bien en el espíritu de la ley se podría promover la partici-
pación ciudadana a través de la transparencia de la gestión 
municipal, específicamente a través del acceso a información 
pública, en la práctica esta puede ser inconclusa o limitada 
de manera discrecional por los funcionarios municipales. Por 
ejemplo, ¿quién decide qué información es pública sobre la 
gestión municipal, el ciudadano solicitante o el funcionario? 

Aunque la ley establece mecanismos de participación, en la 
práctica no todos los municipios pueden realizarlos con la 
regularidad necesaria. Para Ana Deysi Villalobos, diputada 
del FMLN, miembro de la Comisión de Asuntos Municipales 
y ex alcaldesa del municipio de Ayutuxtepeque, hay munici-
pios que son tan débiles económicamente que no cuentan 
con los recursos necesarios para realizar las consultas de 
manera periódica, porque lo que realizan sólo uno al inicio 
de la gestión. Por ejemplo, varios municipios hacen una con-
sulta para la elaboración y aprobación de planes de desarro-
llo local o de inversión municipal y con los insumos de ésta 
consulta se ejecutan los mismos. 

La falta de recursos para la realización de estas consultas 
ciudadanas podría plantearse como una distorsión, pues 
pese a que las municipalidades cuentan con el respaldo le-
gal para la ejecución de éstas, en la práctica es precisamente 
la falta de recursos económicos la que impide su concreción 
con la frecuencia que se requeriría para institucionalizar es-
tos mecanismos en todos los municipios. 

Pero la falta de recursos no es el único obstáculo para la im-
plementación de estos mecanismos. Muchas veces se trata 
de prácticas que no siempre son puestas en marcha dada 
a la existencia de una cultura política poco sustentada en 
la transparencia, y más específicamente en la rendición de 
cuentas. Actualmente, existen mecanismos de rendición de 
cuentas, tanto en el manejo del recurso económico como en 
las decisiones sobre políticas públicas y el ejercicio eficaz y 
eficiente de la función pública. Un ejemplo de esto son las 
auditorías (de gestión y financiera) que la Corte de Cuentas 
realiza en las gestiones municipales anualmente. En la figura 
5.4 se muestra la relación entre ambas instituciones.

En la figura No 5.4 la rendición de cuentas se realiza de 
institución a institución. Es decir, la Corte de Cuentas audita 
la gestión municipal (Art. 207 de La Constitución de la 
República de El Salvador). Pero si bien existen mecanismos 

de rendición de cuentas entre instituciones, el vacío podría 
crearse al ejecutar una rendición de cuentas vertical. Es 
decir, de los ciudadanos hacia las instituciones. 

Si bien, el Código Municipal establece el acceso a informa-
ción sobre la gestión municipal, tal y como se explicó ante-
riormente, no explica de qué tipo será y cuál es el procedi-
miento para acceder a ésta. Al no existir claridad en el qué 
y en el cómo se puede fomentar una cultura política que se 
caracterice por la discrecionalidad de los funcionarios muni-
cipales y no en la transparencia. 

5.6	 Distorsiones políticas de coordi-
nación político-institucional a lo 
interno del municipio en Nicaragua 

Las distorsiones políticas externas se definen como aquellas 
distorsiones que puedan surgir en la gestión municipal por 
parte de sus autoridades, sean alcaldes (sas) o integrantes 
del concejo municipal, y otro tipo de autoridades subnacio-
nales con incidencia en los municipios. Estas distorsiones 
pueden ser producto de choque de competencias y/o repre-
sentación política y legal de la población.

La Constitución Política de Nicaragua estipula en su Art. 176 
que “el municipio es la unidad base de la división política admi-
nistrativa del país”. Dicho enunciado establece al municipio 
como la unidad territorial mínima de nivel de gobierno con 
autonomía administrativa, financiera y política, por cuanto 
es el último nivel de gobierno electo mediante elecciones 
formales, ejerciendo las autoridades funciones ejecutivas, 
administrativas, normativas y deliberativas. 

La misma constitución estipula en su Art. 177 que “los go-
biernos municipales tienen competencia en materia que incida 
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en el desarrollo socio-económico de su circunscripción”, dando 
pie a una gran gama de acción para llevar a cabo las distin-
tas políticas públicas sin especificar su rol. Sin embargo, el 
artículo 175 establece entidades sub nacionales de división 
político – administrativas: los Departamentos y las Regiones 
Autónoma del Atlántico.90 En el caso de los Departamentos, 
estas instancias administrativas son sólo meros referentes 
que sirven para demarcar la división política del país, no 
siendo en ningún caso instancias de gobierno ni de toma de 
decisiones. Son hasta el momento una ficción jurídica nacida 
de la Constitución política de Nicaragua. 

Los departamentos están establecidos en la Ley 59 o Ley de 
división Política Administrativa. En ella se establece el nú-
mero y municipios que los conforman. Sin embargo, no se 
establecen funciones ni autoridades. En la práctica funciona 
solamente como una extensión del gobierno central, sirvien-
do esta división política para establecer delegaciones depar-
tamentales que están bajo el mandato de la administración 
del gobierno central a través de sus instituciones.

Asimismo, funcionan como un medio intermedio para des-
agregar información estadística sobre aspectos económicos, 
sociales y socio demográficos. En el estudio realizado por 
AMUNIC y el Fondo de las Naciones Unidas para la Población 
“Análisis de los mecanismos e instrumentos  de gene-
ración de información de tipo estadística y su uso en 
las municipalidades y entidades de gobierno (MINED 
y MINSA) en seis municipios de Nicaragua”,  se estable-
ce que las únicas instituciones del ejecutivo con presencia a 
nivel municipal son el Ministerio de Salud, el Ministerio de 
Educación y la Policía Nacional. 

El resto de instituciones no necesariamente tienen presen-
cia en todos los municipios. Sin embargo, la necesidad de 
contar con información desagregada a nivel municipal, tanto 
para dirigir mejor la inversión pública como para monitorear 
y evaluar el desarrollo e impacto de las políticas, ha estable-
cido prioridades de trabajo en las asociaciones de munici-
pios y en las instituciones de gobierno central de centros de 
generación de información en las alcaldías.

El único nivel supra municipal que cuenta con una verdadera 
estructura de gobierno y con suficiente capacidad de gestión 
y toma de decisiones en base a un marco jurídico es el de 
las regiones autónomas (RAAS y RANN). Este nivel sí posee 
autoridades políticas electas, por lo que se desprenden fun-
ciones administrativas y políticas que implican relaciones a 
nivel municipal. Sus autoridades se agrupan en el órgano de 
Consejos Regionales Autónomos, que se rigen por el Estatu-
to de Autonomía de la Costa Atlántica o Ley 28 y se sustenta 
tanto en la Constitución Política y en la Ley de Municipios.

90	 Artículo 175, Constitución Política de la república de Nicaragua: 
El territorio nacional se dividirá para su administración, en 
departamentos, regiones autónomas de la Costa Atlántica y 
municipios. Las leyes de la materia determinarán su creación, 
extensión, número, organización, estructura y funcionamiento 
de las diversas circunscripciones territoriales.

Los Consejos Regionales Autónomos

En el estatuto de autonomía (Ley 28) se establecen como ór-
ganos administrativos de las regiones autónomas el Consejo 
Regional, la Coordinación Regional, las autoridades munici-
pales y comunales y otros correspondientes a la subdivisión 
administrativa de los municipios. (Art. 15, Estatuto de Auto-
nomía de las Regiones Autónomas).

Los Consejos Regionales y la Coordinación Regional son las 
autoridades superiores de la Región Autónoma correspon-
diente,  estableciéndose que la administración municipal se 
regirá por el Estatuto y la Ley de Municipios, como forma de 
garantizar la autonomía municipal, siendo según la aseso-
ría jurídica de AMUNIC, dos niveles de administración com-
plementarias. Dichos Consejos lo integran 45 miembros en 
cada región. También son parte de los Consejos Regionales 
los diputados ante la asamblea nacional originarios de di-
chas regiones. 

La elección de los integrantes de los Consejos Regionales, se 
realizan por medio de 15 circunscripciones. Las circunscrip-
ciones deben conformarse de acuerdo, dentro de lo posible, 
a la diversidad étnica que rige en el territorio.

Actualmente en los consejos regionales  tienen presencia 4 
partidos, de los cuáles uno es regional y los restantes tienen 
carácter nacional (ver cuadro 5.5).

En el Consejo Regional de la RAAN se eligió a la coordina-
ción regional en base a la alianza FSLN – YATAMA, mientras 
que en la RAAN domina la alianza PLC-ALN.

Del seno de los Consejos Regionales se elige una junta di-
rectiva conformada por 7 miembros, siendo los cargos pre-
sidente, dos vicepresidentes, dos secretarios y dos vocales, 
debiendo estar representadas en ella esta cada una de las 
comunidades étnicas de la respectiva Región Autónoma. Sus 
atribuciones están establecidas en el artículo 27 de  la Ley 
28. Dichas atribuciones son:

1-	 Coordinar sus actividades y las del Consejo con el 
Coordinador Regional y, a través del mismo, con los 
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demás funcionarios regionales de los Poderes del 
Estado.

2-	 Convocar reuniones ordinarias o extraordinarias y 
elaborar la agenda de las mismas.

3-	 Nombrar comisiones permanentes y especiales.
4-	 Realizar todas aquellas gestiones necesarias para el 

interés, bienestar y desarrollo de la región. 

El peso ejecutivo de las Regiones Autónomas se manifiesta 
a través de la figura del Coordinador Regional, quien tiene 
además de las funciones propias, ostenta el cargo de repre-
sentante de la presidencia de la república.

Atribuciones regionales

Las atribuciones que asumen los órganos administrativos en 
las Regiones Autónomas son para asumir competencias en 
cuanto a articular los planes y políticas regionales con los 
nacionales. Esta posición conlleva a administrar los progra-
mas de salud, educación, cultura, abastecimiento, transpor-
te, servicios comunales, etc. en coordinación con los minis-
terios de Estado correspondientes. Expresiones concretas de 
estas funciones son la implementación de los Modelos de 
Atención Integral de Salud y el Sistema Educativo Autonó-
mico Regional.

A nivel económico se establecen las atribuciones de impul-
sar los proyectos económicos, sociales y culturales propios, 
fomentando el intercambio tradicional con las naciones y 
pueblos del Caribe, de conformidad con las leyes naciona-
les y procedimientos que rigen la materia promoviendo la 
articulación del mercado interregional e interregional, con-
tribuyendo de esta manera a la consolidación del mercado 
nacional. Resalta en el ámbito económico la potestad de es-
tablecer impuestos regionales conforme las leyes que rigen 
la materia.

A nivel cultural se establece la atribución de promover  la 
cultura regional y nacional. También se establece el racional 
uso, goce y disfrute de las aguas, bosques, tierras comunales 
y la defensa de su sistema ecológico, así como aprovechar 
de forma proporcional la explotación racional de los recur-
sos mineros, forestales, pesqueros.

Dichas atribuciones se llevan a cabo mediante el ejercicio 
de las funciones de las autoridades regionales. Dichas fun-
ciones se determinan en el ámbito político y económico (ver 
cuadro 5.6).

Estas funciones se limitan al ámbito competencial regional. 
Sin embargo, hay aspectos que podrían chocar con la au-
tonomía municipal. Ante estas situaciones se sobrepone el 
principio de la administración pública, que priorizan los in-
tereses generales ante los intereses particulares, siendo la 
Región Autónoma la delimitación general. Sin embargo, si 
las contradicciones limitan seriamente los intereses munici-
pales, éstos pueden recurrir de amparo ante la Corte Supre-
ma de Justicia. 

5.7	 Distorsiones políticas de coordi-
nación político-institucional a lo 
interno del municipio en Costa Rica

La desconcentración de la toma de decisiones en Costa Rica 
llega más allá de los gobiernos locales, ya que la legislación 
nacional reconoce la existencia de dos instancias submuni-
cipales, que son los Concejos de Distrito y los Concejos Mu-
nicipales de Distrito, que pueden ser considerados como pe-
queñas municipalidades dentro de un mismo cantón. Ambos 
órganos tienen una estructura y funciones distintas, pero se 
estructuran a nivel distrital, que es la división territorial más 
pequeña del país. A continuación se explicara la naturaleza 
de cada uno de estos órganos.

Los Concejos de Distrito 

De acuerdo con el artículo 54 del Código Municipal, los Con-
cejos de Distritos son los órganos que tienen la responsa-
bilidad de vigilar la actividad municipal y colaborar en los 
distritos de las respectivas municipalidades. Constituyen 
entonces el nivel de representación más pequeño en la di-
visión administrativa del país y les corresponde promover 
la eficiencia de la actividad del sector público municipal y 
velar por ella.

Este cuerpo colegiado a nivel distrital es la instancia donde 
por excelencia se puede fomentar un mayor nivel de partici-
pación ciudadana, ya que permite que un grupo poblacional 
más pequeño canalice sus necesidades e intereses a la mu-
nicipalidad como parte de un proceso de consenso entre los 
diferentes actores sociales que integran dicho distrito.

Según lo establece el Código Municipal, los Concejos de Dis-
trito son los encargados de proponer, al concejo municipal, 
los beneficiarios de las becas de estudio, los bonos de vivien-
da y alimentación y otro tipo de ayudas estatales que alguna 
institución ponga a disposición de determinado distrito. De-
ben además gestionar las respectivas recomendaciones de 
prioridad al concejo municipal, sobre la ejecución de obras 
públicas en el distrito, esto si las instituciones públicas des-
concentran este tipo de decisiones. 

Otra de las funciones de estos órganos submunicipales es 
la de emitir recomendaciones sobre permisos de patentes y 
fiestas comunales en sus respectivos distritos, así como pro-
poner al concejo municipal la forma de cómo utilizar otros 
recursos públicos que estén destinados al respectivo distrito, 
que son los fondos que se conocen con el nombre de partidas 
específicas. Los concejos de distrito deben además, recibir 
toda queja o denuncia sobre la ilegalidad o arbitrariedad de 
una actuación material, acto, omisión o ineficiencia de las y 
los  funcionarios públicos, y deben trasladar estas denuncias 
ante el órgano o ente público que corresponda y en los casos 
que amerite, darle seguimiento hasta la resolución final.
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Además, recae en los Concejos de Distrito la función de fo-
mentar la participación activa, consciente y democrática de 
los vecinos en la toma de decisiones concerniente a su dis-
trito y tienen la obligación de reportar un informe semestral 
a la municipalidad donde se presente el destino de los recur-
sos que se les asignó y las instancias ejecutoras de los pro-
yectos implementados. Se debe enviar una copia de dicho 
informe a la Contraloría General de la República.

Internamente, los Concejos de Distrito se organizan me-
diante un Reglamento de Funcionamiento de los Concejos 
de Distrito, que debe ser aprobado por el concejo munici-
pal de cada municipalidad, por lo que no existe una serie 
de lineamientos legales que rijan de manera general a estos 
órganos submunicipales, sino que cada gobierno local tiene 
la potestad de establecer los mecanismos bajo los que éstos 
se organizan, gracias a la potestad que le otorga el Código 
Municipal al órgano legislativo municipal.

Los representantes que integran los Concejos de Distrito son 
elegidos popularmente por un período de cuatro años, si-
multáneamente con la elección de los alcaldes (sas), y se 
componen de un total de cinco miembros propietarios y cin-
co síndicos suplentes, quienes desempeñan sus funciones de 
manera gratuita.

Es importante tener claro que los consejos de distrito no 
tienen acceso al presupuesto del gobierno central y, en lo 
que respecta al presupuesto del gobierno local, tal y como 
se señaló anteriormente, estos órganos deben remitir a la 
municipalidad los proyectos prioritarios que de acuerdo a 
las necesidades específicas se necesitan implementar en su 
distrito, pero queda a criterio de la municipalidad cuáles de 
estos proyectos, de todos los distritos, se incorporan en el 
presupuesto. Por lo tanto, los consejos de distrito vienen a 
constituir los entes mediante los cuales las comunidades ca-
nalizan sus demandas a las municipalidades pero no son los 
ejecutores presupuestarios de los recursos municipales.
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A pesar de que no acceden directamente al presupuesto mu-
nicipal, el Código Municipal señala que las municipalidades 
deben suministrar a los Concejos de Distrito el apoyo admi-
nistrativo necesario para el cumplimiento de sus funciones, 
por lo que durante la primera semana de julio, los Concejos 
de Distrito deben presentar a la municipalidad la lista de pro-
gramas, requerimientos de financiamiento y prioridades, que 
tengan su sustento en el Plan de Desarrollo Municipal.

Tal y como se puede evidenciar en los párrafos antes expues-
tos, los Concejos de Distrito sí tienen capacidad para influir 
en el desarrollo de los cantones, aunque finalmente la deci-
sión pase a manos del concejo municipal y aquí pueden prio-
rizarse otros intereses. Sin embargo, los Concejos de Distrito 
constituyen el mecanismo de participación ciudadana que 
se aplica por ley en todos los cantones del país y, aunque en 
algunos casos la participación puede ser menor, es el punto 
donde convergen los miembros de la comunidad a exponer 
necesidades que van desde asfaltado de calles, infraestruc-
tura escolar, la construcción de un centro de atención de sa-
lud, el alumbrado público y otro tipo de demandas puntuales 
que reúne a los grupos de vecinos y los hace partícipes del 
establecimiento de prioridades en la toma de decisiones del 
gobierno local.

A pesar de ello, se puede ver cómo el concejo municipal vie-
ne de nuevo a ser la instancia con la mayor cuota de poder 
en lo que respecta a la gestión de las decisiones locales, y ya 
en este nivel de decisión, los miembros del Concejo pueden 
darle prioridad a los proyectos del distrito al que pertenecen, 
por lo que en este punto nuevamente los intereses de carác-
ter personal pueden prevalecer sobre las necesidades más 
urgentes del cantón y sobre los intereses de cada partido.

Aun cuando existen otros mecanismos de participación ciu-
dadana en el nivel local, como los plebiscitos, no todas las 
municipalidades los emplean, por lo que el Código Municipal 
les asigna a los Concejos de Distrito la tarea de fomentar la 
participación de los vecinos de forma consciente y demo-
crática, pero queda a criterio de cada municipalidad las dis-
posiciones que dentro del Reglamento de Funcionamiento 
de los Concejos de Distrito incluyan las disposiciones y los 
métodos para cumplir con este objetivo. Sin embargo, en la 
mayoría de los casos, esta participación no va más allá de 
los síndicos que conforman este órgano submunicipal y al-
gunos líderes comunales, ya que son muy escasos los proce-
sos reales de convocatoria para que la comunidad se integre. 
En este punto viene a ser fundamental el grado de interés y 
de vinculación que tengan los vecinos del distrito para for-
mar parte de este proceso de participación.

Retomando el tema de las funciones de los Concejos de Dis-
trito, es importante señalar que la Ley de Control de las Par-
tidas Específicas con cargo al Presupuesto Nacional señala 
también, en su artículo 4, que los Concejos de Distrito deben 
facilitar el proceso de selección de proyectos, programas y 
obras prioritarias, así como promover la participación po-
pular de las comunidades en la asignación de los recursos 
provenientes de partidas específicas. 

Las partidas específicas constituyen el conjunto de recursos 
públicos asignados en los presupuestos nacionales que se 
destinan para atender necesidades públicas locales, comu-
nales o regionales en la forma de proyectos de inversión o 
programas de interés social, las cuales pueden estar a cargo 
de la municipalidad de manera directa o a través de contra-
taciones o por medio de convenios con otras instituciones 
gubernamentales o no gubernamentales.
 
En dichas partidas específicas se incluyen recursos públi-
cos que se utilizarán para financiar proyectos y obras que 
se ejecutan desde las asociaciones de desarrollo comunal, 
así como por entidades privadas promotoras del desarrollo 
comunal, regional o local. 

Para llevar a cabo este proceso de selección de proyectos, 
los Concejos de Distrito deben integrar a un representante 
de cada una de las entidades privadas idóneas para admi-
nistrar fondos públicos, representativas del distrito, quienes 
participarán en la estructura de la toma de decisiones única-
mente durante esta selección. 

En buena medida y según lo establece la ley, los proyectos, 
obras y programas que son financiados por las partidas espe-
cíficas buscan solucionar un problema general y realizar un 
impulso en el desarrollo local, mientras que los programas 
de inversión se orientan en su mayoría a la construcción, 
reconstrucción, mejoramiento y mantenimiento de la infra-
estructura pública, comunal y regional.

De esta forma, a los Concejos de Distrito se les asigna la 
priorización de los proyectos de inversión, de promoción del 
desarrollo y la cultura en sus respectivos distritos, en donde 
deben tomar en cuenta a las entidades privadas del distrito. 
Sin embargo, el sentir de muchos síndicos y de los miembros 
de las comunidades en general, es que el monto de partidas 
específicas que se asigna a los Concejos de Distrito es dema-
siado bajo en comparación con las necesidades en temas de 
infraestructura y las insuficiencias que en materia social se 
padecen. 

A lo interno de los Concejos de Distrito existe, en muchos 
casos, un alto nivel de desorganización que impide poner 
en marcha los objetivos para los que fueron creados. De for-
ma general, presentan problemas para coordinar reuniones, 
convocatorias y demás detalles, por lo que se ha estado agu-
dizando un debilitamiento del compromiso y una alta des-
motivación por los pocos recursos que les son asignadas y 
que les impiden responder a las necesidades del distrito.

Actualmente, se encuentra en discusión en el seno de la 
Comisión de Asuntos Municipales y Desarrollo Local Parti-
cipativo de la Asamblea Legislativa de la República, un pro-
yecto de reforma integral al Código Municipal, en el cual se 
establecen nuevas atribuciones a los Concejos de Distrito, 
tales como identificar y representar los intereses del distrito 
ante los órganos del gobierno municipal, coordinar con las 
asociaciones de desarrollo y demás actores sociales, las di-
ferentes actividades dentro del distrito.
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Este proyecto de reforma contempla el pago de una dieta 
para los síndicos que debe ser determinada conforme a un 
Manual General de Remuneración adoptado por las munici-
palidades y establece también que los Concejos de Distrito 
deberán sesionar ordinariamente al menos dos veces al mes 
y de manera extraordinaria cuando sean convocados por las 
autoridades del gobierno local; señala también que las dietas 
corresponderán únicamente a las sesiones ordinarias.

Estos cambios pueden venir a favorecer a los Concejos de 
Distrito, reconociendo económicamente su labor y estable-
ciendo de esta manera un mayor compromiso con la comu-
nidad, además el establecer las fechas puede llevar a mitigar 
algunos de los problemas de coordinación que estos órga-
nos padecen en la actualidad.

Los Concejos Municipales de Distrito

Es importante hacer la distinción entre los Concejos de Dis-
trito y Concejos Municipales de Distrito. Estos últimos fueron 
creados mediante la ley 8173 del año 2001, la cual establece 
que son órganos con autonomía funcional propia adscritos a 
la municipalidad del cantón respectivo cantón. 

Estos órganos se constituyen cuando un distrito se encuen-
tra en una situación de lejanía geográfica y administrativa 
con respecto a la cabecera del cantón donde pertenecen. 
Para la creación de los mismos se hace necesario que al me-
nos doscientos cincuenta vecinos del distrito lo soliciten al 
concejo municipal de su cantón, el cual lo deberá aprobar 
con al menos dos terceras partes del total de sus miembros. 
Posteriormente a esto, el proyecto de creación debe ser so-
metido a consulta popular, mediante su publicación en el 
Diario Oficial la Gaceta y otro diario de circulación nacional 
y deberá contar con el voto favorable de al menos un 15% de 
los votantes inscritos en el cantón.

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley General de Concejos 
Municipales de Distrito (Ley 8173), estos están integrados 
como órganos colegiados, por cinco concejales propietarios 
y sus respectivos suplentes, quienes deben ser vecinos del 
distrito y serán elegidos de manera popular en la misma fe-
cha de las elecciones de síndicos e igualmente por un pe-
ríodo de cuatro años. Estas autoridades tendrán las mismas 
atribuciones y deberes que los regidores municipales.

Con respecto a la autoridad ejecutiva del concejo municipal 
de Distrito, se denomina Intendencia, y el intendente es tam-
bién elegido de manera popular en la misma elección de los 
alcaldes(as) municipales. Al intendente le corresponden las 
mismas atribuciones y deberes que a los alcaldes(as) muni-
cipales. 

Tanto el Concejo Municipal de Distrito como el intendente 
deben rendir a la municipalidad del cantón los informes y 
copias de documentos que esta les solicite, así como habili-
tar todas las facilidades para que los auditores y contadores 
de la municipalidad, en caso de que necesiten llevar a cabo 
algún estudio.

Actualmente en el país se han constituido ocho concejos de 
distrito, dada su lejanía con respecto a la cabecera del can-
tón y funcionan en los siguientes distritos:

1)	 Concejo Municipal de Distrito de Peñas Blancas, en el 
cantón de San Ramón, en la provincia de Alajuela.

2)	 Concejo Municipal de Distrito de Cervantes, en el 
cantón de Alvarado, en la provincia de Cartago.

3)	 Concejo Municipal de Distrito de Tucurrique, en el 
cantón de Jiménez, en la provincia de Cartago.

4)	 Concejo Municipal de Distrito de Colorado, en el 
cantón de Abangares, en la provincia de Guanacaste.

5)	 Concejo Municipal de Distrito de Cóbano, en el cantón 
de Puntarenas, en la provincia de Puntarenas.

6)	 Concejo Municipal de Distrito de Lepanto, en el cantón 
de Puntarenas, en la provincia de Puntarenas.

7)	 Concejo Municipal de Distrito de Monteverde, en el 
cantón de Puntarenas, en la provincia de Puntarenas.

8)    Concejo Municipal de Distrito de Paquera, cantón de 
Puntarenas, Provincia de Puntarenas.

Los Concejos Municipales de Distrito se regulan bajo toda 
la normativa referente a las municipalidades y se les atri-
buyen las competencias locales en los respectivos distritos, 
además, pueden establecer alianzas de cooperación con la 
municipalidad del cantón y con entes públicos no territo-
riales, así como también con otras municipalidades u otros 
concejos municipales de distrito, para lo cual requieren la 
aprobación de la municipalidad de su cantón.

Cabe resaltar que la figura de los Concejos Municipales de 
Distrito no aparece regulada en el actual Código Municipal, 
sino únicamente en su ley de creación, y en el documento 
de reforma del Código Municipal tampoco se estipuló el fun-
cionamiento de éste órgano, el cual como parte del régimen 
municipal, debería estar contenido en esta legislación.

Juntas viales cantonales

Las Juntas Viales fueron creadas en el año 2001 por la Ley 
8114 y luego reglamentadas por los Decretos 30263-MOPT, 
en el año 2002, y 34624- MOPT del 2008. Esta ley de Simplifi-
cación y Eficiencia Tributaria (ley 8114) instaura un impuesto 
único a los combustibles nacionales e importados, estable-
ciendo cánones de cobro y dictando los destinos específicos 
de los ingresos recaudados a través de este impuesto. En su 
artículo número 5, la ley establece que de este impuesto úni-
co sobre los combustibles, el 30% se debe destinar al Conse-
jo Nacional de Viabilidad (CONAVI). De la totalidad de este 
porcentaje, un 25% le corresponde a las municipalidades91, 
para los gastos de conservación, mantenimiento rutinario y 
periódico, mejoramiento y rehabilitación, y los sobrantes se 
utilizarán para construir obras viales nuevas de la red vial 
cantonal.

 

91	 Esto se refiere al 25% del total del 30% del impuesto designado al 
CONAVI y no al 25% del total del impuesto único sobre los 
combustibles.
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La red vial cantonal está constituida por la red de calles y ca-
minos públicos que no forman parte de la Red Vial Nacional 
y cuya administración es de responsabilidad municipal en 
lo que corresponde. La ley 8114 establece que la ejecución 
de estos recursos se debe realizar de preferencia bajo una 
modalidad participativa de ejecución de obras, por lo que 
el destino de los recursos lo debe proponer, a cada concejo 
municipal, una junta vial cantonal.

Las juntas viales cantonales (JVC) son órganos públicos 
nombrados por el concejo municipal de cada cantón, ante 
quien responde por su gestión y está integrada por represen-
tantes del gobierno local, del MOPT y de la comunidad, por 
medio de convocatoria pública y abierta y es la que propon-
drá el destino de los recursos provenientes de la ley 8114. 
Los miembros de la JVC son los siguientes:

	 Alcalde(sa) municipal, quien la preside
	 Un miembro del concejo municipal, con voz pero sin 

voto.
	 El director regional de la Región o de la Macro región 

del MOPT o su representante.
	 Un representante de los Concejos de Distrito.
	 Un representante de las Asociaciones de Desarrollo 

Integral del cantón.
	 El director de la Unidad Técnica de Gestión Municipal.

Esta conformación fue producto de una reforma que se lle-
vó a cabo en el 2008, ya que anteriormente se componía 
de ocho miembros. El motivo del cambio se dio porque en 
una gran cantidad de cantones las JVC pasaban meses sin 
sesionar por falta de quórum, ya que se necesitaban cinco 
miembros para sesionar, por lo que se necesito eliminar dos 
sectores, a los usuarios y empresarios. Los integrantes de la 
JVC no devienen un salario por sus funciones. Sin embar-
go, la Ley General de la Administración Pública los cataloga 
como funcionarios públicos. De acuerdo al manual de JVC, 
éstas se deben regir por los siguientes principios:

	 Libre deliberación
	 Igualdad
	 Orden
	 Decisiones democráticas 
	 Respeto a las minorías

El período de vigencia del nombramiento de los miembros 
de las JVC es de cuatro años. Las JVC deben sesionar una 
vez al mes, considerando la disponibilidad de sus miembros, 
y de manera extraordinaria cuando así lo acuerde o sea con-
vocada por órganos del gobierno municipal. La sede de las 
sesiones debe ser la Municipalidad.

Las funciones que deben atender las JVC son las siguientes:

		 Proponer al concejo municipal toda inversión en caminos 
y calles cantonales, sean o no recursos de la Ley 8114 
(esta recomendación no exige al Concejo aprobarla pero 
si lo obliga a justificar cuando no lo apruebe).

	 Supervisar y evaluar la gestión vial de la 
municipalidad.

	 Rendir cuentas a la sociedad o comunidad. (La JVC 
debe rendir informes al concejo municipal).

Se debe tener claro que las JVC son un órgano de carácter 
consultivo y propositivo y que no es responsabilidad de éstos 
la ejecución de los recursos de la ley 8114, ya que esta etapa 
del proceso es exclusiva de la administración, es decir, de la 
municipalidad. La gestión que se debe seguir en cuanto a este 
proceso se muestra en el diagrama anterior extraído del ma-
nual de las JVC elaborado por el MOPT (ver diagrama 5.12). 

Reformas legislativas

El proyecto de reforma al Código Municipal que se encuen-
tra en la Asamblea Legislativa, presenta algunos elemen-
tos nuevos, dentro de los cuales se encuentra la potestad 
de la municipalidad de crear órganos desconcentrados que 
le permitan llevar a cabo la administración de los intereses 
locales. Estos órganos se denominarán Juntas Cantonales, 
que se conformarán para fines instrumentales específicos 
conformadas por representantes de diversos sectores de la 
población del cantón.

La conformación de estos órganos puede convertirse en un 
instrumento importante para el fomento de la participación 
ciudadana y llevar a la comunidad a involucrarse de mane-
ra activa en la administración de sus propios intereses. Sin 
embargo, el proceso de aprobación de este proyecto toma 
bastante tiempo y trae consigo cambios en las propuestas, 
por lo que para el funcionamiento de estos órganos descon-
centrados todavía debemos esperar.

Órganos submunicipales de representación 
indígena

Con respecto a la existencia de acciones afirmativas o ini-
ciativas de representación y participación de minorías po-
blacionales tales como los indígenas, no existe en el Código 
Municipal un mandato legal que establezca como obligatoria 
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la creación de instancias submunicipales u oficinas de re-
presentación de estos grupos o mecanismos establecidos 
para integrar de manera participativa a estos sectores de la 
población.

La Ley Indígena de Costa Rica define y delimita 24 reservas 
indígenas. La superficie total de las 24 reservas indígenas es 
de 334.447 hectáreas. Existen 8 grupos étnicos repartidos 
sobre las 24 reservas indígenas. Las ocho etnias son: Bri-
bris, Brunkas, Cabécar, Chorotega, Gnöbe o Guaymí, Huetar, 
Maleku y Telire. Las 24 reservas indígenas están repartidas 
a lo largo del territorio nacional en distintos cantones y pro-
vincias, siendo la mayoría claramente localizada en la parte 
Sur-Sureste del país de la costa atlántico. Se estima a 65 mil 
la población actual de los indígenas en Costa Rica. Un tercio 

de los indígenas vive fuera de las reservas en cabeceras de 
cantón como Bribri, Limón, Turrialaba, San Vito, Neilly, Bue-
nos Aires, San Isidro y San José.

Con respecto a la relación que existe entre las comunidades 
indígenas y las municipalidades donde estas se acentúan, 
se puede decir que no existe una relación formal, institucio-
nalizada, entre estos actores. En un estudio realizado por 
la Fundación DEMUCA se muestra que las municipalidades, 
por ejemplo, no cuentan con un departamento de atención 
a las comunidades indígenas. Además, revelan muy poca o 
casi nula la presencia de personas indígenas en el gobier-
no o la administración municipal. La relación que existe, 
cuando exista entre las municipalidades y muchas comuni-
dades, obedece a la misma dinámica de trato de favores y 
relaciones de buena voluntad, donde, por ejemplo, cuando 
un indígena se acerca a su alcalde(sa) para pedir un puente 
o el arreglo de sus caminos vecinales, no parece saber que 
está reclamando un derecho, sino que más bien lo hace en 
la postura de alguien que está pidiendo un favor (Fundación 
DEMUCA, 2008:20-21).

Finalmente, se hace evidente que las instancias de participa-
ción ciudadana en el nivel local no se encuentran realmente 
establecidas como un proceso en la legislación costarricense 
y que, aparte de la existencia de los Concejos de Distrito, la 
participación ciudadana está determinada por las iniciativas 
que se generen desde el gobierno local. Sin embargo, existe 
una necesidad latente por dotar a los Concejos de Distrito 
de un mayor protagonismo y fortalecer la estructura de los 
mismos de manera tal que los vecinos se sientan cada vez 
más motivados a tomar parte en la toma de decisiones en 
su localidad.

5.8	 Distorsiones políticas de 
coordinación político institucional a 
lo interno del municipio en Panamá 

Los órganos sub municipales y su relación con 
el concejo municipal

La función normativa del concejo municipal se realiza 
mediante el voto y la participación directa de los 
Representantes de Corregimiento quienes, como concejales, 
conforman el concejo municipal y son designados como 
Presidente y vicepresidente del mismo. Ellos a su vez, a través 
de las Juntas Comunales presiden también la administración 
y la gestión local del corregimiento, unidad territorial en la 
que se divide políticamente el distrito.

La Constitución y las leyes reconocen su existencia y le asignan 
competencias que complementan atribuciones del consejo 
municipal y del alcalde(sa) en el ámbito del corregimiento, 
en algunos casos sujetos al gobierno municipal y en otros 
con significativa libertad e independencia. En el caso del 
gobierno municipal es evidente su poder decisorio en las 
materias y facultades normativas del concejo porque los 
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representantes, como concejales, tienen derecho al voto en 
el mismo, mas no así el alcalde(sa). 

En la Ley 105 por ejemplo, aparecen disposiciones referentes 
a la relación del alcalde(sa) con las Juntas Comunales, en el 
articulado que no fue modificado o derogado con la Ley de 
descentralización92. Entre ellas:

a)	 Armonizar la realización de los planes y programas de 
las Juntas Comunales de su jurisdicción.

b)	 Conferir personalidad jurídica a las Juntas Comunales y 
disponer en la alcaldía de un libro de registro con sus 
Reglamentos Internos, sus modificaciones y los 
cambios en sus integrantes.

La Ley 37 de Descentralización incluye la posibilidad de que 
el Municipio delegue en las Juntas Comunales la ejecución 
de programas, la prestación de servicios y la administración 
de bienes que acuerden conjuntamente el alcalde(sa), el 
concejo municipal y la respectiva Junta Comunal.

Establece también que el acceso de la Junta Comunal al 
presupuesto municipal se da mediante la presentación al 
alcalde(sa) de un plan estratégico y  un plan operativo anual 
del Corregimiento, que deberán elaborar con la participación 
de la comunidad. Sin que se defina un porcentaje preciso en 
la misma ley, la administración municipal está obligada a 
transferir a la Junta Comunal los recursos para su funciona-
miento, en base a los ingresos municipales y a los indicado-
res que establezca el Ministerio de Economía y Finanzas.

A pesar de que la Constitución y las leyes distribuyen poder 
y atribuciones en el municipio, los representantes de corre-
gimiento siguen conservando importantes espacios porque 
conforman la directiva y presiden los consejos municipales. 
En el desempeño de tales atribuciones la identidad como 
representante de corregimiento predomina en su accionar 
como concejal.

Hay que tomar en cuenta que también existe un órgano sub 
municipal inferior al corregimiento en lo que la ley 105 de-
nominaba Juntas Locales cuyo articulado en su totalidad fue 
derogado por la Ley de descentralización y se llaman ahora 
Juntas de Desarrollo Local. La define como:

“Espacio de relación y encuentro ciudadano, que permite 
a todos los habitantes del corregimiento y del distrito su 
participación activa en la toma de decisión para la 
organización, coordinación, planificación y ejecución de 
desarrollo integral de sus comunidades, corregimientos y 
distritos”.

 
 

92	 Aunque el proyecto de ley 86 que suspende su vigencia hasta el 
2014 fue aprobado en Tercer Debate el 31 de octubre 2009 por la 
Asamblea Nacional, incluimos la ley de descentralización en el 
presente análisis, porque dicha posposición no ha recibido la 
sanción del Ejecutivo para convertirse en Ley de la República.

Los órganos sub municipales y sus 
atribuciones

Con respecto al presupuesto del gobierno central

Los corregimientos pueden tener asignación y recibir partidas 
presupuestarias, directamente, por parte del Estado, según el 
numeral 3 del artículo 16 en la Ley 105, de 1973, al indicar 
sus fuentes de ingreso. Diversos programas lo aplican a través 
del Fondo de Inversión Social (FIS), el Programa de Desarrollo 
Comunitario (PRODEC),  el Programa de Inversiones Locales 
(PROINLO) y el Consejo Nacional de Desarrollo Sostenible 
(CONADES), por lo que los corregimientos y comunidades lo-
gran acceso a más de cien mil balboas (B/. 100,000), al año.

En el presupuesto del gobierno municipal

La Ley de Descentralización prevé la existencia de un presu-
puesto propio en las Juntas Comunales a partir de las asigna-
ciones del Presupuesto de Rentas y Gastos del Municipio.

Capacidad de influir en el desarrollo municipal

Tanto las Juntas Comunales como las Juntas de Desarrollo 
Local tienen entre sus atribuciones participar en los proce-
sos de planificación y decisión de los planes de desarrollo 
en el distrito. Sus propuestas son insumo obligado del Plan 
Estratégico Distrital porque éste integra los Planes de Desa-
rrollo Estratégicos Locales de los Corregimientos que a su 
vez son elaborados con la participación de las Juntas de De-
sarrollo Local.

Además, las instituciones del Estado, a través de diversos 
programas destinados al fomento del desarrollo y la dota-
ción de infraestructuras en las diferentes regiones del país, 
pueden atender solicitudes directas de ayuda para las co-
munidades, cuando la misma procede de la Junta Comunal 
correspondiente.

En el Título VIII, Capítulo 2º de la Constitución Nacional, 
sobre el Régimen Municipal, el artículo Nº 250 obliga a la 
existencia de una Junta Comunal en cada corregimiento lla-
mada a promover el desarrollo de la colectividad, a velar 
por la solución de sus problemas y a ejercer funciones de 
conciliación voluntaria y aquellas que la ley le señale. Está 
compuesta por el Representante de Corregimiento, elegido 
cada cinco años en las Elecciones Generales, quien será su 
presidente y cuatro ciudadanos residentes que actualmente, 
según la Ley de Descentralización, serán designados por la 
Junta Comunal.

La Ley 105 de 1973 desarrolla esta disposición constitucional esti-
pulando en su artículo 2 que las “Las Juntas Comunales son orga-
nizaciones que representan a los habitantes del Corregimiento”. 

La Ley de descentralización modificó significativamente el 
artículo de la Ley 105 que señalaba las atribuciones de las 
Juntas Comunales:
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“Artículo 147. El artículo 17 de la Ley 105 de 1973 
queda así:
Artículo 17. Son atribuciones de la Junta Comunal de 
Corregimiento:

1.	 Aprobar el reglamento de funcionamiento.
2.	 Preparar y aprobar el Plan Estratégico del Corregimiento, 

el Plan Operativo Anual del Corregimiento y el 
Presupuesto de Funcionamiento.

3.	 Elaborar programas que promuevan el desarrollo y el 
bienestar económico y social de los residentes del 
corregimiento.

4.	 Colaborar en la implementación de los programas 
municipales en el corregimiento.

5.	 Promover la realización de actividades de desarrollo 
social.

6.	 Coordinar, con las organizaciones comunitarias, la 
participación y asistencia de sus miembros a las 
reuniones convocadas por ésta.

7.	 Preparar programas y capacitaciones para la protección 
del medio ambiente.

8.	 Aprobar la firma de convenios, acuerdos y contratos 
que haga el Representante de Corregimiento.

9.	 Aprobar la administración de proyectos financiados 
por organismos internacionales, nacionales y 
municipales.

10.	Organizar los cabildos abiertos, la rendición de cuentas 
o cualquier consulta ciudadana, conjuntamente con el 
Municipio, sobre los programas, proyectos y planes del  
corregimiento y del Municipio.

11.	Promover el acercamiento con las organizaciones 
cívicas, organismos no gubernamentales u otros que 
desarrollen actividades en el corregimiento.

12.	Organizar el trabajo voluntario del Sistema de 
Protección Civil en el corregimiento.

13.	Preparar programas de autogestión y capacitación, que 
den sostenibilidad a los proyectos comunitarios.

14.	Facilitar el trabajo a la institución correspondiente en 
el desarrollo de las funciones de protección, información 
y educación de los consumidores en el corregimiento.

15.	Colaborar con el Ministerio de Educación en el 
desarrollo de sus planes, programas de alfabetización 
y educación de jóvenes y adultos.

16.	Gestionar y contratar los créditos que sean necesarios 
con bancos, organismos gubernamentales, privados y 
municipales, a fin de realizar y ejecutar programas 
comunales.

17.	Organizar, promover y participar en la formación de 
cooperativas de producción, salud, educación, 
artesanales, de viviendas, de consumo y otras 
organizaciones de producción.

18.	Colaborar, con la institución correspondiente, en los 
programas de promoción y adjudicación de becas, así 
como en las concesiones de préstamos educativos.

19.	Escoger su representante ante la Comisión de Vivienda 
del Ministerio de Vivienda o ejercer las funciones de 
esta en los lugares donde no las hubiera, de acuerdo 
con el  procedimiento establecido en la ley.

20.	Presentar proyectos de Acuerdos Municipales por 
intermedio del Presidente de la Junta Comunal.

21.	Coordinar las elecciones y actividades de trabajo de las 
Juntas de Desarrollo Local.

22.	Facilitar y promover la contraloría social sobre la 
ejecución del presupuesto municipal y la preparación 
participativa de este.

23.	Fiscalizar la ejecución del Plan Estratégico Distrital que 
se realice en su área.

24.	Aprobar el reglamento de funcionamiento de las Juntas 
de Desarrollo Local.

25.	Tramitar la acreditación de las Juntas de Desarrollo 
Local ante la Secretaría General de la Alcaldía. 

26.	Las demás que le señalen la Constitución Política de la 
República, las leyes y los acuerdos municipales.”

El articulado sobre las Juntas Locales de la Ley 105 cambia 
en su denominación y atribuciones con la Ley de Descentra-
lización, en la cita que sigue:

“Artículo 139. Las Juntas de Desarrollo Local tendrán las si-
guientes atribuciones:

1.	 Participar en el diagnóstico y la ejecución del Plan 
Estratégico del Corregimiento.

2.	 Participar obligatoriamente con todas las organizaciones, 
públicas o privadas, en la ejecución de las obras de 
desarrollo que se realicen en la comunidad.

3.	 Promover la participación de las comunidades, en la 
definición de prioridades de proyecto, así como la 
contribución ciudadana en la ejecución de los 
programas.

4.	 Promover el mejoramiento de la calidad de vida de la 
sociedad civil del área territorial.

5.	 Realizar, por lo menos dos veces al año, asambleas de 
vecinos para coordinar y aprobar sus planes de trabajo. 
Contribuir en la organización de los vecinos a través 
del asociativismo, cooperativismo y otras formas 
autóctonas de vida colectiva comunitaria.

6.	 Desarrollar programas de gestión ambiental.
7.	 Organizar entre los miembros de la comunidad las 

actividades necesarias, para que participen juntos en 
la solución de los problemas de la comunidad.

8.	 Participar y rendir cuentas en los cabildos abiertos, 
consejos consultivos y rendición de cuentas que 
realicen las Juntas Comunales, el Municipio y la 
Gobernación.

9.	 Apoyar programas de educación popular que erradiquen 
el analfabetismo y el uso de drogas ilícitas en el área y 
promuevan la cultura democrática.

10.	Organizar actividades que permitan recaudar fondos 
para participar económicamente en la solución de los 
problemas de la comunidad.

11.	Contribuir en la realización de las consultas ciudadanas 
con el Municipio y la Junta Comunal.

12.	Abrir cuentas bancarias en un banco oficial, con 
autorización de la Junta Comunal, y presentarle 
informes financieros mensuales. Los fondos 
depositados en dichas cuentas solo podrán ser 
utilizados para obras de la comunidad previa 
autorización de su Junta Directiva.

13.	Elegir, entre sus miembros, a un representante 
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acreditado que conformará la Junta de Desarrollo 
Municipal y asistirá con derecho a voz a las sesiones 
del concejo municipal.

14.	Llevar las actas de las reuniones ordinarias y 
extraordinarias que realicen. 

15.	Presentar un informe trimestral de su gestión al 
presidente de la Junta Comunal.

16.	Apoyar programas de protección integral de la niñez.
17.	Participar en los consejos consultivos y de rendición de 

cuentas distritales. 
18.	Participar en los Concejos Municipales, con derecho a 

voz, en la Junta de Planificación Municipal, con 
derecho a voz, y en los Concejos Provinciales, con 
derecho a voz. El municipio o el Concejo provincial 
garantizarán su traslado a las reuniones respectivas.

19.	Realizar cualquier otra que le permita la ley y el 
reglamento interno de funcionamiento dentro del cual, 
entre otras materias, se establecerán las funciones de 
su Junta Directiva.

Mecanismos de participación ciudadana

Además de la disposición constitucional y legal de que cua-
tro personas de cada corregimiento representen a la ciuda-
danía residente en los mismos ante la Junta Comunal, para 
que los programas y planes de trabajo se realicen con su 
participación, la Ley de descentralización incorpora nuevos 
mecanismos.

El Título XII contiene 10 artículos dedicados a la Participa-
ción Ciudadana en el Desarrollo Local. Dispone la existencia 
de espacios y mecanismos de información, consultas, coor-
dinación, concertación y vigilancia para la participación de 
la ciudadanía en el proceso de planificación, programación 
presupuestación, evaluación y descentralización de la ges-
tión pública territorial.

Exige la obligatoriedad para la existencia de Juntas de Desa-
rrollo Local en las comunidades para la atención primaria de 
sus necesidades y establece mecanismos inexistentes hasta 
la fecha como:

1.	 Las asambleas de vecinos a realizarse dos veces al 
año

2.	 El Plan Estratégico del Corregimiento en cuyo diagnós-
tico y ejecución deberán participar

3.	 Cabildos Abiertos, 
4.	 Consejos Consultivos, 
5.	 Rendición de cuentas 
6.	 Consultas ciudadanas.

En el artículo Nº 150  aparecen nuevas disposiciones para 
facilitar la participación de la ciudadanía en las sesiones del 
concejo municipal, porque adiciona la exigencia de que las 
fechas y el horario de su realización sea acordado en cabildo 
abierto y  encomienda al Concejo gestionar facilidades para 
que el desarrollo de sus sesiones sea conocido por la comu-
nidad a través de transmisiones radiales, televisivas, internet 
y otro medio que considere conveniente.

En el artículo siguiente, el Nº 151, otorga a las comisiones 
permanentes de trabajo y a la comunidad, a través de una 
autoridad local del distrito la posibilidad de presentar pro-
yectos de acuerdo que hasta la fecha sólo estaba permitida al 
alcalde(sa), a los miembros del concejo municipal, lo mismo 
que a personeros, tesoreros e ingenieros municipales.

Se concluye que el poder y los pesos políticos en el muni-
cipio, tanto en la legislación procedente de 1973 con la Ley 
105 sobre las Juntas Comunales y la Ley 106 sobre Régimen 
Municipal, tienen una clara voluntad de confiar capacidades 
decisorias en los corregimientos cuyo peso histórico conti-
núa planteando dilemas de identidad a los representantes de 
corregimiento en su calidad de concejales llamados a velar 
por el conjunto del municipio. Las reformas constitucionales 
del 2004 y la Ley de Descentralización plantean nuevos es-
pacios de poder político en la ciudadanía mediante mecanis-
mos de participación para la toma de decisiones y el control 
sobre la dinámica municipal. 

5.9	 Distorsiones políticas de coordi-
nación político institucional a lo 
interno del municipio en República 
Dominicana

En la República Dominicana existen distintas estructuras sub 
municipales destinadas bien a aproximar la administración 
local a las poblaciones en el territorio (subdivisiones del mu-
nicipio) bien a facilitar la participación de la ciudadanía en 
la toma de decisiones sobre la inversión y planificación mu-
nicipal así como en el seguimiento y control del accionar 
municipal (órganos de participación ciudadana y sistema de 
consejos de desarrollo).

Como resultado, en el período comprendido entre 1995-
2005 el número de distritos municipales se incrementó en 
un 400%. Hoy existen un total de 156 municipios incluidos el 
Distrito Municipal y 229 distritos municipales por lo que se 
considera que este incremento de subdivisiones ha atomiza-
do altamente el territorio en contra de un ordenamiento más 
cohesionado del mismo.

En resumen, los órganos sub municipales detectados han 
sido los recogidos en el cuadro 5.8.

Cabe destacar que una de las principales novedades introdu-
cidas por la Ley 176-07 respecto al régimen jurídico munici-
pal anterior ha sido su orientación hacia una gestión pública 
local más abierta e inclusiva de la ciudadanía en la toma de 
decisiones. El hito principal de esta nueva orientación fue la 
institucionalización de la práctica que ya se llevaba a cabo 
en algunos municipios dominicanos del presupuesto partici-
pativo municipal.

En general se observa que los resultados del diseño institu-
cional derivado de la existencia de estas estructuras sub mu-
nicipales deben ser mejorados de cara a que contribuya más 
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adecuadamente a objetivos y procesos de desarrollo locales 
en el territorio.

Así, en primer lugar, el número de distritos municipales 
creados en los últimos años ha producido una considerable 
atomización del territorio en contra de su articulación. Los 
distritos municipales tienen la suficiente autonomía para ac-
tuar prácticamente como gobiernos locales independientes 
a pesar de su vinculación administrativa con los municipios 
por lo que esto dificulta más aún la concertación.

En segundo lugar, si bien la herramienta del presupuesto 
participativo ha permitido canalizar las demandas de la ciu-
dadanía, así como articular y fomentar el tejido social local 
alrededor de los ayuntamientos y un reparto más equitativo 
de los recursos en el territorio, todavía resta, por un lado, 
que esta herramienta consiga articular a las sectoriales del 
gobierno central y, por otro, que sus resultados se vinculen 
de manera más directa a objetivos estratégicos de desarrollo 
en el territorio.

Esto último, avanzará si cabe en la medida en que los 
municipios desarrollen sus sistemas de planificación 
municipal a través de la elaboración de planes de desarrollo 
municipal y planes operativos anuales tal y como establece 
la ley municipal. 

De esta manera y como conclusión, podríamos decir que 
los principales retos del diseño institucional sub municipal 
existente de cara a reforzar la autonomía municipal y el rol 
promotor del desarrollo de los gobiernos locales son el lo-
gro de una mayor coordinación con el gobierno central así 
como la articulación de este entramado institucional con el 
sistema de planificación municipal: En todo ello, la paulati-
na creación y puesta en funcionamiento de los consejos de 
desarrollo municipal en consonancia con lo recogido en la 
ley ofrecerá una buena oportunidad para la superación de 
estos retos. 

Subdivisiones del Municipio

La Ley 176-07 contempla varias posibilidades de subdivisión 
del territorio dentro del término municipal determinadas por 
ley, es decir, que requieren la aprobación del Congreso Na-
cional. De este modo, el territorio municipal puede dividirse 
en distritos municipales, secciones y parajes.

Los Distritos Municipales

La Ley 176-07 reconoce a los Distritos Municipales como en-
tidades municipales que podrán crearse mediante ley para la 
administración desconcentrada de áreas del territorio dentro 
del municipio, perfectamente diferenciadas y que comparten 
derechos o condiciones socioeconómicas similares.

Los requisitos que establece la ley para la creación de estos 
órganos sub-municipales son:

a.	 Que cuenten con al menos una población de diez mil 
(10,000) habitantes.

b.	 Que el territorio tenga identidad natural, social, 
económica y cultural

c.	 Que genere ingresos propios equivalentes al menos al 
10% de los recursos que le serán transferidos por ley 
para atender los servicios que deba prestar

Asimismo para la creación o bien modificación, supresión y 
fusión de un distrito municipal se requiere, con carácter pre-
vio, la realización de un estudio de factibilidad por parte del 
Congreso Nacional o una de sus Cámaras o quien el mismo 
delegue. Esta exigencia está destinada a justificar dicho cam-
bio, así como a demostrar la conveniencia social, política, 
económica y administrativa del mismo.

Estos condicionamientos incluidos en la Ley 176-07 se es-
tablecieron como medida para frenar el gran incremento de 
creación de estas entidades como consecuencia de la pro-
mulgación de la Ley 166-03 sobre participación de los ayun-
tamientos en los ingresos del Estado. Esta Ley establece 
unos montos mínimos de transferencias a los municipios y 
distritos municipales incentivando con ello la elevación de 
categoría en la demarcación territorial por parte de los legis-
ladores como medio para prometer más ingresos para sus 
respectivas comunidades a cambio de votos.
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Como resultado, en el período comprendido entre 1995-
2005 el número de distritos municipales se incrementó en 
un 400%. Hoy existen un total de 156 municipios incluidos el 
Distrito Municipal y 277 distritos municipales por lo que se 
considera que este incremento de subdivisiones ha atomiza-
do altamente el territorio en contra de un ordenamiento más 
cohesionado del mismo.

Según la ley, y una modificación de la misma recientemen-
te aprobada, los distritos municipales se encuentran bajo la 
coordinación superior del municipio a que pertenece y sus 
órganos de gobierno y administración están a cargo de un 
director/a y de la junta de distrito municipal integrada por 
vocales, quienes ejercerán las atribuciones equivalentes al 
concejo municipal de los ayuntamientos dentro del ámbito 
de actuación que establece la misma. 

El número de vocales que integran la junta será de 3 cuan-
do la población del Distrito Municipal sea menor de 15.000 
habitantes y de 5 cuando la población exceda los 15.000 ha-
bitantes. Asimismo el director/a estará acompañado de un 
subdirector/a quien asumirá las funciones de director/a en 
caso de ausencia temporal o definitiva de éste/a.

Como personal funcionarial los distritos municipales deben 
contar obligatoriamente con tesorero/a, un contador/a y 
un secretario/a de la junta de distrito municipal con iguales 
atribuciones que las establecidas para los ayuntamientos. 
Además dispondrá del personal que resulte indispensable 
para su eficaz desenvolvimiento.

A partir de la promulgación de la Ley 176-07, el director y los 
vocales de cada uno de los distritos municipales son electos 
cada cuatro años en las elecciones municipales por el voto 
directo de los/as munícipes de modo que su elección ya no 
queda en manos del síndico o alcalde(sa) como ocurría hasta 
el momento. Esta elección se dará por primera vez el 16 de 
mayo de 2010.

Dentro de su territorio, los distritos tienen asignadas las si-
guientes competencias:

a)	 Constitución, conservación y reparación de calles, 
aceras, contenes, caminos vecinales, puentes, fuentes 
y otras infraestructuras de interés comunitario 
existentes en su territorio.

b)	 Cementerios y servicios funerarios
c)	 Conmemoración de las efemérides patrias y otras 

fechas importantes.
d)	 Llevar registros de marcas, señales y estampas de 

animales.
e)	 Registro urbanos sobre solares y predios rústicos.
f)	 La conservación, mejora y ampliación del alumbrado 

público
g)	 La recogida de desechos sólidos municipales y su 

disposición final
h)	 La vigilancia y protección de caminos, campos, fuentes, 

ríos y demás recursos naturales
i)	 La limpieza de calles y el ornato público

j)	 La administración y conservación de su patrimonio y 
los recursos naturales.

k)	 La ejecución de obras y la prestación de servicios 
comprendidos en la competencia municipal y de 
exclusivo interés del distrito municipal.

El último inciso abre la puerta a la posibilidad de que los 
distritos municipales, en función de su interés y presupues-
to, presten los mismos servicios que los municipios si bien 
a la hora de ejercer sus funciones la ley establece algunas 
limitantes en relación a éstos. Así, los directores y vocales 
de los distritos municipales tienen las mismas atribuciones 
que los/as síndicos/as y regidores/as del municipio al cual 
pertenecen. Sin embargo, necesitan la autorización previa 
del concejo municipal para realizar empréstitos, apropiar y 
enajenar bajo cualquier forma de bienes municipales sin im-
portar su naturaleza, la creación de arbitrios de cualquier 
naturaleza y autorizar el inicio de contrataciones en lo refe-
rente a licitaciones y concesiones de conformidad con la ley 
que regula la materia.

Los distritos municipales tienen sus propios presupuestos y 
reciben transferencias del Estado en los mismos términos 
que los municipios, es decir, en función del criterio poblacio-
nal. Lo formulan, aprueban y ejecutan en los mismos térmi-
nos que los ayuntamientos, sólo que necesitan, según la ley, 
la ratificación de éste por el concejo municipal. Asimismo 
tienen la obligación de presentar un informe trimestral de 
ejecución presupuestaria en el concejo municipal.

Con las limitantes y diferencias más arriba señaladas, los 
distritos municipales gozan prácticamente de los mismos 
niveles de autonomía que los municipios para la prestación 
de servicios y promoción del desarrollo en su territorio. Su 
autonomía política se ha visto reforzada por la elección por 
voto directo del director y los vocales, quienes ya no depen-
derán políticamente del síndico del ayuntamiento al que per-
tenecen.

En este sentido, cabe destacar que la nueva Constitución 
de la República menciona a los distritos municipales en el 
mismo nivel que a los municipios, es decir, como parte inte-
grante del sistema político administrativo local y otorga a los 
directores la representación legal de las juntas municipales 
en detrimento del síndico por lo que su autonomía se ha vis-
to también fortalecida.

Las secciones y parajes

Las secciones y parajes son entidades creadas por ley que 
normalmente engloban a las comunidades rurales de los 
municipios.

La Ley 176-07 en su artículo 24 establece que al objeto de 
mejorar el funcionamiento de la administración municipal 
y facilitar la participación ciudadana en la gestión de los 
asuntos de interés comunitario, en cada sección existirá una 
alcaldía pedánea y en cada uno de los parajes que la compo-
nen, una ayudantía de alcalde(sa) pedáneo/a.
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La alcalde(sa)/ pedáneo/a representa al síndico/a del muni-
cipio en la sección y tiene la función de hacer ejecutar las 
órdenes que éste le imparta a fin de asegurar las prestación 
de los servicios municipales y la ejecución de las leyes y re-
glamentos municipales. Su designación está en manos de la 
sindicatura en consulta con la comunidad.

Las funciones del alcade(sa) pedáneo(a) incluyen:

1.	 Cumplir y hacer cumplir las leyes, decretos del Poder 
Ejecutivo, reglamentos, ordenanzas, resoluciones y 
demás disposiciones municipales, dando cuenta al 
síndico/a de las infracciones que observe.

2.	 Dar cuenta inmediata al síndico/a de cualquier 
deficiencia, interrupción o infracción que observare en 
los servicios y obras municipales.

3.	 Dar cumplimiento de las órdenes, requerimientos y 
circulares que reciba del síndico/a en lo concerniente 
a la ejecución de las disposiciones municipales y de 
otras disposiciones legales.

4.	 Cuidar de que se mantengan en buen estado y libres de 
obstrucciones los caminos vecinales e intermunicipales, 
así como de que no se alteren las servidumbres 
existentes en favor de dichos caminos o de los vecinos 
de la sección.

5.	 Coordinar en su jurisdicción los servicios municipales 
bajo la supervisión de los organismos 
correspondientes.

6.	 Prestar el auxilio que en razón de sus funciones 
requieran los tesoreros o los perceptores de ingresos 
municipales.

7.	 Asistir a los lugares donde se celebren fiestas, 
reuniones, lidias de gallos y espectáculos públicos 
dentro de la sección, y cuidar de que en ellos no se 
altere el orden ni se infrinjan las leyes ni las 
disposiciones municipales, y de que sean pagados los 
impuestos, arbitrios o derechos a que estuvieren 
sujetos.

8.	 Expedir las certificaciones que le solicite el Oficial del 
Estado Civil cuando concibiere alguna duda sobre la 
existencia del niño/a cuyo nacimiento se declara.

9.	 Recibir la declaración correspondiente cuando fallezca 
alguna persona cuyo enterramiento deba hacerse en 
un cementerio rural, transportándose antes al lugar 
donde hubiere ocurrido el fallecimiento cuando reciba 
alguna duda o sospecha; y transmitir dicha declaración 
al Oficial del Estado Civil competente dentro de los 
diez días de haberla recibido, para que dicho funcionario 
la inscriba en sus registros; así como expedir la 
documentación para la inhumación, mediante el pago 
de los derechos establecidos, los cuales deberá 
depositar en la tesorería municipal dentro de los tres 
días siguientes. Los ayuntamientos proveerán a los 
alcaldes(as) pedáneos/as de formularios para cumplir 
con las obligaciones que les impone este inciso.

10.	Hacerse cargo de los cadáveres abandonados para su 
inhumación, previas las formalidades legales.

11.	Cuidar de que los cementerios que existen en la 
sección se mantengan bien cercados, limpios y en 

buen orden y de que en ellos se observen las 
disposiciones pertinentes; y hacer corregir cualquier 
deficiencia que observare, o dar aviso de ella al 
síndico/a.

12.	Expedir las certificaciones de buena procedencia de los 
animales, o de las carnes o los cueros de ellos, que 
sean transportados de un municipio a otro o de una 
sección a otra dentro del mismo municipio.

13.	Recibir la denuncia del propietario o encargado del 
terreno en donde se encontrare un animal sin dueño 
conocido y comunicarla al síndico/a.

14.	Cuidar de que se cumplan las disposiciones legales o 
reglamentarias concernientes a los servicios agrícolas, 
o relacionados con ellos.

15.	Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales 
o reglamentarias relativas al tránsito de vehículos y 
animales por 1as carreteras y caminos públicos.

16.	Dar aviso inmediato a las autoridades competentes y 
hasta su llegada practicar las diligencias que sean 
necesarias cuando tenga conocimiento o sospecha de 
haber ocurrido un crimen o delito.

17.	Cualquier otra que se establezca por ley o así lo 
acuerde el concejo municipal.

Para asistirle en el ejercicio de sus funciones el alcalde(sa) 
pedáneo/a contará con el apoyo de un ayudante/a de 
alcalde(sa) en cada paraje que actuará bajo su dependencia.

Órganos territoriales de gestión desconcentrada

Por último, como otra subdivisión del municipio, debemos 
mencionar a los órganos territoriales de gestión desconcen-
trada previstos en la ley. La Ley 176-07 otorga a los ayunta-
mientos la capacidad de crear este tipo de órganos con el 
objetivo de  garantizar una eficaz y eficiente gestión de los 
asuntos de competencia municipal y facilitar la participación 
ciudadana en el territorio que comprende su ámbito de ac-
tuación. En concreto se refiere a las delegaciones barriales y 
las delegaciones territoriales.

Las delegaciones barriales se circunscriben a los sectores ur-
banos o barrios de los núcleos urbanos con una población 
significativa y su creación es acordada mediante una orde-
nanza municipal que desarrolla su organización, atribucio-
nes y funciones que lee correspondan.

Las delegaciones territoriales son creadas a iniciativa exclusi-
va de la sindicatura quien presentará los estudios que ame-
ritan la creación de las mismas y su impacto positivo en la 
gestión municipal y participación ciudadana del territorio 
que le será asignado así como el impacto sobre el presu-
puesto del ayuntamiento.

Se requiere la consulta de la población atendida por la de-
legación correspondiente, la cual deberá a través de las 
instancias de participación que la ley u otras les conceden 
manifestar su acuerdo con la decisión a ser votada por el 
concejo de regidores.
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La composición, organización y ámbito territorial de las de-
legaciones son establecidas por el ayuntamiento en el acuer-
do de su creación. Igualmente se determinarán las funciones 
y atribuciones que en las mismas se deleguen.

Este tipo de órganos operan bajo la coordinación y supervi-
sión de la sindicatura.

Órganos de participación ciudadana

Por otro lado, la Ley 176-07 dedica todo el capítulo II del 
Titulo XV a la regulación de la Participación Ciudadana en la 
gestión municipal de modo tal que ésta constituye uno de los 
principios básicos de esta ley. Así se establece en este capí-
tulo: “la participación ciudadana se promoverá con el objetivo 
de promover la democracia local y permitir la participación ac-
tiva de la comunidad en los procesos de toma de decisión sobre 
los asuntos de su competencia” (art. 226)

En concreto, los instrumentos y órganos previstos para ga-
rantizarla ejercerán de modo general funciones de tipo con-
sultivo para la toma de decisiones así como fiscalizadoras o 
de seguimiento. Sólo a través del presupuesto participativo 
se produce una participación más efectiva de la ciudadanía 
en la toma de decisiones por parte de la ciudadanía en los 
términos que veremos a continuación.

La ley diferencia entre dos grupos de órganos sub municipa-
les relacionados con la participación ciudadana:

a)	 Órganos Municipales de Participación en los asuntos 
municipales

b)	 Vías de participación ciudadana 

Órganos Municipales de Participación

La ley contempla la creación de los siguientes órganos mu-
nicipales de Participación: 

a)	 El Consejo Económico y Social
b)	 Los Comités de Seguimiento Municipal
c)	 Los Consejos Comunitarios

El Consejo Económico y Social

El Consejo Económico y Social Municipal es un órgano de ca-
rácter consultivo, integrado por miembros del ayuntamiento 
y representantes de las organizaciones de la sociedad civil, 
cuya finalidad consiste en propiciar la participación ciuda-
dana y comunitaria en los procesos de diseño de políticas 
públicas, de planificación, y en la toma de decisiones para la 
gestión municipal.

La Ley 176-07 atribuye a este órgano la función de elaborar, 
discutir y dar seguimiento al plan municipal de desarrollo del 
municipio. Sin embargo, además de esta función, se debe 
tener en cuenta las funciones que se establecen para este 
órgano municipal en la Ley 498-06 de Planificación e Inver-
sión Pública y su Reglamento de aplicación 493-07 donde 

se establece de manera expresa (artículo 7 del Reglamento 
493-07) que “En el caso de los Ayuntamientos de los Municipios 
y el Distrito Nacional, los consejos de desarrollo municipal se 
corresponden con los Consejos Económico y Social Municipales 
previstos en el Artículo 252 de la Ley No. 176-07, del Distrito 
Nacional y los Municipios”. De esta manera este órgano se in-
tegra dentro del sistema de planificación e inversión pública 
nacional garantizando la participación ciudadana en el mis-
mo y con las atribuciones que la ley diseña para los Concejos 
Municipales de Desarrollo que veremos al final de este texto.

Los Comités de Seguimiento Municipal

La Ley 176-07 también reconoce el derecho de la ciudadanía y 
de las comunidades del municipio de velar y dar seguimiento 
a la gestión municipal.

Esta posibilidad se materializa a partir de la constitución de 
los Comités de Seguimiento que tiene la finalidad de velar por 
el buen funcionamiento de un servicio público, la buena reali-
zación de una obra pública, la idoneidad de un procedimiento 
de compra, la selección de un personal para un puesto muni-
cipal y la correcta erogación de los fondos municipales.

Los Comités de Seguimiento Municipal se constituyen me-
diante la celebración de una asamblea de una comunidad, 
o de un grupo de ciudadanos correspondiente a un sector 
social o profesional, determinándose previamente el asunto 
específico al cual le dará seguimiento. Al Ayuntamiento sólo 
le corresponde proporcionar las facilidades necesarias para 
la creación, el buen funcionamiento y operatividad de los 
Comités de Seguimiento Municipal.

Los Consejos Comunitarios

Este órgano tiene la misma finalidad que el Consejo Económi-
co y Social dentro de la jurisdicción de las secciones y comu-
nidades rurales así como en las delegaciones barriales. Son 
elegidos en asamblea por las organizaciones existentes en las 
localidades debidamente certificadas por el ayuntamiento. 

Vías de Participación Ciudadana

La Ley 176-07 contemplan las siguientes vías de participa-
ción ciudadana:

a)	 El derecho de petición
b)	 El referéndum municipal
c)	 El plebiscito municipal
d)	 El cabildo abierto
e)	 El presupuesto participativo

Cabe destacar que la nueva Constitución de la República de 
2010 hace referencia expresa en lo relativo al régimen de 
los municipios, a los mecanismos directos de participación 
local: referendo, plebiscito e iniciativa normativa (art. 203) 
remitiendo su regulación a la ley así como a la utilización 
del presupuesto participativo como medio para determinar 
los recursos destinados a inversión (art. 206).



Autonomía Política: Gobernanza municipal en Centroamérica y República Dominicana

178

El Derecho de Petición

Este derecho de los ciudadanos y ciudadanas les otorga la 
posibilidad de presentar, ante los órganos de gobierno mu-
nicipal, solicitudes, peticiones, reclamos y propuestas de ca-
rácter normativo, sobre asuntos del interés y competencia 
del municipio.

El Referéndum Municipal

El Referéndum Municipal constituye el instrumento por el 
cual el ayuntamiento convoca a la comunidad para que se 
pronuncie sobre una propuesta de normativa de aplicación 
municipal u otros temas de interés de los munícipes y orga-
nizaciones del municipio. En ningún caso se podrá someter 
a referéndum leyes nacionales o la modificación de la divi-
sión político – administrativa del territorio.

La solicitud del referéndum debe ser presentada por el 5% 
de los ciudadanos y ciudadanas que figuren en el registro 
electoral del municipio. Una vez se llenen estos requisitos, el 
referéndum es convocado por el presidente del ayuntamien-
to o por quien delegue el concejo de regidores.

Tan pronto el referéndum es convocado, se solicitará a la 
Junta Municipal Electoral su incorporación en la organiza-
ción del mismo. La Junta Municipal Electoral podría requerir 
una extensión del plazo de organización si lo estimara con-
veniente. El Ayuntamiento debe realizar una campaña de in-
formación sobre el objeto, finalidad, preguntas, día, centros y 
forma de votación y debe coordinarse con la Junta Municipal 
Electoral para que entre ésta, el Ayuntamiento y las perso-
nas solicitantes resuelvan de común acuerdo los aspectos 
organizativos y logísticos del proceso (centros y colegios de 
votación, urnas, boletas, composición de los colegios, dele-
gados y delegadas, transporte, calendario, etc.).

Se considera que el quórum necesario para su validez debe 
ser de de más del cincuenta por ciento (50%) del número de 
ciudadanos y ciudadanas que acudieron a las últimas elec-
ciones municipales. Y las respuestas a las preguntas someti-
das a votación tendrán validez cuando obtengan la votación 
del cincuenta por ciento más uno (50% + 1) de los votos vá-
lidos emitidos, incluyendo los votos en blanco, y excluyendo 
los votos nulos.

Una vez celebrado, sus resultados deben ser respetados y 
asumidos por el concejo de regidores y el resto del ayunta-
miento.

El plebiscito municipal

El plebiscito local es el mecanismo institucional de consul-
ta a la ciudadanía sobre lineamientos generales de medio 
ambiente, proyectos de infraestructura o de ordenamiento 
territorial, siempre que no modifiquen la actual división polí-
tica administrativa. La realización del Plebiscito Local estará 
sujeta a los siguientes requisitos y limitaciones:

a)	 La solicitud de plebiscito debe ser presentada por el 5% 
de los ciudadanos y ciudadanas que figuren en el 
registro electoral del municipio, por el síndico municipal 
o por la mayoría absoluta del concejo de regidores.

b)	 La materia sobre la cual se convoque el plebiscito debe 
haber sido tramitada, sin llegar a una resolución 
definitiva, por ante el concejo municipal.

Se considera como requisito previo para su solicitud que la 
materia sobre la cual se convoque el plebiscito haya sido 
propuesta para la discusión al concejo municipal, mediante 
trámite o solicitud escrita de la síndica o síndico, regidores y 
regidoras o por representantes de la comunidad, vía la Pre-
sidencia del Ayuntamiento, y luego de haber trascurrido un 
plazo de 60 días de no haber sido iniciada o concluida su 
discusión, no existiendo una resolución definitiva.

El resultado del plebiscito municipal obliga a las autoridades 
competentes a adoptar las decisiones que correspondan para 
dar cumplimiento a sus resultados mediante ordenanza.

El Cabildo Abierto

El Cabildo Abierto es la reunión del concejo municipal con 
los habitantes del municipio o de una de sus divisiones te-
rritoriales, en la que éstos pueden participar directamente 
con el fin de debatir asuntos de interés para la comunidad. 
Las organizaciones sociales del municipio podrán solicitar 
su celebración. El síndico/a tiene el deber de asistir a todos 
los cabildos abiertos que se convoquen, pudiendo hacerse 
representar en el vicesíndico/a o un funcionario/a.

Iniciativa Normativa Ciudadana
Tanto la constitución como la Ley 176-07 reconocen este 
mecanismo de participación ciudadana. Puede ser ejercido 
por las organizaciones debidamente registradas en el ayun-
tamiento y las y los munícipes, o cualquier munícipe, cuando 
cuenten con el apoyo firmado del 3% del padrón electoral 
municipal.

El presupuesto participativo
La ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios incorpora 
de forma íntegra la Ley 170-07 de Presupuesto Participativo 
que vino a regular los procesos de presupuesto participativo 
que ya se estaban dando en la República Dominicana como 
producto de la voluntad política de algunas autoridades lo-
cales y la impronta de la sociedad civil y organismos inter-
nacionales.

La ley dedica el Capítulo III del Título XV sobre Información y 
Participación Ciudadana a regular esta herramienta que per-
mite la participación de la ciudadanía en la toma de dedicio-
nes sobre el destino de los recursos municipales, es decir, en 
la discusión, elaboración y seguimiento del presupuesto del 
municipio. En concreto, el presupuesto participativo se insti-
tuyó respecto al 40% de la transferencia que reciben los mu-
nicipios del Presupuesto Nacional por la Ley y que, según el 
artículo 21 de la Ley, deben destinar a los gastos de capital e 
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inversión así como de los ingresos propios aplicables a este 
concepto (ver cuadro 5.9).

Para el logro de los objetivos y el seguimiento de los prin-
cipios en los que se basa el presupuesto participativo se ha 
diseñado una organización del mismo por etapas. Estas eta-
pas, dirigidas por el equipo técnico municipal del presupues-
to participativo, son tres:

a)	 Primera etapa de Preparación

Se desarrolla entre los meses de enero y mayo. En ella 
se determina la cantidad de dinero que se asignará al 
presupuesto participativo municipal y se preasigna entre 
las secciones o bloques del municipio según la cantidad 
de habitantes de modo que se intente realizar un reparto 
equitativo.

b)	 Segunda etapa de Consulta a la  
	población

Se planifica que esta etapa tenga lugar entre los meses de 
junio a septiembre para que el ayuntamiento cuente con los 
resultados del presupuesto participativo a la par que inicia la 
elaboración del presupuesto municipal (agosto de cada año).

La consulta a la población se organiza a través de tres 
tipos de asambleas: asambleas comunitarias, asambleas 
seccionales, de barrios o de bloques y asamblea  municipal.

Las asambleas comunitarias se celebran en todos los parajes 
y sectores del municipio. Éstas escogen a sus delegados que 
se reunirán en las asambleas seccionales, de barrios o de 
bloques para decidir los proyectos y obras de cada sección o 
bloque. En este momento los técnicos municipales preparan 
y evalúan los proyectos y obras priorizadas y emiten un 
informe que remiten a la alcaldía.

Una vez el alcalde(sa) conozca este informe, por el mes de 
septiembre, se convoca la asamblea municipal en la que 
participan los delegados de las asambleas seccionales, 
de barrios o de bloques con voz y voto. En esta Asamblea 
normalmente la agenda se compone de los siguientes 
puntos:

1.	 Informe de la Sindicatura respecto a la marcha del 
Presupuesto Participativo Municipal en ejecución en el 
año en curso.

2.	 Informe final del Comité de Seguimiento y Control 
Municipal saliente,

3.	 Informe de la Unidad Técnica del Presupuesto 
Participativo del Ayuntamiento acerca de la factibilidad 
técnica, ambiental y económica de los proyectos 
preseleccionados.

4.	 Discusión y aprobación del Plan de Inversión Municipal, 
a partir de las necesidades priorizadas e identificadas 
en las asambleas comunitarias y en las asambleas 
zonales.

5.	 Elección del Comité de Seguimiento y Control Municipal, 
en el que ha de garantizarse la equidad de género en 
su composición.
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Después de la celebración de la asamblea municipal solo 
queda la ratificación del Plan de Inversión Municipal por el 
Concejo de Regidores en cabildo abierto. Destacando que 
su inclusión en el presupuesto municipal es de obligado 
cumplimiento.

c)	 Tercera etapa de transparencia y seguimiento al 
Plan de Inversiones Municipal y ejecución de las 
obras

Esta etapa tiene lugar en enero una vez iniciado el período 
de ejecución de las obras y proyectos del presupuesto 
participativo. Para su adecuada implementación y 
seguimiento se ha contemplado la institución de dos 
comités: los Comités de Seguimiento y Control Municipal y 
los Comités de Auditoría Social o Comités Comunitarios de 
Obras.

Los Comités de Auditoría Social o Comités Comunitarios 
de Obras se eligen y forman en cada comunidad para dar 
seguimiento a cada obra del presupuesto participativo 
y velar por que se realicen de acuerdo a los planeado y 
presupuestado.

Los Comités de Seguimiento y Control Municipal se crean 
mediante resolución municipal con el mandato de contribuir 
a la ejecución y seguimiento del Plan de inversiones 
Municipales aprobado por el presupuesto participativo. 
Según la ley, se reunirá con la Alcaldía cada mes para ejercer 
sus funciones. 

En esta etapa, se contempla asimismo la rendición de 
cuentas del alcalde(sa) quien deberá informar al pleno de 
delegados del presupuesto participativo dos veces al año 
sobre la ejecución del Plan de Inversión Municipal y el gasto 
del presupuesto municipal.

La ley por último apela a la participación en este proceso 
de las sectoriales del gobierno central, especialmente en las 
Asambleas Seccionales o de Bloques y en la Asamblea Muni-
cipal para coordinar sus planes de inversión en el municipio 
con los Planes de Inversión Municipal.

En una reciente sistematización sobre la experiencia del 
presupuesto participativo en la República Dominicana 2003-
2008 presentado por FEDOMU y CONARE93, en la actualidad 
260 localidades del país realizan el presupuesto participativo 
(60 % del total), de los cuales 129 son municipios y 132 dis-
tritos municipales.

Este estudio señala que esta herramienta todavía presenta 
debilidades en su implementación. Así los índices de parti-
cipación encontrados resultan bajos, los niveles de recursos 
destinados al presupuesto participativo se sitúan en la mitad 
del porcentaje total previsto, los niveles de ejecución detec-
tados rondan el 60% del total de la ejecutoria como promedio 
93	  Duarte Tavárez, I. Sistematización de la Experiencia del Presupuesto 

Participativo de la República Dominicana 2003-2008, FEDOMU, 
Santo Domingo, RD, 2009.

y la rendición de cuentas debe todavía mejorar. No obstan-
te, el estudio revela que entre sus beneficios se identifican y 
valoran su contribución a la facilitación de la participación 
ciudadana en la toma de decisiones locales, al logro de una 
mayor transparencia y reparto equitativo de los recursos así 
como su contribución en la elevación de los niveles de con-
fianza entre autoridades locales y sociedad civil local.

Consejos de Desarrollo Municipal

Este órgano sub municipal está previsto en la Ley 498-06 de 
Planificación e Inversión Pública. Se tratan (art. 14) de las 
instancias de carácter consultivo y de participación de los 
agentes económicos y sociales a nivel del territorio que tiene 
como función articular y canalizar demandas de los ciuda-
danos ante el gobierno central y el gobierno municipal así 
como participar en la formulación de los Planes Estratégicos 
de Desarrollo Territorial.

La ley establece que estos consejos estarán compuestos por: 
i. El alcalde(sa) del municipio, ii. El presidente de la Sala Ca-
pitular; iii. Los directores de las Juntas Municipales; iv. Un 
representante de las asociaciones empresariales y/o las Cá-
maras de Comercio y Producción del municipio; v. Un re-
presentante de las instituciones de educación superior del 
municipio; vi. Un representante de los gremios profesiona-
les del municipio; vii. Un representante de las asociaciones 
agropecuarias, juntas de vecinos y organizaciones no guber-
namentales reconocidas por su trabajo en la comunidad.
Sus funciones, según el artículo 15 de la ley, son: 

a)	 Discutir, analizar y proponer estrategias de desarrollo 
según corresponda.

b)	 Promover la participación de los ciudadanos a través 
de las organizaciones locales, para la discusión y 
solución de problemas específicos.

c)	 Promover la ejecución de programas y proyectos con 
impacto directo en su territorio respectivo.

d)	 Proponer un orden de prioridad a los proyectos de 
inversión a ser ejecutados en el ámbito territorial, 
según corresponda, por el Gobierno Central y los 
Ayuntamientos de los Municipios involucrados.

e)	 Promover la formulación de planes, proyectos y 
programas de ordenación y ordenamiento del territorio 
según corresponda.

f)	 Dar seguimiento a la ejecución de los proyectos de 
inversión a nivel regional, provincial y municipal, 
según corresponda.

g)	 Escoger a los miembros de la Comisión Técnica que 
fungirá como unidad de apoyo del mismo.

En definitiva, está previsto que los consejos de desarrollo 
municipal o Consejos Económicos y Sociales sean las ins-
tancias que actúen como la plataforma de articulación de la 
sociedad civil, el Gobierno Central y el Gobierno Local en los 
procesos de planificación municipal y de desarrollo.

A su vez, estos consejos de desarrollo municipal deberán 
articularse en el sistema de consejos diseñados por la Ley 
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498-06. Así, el artículo 6 del Reglamento nº 1 de aplicación 
de la ley 493-07, establece que “las demandas y propuestas 
generadas por los consejos de desarrollo municipales serán ele-
vadas al consejos de desarrollo provincial correspondiente. El 
consejo provincial recogerá las propuestas y demandas de los 
diferentes consejos municipales, las consolidará y las elevará al 
Consejo de Desarrollo Regional correspondiente. Por último, el 
Consejo Regional recogerá las propuestas y demandas de los 
diferentes Consejos Provinciales, las consolidará y las elevará a 
la Secretaría de Estado de Economía, Planificación y Desarrollo 
a través de la Subsecretaría de Estado de Planificación”. Y de 
esta manera serán tenidas en cuenta para la elaboración de 
los planes nacionales.
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El presente capítulo trata el tema de las distorsiones políticos 
institucionales externas que afectan los procesos de toma 
de decisiones de los gobiernos locales. El análisis se divide 
en dos grandes partes: (i) tendencias de las relaciones inter-
organizacionales y (ii) manifestaciones de estas relaciones 
en instituciones específicas en cada uno de los países de 
Centroamérica y República Dominicana. En la primera parte 
se realiza una aproximación a las distintas manifestaciones 
que pueden tener las relaciones inter-organizacionales. En 
esta misma línea se trata de aterrizar estos supuestos a las 
relaciones que los gobiernos locales mantienen con algunas 
instancias, instituciones o programas específicos del gobier-
no central. 

Particularmente se analiza el caso de los fondos de inversión 
social, los gobernadores departamentales, las partidas espe-
cíficas y los institutos de fomento municipal. La selección de 
estos actores, instituciones o programas, se debe a que todos 
estos, de una u otra forma, manejan recursos económicos, 
proyectos de inversión o programas de capacitación y asis-
tencia técnica, que el gobierno central busca implementar en 
territorios específicos, ya sean departamentos, provincias, 
municipios o comunidades específicas. Por lo tanto interesa 
analizar si existen tipos de relaciones de coordinación entre 
estos entes y los gobiernos locales a lo largo del proceso de 
ejecución de estos proyectos y programas.

En la segunda parte del capítulo se desarrollan los casos 
específicos de estas instituciones, fondos y programas para 
cada uno de los países de Centroamérica y República Domi-
nicana, en los casos donde éstos están presentes. Además, 
se detallan algunos aspectos sobre la relación que mantie-
nen estos con los gobiernos locales.

6.1 	 Tipos de relaciones inter-organizacionales 
Los gobiernos locales constituyen la manifestación del po-
der estatal descentralizado, el punto de contacto más cer-
cano entre el Estado y la sociedad. Este espacio de toma de 
decisiones es donde convergen las demandas ciudadanas 
específicas de una localidad y se expresan las identidades 
culturales, que escasamente se representan en las elites di-
rigentes del gobierno central. El municipio es por excelencia 
el espacio donde se deberían materializar las políticas pú-
blicas descentralizadas y canalizar los fondos de inversión 
del gobierno central que pretenden subsanar necesidades de 
carácter territorial.

El gobierno local como instancia de elección popular, tiene 
como principal intención dar respuesta a las necesidades es-
pecíficas de la localidad y prestar los servicios básicos a las 
comunidades que representa, tiene un carácter autónomo 
en su actuación; sin embargo, depende en cierta medida del 
gobierno central para la transferencia económica, no solo 
de los montos que les corresponden por ley, sino también de 
otros fondos descentralizados y de la ejecución de políticas, 
planes y proyectos que se planifican desde las dependencias 
del gobierno central y tienen como objetivo ser implemen-
tados en territorios específicos, desde la materialización de 
subsidiariedad94. 

Esta relación de dependencia que mantienen los gobiernos 
locales con el poder central sobreviene la necesidad de esta-
blecer mecanismos de coordinación entre las dependencias 
del gobierno central y el nivel local, con el fin de llevar a 
cabo la transferencia de los fondos, la implementación de 
los proyectos y la ejecución de los planes de capacitación de 
la forma más armoniosa posible.

Al tratarse de proyectos del gobierno central que se expresan 
materialmente en los espacios locales, las municipalidades 
constituyen la instancia donde se debería llevar a cabo su 
implementación, al ser la manifestación descentralizada del 
poder. Como ya se señaló, para que esto sea posible, es ne-
cesario el establecimiento de mecanismos de coordinación  
 
94	 La autonomía municipal requiere la capacidad del Estado para 

implementar de forma satisfactoria el principio de subsidiariedad 
desde el cual se estable que una estructura superior no debe 
interferir en una estructura inferior, privándole de su autonomía 
y del pleno ejercicio de sus competencias; sino por el contrario, 
su función en tanto que estructura de orden superior, debe 
consistir en sostenerle y ayudarle a la consecución de sus 
objetivos. Coordinando por tanto las acciones de las demás 
instituciones vinculadas a fin de alcanzar más fácilmente los 
objetivos comunes a todos.

	 El principio de subsidiariedad impugna a que los gobiernos 
locales asuman su responsabilidad y colaboración en el 
sostenimiento y consecución de los objetivos generales de la 
nación, pues tanto gobierno central y gobiernos locales de forma 
articulada constituyen el andamiaje del Estado. Es importante 
reseñar que éste principio no se refiere solamente al reparto de 
competencias entre los diferentes niveles jerárquicos y/o 
funcionales de gobierno sino que constituye a su vez en la 
expresión de un concepto participativo integral de la forma de 
instrumentalización del Estado en las diversas dimensiones 
territoriales. 

Introducción

Distorsiones políticas de  
coordinación interinstitucional
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entre ambos niveles, sin embargo, la efectividad de éstos 
depende en muchos casos de la estructura municipal y de 
la capacidad instalada para hacer frente a los procesos de 
implementación de los proyectos y los fondos económicos.

El tipo de relación que se establezca en-
tre el gobierno local y el gobierno central viene a  
depender mucho del comportamiento o la posición adoptada 
por cada uno de los actores, y esto va a permitir determinar 
algunas tendencias de reacción del hibrido que se genera a 
partir de el papel asumido por ellos. En el cuadro 6.1 se deta-
llan las posibles posiciones adoptadas tanto por el gobierno 
central como por el gobierno local (ver cuadro 6.1).

Como se muestra en el cuadro No 6.1, el gobierno central 
puede adoptar cuatro posiciones principales en su relación 
con el gobierno local. En primer lugar, se encuentra la toma 
de acciones unilaterales, definidas como aquellas dependen-
cias del gobierno central al tomar decisiones de manera uni-
lateral sin coordinación entre ellas y sin considerar al gobier-
no local. En segundo lugar, se encuentra la compensación de 
resultados, que es cuando el gobierno central pacta o nego-
cia la puesta en marcha de alguna acción basado en los re-
sultados obtenidos en alguna negociación previa con el go-
bierno local, es decir, es una forma de reacción del gobierno 
central para premiar o compensar el resultado del accionar 
del gobierno local. El tercer caso es la imposición presiden-
cial, que se da ante una importante cohesión y disciplina en 
el partido de gobierno, la cual se expresa en el accionar del 

Ejecutivo de una manera impositiva y en algunas ocasiones 
casi personalista.

Por parte del gobierno local, éste puede asumir cuatro po-
siciones distintas en su relación con el gobierno central. La 
primera es el sometimiento, que se da cuando reacciona de 
manera sumisa ante las decisiones del gobierno central y 
se somete a acatar las decisiones, sin ser parte del proceso 
previo de conciliación. La segunda posición es la demanda-
recompensa que se da cuando el gobierno local demanda ac-
ciones o aprobaciones al gobierno central ofreciendo como 
recompensa una actitud o una acción precisa en el territorio 
que responda a los intereses del gobierno central. La tercera 
posición es el rechazo, que se presenta en aquellas situacio-
nes en las cuales el gobierno local rechaza las decisiones 
que se emanan desde el gobierno central, desacatando mu-
chas veces las directrices, lo cual puede generar que se le 
bloqueen los procesos. 

Tanto el gobierno central como el gobierno local pueden 
asumir la posición de regateo-negociación, definida como un 
punto de encuentro entre ambas dimensiones de gobierno 
en las cuales se requiere la generación de un punto de equili-
brio de intereses conciliando una decisión final mutuamente 
satisfactoria a efectos de obtener viabilidad.

Del cuadro 6.1 se puede denotar como la combinación de 
cada una de estas posiciones viene a dar como resultado un 
tipo específico de relación, en el cuadro 6.2 se define cada 
uno de los tipos de relación posible.
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Tal y como se aprecia en los cuadros anteriores, el mejor re-
sultado que podría generar la combinación de las posiciones 
de ambos actores (gobierno central y gobierno local) es la 
relación de tipo acciones coordinadas donde los intereses de 
ambas partes se encuentran, al menos, parcialmente abor-
dados en la implementación del plan o proyecto específico 
que se esté negociando, de forma tal que el gobierno local es 
parte activa del proceso de toma de decisiones vinculantes a 
la realidad de la localidad.

El entramado institucional municipal (ver diagrama No.6.1) 
tiene entonces un peso determinante en el éxito de las me-
didas de coordinación interinstitucional, y la dinámica, así 

como los resultados que estos arrojen repercuten en el pro-
ceso de toma de decisiones políticas de los gobiernos locales, 
al constituirse en insumos que pueden direccionar las deci-
siones adoptadas desde la alcaldía y el concejo municipal. A 
estos insumos, producto de los mecanismos de coordinación 
que se establezcan con instituciones del poder central, que 
afectan de manera positiva o negativa el proceso de toma 
decisiones del gobierno local, lo denominamos distorsiones 
político- institucionales externas (ver diagrama 6.1).

 

Se hace latente la necesidad de una sinergia y una comple-
mentariedad entre las instituciones del gobierno central y 
las municipalidades para articular, optimizar y focalizar las 
atribuciones y los procedimientos para la ejecución de las 
políticas públicas en el territorio local. El objetivo a perseguir 
con ello es evitar que se genere una duplicidad de funciones 
entre los dos niveles de gobierno y reducir de esta manera 
las distorsiones provocadas por la falta de coordinación en el 
proceso de toma de decisiones a lo interno del gobierno lo-
cal. Sin embargo, se debe aclarar que la ausencia de duplici-
dad de funciones no implica necesariamente la existencia de 
relaciones de coordinación entre los dos niveles, más bien 
puede deberse, en algunos casos, a la adopción de conve-
nios tácitos producto de la institucionalidad informal. 

Para lograr un análisis sobre los mecanismos de coordina-
ción, se hace referencia a lo señalado por Churnside (1994:5-
6), indica que al estudiar las relaciones inter-organizaciona-
les se debe tener en cuenta las siguientes premisas:

a)	 Un sector se define como una pluralidad de 
organizaciones cuyos objetivos y actividades se 
condicionan o afectan entre sí.

b)	 Los nexos genéricos entre estas organizaciones 
establecen condiciones para la comunicación entre 
ellas y la fijación de intenciones compartidas,

c)	 A la vez, con base en sus comunicaciones e intenciones 
compartidas, las organizaciones emprenden acciones 
comunes que influyen en situaciones y acontecimientos 
entre ellas.

d)	 Los problemas y presiones que surgen de tales 
situaciones y acontecimientos retroalimentan las 
comunicaciones e intenciones compartidas de las 
organizaciones.
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e)	 Estas últimas, por su parte, estimulan decisiones sobre 
cambios, ajustes y nuevos manejos del nexo inter-
organizacional genérico, iniciando otro ciclo de 
interacciones e influencias. 

Si aplicamos estas premisas al contexto de los gobiernos lo-
cales y las distorsiones externas, podemos ver que en este 
caso, el sector lo constituyen las municipalidades y las insti-
tuciones de gobierno central con las que debe coordinar para 
la implementación de acciones territoriales dirigidas desde 
el gobierno central, las cuales establecen entonces condicio-
nes de comunicación y la distribución de las competencias y 
el establecimiento de las intenciones compartidas. 

Tal y como lo señala Churnside (1994), a medida que la co-
municación y los objetivos compartidos por las instituciones 
se van desarrollando, cada una realiza acciones comunes, 
las cuales se encuentran influenciadas por su estructura 
organizacional particular y tienden a generar algún tipo de 
efecto en su interacción, esto se replica en las relaciones de 
comunicación y de objetivos afines que mantienen, en este 
caso, ambos niveles de gobierno. 

Esta réplica se expresa, tal y como lo señala el autor, en pro-
blemas y presiones que incitan el surgimiento de cambios 
y nuevas estrategias de coordinación inter-organizacional, 
por lo que la relación entre las instituciones del sector en 
cuestión, así como sus procesos internos de toma de deci-
siones y de definición de estructura, constituyen procesos 
cambiantes que son altamente influenciados por esa retroa-
limentación producto de su misma interacción.

Siguiendo la línea del autor, podemos denominar a ese espa-
cio donde se da la interacción entre las instituciones, como 
estructura inter-organizacional, la cual corresponde enton-
ces, a las conexiones establecidas entre las estructuras socia-
les que forman las configuraciones de una pluralidad de or-
ganizaciones. Para el caso en cuestión, interesa analizar las 
conexiones establecidas entre las municipalidades y algunas 
instituciones de gobierno central que son rectoras en temas 
específicos. En el siguiente diagrama se refleja la descripción 
de las relaciones inter-institucionales descritas anteriormen-
te, tratando de especificar, en este caso, el interés por la inte-
racción con los gobiernos locales (ver diagrama 6.2).
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Se infiere que mediante los nexos genéricos, las organizacio-
nes canalizan sus acciones conjuntas, sus comunicaciones, 
intenciones compartidas, servicios recíprocos y cualquier 
otra interacción. Por lo tanto, su estructura repercute en los 
resultados y los procesos de la relación entre las organiza-
ciones. En relación con estos nexos y los mecanismos de 
comunicación, debemos tener en cuenta que esta última 
no siempre se dará por la vía formal o la estructura oficial, 
ya que muchas veces los flujos de comunicación rebasan o 
rompen las vías formales, especialmente si estas vías son 
defectuosas (Churnside, 1994:9-16). 

Este deterioro de las vías de comunicación entre institucio-
nes que forman parte de un mismo sector o se encuentran 
coordinando para ejecutar programas o proyectos específi-
cos tiende a debilitar la dinámica de interacción y como con-
secuencia esto genera debilidades institucionales. En el caso 
particular de los gobiernos locales, en muchas ocasiones y 
de manera lamentable, son estos los más afectados estructu-
ralmente, ya que se encuentran menos fortalecidos y poseen 
una menor capacidad organizacional para hacer frente el 
fracaso de algún proyecto o proceso. 
 
A nivel regional, estas averías en los canales de comunica-
ción son producto del dominio de una visión sectorial del 
régimen municipal, la cual se hace necesario superar, y dar 
paso a la necesidad de la territorialización municipal de los 
programas que componen los Planes Nacionales de Desarro-
llo desde un enfoque coordinado con los gobiernos locales.

Esto ocasiona que las acciones que se implementen en la 
localidad no se realicen sin una participación del gobierno 
local como ente desconcentrado del gobierno central, que 
asume su posición de administrar los intereses de su territo-
rio y de manera complementaria y coordinada trabaja en la 
implementación de los programas y proyectos que con una 
visión sectorial planifica y desarrolla el gobierno central, pero 
sin constituir un sector de la administración en sí mismo.

Volviendo a los nexos genéricos, Churnside (1994) señala 
que éste tiene dos atributos principales, el vínculo político 
administrativo y la correspondencia sustantiva, los cuales 
pueden tener diferentes matices, tal como se detalla en el 
cuadro 6.3.

Con respecto al vínculo político-administrativo, éste presen-
ta las siguientes características alternativas: puede ser rec-
toría cuando el jerarca de la organización ha sido designado 
para dirigir el sector; puede ser subordinación cuando la or-
ganización es una unidad administrativa de la organización 
cuyo jerarca ejerce la rectoría del sector; puede ser descen-
tralización cuando la organización es administrativamente 
independiente o autónoma pero su vigilancia política ha 
sido encomendada por la autoridad competente al rector del 
sector. El vínculo es de coordinación cuando la organización 
es completamente independiente de la organización recto-
ra, pero ambas establecen mecanismos de colaboración y 
comunicación por mutua conveniencia sin orden formal de 
jerarquía o rango político-administrativo. El vínculo también 
puede ser nulo si no existe contacto operativo alguno entre 
las organizaciones. 

Ahora bien, el segundo atributo del nexo genérico es la co-
rrespondencia y esta puede tener diferentes matices. Puede 
ser consustancial cuando las materias de las organizaciones 
son iguales; puede ser complementariedad cuando las mate-
rias de las organizaciones son distintas pero su combinación 
es necesaria para que los usuarios deriven un provecho final; 
es afinidad cuando la materia de una organización satisface 
una necesidad que es paralela o continua con respecto a la 
necesidad que satisface la otra. Es de funcionalidad cuando 
los cambios cualitativos y cuantitativos en la materia de una 
induce cambios del mismo sentido en la materia de la otra 
y disfuncional cuando estos cambios los induce en sentido 
contrario en la materia de la otra. Nuevamente, la corres-
pondencia puede ser nula cuando no existe asociación algu-
na entre las composiciones y cambios de las materias de las 
organizaciones.
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Se hace evidente que la correlación de ambos atributos pue-
de generar múltiples tipos de relaciones inter-organizacio-
nales, dependiendo del cómo se hayan establecido los roles 
y los objetivos tanto de las organizaciones parte, como de 
su mismo proceso de interacción, donde podemos encontrar 
nexos que se caracterizan por ser subordinación de tipo fun-
cional, o bien coordinación con afinidad, entre otras muchas 
variantes.

Para el análisis en cuestión, se seleccionaron algunas insti-
tuciones, entes o proyectos específicos donde se materializa 
la relación entre el gobierno central y el nivel local, ya que a 
pesar de que existen diversas dependencias del poder cen-
tral con las que las municipalidades deban coordinar algún 
tipo de acciones, representa un proyecto ambicioso abarcar-
las todas. En este caso en particular, se retrata la dinámi-
ca de coordinación en la implementación de los fondos de 
inversión social y las partidas específicas o discrecionales 
destinadas a los diputados nacionales y la relación de los 
gobiernos locales con los gobernadores departamentales y 
los institutos de fomento municipal. Todos estos se explican 
a continuación.

6.2 Fondos de inversión social
Los fondos de inversión social aparecieron en las últimas 
décadas como una innovación en materia de política social 
para encauzar financiación externa, o bien fondos económi-
cos del Estado a proyectos en zonas asoladas por la pobreza. 
La forma y función de estos varía considerablemente en la 
región, pero, de manera general, estamos hablando sobre 
unidades especiales del gobierno organizadas para hacer in-
versiones sociales en comunidades pobres (Banco Interame-
ricano de Desarrollo, 1998).

Se trata entonces de fondos que se manejan desde el gobier-
no central, pero que se descentralizan en su implementación 
para atender necesidades particulares en una territorialidad 
específica. Siendo este el caso, interesa analizar si en el pro-
ceso de ejecución de estos fondos, se toma en cuenta a las 
municipalidades, al corresponder éstas la expresión del po-
der central en la localidad específica.

Tal y como se señaló en la primera parte de este apartado, 
el tipo de nexos genéricos que sostienen dos o más insti-
tuciones que pertenecen a un sector o buscan un objetivo 
común, son en muchos casos producto de las estructuras 
institucionales y, en este caso específico de los fondos de in-
versión social, tiene mucha influencia las directrices emana-
das desde el gobierno central y el grado de descentralización 
que se mantenga, así como la voluntad política del gobierno 
central para fortalecer y hacer parte de estos procesos a los 
gobiernos locales.

Al ser los gobiernos locales los administradores de los in-
tereses de su comunidad, las obras de inversión social o en 
infraestructura que desde el gobierno central se canalizan a 
una comunidad, idealmente deberían implementarse toman-
do en cuenta la participación de éstos, y el criterio aterrizado 

sobre las necesidades especificas de su localidad que hayan 
detectado prioritariamente, como parte de su razón de ser. 
Por lo tanto, son actores prioritarios en temas de coordina-
ción, de planeamiento, evaluación, ejecución y seguimiento 
de las inversiones que se realicen en el territorio específico.

Sin embargo, ésta no suele ser la norma, ya que en muchas 
ocasiones los gobiernos locales suelen ser excluidos de es-
tos procesos verticales, lo cual no solo desata una serie de 
distorsiones para la toma de decisiones, sino al no generarse 
acciones  coordinadas, se duplican esfuerzos y se malgastan 
recursos económicos en detrimento del municipio o cantón. 
Estos escenarios ausentes de coordinación, finalmente, lo que 
logran es socavar la autonomía política del gobierno local. 

En el cuadro No. 6.4 se detalla cuáles son los fondos de in-
versión social que se encuentran vigentes en Centroamérica 
y República Dominicana y cuál es la realidad de la coordina-
ción que se da en la implementación de estos, entre la insti-
tución rectora del gobierno central y las municipalidades, en 
el caso de que ésta se practique.

Como se puede apreciar en el cuadro anterior, en cinco 
de los ochos países de la región, no se coordina ninguna 
acción, ni se articulan esfuerzos con los gobiernos locales, 
en el proceso de implementación de los fondos sociales 
de inversión (Guatemala, Honduras, Costa Rica, Panamá y 
República Dominicana). 

En el caso de El Salvador, se señala que las municipalidades 
forman parte de la estructura organizacional del FISDL, por 
lo cual se puede denotar un mayor involucramiento de las 
municipalidades en los asuntos competentes a su territorio. 
Sin embargo, se debe tomar en cuenta que esta institución 
ha experimentado un reciente cambio estructural, y es ne-
cesario medir el éxito en los niveles de coordinación de esta 
relación inter-organizacional. 

En el resto de los países de la región, las municipalidades pa-
recen estar excluidas de su papel de gestores de los intereses 
locales, no solo para emitir criterios sobre las necesidades 
de su municipio, sino también por su ausencia de coordi-
nación con instituciones que toman decisiones por ellas, y 
en muchas ocasiones, estos procesos de inversión terminan 
siendo poco eficientes y eficaces en la canalización y resolu-
ción de los problemas territoriales. 

6.3 Gobernaciones Departamentales
En muchos países que operan bajo sistemas presidencialis-
tas, se han instaurado figuras de carácter político que des-
centralizan la representación presidencial en las provincias 
o departamentos, asignando entonces una persona que ejer-
za este rol, pero sin contar necesariamente con una estruc-
tura institucional definida. Las funciones asignadas pueden 
variar dependiendo de la estructura territorial del gobierno y 
en muchos casos del nivel de descentralización que determi-
nado Estado haya desarrollado.
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Estas figuras pueden ostentar un papel protagónico en el 
desarrollo de las provincias, departamentos o incluso mu-
nicipios, o bien constituir únicamente una figura meramente 
representativa, de carácter casi protocolaria del Presidente 
de la República, que en la mayoría de los casos designa a 
estos funcionarios de manera discrecional.

Para poder valorar el nivel de institucionalización de la figura 
del gobernador -delegado o representante presidencial-, en 
un departamento, provincia o incluso un municipio, debe-
mos tomar en cuenta una serie de atribuciones y el margen 
de maniobra que desde el gobierno central se le facilita. Para 
el caso en cuestión tomaremos en cuenta cuatro factores 
para determinar entonces el nivel de institucionalización de 
estos actores, a saber: (a) recursos económicos, (b) capa-
cidad de toma de decisiones, (c) injerencia en las políticas 
públicas que se implementan en determinada territorialidad 
y (d) capacidad de incidencia en el gobierno central.

El primer caso consiste en si el gobernador o delegado posee 
un presupuesto establecido para ejecutar obras y proyectos 
en la demarcación territorial en la que se desenvuelve, es 
decir, si cuenta con la capacidad financiera para invertir y 
desarrollar iniciativas en el departamento, provincia o mu-
nicipio específico. El segundo caso hace referencia a la in-
dependencia en el ejercicio de toma de decisiones. En otras 
palabras, si cuenta con autonomía para liderar procesos y 
decidir sobre determinada situación sin tener que recurrir 
previamente a la autorización de una institución con mayor 
jerarquía o al mismo Poder Ejecutivo.

En el caso de la injerencia en políticas públicas, consiste en 
la capacidad de formar parte de los procesos de construcción 
e implementación de las políticas públicas que se pretenden 
desarrollar en el territorio, de manera inclusiva y vinculante. 
Finalmente, cuando hablamos de la incidencia en el gobier-
no central, hacemos referencia a la capacidad que estos ac-
tores tienen para elevar problemas, necesidades, proyectos 
o iniciativas del territorio específico que representan, a la 
agenda política nacional, con un carácter prioritario y con la 
determinación de que serán tomadas en cuenta.

Debemos tener en cuenta otro factor que, más allá de deter-
minar el grado de institucionalización de esta figura, puede 
constituir una debilidad para esta condición, y es el ser nada 
más una representación meramente superficial del presi-
dente de la República en la territorialidad determinada, sin 
contar con ninguna de las atribuciones antes descritas. En el 
cuadro No. 6.5 se señala el nivel de institucionalización que 
puede tener la figura del gobernador, tomando en cuenta las 
atribuciones recién detalladas.

Es importante anotar que la atribución de representar al Pre-
sidente en el departamento o provincia es una variable cons-
tante en todos los niveles de institucionalización, por lo que 
a pesar que de no se señala como una de las atribuciones en 
los niveles alto, medio y bajo, ésta es una condición común 
en todos los casos. 

Como se puede apreciar, el factor determinante de la alta 
institucionalización de la figura del gobernador, es la capa-
cidad de manejar un presupuesto para ejecutar obras en la 
delimitación territorial de su competencia, lo cual sumado 
a la capacidad de decidir los puntos de inversión de estos 
recursos económicos e incidir en la gestión central para que 
se establezca como prioridad la materialización de sus deci-
siones, lo convierte en un actor político con una alta cuota 
de poder en el ámbito político nacional y local, sin embargo, 
este conjunto de atribuciones están muy ligados a una leal-
tad partidaria con el gobierno central, por lo cual difícilmen-
te se establecen canales de coordinación con los gobiernos 
locales en planes de inversión del gobernador.

Cuando existe una figura que presenta este nivel de institu-
cionalización es necesario el establecimiento de algún tipo 
de nexo inter-organizacional con los gobiernos locales para 
coordinar esfuerzos y articular los procesos de inversión 
económica y social en el territorio. Cuando estos nexos no 
se entablan, nos enfrentamos a posibles escenarios de dupli-
cidad de funciones y, en algunos casos, recursos mal direc-
cionados, siendo la principal consecuencia la generación de 
una serie de distorsiones políticas que empañan el proceso 
de toma de decisiones de los gobiernos locales y por lo tanto 
deterioran su condición autónoma a nivel político.

En el nivel medio de institucionalidad, el gobernador cuenta 
con capacidad para decidir, para participar en los procesos 
de políticas públicas e incidir en el gobierno central, lo cual 
también constituye una cuota de poder importante, pero 
la ausencia de recursos económicos limitan su margen de 
maniobra. Cuando la figura del gobernador o delegado pre-
sidencial únicamente puede participar en los procesos de 
construcción de políticas públicas sin capacidad ser parte 
final del proceso de toma de decisiones, entonces ostenta un 
bajo nivel bajo de institucionalización. 

Atribuciones Nivel de 
institucionalidad

Cuadro N°. 6.5

Nivel de institucionalización de la
figura del gobernador departamental

• Recursos económicos
• Capacidad de toma de decisiones
• Injerencia en las políticas públicas
• Capacidad de incidencia

Alto

• Capacidad de toma de decisiones
• Injerencia en las políticas públicas
• Capacidad de incidencia

Medio

• Únicamente ejerce representación 
presidencial en la provincia o 
departamento

Muy bajo

• Injerencia en las políticas públicas Bajo

Fuente: Elaboración propia.



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 V
I

191

En el caso en que el gobernador o delegado provincial úni-
camente sea una figura decorativa, que no se encuentra bajo 
una estructura organizacional, no maneja recursos econó-
micos, no decide, no forma parte del proceso de construc-
ción de políticas públicas y no tiene capacidad de incidencia 
en el gobierno central, entonces este actor goza de un bajo 
nivel de institucionalización.

La coordinación, o bien la ausencia de ésta, que se establez-
ca entre los gobierno locales y gobernadores departamenta-
les o provinciales con niveles de institucionalidad medios y 
bajos, también puede desencadenar en distorsiones político-
institucionales externas que influyan en la capacidad de de-
cisión política de los gobiernos locales.

Cuando el gobernador provincial no constituye un actor es-
tratégico para que las municipalidades centren sus acciones 
de incidencia o bien establezcan lazos de coordinación para 
la canalización de fondos o proyectos en su localidad, se 
convierten en figuras con poca relevancia para el desarrollo 
local y finalmente vienen a ser instancias meramente proto-
colarias. 

En el cuadro No. 6.6 se presentan estas atribuciones de la 
figura del gobernador aplicadas a la realidad regional, para 
poder establecer en cuales países se cuenta con dicha figura 
para que los gobiernos locales puedan establecer nexos ge-
néricos para la coordinación inter-organizacional.

Como se puede evidenciar en el cuadro anterior, en todos los 
países de la región se cuenta con la figura del gobernador, 

con diferentes denominaciones, distintos niveles de institu-
cionalización y diversas funciones. En todos los países, esta 
figura ejerce un papel de representación presidencial en el 
territorio provincial o departamental correspondiente, sien-
do los niveles de baja institucionalidad los que predominan 
la región.

Esto evidencia que en la mayoría de los países (El Salvador, 
Nicaragua, Costa Rica y República Dominicana), el goberna-
dor constituye una figura política poco importante tanto en 
el ámbito nacional como en el local, ya que no funge como 
mediador de procesos ni tiene capacidades y atribuciones 
por encima del gobierno local. Constituye entonces una fi-
gura casi decorativa, cercana en muchos casos al presidente 
de la República y no tiene una razón de ser clara, atendiendo 
asuntos meramente protocolarios, lejos de ser un agente ar-
ticulador del desarrollo. 

En el caso de Honduras, el gobernador departamental po-
see también la capacidad de ejercer algún tipo de incidencia 
sobre el gobierno central, con lo cual puede oscilar algunas 
veces entre niveles bajos y muy bajos de institucionaliza-
ción, sin llegar a convertirse en un actor estratégico para los 
gobiernos locales. 

Los casos de Guatemala y Panamá parecen ser los países 
donde la figura del gobernador mantiene una instituciona-
lización alta, al lograr manejar recursos económicos, que 
tal como se señaló anteriormente constituye un indicador 
indispensable para altos niveles de institucionalización y es 
en estos casos donde los gobiernos locales deben tratar de 
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establecer canales inter-organizacionales de comunicación 
con estos actores.

La intención de entablar canales de comunicación no debe ser 
iniciativa solamente de los gobiernos locales, sino que desde 
el poder central debería existir voluntad política para propi-
ciar estos canales de coordinación, especialmente contando 
con figuras estratégicas que tienen capacidad de decisión e 
intervención en la construcción de políticas territoriales.

Ahora bien, en la práctica las relaciones entre gobernadores 
y gobiernos locales pueden variar, independientemente de 
su condición institucional. En el cuadro No. 6.7 se presentan 
algunos ejemplos de cómo se da la coordinación entre estos 
actores en Centroamérica y República Dominicana. 

En primer lugar, llama la atención de que, en el caso de Gua-
temala, donde los gobernadores cuentan con un alto nivel de 
institucionalización, no se menciona que existan mecanis-
mos de coordinación con los gobiernos locales para la imple-
mentación de los programas y la distribución de los fondos. 
Se señala que se realizan inversiones a nivel municipal, pero 
las municipalidades no son parte del proceso previo de arti-
culación del proyecto, sino que instancias departamentales 
e instituciones del gobierno central coordinan el proceso. En 
el caso de Panamá se constituye un órgano consultor para el 
gobernador, el cual está conformado por los representantes 
de corregimiento, con lo que las municipalidades se integran 
de alguna manea en el proceso de decisión.

En Honduras, tal y como se señaló anteriormente, los go-
bernadores tienen la capacidad para incidir en el gobierno 
central sobre la importancia de determinados proyectos de 
interés provincial o local, pero no se presentan mecanismos 
para coordinar con las municipalidades la ejecución de las 
funciones de los gobernadores, canales que podrían consti-
tuir un espacio donde los gobiernos locales podrían canali-
zar algunas demandas a través de esta figura.

En el caso de El Salvador, no existen canales establecidos 
para la coordinación de las funciones de los gobernadores. 
Sin embargo, éstos pueden colaborar con los gobiernos loca-
les en acciones puntuales, sin tener, como ya se mencionó, 
capacidad para decidir o para incidir en el gobierno central.

En Costa Rica, la figura se denomina “delegados presiden-
ciales”, quienes ejercen únicamente un papel de representa-
ción, desde el cual tratan de entablar algún tipo de vinculo 
directamente con las comunidades para fungir como canali-
zadores de las necesidades específicas, pero sin pasar por la 
municipalidad, por lo que en este caso se pueden estar des-
perdiciando recursos y esfuerzos, que bien podrían darse de 
manera coordinada y a través de la municipalidad, instancia 
que constituye por excelencia la encargada de administrar 
los intereses locales.

Por último, en República Dominicana se da un escenario 
similar al de Costa Rica, donde la figura del gobernador es 
muy política y ejerce un papel meramente representativo del 
poder ejecutivo, desde donde se toma en cuenta al gober-

nador para asuntos meramente protocolarios. Puede darse 
en cierta medida su involucramiento en  temas relacionados 
al desarrollo local o políticas públicas focalizadas en el de-
partamento de su competencia a través de su participación 
como integrante de los consejos de desarrollo regionales y 
provinciales del sistema de planificación e inversión pública 
nacional si bien sin capacidad decisoria directa.

6.4 Partidas específicas
Durante varios años, ha sido una práctica común en mu-
chos países de la región el destinar recursos del Presupuesto 
Nacional para que los diputados o congresistas manejen di-
neros discrecionales que puedan invertir en su provincia o 
departamento. La asignación de estos montos se da o daba 
de diferentes maneras en cada país, pero constituía en casi 
todos una politización de los proyectos y una forma en la 
que él o la diputada alimentaban su imagen en su territoria-
lidad específica de cara a la obtención de más adeptos para 
futuras campañas o bien la concreción de compromisos po-
líticos establecidos durante la campaña, en caso de lograr 
un curul. 

Los procesos para la ejecución de las partidas específicas va-
rían de país a país y no es de sorprender que no en todos los 
países exista un marco regulador que norme dicho proceso 
(ver cuadro 6.8). 

Tenemos en primera instancia, los casos de los países donde 
no se cuenta con partidas específicas (Guatemala, El Salva-
dor y Nicaragua), en los que no se destina recursos a los 
diputados para que realicen inversiones de manera discre-
cional. En el caso de Nicaragua, este sistema se elimina con 
el presupuesto del año 2010, pero antes de éstos era también 
una práctica común.

En el caso de Honduras, existe este mecanismo, pero el mis-
mo no está normado por ninguna disposición legal, sino que 
se da en un proceso meramente informal, que como se ex-
presa en el cuadro, está matizado por intereses políticos al 
margen completamente de la arbitraria designación de re-
cursos económicos de parte del Poder Ejecutivo.

En Costa Rica, existen procesos de asignación de partidas 
específicas, pero éstas no son manejadas por los legislado-
res. Sin embargo, en el pasado sí fue la norma, y el mecanis-
mo giraba inevitablemente alrededor de intereses políticos 
y una ausencia de controles efectivos en los momentos de 
implementación. En la actualidad, se trata de que estos fon-
dos sean asignados de una manera participativa y equitativa, 
donde las municipalidades pueden ser beneficiarias de los 
montos, pero compiten por estos incluso con entes de dere-
cho privado. El proceso de distribución de estos recursos en-
globa una serie de requisitos que en muchos casos deja por 
fuera a las municipalidades del acceso a los fondos. Por lo 
tanto, el que de una manera u otra estén involucradas en el 
proceso de decisión no implica que van a verse beneficiadas 
por estos mecanismos de inversión.
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La situación en Panamá tiene algunas semejanzas con Hon-
duras y Costa Rica. Con Honduras, guarda la semejanza del 
hecho de que las municipalidades están excluidas del pro-
ceso de designación y decisión del destino de las partidas, 
pero sí cuenta con un soporte legal que lo regule, tal y como 
sucede en Costa Rica, lo cual no implica la existencia de 
una disposición que señale los montos específicos del pre-
supuesto correspondientes a estas partidas, sino que estos 
nuevamente se mueven por intereses de carácter político. 
Se debe anotar también que, a pesar de existir una Unidad 
Administrativa de Coordinación Interinstitucional, las muni-
cipalidades no son parte de la misma.

En el caso de República Dominicana las partidas están con-
templadas en el Presupuesto Nacional y la distribución de 

las mismas obedece a una disposición administrativa dentro 
de cada una de las cámaras que establece los montos y los 
destinos de estos fondos, lo cual señala que no existe una 
disposición legal que las regule de manera formal, sino que 
se ha convertidos en una práctica discrecional de carácter 
informal. 

6.5 Institutos de Fomento Municipal
Podemos entender por institutos de fomento municipal 
aquellas instituciones del gobierno central cuya razón de ser, 
desde diferentes perspectivas, es fortalecer el régimen mu-
nicipal de un país. Este fortalecimiento puede materializarse 
en diferentes formas, desde capacitación, hasta préstamos 
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económicos, asistencia técnica, mediador de procesos o 
ente implementador de proyectos en materia municipal.

Los institutos de fomento municipal guardan la característi-
ca de ser parte del aparato central, por lo que muchas veces 
manejan una visión centralizada sobre el tema municipal, ra-
zón que ha generado en muchos casos críticas, al considerar 
que estas instituciones tienden a favorecer a las autoridades 
locales que pertenecen al partido de turno o bien a fortalecer 
el discurso de descentralización desde la centralidad.

Las funciones y el margen de maniobra de estas institucio-
nes pueden variar de país a país, pero todos mantienen la 
característica de ser instituciones del poder central, lo cual 
muchas veces ha generado que en su organización se entre-
mezclen intereses políticos del partido que se encuentra en 
el gobierno.

Los institutos de fomento, de manera general, tienen como 
finalidad dar un acompañamiento técnico a los gobiernos lo-
cales en diversos temas, pueden ser de modernización ins-
titucional, gestiones de cobro, manejo y prestación de ser-
vicios, entre otros, pero son además, en muchos casos, los 
encargados de brindar capacitación para el fortalecimiento 
del recurso humano.

En el siguiente cuadro se detalla un poco el perfil de las com-
petencias que tienen estos órganos en Centroamérica y Re-
pública Dominicana, así como el tipo de mecanismos que se 
establecen para llevar a cabo acciones coordinadas con las 
municipalidades.

Como se aprecia en el cuadro No. 6.9,  Honduras y Pana-
má no cuentan con una institución dedicada a apoyar los 
procesos de fortalecimiento de los gobiernos locales en sus 
países. En el resto de los países, esta institución tiene como 
principal fin brindar asistencia técnica a los municipios, una 
especie de acompañamiento materializado en talleres, en 
cursos, o incluso en la introducción de nuevas herramientas 
tecnológicas.

En El Salvador, al igual que en Costa Rica, estos entes coor-
dinan acciones con otras instituciones del gobierno central 
y en menor medida con las municipalidades. En Costa Rica 
particularmente, la coordinación con las municipalidades y 
la coherencia con las necesidades municipales han estado 
ausentes en la gestión del IFAM. Para solventar esta ausen-
cia, en el año 2010, la nueva Presidenta creó el Ministerio de 
la Descentralización, un ministerio sin cartera al que se le 
atribuye insertar el tema municipal en todos los sectores del 
gobierno y cuyo jerarca ejerce también la presidencia ejecu-
tiva del IFAM.

El INIFOM en Nicaragua es quizá la única de estas institucio-
nes en la región que mejor ha tratado de articular esfuerzos 
y llevar un proceso inclusivo en el objetivo de fortalecer a 
las municipalidades, donde este no se dé de manera vertical, 
sino que estas sean parte vinculante de los proyectos y las 
iniciativas. Además, sumado a la asistencia técnica, cumple 
una serie de funciones adicionales que no asumen las insti-

tuciones de este tipo en el resto de la región, incluso ejerce 
incidencia política para la aprobación de leyes que estén en-
caminadas a fortalecer el municipalismo.

En el caso de Guatemala, esta entidad tiende a coordinar 
tanto con los gobiernos locales como con otras instituciones 
del gobierno central, con el fin de actuar principalmente, en 
pro de la competitividad de las municipalidades. 

La Liga Dominicana de Municipalidades actualmente es su-
jeto de debate en la República Dominicana, ya que en su 
origen, a este ente se le asignaron funciones direccionadas 
más a ejercer un perfil de contralor de los municipios. Este 
rol fue modificado a partir de la promulgación de la Ley 176-
07 del Distrito Nacional y los Municipios que atribuyó a esta 
institución funciones meramente técnicas y de apoyo al for-
talecimiento de los municipios. Sin embargo, y a pesar de 
los años transcurridos desde la promulgación de esta ley, La 
Liga Municipal Dominicana no ha asumido adecuadamente 
su nuevo rol, llevando una gestión deficiente en sus funcio-
nes, aún teniendo recursos financieros considerables para 
ello. Por ello en la actualidad está sometida a debate bajo 
la propuesta de su conversión en un Instituto de Formación 
Municipal. 

6.6	 Distorsiones políticas externas en 
Guatemala

La necesidad de profundizar en la reflexión y análisis del 
avance del proceso de descentralización, es cada vez más 
relevante. El estudio debe hacerse sobre el modelo de orga-
nización política de cada país, que se refleja en la planifica-
ción e implementación de políticas públicas; en el desarrollo 
y cumplimiento de los mandatos de la Constitución Política; 
en la legislación ordinaria administrativa; en el grado de au-
tonomía municipal  y su respeto desde el Gobierno central; 
en el respeto a los Derechos Humanos y en la apertura a la 
participación ciudadana en los procesos sociales, políticos, 
administrativos y económicos,  cada vez más  importante.

Para ello es prudente iniciar estableciendo que en Guatemala, 
por descentralización se entiende “…el proceso mediante el cual 
se trasfiere desde el Organismo Ejecutivo a las municipalidades 
y demás instituciones del Estado, a las comunidades organiza-
das legalmente con participación de las municipalidades, el po-
der de decisión, la titularidad de la competencia, las funciones, 
los recursos de financiamiento para la aplicación de las políticas 
públicas nacionales, a través de la implementación de políticas 
municipales y locales en el marco de la más amplia participa-
ción de los ciudadanos, en la administración pública, prioriza-
ción y ejecución de obras, organización y prestación de servicios 
públicos, así como el ejercicio del control social sobre la gestión 
gubernamental y el uso de los recursos del Estado.95” 

Existen dos niveles de gobierno, el nacional o central y el 
municipal o local, los que en el ejercicio de sus funciones se  
 
95	 Artículo 2 de la Ley General de Descentralización (Decreto 

14-2002 del Congreso de la República).
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encuentran cotidianamente en un marco de coordinación y 
en muchos casos de relaciones de poder. Analizar las distor-
siones u obstáculos en los grados de coordinación entre los 
distintos niveles de gobierno permite identificar cuáles son, 
y si les son aplicables las medidas o soluciones planteadas 
en otros países. La experiencia ha demostrado que no basta 
la existencia de un marco legal pormenorizado para que la 
descentralización sea exitosa. También ha expuesto que la 
voluntad política tanto del gobierno central como del muni-
cipal es indispensable para que el proceso avance. 

En pocas palabras, la descentralización es un mecanismo 
de traslado de poder de un nivel de gobierno a otro; y es en 
ese  traslado del poder donde se encuentran los más grandes 
desafíos para que la descentralización progrese. 

Una equilibrada relación de los órganos externos al munici-
pio con base en el conocimiento de la realidad social y políti-
ca y con propiedad cultural, puede generar una sinergia pro-
funda que contribuya gradualmente a resolver los problemas 
y contradicciones del modelo, logrando efectos positivos en 
el sistema y en la sociedad que se desea transformar.

En Guatemala, los órganos y funcionarios subnacionales 
juegan un rol importante en el desarrollo del gobierno cen-
tral y en la construcción y ejecución de políticas públicas, 
esto mediante la función que desarrollan al interior de los 
partidos políticos, su reputación o prestigio a nivel local e 
influencia en medios de comunicación, solo por citar algu-
nos ejemplos. 

Estos párrafos responden al objetivo de detectar los vacíos 
de coordinación o aquellos elementos que causan distorsión 
en la toma de decisiones a nivel municipal, abordando como 
ejemplo específico la relación existente entre los Fondos de 
Inversión Social, los Gobernadores y la figura de los Diputados 
Distritales y su relación y pertenencia  dentro del municipio. 

6.6.1 Los Fondos Sociales de Inversión -FIS-

Los fondos sociales surgieron como un instrumento de lucha 
contra la pobreza96, fueron concebidos como una forma de 
intervención rápida, eficiente y flexible del gobierno central 
para canalizar subsidios directos y transferir recursos y ser-
vicios a la población más afectada. 

Por definición los fondos sociales son órganos del Ejecutivo 
descentralizados, con capacidad de administrar fondos pro-
pios y con la facultad de disponer de estos, con las limitacio-
nes establecidas en su mandato de creación. Sin embargo, 
la práctica ha demostrado que es muy fácil que los  Fondos 
de Inversión Social se vuelvan clientelares y al servicio del 
gobierno de turno.

Estas prácticas han facilitado  distorsiones en los procesos 
de gobernabilidad local, pues se ha dado el caso que cuando  
 
96	 Programa modular sobre capacitación e información sobre 

género y empleo. Módulo 8: Los fondos sociales. Organización 
internacional para el Trabajo –OIT-. Pág. 1-5. Primera edición 
2000.

el alcalde(sa) no es del partido político que gobierna, para 
ganar adeptos los fondos invierten grandes cantidades de 
dinero en  un municipio, en abierta competencia con el go-
bierno municipal. Es frecuente que suceda  que municipios 
o comunidades de interés político reciban mucho apoyo de 
los fondos sociales, como estrategia de presencia política del 
gobierno en turno.

En algunos casos, la descoordinación  administrativa e ins-
titucional y la falta de coordinación de los fondos sociales 
de inversión con los gobiernos municipales generan que 
una misma comunidad reciba de los Fondos de Inversión 
Social varios tipos de inversión o apoyo. La existencia de 
programas pensados para determinados grupos sociales y 
con presupuestos grandes, que no cumplen con su objeti-
vo, provocan manipulación, clientelismo político, desorden 
presupuestario y maniobras dudosas en el proceso de ejecu-
ción, factores que generan distorsión en un proceso conce-
bido para el apoyo de  grupos vulnerables y con condiciones  
diferentes a las establecidas dentro de los Fondos de Inver-
sión. Práctica que de hecho tiene un fuerte impacto en la 
gobernabilidad local.

Derivado de  de la gradual institucionalización que  desde la 
década de los noventa han tenido los Fondos de Inversión 
Social, éstos desarrollan cada vez más funciones que se sus-
criben a programas de compensación, cuyo destino respon-
de a una definición restringida. Entre esas funciones sobre-
salen: la atención de sectores vulnerables y empobrecidos. 
Lentamente los FIS se han transformado en instituciones de 
inversión social, en principio destinadas al cumplimiento de 
los planes nacionales de desarrollo, pero más comúnmente 
son identificados como brazos del gobierno central para la 
atención de sus intereses de proyección política. 

En Guatemala, el primero fue el Fondo Nacional para la Paz 
–FONAPAZ-, creado en 1991. Posteriormente a este se esta-
blecieron varios que poco a poco han ido desapareciendo, 
como el Fondo de Inversión Social –FIS-,creado según el de-
creto legislativo 13-93, que durante el año 2009 desapare-
ció, heredándole sus funciones y proyectos al Fondo Social 
de Solidaridad –FSS-, creado por la Administración Colom. 
En la actualidad, la legislación vigente reconoce tres Fon-
dos Sociales de Inversión, desarrollando cada uno objetivos 
específicos que justifican y validan su intervención social y 
política (ver cuadro 6.10). 

Es importante resaltar que cualquier inversión que los Fon-
dos Sociales hagan en un  municipio sin coordinar con el go-
bierno municipal, se convierte en una potencial  distorsión 
política de carácter externo que afecta la gobernabilidad lo-
cal. Por lo tanto, es  recomendable  que los Fondos Sociales 
coordinen estrechamente su intervención en los municipios 
con el concejo municipal, Pues de lo contrario los FIS des-
virtúan sus objetivos, desempeñando roles que distorsionan 
su misma función.
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6.6.2 	 Los gobernadores y su relación con la 
toma de decisiones a nivel local

El territorio guatemalteco se divide administrativamente en 
departamentos y éstos en municipios97. Como se señaló an-
teriormente, existen dos niveles de gobierno, el nacional y el 
municipal; sin embargo, la figura del “gobernador”  ha crea-
do altos grados de desconcierto, haciendo pensar que existe 
un nivel intermedio de gobierno, “el departamental”, lo cual 
es una idea errónea.

La figura del gobernador departamental se remonta a la épo-
ca colonial, sin embargo, este título ha variado a través del 

97	 Aunque también se reconocen en ley regiones (Decreto 
Legislativo 70-86), los niveles de gobierno son los dos que dentro 
del artículo se mencionan, razón por la cual se hace referencia a 
estos exclusivamente.

tiempo: el corregidor98, jefe político99 y  gobernador departa-
mental100, variedad de nombres que han  identificado a tra-
vés de la historia a un mismo funcionario. 

En la época moderna, el gobernador es un funcionario del 
Gobierno central, nombrado por el Presidente de la Repú-
blica y, según el Artículo 227 de la Constitución Política, 
ejerce el gobierno del departamento. Administrativamente, 
los  gobernadores dependen de la Presidencia, a través del 
Ministerio de Gobernación. Sus atribuciones se encuentran  
 
 
98	 Denominación que se le daba en la época colonial, 1524 

aproximadamente, y se le asignaron funciones de representación 
político, administrativas y económicas, en nombre de la corona.

99	 Denominación que aparecen en la Ley Orgánica del Gobierno 
Político de los Departamentos, promulgada por el General Justo 
Rufino Barrios.

100	 Fue en el año 1934, con la publicación del decreto 1987 (General 
Jorge Ubico) que se le denominó Gobernador Departamental y se 
creó como dependencia del Organismo Ejecutivo la Gobernación 
Departamental. 
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reguladas en la Ley del Organismo Ejecutivo (Decreto 114- 
97), en el Capitulo V “Gobierno Departamental” mismas que  
señalamos en el cuadro No.6.11.

De las atribuciones referidas hay tres que sobresalen: 1. Re-
presentar al Presidente de la República en el departamento; 2. 
Encargarse de la seguridad en el departamento, y 3. Presidir 
el Consejo Departamental de Desarrollo, siendo esta última 
la atribución que más lo acerca con el gobierno municipal. 

Este vínculo es establecido por el papel que el Gobernador 
desarrolla dentro del Consejo Departamental de Desarrollo 
–CODEDE-,  el cual es un actor importante en la dinámica 
municipal, ya que, además de ser el representante del Presi-
dente de la República,  preside el CODEDE, hecho significa-
tivo en sistemas políticos presidencialistas, con característi-
cas como las del sistema guatemalteco.

Los consejos de desarrollo departamental -CODEDES-, tie-
nen destinado por ley un punto porcentual de la recaudación 
anual del Impuesto al Valor Agregado - IVA- monto que se 
destina según la norma a proyectos y programas de infraes-
tructura.

La relación del Gobernador con el alcalde(sa) determina la 
inversión de los fondos en el municipio. Un hecho hasta la 
fecha inevitable es que las inversiones de los consejos de de-
sarrollo departamental  suelen estar más próximas a los inte-
reses de gobierno central que a los de las municipalidades. 

Actualmente existen pocos datos que puedan sustentar los 
mecanismos y formas reales de participación de los goberna-
dores en la asignación de presupuesto, especialmente para 
las  obras  desarrolladas a través de los consejos de desarro-
llo. Un ejemplo claro  son algunos reportes de gobernadores 
donde han manifestado tener acceso e injerencia a los Fon-
dos de Inversión Social y en la fiscalización de la ejecución 
presupuestaria de los ministerios a nivel departamental. 

El fuerte grado de politización caracteriza su actuar, con-
virtiéndose en la crítica más enérgica que se hace desde 
los gobiernos municipales, y es el punto de inflexión que 
caracteriza los niveles de coordinación establecidos con 
los gobiernos municipales, que recrudecen en los períodos 
electorales. Una buena coordinación del gobernador con el 
concejo municipal  puede traer muchos resultados positivos 
para el municipio, como por ejemplo la posibilidad de que a 
través del gobernador se eleve la importancia de un asunto 
de urgencia o de interés local a esferas políticas e institu-
cionales del Poder Ejecutivo, vinculándolo  a la agenda na-
cional. La falta de coordinación o, en el peor de los casos, 
la confrontación política, del gobernador con el alcalde(sa) 
o concejo municipal,  puede degenerar en un problema de 
coordinación en la asignación de recursos comunes. 

6.6.3 Los diputados distritales

Los diputados distritales son parte del Congreso de la Repú-
blica, que está compuesto por 158 diputados electos directa-
mente por el pueblo en sufragio universal y secreto, bajo la 

modalidad del  sistema de distritos electorales y lista nacio-
nal para un período de 4 años, pudiendo ser reelectos101. Por 
cada distrito electoral debe elegirse como mínimo un diputa-
do, el número total de diputados que corresponden elegir en 
cada distrito se determina en proporción a la población. La 
relación de los diputados con el gobierno municipal depende 
de varios factores, que están determinados y caracterizados 
por circunstancias de praxis informal, provocando un ejerci-
cio de permanente negociación en busca de apoyos a favor 
de la gestión del alcalde(sa). 

Esta relación es una práctica más común de lo que aparente-
mente es evidente. A pesar de que los diputados no cuentan 
con partidas especiales para ejecutar obras dentro de su dis-
trito, sí son los responsables de aprobar el listado geográfico 
de obras (inversión del gobierno central en infraestructura a 
través de un listado de inversión por obras que es aprobado 
por el Congreso de la República), involucrándose en un pro-
ceso de gestión y cabildeo dentro de sus bancadas, partidos 
políticos y con el Ejecutivo. En busca de obtener beneficios 
a favor de su distrito y capitalizar esta ayuda en un caudal 
de votantes. 

Muchas veces, esta práctica determina el éxito de una ges-
tión financiera o política, caso contrario, la presencia u opi-
nión del diputado distrital también puede causar retraso, 
obstáculo y hasta puede ser el factor determinante que en-
torpezca o finiquite alguna asignación presupuestaria.

Este factor de relación política indistinta, plantea una trian-
gulación especial de poder, ya que no sólo el alcalde(sa) 
en representación del concejo municipal debe ser un buen 
administrador, un buen gestor, sino también poseer un alto 
grado de liderazgo que le permita coordinaciones con to-
dos los actores subnacionales y submunicipales, que formal 
e informalmente estén vinculados a la toma de decisiones 
dentro de la comunidad. 

A manera de conclusión es importante marcar que la  labor 
y relación de estos actores subnacionales depende de sus 
incentivos y de las reglas formales e informales de su par-
ticipación en los diferentes procesos. Por lo general, los go-
bernadores tienen incentivos para obtener recursos a favor 
de sus departamentos y así consolidar o construir sus bases 
de poder político.

Los Fondos Sociales de Inversión tienen una lógica parecida 
a esta dinámica de relación y negociación política, al igual 
que los gobernadores, intervienen a favor del partido oficial; 
los diputados más que atender a intereses partidarios lo ha-
cen a intereses políticos personales, pues es común que a 
pesar de cambiar de partido político vuelvan a ser electos.

Los gobiernos municipales suelen ser los más afectados en 
esta dinámica, pues los demás actores privilegian sus intere-
ses sobre los del gobierno municipal, por lo que la relación del 
gobierno municipal con estos actores es compleja y está fuer-
temente condicionada por los intereses políticos de cada uno. 

101	  Artículo 157 de la Constitución Política de la República.
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6.6.4	 Instituto de Fomento Municipal (INIFOM)

Desde su creación la Ley Orgánica del Instituto de Fomento 
Municipal –INFOM-102 ha tenido  una sola  reforma, concre-
tamente a sus artículos 11 -inciso II- 12 y 14, mediante el 
Decreto Ley 334 del 25 de febrero de 1965, convirtiéndola 
en una de las normas municipales más antiguas y por ende 
consideradas de mayor desfase entre las necesidades reales 
que demandas las 333 comunas.

La participación de las municipalidades en el presupuesto 
nacional, establecida en el párrafo primero de artículo 236 de 
esa Constitución, mandaba al Organismo Ejecutivo a destinar 
anualmente un porcentaje del Presupuesto General de Ingre-
sos y Egresos del Estado, para que de forma técnica se plani-
ficara  la inversión con el fin de satisfacer las necesidades de 
los municipios. Dentro de esta planificación ordenada se es-
tablecía atender preferentemente las demandas planteadas 
por las municipalidades; facultando al INFOM la administra-
ción de dichos recursos y planificar las obras a realizar103. 

El marco jurídico que norma de manera constitucional y or-
dinaria al municipio actualmente es incompatible con la so-
brevenida Ley Orgánica del INFOM; existe una gran diferen-
cia en cuanto a los alcances y límites con relación al ámbito 
de la autonomía municipal, entre los artículos constituciona-
les que dieron vida al INFOM en el año 1957, y las disposicio-
nes constitucionales contenidas en los artículos 253 al 262 
de la constitución decretada el 31 de mayo de 1985. 

Además, la reforma constitucional del año 1994 eliminó las 
categorías en las municipalidades, clasificación que orien-
taba en gran medida el trabajo del INFOM y que brindaba 
sustento al fortalecimiento del nivel administrativo financie-
ro y técnico de las autoridades, funcionarios y empleados 
municipales, a través de la aplicación de instrumentos ad-
ministrativos y financieros que permitan la competitividad y 
eficiencia en la administración y la presentación de servicios 
públicos municipales.

102	 El 4 de febrero del año de 1957, al amparo de la Constitución 
Política de la República de Guatemala (1956), se crea el Instituto 
de Fomento Municipal (INFOM), cuya Ley Orgánica se encuentra 
contenida en el Decreto  legislativo 1132, estando vigente el 
Código Municipal contenido en el Decreto 1183 del Congreso de 
la República.  

103	 De forma literal se transcribe el artículo 10. —Para los fines 
indicados en el párrafo primero del artículo 236 de la Constitución 
de la República, el Instituto planificará técnicamente, atendiendo 
a las demandas que planeen las corporaciones municipales, la 
inversión del porcentaje del presupuesto General de Ingresos y 
Egresos del Estado, que se destinará anualmente a la satisfacción 
de las necesidades de los municipios. Con base en la planificación 
que haga el Instituto, el Ejecutivo determinará el monto del 
respectivo porcentaje. El Instituto percibirá los fondos 
provenientes de dicho porcentaje para aplicarlos a la realización 
de obras aprobadas, las cuales se llevarán a cabo por la dirección 
General de Obras Públicas o por el sistema de contratos. El 
Banco de Guatemala acreditará mensualmente al Instituto, la 
dozava parte del monto del porcentaje votado, deduciendo de la 
cuenta “Fondo Común” –Gobierno de la República-, las cantidades 
respectivas.

Entre las atribuciones más destacadas del INFOM está la es-
tablecida en el artículo 6 que obliga a las municipalidades a 
constituir sus depósitos exclusivamente en el Instituto o en 
las entidades bancarías que éste señale quedando autoriza-
das a girar sobre los mismos, por medio de cheques. A pesar 
de que este artículo faculta al Instituto a gestionar fondos, 
la ley establece que estas no le dan carácter de institución 
bancaria, toda vez que se contraen a la gestión de intereses 
exclusivamente municipales; más esta función hasta ahora 
muy propia del INFOM lo ha convertido en una especie de 
banco de segundo nivel, que ha derivado en uno de los pro-
blemas más complejos de resolver para las municipalidades, 
siendo éste los altos niveles de deuda municipal.

Actualmente es innegable cuando de deuda municipal se 
habla, no pensar en la tensión existente entre la autonomía 
municipal y las competencias legales de otros órganos del 
Estado, tales como el Congreso de la República, la Contralo-
ría de Cuentas, el Ministerio de Finanzas Públicas, entre otras 
instancias del gobierno central. Además de los serios vacíos y 
contradicciones entre lo que establecen el Código Municipal, 
la Ley Orgánica del Presupuesto y la  Ley del INFOM. 

Sobresale en este proceso la falta de definiciones precisas 
sobre qué se entenderá como “capacidad de pago” y cuáles 
deben ser los indicadores que la midan. Entre los aspectos 
legales se mencionan las restricciones impuestas por la Su-
perintendencia de Bancos a través de la Resolución JM-141-
2003, que establece como requisito para el otorgamiento 
de créditos por parte de los bancos a las municipalidades 
efectuar una evaluación de riesgo por medio de los estados 
financieros, misma que los municipios no generan hasta la 
fecha, y que podría incidir ya sea en el incremento de las 
tasas de interés, ya sea en que no se tenga acceso a estos 
recursos de crédito. 

Además es una lamentable realidad que las municipalidades 
no posean estándares propios para el registro de deuda mu-
nicipal, ni tampoco la Contraloría General de Cuentas, que le 
permita realizar una adecuada fiscalización; y aunque dentro 
del Código Municipal –decreto legislativo 12-2002- se esta-
blece como parte del proceso el envío de información  sobre 
el saldo de sus deudas al Ministerio de Finanzas Públicas 
e INFOM, se ha mantenido como un severo vacío y hasta 
retraso en el mismo -o peor aún- el hecho de que las muni-
cipalidades no cumplan con este procedimiento. En relación 
a ello, se establece como elemento preponderante la poca 
credibilidad de la información generada y trasladada por las 
instituciones.

El ejercicio de las atribuciones del INFOM y la resolución de 
sus asuntos, estarán a cargo de la Junta Directiva, de acuer-
do a lo establecido en su ley y reglamentos. La Junta Direc-
tiva estará integrada por tres directores propietarios y tres 
suplentes, nombrados como sigue:

	 Un propietario y un suplente nombrado por el Presidente 
de la República; quien será el Presidente de la Junta 
Directiva.

	 Un propietario y un suplente nombrado por la Junta 
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Directiva de la Asociación Nacional de Municipalidades; 
quien ocupará el cargo de vicepresidente de la ANAM.

	 Y un propietario y un suplente nombrado por la Junta 
Monetaria; quien por falta del presidente o 
vicepresidente, ejercerá la presidencia el director 
propietario nombrado por la Junta Monetaria.

	 Las atribuciones que de acuerdo a la ley de su creación 
le corresponden al INFOM se desarrollan en el recuadro 
aquí presentado.

Actualmente, más que una proclama política, el adecuar la 
ley orgánica del INFOM al contexto jurídico actual, vigorizar 
sus funciones y potencializar su actuar es una necesidad im-
postergable, que urge el quehacer municipal. 

Las leyes ordinarias vigentes a partir de 1957 regulan parte 
de las funciones de la  ley orgánica del INFOM. Es necesario 
un estudio, reubicación o adaptación de las funciones ac-
tuales de los integrantes de Junta Directiva , ya que hasta la 
fecha se realizan acciones basadas en una ley técnicamente 
desfasada, esta situación brinda la posibilidad de desvirtuar 
la función del Instituto, restándole con ello, presencia y efec-
tividad  a su función. 

6.7	 Distorsiones políticas externas en 
Honduras

En Honduras se reconocen dos niveles de gobierno, el cen-
tral y el local, de acuerdo al artículo 294 de la Constitución 
de la República. El territorio hondureño está comprendido 
por departamentos que a su vez se dividen en municipios 
autónomos. Esta distribución territorial determina una ges-
tión administrativa de relación entre ambos gobiernos, cuya 
voluntad política, muchas veces, es puesta a prueba en la 
coordinación de acciones.

La década de los noventa marcó una nueva pauta en el ejer-
cicio de la administración política nacional. La presión de las 
demandas ciudadanas insatisfechas forzó al gobierno central 
a iniciar un proceso de descentralización con la creación de 
una institución desconcentrada y otras medidas que se han 
venido impulsando durante este tiempo, como programas, 
proyectos y políticas que en el ejercicio de sus funciones 
han causado distorsiones en cuanto a la toma de decisio-
nes municipales. Corresponde en este documento abordar 
las relaciones de carácter local de tres instancias externas al 
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municipio: los fondos de inversión social, los gobernadores 
departamentales y las partidas específicas manejadas por los 
diputados.  

6.7.1	 Fondo de inversión social 

Mediante decreto 12-90 de fecha 2 de marzo de 1990 se 
crea el Fondo Hondureño de Inversión Social (FHIS), entidad 
desconcentrada de la Presidencia de la República, de duración 
limitada y cuya finalidad es la de promover el mejoramiento 
de las condiciones de vida de la población más vulnerable por 
medio del otorgamiento de financiamientos para programas 
y proyectos de desarrollo social o económico; aunque esta 
disposición determina el objetivo del FHIS, el resto de la ley 
evidencia vacíos en su forma de intervención.

Este marco normativo carece de un concepto claro de 
descentralización y de postulados específicos que rijan 
el proceso, de los 31 artículos de los cuales se compone 
esta ley ninguno establece qué se debe entender por 
descentralización y cuál es el mecanismo para canalizar 
los recursos y servicios. En su mayoría, el contenido de la 
normativa está orientado a los aspectos administrativos. 

A inicios de su gestión el FHIS mantenía una relación de 
subordinación con el gobierno central, sus acciones se 
establecían horizontalmente, en una relación directa con el 
partido oficial, y no de manera vertical, hacia los gobiernos 
locales lo que causó que proyectos se duplicaran en algunos 
municipios y que otros se vieran más beneficiados por 
intereses políticos. Por ejemplo, era común la realización de 
más obras sociales al municipio que fue la cuna del titular 
del Poder Ejecutivo, con el fin de ganar mayor aceptación y 
respaldo aun finalizado su periodo de gobierno. 

En la actualidad, estas acciones están más reguladas aunque 
siempre se mantiene, en menor escala, la intervención 
del gobierno central y la disposición de los coordinadores 
del fondo en favorecer los intereses de la autoridad de 
turno, prácticas que distorsionan la capacidad de toma de 
decisiones a nivel local, porque dejan de lado la relación con 
los gobiernos municipales, y con ello se demuestra la falta de 
una política nacional de descentralización y un marco que 
norme la existencia de un proceso real de este mecanismo 
de gobierno en el país.

Con las reformas a la Ley del Fondo Hondureño de Inversión 
Social104, se adiciona una nueva competencia al FHIS 
orientada a capacitar técnica y metodológicamente a las 
municipalidades en las funciones y responsabilidades a 
transferir, cuyo traspaso es condicionado según el grado 
de organización administrativa, la capacidad de gestión 
y los recursos financieros y potenciales de que dispongan 
los gobiernos locales, entendiéndose estas disposiciones 
como el marco operativo para implementar un proceso de 
descentralización.  

A partir de esta guía se establecen otras acciones para 
fortalecer el proceso de descentralización y a finales de  
 
104	 Decreto Legislativo 166-99, segunda reforma realizada en el mes 

de diciembre de 1999. 

2005, la Asociación Nacional de Municipios de Honduras 
(AMHON) logra establecer con los candidatos presidenciales 
de ese momento, el Pacto Nacional por la Descentralización 
y Desarrollo Local, que se define como un acuerdo y un 
compromiso de los partidos políticos, los candidatos 
presidenciales y la AMHON como organización representante 
de los municipios, para asegurar los cambios tanto políticos 
como legales, administrativos e institucionales que permitan 
ampliar las competencias de los gobiernos municipales.    

Con este pacto, se define el concepto de descentralización 
y se concibe como el traslado de las competencias, los 
recursos y el poder de decisión de la administración central 
a los gobiernos locales, a partir de un modelo de Estado 
descentralizado de los servicios públicos y el aparato 
fiscal. Para que este proceso se desarrolle adecuadamente, 
se requiere de estabilidad en la relación por parte de las 
autoridades nacionales y municipales, cuya práctica muchas 
veces se ve influenciada por la voluntad política del gobierno 
de turno que no está dispuesto a acceder en transferir 
funciones por temor a perder una cuota de poder. 

Una de las principales medidas puesta en marcha a partir 
del año 2006 para la descentralización y el fortalecimiento 
de la gestión local es la delegación operacional del ciclo de 
proyectos del FHIS de forma gradual y sostenida, lograda por 
medio del convenio de coordinación y cooperación suscrito 
entre el Fondo Hondureño y la Asociación de Municipios.

Esta iniciativa surge como un aporte estratégico en la 
implementación del proceso de descentralización hacia las 
municipalidades y las formas de asociativismo por medio de 
las mancomunidades, para lograr el acceso integral de los 
municipios  a oportunidades de desarrollo.

Pero la descentralización de los proyectos está condicionada 
de acuerdo a la clasificación realizada por el FHIS según el 
grado de desarrollo y capacidad municipal, en tres niveles, 
donde ubica a los más desarrollados en el primer nivel y 
los menos desarrollados en el tercer nivel; misma que varía 
según el avance y cumplimiento de los requisitos dados en 
el desarrollo de los proyectos. Los tres niveles señalados por 
el FHIS son los siguientes:

a)	 Nivel I: Manejo total del ciclo del proyecto. 
b)	 Nivel II: Manejo parcial del ciclo de los proyectos.
c)	 Nivel III: Manejo participativo pero centralizado del 

ciclo de los proyectos.  

Para ejemplificar lo expuesto en el párrafo anterior a conti-
nuación se presenta un cuadro comparativo de las acciones 
descentralizadas en el ciclo de proyectos del FHIS, durante 
los años 2007 y 2008 (ver cuadro 6.12).

Los datos de este cuadro han variado muy poco, y aún exis-
ten municipios en la modalidad de intervención centraliza-
da, porque a pesar de haber promovido el modo de ejecución 
descentralizado del ciclo de proyectos del Fondo Hondureño 
de Inversión Social, esta institución todavía mantiene varias 
etapas y procesos centralizados en la formulación y aproba-
ción de los proyectos que determina una distorsión para el 
desarrollo local.
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En este punto se identifican otras distorsiones de carácter 
administrativo y político que afectan en la toma de deci-
siones municipales: una de ellas es la poca comunicación 
y relación en la ejecución de los proyectos de intervención 
centralizada por parte del Fondo hacia las municipalidades, 
que interviene la coordinación y la participación de las auto-
ridades locales ante la inversión social en su jurisdicción. 

Otro aspecto determinante es el atraso en las transferencias 
por parte del FHIS que genera un prolongado periodo para 
la finalización de una obra social. El tiempo de duración de 
un ciclo de proyecto no está determinado dentro del marco 
jurídico ni en los reglamentos o manuales de ejecución, lo 
que evidencia que existen vacíos con respecto a los periodos 
de la realización de proyectos.

Estas acciones provocan una inestabilidad en el cumplimien-
to de compromisos y amplían las demandas ciudadanas que 
recaen en los gobiernos municipales por ser estos las institu-
ciones más cercanas a la población; y en otros casos cuando 
ya ha concluido el periodo de gobierno y no se terminó el 
proyecto, la nueva administración se ve obligada a asumir la 
responsabilidad provocando en ocasiones una alteración en 
sus planes de gobierno.     
 
También es necesario indicar la distorsión que se genera con 
la poca voluntad política cuando inicia una nueva gestión 
administrativa que, por lo general, no le da seguimiento a 
los programas y proyectos desarrollados por el gobierno an-
terior, para implementar sus propias acciones con base en 
sus intereses políticos.

El nuevo gobierno que administrará la Nación durante el pe-
riodo 2010-2014 inició sus gestiones con la aprobación de 
la Ley de Plan de Nación que establece una visión de país 
a un largo plazo con la finalidad de que los gobiernos sub-
siguientes le den seguimiento a las acciones desarrolladas 
por esta administración. Con ello se espera que el proceso 

de descentralización en el país se fortalezca y se solventen 
los vacíos y las distorsiones que se generan en la toma de 
decisiones municipales. 

6.7.2 El Gobernador Departamental 

Originalmente en la Ley de Municipalidades y del Régimen 
Político de 1927 se estableció el gobierno departamental que 
estaba compartido entre el Concejo Departamental y el Go-
bernador; de éste último, el marco normativo reconocía dos 
tipos de figuras políticas: el Gobernador Político y el Gober-
nador de Distrito. 

Dado el interés en el tema abordado, a continuación se des-
criben las principales funciones de las figuras políticas de-
partamentales:    

a)	 Concejo Departamental

En cada cabecera departamental existía un Concejo Depar-
tamental, compuesto por el Gobernador Político, que le pre-
sidía, y dos consejeros propietarios y suplentes, elegidos por 
las municipalidades a través de elecciones realizadas por 
una junta de agentes105. 

Correspondía al concejo como encargado del gobierno de-
partamental, las siguientes funciones:

    

105	 Grupo conformado por los ciudadanos y vecinos de un municipio 
o de la cabecera departamental en representación de las 
municipalidades de una determinada zona, en quienes recaía la 
obligación de seleccionar a los concejeros departamentales.       
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Con las reformas a la Constitución de 1936, se dispuso la 
creación de los concejos otorgando potestad al poder eje-
cutivo de instituirlos y nombrar a los integrantes del mismo 
sin ninguna regulación, la determinación de estas medidas 
demostró el poco compromiso o voluntad política de las au-
toridades para con los gobiernos locales y provocó un debili-
tamiento a la autonomía municipal en el país.

Con la derogación de la Constitución de 1936 desapareció la 
figura del Concejo Departamental. En la actual Constitución 
-vigente desde 1982- se establece dentro del régimen depar-
tamental y municipal que el territorio hondureño se divide en 
departamentos y éstos en municipios autónomos, administra-
dos por corporaciones electas por el pueblo (Art. 294). En la 
Ley de Municipalidades de 1990 se reconoce que el gobierno 
local es administrado por alcalde(sa), quienes representan la 
máxima autoridad ejecutiva dentro del término municipal.        

b)	 Gobernador Político 

El Gobernador Político o Departamental tenía doble función, 
por un lado fungía como el agente del Poder Ejecutivo y por otro 
lado desempeñaba la presidencia del Concejo Departamental. 
En su condición de delegado del gobierno central, le corres-
pondía desempeñar, entre otras, las siguientes funciones:

	 Cumplir y hacer cumplir las leyes y las disposiciones 
que el Ejecutivo le comunicara

	 Servir de intermediario entre las autoridades centrales 
y los gobiernos locales

	 Mantener el orden público, previniendo y reprimiendo 
su alteración 

	 Conocer los recursos de apelación y de queja contra las 
resoluciones y actos del alcalde(sa) o de la corporación 
municipal.

En ejecución de las atribuciones anteriormente menciona-
das, concernía a los gobernadores la dirección de la policía 

de seguridad, la inspección de las dependencias y de los em-
pleados del orden administrativo, la inspección de los esta-
blecimientos penales, la provisión de abastos, la protección 
de las personas desvalidas, la promoción de patrimonio para 
los pueblos, la conservación de todos los monumentos his-
tóricos, y la apertura y mejora de las vías de comunicación. 

Esta última potestad se derogó junto a otras, y con la crea-
ción en 1990 del Fondo Hondureño de Inversión Social, la 
disposición se delegó al órgano desconcentrado de la pre-
sidencia de la República; resolución adoptada porque la 
intervención directa de los gobernadores departamentales 
generaba confusión en cuanto a la división de gobierno esta-
blecida en la Constitución de la República de 1982, que reco-
noce dos niveles de gobierno: nacional o central y municipal 
o local. El resultado de esto es que se mantiene la incidencia 
del gobierno central en los asuntos municipales.      

En su condición de presidente del Concejo Departamental, 
el gobernador desempeñaba funciones administrativas y 
políticas: instalaba, convocaba, presidia y representaba el 
concejo, ejecutaba y hacía que se ejecutaran las decisiones 
tomadas por los miembros del Concejo Departamental.

c)	 Gobernador de Distrito

El Gobernador de Distrito era el alcalde(sa) de la cabecera y 
estaba subordinado al gobernador y al Concejo Departamen-
tal. Tenía la calidad de agente del primero en lo político y en 
lo administrativo o económico del segundo. La ley le otorgó 
atribuciones limitadas, cuyas funciones estaban orientadas a:

	 Vigilar por la publicación y cumplimiento de las leyes, 
disposiciones generales, los acuerdos y ordenes 
departamentales.

	 Cuidar del orden y tranquilidad pública en su 
jurisdicción 

	 Inspeccionar los planteles de enseñanza, las vías de 
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comunicación y los establecimientos públicos, 
procurando su conservación y mejoramiento.

	 Informar mensualmente al superior sobre el estado de 
los pueblos en todos los ramos de la administración 
pública.     

Posteriormente muchas de estas funciones encomendadas 
a ambos funcionarios departamentales fueron delegadas a 
otras instancias del gobierno central. Como resultado se ge-
neró la fusión de los gobernadores políticos y de distrito en 
una sola figura: el gobernador departamental, perdiendo con 
ello el grado de autoridad e importancia en el Departamento; 
su función se delimitó a la representación del presidente de 
la República en el territorio local. 
 
Con la nueva Ley de Municipalidades de 1990, que derogó la 
normativa de 1927, se conservó la figura de los gobernado-
res departamentales. El marco jurídico municipal establece 
que en cada Departamento de la nación habrá un Goberna-
dor de libre nombramiento y remoción del Poder Ejecutivo, 
para ejercer las funciones de intermediación entre el gobier-
no central y las autoridades locales.  

Los gobernadores departamentales dependen de la Secreta-
ría de Gobernación y Justicia y tienen a su cargo la represen-
tación del Poder Ejecutivo en cada Departamento y, debido a 
que no gozan de independencia administrativa o presupues-
taria, sus actuaciones se limitan a las funciones que le asig-
na la Ley y a los asuntos que se le deleguen. Según el artículo 
7 de la Ley de Municipalidades de 1990, son atribuciones del 
Gobernador Departamental las detalladas en la figura 6.1.

Actualmente se reconoce la figura de los gobernadores 
como funcionarios del gobierno central que representan al 
titular del Poder Ejecutivo en el departamento y sirven de 
intermediarios entre las autoridades del gobierno nacional y 
las municipalidades. 

Partiendo de ello, la intervención del Gobernador Departa-
mental hacia lo municipal es limitada y no podría considerar-
se como un actor político de incidencia en la toma de decisio-
nes municipales, porque carece de autonomía administrativa 
y política, y no cuenta con asignación de recursos dentro del 
presupuesto para producir o apoyar a las municipalidades. 

Pero es importante destacar que los gobernadores departa-
mentales pueden influir (de manera positiva o negativa) ante 
las autoridades nacionales para que determinado asunto de 
interés municipal tome un lugar de prioridad dentro del Po-
der Ejecutivo, lo cual dependerá de las buenas o malas  rela-
ciones que existan entre estos funcionarios y los gobiernos 
locales, y de la voluntad política que muchas veces se ve in-
clinada en favorecer a las municipalidades del partido oficial 
y a los intereses políticos del gobierno central. 
 

6.7.3	 Diputados del Congreso Nacional 

Constitucionalmente, el Poder Legislativo es conformado 
por 128 diputados electos directamente por el pueblo, cada 

cuatro años, y de acuerdo a la Ley Electoral la asignación de 
diputaciones por departamento está determinada en propor-
ción con el número de población. 

Dado que los diputados son representantes del pueblo (Art. 
202, Constitución de la República) y que su elección depen-
de directamente de los pobladores de cada municipio, existe 
una notoria presencia de los parlamentarios a nivel muni-
cipal, avalado por la asignación de partidas especiales -con 
los que cuentan- para efectuar una proyección social dentro 
del departamento. 

El Congreso Nacional dispone, dentro de su presupuesto, 
un rubro para la asignación de subsidios, fondos de carác-
ter discrecional, mediante el cual los legisladores establecen 
una vinculación cercana con los ciudadanos de un término 
municipal, provocando que éstos les identifiquen como ac-
tores locales y como tomadores de decisiones sobre asuntos 
municipales, convirtiéndose en una distorsión política que 
afecta la gobernabilidad local. 

La falta de una normativa que regule el proceso de distri-
bución y ejecución de los subsidios determina una carencia 

Figura N°. 6.1

 Atribuciones del Gobernador
Departamental en Honduras

Fuente: Elaboración propia, 2009

• Servir de enlace entre el Poder Ejecutivo y las 
autoridades nacionales que tengan delegación en 
el Departamenteo y en las Municipalidades

• Supervisar el funcionamiento de las penitenciarías 
y centros de reclusión y coadyuvar con las diferen-
tes Secretarías de Estado para el mejor cumpli-
miento de las responsabilidades de sus dependen-
cias que funcionen en el Departamento.

• Representar al Poder Ejecutivo en los actos 
oficiales en su Departamento .

• Conocer y resolver los recursos de apelación de los 
particulares contra las Municipalidades, las quejas 
contra los funcionarios y los conflictos sucitados 
entre municipios de su departamento.  Asistir alas 
sesiones de las Corporaciones Municipales, por lo 
menos una vez al año, participando con voz, pero 
sin voto.

•  Evacuar las consultas que le planteen las Munici-
palidades.

• Conocer de las excusas y renuncias de los 
miembros de las Corporaciones Municipales.

•  Concurrir a las reuniones de las asociaciones de 
Municipalidades del Departamento y,

•  Ejercer las atribuciones que por leyes especiales se 
le confieren.

Ley de
Municipalidades

Art. 7
Atribuciones del 

Gobernador 
Departamental
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administrativa sobre los procedimientos para la asignación 
de los fondos, que también se ve reflejado en cuanto al gra-
do de coordinación que debiera existir entre las autoridades 
locales y los diputados para generar una conexión  en los 
proyectos a realizar. Actualmente la relación entre ambas fi-
guras se da por vías informales y con poca o ninguna coordi-
nación, que en ocasiones se ve condicionada a los intereses 
políticos de una de las partes.     

Durante la administración de 2006-2010 los diputados dis-
ponían de otro tipo de recursos públicos, provenientes del 
Poder Ejecutivo por medio del Fondo Social de Planificación 
Departamental, creado mediante decreto 195-2006, cuya fi-
nalidad es la de ejecutar los proyectos que se encuentran 
enmarcados en el Plan de Ordenamiento Territorial de todos 
los departamentos.

De acuerdo a la ley, corresponde al presidente del Congreso 
Nacional determinar las erogaciones de conformidad con los 
recursos disponibles, fondos aportados anualmente por el 
gobierno nacional. Los diputados se desempeñan como ges-
tores de los fondos y como ejecutores de los mismos: insti-
tuciones del Estado, corporaciones municipales, patronatos, 
fundaciones y asociaciones. 

Con estas disposiciones se concedió más autoridad e inter-
vención a los congresistas para abordar los asuntos muni-
cipales, de acuerdo a sus criterios y sus intereses políticos, 
donde prevalece la politización de los proyectos sobre el 
partido oficial y los diputados con mayor influencia política 
dentro de este. 

6.7.4	 Consideraciones finales

Es preciso que entre las instancias externas del ámbito mu-
nicipal se adquiera el compromiso de establecer una relación 
más eficiente y precisa con las autoridades locales para ges-
tionar una coordinación efectiva sobre las competencias des-
empeñadas por estos órganos a nivel municipal. De lo con-
trario, se afectará la capacidad de impacto de las políticas y 
programas desde el ejercicio de la autonomía municipal.

En cuanto al tema de descentralización, se ve la necesidad 
de solventar el vacío jurídico existente en este asunto de in-
terés municipal por medio de la creación de la normativa 
que regule este mecanismo de traspaso de funciones a los 
gobiernos locales, donde se reconoce que se depende de la 
voluntad política de la nueva administración para continuar 
con la implementación del ciclo descentralizado de proyec-
tos del FHIS.   

También es evidente la necesidad de condiciones que propi-
cien una sostenibilidad en las estructuras técnicas municipa-
les, las cuales muchas veces se ven influenciadas por la vo-
luntad política. Para que el mecanismo de descentralización 
se mantenga dentro de la agenda política es necesario gene-
rar procesos de integración y fortalecimiento municipal. 

Sobre el manejo de las partidas especiales, a través de los 
subsidios, la aprobación de un marco jurídico que establez-
ca de manera clara el procedimiento para la distribución y 
ejecución de estos recursos públicos reducirá las prácticas 

actuales, la asignación de fondos de manera clientelista a 
favor de los diputados del gobierno oficial  y por otro lado se 
regulara la relación de coordinación que debe existir entre 
las autoridades locales y los diputados para generar un plan 
de trabajo acorde con la realidad de cada municipio.   

6.8	 Distorsiones políticas externas en 
	 El Salvador

6.8.1	 El FISDL en la capacidad de toma de 	
	 decisiones municipales

En El Salvador una de las instituciones vinculadas en la 
gestión municipal es el Fondo de Inversión Social para el 
Desarrollo Local (FISDL). Surge de manera temporal en 1990 
con el nombre de Fondo de Inversión Social (FIS) bajo el 
Decreto Legislativo 610. El objetivo del FIS era la disminución 
de los efectos negativos del ajuste estructural en los sectores 
con extrema pobreza. Seis años después, en 1996 se modificó 
el Presupuesto General del Estado para el funcionamiento de 
manera permanente. A partir de este momento, el FIS pasó a 
llamarse Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local 
(FISDL). Pero, ¿cuál es la vinculación entre esta institución y 
las municipalidades?   

El FISDL nace con la misión  de “promover la generación 
de riquezas y el desarrollo local con la participación de los 
gobiernos municipales, las comunidades, la empresa privada 
y las instituciones del gobierno central que implementan 
proyectos de infraestructura social y económica” (citado de 
sitio oficial del FISDL). 

Tras la llegada del nuevo gobierno, el 1 de junio de 2009, 
se profundizó en el papel del Fondo de Inversión Social 
como uno de los principales motores para la erradicación 
de la pobreza; en donde los gobiernos locales ejercerán un 
rol trascendental especialmente en la implementación de las 
políticas públicas. Actualmente el FISDL es responsable de 
la ejecución del Programa Comunidades Solidarias (antes 
llamado Red Solidaria) focalizado en los municipios más 
pobres de El Salvador. 

El Programa de Comunidades Solidarias tiene dos 
dimensiones de trabajo. Por un lado, en el área rural y por 
otro en el área urbana. Durante el primer trimestre de nuevo 
gobierno se implementó en el área rural y se enfatizó en tres 
ejes de intervención.

1.	 Comunidad Solidaria a las Familias: El seguimiento 
a los controles de asistencia a la escuela y vacunación 
en menores de 5 años y controles pre/post natales de 
las madres;  capacitación permanente a las familias en 
salud, educación, higiene, violencia intrafamiliar; y un 
bono a la persona adulta mayor de 70 años. 

2.	 Red de Servicios Básicos: La introducción de los 
servicios básicos a centros de educación y salud; y la 
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mejora en el acceso a servicios básicos: agua, 
saneamiento, electrificación, caminos rurales a las 
comunidades.

 
3.	 Red de Sostenibilidad: Brindar las herramientas 

necesarias para incorporarlas en actividades 
productivas con enfoque de seguridad alimentaria;  
diversificar las fuentes de ingreso. 

El mecanismo de ejecución son los Comités Municipales for-
mados por representantes del Fondo de Inversión Social, el 
Ministerio de Salud, Ministerio de Educación, el Registro Na-
cional de Personas Naturales, el Ministerio de Gobernación, 
organizaciones no gubernamentales, líderes comunitarios y 
autoridades municipales. 

Entre sus funciones está dar seguimiento y evaluación del fun-
cionamiento al programa; además de facilitar el diálogo per-
manente entre las dependencias vinculadas en la ejecución 
del programa. En el Diagrama No 6.3 se muestra los com-
ponentes en la delegación de responsabilidades en todos los 
actores que están vinculados a la ejecución del Programa. 

El diagrama muestra la delegación de responsabilidades 
en donde los Comités Municipales, integrados por las 
municipalidades entre otros actores, siguen un ciclo 
descentralizado en la implementación del Programa 
Comunidades Solidarias. 

Por otro lado, el Art. 5 de la Ley de Inversión Social establece 
algunos parámetros que dan razón sobre cómo se materia-
liza la vinculación entre esta institución y las municipalida-
des a nivel normativo. “Para asegurar la adecuada opera-
tividad, el FIS tendrá las siguientes funciones: (…) Otorgar 
financiamiento a grupos de personas naturales o jurídicas, 
municipalidades e instituciones públicas o privadas, para la 
ejecución de proyectos de obra y servicios de acuerdo a las 
prioridades y procedimientos establecidos por esta Ley y su 
Reglamento, y los requisitos y lineamientos potestativos del 
Consejo de Administración”.

Pero los gobiernos municipales también pueden acceder a 
fondos de inversión social a través de ingresos municipales 
de  empresas municipales. Es decir, las municipalidades po-
seen la capacidad de crear empresas locales. De hecho, es 
una facultad de los concejos municipales “emitir los acuer-
dos de fundaciones, asociaciones, empresas municipales y 
otras entidades encargadas de realizar actuaciones de ca-
rácter local, así como la aprobación de sus respectivos esta-
tutos” (Art. 30 del Código Municipal, numeral 13). 

A diferencia de los recursos de inversión social que se ge-
neran de un fondo procedente de una institución externa, 
los recursos provenientes de una empresa local son produ-
cidos en la misma municipalidad y, dado que es una facultad 
de los concejos municipales, el proceso de creación podría 
ser menos complejo. Sin embargo, al igual que en todos los 
casos de creación de asociaciones, fundaciones y empresas 
municipales necesitan someterse a los procesos legales re-
queridos por las leyes correspondientes. 

Los fondos de inversión social, de cualquier proceden-
cia, siempre son fiscalizados. El Salvador todos los fon-
dos públicos, sin excepción alguna, son regulados por 
la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas y la Ley Orgánica 
de Administración Financiera del Estado (Ley SAFI). La 
primera es el instrumento jurídico que da respaldo a la  
Contraloría pública por parte de la Corte de Cuentas de la 
República y la segunda a la Dirección de Finanzas del Minis-
terio de Hacienda. 

Ahora bien, la misma Ley de Creación del Fondo de Inversión 
Social deja claro en el artículo 18 que al FIS le será aplicable 
la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas y la Ley SAFI. Es decir, 
si bien los municipios pueden acceder a fondos provenientes 
del FISDL, éstos serán inspeccionados por los mecanismos 
de contraloría o rendición de cuentas pertinentes. 

En el marco normativo de la fiscalización de los fondos la 
actual administración del FISDL presentó una Política de 
Transparencia en donde los sujetos serán la misma institu-
ción, las municipalidades y los contratistas que estén vincu-
lados de alguna forma con sus proyectos y programas del 
Fondo de Inversión Social. Los objetivos de la Política de 
Transparencia son: 

1.	 Impulsar el acceso a la información pública, rendición 
de cuentas y participación ciudadana como una forma 
efectiva de instar una cultura con valores democráticos 
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vinculados a la transparencia en el quehacer público 
institucional y al combate de la corrupción. 

2.		 Implementar mecanismos ágiles y claros para aplicar 
las leyes y normativas vigentes para el desempeño 
ético en la función en servidores públicos y prestadores 
de servicio del FISDL. 

3.	 Hacer uso de procedimientos orientados a la prevención, 
eliminación y sanción de actos de corrupción, de fácil 
acceso a la población, a las comunidades, a la empresa 
privada, a los medios de comunicación y a las 
organizaciones sociales, para que la contraloría 
ciudadana sea un hecho.

Uno de los mecanismos de la Política de Transparencia es 
la Rendición de Cuentas como una práctica democrática. 
A través de este mecanismo se informará sobre las 
decisiones y acciones del FISDL en el uso y administración 
de los bienes públicos, ante los gobiernos municipales, la 
ciudadanía y otras instituciones del Estado. Los mecanismos 
a implementar son: 

a)	 Informe ante el Congreso de COMURES sobre la 
gestión anual del Fondo de Inversión Social, en lo 
relacionados a los fondos públicos y los proyectos o 
programas en los que se invirtieron o no. 

b)	 Informe ante la Comisión de Hacienda de la Asamblea 
Legislativa con respecto al cumplimiento del Convenio 
de Canje de Deuda entre el Gobierno de El Salvador y 
el Gobierno de Alemania; donde el FISDL es el 
administrador de estos fondos públicos. 

c)	 Audiencia pública de rendición de cuentas a la 
ciudadanía, asegurando la presencia de los actores 
sociales, a quienes el FISDL debe su actuación: 
gobiernos municipales, contratistas y ciudadanía. 

6.8.1.1	 Los fondos de inversión social para el desarrollo 
municipal 

Ante la pregunta, ¿promueven o contribuyen los fondos de 
inversión social al desarrollo de los municipios? La respuesta 
que ofreció un alcalde(sa) consultado fue categórica: “claro 
que sí”. Esta opinión tiene un respaldo jurídico en el Art. 3 
de la Ley del Fondo de Inversión Social para el Desarrollo 
Local. 

Pero para algunos alcaldes (sas) consultados,106 el punto no 
se encuentra en que si promueven o contribuyen los fondos 
de inversión social al desarrollo de los municipios, sino en 
que hay muchas dudas en la forma en la que se han venido 
manejando durante los últimos gobiernos. “No queda claro 
los criterios para definir cuáles son los proyectos que financian 
y se debe poner un porcentaje de los fondos y el FISDL pone 
otro; pero hay quienes ponen más y le aprueban rápido el 
proyecto”, explicó uno de los ediles consultados. Pese a  
 
 
106	 Para el presente trabajo se entrevistó a varios alcalde(sa)s con el 

objetivo de ampliar y completar con información que aparecen 
tanto en las leyes como en los documentos a los que se tuvo 
acceso. 

las dudas, todos estuvieron de acuerdo en tener buenas 
expectativas con la nueva administración107. 

Con la llegada del nuevo gobierno el 1 de junio, Héctor Silva, 
ex alcalde(sa) de San Salvador, fue nombrado como el nue-
vo titular del Fondo Social de Inversión Social para el Desa-
rrollo Local. Silva fue designado por un gobierno que desde 
el inicio mostró interés por impulsar procesos de desarrollo 
territorial y descentralización. 

Una de las primeras medidas que se materializaron fue la 
creación de la Secretaría de Asuntos Estratégicos que bus-
cará coordinar los esfuerzos de los organismos vinculados 
al desarrollo territorial, incluyendo el FISDL. En el diagrama 
No. 6.4 se agrupan las instituciones surgidas desde el actual 
ejecutivo. 

De la Secretaría de Asuntos Estratégicos se creó la Subse-
cretaría de Desarrollo Territorial y Descentralización, y el 
Consejo de Desarrollo Territorial y Descentralización (CO-
NADES). Esta última  institución integrada por otras más: 

	 Corporación de Municipalidades de la República de El 
Salvador (COMURES) 

	 Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local 
(FISDL)

	 Instituto Salvadoreño para el Desarrollo Municipal 
(ISDEM)

	 Comisión de Asuntos Municipales de la Asamblea 
Legislativa 

	 Consejo de alcalde(sa)s del Área Metropolitana de San 
Salvador (COAMSS)

	 Ministerio de Gobernación 
	 Subsecretaría de Desarrollo Territorial y 

Descentralización 

107	 En marzo del año 2009 ganó la elección presidencial Mauricio 
Funes y con ello hubo cambios en los titulares de las instituciones 
públicas, entre ellas el FISDL.  
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Una de las primeras acciones que realizará el Consejo Nacio-
nal de Desarrollo Territorial y Descentralización (CONADES) 
será gestionar dinero extra para que las alcaldías del país no 
cuenten sólo con el 7% del Fondo para el Desarrollo Econó-
mico y Social de los Municipios (FODES) y lo recaudado de 
sus impuestos.

El Subsecretario de Desarrollo Territorial y Descentraliza-
ción, Guillermo Galván, explicó que aún se estudia la bús-
queda de un fondo especial, por lo que le pide al CONADES 
estudiar los mecanismos para que las alcaldías cuenten con 
ese dinero, que se obtendrá a través de un préstamo.

Durante la presentación del alcalde(sa) de Santa Tecla, Ós-
car Ortiz, como presidente del Consejo, Galván indicó que 
la clave para la obtención de ese fondo será la igualdad de 
oportunidades de los gobiernos locales para la obtención de 
ese dinero.

6.8.1.2	 Vinculación de las municipalidades para 
	 la ejecución de fondos 

La vinculación administrativa de las municipalidades en la 
ejecución de fondos de inversión social puede plasmarse a 
través del Consejo de Administración del Fondo de Inver-
sión Social que estará integrado por un presidente y cuatro 
directores. Uno de estos cuatro directores representará a los 
262 alcaldes(as) y de hecho es designado por los mismos 
alcaldes(as). El Consejo de Administración tiene las siguien-
tes atribuciones: 

a)	 Aprobar las políticas de acción de la entidad;
b)	 Acordar el Presupuesto de Administración y Operación 

del FIS;
c)	 Aprobar los procedimientos de operación y de 

funcionamiento del FIS, así como del uso y control del 
patrimonio del mismo;

d)	 Dictar los Reglamentos Internos e instructivos 
necesarios para el cumplimiento de sus fines;

e)	 Aprobar proyectos y autorizar su financiamiento.
f)	 Establecer las divisiones o unidades operativas 

necesarias de conformidad a lo que al respecto 
disponga el reglamento de la presente Ley.

g)	 Autorizar la contratación de los servicios de auditoría 
externa que sean requeridos para el examen de los 
proyectos que se acuerden financiar

h)	 Obtener recursos ya sea de fuentes nacionales o 
extranjeras, para ser invertidos en la creación o 
ejecución de programas desarrollados por el FIS; 

i)	 Definir políticas de optimización del rendimiento de la 
cartera de recursos del FIS; 

j)	 Promover la participación solidaria de los sectores 
productivos hacia los sectores menos favorecidos a 
través de mecanismos de coinversión social e 
integración vertical y horizontal de las empresas; 

k)	 Informar al comité social sobre las gestiones y logros 
obtenidos en materia de financiamiento y participación 
de la empresa privada. 

Ahora bien, como se explicó anteriormente, las municipali-
dades que ganen los proyectos tienen que someter a estos 
los procesos de licitación pertinentes. Es decir, la munici-
palidad está conectada en la coordinación y dirección del 
proyecto pero la ejecución se hace a través de terceros. 

6.8.2	 Las gobernaciones en la capacidad de 
toma de decisiones municipales 

La Constitución de la República de El Salvador establece la 
existencia de los gobernadores. “Para la administración polí-
tica se divide el territorio de la República en Departamentos 
cuyo número y límites fijará la ley. En cada caso habrá un 
gobernador propietario y un suplente, nombrados por el Ór-
gano Ejecutivo y cuyas atribuciones determinará la ley” (Art. 
200, de La Constitución de la República de El Salvador). 

Si bien son funcionarios designados por el Presidente de la 
República, pueden ser considerados como parte de órganos 
subnacionales dada sus funciones y atribuciones. En el si-
guiente cuadro se detallan  lo correspondiente a los gober-
nadores en El Salvador (ver cuadro 6.13).

La figura de los gobernadores en El Salvador ha sido durante 
mucho tiempo polémica por ser consideradas como figuras 
“decorativas”. La Constitución es muy escueta al referirse a 
la figura del gobernador. Como se indicó antes, sólo hace 
referencia a que son nombrados o designados por el mismo 
presidente de la república, y en ese sentido lo representan en 
los departamentos. Sin embargo, estos funcionarios depen-
den del Ministerio de Gobernación. 

Ahora bien, más allá de las funciones y atribuciones asigna-
das por el Ministerio de Gobernación, el actual gobierno pre-
tende darles mayor protagonismo. En palabras del Presiden-
te de la República, Mauricio Funes, los gobernadores podrán 
estar involucrados en la implementación de políticas públi-
cas en diferentes modalidades. “Los gobernadores políticos 
departamentales, tienen entre sus principales (funciones) y 
el nuevo rol que se les asigna a partir de la fecha, el cum-
plimiento al mandato presidencial de organizar, coordinar, 
e implementar las políticas de auxilio en caso de desastres, 
a través de los Comités de Emergencias Departamentales, 
cuya eficiencia es de vital importancia en las frecuentes con-
tingencias que ocurren en nuestro territorio nacional” (to-
mado del discurso presidencial en Casa Presidencial el 14 
de julio 2009). 

Para la implementación de estas nuevas disposiciones, el 
gobierno central a través del ministerio de Gobernación, 
mismo del que dependen los gobernadores, comenzaron a 
realizar una serie de reuniones con la Policía Nacional Ci-
vil y las municipalidades. En una de éstas el viceministro 
de Gobernación, Ernesto Zalayandía, se refirió a la creación 
de los Consejos Municipales de Prevención de la Violencia. 
“Zelayandía destacó que la finalidad de esta reunión entre 
las autoridades de  Gobernación, Justicia y Seguridad Públi-
ca y PNC es involucrar a las comunas en la disminución de 
la violencia. En este sentido, comentó que recientemente el 
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Ministro de Justicia y Seguridad Pública, Manuel Melgar, sos-
tuvo una reunión con el Consejo de alcalde(sa)s del Área Me-
tropolitana de San Salvador (COAMSS) en donde se acordó 
crear Consejos Municipales de Prevención de la Violencia, y 
promover conjuntamente las vedas de armas, elaborar  una 
propuesta sobre la Ley de Contravenciones Administrativas y 
trabajar  también con alcalde(sa)s de la Corporación de Mu-
nicipalidades de la República de El Salvador (COMURES)”, 
(citado del diario La Página, 22 de julio de 2009).

Pero la propuesta no ha sido bien recibida por algunos. En 
una noticia publicada por La Prensa Gráfica el 5 de agosto 
del año 2009, algunos alcaldes (sas) pidieron a los gober-
nadores respetar los roles y la autonomía municipal. Si bien 
ven con buenos ojos la ayuda de los gobernadores, aclaran 
que tiene que ser una tarea de coordinación, no de imposi-
ción. “Los gobernadores tienen su rol y es de coordinar entre 
las alcaldías y el Ejecutivo. En el Código Municipal tenemos 
un mandato y el trabajo comunitario lo hacemos nosotros”, 
indicó la edil de Antiguo Cuscatlán, Milagro Navas, a La 
Prensa Gráfica en torno a la pregunta de cómo ve el hecho de 
que el nuevo perfil de los gobernadores sea de acercamiento 
a las comunidades. A Navas se unen el alcalde(sa) de San 
Salvador, Norman Quijano, y el alcalde(sa) de San Miguel, 
Wilfredo Saldado. 

Las dudas se manifiestan especialmente en cuanto a la de-
finición de las funciones anunciadas por el nuevo gobierno. 
Aunque el nuevo gobierno es enfático al referirse a un mayor 
protagonismo de los gobernadores, pero mientras no esto 

no se dé, la duda seguirá siendo la misma: cuáles específi-
camente son los nuevos roles de los gobernadores, cómo se 
ejecutarán éstos y qué tipo de coordinación habrá entre éstos y 
los gobiernos locales.

6.8.3	 Relación entre ISDEM y los gobiernos 
locales 

El Instituto Salvadoreño de Desarrollo Local (ISDEM) es una 
entidad autónoma de derecho público, especializado en el 
campo de la administración municipal. Fue creado mediante 
el decreto legislativo numero 616 de fecha 4 de marzo de 
1987. Su base jurídica constitucional es el artículo 207 que 
establece “que para garantizar el desarrollo y la autonomía 
de los municipios, se creará un fondo para el desarrollo eco-
nómico y social de los mismos. Una ley establecerá el monto 
de ese fondo y los mecanismos para su uso”. Pero, ¿cuál es 
la relación entre las municipalidades y el ISDEM? 

La relación entre la institución y las municipalidades se 
da a partir de las funciones y atribuciones del ISDEM. Esta 
institución cuenta con tres grandes modalidades de tra-
bajo: asistencia técnica administrativa en la organiza-
ción, sistemas de recaudación, auditoría y administración 
financiera, servicios públicos, programas de capacitación y 
asociatividad municipal; asistencia financiera en el ase-
soramiento a las municipalidades para la contratación de 
créditos, servir de agente financiero, caucionar en caso ne-
cesario los créditos que tuvieren las municipalidades con 
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instituciones financieras; asistencia de planificación para 
la orientación en las políticas municipales y colaborar en la 
preparación de catastros, registros y planes reguladores y 
urbanísticos. En el siguiente cuadro se detalla las potestades 
del ISDEM establecidas en su ley orgánica. 

Además de las anteriores, la institución hace énfasis en las 
siguientes cuatro modalidades de asistencia técnica: 

1.	 Asistencia puntual en donde el ISDEM interviene para 
dar respuesta ante una solicitud específica requerida 
por la municipalidad. 

2.	 Asistencia programada que es la proporcionada a las 
municipalidades por medio de una iniciativa del ISDEM, 
“en virtud de la existencia de un producto de 
conocimiento previamente sometido a investigación y 
comprobación empíricas y eventualmente auspiciada 
por la cooperación internacional. 

3.	 Facilitación de procesos ante la oportunidad de atender 
intereses de grupos de municipalidades se aplican 
técnicas participativas como las Comunidades de 
Prácticas (COP´s) y la aplicación del instrumento de 
autoevaluación de la gestión municipal, planificación 
estratégica y operativa, entre otras. 

4.	 Entrenamiento sobre la aplicación de técnicas y  
procedimientos al personal técnico y operativos en los  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
gobiernos locales”108 (ISDEM, 2009). 

Otra atribución del ISDEM derivada de la Ley de la Carrera 
Administrativa Municipal es la creación y administración del 
Centro de Formación para empleados de las 262 municipali-
dades; además de asesoramiento a las mismas para la correc-
ta aplicación de los procedimientos establecidos en la ley. 

108	 Citado de la revista Municipalidades 2009. 
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Asimismo, dentro de las atribuciones derivadas de la ley y 
del reglamento del Fondo para el Desarrollo Económico y 
Social (FODES), están: 

a)	 Transferir a las 262 municipalidades mensualmente la 
asignación correspondiente.

b)	 Dar asistencia técnica y capacitación a las 
municipalidades sobre el uso del fondo.

c)	 Aplicar descuentos a la asignación de los municipios 
para el pago de préstamos adquiridos por éstos. 

d)	 Recopilar información trimestral de cada municipio 
sobre la utilización del Fondo. 

6.8.3.1	 Presupuesto del ISDEM 

Año con año, el ISDEM recibe por medio de transferencias 
corrientes del sector público la cantidad de $ 571, 430. 00, 
que equivale a cuarenta y siete mil seiscientos diecinueve 
dólares al mes ($ 47, 619. 00 al mes). Esta cantidad sirve para 
los gastos del funcionamiento de la institución; por ejemplo, 
pago de planillas, prestaciones sociales y gastos de admi-
nistración. Ahora bien, en general el promedio de ingresos 
mensuales se detalla en el siguiente cuadro. 

6.8.4	 Sistema de seguimiento de las  
inversiones municipales 

En enero del 2009, el ISDEM comenzó la elaboración de una 
herramienta informática para la implementación del Sistema 
de Seguimiento y Control de las inversiones Municipales (SY-
CIM). Este Sistema es el resultado del “Programa de Apoyo a 
la Sostenibilidad Financiera Municipal y a la Competitividad 
Local” ejecutado entre marzo de 2004 y enero de 2006, a par-

tir del cual se determinó que las municipalidades invierten 
en su mayoría con fondos provenientes de la transferencia 
gubernamental del Fondo para el Desarrollo Económico y 
Social (FODES). 

El SYCIM monitoreará a las inversiones que realizan las mu-
nicipalidades, “con la finalidad de que éstas hagan un uso 
eficiente de sus fondos. La creación de esta herramienta pre-
tende mejorar la eficiencia, transparencia y la equidad de la 
inversión pública municipal, mediante el diseño e instala-
ción de un sistema de monitoreo, seguimiento y control de 
las inversiones municipales para que colabore en la mejora 
de la gestión pública municipal”109. 

1.	 Este sistema registrará las inversiones hechas en las 
municipalidades, haciendo un especial énfasis en los 
fondos FODES. A noviembre de 2009, el ISDEM y la 
Secretaría Técnica de la Presidencia implementaron un 
plan piloto para ejecutar el Sistema en 30 
municipalidades110. Al final el Sistema se instaló en las 
siguientes municipalidades. 

 

Para la selección de los municipios que participaron en el 
plan piloto se aplicaron cuatro criterios: 

1.	 Voluntad e interés de las autoridades municipales y 
empleados municipales para la implementación y 
aplicación del sistema. 

2.	 Ubicación geográfica a nivel nacional para efecto de su 
futura demostración distribuido así: 10 municipalidades 

109	 Tomado de revista “Municipalidades”, ISDEM, 2009. 
110	 Los criterios de selección fueron establecidos por el BID.  
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de la zona oriental; 10 en la zona occidental; 5 en la 
zona central y 5 en la zona paracentral. Con esto se 
cubre los diferentes tipos de municipios según la 
tipificación desarrollada por GTZ.

3.	 Pluralidad política; 
4.	 Existencia de determinadas condiciones y capacidades 

técnicas que aseguren su aplicación exitosa 
(Contabilidad gubernamental, sistema integrado de 
información mecanizada, capacidad de recurso 
humano, de administración financiera y de equipo 
informático, lo cual permita manejar el software que se 
diseñe, entre otros). 

La ejecución del SYCIM durante el 2009 se realizó en cua-
tro fases: 1) Diseño del sistema de monitoreo, seguimiento y 
control de inversiones municipales; 2) capacitación del equi-
po humano en los municipios seleccionados; 3) implantación 
del SYCIM y asistencia técnica; 4) Monitoreo y seguimiento.

 

El primer componente fue el diseño de los procesos adminis-
trativos, al sistema del flujo de información, manuales de pro-
cesos y el programa de plataforma informática necesario para 
la implantación del sistema. La aplicación del sistema com-
prendió a su vez cuatro etapas: 1. Asignación (recepción de 
fondos, distribución de fondos asignados, desembolsos a las 
municipalidades); 2. Ejecución (recepción de ingresos y regis-
tro de inversiones); 3. Liquidación (liquidaciones y traslado de 
saldos); 4. Información (reportes e indicadores, disponibilidad 

reales por fuente de financiamiento e informes para entida-
des externas). 

La segunda fase fueron las capacitaciones sobre el diseño e 
implementación del Sistema dirigido a los técnicos munici-
pales encargados de la operación del SYCIM. 

Por otro lado, la tercera fase fue la implantación en 30 mu-
nicipalidades. Y por último, la cuarta fase en la que se inició 
con el diseño de instrumentos de monitoreo y seguimiento 
para posteriormente aplicarlos en las municipalidades. 

6.9	 Distorsiones políticas externas en 
Nicaragua

Las distorsiones políticas externas se definen como aquellas 
distorsiones que puedan surgir en la gestión municipal por 
parte de sus autoridades, sean alcaldes (sas) o integrantes 
del concejo municipal, y otro tipo de autoridades subnacio-
nales con incidencia en los municipios. Estas distorsiones 
pueden ser producto de choque de competencias y/o repre-
sentación política y legal de la población.

La Constitución Política de Nicaragua estipula en su Art. 176 
que “El Municipio es la unidad base de la división política 
administrativa del país”. Dicho enunciado establece al mu-
nicipio como la unidad territorial mínima de nivel de gobier-
no con autonomía administrativa, financiera y política, por 
cuanto es el último nivel de gobierno electo mediante elec-
ciones formales, ejerciendo las autoridades funciones ejecu-
tivas, administrativas, normativas y deliberativas. 

La misma constitución estipula en su Art. 177 que “los go-
biernos municipales tienen competencia en materia que incida 
en el desarrollo socio-económico de su circunscripción”, dando 
pie a una gran gama de acciones para llevar a cabo las dis-
tintas políticas públicas sin especificar su rol. Sin embargo, 
el artículo 175 establece entidades subnacionales de división 
político – administrativas: los Departamentos y las Regiones 
Autónoma del Atlántico.111 En el caso de los Departamentos, 
estas instancias administrativas son solo meros referentes 
que sirven para demarcar la división política del país, no 
siendo en ningún caso instancias de gobierno ni de toma de 
decisiones, son hasta el momento una ficción jurídica nacida 
de la Constitución política de Nicaragua. 

Los departamentos están establecidos en la Ley 59 o Ley de 
división Política Administrativa. En ella se establece el nú-
mero de municipios que los conforman. Sin embargo, no se 
establecen funciones ni autoridades. En la práctica funciona 
solamente como una extensión del gobierno central, sirvien-
do esta división política para establecer delegaciones depar-
tamentales que están bajo el  mandato de la administración 
del gobierno central a través de sus instituciones.
111	 Artículo 175, Constitución Política de la república de Nicaragua: 

El territorio nacional se dividirá para su administración, en 
departamentos, regiones autónomas de la Costa Atlántica y 
municipios. Las leyes de la materia determinarán su creación, 
extensión, número, organización, estructura y funcionamiento 
de las diversas circunscripciones territoriales
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Así mismo funcionan como un nivel intermedio para des-
agregar información estadística sobre aspectos económicos, 
sociales   y socio demográficos. En el estudio realizado por 
AMUNIC y el Fondo de las Naciones Unidas para la Población 
“Análisis de los mecanismos e instrumentos  de gene-
ración de información de tipo estadística y su uso en 
las municipalidades y entidades de gobierno (MINED y 
MINSA) en seis municipios de Nicaragua”, se establece 
que las únicas instituciones del Ejecutivo con presencia a 
nivel municipal son el Ministerio de Salud, el Ministerio de 
Educación y la Policía Nacional. El resto de instituciones no 
necesariamente tienen presencia en todos los municipios.

Sin embargo, la necesidad de contar con información des-
agregada a nivel municipal, tanto para dirigir mejor la inver-
sión pública como para monitorear y evaluar el desarrollo e 
impacto de las políticas, ha establecido prioridades de traba-
jo en las asociaciones de municipios y en las instituciones de 
gobierno central de centros de generación de información 
en las alcaldías.

El único nivel supra municipal que cuenta con una verdadera 
estructura de gobierno y con suficiente capacidad de gestión 
y toma de decisiones en base a un marco jurídico es el de 
las regiones autónomas (RAAS y RANN),  este nivel si posee 
autoridades políticas electas, por lo que se desprenden fun-
ciones administrativas y políticas que implican relaciones a 
nivel municipal. Sus autoridades se agrupan en el órgano de 
Consejos Regionales Autónomos, que se rigen por el Estatu-
to de Autonomía  de la Costa Atlántica o Ley 28 y se sustenta 
tanto en la Constitución Política y en la Ley de Municipios.

6.9.1	 Los Consejos Regionales Autónomos

En el estatuto de autonomía (Ley 28)  se establecen, como 
órganos administrativos de las regiones autónomas, el Con-
sejo Regional, la Coordinación Regional, las autoridades mu-
nicipales y comunales y otros correspondientes a la subdi-
visión administrativa de los municipios (Art. 15, Estatuto de 
Autonomía de las Regiones Autónomas).

Los Consejos Regionales y la Coordinación Regional son las 
autoridades superiores de la Región Autónoma correspon-
diente,  estableciéndose que la administración municipal 
se regirá por el Estatuto y la Ley de Municipios, como for-
ma de garantizar la autonomía municipal, siendo, según la 
asesoría jurídica de AMUNIC, dos niveles de administración 
complementarias. Dichos Consejos están integrados por 45 
miembros en cada región. También son parte de los Con-
sejos Regionales los diputados ante la Asamblea Nacional 
originarios de dichas regiones. 

La elección de los integrantes de los Consejos Regionales se 
realizan por medio de 15 circunscripciones. Las circunscrip-
ciones deben conformarse de acuerdo, dentro de lo posible, 
a la diversidad étnica que rige en el territorio.

Actualmente en los consejos regionales  tienen presencia 4 
partidos, de los cuales uno es regional y los restantes tienen 
carácter nacional:

En el Consejo Regional de la RAAN se eligió a la coordina-
ción regional en base a la alianza FSLN – YATAMA, mientras 
que en la RAAN domina la alianza PLC-ALN.

Del seno de los Consejos Regionales se elige una junta di-
rectiva conformada por 7 miembros, siendo los cargos pre-
sidente, dos vicepresidentes, dos secretarios y dos vocales, 
debiendo estar representadas en esta cada una de las co-
munidades étnicas de la respectiva Región Autónoma. Sus 
atribuciones están establecidas en el artículo 27 de  la Ley 
28. Dichas atribuciones son:

a)	 Coordinar sus actividades y las del Consejo con el 
Coordinador Regional a través del mismo, con los 
demás funcionarios regionales de los Poderes del 
Estado.

b)	 Convocar reuniones ordinarias o extraordinarias y 
elaborar la agenda de las mismas.

c)	 Nombrar comisiones permanentes y especiales.
d)	 Realizar todas aquellas gestiones necesarias para el 

interés, bienestar y desarrollo de la región. 

El peso del Ejecutivo en las Regiones Autónomas se mani
fiesta a través de la figura del Coordinador Regional, quien, 
además de las funciones propias, ostenta el cargo de repre-
sentante de la Presidencia de la República.

6.9.1.1	 Atribuciones  regionales

Las atribuciones que asumen los órganos administrativos en 
las Regiones Autónomas son para articular los planes y po-
líticas regionales con los nacionales. Esta posición conlleva 
a administrar los programas de salud, educación, cultura, 
abastecimiento, transporte, servicios comunales, etc. en co-
ordinación con los ministerios de Estado correspondientes. 
Expresiones concretas de estas funciones son la implemen-
tación de los Modelos de Atención Integral de Salud y el Sis-
tema Educativo Autonómico Regional.
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A nivel económico se establecen las atribuciones de impul-
sar los proyectos económicos, sociales y culturales propios, 
fomentando el intercambio tradicional con las naciones y 
pueblos del Caribe, de conformidad con las leyes nacionales y 
procedimientos que rigen la materia promoviendo la articula-
ción del mercado interregional e intrarregional,  contribuyen-
do de esta manera a la consolidación del mercado nacional. 
Resalta en el ámbito económico la potestad de establecer im-
puestos regionales conforme las leyes que rigen la materia

A nivel cultural se establece la atribución de promover  la 
cultura regional y nacional. También se establece el racional 
uso, goce y disfrute de las aguas, bosques, tierras comunales 
y la defensa de su sistema ecológico, así como aprovechar 

de forma proporcional la explotación racional de los recur-
sos mineros, forestales y pesqueros.

Dichas atribuciones se llevan a cabo mediante el ejercicio de 
las funciones de las autoridades regionales, funciones deter-
minadas en el ámbito político y económico.

Estas funciones se limitan al ámbito competencial regional. 
Sin embargo, hay aspectos que podrían chocar con la autono-
mía municipal. Ante estas situaciones se expone el principio 
de la administración pública, en que los intereses generales 
se priorizan ante los intereses particulares, siendo la Región 
Autónoma la delimitación general. Sin embargo, si las contra-
dicciones limitan seriamente los intereses municipales, éstos 
pueden recurrir de amparo ante la Corte Suprema de Justicia. 
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6.9.2	 Fondos de Inversión

Las instituciones de fondos de inversión se desarrollan prin-
cipalmente en la construcción de infraestructura social. Di-
chas instituciones que gestionan fondos para el desarrollo 
son el Fondo de Inversión Social de Emergencia (FISE), que 
se encarga principalmente de inversiones en salud, educa-
ción y agua, y el Fondo de Mantenimiento Vial (FOMAV) que 
se encarga del mantenimiento de la red vial. Estas institucio-
nes se definen como entes del poder ejecutivo, siendo el FISE 
un ente descentralizado y el FOMAV un ente autónomo.

Dichas instituciones realizan su gestión de una forma coor-
dinada con las alcaldías, estableciéndose la modalidad de 
fondos de contra partida para la ejecución de inversiones 
en pro del desarrollo municipal. En el caso del FISE existe 
una modalidad de Proyectos guiados por las Comunidades 
en donde los beneficiarios se encargan de ejecución y fisca-
lización de los proyectos, con un seguimiento conjunto FISE 
– Alcaldía en los desembolsos.

La administración del FISE comprende a un Presidente del 
Fondo, que es ejercido por el Presidente de la República, un 
Consejo Directivo, designado por la Presidencia del Fondo. 
Dicho Consejo lo integran 6 personas, de los cuales una tie-
ne que ser representante de los municipios. La Presidencia 
Ejecutiva es el órgano administrativo del fondo y se apoya en 
las Unidades Operativas de Asesoría y Apoyo. 

El FOMAV, por su parte, es el fondo destinado a dar manteni-
miento a las vías municipales, excluyendo a aquellas vías que 
necesitan rehabilitación. Para establecer las asignaciones de 
fondos se crean convenios entre el FOMAV y los municipios 
a través de AMUNIC, quien además tiene un representante 
en la junta directiva del FOMAV. Los otros integrantes de la 
junta directiva son: el Ministro o Vice Ministro de Transporte 
e Infraestructura, el Ministro o Vice Ministro de Hacienda y 
Crédito Público, el Presidente del Instituto de Fomento Mu-
nicipal, INIFOM, o su delegado, un representante de la em-
presa privada, con su respectivo suplente, un representante 
del sector transporte público con su respectivo suplente y un 
representante de los usuarios con su respectivo suplente.

Otros fondos de inversión que pueden tener incidencia mu-
nicipal son las transferencias del PGR a los diputados para 
que los inviertan en obras sociales. Estos recursos no pue-
den sobrepasar los 400 mil córdobas anuales. Sin embargo, 
en el presupuesto 2010 se anula esta línea presupuestaria y 
se traslada a aquellos ministerios e instituciones encargadas 
de bienestar social. 

6.9.3	 Instituto Nicaragüense de  
Fomento Municipal

El Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal (INIFOM) 
es un órgano descentralizado administrativamente, bajo la 
rectoría de la Presidencia de la República. Tiene como finali-
dad el fomento del desarrollo institucional de los municipios 
en general, el fortalecimiento de los gobiernos locales y la 

administración pública municipal, la promoción de la parti-
cipación ciudadana y de las capacidades necesarias para los 
procesos de descentralización y desarrollo local.

Esta institución está regulada específicamente por la Ley 
347, “Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Fomento 
Municipal” y su Reglamento, el Decreto No. 75-2000, Regla-
mento de la Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Fo-
mento Municipal.

Al INIFOM le corresponden las siguientes funciones:

a)	 Brindar asesoría integral a las municipalidades para el 
mejor cumplimiento de sus competencias y atribuciones 
y hacer todas las gestiones y esfuerzos necesarios ante 
el Gobierno central para que se dote a los gobiernos de 
los municipios de los recursos financieros necesarios 
para su desarrollo.

b)	 Presidir la Comisión Sectorial de Descentralización; 
coordinar, evaluar y sistematizar las experiencias del 
proceso de descentralización hacia los municipios, 
dentro del marco general de la política y estrategias de 
modernización del Estado, en especial incidir en 
fomentar la atracción de inversión nacional y extranjera 
a través de las instancias gubernamentales 
pertinentes.

c)	 Asesorar a los gobiernos locales en el desarrollo de 
mecanismos de gestión municipal que promuevan e 
institucionalicen la participación ciudadana y 
comunitaria.

d)	 Apoyar y facilitar la modernización de la administración 
municipal, mediante el diseño y aplicación de 
instrumentos de organización y de gestión de los 
recursos humanos orientados al desarrollo del sistema 
de carrera administrativa.

e)	 Promover y asistir técnicamente los sistemas 
descentralizados de financiamiento municipal, 
incluyendo el del régimen presupuestario municipal.

f)	 Promover la cooperación, asistencia e información 
entre la administración del Gobierno central y los 
gobiernos locales.

g)	 Promover, articular y apoyar técnicamente la 
elaboración de planes de desarrollo y de inversión 
municipal, como instrumentos para la promoción del 
desarrollo local.

h)	 Apoyar la coordinación sectorial y territorial de los 
programas de inversiones nacionales y municipales, a 
fin de racionalizar y mejorar la eficiencia asignativa de 
los recursos disponibles.

i)	 Impulsar, coordinar, gestionar, canalizar y, en su caso, 
administrar proyectos de desarrollo municipal con 
cooperación externa, en coordinación con la entidad 
competente del Poder Ejecutivo y las agencias 
respectivas.

j)	 Brindar asistencia técnica y asesoría en el diseño, 
organización y desarrollo de los Sistemas de Catastro 
Municipal y para su coordinación con el Catastro 
Nacional.

k)	 Promover, supervisar y coordinar estudios e investigaciones 
en cualquier ámbito de interés municipal.



El Observatorio de Autonomía Municipal en Centroamérica y República Dominicana

Ca
pí

tu
lo

 V
I

219

l)	 Promover e impulsar la cooperación descentralizada y 
el intercambio de experiencias entre municipios y sus 
relaciones de hermanamiento.

m)	 Promover la conformación de mancomunidades 
municipales con criterios de economías de escala o de 
eficiencia productiva, de conformidad a lo establecido 
en la Ley de Municipios vigente.

n)	 Fomentar las relaciones interinstitucionales y el 
intercambio de experiencias con otras instancias 
nacionales e internacionales.

o)	 Promover el registro de asociaciones de municipios, 
mancomunidades y otras formas de asociación 
municipal.

p)	 Gestionar ante la Asamblea Nacional las leyes 
necesarias para fortalecer jurídicamente el proceso de 
desarrollo municipal, en especial las transferencias 
presupuestarias contempladas en el Arto. 177 de la 
Constitución Política.

La misión del Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal 
es fomentar y fortalecer la gestión y la administración de 
los gobiernos municipales, en beneficio del desarrollo local, 
con justicia y respeto a la autonomía municipal, mediante 
la vinculación directa y poder de decisión de la ciudadanía. 
Y pretende ser una institución al servicio del Poder Ciuda-
dano, líder y aliado estratégico de los gobiernos municipa-
les, promotor de la igualdad de oportunidad de género en el 
desarrollo local, rector de la descentralización del poder de 
decisión de la ciudadanía, en función de instaurar el modelo 
de desarrollo “local” humano y reducción de la pobreza en 
armonía con la naturaleza. 

La Dirección del INIFOM estará a cargo de una Junta Directi-
va, un Presidente Ejecutivo y de un Director General, quienes 
serán asesorados por un Comité Técnico. La Junta Directiva 
es el máximo organismo decisorio de las normas y políticas 
del INIFOM. Tendrá siete miembros, los que se integrarán de 
la siguiente forma:

a)	 Un Presidente Ejecutivo designado por el Presidente de 
la República.

b)	 Tres Ministros o Presidentes de Entes Descentralizados 
designados por el Poder Ejecutivo entre entidades 
relacionadas con el quehacer municipal.

c)	 Tres alcaldes (sas), electos/as por los alcaldes (sas) de 
todo el país, uno de los cuales será miembro de la 
Junta  Directiva de AMUNIC.

6.9.4	 Relación con AMUNIC

La Asociación de Municipios de Nicaragua AMUNIC mantie-
ne relaciones de coordinación institucional y de colabora-
ción con el INIFOM. Las líneas de trabajo de las dos institu-
ciones están claramente definidas. Sin embargo, en algunos 
momentos se han visto en la necesidad de trabajar de mane-
ra conjunta en sendos procesos de capacitación a las nuevas 
autoridades municipales, donde se capacitan alrededor de 
828 nuevas autoridades.

Las líneas de trabajo del INIFOM están enmarcadas básica-
mente en los aspectos de  planificación estratégica, catastro, 

presupuesto y coordinación interinstitucional. Del otro lado 
tenemos a AMUNIC, quien tiene una línea diferente, pues 
ésta se enrumba en dos sentidos: en primera instancia AMU-
NIC tiene un rol de incidencia política desde la Asamblea 
Nacional, contribuyendo a la formación de leyes que contri-
buyen con la buena andanza de los municipios y en segundo 
lugar AMUNIC tiene una  línea de trabajo técnico orientada 
a fortalecer los municipios con asesoría y capacitación en 
temas jurídicos y tributarios, cosa que INIFOM no realiza con 
tanta profundidad. 

6.10	 Distorsiones políticas externas en 
Costa Rica

6.10.1	Fondos de inversión social

En Costa Rica no se cuenta con un rubro del presupuesto 
destinado a proyectos de inversión social, pero existe una 
institución llamada Instituto Mixto de Ayuda Social, la cual 
constituye la entidad rectora de las acciones del Estado 
en el campo de la superación de la pobreza. El IMAS fue 
creado para resolver el problema de la pobreza extrema en 
el país, para lo cual le corresponde planear, dirigir, ejecutar y 
controlar un plan nacional destinado a dicho fin. Esta es una 
institución autónoma con personería jurídica, creada según 
la ley 4760 del 30 de abril de 1971.

El marco competencial correspondiente a esta institución 
está recogido en su ley de creación, y le establece la siguiente 
serie de funciones para el cumplimiento de su misión:

	 Formular y ejecutar una política nacional de promoción 
social y humana de los sectores más débiles de la 
sociedad costarricense.

	 Atenuar, disminuir o eliminar las causas generadoras 
de la indigencia y sus efectos.

	 Hacer de los programas de estímulo social un medio 
para obtener en el menor plazo posible la incorporación 
de los grupos humanos marginados de las actividades 
económicas y sociales del país.

	 Preparar los sectores indigentes en forma adecuada y 
rápida para que mejoren sus posibilidades de 
desempeñar trabajo remunerado.

	 Atender las necesidades de los grupos sociales o de las 
personas que deben ser provistas de medios de 
subsistencia cuando carezcan de ellos.

	 Procurar la participación de los sectores privados e 
instituciones públicas, nacionales y extranjeras, 
especializadas en estas tareas, en la creación y 
desarrollo de toda clase de sistemas y programas 
destinados a mejorar las condiciones culturales, 
sociales y económicas de los grupos afectados por la 
pobreza con el máximo de participación de los 
esfuerzos de estos mismos grupos.

	 Coordinar los programas nacionales de los sectores 
públicos y privados cuyos fines sean similares a los 
presentados en la Ley Nº4760.
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Esta institución, por lo tanto, no funge como ente descen-
tralizado de los fondos de inversión social del Estado, sino 
que sus atribuciones están más orientadas a mejorar las 
condiciones de calidad de vida de las poblaciones del país 
menos favorecidas en términos económicos. Por lo tanto no 
constituye un ente que coordina con las municipalidades la 
implementación de programas, presupuestos o proyectos. A 
pesar de esto, cuenta con programas de oportunidades para 
el desarrollo local, pero estos buscan atender las demandas 
de las comunidades en situaciones de pobreza. 

6.10.2	Programa de delegados presidenciales y 
coordinadores provinciales

En Costa Rica, el marco legal no contempla la figura de los 
gobernadores como una instancia desconcentrada del go-
bierno central que funciona territorialmente en las provin-
cias o departamentos y que se encuentra por encima de la 
municipalidad. Sin embargo, el Ministerio de la Presidencia 
tiene dentro de su estructura un programa de delegados pre-
sidenciales y coordinadores provinciales. Este programa se 
creó en el año 1986 mediante la Ley de Presupuesto y luego 
se reformó con la ley 7111 del año 1989, que es la Ley de 
Presupuesto Nacional para el ejercicio fiscal.

El programa tiene como finalidad coordinar desde el gobier-
no central y las instituciones de gobierno, las necesidades 
comunales, es decir, servir de canal de comunicación en-
tre las comunidades y las instituciones de gobierno. Tanto 
los delegados presidenciales, como los coordinadores pro-
vinciales son nombrados directamente por el presidente, es 
decir tienen un carácter de designación discrecional y no 
forman parte de la voluntad del pueblo. 

De acuerdo con información suministrada en el programa, 
a los delegados presidenciales les corresponde representar 
al presidente de la República en las comunidades y servir de 
enlace político para la solución local de problemáticas so-
ciales, económicas, ambientales y políticas. De manera más 
específica las funciones de los delegados presidenciales son 
las siguientes:

a)	 Representar al presidente de la República en cada uno 
de los cantones del país.

b)	 Coordinar, detectar y atender los diversos problemas 
de las comunidades.

c)	 Gestionar ante las instituciones estatales la solución a 
los mismos.

d)	 Desarrollar la comunicación con diversos grupos 
organizados, asociaciones comunales, cooperativas y 
con las fuerzas vivas de la comunidad.

e)	 Coordinar y facilitar la información de recursos.
f)	 Coordinar acciones y colaborar conjuntamente con 

otras autoridades del Estado como Diputados, 
Municipalidades, Instituciones de Ayuda Social o de 
cualquier otro nivel administrativo que requiera.

g)	 Rendir un informe mensual al director del Programa 
Delegados Presidenciales

Estas atribuciones parecen constituir funciones muy gene-
rales, sobre las que no se explica cómo se llevan a cabo por 
estos funcionarios. Además, se les asigna otra serie de acti-
vidades de coordinación que se señalan a continuación:

a)	 Constatar y vigilar que los recursos destinados a los 
programas sociales se asignen a los problemas de 
mayor importancia y que su destino sea la gente que 
realmente los necesite a fin de evitar el desperdicio y 
burocracias innecesarias.

b)	 Promover la constitución de los Consejos Cantonales 
de Coordinación de Ayuda Comunal y atender la 
Secretaría Ejecutiva de esos Consejos, los cuales se 
conformarán como oportunamente establezca la 
Dirección del Programa de Delegados Presidenciales.

c)	 Informar a la Dirección sobre la existencia de cantones 
con conflictos sociales, movimientos de presión, 
enfrentamientos populares, levantamientos gremiales, 
huelgas, bloqueos de vías públicas y cualquier otro tipo 
de evento, protestas ocasiones que en algún grado 
alteren la tranquilidad y paz social del cantón.

d)	 Participar, junto a otros representantes gubernamentales 
y comunales, en el proceso de diagnóstico, 
identificación, formulación, ejecución y evaluación de 
planes, programas y políticas que fortalezcan el 
desarrollo cantonal y regional.

e)	 Atender y canalizar hacia los entes respectivos del 
Gobierno, las demandas y peticiones de los grupos 
organizados que favorezcan el desarrollo y 
consolidación del cantón.

f)	 Fomentar y facilitar la participación comunal y del 
Gobierno, en la implementación, organización y 
ejecución de programas con el sector de Desarrollo 
Sostenible que tiendan a mejorar las condiciones del 
medio ambiente del cantón.

g)	 Colaborar y velar por una eficiente y adecuada función 
pública de los diferentes entes gubernamentales en 
cada cantón.

 
Nuevamente, desde el programa no se señala cómo se ma-
terializarán estas actividades y se debe tener en cuenta que 
estos funcionarios no cuentan con un espacio físico para de-
sarrollarlas, además, no tienen acceso al presupuesto nacio-
nal, por lo cual no cuentan con la capacidad real de influir en 
el desarrollo del cantón, ya que no tienen acceso a partidas 
presupuestarias para programas, planes o políticas, sino que 
únicamente canalizan algunas demandas de las diferentes 
comunidades hacia el gobierno central, pero manteniéndo-
se siempre como una instancia centralista de coordinación 
interinstitucional. 

Con respecto a los coordinadores provinciales, a éstos les 
corresponde coordinar proyectos y programas gubernamen-
tales en el ámbito provincial, así como la participación en la 
organización, coordinación y supervisión de las actividades 
que, a nivel local, realizan los delegados presidenciales. Es-
pecíficamente se les asignan las siguientes funciones:

a)	 Supervisar por medio de informes mensuales, reuniones 
y visitas periódicas la labor que desarrollan los 
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delegados presidenciales a su cargo.
b)	 Coordinar con el delegado presidencial las visitas del 

presidente de la República a las diferentes comunidades 
del cantón.

c)	 Coordinar con la dirección del Programa los distintos 
proyectos y programas a desarrollar en los cantones a 
su cargo, a través del delegado presidencial.

d)	 Coordinar con instituciones gubernamentales y 
empresas privadas, la formulación e implementación 
de proyectos y programas de diversa índole en el 
ámbito provincial.

e)	 Participar en la formulación de directrices, para el 
eficaz y  eficiente funcionamiento del Programa de 
delegados presidenciales.

f)	 Realizar frecuentes contactos con los responsables de 
las Instituciones del Gobierno, tales como alcaldes 
(sas),  municipalidades, asociaciones de desarrollo y 
fuerzas vivas de la comunidad, con el propósito de que 
en forma conjunta el delegado pueda realizar una 
labor más eficiente en sus comunidades.

Actualmente, para el año 2010, este programa dispone de 72 
plazas para los delegados presidenciales, 7 plazas para los 
ejecutivos provinciales y un director ejecutivo, que coordina 
todo el programa. Para ese mismo año, de acuerdo con in-
formación solicitada al programa, un delegado presidencial 
ostenta un salario total de ¢273.850,00 colones, el ejecutivo 
provincial ¢375.400,00 colones y el director ejecutivo un to-
tal de ¢391.100,00 colones. 

De acuerdo con una serie de noticias publicadas por el pe-
riódico La Nación, durante el año 2008 el presupuesto de la 
República le asignó trescientos cuarenta y siete millones de 
colones para el funcionamiento de este programa. Para el 
año 2009 la asignación presupuestaria alcanzó un total de 
cuatrocientos sesenta y ocho millones de colones. A finales 
del 2009 se estimaba destinar a este programa en el 2010 
alrededor de seiscientos dieciocho millones de colones, un 
27% más que en el 2009.

La justificación que desde el gobierno central se hace ante 
este aumento, es que en el mes de mayo del 2010 se debe 
liquidar a setenta y cuatro delegados presidenciales que re-
ciben sueldo y a los que se les debe practicar un reajuste 
salarial para el año 2010.

Una noticia publicada en el Periódico La Nación en el año 
2007 señala que un año antes la Contraloría General de la 
República realizó una auditoría al Programa de delegados 
presidenciales y evidenció que muchas de las tareas de estos 
funcionarios son competencia de otros órganos del Estado, 
como, por ejemplo, las municipalidades o el Ministerio de 
Seguridad. De esta forma, el informe advierte que se puede 
estar produciendo una duplicidad de funciones en el sector 
público, lo cual es contraproducente para la efectividad y efi-
ciencia de la administración pública.112

112	 Irene Vizcaíno (2007). Delegados presidenciales sin control, dice 
Contraloría. Periódico La Nación,  jueves 15 de noviembre de 
2007. En: http://wvw.nacion.com/ln_ee/2007/noviembre/15/
pais1316876.html 

De acuerdo con la nota periodística, el informe evidenció 
que el programa posee un débil control sobre la efectiva rea-
lización de la función encomendada y que el cumplimiento 
de la jornada laboral es nulo. Otros de los hallazgos de este 
informe son:

a)	 No existen medidas de control eficientes sobre el 
recurso humano. 

b)	 No hay normativa adecuada que regule el programa. 
Sólo existe para asignar presupuesto, pero sin 
contenido jurídico. 

c)	 El nombramiento de los delegados tiene carácter 
netamente político.

d)	 No es recomendable que los delegados atiendan 
asuntos propios de sus funciones en sus casas o 
empresas. 

e)	 No existe uniformidad de informes mensuales, que 
permita medir el impacto de acciones. 

Al revisar las competencias que se les asignan a estos fun-
cionarios, se puede concluir que los dos puestos cumplen 
las mismas funciones, unos a nivel cantonal y otros a ni-
vel provincial, y se hace evidente que estas funciones le co-
rresponden por naturaleza a las municipalidades, las cuales 
constituyen las administradoras de los intereses de la co-
munidad. La coordinación que existe entre estos entes y las 
municipalidades es casi nula, pero, por la naturaleza de sus 
atribuciones, los funcionarios de este programa no dejan de 
ser actores que desde el gobierno central le restan impor-
tancia a la capacidad autónoma de las municipalidades de 
hacer frente al desarrollo de su localidad.

6.10.3 Partidas específicas
De acuerdo con la Ley de Control de las Partidas Específicas 
con Cargo al Presupuesto Nacional, las partidas específicas 
en Costa Rica constituyen el conjunto de recursos públicos 
que son asignados en el Presupuesto Nacional para atender 
necesidades públicas locales, comunales o regionales, que 
se materializan en proyectos de inversión o programas de 
interés social. Estos fondos pueden ser utilizados entonces 
en programas, proyectos o compra de equipo, buscan impul-
sar el desarrollo local y la cultura. También en este rubro se 
incluyen los recursos públicos destinados a financiar proyec-
tos, programas y obras que serán ejecutados directamente 
por asociaciones de desarrollo comunal y otras entidades 
privadas promotoras del desarrollo comunal, local, regional 
y nacional.

La ley señala que los destinatarios de estos fondos pueden 
ser las municipalidades o entidades privadas idóneas para 
administrar fondos públicos, previamente calificadas por la 
Contraloría General de la República y seleccionadas por las 
comunidades, siempre que sus propuestas se canalicen por 
medio de la municipalidad donde se ejecutará la obra o se 
brindará el servicio. La inversión pueden realizarla las muni-
cipalidades en forma directa o por medio de contrataciones 
o convenios con otras instancias gubernamentales o no gu-
bernamentales. 
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Existe un proceso, determinado por la ley antes mencionada, 
para la asignación y entrega de las partidas específicas en el 
cual las municipalidades juegan un papel muy importante. 
En primer lugar, se debe crear una comisión mixta entre el 
gobierno central y las municipalidades, para definir anual-
mente cómo se dará la distribución por cantones de acuer-
do a criterios de población, pobreza y extensión geográfica. 
Para cumplir con este objetivo, los Ministerios de Hacienda 
y de Planificación y Política Económica deberán publicar, 
durante el mes de enero, en el periódico oficial La Gaceta, 
el porcentaje correspondiente de los presupuestos públicos 
que se destinará a partidas específicas en el año inmedia-
to siguiente. La Asamblea Legislativa deberá encargarse de 
aprobar las partidas específicas, con base en la propuesta 
que deberá formular el Poder Ejecutivo en los proyectos de 
presupuesto ordinario y extraordinario de la República.

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley de Control de las Parti-
das Específicas con Cargo al Presupuesto Nacional, en el pro-
ceso de asignación y entrega de las partidas específicas, a las 
municipalidades les corresponden las siguientes funciones:

a)	 Garantizar y supervisar que se cuente con proyectos o 
iniciativas debidamente concertadas para invertir estos 
recursos.

b)	 Desempeñar un papel activo para la priorización de las 
necesidades y la selección final de los proyectos y 
programas que serán financiados con partidas 
específicas.

c)	 Coordinar y apoyar la ejecución de programas de 
capacitación permanente para formular los proyectos 
de inversión y los programas que se financiarán con 
partidas específicas; que estarán dirigidos a sus propios 
funcionarios y los de las entidades privadas idóneas 
para administrar los fondos públicos.

d)	 Deberán distribuir el monto asignado al cantón en 
partidas específicas, en forma equitativa para cada 
distrito.

Los concejos municipales y los concejos de distrito también 
desempeñan un papel importante en el proceso de designa-
ción, a estos les corresponden las siguientes funciones:

a)	 Activar los espacios y mecanismos participativos de los 
proyectos, programas y obras por financiar o cofinanciar 
con partidas específicas.

b)	 Definirán los proyectos y las obras que serán financiados 
con partidas específicas. En este proceso deberán 
incluir a un representante de cada una de las entidades 
privadas idóneas para administrar fondos públicos, 
representativas del distrito, designado por la entidad 
respectiva. Estas entidades deberán inscribirse 
previamente en el registro especial que llevará el 
Ministerio de Hacienda, por medio de su oficina de 
control de partidas específicas y además, deberán 
obtener de la Contraloría General de la República la 
calificación de entidad privada idónea para administrar 
fondos públicos.

A pesar de que todo este proceso parece estar bastante claro 
en la ley, existe una serie de criterios de asignación que fun-
cionan como una especie de coladero, donde no todas las 
municipalidades pueden finalmente llegar a acceder a estos 
fondos públicos. La suma que le corresponde a cada muni-
cipalidad debe asignarse de acuerdo a  tres criterios, a los 
dos primeros se les asigna un 25% y al tercero un 50%, los 
criterios son los siguientes:

a)	 El número de habitantes, definido por la Dirección 
Nacional de Estadística y Censos.

b)	 La extensión geográfica, certificada por el Instituto 
Geográfico de Costa Rica.

c)	 El índice de pobreza, determinado por el Ministerio de 
Planificación y Política Económica.

Sin embargo, se debe señalar que la Ley establece que las 
municipalidades que no logren cobrar eficazmente los tri-
butos y precios públicos municipales, se les rebajará entre 
un diez por ciento (10%) y un veinte por ciento (20%) de las 
sumas que les correspondan, asignando estos montos a las 
municipalidades que poseen mayor efectividad en estos pro-
cesos de cobro.

Se hace evidente que el proceso de distribución y designa-
ción pretende favorecer a las municipalidades y fomentar la 
participación ciudadana, así como la capacidad de las mu-
nicipalidades y las comunidades para articular las priorida-
des de inversión que se manifiestan en el cantón, además el 
tema de la coordinación se expresa en la ley de una forma 
clara, sin embargo, cuando se llega  al punto de la clasifi-
cación final, se toma como criterio uno de los principales 
problemas que las municipalidades enfrentan hoy en día, y 
es el deficiente sistema de cobro de tributos y el engorroso 
proceso que este engloba, por lo que no es de sorprender 
que al final de la jornada, la mayoría de las municipalidades 
del país, y lo que es aún peor las más pobres y con necesida-
des de inversión social más latentes, no puedan beneficiarse 
de este mecanismo, que irónicamente busca impulsar el de-
sarrollo y la cultura local. 

6.10.4	Instituto de Fomento y Asesoría Municipal

Antes del año 1970, Costa Rica no contaba con un Código 
Municipal, no existía en el país una normativa que regulara 
el funcionamiento de los gobiernos locales y que le otorgara 
a éste un respaldo para el cumplimiento de sus funciones. 
Desde este momento, surge la necesidad de establecer un 
marco normativo específico para el accionar de estos entes 
locales. De la mano de esta necesidad, también se pone so-
bre la mesa, la importancia de contar con instituto de ca-
rácter nacional que brinde algún tipo de capacitación a las 
municipalidades, dado sus débiles sistemas de contratación 
y adquisición de bienes y servicios, así como la ausencia de 
diagnósticos sobre las necesidades comunales.  

En el año 1970, con la aprobación del primer Código Munici-
pal, se establece la creación del Instituto de Fomento y Ase-
soría Municipal (IFAM), concebido como una institución de 
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derecho público, con personería jurídica y patrimonio propio. 
Para el año 1971 se promulga la Ley 4716, que constituye 
la Ley de organización y funcionamiento del IFAM, donde 
se establece como entidad autónoma con las características 
anteriores de personería jurídica y patrimonio propio y que 
tendrá como objetivo fortalecer al régimen municipal costa-
rricense, mediante la promoción del mejoramiento constan-
te de la administración pública municipal.

En el artículo 5 de su ley de organización y funcionamiento, 
al IFAM se le asignan una serie de competencias que se pue-
den agrupar en dos grandes categorías. En un primer lugar 
funciones que le dan un carácter de banco de segundo piso 
al servicio de las municipalidades. En una segunda categoría 
de funciones, se le han otorgado al IFAM algunas competen-
cias vinculadas a la asistencia técnica en temas referentes a 
la administración municipal. En el cuadro que se presenta 
a continuación, se clasifican las competencias en estas dos 
categorías.

Estas dos categorías engloban la mayoría de las funciones 
del Instituto, pero se le asignan también otras atribuciones 
que no caben en esta categorización, tales como adminis-
trar obras o servicios públicos cuando las municipalidades 
se lo soliciten, promover la cooperación entre las municipa-
lidades, coordinar con otros organismos para fortalecer su 
eficiencia y colaborar con el Instituto Nacional de Vivienda 
y Urbanismo en aspectos de planificación regional y urbana.

En el momento de su creación, los diputados que aprobaron 
la ley manifestaron que esta acción respondía a la necesidad 

de las municipalidades de poder contratar empréstitos in-
ternacionales sin garantía del gobierno y sin una ley de la 
Asamblea Legislativa, lo cual hacía necesario la creación de 
un instituto de financiamiento con un tope de cartera espe-
cial para las municipalidades, que contemplara como se tra-
mitan los empréstitos. En ese entonces, se planteó la nece-
sidad de un banco municipal y de una asesoría permanente 
que permitiera a las municipalidades contratar profesionales 
por medio del instituto, el cual tendría un equipo preparado 
y especializado para este fin (CGR, 2006:4).

Otra de las motivaciones para fundar el IFAM era el otorga-
miento de asistencia financiera a los gobiernos locales, con 
intereses acordes a las posibilidades financieras de las muni-
cipalidades, además se necesitaba brindar asistencia técnica 
para la elaboración y ejecución de proyectos para obras y 
servicios y en el campo administrativo para perfeccionar la 
organización y su debido funcionamiento, incluyendo la ca-
pacitación del personal municipal por medio de programas 
de entrenamiento permanente (CGR, 2006:5).

En este momento se visualizaba que la creación del IFAM 
debía causar un efecto favorable en el funcionamiento del 
régimen municipal, ya que en el mismo las municipalidades 
encontrarían en el instituto el apoyo económico y material 
para solventar las necesidades administrativas y financie-
ras, solucionando los problemas de financiamiento de obras 
y servicios públicos serían solucionados con facilidades de 
préstamo a largo, mediano y corto plazo en condiciones fi-
nancieras favorables.
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Por otra parte, la estructura de la Institución, según lo es-
tablece la ley 4716, se compone por una Junta Directiva, un 
Director Ejecutivo, el cual es asesorado por una comisión 
técnica. La Junta Directiva está compuesta por siete miem-
bros, el Presidente Ejecutivo y seis miembros de reconocida 
experiencia y amplios conocimientos en las actividades rela-
tivas a la Institución. Todos estos miembros son nombrados 
por el Concejo de Gobierno.

La composición de la estructura de toma de decisiones del 
IFAM responde, en gran medida, a criterios político partida-
rios, ya que queda a discreción del Poder Ejecutivo la confor-
mación de éste órgano, por lo que siempre se ha considerado 
al IFAM como el brazo técnico del gobierno en lo relaciona-
do con el régimen municipal, por lo cual se le ha tildado de 
mantener una visión de Estado de carácter centralista que 
responde a los intereses del gobierno de turno.

Frente a este proceso de selección, se han presentado dis-
conformidades por parte del sector municipal, al no sentirse 
parte de la estructura de la institución, por lo que el 31 de 
agosto del año 2009, el Presidente de la República firmó la pu-
blicación de una consulta a las municipalidades sobre la pro-
puesta para un decreto que pretende cambiar el reglamento 
sobre la forma de integración de la Junta Directiva del IFAM, 
incluyendo a tres representantes del régimen municipal. Sin 
embargo, esta consulta se ha prestado para controversias, 
ya que la designación de estos representantes se pretende 
hacer desde el Concejo de Gobierno, de la misma manera 
que el resto de los representantes actuales, siendo el IFAM 
quien convoque a una Asamblea de Municipalidades y termi-
ne siendo criterio del poder ejecutivo la designación de estos 
integrantes. Pese a esto no se presentaron consultas o incon-
formidades de parte de sectores del régimen municipal.

Con respecto al financiamiento del Instituto, en la Ley 4716 
se estableció que el IFAM iniciaría sus funciones con un capi-
tal inicial de diez millones de colones, como aporte estatal, y 
que además, de acuerdo con su artículo 30, contaría con las 
siguientes fuentes de financiamiento:

a)	 Los fondos provenientes del impuesto a los licores 
nacionales y extranjeros, 

b)	 Las comisiones e intereses sobre las operaciones de 
crédito que el Instituto realice con las 
Municipalidades;

c)	 Los ingresos por los servicios de asistencia técnica, 
asesoría e información y por cualesquiera clases de 
trabajos que el Instituto realice a favor o por cuenta de 
las Municipalidades;

d)	 El producto de las emisiones de bonos y de los 
empréstitos que el IFAM obtenga con instituciones 
financieras nacionales, internacionales o extranjeras;

e)	 Las ganancias que se obtengan de la inversión 
reproductiva de los fondos temporalmente 
disponibles;

f)	 Las subvenciones que acuerden a su favor el Estado o 
las Municipalidades; 

g)	 Las donaciones, herencias, legados o cualquier tipo de 
ingreso eventual que se acordare a su favor.

A pesar de la claridad de la ley y la intención final de los 
diputados que impulsaron su aprobación, el IFAM se ha vis-
to sometido a una serie de influencias políticas en su accio-
nar, las cuales llevaron a que, entre los años 1994 y 1998, 
se efectuaron reestructuraciones como parte de políticas de 
reforma del Estado, generando que se recortara el 50% del 
personal aproximadamente. 

Desde principios de los años noventa, se han realizado in-
tentos por llevar a cabo un cierre del IFAM, debido a que no 
ha logrado ser eficiente en el objetivo por el cual fue creado 
y se ha desviado de su razón de ser. El IFAM ha crecido ad-
ministrativamente, generando que esto le consuma la ma-
yoría de su presupuesto, por lo que se ha señalado que el 
mantenimiento de esta institución le cuesta mucho dinero al 
gobierno central, en comparación con los beneficios que le 
está generando a los gobiernos locales y la baja efectividad 
en el cumplimiento de sus funciones. 

Ninguno de los intentos de cierre del IFAM se logró concretar 
por la falta de consenso de parte de los diferentes actores de 
gobierno en las anteriores administraciones, sin embargo, el 
Instituto se vio sometido a cambios drásticos en su organi-
zación que no han logrado mejorar su gestión sino que más 
bien han deteriorado el logro de sus cometidos, generando 
que su actual estructura no se ajuste a los requerimientos del 
régimen municipal.

En el año 2006, la Contraloría General de la República reali-
zó una fiscalización del estado del funcionamiento del IFAM, 
con el objetivo de contribuir al mejoramiento de las activida-
des de asistencia y apoyo de éste para de manera directa con-
tribuir a fortalecer el régimen municipal. En este sentido, se 
evaluaron las actividades más importantes desarrolladas por 
el Instituto en relación al cumplimiento de su ley de creación 
y abarcó el período entre enero de 2003 y junio de 2006.

La Contraloría señaló una serie de resultados, de acuerdo a 
los temas de trabajo del instituto. A continuación se resu-
men algunos de los puntos señalados por el ente contralor:

a)	 En primer lugar, con relación a la actividad de asistencia 
técnica, se concluyó que no existe un concepto de 
asistencia técnica formalmente establecido. En la 
institución se han formulado varias definiciones que 
difieren entre sí, y en algunos casos se ha desvirtuado 
dicho concepto al incorporarse como parte de esta,  la 
capacitación, la asesoría y las consultas telefónicas.

b)	 Desaprovechamiento de la opción de cobro por el 
servicio de asistencia técnica y administrativa, ya que 
en los años que abarca el estudio el IFAM no había 
percibido ingresos por este concepto.

c)	 No existe un archivo específico centralizado con los 
expedientes relativos a la actividad de asistencia 
técnica brindada a los gobiernos locales.

d)	 El IFAM carece de un reglamento actualizado para 
regular la actividad de asistencia técnica.

e)	 No existe un proceso continuo de análisis de las 
brechas de competencias, por lo que carece de un plan 
integral de capacitación fundamentado en un 
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diagnóstico de necesidades en el sector municipal.
f)	 Se cuenta con poco personal para la planificación y 

capacitación a favor del sector municipal.
g)	 La mayoría del financiamiento otorgado al sector 

municipal, en el período del estudio, se destinó a 
financiar actividades relacionadas con la compra de 
equipo y el catastro municipal, en contraste con 
actividades orientadas al fomento del desarrollo 
municipal.

h)	 La administración del instituto no efectúa evaluaciones 
integrales y periódicas sobre los principales temas de 
actividades relacionadas con la asistencia técnica, la 
capacitación y financiamiento. No se cuenta con 
indicadores de gestión.

El estudio también señala que más de treinta y cinco años 
después de su creación, el IFAM no ha hecho uso de su po-
tencial para dictar reglamentos relacionados con su razón 
de ser, según lo establece la ley.

Dentro de las conclusiones que plantea el informe, se señala, 
entre otras cosas, la necesidad de que el IFAM establezca 
mecanismos de coordinación efectivos con organizaciones 
de cooperación internacional, que actualmente destinan 
considerables recursos financieros para capacitar a funcio-
narios municipales. También se considera necesario que el 
instituto disponga de sistemas de información modernos y 
de indicadores de gestión en áreas estratégicas. 

En la Administración de Oscar Arias (2006-2010) se han agu-
dizado una serie de problemas administrativos y enfrenta-
mientos entre la Dirección Ejecutiva y el personal del Insti-
tuto. Desde la Dirección Ejecutiva se planteaba el despido de 
alrededor del 50% de los empleados de la institución como 
única medida para sanear las finanzas del IFAM, frente a lo 
que los empleados señalaron que estaban siendo víctimas 
de una movilidad forzosa y que se habían realizado altera-
ciones de informes presupuestarios para justificar el despido 
del personal.

Finalmente esta crisis concluyó en la renuncia del Presidente 
Ejecutivo del IFAM. Ante este panorama se puede denotar 
una alta debilidad institucional y una pérdida de la razón por 
la que en su momento se consideró necesario crear el IFAM. 
Durante los últimos años, también en la administración Arias 
Sánchez, se le ha tratado de dar más protagonismo al ins-
tituto, con la aprobación de una política pública sobre des-
centralización, en la cual la mayoría de los objetivos parecen 
estar más orientados a fortalecer esta institución y otorgarle 
funciones y ponerla al frente de procesos de fortalecimiento 
del régimen.

Además de esto, con fondos de la cooperación europea, se 
han establecido convenios para coparticipar en diferentes 
proyectos o bien liderar la puesta en marcha de los mismos, 
tales como el caso de una red de observatorios de descentra-
lización y desarrollo local, una red de interconectividad muni-
cipal y la reciente apertura de un instituto de formación mu-
nicipal, en colaboración también con la Universidad Estatal a 
Distancia (UNED), con el que se pretende instituir la carrera 

municipal y mejorar las cualificaciones y competencias pro-
fesionales de los funcionarios públicos municipales. 

A inicios de la Administración de la Presidenta Laura Chin-
chilla (año 2010), se anunció la creación de un nuevo minis-
terio sin cartera, el Ministerio de la Descentralización, al cual 
se le ha asignado como principal función insertar el tema 
municipal en todos los sectores del gobierno, pero es nece-
sario esperar un tiempo prudencial para valorar el impacto 
de su labor. El Ministro de Descentralización funge también 
como Presidente Ejecutivo del IFAM.

6.10.4.1	Relación del Instituto de Fomento y Asesoría Mu-
nicipal y la Unión Nacional de Gobiernos Locales

La Unión Nacional de Gobiernos Locales (UNGL) es la en-
tidad gremial que representa a las municipalidades y reali-
za acciones de incidencia en pro de la autonomía y la des-
centralización de los gobiernos locales, es una entidad de 
derecho público, representativa, de carácter nacional, con 
personería jurídica y capacidad para ejercer derechos y con-
traer obligaciones de acuerdo con la legislación vigente, 
tiene patrimonio propio y libre administración de bienes y 
está integrada por las Municipalidades y las Federaciones de 
Municipalidades de Costa Rica.

La UNGL representa directamente los intereses del régimen 
municipal, de manera desvinculada del gobierno, tratando de 
responder a las necesidades planteadas por sus agremiados, 
mientras que el IFAM representa los intereses del Estado, 
del gobierno central, por lo que sigue una línea centralista y 
obedece a la política que en materia municipal establezcan 
las distintas administraciones.

De acuerdo con una entrevista realizada a Randall Marín, 
asesor legal de la UNGL,  entre estos dos entes no existe 
una relación jurídica establecida, sin embargo considera 
ideal que la existiera en este nivel, ya que en la actualidad la 
relación se da más que todo por inercia. El hecho de que el 
IFAM ha dejado un poco de lado sus funciones de capacita-
ción, la UNGL ha asumido un poco esta tarea, capacitando 
al régimen municipal, más que todo en el tema de carrera 
administrativa municipal.

6.11	 Distorsiones políticas externas en 
Panamá

6.11.1	Los órganos sub nacionales y su  
reconocimiento en el marco jurídico

Los Consejos Provinciales, las Gobernaciones de las 
provincias, las Juntas Técnicas Provinciales y las Comarcas 
Indígenas pueden identificarse como órganos sub nacionales 
en Panamá. Aportan a su existencia y funcionamiento la 
Constitución Política, la ley Nº 52 de 1984 que regula el 
funcionamiento de los Consejos Provinciales, la ley Nº 2 de 
1987 sobre las funciones de los gobernadores, las leyes y 
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Decretos Ejecutivos que crean las Comarcas y sus  Cartas 
Orgánicas y la Ley Nº 37, de 2009 que Descentraliza la 
Administración Pública.

6.11.1.1	Los Consejos Provinciales

Según exige la Constitución Política de la República de Pa-
namá, en cada provincia debe funcionar un Consejo Provin-
cial. Lo integran todos los representantes de corregimiento 
quienes tienen derecho a voz y voto, sumado a otros actores 
políticos con derecho a voz. Por ejemplo, el artículo Nº 255 lo 
reconoce como órgano de consulta del Gobernador y de las 
autoridades provinciales y nacionales, con atribución para 
requerir informes y hacer comparecer a los funcionarios 
municipales. Igualmente, para supervisar los servicios públi-
cos provinciales, para recomendar a la Asamblea Nacional 
cambios en las divisiones políticas de la provincia, lo mismo 
que para solicitar a las autoridades nacionales y provinciales 
estudios y programas de interés provincial y para preparar 
el plan de obras públicas, de inversiones y de servicios de la 
provincia y supervisar su ejecución.

Los alcaldes(as) y gobernadores asisten a sus sesiones sólo 
con derecho a voz, por lo que actualmente, el poder real en los 
Consejos Provinciales está en manos de los representantes de 
corregimiento y las autoridades indígenas. Los representantes 
asumen un espacio de poder político provincial adicional y 
superior al que le fue conferido por voto popular directo, en 
un ámbito sub municipal como lo es el  corregimiento.

La Ley 51 de 1984 que regula el funcionamiento de los Con-
sejos Provinciales establece que su Presidencia y su Junta 
Directiva serán elegidas anualmente, entre sus integrantes, 
es decir, los representantes de corregimiento. 

En el seno de los Consejos Provinciales funcionan comisio-
nes para temas de salud, asistencia social, cultura, recrea-
ción, deportes, transporte, comunicación, electrificación, 
vivienda, obras comunitarias, producción y economía que 
coordinan su trabajo con la Junta Técnica provincial, los 
Consejos Municipales, Juntas Comunales y otras organiza-
ciones comunales. Los municipios tienen representación en 
dichas comisiones porque la ley establece que en ellas par-
ticipe al menos un representante o concejal de cada distrito. 
También está estipulado que los Consejos Provinciales sean 
consultados por el órgano Ejecutivo y la Asamblea Nacional 
con respecto a proyectos de leyes de su interés.

Con la Ley de descentralización, nuevas disposiciones deter-
minan su relación con el ámbito municipal:

1.	 Los Consejos Provinciales recibirán y administrarán las 
transferencias asignadas por los recursos económicos 
generados por la Autoridad del Canal de Panamá al 
Programa de Desarrollo Comunitario para 
Infraestructura Pública (PRODEC) para que a su vez los 
remitan a los municipios y éstos a las Juntas Comunales. 
Igualmente dispone que cualquier fondo destinado a la 
construcción de infraestructura local pasará a formar 
parte del PRODEC.

2.	 Las unidades administrativas del Consejo Provincial 
establecerán los controles para la rendición de cuentas 

de los municipios referente a la utilización de dichos 
fondos. La Ley 37 le hace el mandato de tener una 
estructura administrativa mínima para el manejo de 
estos recursos.

3.	 Aunque los fondos del PRODEC pasan de la Junta 
Provincial a los municipios, éstos los remiten a las 
Juntas Comunales según los mecanismos de entrega 
establecidos por el Consejo Provincial, tal como lo 
estipula el artículo 160 que modifica el artículo 23 de la 
Ley 51 de 1984.

4.	 Los señala como uno de los agentes de descentralización 
y como tal, deberá impulsar los traslados de 
competencias del Órgano Ejecutivo a los gobiernos 
locales (municipios) de la provincia.

5.	 En su modificación al  artículo 1 de la Ley 51 de 1984 
sobre los Consejos Provinciales incluye su 
caracterización como foro de concertación de la 
política pública de la provincia.

6.	 En su artículo 158 que modifica el Artículo 3 de la Ley 
51 de 1984 define la integración  del Consejo 
Provincial:

a.	 Todos los representantes de Corregimiento con 
derecho a voz y voto

b.	 Los Caciques Generales, Caciques Regionales, 
Sahilas o las máximas autoridades tradicionales, 
con derecho a voz y / o voto, de acuerdo con su 
Carta Orgánica.

c.	 Los diputados elegidos en la provincia, los 
miembros de la Junta Técnica, los concejales de 
número, los delegados de la comunidad escogido 
de los representantes de las Juntas de Desarrollo 
Local de cada distrito, con derecho a voz.

La Conformación de los  Consejos Provinciales, a raíz de los 
resultados de las Elecciones Generales del 3 de mayo pre-
senta una situación particular en su relación con el Gober-
nador y su atribución de coordinar las relaciones entre los 
municipios de la provincia. Siendo de libre nombramiento y 
remoción por parte del Ejecutivo está ligado políticamente 
a la Presidencia de la República y debe ejercer funciones de 
control y fidelidad a su gestión. Sin embargo, como refleja 
el cuadro siguiente, la coyuntura actual les obliga a tener 
presente que la alianza oficial sólo tiene mayoría en 3 de 
los Consejos Provinciales, es decir, en el 25% de los mismos. 
Esta es una de las razones por las cuales, sectores opuestos 
a la ley de descentralización consideran que el traspaso de 
la administración de los fondos del PRODEC hacia los Con-
sejos Provinciales fue una estrategia del gobierno saliente, 
con mayoría en la asamblea pasada de garantizar el acceso 
a dichos fondos (ver cuadro 6.20).

6.11.1.2	Las Juntas Técnicas Provinciales

La  Ley 51 de 1984 sobre el funcionamiento de los Conse-
jos Provinciales establece la existencia de una Junta Técni-
ca Provincial como organismo de coordinación, asesoría y 
apoyo, integrada por los jefes provinciales de las agencias 
estatales. Tiene el encargo de realizar los trabajos técnicos 
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básicos para la programación del desarrollo económico y so-
cial a nivel provincial, municipal y comunal y de realizar la 
evaluación preliminar de los proyectos, solicitudes y proble-
mas que se plantean en el Consejo Provincial.

La Ley de Descentralización redefine su composición al es-
tablecer que estará integrada por las direcciones provincia-
les de los ministerios, intermediarios financieros y entidades 
autónomas y semiautónomas, y por la Fuerza Pública. Indica 
además que se encargará, en coordinación con los munici-
pios, de la ejecución, del seguimiento y evaluación de los 
planes de desarrollo, bajo la dirección del Gobernador. 

Queda un vacío en la precisión de sus funciones porque la 
ley las sujeta a su reglamentación posterior, por parte del 
Órgano Ejecutivo.

6.11.2	Las Gobernaciones 

La Constitución Política establece su funcionamiento bajo la 
jefatura de los gobernadores, cargo de libre nombramiento 
y remoción del órgano Ejecutivo, y quien lo representa en la 
provincia. 

Las funciones de los gobernadores están contenidas en la 
Ley Nº 2 de 1987. Desarrolla la disposición constitucional al 
respecto y señala una amplia gama de atribuciones en su 
calidad de representante del Ejecutivo en la provincia. Les 
da poder para  intervenir en el ámbito municipal  para ga-
rantizar el orden constitucional y el cumplimiento de las 
disposiciones del Gobierno central y sobre todo injerencia 
y control con respecto a la conducta y desempeño de los 
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alcaldes (sas). Esta situación está claramente expresada en 
las siguientes atribuciones:

1.	 Coordinar las relaciones entre los municipios de la 
provincia.

2.	 Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes de la 
República, los decretos y órdenes del ejecutivo y las 
decisiones de los organismos administrativos 
competentes.

3.	 Supervisar, mediante visita periódica a los distritos de 
su circunscripción, los trabajos de las oficinas públicas, 
las entidades autónomas y semi autónomas del 
Gobierno central y establecer la coordinación con los 
alcaldes (sas).

4.	 Suspender a los alcaldes (sas) que se nieguen a cumplir 
y hacer cumplir la Constitución y las leyes de la 
República, los acuerdos municipales, los decretos y 
órdenes del Ejecutivo y las decisiones u órdenes de los 
tribunales de justicia y organismos administrativos 
competentes. Se trata de una suspensión no mayor de 
30 días y debe ser informada inmediatamente al 
Ministro de Gobierno y Justicia.

5.	 Conocer de primera instancia en los actos no delictivos 
que deban sancionar las autoridades de policía con 
respecto a infracciones cometidas por los alcaldes 
(sas) para juzgarlos y aplicarles la sanción 
correspondiente.

6.	 Convocar a los alcaldes (sas), por lo menos una vez al 
año para coordinar las actividades del Gobierno central 
con las de los gobiernos municipales.

7.	 Coordinar con las dependencias públicas el control de 
la situación durante  calamidades mientras dure una 
urgencia. 

8.	 Conceder licencia y vacaciones a los alcaldes (sas) que 
previamente ha sido presentada y aprobada en el 
concejo municipal.

9.	 Conocer en segunda instancia de los recursos de 
apelación contra decisiones, multas y sanciones 
disciplinarias impuestas por los alcaldes (sas) como 
funcionarios de primera instancia.

10.	Recomendar a las autoridades municipales los estudios 
y programas que estimen necesarios para el desarrollo 
económico y social de la provincia.

La Ley 37 reitera su peso en la fiscalización y control de la 
labor pública en la provincia y con respecto a su consistencia 
con las acciones adoptadas por el Gobierno central como 
autoridad máxima de la Administración Pública Provincial y 
jefe superior en materia de policía por delegación dentro de 
la provincia, cuyas labores serán coordinadas por el Ministe-
rio de Gobierno y Justicia. 

6.11.3	Las Comarcas Indígenas

Las leyes comarcales y sus Cartas orgánicas establecen dis-
posiciones especiales que deben ser observadas en los nue-
ve distritos comarcales, siete pertenecientes a la Comarca 
Ngöbe Buglé y dos a la Comarca Emberá. Las mismas inten-
tan garantizar el respeto a su cosmovisión, a su cultura, sus 

normas de convivencia, a su organización y sus autoridades 
tradicionales.

La Ley de Descentralización en el Tïtulo IX, Municipios y Co-
munidades Indígenas contiene un Capítulo Único sobre Mu-
nicipios con Pueblos Indígenas.

Establece en su artículo 104 la exigencia de un trabajo coor-
dinado de los municipios con las autoridades tradicionales 
para la formulación y ejecución el Plan Estratégico Municipal 
y para las decisiones que afecten, directa o indirectamente, a  
su población y territorio. Este plan debe presentarse al Con-
greso Comarcal, como máxima instancia tradicional.

Los Consejos Municipales también están exigidos por esta 
ley de integrar a las autoridades tradicionales comarcales 
electas, con derecho a voz, en los Consejos Municipales.

6.11.4		El Fondo de Inversión Social

Fue creado mediante decreto Ejecutivo Nº 189, de 15 de no-
viembre de 1999, destinado a servir de espacio de coordina-
ción de las políticas sociales del Estado dirigida a poblacio-
nes vulnerables y sectores marginados. 

Sus fondos son destinados a acciones directas de asistencia, 
promoción a personas, grupos y comunidades con necesi-
dades de alimentación, educación, deporte, emergencias, 
servicios básicos de agua, salud, educación, saneamiento 
e incentivos para micro empresas de forma directa pero no 
necesariamente enmarcados en  un esfuerzo o estrategia 
municipal.

Como una dirección que depende directamente de la Presi-
dencia de la República y con oficinas regionales, su historia 
se asocia con frecuencia a casos de corrupción, obras no 
terminadas o empresas irreales que logran acceso a sus fon-
dos. No existe una vinculación administrativa con los muni-
cipios para la asignación y ejecución de fondos ni tiene una 
inserción clara y directa con el proceso de descentralización, 
planteado en la Ley 37 de 29 de junio de 2009.

Actualmente hay un proceso de re estructuración con res-
pecto a sus propósitos, su organización y funcionamiento. 
En declaraciones públicas su actual director anima una co-
rriente de agrupar éste y otros programas de promoción y 
asistencia socio económica a grupos  y comunidades en una 
Secretaría de Asuntos Sociales pero aún no hay decisiones 
finales al respecto. Cuando se creó, el propósito era la rea-
lización de trabajos comunitarios en colaboración con los 
gobiernos locales. Sin embargo, con el transcurrir del tiempo 
fue desarrollando proyectos que eran potestad de los muni-
cipios. Hoy por hoy la consideran como una institución de 
brazo político del partido gobernante.

En general los órganos sub nacionales, a excepción de las 
Comarcas Indígenas, garantizan la voluntad del Ejecutivo 
en el territorio nacional, incluido el ámbito municipal. Di-
ficultades y confusión experimenta la ciudadanía cuando se 
ve involucrada en procesos y acciones fruto de voluntades 
políticas contradictorias procedentes de decisiones de los 
órganos subnacionales y los gobiernos municipales. Éstos, 
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conformados en base al voto directo para la elección de 
alcaldes (sas) y representantes de corregimientos reciben 
orientaciones y directrices procedentes de las gobernaciones 
y de programas nacionales que suponen una injerencia en 
los asuntos de los gobiernos locales, en los que no necesa-
riamente hay agendas y prioridades comunes.

6.12	 Distorsiones políticas externas 
	 en República Dominicana
La Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios estable-
ce como uno de sus principios básicos el principio de coordi-
nación, definido como la capacidad de armonizarse con los 
demás niveles superiores de la administración pública y no 
manejarse aisladamente (art. 6).

Asimismo respecto a las relaciones interadministrativas la ley 
señala que “Las relaciones entre los ayuntamientos y los orga-
nismos, entidades e instituciones del Gobierno central debe-
rán desarrollarse conforme a los principios de colaboración, 
coordinación, concurrencia, subsidiariedad, información mu-
tua y respeto a sus respectivas competencias” (Art. 12).

Sin embargo, es de común acuerdo que el desarrollo de unas 
relaciones interadministrativas entre los gobiernos locales y 
gobierno central para la mejor formulación e implementa-
ción de las políticas públicas en el territorio es todavía una 
asignatura pendiente del régimen de funcionamiento del 
Estado. Esta articulación es deseable para el logro de resul-
tados de modo más eficaz y con mayor impacto en el terri-
torio, sin embargo, todavía persiste en el país una cultura de 
gestión más bien sectorializada que urge cambiar. Y ello con 
mayor necesidad si cabe debido a que el propio marco com-
petencial municipal establece el ejercicio de  competencias 
compartidas con algunas sectoriales del gobierno central.

El análisis que se contiene a continuación trata de vislumbrar 
qué tipo de relaciones se dan entre los gobiernos locales y 
algunos órganos sub-nacionales identificados en esta publi-
cación: los fondos de inversión social, las gobernaciones, las 
partidas específicas de los legisladores así como los institu-
tos de fomento municipal. Trataremos para ello contextuali-
zar estas figuras en el entramado institucional dominicano. 

6.12.1.	El Fondo de Inversión Social

En la República Dominicana, no existe en la actualidad una 
unidad especial que tenga la estructura y funcionamiento de 
un Fondo de Inversión Social como ocurre en el resto de paí-
ses de la región.

La prestación de la asistencia social en la República Domi-
nicana, tal y como se describe en un estudio del  Centro de 
Estudios Sociales Padre Juan Montalvo113, ha estado ca-
racterizada a lo largo de los años por una alta dispersión 

113	 Cañete R. y Dotel O. Política Social en República Dominicana 1930-
2007 ¿Inclusión o Asistencialismo?, Centro de Estudios Sociales 
Padre Juan Montalvo, 2007 República Dominicana; p. 15-30 
Disponible en: http://www.centrojuanmontalvo.org.do/spip/
IMG/pdf/Libro_Politicas_Sociales_1930-2007_PDF.pdf

institucional como consecuencia principalmente de su ins-
trumentalización político-clientelar, es decir, como producto 
de su uso como medio para extender la red clientelar de los 
gobiernos. De este modo, en el año 2002 se detectaban en el 
país un total de 40 instituciones que realizaban actividades 
de asistencia social: unas creadas por decreto, otras estable-
cidas vía el Presupuesto Nacional, otras vinculadas a institu-
ciones estatales y otras directamente de asistencia social114.

A principios de los años 90, fruto de las presiones interna-
cionales, se dio la experiencia de creación de unos fondos 
con las características de los Fondos de Inversión Social, es 
decir, creados para focalizar y gestionar de modo más direc-
to la asistencia social dirigida a los grupos más vulnerables 
como estrategia más eficaz de lucha contra la pobreza. Este 
es el caso del Fondo de Emergencia Social (FES) creado en 
1992 en el marco del seguimiento a las políticas y estrate-
gias compensatorias de los planes de ajustes económicos 
del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), ejecutados 
en 1991 en el país. Y también del fondo PROCOMUNIDAD, 
Fondo de Promoción a las Iniciativas Comunitarias, creado 
paralelamente mediante el Decreto 279-93 del 13 de octu-
bre de 1993 con el fin de canalizar los recursos formulados 
y ejecutados a pequeña escala por las comunidades locales 
más afectadas115.

Sin embargo, el FES tuvo escasa vigencia en el país, dejando 
pronto de funcionar, mientras que en cambio PROCOMU-
NIDAD logró consolidarse como un programa de asistencia 
social que sigue vigente en la actualidad con un presupuesto 
significativo para llevar a cabo proyectos e inversión social.

Junto a este fondo, sin embargo, el Gobierno ejecuta otro se-
rie de programas de asistencia social con entidad propia que 
han logrado mantenerse también en el tiempo a pesar del 
proceso de reforma institucional llevado a cabo en el sector 
social desde el año 2000 hasta el 2007 tendente a superar las 
debilidades y dispersión detectadas en el mismo.

Este proceso de reforma institucional ha arrojado como 
principal resultado la creación en 2004, según el decreto 
1082-04, del Gabinete de Coordinación  de Políticas Socia-
les (GCPS) que tiene como misión coordinar los procesos de 
formulación, ejecución y evaluación de las políticas públicas 
sociales del Gobierno.

La coordinación de este Gabinete está en manos del Vice-
Presidente de la República mientras que sus integrantes 
son:

	 La Secretaría Administrativa de la Presidencia
	 El Secretariado Técnico de la Presidencia
	 El Ministerio de Educación
	 El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social
	 Ministerio de Trabajo
	 Ministerio de Deportes, Educación Física y Recreación
	 Ministerio de la Mujer
	 Ministerio de Juventud
	 Ministerio de Cultura

114 	 Ibídem, p. 33
115	 Ibídem, p. 26
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	 Ministerio de Educación Superior, Ciencia y 
Tecnología

Además, bajo este Gabinete han quedado adscritos un total 
de 22 organismos relacionados con la prestación de la asis-
tencia social.

Sus funciones, no obstante, fueron ampliadas posteriormen-
te por el Decreto 570-05, que asigna al GCPS con carácter 
de excepción las funciones de administración y ejecución de 
todos los programas, proyectos y actividades del Programa 
de Protección Social del Presupuesto Nacional.

En este sentido cabe señalar, que otra de las consecuencias 
de las reformas llevadas a cabo en el sector social tiene que 
ver con la asignación del gasto en el Presupuesto Nacional. 
Antes del comienzo de estas reformas, una parte de los pro-
gramas de asistencia social tenían fondos de provenientes 
de la cuenta 1401 de la Presidencia, de manera no desagre-
gada y de uso discrecional por parte de la Presidencia, lo 
que había imposible monitorear su ejecución116. Ahora, sin 
embargo, el presupuesto se realiza por programas contribu-
yendo a una mayor transparencia.

A continuación se presenta a modo de resumen los progra-
mas que gestiona el GCPS (ver cuadro 6.21).

Por otro lado, queda una instancia más que no ha sido reor-
denada bajo la coordinación del GCPS. Es decir, el Despacho 
de la Primera Dama, instancia técnico-administrativa en el 
ámbito de la Presidencia de la República con el objeto de 
apoyar los planes, proyectos e iniciativas que desarrollo la 
esposa del Presidente de la República117. Esta instancia cuen-
ta con un presupuesto propio que se ha cuadruplicado desde 
2005. Así en 2009 contó con un presupuesto aprobado de 
522,4 millones de RD$118. De esta manera el Despacho de la 
Primera Dama entra en competencia en cuanto a proyectos y 
programas con el GCPS pero no así en cuanto a presupuesto 
ya que para el mismo año la ejecución presupuestaria del 
GCPS fue de 29, 107 millones de RD$119.

En cuanto a la coordinación con los gobiernos locales de 
estas dos instancias que principalmente se encargan de eje-
cutar la inversión en asistencia social en la República Domi-
nicana, debemos decir que ésta es inexistente en el caso del 
Despacho de la Primera Dama y únicamente tiene carácter 
consultivo en el caso del GCPS. 

Según el Reglamento del GCPS, se establece que éste se apo-
yará en un Consejo Consultivo de la Sociedad Civil para la de-
finición de la política social, la formulación de sus programas 
y planes y seguimiento y evaluación de la ejecución de los  
 

116	 Ibídem, p. 31
117	 Artículo 1 Decreto 741-00.
118	 Dato disponible en: http://www.primeradama.gob.do/Trans/

Presupuestos/Presupuesto%20Aprobado/Informes%20de%20
Presupuesto%202009.pdf

119	 Dato disponible en: http://www.gabsocial.gov.do/LinkClick.asp
x?fileticket=YZjGZn0z0cY%3d&tabid=847

mimos. En definitiva funcionará como una instancia de ase-
soría, consulta y auditoría. En concreto, sus funciones son:

a)	 Contribuir con la identificación de objetivos prioritarios 
destinados a la definición y formulación de la política 
social

b)	 Dar seguimiento a la ejecución de la política social
c)	 Recibir y transmitir las demandas insatisfechas de la 

sociedad en su conjunto
d)	 Contribuir al fortalecimiento de la relación Estado-

Organizaciones de la Sociedad Civil

Para ello, este consejo se compone a su vez de distintas ins-
tancias: un Consejo Nacional, nueve Consejos Regionales, 
un Consejo Provincial en cada provincia y un concejo mu-
nicipal en cada municipio. En el ámbito local, los Consejos 
Municipales estarán conformados por representantes de los 
siguientes sectores:

	 Un representante de la Iglesia Católica.
	 Un representante de la Iglesia Evangélica.
	 Un representante de Redes de Organizaciones 

Comunitarias de Base (OCBS).
	 Un representante de Redes de Organizaciones No 

Gubernamentales (ONG).
	 Un representante de Redes de Universidades y/o sus 

Centros de Investigación.
	 Un representante de Asociaciones Empresariales.
	 Un representante de Asociaciones de 

Microempresarios.
	 Un representante del sector cooperativista 

organizado.
	 Un representante del Sector Sindical.
	 Un representante de las Organizaciones de Personas 

con Discapacidad.
	 Un representante del Sector de los Productores 

Agrícolas organizados.
	 Un representante de Redes y/o Consorcios Inter-

Sectoriales.

Estos representantes serán propuestos por las redes sociales 
que conviven en cada municipio hasta un máximo de nueve 
miembros y su designación queda en manos del GCPS.

Ahora bien, la realidad es que estos consejos territoriales 
previstos no están en funcionamiento en la actualidad y 
por otro lado, entre las instancias que integran el Consejo 
Consultivo de la Sociedad Civil no existe ninguna de ámbito 
municipal como pudiera ser la Federación Dominicana de 
Municipios (FEDOMU) o la Liga Municipal Dominicana. De 
este modo, podemos afirmar que los niveles de coordinación 
inter-institucionales entre los gobiernos locales y gobierno 
central son prácticamente inexistentes a la hora de formular 
y ejecutar los programas de asistencia social.

Cabe destacar que aún todavía, si esta instancia contara con 
representantes del ámbito municipal y sus consejos munici-
pales estuvieran activos, esta vía de coordinación resultaría 
insuficiente en cuanto a lo requerido para el logro del mayor 
impacto de las políticas sociales en el territorio y en cuanto 
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al cumplimiento de lo establecido en la ley 176-07 del Distri-
to Nacional y los Municipios. Según esta ley, es competencia 
municipal compartida (art 19) la coordinación en la gestión de 
la prestación y financiación de los servicios sociales y la lucha 
contra la pobreza, dirigido a los grupos socialmente vulnerables 
y, principalmente, a la infancia, la adolescencia, la juventud, la 
mujer, los discapacitados y los envejecientes. Es decir, que la 
ley exige que los municipios participen de la gestión de las 
políticas públicas sociales más allá de una participación de 
carácter consultivo. Exige más bien una verdadera integra-
ción y canalización de los programas de asistencia social en 
el territorio a través de los gobiernos locales.

6.12.2.	Los Gobernadores Civiles

Según la Constitución de la República, (art. 12) para el go-
bierno y la administración del Estado el territorio se divide 

políticamente en un Distrito Nacional así como en las regio-
nes, provincias y municipios que las leyes determinen.

En la actualidad existen 155 municipios,  31 provincias y un 
Distrito Nacional así como 10 regiones. La región es la uni-
dad básica para la articulación y formulación de las políticas 
públicas en el territorio (art. 196) mientras que la provincia 
es la demarcación política intermedia (art. 197). Por último 
el Distrito Nacional y los municipios así como los distritos 
municipales conforman la Administración (art. 199) que jun-
to a la Administración del Estado supone el segundo nivel de 
gobierno existente en el país.

En el caso de la República Dominicana, el Gobernador Civil 
es el representante del Poder Ejecutivo en la demarcación 
provincial  (art. 198) cuya designación se produce por decre-
to presidencial.
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Esta figura nació en el año 1951 bajo el gobierno de Rafael 
L. Trujillo a partir de la promulgación de la Ley 2661 sobre 
las atribuciones y deberes de los Gobernadores Civiles de las 
Provincias. Esta ley les atribuye desde facultades de dirección 
de los funcionarios de la provincia y supervisión de las enti-
dades municipales hasta de inspección y control policial.

No obstante, estas funciones fueron cambiando a lo largo 
de los años al tiempo que se promulgaban otras leyes que 
las modificaban como la Ley de Organización Municipal Nº 
3455, promulgada sólo un año después que la Ley 2661.

En la actualidad su principal función es la establecida en la 
Constitución. Continúan adscritos orgánicamente al Minis-
terio de Interior y Policía y actúan como representantes del 
Poder Ejecutivo en la provincia con escasa incidencia en los 
procesos de desarrollo de la misma puesto que no poseen 
una asignación presupuestaria propia ni capacidad de toma 
de decisiones.

Por su forma de designación (decreto presidencial), los go-
bernadores civiles pueden llegar a tener alguna capacidad de 
incidencia en el gobierno central puesto que ejercen cargos 
de confianza del Poder Ejecutivo. En la medida en que a tí-
tulo personal consigan tener peso político en el Ejecutivo  su 
capacidad de influencia para la canalización de inversiones, 
proyectos y respuestas a las necesidades de las provincias 
puede verse reforzada.

Por último, cabría destacar que las leyes nº 498-06 de Pla-
nificación e Inversión Pública y nº 147-02 sobre Gestión de 
Riesgos tienen en cuenta a los gobernadores civiles para la 
integración de los Consejos Regionales y Provinciales de De-
sarrollo por un lado, y los Comités de Prevención, Mitigación 
y Respuesta ante Desastres, por otro. De este modo esta fi-
gura quedaría vinculada a la participación en la formulación 
e implementación de  de políticas públicas en el territorio en 
colaboración con otros actores destacados a nivel territorial 
si bien sin poseer facultades decisorias al respecto.

6.12.3.	Las partidas específicas de los 
legisladores

La República Dominicana tiene un sistema legislativo bica-
meral. Así, tal y como establece el artículo 76 de la Constitu-
ción, el Congreso Nacional está conformado por el Senado 
de la República y la Cámara de Diputados.

El Senado está compuesto por miembros elegidos mediante 
voto popular directo a razón de uno por provincia y uno por 
el Distrito Nacional por lo que actualmente se integra por un 
total de 32 senadores. La Cámara de Diputados por su parte 
estará formada a partir de las próximas elecciones del 16 de 
mayo de 2010, y como consecuencia de la última reforma 
constitucional llevada a cabo, por 183 diputados, de los cua-
les 178 serán elegidos en su provincia o el Distrito Nacional, 
distribuidos en proporción a la densidad poblacional; mien-
tras que los 5 restantes serán elegidos a nivel nacional por 
acumulación de votos.

En el caso de los legisladores dominicanos, tanto senadores 
como diputados, tienen a su disposición fondos para des-
tinar a acciones de asistencia social en la provincia donde 
fueron escogidos.

Para los diputados existe desde febrero de 2007 un Fondo 
de Gestión Administrativa, según informó la Oficina de Li-
bre Acceso a la Información de la Cámara en día 3 de Mayo 
de 2010, que consiste en el depósito a cada diputado/a de 
cincuenta mil pesos (50,000.00 RD$) para destinar a activi-
dades sociales como: ayudas económicas a estudiantes y 
asociaciones estudiantiles, gastos fúnebres, gastos médicos, 
actividades culturales, materiales de construcción, apoyo al 
deporte, alimentos, transporte entre otros. Estos fondos se 
ejecutan en la provincia de cada diputado y se liquidan me-
diante presentación de la debida justificación de gastos.

Para los senadores, también existe un Fondo Mensual para la 
Gestión Provincial de Asistencia Social e Institucional instau-
rado desde septiembre de 2006. Según datos proporcionados 
por la Oficina de Libre Acceso a la Información del Senado, en 
solicitud realizada el día 3 de mayo de 2010, los montos asig-
nados a cada senador se determinan en función del número 
de habitantes de cada provincia (en referencia al censo de 
2002) así como de sus niveles de pobreza de modo que nun-
ca los montos totales se sitúen por debajo de los 400,000.00 
pesos ni superen los 900,000.00 pesos mensuales.

Estos niveles de recursos destinados a asistencia social para 
los senadores supera altamente los disponibles por los dipu-
tados de modo que entre algunas organizaciones sociales 
y medios de comunicación se escuchan voces muy críticas 
contra esta figura, popularmente conocida como Barrilito,  
ya que está muy expuesta al manejo clientelar y electoral. 
Por un lado se argumenta que la constitución no atribuye 
una función social a los legi  ladores y por el otro se alega 
falta de transparencia y rendición de cuentas en el manejo 
de los fondos120. Asimismo, se denuncia la ventaja de utilizar 
estos fondos en período electoral por lo que en esta última 
campaña para las elecciones congresuales del 16 de mayo 
de 2010 el Presidente de la Junta Central Electoral apeló a la 
suspensión de uso tras la presentación y admisión de can-
didaturas.

En cuanto al tema que concierne, es decir, las relaciones de 
coordinación de la ejecución de estos fondos con los gobier-
nos locales, cabe destacar que éstos son ejecutados direc-
tamente por los legisladores, pudiéndose establecer coordi-
naciones de apoyo a las necesidades demandadas a nivel 
municipal en función del criterio y la voluntad política de 
cada legislador.

6.12.4		Institutos de Fomento Municipal

La creación de la Liga Municipal Dominicana (LMD) data de 
1938 y tiene su origen, como se señala en el preámbulo de 
la ley 49-38 que crea esta institución, en la Resolución No. 
2 votada por el Primer  Congreso Panamericano de Munici-
pios celebrado el 18 de noviembre de ese año en la ciudad 
120	 Sirva de ejemplo el artículo disponible en: http://www.hoy.com.

do/opiniones/2009/1/10/262334/Y-que-del-barrilito-senatorial
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de La Habana. En esta resolución se recogió el interés por 
impulsar la creación de este tipo de instituciones en toda 
Centroamérica y el Caribe bajo el objetivo de propiciar la co-
operación entre los municipios como medio eficaz para el 
desarrollo nacional de los países121.

La Ley 49-38 establece que esta entidad estará integrada por 
el Consejo Administrativo del Distrito de Santo Domingo, 
los Ayuntamientos de las comunes y los demás organismos 
regionales de categoría equivalente a éstos (art. 1). Diseña 
un mecanismo para la constitución de la misma y atribuye 
al Secretario de Estado de lo Interior y Policía (hoy Ministro 
de Interior y Policía) presidir las sesiones de instalación así 
como designar los funcionarios que han de concurrir en él 
para integrar el bufete directivo; hoy Comité Ejecutivo.

Respecto a sus atribuciones esta ley enumera las siguientes 
(art. 4):

a)	 Promover por todos los medios a su alcance las 
mejores relaciones y el más eficaz espíritu de 
cooperación entre los Municipios de la República con 
el fin de que puedan prestarse la mayor ayuda mutua 
que sea posible en la realización de las funciones que 
les corresponden en la solución de sus problemas, en 
el desarrollo de sus planes de progreso y en todo 
cuento propenda al mayor bienestar de sus localidades 
respectivas

b)	 Adquirir y difundir entre los municipios, de la manera 
más eficaz posible, cuantos datos, informes, 
publicaciones y otras materias puedan ser útiles para 
la realización de sus fines

c)	 Promover el intercambio frecuente y útil de 
informaciones, publicaciones, visitas y otros medios de 
cooperación intermunicipal

d)	 Promover igualmente la cooperación entre los 
municipios de la República y los correspondientes 
organismos de otros países

e)	 Favorecer la celebración de congresos, conferencias, 
concursos, ferias, exposiciones y otras manifestaciones 
de interés para la vida municipal, nacional o 
internacional

f)	 Mantener oficinas permanentes para la tramitación de 
sus asuntos

g)	 Editar publicaciones adecuadas a sus fines
h)	 Ejercer todas aquellas actividades que guarden relación 

con los fines anteriormente enunciados o que sean 
accesorios de aquellos y que no colindan con las 
disposiciones constitucionales y legales.

Así pues la LMD nace como un instituto de cooperación in-
termunicipal destinado a apoyar a los municipios del país 
en el ejercicio de sus funciones así como servirles de plata 

121	 Además de consultar la citada ley así como el resto de leyes que 
aparecen en este apartado, la información que aparece en el 
mismo ha sido también obtenida en entrevista con el Sr. Juan 
Figueroa encargado de Descentralización del CONARE y el Sr. 
Horacio Medrano, consultor de Descentralización del CONARE, 
en día 9 de Abril de 2010 12:00 p.m. así como con el Sr. Gregorio 
Cruz, técnico de la Liga Municipal Dominicana, en 30 de 
noviembre de 2009.

forma de ayuda mutua para la resolución de sus problemas 
comunes. 

Ahora bien la Ley 3455 de la Organización Municipal de 
1952 promulgada poco después y que constituyó el marco 
del régimen jurídico municipal durante más de 50 años, vio a 
atribuir a esta institución nuevas atribuciones vinculadas al 
ámbito de la gestión presupuestaria municipal. En concreto, 
esta ley atribuía al Secretario de Estado de lo Interior, Poli-
cía y Comunicaciones distintas funciones relacionadas con 
la elaboración y aprobación del presupuesto municipal. Así, 
tenía por un lado, la competencia para preparar las fórmulas 
e instrucciones que servían para elaborarlo (art. 205) y por 
otro, la potestad para aprobarlos de modo que sin su aproba-
ción éstos no entraban en vigencia (art. 208). 

Además, y en relación a la contabilidad municipal, la ley 3455 
sometía a los ayuntamientos al control tanto de la Cámara 
de Cuentas, del Contralor y Auditor General de la República 
así como del de la Secretaría de Estado de lo Interior, Policía 
y Comunicaciones (art. 197).

Como se derivaba de esta articulado, y como consecuencia 
de la adscripción orgánica de la LMD a la Secretaría de Es-
tado de lo Interior y Policía, esta institución se convirtió en 
órgano rector y de control de las finanzas de los municipios 
limitando en gran medida su autonomía financiera.

Es más, estas potestades de la Liga Municipal Dominicana y 
las limitaciones a la autonomía financiera municipal se vie-
ron todavía más reforzadas con la posterior promulgación 
de la Ley 673 dictada por el Triunvirato122 en 1965. Esta ley 
se destinó a regular de modo expreso el proceso de elabo-
ración y ejecución de los ingresos de los ayuntamientos con 
el objetivo de establecer medidas que aseguraran una adecua-
da inversión de los fondos municipales, como establece en su 
considerando123.

Para asegurar tal propósito amplió el alcance de la Liga Mu-
nicipal Dominicana sobre el control de los municipios. Así a 
partir de ese momento la Liga Municipal Dominicana pasaría 
a tener potestades para:

	 Disponer de modo previo la aprobación de las 
transferencias de fondos dentro de los presupuestos 
municipales

122	 El Triunvitato fue el gobierno establecido tras el golpe militar 
producido contra el gobierno de Juan Bosch en 1963 y que se 
mantuvo en el poder hasta la invasión de de los Estados Unidos 
en 1965. 

123	 Esta ley vendría a derogar la recién aprobada Ley 5622 de la 
Autonomía Municipal (poco después de la muerte del dictador 
Rafael L. Trujillo) que eliminaba las restricciones a la autonomía 
financiera municipal contenidas en el marco jurídico anterior y 
otorgaba de esta manera la autonomía a los ayuntamientos para 
disponer de sus ingresos. En su artículo 3 establecía de modo 
expreso que la Liga Municipal Dominicana no tendrá la facultad 
para intervenir en el funcionamiento de los Ayuntamientos  y por 
consiguiente su misión queda limitada a un asesoramiento 
meramente técnico en materia de servicios de utilidad pública, 
presupuestaria, urbanística y de construcciones.



Autonomía Política: Gobernanza municipal en Centroamérica y República Dominicana

234

	 Revisar las cuentas de los ayuntamientos 
	 Disponer los planos, supuestos y especificaciones de 

las obras públicas municipales aasí como su inspección 
a través de la Oficina de Construcciones de la Liga y 
sus oficinas técnicas

	 Observas la toma de decisones sobre las compras 
municipales

	 Recibir las actas de las sesiones de cada ayuntamientos 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que 
hubiera tenido efecto la sesión

	 Sancionar disciplinariamente a funcionarios y 
empleados municipales

La naturaleza de estas relaciones inter-organizacionales en-
trarán de nuevo en una nueva etapa a partir de la promul-
gación de la Ley 17-97 sobre financiamiento Municipal. Esta 
ley fue la primera que reguló la transferencia de recursos 
del Gobierno central a los municipios, estableciéndolas en 
un 4% de los ingresos totales del Estado. Así en su artículo 1 
establece: Destinar a todos los Ayuntamientos del país del 4% 
del monto de la ley de gastos Públicos correspondientes a los 
Ingresos de orden Internos incluyendo los Ingresos los Ingresos 
adicionales y los recargos. 

Este porcentaje se repartiría entre los ayuntamientos del país 
en función de su número total de habitantes, si bien descon-
tando un 5% del monto total recibido para el financiamiento 
del presupuesto de la Liga Municipal Dominicana (art. 4) a la 
que además esta ley asigna la función de transferir estos in-
gresos municipales a cada ayuntamiento como se establece 
en el artículo 7:

Artículo 7.- La liquidación del cuatro por ciento (4%) a que 
se refieren los artículos 1 y 4 de esta ley, así como la 
subvenci6n del Estado a que alude el artículo 5 de la 
misma, serán hechas mensualmente por el Tesorero 
Nacional y por el Contralor General de la República, 
debiendo transferirse íntegramente, sin aplicarle o hacerle 
ningún descuento del Estado Dominicano, el valor que 
resulte a la cuenta que, para tales fines, abrirá la Liga 
Municipal Dominicana en el Banco de Reservas de la 
República Dominicana, dentro de los primeros diez (10) 
días siguientes al mes que tuvo efecto la recaudaci6n.
PARRAFO I Conforme a los artículos 3 y 6, la Liga 
Municipal Dominicana deberá hacer la distribuci6n de los 
recursos consignados en esta ley antes de los cinco (5) 
días siguientes a la recepci6n de los mismos, mediante 
cheques expedidos a favor de los respectivos ayuntamientos 
y distritos municipales.
PARRAFO II: El Estado Dominicano transferirá 
íntegramente los recursos generados por esta ley a las 
cuentas de la Liga Municipal Dominicana, para ser 
distribuidas de acuerdo a1 Articulo 3 de esta ley, dado que 
estos recursos están especializados para las necesidades 
operativas de los ayuntamientos.
PARRAFO III: Cualquier procedimiento en la gesti6n de los 
fondos de parte de la Liga Municipal Dominicana, 
contraria al espíritu del Articulo 7, constituirán una 
violaci6n a dicha ley, de parte de las instancias 
administrativas que la ejecuten.

Con esta nueva atribución las relaciones de control de la Liga 
Municipal Dominicana sobre los municipios adquirirán una 
nuevo matiz puesto que la potestad para realizar la transfe-
rencia de estos recursos le abrió las puertas para convirtirse 
en un instrumento de control político a través del recurso a 
la retención de la transferencia de fondos, creando una ma-
yor injerencia si cabe en la autonomía de los municipios. 
 
La siguiente ley que reguló la participación de los ayunta-
mientos en los ingresos estatales (La Ley 166-03) mantuvo 
esta misma relación de dependencia entre la Liga Municipal 
Dominicana y los ayuntamientos De modo que ésta no se 
vería alterada hasta la promulgación de la Ley 176-07 del 
Distrito Nacional y los Municipios cuando se alcanzó un con-
senso para limitar las funciones de esta institución a las de 
asesoría técnica y planificación tal y como recoge los artícu-
los 105 y 106 de la ley.

La ley 176-07 señala expresamente en su artículo 107 que a 
esta institución y sus funcionarios les está impedido fiscali-
zar e intervenir en las actividades y decisiones de los ayun-
tamientos, limitándose las decisiones de sus órganos a hacer 
recomendaciones a los gobiernos locales. De esta manera 
esta entidad dejó de tener la función de elaborar y aprobar 
los presupuestos municipales (ahora son elaborados por los 
alcaldes (sas) y aprobados por el Concejo de Regidores) así 
como su función fiscalizadora ya que los ayuntamientos pa-
saron a insertarse en el sistema nacional de control interno 
y externo regidos por la Contraloría General de la República 
y la Cámara de Cuentas.

Por otro lado, y siguiendo en el ámbito financiero, la Liga 
Municipal Dominicana perdió su función como organismo 
encargado de transferir los ingresos a los ayuntamientos a 
favor de la Tesorería Nacional y según la ley 176-07, el pre-
supuesto de la Liga  vendrá determinado por la Asamblea 
Anual de los Municipios de los fondos destinados a los mis-
mos, es decir, se da mayor libertad de decisión a los munici-
pios para establecer el porcentaje destinado a esta entidad.

Según se deriva de la ley 176-07, la relación entre la Liga 
Municipal Dominicana y los gobiernos locales debiera de ser 
de apoyo, de complementariedad, puesto que la Liga debiera 
dirigir sus acciones al fortalecimiento de éstos en las áreas 
con mayores debilidades para desarrollar su rol de promoto-
res del desarrollo local en sus municipios.

En la actualidad, la naturaleza y funciones de esta institu-
ción están sometidas a debate puesto que se considera que 
en los años transcurridos desde la promulgación de la Ley 
176-07 esta institución no está cumpliendo adecuadamente 
con sus funciones a pesar de la disposición presupuestaria 
para ello (la Asamblea Anual de los Municipios ha manteni-
do el destino del 5% de los recursos de las transferencias del 
Gobierno central a los ayuntamientos a esta institución). Por 
ello existe una propuesta, recogida por el propio Presidente 
de la República en su último discurso al Congreso Nacional, 
de convertirla en Instituto de Formación Municipal.
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